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LOS  REPRESENTANTES  del  Pueblo  Soberano  de  Guatemala, 
legítimamente  convocados,  y  reunidos  en  suficiente  número, 
han  decretado  y  sancionado  las  leyes  fundamentales  que, 
reunidas  en  un  solo  cuerpo,  forman  la  siguiente 

CONSTITUCION  DE  LA  REPUBLICA 


TITULO  I 

DE  LA  NACION  Y  SUS  HABITANTES 

Artículo  P — Guatemala  es  una  Nación  libre,  soberana  e  inde¬ 
pendiente.  Delega  el  ejercicio  de  la  soberanía  en  las  autoridades 
que  establece  la  Constitución. 

Artículo  2? — Mantendrá  y  cultivará  con  las  demás  Repúblicas 
de  Centro  América,  íntimas  relaciones  de  familia  y  reciprocidad.  Y 
siempre  que  se  proponga  la  nacionalidad  centroamericana  de  una 
manera  estable,  justa,  popular  y  conveniente,  la  República  de  Gua¬ 
temala  estará  pronta  a  reincorporarse  en  ella.  (1) 

Artículo  3" — El  Poder  Supremo  de  la  Nación  es  republicano, 
democrático  y  representativo,  y  se  divide  para  su  ejercicio  en  Legis¬ 
lativo,  Ejecutivo  y  Judicial,  y  habrá  en  sus  funciones  entera  inde¬ 
pendencia. 

Artículo  P — Los  guatemaltecos  se  dividen  en  naturales  y  na¬ 
turalizados. 

Artículo  ó9 — Son  naturales  : 

1° — Todas  las  personas  nacidas  o  que  nazcan  en  el  territorio 
de  la  República,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del 
padre,  con  excepción  de  los  hijos  de  los  Agentes  Diplo¬ 
máticos  ; 


(1)  Véase  el  artículo  1?  del  Decreto  de  reformas  Número  4,  de  30  de  agosto 
de  189?. 
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29 — Los  hijos  de  padre  guatemalteco  o  hijos  ilegítimos  de 
madre  guatemalteca,  nacidos  en  país  extranjero,  desde  el 
momento  en  que  residan  en  la  República;  y  aun  sin  esta 
condición,  cuando  conforme  a  las  leyes  del  lugar  del  naci¬ 
miento  les  corresponda  la  nacionalidad  de  Guatemala,  o 
tuvieren  derecho  a  elegir  y  optaren  por  la  guatemalteca.  <2) 

Artículo  69 — Se  considera  también  como  guatemaltecos  natu¬ 
rales  a  los  originarios  de  las  demás  Repúblicas  de  Centro  América 
que  manifiesten,  ante  la  autoridad  competente,  el  deseo  de  ser 
guatemaltecos,  y  llenen  los  requisitos  legales,  siempre  que  exista 
la  reciprocidad  en  el  país  de  su  origen  y  hasta  donde  ésta  se 
extienda. 2  (3) 

Artículo  T> — Son  naturalizados  los  extranjeros  que,  habiendo 
residido  en  el  país,  el  tiempo  que  la  ley  establece,  obtengan  carta 
de  naturaleza,  y  también  los  que  la  hayan  obtenido  antes,  con 
arreglo  a  la  ley.  (4) 

Artículo  S9 — Son  ciudadanos : 

l9 — Los  guatemaltecos  mayores  de  veintiún  años  que  sepan 
leer  y  escribir;  o  que  tengan  renta,  industria,  oficio  o  profe¬ 
sión  que  les  proporcione  medios  de  subsistencia; 

29 — Todos  los  que  pertenecen  al  Ejército,  siendo  mayores  de 
diez  y  ocho  años; 

39 — Los  mayores  de  diez  y  ocho  años  que  tengan  un  grado 
o  título  literario,  obtenido  en  los  establecimientos  nacio¬ 
nales.  (5) 

Artículo  9" — Los  derechos  inherentes  a  la  ciudadanía  son: 

l9 — El  de  elegir  y  ser  electo; 

29 — El  de  opción  a  las  funciones  o  empleos  públicos,  para  los 
cuales  la  ley  exija  esa  calidad.  (6) 

Artículo  10. — En  los  casos  en  que  la  ley  exija  la  calidad  de 
ciudadano  para  el  ejercicio  de  una  función  pública,  podrá  confiarse 
a  extranjeros  que  reúnan  las  demás  calidades  que  la  misma  ley 
requiera:  quedando  naturalizados  y  ciudadanos  por  el  hecho  de  su 
aceptación. 

Artículo  11. — La  calidad  de  ciudadano  se  suspende,  se  pierde 
y  se  recobra,  de  conformidad  con  las  siguientes  prescripciones: 


(2)  Artículo  1?  del  Decreto  de  reformas  de  5  de  noviembre  de  1887. 

(3)  Artículo  1?  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(4)  Artículo  2?  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(5)  Artículo  39  del  Decreto  de  reformas  de  5  de  noviembre  de  1887. 

(6)  Artículo  3?  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Se  suspende: 


Ia — Por  auto  de  prisión; 

2- — Por  sentencia  firme  condenatoria,  dictada  en  juicio  cri¬ 
minal  ; 

3’ — Por  interdicción  judicial. 

Se  pierde : 

1* — Por  naturalización  en  país  extranjero; 

2’ — Por  prestación  de  servicios  a  enemigos  de  Guatemala  o  de 
sus  aliados  en  tiempo  de  guerra,  siempre  que  tales  servicios 
implicaren  traición  a  la  Patria. 

En  los  casos  de  pérdida  de  la  ciudadanía,  ésta  se  recobra  por 
la  residencia  en  el  territorio  de  la  República  durante  el  tiempo 
requerido  por  la  ley,  si  se  tratare  de  naturalización  en  país  extran¬ 
jero;  y  mediante  acuerdo  del  Ejecutivo,  en  el  caso  expresado  en 
el  inciso  29. 

Se  recobra: 

1* — Por  auto  de  libertad  que  revoque  el  de  prisión; 

2‘ — Por  sobreseimiento ; 

3“ — Por  sentencia  firme  absolutoria  de  la  instancia  o  del  cargo; 

4! — Por  cumplimiento  de  la  pena; 

5* — Por  amnistía ; 

6- — Por  rehabilitación.  (7) 

Artículo  12. — Son  obligaciones  de  los  guatemaltecos : 

1“ — Servir  y  defender  a  la  patria; 

2’ — Obedecer  las  leyes,  respetar  a  las  autoridades  y  observar 
los  reglamentos  de  policía; 

3! — Contribuir  de  la  manera  que  establezca  la  ley  a  los  gastos 
públicos. 

Artículo  13. — Los  extranjeros,  desde  el  instante  en  que  lleguen 
al  territorio  de  la  República,  están  estrictamente  obligados  a  respe¬ 
tar  a  las  autoridades  y  observar  las  leyes,  y  adquieren  derecho  a  ser 
protegidos  por  ellas. 

Artículo  14. — Ni  los  guatemaltecos  ni  los  extramjeros  podrán  en 
ningún  caso,  reclamar  al  Gobierno  indemnización  alguna,  por  daños 
y  perjuicios  que  a  sus  personas  o  a  sus  bienes  causaren  las  fac¬ 
ciones. 

Artículo  15. — Los  extranjeros  están  obligados  a  la  observancia 
de  las  disposiciones  y  reglamentos  de  policía  y  a  pagar  los  impues¬ 
tos  locales  y  las  contribuciones  establecidas  por  razón  de  comer¬ 
cio,  industria,  profesión,  propiedad  o  posesión  de  bienes,  y  las  que 
por  la  misma  razón  se  establezcan  en  lo  sucesivo,  aunque  sea 
aumentando  o  disminuyendo  las  anteriores. 


(7)  Artículo  4?  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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TITULO  II 


DE  LAS  GARANTIAS  CONSTITUCIONALES 


Artículo  16. — Las  autoridades  de  la  República  están  instituidas 
para  mantener  a  los  habitantes  en  el  goce  de  sus  derechos,  que  son : 
la  libertad,  la  igualdad  y  la  seguridad  de  la  persona,  de  la  honra  y 
de  los  bienes. 

Es  función  del  Estado  conservar  y  mejorar  las  condiciones 
generales  de  la  existencia  y  del  bienestar  de  la  Nación,  procurando 
el  incremento  de  la  riqueza  pública  y  privada,  creando  o  fomentan¬ 
do  instituciones  de  crédito  y  de  previsión  social ;  y  proveyendo 
adecuadamente  a  la  solución  de  los  conflictos  entre  el  capital  y  el 
trabajo.  181 

Artículo  17. — Todo  poder  reside  originariamente  en  la  Nación; 
los  funcionarios  no  son  dueños  sino  depositarios  de  la  autoridad, 
sujetos  y  jamás  superiores  a  la  ley,  y  siempre  responsables  por  su 
conducta  oficial.  En  ese  concepto  ninguno  de  los  Poderes  de  la  Na¬ 
ción,  ninguna  Magistratura,  ni  funcionario  público,  tienen  más 
facultades  ni  autoridad  que  las  expresamente  les  confiere  la  ley. 

A  ninguna  persona  puede  impedirse  lo  que  la  ley  no  prohibe. 

Todo  acto  en  contravención  a  lo  dispuesto  en  este  artículo  es 
nulo,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  a  que  haya  lugar. 

La  responsabilidad  de  toda  clase  de  funcionarios  y  empleados 
públicos,  por  cualquier  transgresión  a  la  ley,  podrá  deducirse  en 
todo  tiempo  mientras  no  se  haya  consumado  la  prescripción,  que 
comenzará  a  correr  desde  que  el  responsable  hubiere  cesado  en  el 
ejercicio  del  cargo  durante  el  cual  incurrió  en  responsabilidad. 

La  ley  determinará  todo  lo  demás  que  se  refiere  a  la  respon¬ 
sabilidad  de  los  funcionarios  y  empleados  públicos;  así  como  tam¬ 
bién  lo  que  concierne  a  la  jurisdicción  contencioso-administrativa, 
tribunales  que  la  ejerzan,  su  organización,  competencia  y  orden  de 
procedimientos  en  los  casos  de  tal  naturaleza.  <9) 

Artículo  18. — La  instrucción  primaria  es  obligatoria;  la  soste¬ 
nida  por  la  Nación  es  laica  y  gratuita. 

Artículo  19. — Toda  persona  es  libre  para  entrar,  permanecer 
en  el  territorio  de  la  República  y  salir  de  él;  salvo  los  casos  que 
la  ley  determina. 

Artículo  20. — La  industria  es  libre.  El  autor  o  inventor  goza  de 
la  propiedad  exclusiva  de  su  obra  o  invento,  por  un  tiempo  que  no 
exceda  de  quince  años.  La  propiedad  literaria  o  artística  es  perpe¬ 
tua.  A  nadie  se  puede  impedir  que  se  dedique  al  trabajo  lícito  que 
tenga  por  conveniente.  La  vagancia  es  punible.  La  ley  dispondrá  lo 


(8)  Artículo  5?  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(9)  Artículo  69  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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necesario  para  la  mayor  eficacia  y  estímulo  del  trabajo,  organizán- 
dolo  adecuadamente  y  estableciendo  la  protección  especial  que 
deberá  dispensarse  a  los  obreros  y  trabajadores,  para  proveer  al 
mejoramiento  de  sus  condiciones  físicas,  morales  e  intelectuales,  y 
al  incremento  de  la  producción. 

La  libertad  de  industria  y  de  trabajo  no  tienen  más  limitaciones 
que  la  facultad  del  Estado  para  gravar  y  estancar  ciertas  especies 
y  para  reservarse  el  ejercicio  de  determinadas  industrias,  con  el 
objeto  de  crear  rentas  al  Erario,  asegurar  los  servicios  públicos  y  la 
defensa  y  crédito  de  la  Nación;  pero  no  podrá  prohibirse  la  expor¬ 
tación  de  productos  agrícolas,  pecuarios  o  manufacturados  que  pro¬ 
cedan  de  la  industria  nacional. 

También  se  limita  respecto  a  las  profesiones  que  requieren 
título,  las  que  no  podrán  ejercerse  sin  poseerlo  y  llenar  las  forma¬ 
lidades  que  la  ley  exige. 

La  propiedad  que  la  Nación  tiene  sobre  los  yacimientos  de 
hidrocarburos  en  general,  sus  mezclas  y  derivados,  es  inalienable 
e  imprescriptible.  Para  la  explotación  de  dichas  substancias,  podrán 
celebrarse  contratos  por  un  término  que  no  exceda  de  cincuen¬ 
ta  años. 

Para  el  establecimiento  de  servicios  públicos  de  gran  utilidad, 
que  requieran  la  inversión  de  cuantiosos  capitales,  el  Estado  podrá 
celebrar  contratos  y  otorgar,  en  tal  caso,  concesiones  por  un  término 
no  mayor  del  fijado  en  el  párrafo  anterior. 

El  Ejecutivo  sólo  podrá  otorgar  concesiones  por  un  término  que 
no  pase  de  diez  años,  a  los  que  introduzcan  o  establezcan  industrias 
nuevas  en  la  República;  pero  no  con  el  carácter  de  prohibitivas  de 
industrias  análogas  o  similares. 

Quedan  prohibidos  los  monopolios  y  privilegios.  (i0) 

Artículo  21. — Todos  pueden  libremente  disponer  de  sus  bienes, 
siempre  que  al  hacerlo  no  contravengan  a  la  ley. 

Las  vinculaciones,  sin  embargo,  quedan  absolutamente  prohi¬ 
bidas  y  toda  institución  a  favor  de  manos  muertas,  exceptuándose 
solamente  las  que  se  destinen  a  favor  de  establecimientos  de  bene¬ 
ficencia. 

Artículo  22. — Los  habitantes  de  la  República  tienen  derecho  de 
dirigir  sus  peticiones  a  la  autoridad,  que  está  obligada  a  resolverlas 
sin  demora,  de  conformidad  con  la  ley,  y  a  comunicar  las  resolu¬ 
ciones  a  los  interesados. 

La  fuerza  armada  no  puede  deliberar,  ni  ejercer  los  derechos 
de  petición  y  de  sufragio.  <n) 

Artículo  23. — Los  habitantes  de  la  República  tienen  asimismo 
libre  acceso  ante  los  tribunales  del  país,  para  ejercitar  sus  acciones 
en  la  forma  que  prescriben  las  leyes.  Los  extranjeros  no  podrán 


(10)  Artículo  70  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(11)  Artículo  80  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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ocurrir  a  la  vía  diplomática,  sino  en  los  casos  de  denegación  de 
justicia.  Para  este  efecto,  no  se  entiende  por  denegación  de  justi¬ 
cia,  el  que  un  fallo  ejecutoriado  no  sea  favorable  al  reclamante. 

Artículo  24. — :E1  ejercicio  de  todas  las  religiones,  sin  preemi¬ 
nencia  alguna,  queda  garantizado  en  el  interior  de  los  templos; 
pero  ese  libre  ejercicio  no  podrá  extenderse  hasta  ejecutar  actos 
subversivos  o  prácticas  incompatibles  con  la  paz  y  el  orden  público, 
ni  da  derecho  para  oponerse  al  cumplimiento  de  las  obligaciones 
civiles  y  políticas. 

Artículo  25. — Se  garantiza  leí  derecho  de  asociación  y  de  reunir¬ 
se  pacíficamente  y  sin  armas;  pero  se  prohíbe  el  establecimiento 
de  congregaciones  conventuales  y  de  toda  especie  de  instituciones 
o  asociaciones  monásticas. 

Artículo  26. — Es  libre  la  emisión  del  pensamiento  por  la  pala¬ 
bra,  por  escrito,  por  la  prensa  y  por  cualquier  otro  medio,  sin  previa 
censura.  Ante  la  ley  es  responsable  el  que  abuse  de  ese  derecho. 
Un  jurado  conocerá  de  las  faltas  y  delitos  de  imprenta. 

Ningún  ataque  por  medio  de  la  prensa  a  funcionarios  o  emplea¬ 
dos  públicos,  por  actos  oficiales,  será  considerado  como  delito  y  no 
dará  a  los  ofendidos  otro  derecho  que  el  de  exigir  que  las  recti¬ 
ficaciones  y  explicaciones  que  hicieren,  se  inserten  gratuitamente 
en  el  periódico  en  que  se  haya  hecho  la  publicación. 

Los  impresos  calumniosos  o  injuriosos  contra  naciones  extran¬ 
jeras,  sus  gobiernos  o  Representantes  Diplomáticos  acreditados  en 
el  país,  serán  juzgados  según  las  reglas  de  reciprocidad,  tanto  en 
lo  que  se  refiere  al  procedimiento,  como  respecto  a  la  calificación 
del  hecho,  observándose  las  reglas  del  Código  Penal  de  Guatemala 
en  lo  que  concierne  a  la  imposición  de  la  pena. 

Los  talleres  tipográficos  y  sus  enseres  no  podrán  ser  decomi¬ 
sados,  ni  confiscados,  ni  clausuradas  o  interrumpidas  sus  labores, 
por  razón  de  delito  o  falta  de  imprenta.  Por  estas  últimas  causas 
no  serán  responsables  los  dueños  de  talleres  tipográficos,  los  im¬ 
presores,  libreros,  vendedores  o  repartidores  de  impresos,  salvo  que 
ellos  fueren  los  autores  del  delito  o  falta. 

Una  ley  establecerá  todo  lo  demás  que  a  este  derecho  se 
refiere.  (12) 

Artículo  27 . — Todos  los  habitantes  de  la  República  son  libres 
para  dar  o  recibir  la  instrucción  que  les  parezca  mejor  en  los  esta¬ 
blecimientos  que  no  sean  sostenidos  con  fondos  de  la  Nación. 

Artículo  28. — La  propiedad  es  inviolable  y  no  será  objeto  de 
confiscación.  Sólo  por  causa  de  utilidad  y  necesidad  públicas,  le¬ 
galmente  comprobadas,  procederá  decretar  su  expropiación;  pero 
el  dueño  recibirá  su  justo  valor  en  moneda  efectiva,  antes  de  que 
la  propiedad  sea  ocupada.  En  estado  de  guerra,  la  indemnización 
puede  no  ser  previa. 


(12)  Artículo  9?  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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En  ningún  caso  la  propiedad  será  intervenida  o  secuestrada  por 
causa  de  delitos  políticos. 

Sólo  los  guatemaltecos  a  que  se  refiere  el  artículo  5°  de  esta 
Constitución,  podrán  ser  propietarios  de  inmuebles  y  tener  derechos 
reales  sobre  ellos,  en  la  faja  de  quince  kilómetros  de  ancho,  a  lo 
largo  de  las  fronteras.  ll3) 

Artículo  29. — Todo  servicio  que  no  deba  prestarse  de  un  modo 
gratuito  en  virtud  de  la  ley,  o  de  sentencia  fundada  en  ley,  debe  ser 
justamente  remunerado. 

Artículo  30. — Nadie  puede  ser  detenido  o  preso  sino  por  causa 
de  delito  o  falta,  y  únicamente  en  los  lugares  destinados  para  pri¬ 
sión,  y  por  orden  escrita  de  autoridad  competente,  librada  con 
sujeción  a  la  ley. 

En  caso  de  delito  o  falta  in  fraganti,  no  será  necesaria  la  orden 
previa;  pero  los  detenidos  o  presos  deberán  ser  puestos  a  disposi¬ 
ción  de  las  autoridades  judiciales,  sin  demora  alguna. 

Los  menores  de  quince  años  sólo  podrán  ser  recluidos  en  los 
lugares  especialmente  destinados  para  el  efecto.  Una  legislación 
de  menores  establecerá  para  este  caso,  lo  que  a  ellos  se  refiere. 

Es  absolutamente  prohibida  la  prisión  por  deudas. 

Ningún  guatemalteco  puede  ser  entregado  a  gobierno  extran¬ 
jero  para  su  juzgamiento  o  castigo.  Es  prohibida  la  extradición  por 
los  delitos  políticos  o  los  comunes  conexos.  (u) 

Artículo  31. — Todo  detenido  debe  ser  interrogado  dentro  de  cua¬ 
renta  y  ocho  horas;  la  detención  no  podrá  exceder  de  cinco  días;  y 
dentro  de  este  término,  deberá  la  autoridad  que  la  haya  ordenado, 
motivar  el  auto  de  prisión  o  decretar  la  libertad  del  prevenido. 

Artículo  32. — A  ninguno  puede  ponerse  incomunicado.  Desde 
el  momento  de  ser  detenida  o  presa  una  persona,  tendrá  derecho  de 
proveerse  de  defensor. 

En  ningún  caso  serán  aplicados,  al  detenido  o  preso,  tormen¬ 
tos,  torturas,  exacciones  ilegales,  vejámenes  y  toda  coacción,'  res¬ 
tricción  o  molestia,  innecesarias  para  su  seguridad  o  para  el  orden 
de  la  prisión.  (15) 

Artículo  33. — No  podrá  dictarse  auto  de  prisión,  sin  que  pro¬ 
ceda  información  sumaria  de  haberse  cometido  un  delito  que  me¬ 
rezca  pena  corporal  o  pecuniaria,  y  sin  que  concurran  motivos  sufi¬ 
cientes  según  la  ley,  para  creerse  que  la  persona  detenida  es  la 
delincuente. 

Artículo  34. — Las  declaraciones,  derechos  y  garantías  que  ex¬ 
presa  la  Constitución,  no  excluyen  otros  derechos  y  garantías  indi¬ 
viduales  no  consignados ;  pero  que  nacen  del  principio  de  la  sobe¬ 
ranía  del  pueblo  y  de  la  forma  republicana  de  gobierno. 


(13)  Artículo  10  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(14)  Artículo  11  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(15)  Artículo  12  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Toda  persona  tiene  derecho  de  pedir  amparo  en  los  casos  y 
para  los  efectos  siguientes: 

l9 — Para  que  se  le  mantenga  o  restituya  en  el  goce  de  los  dere¬ 
chos  y  garantías  que  la  Constitución  establece; 

2') — Para  que,  en  casos  concretos,  se  declare  que  una  ley,  un 
reglamento  o  cualquier  disposición  de  la  autoridad  no  le 
es  aplicable.  Toda  persona  ilegalmente  presa,  detenida  o 
cohibida  de  cualquier  modo  en  el  goce  de  su  libertad  indi¬ 
vidual,  o  que  sufriere  vejámenes  aún  en  su  prisión  legal, 
tiene  derecho  para  pedir  su  inmediata  exhibición,  ya  sea 
con  el  fin  de  que  se  le  restituya  en  su  libertad,  o  para  que 
se  le  exonere  de  sus  vejámenes,  o  se  haga  cesar  la  coacción 
a  que  estuviere  sujeta. 

Se  limita  lo  anteriormente  dispuesto,  respecto  a  la  libertad  de 
los  individuos  cuya  extradición  se  hubiere  pedido  conforme  a  los 
tratados  o  al  Derecho  de  Gentes.  (16) 

Artículo  35. — Ninguno  puede  ser  obligado  a  declarar  en  causa 
criminal  contra  sí  mismo,  contra  su  consorte,  ascendientes,  des¬ 
cendientes  y  hermanos. 

Artículo  36. — Es  inviolable  en  juicio  la  defensa  de  la  persona 
y  de  los  derechos,  y  ninguno  podrá  ser  juzgado  por  tribunales  es¬ 
peciales. 

Artículo  37. — La  correspondencia  de  toda  persona,  sus  papeles 
y  libros  privados,  son  inviolables.  Los  que  fueren  sustraídos  no 
harán  fe  en  juicio.  Sólo  podrán  ser  ocupados  en  virtud  de  auto  de 
Juez  competente  y  con  las  formalidades  legales.  <17) 

Artículo  38. — El  domicilio  es  inviolable.  La  ley  determina  las 
formalidades  y  los  casos  en  que  únicamente  puede  procederse  al 
allanamiento. 

Artículo  39. — En  caso  de  invasión  del  territorio  nacional,  de 
perturbación  grave  de  la  paz,  de  epidemia  o  de  cualquiera  otra 
calamidad  general,  el  Presidente  de  la  República,  de  acuerdo  con 
el  Consejo  de  Ministros,  y  por  medio  de  un  Decreto,  podrá  restrin¬ 
gir  el  ejercicio  de  las  garantías  a  que  se  refieren  los  artículos  19, 
20,  25,  26,  30,  37  y  38  de  este  Título.  El  Decreto  contendrá: 

1° — Los  motivos  que  lo  justifiquen; 

2C' — La  garantía  o  garantías  que  se  restrinjan; 

39 — El  territorio  que  afectará  la  restricción ;  y, 

49 — El  tiempo  que  durará  ésta. 

Si  antes  de  que  venza  el  plazo  señalado  para  la  restricción, 
hubieren  desaparecido  las  causas  que  motivaron  el  decreto,  se  le 
hará  cesar  en  sus  efectos  y  en  este  caso,  todo  ciudadano  tiene 


(16)  Artículo  13  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(17)  Artículo  14  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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derecho  para  instar  su  revisión;  pero  si  vencido  el  término,  persis¬ 
tieren  o  apareciesen  otras  nuevas,  podrá  prorrogarse,  siempre  fijan¬ 
do  la  duración  hasta  que  se  restablezca  la  normalidad.  Si  la  Asam¬ 
blea  estuviese  reunida,  conocerá  inmediatamente  del  decreto  ex¬ 
presado,  y  en  sus  sesiones  primeras  e  inmediatas,  cuando  se  hallare 
en  receso. 

La  restricción  de  garantías  decretada,  en  modo  alguno  afectará 
el  funcionamiento  de  los  Poderes  del  Estado,  cuyos  miembros  goza¬ 
rán  siempre  de  las  inmunidades  y  prerrogativas  que  les  reconoce 
la  ley. 

En  las  ciudades  y  plazas  en  estado  de  sitio  o  asedio,  la  autori¬ 
dad  militar  podrá  asumir  las  potestades  que  corresponden  a  la  civil, 
con  el  único  fin  de  proveer  a  la  mejor  defensa  y  seguridad  de  las 
personas  y  de  los  bienes.  (18) 


TITULO  III 

DEL  PODER  LEGISLATIVO 

SECCION  1* 

Organización  del  Poder  Legislativo. 

Artículo  40. — El  Poder  Legislativo  reside  en  la  Asamblea  Na¬ 
cional. 

Artículo  41. — Se  reunirá  cada  año,  el  primero  de  marzo,  aun 
cuando  no  haya  sido  convocada.  Sus  sesiones  ordinarias  durarán 
dos  meses  y  podrán  prorrogarse  a  un  mes  más. 

Artículo  42. — La  Asamblea  no  puede  dictar  resoluciones  con 
fuerza  de  ley,  sin  la  concurrencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  de  que  se  compone;  pero  para  la  apertura  y  clausura  de 
sus  sesiones,  bastará  la  reunión  de  quince  Diputados;  así  como  para 
la  calificación  de  credenciales  y  para  dictar  todas  las  medidas  con¬ 
ducentes  a  que  no  dejen  de  tomar  posesión  los  electos  y  a  que 
siempre  haya  mayoría  en  la  Asamblea.  (19) 

Artículo  43. — Se  reunirá  extraordinariamente  cuando  haya  sido 
convocada  por  el  Poder  Ejecutivo  o  por  la  Comisión  Permanente, 
y  en  estos  casos 'sólo  se  podrá  ocupar  de  aquellos  asuntos  que  hayan 
sido  objeto  de  la  convocatoria. 

Artículo  44. — Los  Diputados,  desde  el  día  de  su  elección,  goza¬ 
rán  de  las  siguientes  prerrogativas: 


(18)  Artículo  15  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(19)  Articulo  29  del  Decreto  de  reformas  de  30  de  agosto  de  1897. 
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1’ — Inmunidad  personal  para  no  ser  acusados  ni  juzgados  si  la 
Asamblea  no  autoriza  previamente  el  enjuiciamiento,  decla¬ 
rando  haber  lugar  a  formación  de  causa;  pero  en  el  caso 
de  delito  in  fraganti,  podrán  ser  arrestados ; 

2* — Irresponsabilidad  por  todas  sus  opiniones,  por  su  iniciativa 
parlamentaria  y  por  la  manera  de  tratar  los  negocios  en  el 
desempeño  de  su  cargo. 

Estas  prerrogativas  no  autorizan  la  arbitrariedad  o  excesos  de 
iniciativa  personal  de  los  Representantes. 

El  Reglamento  Interior  establece  la  manera  de  reprimir  los 
abusos  que  puedan  cometerse. 

Artículo  45. — Hecha  la  declaración  a  que  se  refiere  el  inciso 
D  del  artículo  anterior,  los  acusados  quedan  sujetos  al  Juez  com¬ 
petente  y  suspensos  en  sus  funciones  legislativas,  que  no  podrán 
ejercer  sino  en  el  caso  de  ser  absueltos.  Si  fueren  condenados, 
quedarán  vacantes  los  asientos  y  se  mandará  proceder  a  nuevas 
elecciones. 

Artículo  46. — Si  la  Asamblea  no  estuviere  reunida,  la  Comi¬ 
sión  Permanente  declarará  si  ha  o  no  lugar  a  formación  de  causa 
contra  el  Diputado. 

Artículo  47. — Si  algún  Diputado  fuere  aprehendido  in  fraganti, 
será  puesto  inmediatamente  a  disposición  de  la  Asamblea;  y  en  su 
receso,  de  la  Comisión  Permanente. 

Artículo  48. — La  Asamblea  se  compondrá  de  Diputados  electos, 
según  el  principio  de  sufragio  popular  directo.  Se  elegirá  un  re¬ 
presentante  por  cada  treinta  mil  habitantes  o  fracción  que  pase  de 
quince  mil.  Si  algún  departamento  de  la  República  no  pudiere 
hacerse  representar,  conforme  la  regla  anterior,  tendrá  derecho, 
sin  embargo,  para  elegir  un  Diputado. 

Los  Diputados  representan  a  la  Nación  y  no  a  sus  electores, 
éstos  no  pueden  dar,  ni  los  Diputados  aceptar  un  mandato  impe¬ 
rativo  y  obligatorio.  La  ley  determinará  la  manera  de  hacer  las 
elecciones.  (20) 

Artículo  49. — Para  ser  electo  Diputado  se  requiere  la  calidad 
de  guatemalteco,  expresada  en  el  artículo  59  de  esta  Constitución; 
hallarse  en  el  ejercicio  de  los  derechos  de  ciudadano;  ser  del  estado 
seglar  y  tener  más  de  veintiún  años.  <21) 

Artículo  50. — No  podrán  ser  Diputados; 

1" — Los  funcionarios  y  empleados  de  los  Poderes  Ejecutivo  y 
Judicial. 


(20)  Artículo  16  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(21)  Artículo  17  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Se  exceptúan  los  miembros  del  Consejo  Universitario, 
los  de  las  Juntas  Directivas  de  las  Facultades,  los  Cate¬ 
dráticos  de  las  mismas  y  los  Generales  del  Ejército  cuando 
no  tuvieren  otro  empleo  o  mando  de  los  Poderes  men¬ 
cionados  ; 

2'1 — Los  contratistas  de  obras  y  empresas  públicas,  que  se  cos¬ 
teen  con  fondos  del  Estado,  sus  fiadores  y  los  que,  de  re¬ 
sultas  de  tales  obras  o  empresas,  tengan  pendientes  recla¬ 
maciones  de  interés  propio ; 

3" — Los  parientes  del  Presidente  de  la  República,  dentro  del 
cuarto  grado  de  consanguinidad  o'  segundo  de  afinidad ; 

4’ — Los  que  hayan  administrado^  o  recaudado  fondos  públicos, 
y  no  hubieren  obtenido  la  constancia  de  solvencia. 

Si  algún  Diputado  resultare  incluido  en  cualquiera  de  las  pro¬ 
hibiciones  contenidas  en  este  artículo,  se  tendrá  por  vacante  su 
puesto;  pero  si  fuere  de  los  comprendidos  en  el  inciso  l5  podrá 
optar  entre  seguir  desempeñando  su  empleo  o  el  cargo  de  Dipu¬ 
tado.  Es  nula  la  elección  de  Diputado  que  recayere  en  la  persona 
del  Comandante  de  Armas,  Mayor  de  Plaza,  Jefe  Político,  Adminis¬ 
trador  de  Rentas  o  Juez  de  V  Instancia  por  el  distrito  electoral 
o  departamento  en  que  ejerce  sus  funciones.  (22) 

Artículo  51. — Los  Diputados  durarán  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  cuatro  años;  pero  la  Asamblea  se  renovará  por  mitad 
cada  dos  años.  Al  efecto,  antes  de  cerrar  sus  sesiojies  del  primer 
año  constitucional,  hará  el  sorteo  de  los  Diputados  que  deban  salir 
después  del  primer  bienio. 


SECCION  2'! 

Atribuciones  del  Poder  Legislativo. 

Artículo  52. — Son  atribuciones  del  Poder  Legislativo  y  limita¬ 
ciones  a  que  está  sujeto: 

V — Abrir  y  cerrar  las  sesiones  ordinarias  y  extraordinarias ; 

2’ — Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica  y  proclamar  popularmente  electo  al  ciudadano  que 
hubiere  obtenido  mayoría  absoluta  de  votos; 

3‘ — Elegir  Presidente,  entre  los  tres  candidatos  que  hayan  ob¬ 
tenido  el  mayor  número  de  sufragios,  en  el  caso  de  que  no 
hubiere  elección  popular  por  falta  de  mayoría  absoluta  de 
votos ; 

4* — Nombrar  los  Designados,  antes  del  15  de  marzo  de  cada 
año,  fecha  desde  la  cual  se  contarán  los  respectivos  pe¬ 
ríodos  ; 


(22)  Articulo  18  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 


13 


5’ — Recibir  la  protesta  de  ley  al  Presidente  de  la  República  y 
darle  posesión; 

6- — Admitir  o  no  la  renuncia  que  presentare  el  Presidente  de 
la  República; 

V — Conceder  o  no  permiso  al  Presidente  de  la  República  para 
que  pueda  ausentarse  del  territorio  nacional  o  separarse 
temporalmente  de  las  funciones  de  su  cargo; 

8‘ — Nombrar,  de  acuerdo  con  el  Presidente  de  la  República, 
a  la  persona  que  deba  substituirlo,  cuando  solicite  licen¬ 
cia,  o  en  caso  de  falta  temporal,  conforme  el  inciso  ante¬ 
rior.  Para  ejercer  este  cargo  que  puede  recaer  en  uno  de 
los  Designados,  se  requieren  las  mismas  condiciones  que 
expresa  la  fracción  segunda  del  artículo  69 ; 

9? — Hacer  el  escrutinio  de  votos  para  Presidente  del  Poder 
Judicial,  proclamar  popularmente  electo  al  ciudadano  que 
hubiere  obtenido  mayoría  absoluta,  y  darle  posesión  de  su 
cargo.  En  caso  de  falta  de  mayoría  absoluta  de  votos,  la 
Asamblea  elegirá  entre  los  tres  que  hubieren  obtenido  el 
mayor  número  de  sufragios; 

10.  — Nombrar  Magistrados  Propietarios  y  Suplentes  de  las  Cor¬ 

tes  Suprema  de  Justicia  y  de  Apelaciones;  los  Fiscales 
respectivos  y  darles  posesión ; 

11.  — Aceptar  o  no  las  renuncias  del  Presidente  del  Poder  Judi¬ 

cial,  de  los  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
y  de  los  Magistrados  y  Fiscales  de  la  Corte  de  Apelacio¬ 
nes,  y  nombrar  a  las  personas  que  deben  subrogarlos  para 
completar  el  período  constitucional,  por  admisión  de  re¬ 
nuncia  o  falta  absoluta  de  dichos  funcionarios.  ,23) 

Artículo  53. — También  es  atribución  de  la  Asamblea  declarar 
si  ha  lugar  o  no,  a  formación  de  causa  contra  los  Presidentes  de  los 
Poderes,  Secretarios  y  Consejeros  de  Estado,  Magistrados  y  Fisca¬ 
les  de  la  Corte  de  Justicia,  Fiscales  del  Gobierno,  Diputados  y 
Designados  a  la  Presidencia  de  la  República.  (24) 

Artículo  54. — Son  también  atribuciones  del  Poder  Legislativo  y 
limitaciones  a  que  está  sujeto: 

1? — Decretar,  interpretar,  reformar  y  derogar  las  leyes. 

Ninguna  ley  podrá  contrariar  las  disposiciones  de  la 
Constitución ; 

2“ — Fijar  los  gastos  públicos  para  el  año  fiscal  inmediato,  apro¬ 
bando  o  modificando,  de  conformidad  con  la  ley,  antes  de 
clausurar  sus  sesiones,  el  proyecto  de  Presupuesto  que 
debe  presentar  el  Ejecutivo,  precisamente,  dentro  de  los 
primeros  quince  días  del  período  de  sesiones  ordinarias; 


(23)  Articulo  19  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(24)  Artículo  20  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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3’ — Decretar  contribuciones  o  impuestos  ordinarios,  determi¬ 
nando  las  bases  para  su  recaudación; 

4’ — Aprobar  o  no,  en  todo  o  en  parte,  anualmente,  la  cuenta 
detallada  y  justificada  que,  en  los  primeros  quince  días  de 
las  sesiones  ordinarias,  deberá  presentar  el  Ejecutivo,  de 
todos  los  ingresos  y  de  todos  los  fondos  invertidos  en  la 
Administración  Pública,  durante  el  año  fiscal  anterior,  ex¬ 
presando  el  balance  de  dicha  cuenta; 

5* — Decretar  impuestos  extraordinarios,  cuando  la  necesidad 
lo  exija,  determinando  las  bases  para  su  recaudación; 

6- — Contraer,  convertir  y  consolidar  la  deuda  pública;  al  efec¬ 
to,  la  Asamblea,  en  cada  caso,  autorizará  al  Ejecutivo  para 
que  pueda  negociar  empréstitos  en  el  interior  o  en  el  ex¬ 
tranjero,  o  para  verificar  las  operaciones  de  consolidación 
o  de  conversión,  sobre  las  bases  que  hayan  sido  previa¬ 
mente  aprobadas. 

El  decreto  indicará  el  monto  de  la  operación  que  ha 
de  efectuarse,  el  tipo  o  clase  de  la  misma,  su  objeto,  tasa 
máxima  del  interés,  y,  en  su  caso,  de  la  prima  de  reembol¬ 
so,  el  precio  de  emisión  de  los  títulos,  y  cualesquiera  otras 
condiciones  que  se  acordaren. 

Para  garantizar  el  pago,  del  todo  o  parte  de  cualquier 
deuda  pública,  con  las  rentas  de  la  Nación,  será  necesario 
que  lo  decrete  la  Asamblea,  indicando  qué  rentas  se  afec¬ 
tan  y  en  qué  proporción.  Para  que  se  entienda  aprobada  o 
autorizada  cualquiera  de  las  operaciones  a  que  se  refiere 
este  inciso,  será  necesario  el  voto  favorable  de  los 
dos  tercios  del  total  de  los  Diputados  que  compongan  la 
Asamblea ; 

7* — Examinar  las  reclamaciones  contra  el  Erario  Público,  por 
créditos  no  reconocidos  cuando  no  sean  objeto  de  la  ju¬ 
risdicción  contencioso-administrativa  o  judicial,  y  acepta¬ 
dos  que  fueren,  señalar  fondos  para  su  amortización; 

8’ — Fijar  la  ley,  el  peso,  el  tipo  y  la  denominación  de  la  mo¬ 
neda,  así  como  también  el  sistema  de  pesas  y  medidas; 

9* — Aprobar  o  reprobar,  con  las  dos  terceras  partes  del  total 
de  sus  votos,  por  lo  menos,  antes  de  su  ratificación,  los 
tratados  y  convenciones  que  el  Ejecutivo  celebrare. 

No  se  podrá  aprobar  ningún  tratado,  convención,  pac¬ 
to,  ni  arreglo,  que  afecte  la  integridad,  soberanía  o  inde¬ 
pendencia  de  la  República,  o  que  fueren  contrarios  a  su 
Constitución,  salvo  los  que  se  refieren  a  la  restauración 
total  o  parcial  de  la  nacionalidad  centroamericana,  confor¬ 
me  al  artículo  29. 

Para  someter  a  arbitraje  cualesquiera  cuestiones  rela¬ 
tivas  a  los  límites  de  la  Nación,  se  requiere  el  voto  favo¬ 
rable  de  las  dos  terceras  partes  de  los  Diputados  que  com- 
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pongan  la  Asamblea,  debiendo  el  decreto  expresar  las 
bases  del  arbitramento  y  explicar  las  materias  que  sean 
objeto  del  mismo ; 

10.  — Decretar  honores  y  pensiones,  por  grandes  servicios  pres¬ 

tados  a  la  Nación  ;  pero  no  consistirán  los  primeros  en  títu¬ 
los  o  condecoraciones. 

Transcurridos  veinticinco  años,  por  lo  menos,  de  ha¬ 
ber  fallecido  una  persona,  podrán  decretarse  y  erigirse 
monumentos  a  su  memoria; 

11.  — Emitir  los  códigos  y  las  leyes  de  gran  extensión,  formula¬ 

dos  por  el  Ejecutivo.  El  trámite  que  se  observará  para  su 
estudio,  discusión  y  voto  será  el  que  indique  el  Reglamento 
Interior  de  la  Asamblea; 

12.  — Aprobar  o  desaprobar,  precisamente  en  las  sesiones  inme¬ 

diatas,  los  actos  y  contratos  llevados  a  cabo  por  el  Poder 
Ejecutivo  en  ejercicio  de  la  autorización  que  se  le  hubiere 
conferido,  de  conformidad  con  el  artículo  20  y  los  incisos 
ó9  y  16  de  este  artículo;  así  como  aprobar  o  desaprobar 
las  disposiciones  que,  conforme  al  inciso  22  del  artículo 
77,  hayan  sido  emitidas; 

13.  — Conferir  o  no  los  grados  de  General  de  Brigada  o  de  Divi¬ 

sión,  cuando  el  Ejecutivo  lo  proponga,  acompañando  la 
hoja  de  servicios,  y  se  compruebe :  la  competencia  del  pro¬ 
puesto,  haber  ascendido  por  rigurosa  escala,  y  prestado 
servicios  militares  a  la  Nación  por  lo  menos  durante  el 
término  de  veinte  años  para  obtener  el  grado  de  General 
Brigada,  y  de  veintidós  años  para  el  de  General  de  Divi¬ 
sión.  Por  acciones  distinguidas  en  campaña,  el  ascenso 
podrá  conferirse  sin  atender  al  tiempo  de  servicio; 

14.  — Declarar  la  guerra  y  aprobar  o  improbar  los  tratados 

de  paz ; 

15.  — Decretar  amnistías,  cuando  lo  exija  la  conveniencia  pú¬ 

blica  ; 

16.  — Autorizar  al  Ejecutivo  para  que  celebre  contratos  que  im¬ 

pliquen  inversiones  no  presupuestas,  y  que  no  correspon¬ 
dan  a  sus  funciones  administrativas  propias,  y  aprobarlos 
o  improbarlos,  debiéndose  señalar  en  el  primer  caso,  los 
fondos  que  servirán  para  cubrirlos;  pero  las  concesiones 
a  que  se  refiere  el  artículo  20  y  los  contratos  relativos  a 
acuñación  de  moneda,  emisión  de  papel  moneda,  servicios 
públicos,  colonización,  inmigración  e  irrigación  y  los  que 
se  celebren  para  la  explotación  de  los  yacimientos  de  hi¬ 
drocarburos  en  general,  que  expresa  dicho  artículo,  no 
podrán  ser  aprobados  sino  con  el  voto  de  las  dos  terceras 
partes  del  total  de  la  Asamblea; 
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17. — Los  contratos  y  concesiones  a  que  se  contrae  el  inciso  ante¬ 
rior  y  el  artículo  20,  no  podrán  entrar  en  vigor,  sin  la 
aprobación  previa  de  la  Asamblea.  (25) 

Artículo  55. — Corresponde  asimismo  a  la  Asamblea: 

1" — Elegir,  en  la  apertura  de  sus  sesiones  ordinarias,  el  Presi¬ 
dente,  Vicepresidentes,  Secretarios  y  demás  funcionarios 
que  compongan  la  Mesa  Directiva,  conforme  al  Reglamento 
Interior; 

2" — Calificar  las  elecciones  de  sus  respectivos  miembros,  y 
aprobar  o  reprobar  sus  credenciales; 

3” — Admitir  o  no  las  renuncias  que  presentaren  los  Diputados 
y  disponer  que  se  proceda  a  nuevas  elecciones,  para  llenar 
las  vacantes  que  ocurran  por  el  motivo  expresado  o  por  otro 
alguno ; 

4" — Formar  y  decretar  el  Reglamento  de  su  Régimen  Interior; 

5" — Hacer  concurrir  a  los  Diputados  ausentes  y  corregir  las 
faltas  u  omisiones  de  los  presentes,  (2B* 


SECCION  3' 

De  la  Formación  y  Sanción  de  la  Ley. 

Articulo  56. — Las  leyes  pueden  tener  origen  en  la  Asamblea,  por 
proposición  de  alguno  de  sus  miembros,  por  iniciativa  del  Poder 
Ejecutivo  o  del  Judicial  en  materia  de  su  competencia. 

Artículo  57. — La  Asamblea,  para  ejercer  las  atribuciones  de 
que  hablan  los  incisos  6"  y  7"  del  artículo  52,  el  artículo  54  y  el  inciso 
4'-’  del  artículo  55,  pondrá  a  discusión  el  asunto  de  que  se  trate, 
en  tres  sesiones  diferentes,  celebradas  en  distintos  días,  y  no  podrá 
votarse  hasta  que  se  tenga  por  suficientemente  discutido  en  la 
tercera  sesión. 

En  todas  las  demás  ritualidades  de  procedimientos,  se  obser¬ 
vará  lo  que.  prescriba  el  Reglamento  Interior.  (27) 

Artículo  58. — Aprobado  un  proyecto  de  ley,  pasará  al  Ejecutivo 
para  su  sanción. 

Artículo  59. — El  Presidente  sancionará  y  mandará  promulgar 
la  ley  votada  por  la  Asamblea;  pero  si  se  le  encontrare  inconvenien¬ 
te,  podrá,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  negar  su  sanción 
y  devolverla  a  la  Asamblea,  dentro  de  diez  días  y  con  las  observacio¬ 
nes  que  estime  oportunas.  La  Asamblea  podrá  reconsiderar  desde 
luego  el  proyecto  de  ley  o  dejarlo  para  las  sesiones  del  año  siguiente, 
si  no  fueren  aceptadas  las  observaciones  hechas  por  el  Ejecutivo. 


(25)  Artículo  21  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(26)  Artículo  22  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(27)  Articulo  99  del  Decreto  de  reformas  de  5  de  noviembre  de  1887. 
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En  este  último  caso,  si  la  Asamblea  ratificare  el  proyecto  con  las  dos 
terceras  partes  de  votos,  el  Ejecutivo  deberá  sancionar  y  promulgar 
la  ley. 

Artículo  60. — Si  el  Ejecutivo  no  devolviere  el  proyecto  de  ley, 
después  del  término  de  diez  días  contados  desde  su  remisión,  se 
tendrá  por  sancionado  y  deberá  promulgarse  como  ley.  Si  la  Asam¬ 
blea  cerrare  sus  sesiones  antes  de  los  diez  días  en  que  pueda 
verificarse  la  devolución,  el  Ejecutivo  deberá  hacerlo  dentro  de 
los  ocho  primeros  días  de  las  sesiones  ordinarias  del  año  siguiente. 

Artículo  61. — No  necesitan  de  la  sanción  del  Ejecutivo  las  dis¬ 
posiciones  de  la  Asamblea,  relativas  a  su  régimen  interior,  a  la 
calificación  de  elecciones  y  renuncia  de  los  elegidos,  a  la  declara¬ 
rán  de  haber  o  no  lugar  a  formación  de  causa  contra  los  funcio¬ 
narios  públicos  que  expresan  los  artículos  44  y  53,  y  las  demás 
disposiciones  consignadas  en  los  artículos  52  y  55. 


SECCION  4’ 

De  la  Comisión  Permanente. 

Artículo  62. — La  Asamblea,  antes  de  cerrar  sus  sesiones,  nom¬ 
brará  la  Comisión  Permanente,  compuesta  de  nueve  miembros, 
para  que  funcione  durante  su  receso.  De  éstos,  ocho  serán  electos, 
y  el  Presidente  de  la  Asamblea  la  integrará  y  presidirá.  Para  los 
casos  de  falta  de  los  Propietarios,  se  elegirán  tres  Suplentes.  (28) 

Artículo  63. — La  Comisión  Permanente  se  reunirá  siempre  que 
fuere  convocada  por  el  que  la  presida,  o  cuando  así  lo  acuerde  la 
mayoría. 

Son  atribuciones  de  la  Comisión  Permanente : 

l1 — Declarar  si  ha  lugar  o  no  a  formación  de  causa  contra  los 
funcionarios  a  que  se  refieren  los  artículos  44  y  53,  con 
excepción  de  los  Presidentes  de  los  Poderes  del  Estado, 
respecto  de  quienes,  sólo  la  Asamblea  podrá  hacer  dicha 
declaratoria ; 

2?— -Tramitar  los  asuntos  que  hayan  quedado  pendientes  en  la 
Asamblea,  e  informarle  de  los  mismos,  en  sus  próximas 
sesiones  ordinarias ; 

3’ — Convocar  a  la  Asamblea  a  sesiones  extraordinarias,  cuando 
lo  demanden  los  intereses  nacionales  y  lo  acuerden  las  dos 
terceras  partes  de  los  miembros  de  la  Comisión; 

4? — Presentar  informe  detallado  a  la  Asamblea,  de  las  labores 
que  lleve  a  cabo  durante  el  receso.  <20) 


(28)  Artículo  23  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(29)  Artículo  24  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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TITULO  IV 


PODER  EJECUTIVO 


Su  organización. — Deberes,  atribuciones  y  limitaciones 
a  que  está  sujeto. 

Artículo  64. — Un  ciudadano  con  el  título  de  Presidente  de  la 
República,  ejerce  el  Poder  Ejecutivo,  y  será  elegido  popular  y  di¬ 
rectamente. 

Artículo  65. — Para  ser  electo  Presidente  se  requiere  : 

1" — Ser  guatemalteco  natural,  de  los  comprendidos  en  el  ar¬ 
tículo  59  de  esta  Constitución; 

2" — Ser  mayor  de  treinta  años; 

3'1 — Estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudadano; 

4’ — Ser  del  estado  seglar. 

No  podrá  ser  electo  Presidente: 

l'-’ — El  caudillo,  los  jefes  de  un  golpe  de  Estado,  de  revolución 
o  de  cualquier  movimiento  armado,  ni  sus  parientes  dentro 
del  cuarto  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de  afinidad, 
para  el  período  en  que  se  interrumpa  el  régimen  constitu¬ 
cional  y  el  subsiguiente; 

2" — El  que  hubiere  sido  Secretario  de  Estado  o  tenido  alto  man¬ 
do  militar,  en  el  gobierno  de  facto  que  haya  alterado  el 
régimen  constitucional  y  sus  parientes  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  o  segundo  de  afinidad,  para  los 
períodos  a  que  se  refiere  el  inciso  anterior; 

3" — El  Designado,  o  la  persona  encargada  de  la  Presidencia, 
que  la  ejerciere  al  hacerse  la  elección  o  que  la  hubiere  ejer¬ 
cido  en  los  seis  meses  anteriores  o  parte  de  ellos; 

4IJ — El  que  fuere  pariente  dentro  del  cuarto  grado  de  consan¬ 
guinidad  o  segundo  de  afinidad  del  Presidente  de  la  Repú¬ 
blica,  del  Designado  o  de  la  persona  encargada  de  la  Presi¬ 
dencia,  que  se  encontrare  en  cualquiera  de  los  casos  a  que 
se  refiere  el  inciso  anterior; 

5" — Los  Secretarios  de  Estado,  que  ejercieren  el  cargo  al  hacer¬ 
se  la  elección  o  que  lo  hubieren  ejercido  en  los  seis  meses 
anteriores  o  parte  de  ellos.  (30) 

Artículo  66. — El  período  presidencial  será  de  seis  años  impro¬ 
rrogables,  y  el  que  haya  ejercido  la  Presidencia  por  elección  popu¬ 
lar,  no  podrá  ser  reelecto,  sino  después  de  doce  años  de  haber 
cesado  en  el  ejercicio  de  ella.  (81) 


(30)  Artículo  25  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(31)  Artículo  26  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  67. — El  Presidente  de  la  República  es  responsable  de 
sus  actos  ante  la  Asamblea,  en  los  casos  y  en  la  forma  que  expresa 
la  Ley  de  Responsabilidades.  (32) 

Artículo  68. — El  Presidente  de  la  República  depositará  el  poder 
en  la  persona  que  sea  nombrada,  en  los  casos  y  conforme  lo  indican 
los  incisos  T>  y  8"  del  artículo  52.  (33) 

Artículo  69. — Habrá  tres  Designados,  electos  por  lai  Asamblea 
Legislativa,  para  que,  por  su  orden,  y  en  los  casos  que  la  Consti¬ 
tución  expresa,  substituyan  al  Presidente. 

Los  Designados  deben  tener  las  mismas  calidades  que  se  exigen 
para  Presidente  de  la  República,  y  además,  no  estar  comprendidos 
en  las  prohibiciones  establecidas  para  dicho  cargo;  y  no  ser  parien¬ 
tes  de  este  funcionario,  ni  de  los  otros  Designados  dentro  del  cuarto 
grado  de  consanguinidad  o  segundo  de  afinidad.  Los  Designados 
gozan  de  las  prerrogativas  e  inmunidades  de  los  Diputados. 

Los  Designados  no  podrán  ausentarse  de  la  República,  sin  per¬ 
miso  de  la  Asamblea  Legislativa  o  de  la  Comisión  Permanente. 

En  caso  de  falta  absoluta  del  Presidente  de  la  República,  el 
Poder  Ejecutivo  quedará  a  cargo  del  Designado  que  corresponda; 
quien  en  tal  caso,  dentro  de  los  ocho  días  siguientes  al  de  la  falta 
absoluta,  convocará  a  elecciones,  las  que  se  practicarán  antes  de  que 
transcurran  seis  meses,  contados  desde  la  fecha  de  la  convocatoria. 

Efectuada  la  elección,  se  hará  dentro  de  veinte  días  por  la 
Asamblea  la  declaratoria  a  que  se  contrae  el  inciso  2 9  del  artículo 
52,  y  el  ciudadano  electo  tomará  inmediatamente  posesión  de  su 
cargo,  computándose  su,  período  desde  el  15  de  marzo  siguiente. 

Cuando  por  cualquier  causa,  la  persona  que  subrogue  al  Presi¬ 
dente  de  la  República,  quedare  inhabilitada  para  el  desempeño  del 
puesto,  durante  el  término  del  permiso  concedido,  entrará  a  subro¬ 
garla  uno  de  los  Designados  por  su  orden,  y  a  quien  le  tocare  ejercer 
el  mando,  lo  hará  únicamente  por  el  tiempo  que  le  falte  ail  Presi¬ 
dente  de  la  República  para  hacerse  cargo  de  nuevo  de  la  Presi¬ 
dencia.  1341 

Artículo  70. — El  Presidente  de  la  República,  al  tomar  posesión, 
hará  la  solemne  protesta  que  sigue :  Protesto  desempeñar  con  patrio¬ 
tismo  el  cargo  de  Presidente  y  observar  y  hacer  que  se  observe  con 
fidelidad  la  Constitución  de  la  República. 

Artículo  71. — El  Presidente  de  la  República  tendrá  para  el  des¬ 
pacho  de  los  negocios,  el  número  de  Secretarios  que  la  ley  de¬ 
termina. 

Su  nombramiento  y  separación  corresponden  al  mismo  Pre¬ 
sidente. 


(32)  Articulo  27  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(33)  Artículo  28  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(34)  Artículo  29  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  72. — Para  ser  Secretario  de  Estado  se  requieren  las 
mismas  calidades  que  para  ser  Presidente  de  la  República. 

No  pueden  ser  Secretarios  de  Estado:  los  parientes  del  Presi¬ 
dente  de  la  República,  dentro  del  cuarto  grado  de  consanguinidad 
o  segundo  de  afinidad;  los  que  hubieren  administrado  o  recaudado 
fondos  públicos,  mientras  no  tengan  la  constancia  de  solvencia  de 
sus  cuentas;  los  contratistas  de  obras  y  servicios  públicos  que  por 
tales  contratos  tengan  reclamaciones  pendientes.  (3'"' 

Articulo  73. — Los  Secretarios  de  Estado,  en  su  respectivo  de¬ 
partamento,  autorizarán  las  providencias  del  Presidente. 

Todas  las  órdenes  y  demás  disposiciones  del  Poder  Ejecutivo 
deberán  firmarse  y  comunicarse  por  el  Secretario  del  departamento 
a  que  correspondan. 

Artículo  74. — La  responsabilidad  de  los  Secretarios  de  Estado 
es  solidaria  con  la  del  Presidente  por  todos  los  actos  de  éste  que 
autoricen  con  su  firma. 

Artículo  75. — Los  Secretarios  de  Estado  deberán,  en  los  prime¬ 
ros  diez  días  de  las  sesiones  ordinarias  de  la  Asamblea,  presen¬ 
tarle  una  Memoria  de  los  trabajos  realizados  en  sus  respectivos 
despachos.  <3<i) 

Articulo  76. — Los  Secretarios  de  Estado  pueden  concurrir  a  las 
sesiones  de  la  Asamblea,  y  tomar  parte  en  sus  deliberaciones.  Tie¬ 
nen  la  obligación  de  darle  todos  los  informes  que  se  les  pidan,  rela¬ 
tivos  a  su  gestión  oficial,  y  la  de  concurrir  personalmente  a  con¬ 
testar  las  interpelaciones  que  se  les  dirijan,  sobre  las  funciones  de 
su  cargo,  salvo  aquellas  que  se  refieren  a  asuntos  diplomáticos  u 
operaciones  militares  pendientes.  <37) 

Artículo  77. — Son  deberes  y  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo: 

1? — Mantener  ilesos  y  defender  la  independencia,  la  integri¬ 
dad  y  el  honor  de  la  Nación  y  la  inviolabilidad  de  su 
territorio ;  , 

2" — Cumplir  y  ejecutar,  y  hacer  que  se  cumplan  y  ejecuten  por 
los  funcionarios,  empleados  y  agentes  que  le  estén  subor¬ 
dinados,  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  República,  en  la 
parte  que  les  corresponde; 

3o — Velar  por  la  conducta  oficial  de  los  Jueces  y  demás  em¬ 
pleados  del  Poder  Judicial,  y  requerir,  con  tal  objeto,  a  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  a  fin  de  que,  si  procede,  repri¬ 
ma  conforme  a  la  ley  su  mal  comportamiento,  o  al  Minis¬ 
terio  Público,  para  que  reclame  medidas  disciplinarias  del 
Tribunal  competente,  y  en  su  caso,  si  hubiere  mérito  bas¬ 
tante,  entable  la  correspondiente  acusación; 


(35)  Artículo  30  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(36)  Artículo  31  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(37)  Artículo  32  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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4" — Prestar  los  auxilios  necesarios  al  Poder  Judicial  para  el 
cumplimiento  y  ejecución  de  sus  resoluciones; 

5. — Velar  por  el  mantenimiento  de  la  tranquilidad  y  el  orden 
públicos ; 

69 — Dirigir,  desarrollar  e  intensificar  la  educación  pública; 
combatir  el  analfabetismo  y  procurar  la  difusión  y  el  per¬ 
feccionamiento  de  la  instrucción  agrícola,  industrial  y  téc¬ 
nica  en  general.  La  educación  pública  depende  del  Estado; 
la  Universidad  Nacional  será  organizada  por  la  Asamblea 
Legislativa,  teniendo  el  Ejecutivo  la  suprema  inspección 
sobre  ella,  así  como  sobre  las  escuelas  y  establecimientos 
de  enseñanza  aún  cuando  no  sean  sostenidos  con  fondos 
nacionales ; 

79 — Administrar,  con  arreglo  a  la  ley,  la  Hacienda  Nacional, 
que  comprende : 

Los  bienes  nacionales  y  los  afectos  al  servicio  del 
Estado ; 

El  producto  de  los  impuestos  y  contribuciones; 

Las  rentas,  beneficios  o  utilidades  que  produzcan  los 
bienes  nacionales;  las  industrias  y  ramos  estancados  ex¬ 
plotados  por  el  Estado,  los  contratos,  las  multas  y  las 
indemnizaciones ; 

El  producto  de  los  empréstitos  que  se  negocien  para 
fines  de  utilidad  pública; 

Cualesquiera  otros  haberes  que  le  correspondan  por 
por  disposición  de  la  ley; 

8" — Nombrar  a  los  Secretarios  de  Estado  y  a  los  miembros  de 
los  cuerpos  consultivos  adscritos  a  los  Ministerios,  admi- 

-  tirles  su  renuncia  o  separarlos  del  servicio; 

9" — Nombrar  a  los  Jueces  de  V  Instancia,  precisamente  entre 
los  propuestos  en  terna  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia; 

10.  — Nombrar  y  remover  a  los  funcionarios  y  empleados  del 

orden  administrativo  y  militar ;  trasladarlos  de  un  punto 
a  otro,  cuando  así  convenga  al  buen  servicio  público,  y 
admitirles  su  renuncia.  Ninguno  podrá  desempeñar  a  la 
vez,  más  de  dos  empleos  o  cargos  públicos  remunerados, 
excepto  los  de  Profesor  de  Educación  Pública; 

11.  — Conferir  distinciones  militares  y  grados,  desde  Subtenien¬ 

te  hasta  Coronel  inclusive,  siempre  que  los  interesados 
comprueben  su  competencia,  y  que  se  observen  el  orden 
jerárquico  y  los  demás  requisitos  que  se  detallan  en  la 
Ley  de  Ascensos.  Sólo  por  actos  meritorios  en  campaña 
puede  prescindirse  del  tiempo  de  servicios  militares  efec¬ 
tivos,  que  la  propia  ley  puntualiza,  para  obtener  el  ascenso; 

12.  — Organizar,  dirigir  y  distribuir  el  Ejército  Nacional,  del  que 

es  Jefe  Supremo  el  Presidente  de  la  República; 
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13.  — Movilizar  la  fuerza  necesaria  para  rechazar  una  invasión 

extranjera  o  para  impedir  o  sofocar  las  insurrecciones  inte¬ 
riores;  así  como  para  el  caso  de  declaratoria  de  guerra, 
conforme  al  inciso  14  del  artículo  54; 

14.  — Nombrar  los  Representantes  Diplomáticos  y  los  funciona¬ 

rios  del  Cuerpo  Consular.  Los  Representantes  Diplomá¬ 
ticos,  los  Cónsules  generales  y  los  Cónsules  de  carrera, 
deberán  ser  guatemaltecos,  de  los  comprendidos  en  el  ar¬ 
ticulo  5"  de  la  Constitución; 

15. — Recibir  a  los  Representantes  Diplomáticos  y  expedir  el 

exequátur  a  las  patentes  de  Cónsules; 

16.  — Expedir  pasaportes  a  los  Ministros  y  demás  enviados  de 

las  otras  naciones,  y  retirar  el  exequátur  a  las  patentes  de 
los  Cónsules,  con  arreglo  al  Derecho  Internacional; 

17.  — Emitir  reglamentos  y  cualesquiera  otra  clase  de  disposi¬ 

ciones  necesarias  para  asegurar  o  facilitar  la  ejecución  de 
las  leyes  sin  alterar  el  espíritu  de  las  mismas; 

18.  — Restringir  el  ejercicio  de  las  garantías,  de  conformidad 

con  lo  dispuesto  en  el  artículo  39 ; 

19.  — Someter  a  la  aprobación  de  la  Asamblea,  antes  de  su 

ratificación,  los  tratados  que  hubiere  celebrado; 

20.  _ Convocar  a  la  Asamblea  a  sesiones  extraordinarias,  cuan¬ 

do  lo  crea  conveniente ; 

21.  _ Sancionar  las  leyes  y  promulgar  aquellas  disposiciones  le¬ 

gislativas  que  no  necesiten  de  la  sanción  del  Ejecutivo; 

22.  _ Dictar  las  disposiciones  que  sean  necesarias  en  los  casos 

de  emergencia  grave  o  calamidad  pública,  debiendo  dar 
cuenta  a  la  Asamblea  en  sus  sesiones  inmediatas; 

23.  — Mantener  la  salubridad  pública  y  mejorar  las  condiciones 

higiénicas  del  país,  y  de  los  habitantes,  con  la  amplitud  y 
eficacia  que  la  necesidad  demande,  y  de  conformidad  con 
la  ley; 

24.  — Dicta  todas  las  medidas  y  disposiciones  que,  dentro  de  la 

órbita  legal,  estén  a  su  alcance  para  promover  el  amplio 
desarrollo  de  la  agricultura,  como  base  esencial  de  la  ri¬ 
queza  de  la  Nación.  <38( 

Artículo  78. — El  Presidente  de  la  República  tiene  la  facultad 
de  conmutar  la  pena  que  sea  mayor  en  la  escala  general  de  la 
penalidad,  por  la  inmediata  inferior,  y  de  conceder  indulto  por  deli¬ 
tos  políticos  y  por  los  comunes  conexos. 

Una  ley  determinará  el  ejercicio  de  esta  facultad.  (39) 


(38)  Articulo  33  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(39)  Artículo  34  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  79. — El  Poder  Ejecutivo  tendrá  un  Consejo  de  Estado, 
compuesto  de  siete  miembros :  cuatro  de  nombramiento  del  Presi¬ 
dente  de  la  República  y  tres  electos  por  la  Asamblea,  por  mayoría 
absoluta.  <4°* 

Artículo  80. — Los  Consejeros  de  Estado  deberán  tener  más  de 
treinta  años  de  edad  y  las  mismas  calidades  que  se  requieren  para 
ser  Diputado;  gozarán  de  las  preeminencias  e  inmunidades  que 
corresponden  a  ese  cargo.  Los  Consejeros  de  Estado  durarán  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  cuatro  años,  pudiendo  ser  reelectos. 

El  Presidente  de  la  República  y  la  Comisión  Permanente  en 
sus  respectivos  casos,  nombrarán  Consejeros  interinos  para  llenar 
las  vacantes  que  ocurran.  (41) 

Artículo  81. — El  Consejo  de  Estado  ejercerá  las  funciones  de 
Cuerpo  Consultivo.  (42) 

Artículo  82. — El  Consejo  de  Estado  tendrá  las  siguientes  atri¬ 
buciones  : 

1- — Dictaminar  sobre  los  contratos,  concesiones  y  demás  nego¬ 
cios  que,  conforme  a  la  Constitución,  requieran  para  su 
validez  la  aprobación  de  la  Asámblea; 

2‘ — Emitir  opinión  en  todos  aquellos  asuntos  en  que  fuere  con¬ 
sultado  por  el  Poder  Ejecutivo  y  en  los  demás  casos  deter¬ 
minados  por  la  ley; 

35 — Dictaminar  acerca  de  la  conveniencia  y  legalidad  de  los 
reglamentos  cuya  emisión  corresponda  al  Ejecutivo,  confor¬ 
me  al  inciso  17  del  artículo  77  de  la  Constitución.  1431 

Artículo  83. — El  Consejo  de  Estado  se  dará  el  Reglamento  para 
su  régimen  interior;  y  de  su  seno  elegirá,  por  mayoría  de  votos,  un 
Presidente  y  un  Vicepresidente.  (44) 

Artículo  84. — Los  Consejeros  de  Estado  son  responsables,  por 
su  conducta  oficial,  de  conformidad  con  la  ley.  (4S) 


TITULO  V 

DEL  PODER  JUDICIAL 

Artículo  85. — El  Poder  Judicial  se  ejerce  por  los  Jueces  y  Tri¬ 
bunales  de  la  República;  a  ellos  compete  exclusivamente  la  potes¬ 
tad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales.  Corres¬ 
ponde  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia  declarar,  al  dictar  sentencia, 


(40)  Artículo  35  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(41)  Artículo  36  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(42)  Artículo  37  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(43)  Artículo  38  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  Í927. 

(44)  Artículo  39  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(45)  Artículo  40  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 


24 


que  una  ley,  cualquiera  que  sea  su  forma,  no  es  aplicable  por  ser 
contraria  a  la  Constitución.  También  corresponde  a  los  Tribunales 
de  Segunda  Instancia  y  a  los  Jueces  letrados  que  conozcan  en  la 
Primera,  declarar  la  inaplicación  de  cualquier  ley  o  disposición  de 
los  otros  Poderes  cuando  fueren  contrarias  a  los  preceptos  conte¬ 
nidos  en  la  Constitución  de  la  República. 

La  inaplicación  indicada,  sólo  la  podrán  declarar  los  Tribunales 
referidos,  en  casos  concretos,  y  en  las  resoluciones  que  dicten. 

Cuando  el  Poder  Ejecutivo  proceda  como  parte  en  algún  nego¬ 
cio,  éste  se  ventilará  en  los  Tribunales  comunes;  y  en  caso  de  con¬ 
tienda  acerca  de  actos,  o  de  resoluciones  puramente  administra¬ 
tivas,  conocerá  de  ellas  el  Tribunal  de  lo  contencioso-administrativo, 
y  cuando  se  reclame  contra  el  Ejecutivo,  por  abuso  de  poder,  se 
procederá  conforme  a  la  Ley  de  Amparo. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial  lo  es  también  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  y  será  electo  en  la  misma  forma  que  el  Presi¬ 
dente  de  la  República. 

Los  Jueces  no  podrán  ser  trasladados  sin  su  voluntad  de  un 
puesto  a  otro,  y  sólo  serán  separados  de  sus  funciones  en  los  casós 
de  delito,  notoria  mala  conducta  o  incapacidad  manifiesta,  califi¬ 
cadas  estas  dos  últimas  circunstancias  por  la  Corte  Suprema  de 
Justicia. 

Los  Magistrados  y  Fiscales  sólo  podrán  ser  separados  de  sus 
cargos  por  la  Asamblea,  en  los  casos  anteriormente  expresados  res¬ 
pecto  a  los  Jueces.  (4G) 

Artículo  86. — Para  ser  electo  Presidente  del  Poder  Judicial, 
Magistrado  o  Fiscal,  así  como  para  ser  nombrado  Juez  de  1“  Instan¬ 
cia,  se  requiere  la  calidad  de  guatemalteco,  de  los  comprendidos  en 
el  artículo  5I)  de  esta  Constitución,  ser  Abogado  de  los  Tribunales 
de  la  República,  estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudadano 
y  pertenecer  al  estado  seglar.  El  Presidente  del  Poder  Judicial  debe 
ser  mayor  de  treinta  años  y  los  demás  funcionarios  a  que  se  refiere 
este  artículo  deberán  ser  mayores  de  veintiuno. 

Además,  se  necesita:  para  ser  miembro  de  la  Corte  de  Apela¬ 
ciones,  haber  servido  cuatro  años,  por  lo  menos,  las  funciones  de 
Juez  de  V  Instancia;  y  para  ser  miembro  de  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  haber  desempeñado  un  periodo  constitucional  en  la  Corte 
de  Apelaciones.  Sin  embargo,  podrán  ser  Magistrados  los  abogados 
que  hayan  ejercido  la  profesión  durante  seis  años  o  más. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial,  los  Magistrados,  Fiscales  y 
los  Jueces  de  1’  Instancia,  no  podrán  ejercer  cargos  de  los  otros 
Poderes  del  Estado,  salvo  los  de  Educación  Pública  y  los  de  Comi¬ 
siones  Técnicas;  pero  los  Jueces  de  1’  Instancia  podrán  ser  asesores 
y  Auditores  de  Guerra.  (47) 


(46)  Artículo  41  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(47)  Artículo  42  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  87. — Los  funcionarios  de  los  tribunales  superiores  de 
justicia  y  los  Jueces  de  V  Instancia,  durarán  cuatro  años  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 

Artículo  88. — Es  también  atribución  exclusiva  de  los  tribunales, 
juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado. 

Artículo  89. — Las  leyes  señalan  el  orden  y  las  formalidades  de 
los  juicios. 

Artículo  90. — Todos  los  habitantes  de  la  República  estarán  suje¬ 
tos  al  orden  de  procedimientos  que  determinan  las  leyes. 

Artículo  91. — En  ningún  juicio  habrá  más  de  dos  instancias,  y 
el  Juez  que  haya  ejercido  jurisdicción  en  una  de  ellas,  no  podrá 
conocer  en  la  otra,  ni  en  casación,  tratándose  del  mismo  asunto.  (48) 

Artículo  92. — Los  Jueces,  cualquiera  que  sea  su  denominación 
o  categoría,  son  responsables  personalmente  de  toda  infracción  de 
ley,  con  arreglo  a  la  responsabilidad  del  Poder  Judicial. 

Artículo  93. — La  ley  constitutiva  del  Poder  Judicial,  establecerá 
todo  lo  demás  que  a  él  concierne. 

- - -  V 

TITULO  VI 

DEL  GOBIERNO  DE  LOS  DEPARTAMENTOS  Y 
DE  LAS  MUNICIPALIDADES 


Artículo  94. — La  ley  divide  el  territorio  nacional  en  departa¬ 
mentos  para  su  mejor  administración. 

Artículo  95. — El  Presidente  de  la  República  nombrará  para  el 
gobierno  de  cada  departamento  un  Jefe  Político,  cuyas  calidades 
y  atribuciones  fijará  la  ley. 

Artículo  96. — La  ley  organiza  las  Municipalidades  sin  alterar 
el  principio  de  elección  popular  directa,  y  designa  las  facultades 
que  les  corresponden. 

Artículo  97. — Las  Municipalidades  podrán  establecer,  con  la 
aprobación  del  Gobierno,  los  arbitrios  que  juzguen  necesarios  para 
atender  al  objeto  de  su  institución. 

Artículo  98. — El  Gobierno,  cuando  lo  creyere  conveniente,  o  a 
solicitud  de  las  Municipalidades,  puede  reformar  las  ordenanzas  de 
cada  pueblo  y  darlas  a  los  que  no  las  tuvieren. 

(48)  Artículo  43  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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TITULO  VII 


DE  LA  REFORMA  A  LA  CONSTITUCION 


Artículo  99. — La  reforma  total  o  parcial  de  la  Constitución  sólo 
podrá  decretarse  por  el  voto  de  las  dos  terceras  partes,  por  lo  menos, 
del  número  total  de  Diputados  que  forman  la  Asamblea  Legisla¬ 
tiva,  la  que  señalará  al  efecto  el  artículo  o  artículos  que  hayan  de 
reformarse. 

En  cualquier  caso  en  que  se  pretenda  la  reforma  total  de  la 
Constitución,  o  de  los  artículos  66  y  69,  y  del  presente,  o  de  uno  o  de 
varios  de  estos  tres,  sólo  podrá  decretarse  cuando  lo  resuelvan  las 
dos  terceras  partes,  por  lo  menos,  de  los  votos  ya  dichos,  en  dos 
períodos  distintos  y  consecutivos,  de  sesiones  ordinarias  de  la  Asam¬ 
blea  Legislativa;  y  aún  así,  la  Asamblea  Constituyente  no  podrá 
reunirse  para  conocer  de  la  reforma  en  tal  caso,  sino  cuando  hayan 
transcurrido  seis  años  contados  desde  que  se  decretó. 

La  reforma  de  la  Constitución  podrá  consistir :  en  modificar, 
suprimir,  adicionar,  substituir  o  aumentar  artículos.  I4!l) 

Artículo  100. — Decretada  la  reforma,  la  Asamblea  Legislativa, 
convocará  a  elecciones  para  una  Asamblea  Constituyente,  que  de¬ 
berá  quedar  instalada  dentro  de  los  sesenta  días  siguientes  a  la 
fecha  de  la  convocatoria;  salvo  el  caso  previsto  en  el  articulo  ante¬ 
rior,  respecto  de  la  reforma  de  dicho  artículo,  del  66  y  del  69  o  de 
cualquiera  de  ellos,  y  la  total  de  la  Constitución;  caso  en  el  que  la 
convocatoria  deberá  hacerse,  por  la  Asamblea  Leisglaiva  que  fun¬ 
cione  el  quinto  año,  a  contar  de  la  fecha  en  que  haya  sido  decretada 
la  reforma,  a  efecto  de  que  la  instalación  de  la  Asamblea  Consti¬ 
tuyente  se  verifique  al  vencerse  al  término  fijado  de  seis  años. 

En  la  convocatoria  se  insertarán  el  artículo  o  artículos  cuya 
reforma  se  hubiere  decretado.  <:i0) 

Artículo  101. — La  Asamblea  Constituyente  se  compondrá  de  un 
Representante  por  cada  veinticinco  mil  habitantes  o  fracción  que 
pase  de  quince  mil.  Si  algún  departamento  de  la  República  no 
pudiere  hacerse  representar,  conforme  la  regla  anterior,  tendrá  de¬ 
recho,  sin  embargo,  para  elegir  un  Diputado.  Los  electos  deberán 
reunir  las  calidades  requeridas  por  el  artículo  49;  estar  sujetos  a 
las  prohibiciones  del  artículo  50  y  gozar  de  las  prerrogativas  mar¬ 
cadas  en  los  artículos  44  y  45  y  primera  parte  del  47  de  esta  Cons¬ 
titución.  (51) 


(49)  Artículo  44  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(50)  Articulo  45  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(51)  Artículo  45  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 
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Artículo  102. — La  reunión  de  la  Asamblea  Constituyente  no 
obsta  al  funcionamiento  de  la  Asamblea  Legislativa.  |32) 

Artículo  103. — Decretada  la  reforma,  por  la  Constituyente,  ésta 
se  disolverá  después  de  hecha  la  promulgación.  (63) 

Artículo  104. — Esta  Constitución  no  perderá  su  fuerza  y  vigor, 
aun  cuando  por  alguna  rebelión  se  interrumpa  su  observancia. 

Articulo  105. — Quedan  sin  ningún  valor  ni  efecto  las  reformas 
a  la  Constitución,  decretadas  el  23  de  octubre  de  1885.  ' "'4 1 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 
(Del  Decreto  Número  5  del  20  de  diciembre  de  1927). 

Artículo  1" — El  Poder  Ejecutivo  convocará  a  elecciones  de  Di¬ 
putados  a  la  Asamblea  Legislativa  el  día  cinco  de  enero  del  año 
próximo  entrante. 

Artículo  2" — La  Asamblea  Legislativa  en  sus  próximas  sesiones 
emitirá  la  Ley  de  Amparo;  la  que  establezca  lo  demás  que  se  refie¬ 
re  a  la  responsabilidad  de  los  funcionarios  y  empleados  públicos 
y  la  ley  que  determine  lo  concerniente  a  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  tribunales  que  la  ejerzan,  su  organización,  compe¬ 
tencia  y  procedimientos  a  que  deba  sujetarse. 

Artículo  3° — La  fracción  del  párrafo  segundo  del  artículo  86 
que  dice:  “Sin  embargo,  podrán  ser  Magistrados  los  abogados  que 
hayan  ejercido  la  profesión  durante  seis  años  o  más”,  estará  en 
vigor  hasta  el  14  de  marzo  de  1936. 

Artículo  í9 — Los  originarios  de  las  Repúblicas  de  El  Salvador, 
Honduras,  Nicaragua  y  Costa  Rica  que,  de  conformidad  con  disposi¬ 
ciones  anteriores  de  la  Constitución,  hubieren  adquirido  la  nacio¬ 
nalidad  guatemalteca  y  que  hayan  residido  en  el  país  durante  veinte 
años  o  más,  continuarán  gozando  de  los  derechos  inherentes  a  tal 
nacionalidad. 

Artículo  5 " — A  fin  de  armonizar  la  organización  de  los  Poderes 
Públicos  del  Estado  con  las  presentes  reformas,  si  alguno  de  los 
Magistrados  electos  conforme  al  Decreto  legislativo  Número  1488, 
no  reuniere  las  calidades  exigidas  para  serlo  según  el  presente 
Decreto,  se  tendrá  sin  efecto  su  elección,  debiendo  la  Asamblea 
Legislativa  en  sus  próximas  sesiones  ordinarias,  proceder  a  nombrar 
la  persona  que  deba  substituirlo. 

Artículo  6:> — Las  facultades  extraordinarias  de  que  goza  el  Poder 
Ejecutivo  en  virtud  del  Decreto  legislativo  Número  1500,  cesarán 
el  V  de  marzo  de  1928. 

Artículo  7" — El  presente  Decreto  de  reformas  a  la  Constitución 
entrará  en  vigor  el  día  l9  de  enero  de  1928. 


(52)  Artículo  47  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(53)  Artículo  48  del  Decreto  de  reformas  Número  5  de  20  de  diciembre  de  1927. 

(54)  Artículo  13  del  Deoreto  de  reformas  de  5  de  noviembre  de  1887. 
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DECRETO  NUMERO  1928 


LEY  CONSTITUTIVA  í 
DEL  PODER  JUDICIAL 


GUATEMALA,  C.  A.  —  JULIO  DE  1933 


I 


y 


EXPOSICION  DE  MOTIVOS 

presentada  por  la  Comisión  de  Legislación  adscrita 
al  Ministerio  de  Gobernación  y  Justicia,  sobre  la 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 


Guatemala,  28  de  abril  de  1933. 

Señor  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Gobernación 

y  Justicia. 

Señor: 

La  Comisión  de  Legislación  tiene  el  gusto  de  presentar 
a  usted  el  Proyecto  de  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial, 
y  de  exponerle  los  motivos  que  ha  tenido  para  el  cambio  de 
nombre  de  la  Ley  Orgánica  y  Reglamentaria;  para  la  modi¬ 
ficación  de  muchos  de  los  preceptos  de  ésta,  y  para  la  intro¬ 
ducción  de  otros,  tendientes  a  la  mayor  expedición  de  los 
asuntos  judiciales. 

Sería  innecesario  y  molesto  hacer  el  análisis  de  cada 
uno  de  los  artículos,  cuyo  objeto  aparece  claro  con  la  simple 
lectura,  de  modo  que  nos  concretamos  a  los  puntos  más 
esenciales,  que  así  quedará  manifiesta  la  idea  primordial 
que  se  ha  querido  desarrollar,  y  los  pormenores  que  de  ella 
se  desprenden. 

I 

CAMBIO  DE  NOMBRE  DE  LA  LEY 

* 

El  artículo  93  de  la  Constitución  de  la  República,  se 
refiere  a  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial  y  no  a  la 
Orgánica  y  Reglamentaria,  que  la  suple  ahora.  Esa  sola 
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circunstancia  explica  el  cambio  de  nombre,  no  como  una 
ocurrencia  que  puede  o  no  adoptarse,  sino  como  obligación 
de  acatar  los  preceptos  constitucionales. 

11 

DIVISION  DE  LA  LEY 

La  Ley  Orgánica  y  Reglamentaria  del  Poder  Judicial, 
ni  es  orgánica  ni  reglamentaria;  es  un  conjunto  de  imper¬ 
fecta  organización,  de  deficientes  disposiciones  reglamen¬ 
tarias  y  de  muchos  procedimientos,  mezclado  todo  sin  plan 
ni  concierto  alguno. 

De  ahí  la  necesidad  de  hacer  la  debida  separación  y 
ordenamiento. 

Se  dividió  la  obra  en  tres  partes:  la  primera,  de  orga¬ 
nización;  la  segunda,  de  disposiciones  comunes  a  todos  los 
juicios;  y,  la  tercera,  de  preceptos  fundamentales. 

La  forma  de  la  Ley  y  el  orden  de  su  contenido  no  se 
encuentran  iguales  en  ninguna  legislación,  que  hubiera 
podido  servir  de  modelo,  pero  hace  un  conjunto  homogé¬ 
neo,  contiene  los  principios  admitidos  por  los  tratadistas 
modernos,  se  adapta  a  nuestro  modo  de  ser  y  expedita  el 
camino  de  la  justicia. 


'  PRIMERA  PARTE 

La  constitución  u  organización  del  Poder  Judicial,  se 
divide  en  dos  grandes  grupos:  Jurisdicción  Ordinaria  y 
Jurisdicción  Privativa.  La  una  abarca  las  atribuciones, 
facultades  y  deberes  de  los  Tribunales  y  funcionarios,  des¬ 
de  el  Presidente  del  Poder  Judicial,  hasta  los  Jueces  Me¬ 
nores;  y  la  otra  los  Tribunales  de  jurisdicción  privativa. 

Las  leyes  europeas  y  americanas  de  la  misma  clase, 
que  se  han  consultado,  organizan  de  inferior  a  superior; 
pero  la  Comisión  piensa  que  es  más  lógico  el  procedimiento 
inverso,  y  éste  ha  seguido. 


La  jurisdicción  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  se 
extiende  a  toda  la  República;  la  de  la  Corte  de  Apelaciones 
se  divide  en  Salas,  y  éstas  tienen  una  jurisdicción  que  pue- 
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de  ser  movible,  según  los  departamentos  que  se  les  señale, 
de  acuerdo  con  lo  que  disponga  la  Corte  Suprema,  en  vista 
de  la  población  y  del  más  fácil  acceso  a  los  puntos  centrales. 

Lo  mismo  ocurre  con  los  Jueces  de  P  Instancia  y  los 
Jueces  de  Paz:  no  es  posible  establecer  de  manera  fija  esas 
jurisdicciones  sin  dejar  un  motivo  fundado  para  las  refor¬ 
mas  a  la  ley. 

Las  Salas  que  actualmente  existen  son  suficientes; 
pero  con  vista  al  porvenir,  se  ha  dejado  la  puerta  abierta, 
tío  sólo  para  el  establecimiento  de  otras  Salas,  sino  para  el 
aumento  del  personal,  en  donde  se  necesite,  a  fin  de  que 
cuando  él  c aso  llegue,  cada  una  pueda  dividirse  en  dos 
secciones,  una  para  lo  civil  y  la  otra  para  lo  criminal. 

Bien  sabido  es  que  las  sentencias  que  dicta  el  Tribunal 
de  Casación  son  definitivas.  El  error  que  se  cometa  en 
ellas  es  irreparable.  Eso  han  tenido  en  cuenta  las  legisla¬ 
ciones  de  casi  todos  los  pueblos  cultos,  para  procurar  que 
esas  resoluciones  sean  más  meditadas,  y  han  creído  nece¬ 
saria  la  intervención  de  un  Magistrado  Fiscal  en  los  asuntos 
civiles  en  los  que  se  interponga  el  recurso  de  casación. 

La  Comisión  acoge  la  idea,  ya  que  el  costo  del  nuevo 
funcionario  es  insignificante,  comparado  con  los  grandes 
beneficios  públicos  que  se  derivan  de  la  mayor  confianza 
que  se  tenga  en  la  recta  administración  de  justicia. 


Se  suprimieron  los  asesores,  para  los  Jueces  Menores. 
No  puede  conferirse  a  éstos  las  atribuciones  de  los  Jueces 
de  P  Instancia,  ni  con  la  asesoría,  sin  violar  abiertamente 
el  precepto  constitucional,  que  exige  que  éstos  sean  Abo¬ 
gados. 

No  es  sólo  la  sentencia  la  que  necesita  los  conocimien¬ 
tos  del  profesional,  sino  la  tramitación  del  asunto,  que  tiene 
más  importancia,  porque  constituye  la  base.  Si  ésta  es 
mala,  la  resolución,  que  es  la  consecuencia,  forzosamente 
tiene  que  ser  mala  también,  por  sabio  que  sea  el  que  la 
dicte. 

La  dificultad  que  ha  querido  allanar  la  Ley  vigente, 
infringiendo  la  Constitución,  ha  desaparecido,  con  la  mayor 
facilidad  de  tas  comunicaciones ;  y  así,  cuando  falte  un  Juez 
de  P  Instancia,  será  el  de  igual  categoría,  del  lugar  de  más 
fácil  acceso,  el  que  conozca  del  asunto. 


Los  Tribunales  de  jurisdicción  privativa  se  dejan,  como 
no  podría  ser  de  otro  modo,  sujetos  a  las  leyes  de  su  crea¬ 
ción;  pero  éstas  no  pueden  alterar  los  preceptos  fundamen¬ 
tales  que  aquí  se  establecen. 
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Se  completa  esta  primera  parte  con  un  título  de  dispo¬ 
siciones  complementarias,  que  no  iban  bien  en  lo  anterior 
y  que  son  como  un  retoque  a  la  obra;  y  entre  ellas  ciertas 
prohibiciones  a  los  funcionarios  judiciales,  a  fin  de  que,  en 
lo  posible,  estén  separados  del  movimiento  político  del  país, 
que  puede  influir  en  sus  resoluciones. 

Se  preceptúa  también  que  en  todas  las  vistas  de  las 
Salas  y  del  Tribunal  de  Casación,  las  partes  o  sus  Aboga¬ 
dos,  deben  alegar  de  palabra,  y  que  además  podrán  presen¬ 
tar  sus  alegatos  escritos. 

IV 

SEGUNDA  PARTE 

Esta  contiene  las  disposiciones  de  procedimientos,  es¬ 
parcidas  en  varios  cuerpos  de  leyes.  No  se  trata  de  proce¬ 
dimientos  especiales,  sino  de  los  comunes  a  todos  los 
ramos. 

Los  impedimentos  de  los  Jueces,  las  causas  de  excu¬ 
sa  y  de  recusación,  por  ejemplo,  son  comunes,  deben  estar 
en  un  solo  lugar,  sin  necesidad  de  repetirlos  una,  dos  y  más 
veces,  según  el  número  de  leyes  que  lo  requieran. 

Esta  parte  es  fastidiosa;  camino  ya  muy  conocido  y 
trillado;  pero  a  la  Comisión  le  halaga  la  creencia  de  que ■ 
es  un  beneficio  para  los  que  se  ocupan  de  continuo  en  la 
consulta  de  las  leyes,  que  ya  sabrán  dónde  encontrarlas  sin 
perder  el  tiempo  buscando  aquí  y  allá. 


Tratando  del  derecho  que  hay  para  impugnar  la  com¬ 
petencia  de  un  Tribunal,  la  ley  vigente  establece  dos  vías: 
la  inhibitoria  y  la  declinatoria  de  jurisdicción. 

Esto,  en  resumen,  es  el  empleo  innecesario  y  sólo  por 
seguir  la  costumbre,  de  dos  términos  para  la  misma  cosa. 
Tanto  vale  pedir  a  un  Juez  que  se  inhiba  de  conocer  en  un 
asunto,  como  pedirle  que  decline  la  jurisdicción. 

Para  hacer  más  claro  el  procedimiento  y  no  aglomerar 
palabras  innecesarias,  se  suprimió  la  declinatoria,  dejando 
la  inhibitoria,  ya  se  interponga  directamente  al  Juez  que 
intenta  conocer  del  asunto,  o  ya  se  pida  al  Juez  que  se 
considera  competente,  que  dirija  el  exhorto  que  corres¬ 
ponde. 

Se  suprimió  la  facultad  de  revocar  los  autos  de  oficio 
y  a  solicitud  de  parte,  dejándola  solamente  para  los  De¬ 
cretos. 


Resulta  que  pedida  la  revocatoria,  se  acceda  o  no,  ya 
no  hay  más  recurso  que  el  de  responsabilidad,  que  es  ilu¬ 
sorio,  porque  generalmente  esa  responsabilidad  no  se  hace 
efectiva.  Y  no  pidiendo  la  revocatoria  ni  pudíendo  hacerla 
de  oficio,  queda  expedita  la  apelación,  con  lo  que  se  garan¬ 
tiza  mejor  el  derecho  de  las  partes. 


La  ley  ordena  que  los  Decretos  los  rubrique  el  Juez 
que  tramita  los  asuntos;  que%  los  autos  lleven  media  firma, 
y  las  sentencias  la  firma  completa. 

¿Cuál  es  la  media  firma  de  una  persona  que  tiene  un 
nombre  y  dos  apellidos  o  dos  nombres  y  uno  o  varios  ape¬ 
llidos?  La  costumbre  hace  que  se  tome  por  media  firma 
el  apellido  o  apellidos;  pero  sin  infringir  la  ley,  bien  puede 
ser  sólo  el  nombre.  Todo  esto  indica  que  le  falta  precisión 
al  precepto  legal. 

Para  evitar  esa  falta  y  la  poca  autenticidad  de  la  rúbri¬ 
ca  y  que  muchos  no  la  usan,  se  acordó  que  los  Decretos  se 
autoricen  con  el  apellido  o  apellidos  del  Juez  y  los  autos  y 
sentencias  con  la  firma  completa. 


Como  los  autos,  son  las  sentencias  interlocut orias,  con 
el  uso  de  los  dos  términos,  sólo  se  infunde  la  duda  de  que 
sean  cosas  distintas,  sin  reportar  ninguna  ventaja.  Se  optó 
por  los  autos  y  se  prescindió  por  completo  de  las  sentencias 
interlocutorias. 


La  forma  obligada,  de  los  resultandos,  o  resultas,  y 
considerandos  de  las  sentencias,  sujeta  al  sentenciador  a 
una  pauta  que  en  muchos  casos  puede  ser  inconveniente, 
y  por  eso  se  ha  dado  más  amplitud  en  la  redacción  de  los 
fallos,  quitando  la  obligada  pauta,  sin  perjuicio  de  que  los 
Jueces  la  usen  cuando  la  consideren  conveniente. 

Esto  no  significa  que  se  les  quite  la  obligación  de 
expresar  todo  lo  que  la  ley  exige  para  la  claridad  y  razona¬ 
miento  de  las  resoluciones. 

Se  estableció  el  precepto  general  de  que  los  Tribuna¬ 
les  deben  dictar  y  hacer  notificar  la  parte  resolutiva  de  las 
sentencias  el  día  mismo  de  la  vista.  • 

Así  los  interesados  ya  sabrán  con  anticipación  el  día 
preciso  de  la  sentencia;  y  además  se  evitarán  muchas 
molestias  para  los  Jueces,  cuando  transcurran  algunos  días 
entre  la  vista  y  la  resolución,  por  el  interés  natural  de  las 
partes  que  los  hace  inquirir  constantemente  sobre  la  reso¬ 
lución  probable  que  se  ha  de  dictar. 


35 


Concluye  la  segunda  parte  con  las  reglas  que  deben 
seguirse  en  los  conflictos  que  resulten  en  la  aplicación  de 
leyes  emitidas  en  diferentes  épocas. 


V 

TERCERA  PARTE 

La  parte  última  sí  tiene  alguna  novedad  y  necesita 
explicaciones  más  detalladas. 

P 

Artículo  I. — “El  idioma  legal  es  el  castellano.” 

A  primera  vista  el  precepto,  tal  vez,  parecerá  innece¬ 
sario  e  inútil;  pero  si  se  profundiza  un  poco,  se  verá  que  no 
es  así: 

Uno  de  los  elementos  constitutivos  de  una  nación,  tan 
importante  como  el  territorio,  es  el  idioma,  por  lo  que  los 
pueblos  conquistadores  procuraron  imponer  el  suyo  y  des¬ 
truir  el  de  los  vencidos,  que  éstos  defendían  a  todo  trance, 
con  la  convicción  profunda  de  que,  conservándolo,  podrían 
algún  día  recuperar  su  libertad,  y  ya  sin  él,  toda  esperanza 
era  perdida. 

Nosotros  debemos  defender  nuestro  idioma,  como  par¬ 
te  de  la  nacionalidad,  no  de  un  conquistador  de  territorio, 
sino  de  las  invasiones  de  las  otras  lenguas,  que  tienden,  si 
no  a  suplantar,  sí  a  adulterar  la  nuestra.  El  medio  mejor 
de  evitarlo  es  hacer  su  uso  obligatorio  y  no  limitarlo,  como 
hasta  aquí,  a  los  instrumentos  públicos  y  a  los  libros  de  los 
comerciantes. 

El  artículo  debía  estar  en  la  Constitución;  pero  subsa¬ 
nar  la  falta  aquí,  no  creemos  que  sea  digno  de  censura. 

Se  dice  que  el  idioma  es  el  castellano  y  no  el  español, 
porque  el  primer  vocablo  determina  la  lengua,  por  ser  sólo 
una,  y  el  otro  no,  por  ser  varias  las  lenguas  españolas. 

El  nombre  que  debe  dársele  se  ha  discutido  amplia¬ 
mente  en  España,  y  de  esa  discusión,  entre  personas  doctas, 
ha  resultado  el  triunfo  del  castellano. 

Una  de  las  muchas  ventajas  que  obtendremos  con 
imponer  su  uso,  es  la  de  sujetarnos,  para  su  casticidad,  al 
Diccionario  de  la  Academia  Española.  Esto  se  ha  censu¬ 
rado  por  la  prensa,  arguyendo  que  el  Diccionario  es  malo  y 
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que  literatos  de  renombre  atacan  a  la  Academia;  pero  otros 
la  defienden.  La  discusión,  para  nuestro  objeto  es  comple¬ 
tamente  inútil,  ya  que,  aun  aceptando  la  opinión  de  los 
primeros,  siempre  resulta  que  es  mejor  para  el  bien  común, 
una  autoridad,  aunque  sea  mala,  que  ninguna.  En  otras 
palabras,  es  preferible  el  orden  a  la  anarquía. 


2 * 

Artículo  II. — “La  ley  empieza  a  regir  después  de  ocho 
días  de  su  publicación  íntegra  en  el  Diario  Oficial.” 

Quince  días  fija  la  ley  vigente,  pero  ella  se  dió  hace 
más  de  medio  siglo,  cuando  los  medios  de  comunicación 
eran  más  tardíos.  Con  las  autovías  y  automotores  de  tierra 
y  aire,  los  pueblos  se  han  acercado  entre  sí  y  a  la  capital; 
y  eso  explica  la  r, educción  que  se  hace  de  quince  días  a  ocho. 
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Artículo  III. — “Las  leyes  sólo  se  derogan  por  otras 
leyes  posteriores.” 

La  diferencia  entre  derogación  y  abrogación,  útil  en 
teoría,  no  es  esencial  en  la  práctica,  por  lo  que  los  tratadis¬ 
tas  modernos  aconsejan  que  se  adopte  la  palabra  deroga¬ 
ción  para  todos  los  casos.  Así  hay  más  claridad  y  se  evitan 
las  dudas  que  pudieran  surgir  de  si  una  ley  es  derogada  o 
abrogada. 

4 8 

Artículo  IX. — “El  interés  social  prevalece  sobre  el 
interés  particular." 

Este  precepto  ha  sido  criticado  en  uno  de  los  periódi¬ 
cos  de  la  capital  y  se  le  atribuyen  tendencias  socialistas  que 
alteran  nuestras  instituciones.  No  hay  tal:  el  principio, 
aunque  no  escrito,  es  viejo,  coetáneo,  podemos  decir,  con 
la  República. 

Esta  es  una ,  persona  jurídica,  una  gran  sociedad  de  la 
que  somos  miembros  todos  los  nacionales,  con  sus  gerentes, 
directores,  etc.,  sujeta  a  tas  leyes  generales  de  toda  otra 
sociedad  o  compañía  particular.  ¿Quién  puede  decir  que 
en  una  de  éstas,  el  interés  social  no  prevalece  sobre  el  par¬ 
ticular?  Y  es  tan  sabio  eso,  que  la  prosperidad  del  con¬ 
junto  viene  a  redundar  en  el  bien  particular  de  cada  socio. 
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Si  fuera  a  la  inversa,  esto  es,  que  el  interés  individual 
prevaleciera  sobre  el  social,  la  entidad  jurídica  no  podría 
existir. 

El  objeto  del  artículo  no  es  el  de  una  modalidad  nueva, 
sino  fijar  en  la  mente  del  nacional  que,  para  su  propia 
conveniencia,  el  interés  social  debe  prevalecer  sobre  el 
particular. 

Y  si  no  estuviéramos  en  lo  cierto,  y  lo  que  consideramos 
esencial  y  viejo,  constituyera  un  cambio  en  nuestra  organi¬ 
zación  actual,  siempre  sería  conveniente  el  mandato  que  se 
amolda  a  lo  que  la  ciencia  acepta  como  bueno  de  las  tenden¬ 
cias  socialistas  modernas,  en  todo  el  mundo  civilizado. 

5* 

Artículo  XIX. — “Los  bienes,  sea  cuál  fuere  su  natura¬ 
leza,  situados  en  Guatemala,  están  sujetos  a  las  leyes 
guatemaltecas,  aunque  los  dueños  sean  extranjeros.” 

En  el  Código  vigente  sólo  los  bienes  inmuebles  quedan 
sujetos  a  nuestras  leyes,  porque  se  considera  que  los  mue¬ 
bles  forman  parte  de  la  persona  y  se  regula  por  lo  que  se 
llama  estatuto  personal;  pero  a  la  verdad  no  hay  funda¬ 
mento  para  esa  distinción,  ya  que  hasta  las  personas  que 
estén  en  la  República,  quedan  sujetas  a  nuestras  leyes. 
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Artículo  XXI. — “Las  formas  y  solemnidades  externas 
de  cualquier  documento,  en  que  se  establezcan  derechos  y 
obligaciones,  se  regirán  por  las  leyes  del  país  donde  se 
hubieren  otorgado.  Sin  embargo,  los  guatemaltecos  o 
extranjeros,  residentes  fuera  de  la  República,  podrán  su¬ 
jetarse  a  las  formas  y  solemnidades  externas  prescritas  por 
las  leyes  guatemaltecas,  en  los  casos  en  que  el  acto  o  con¬ 
trato,  deba  ejecutarse  en  Guatemala. 

Los  agentes  diplomáticos  y  Cónsules  de  carrera,  cuan¬ 
do  sean  Notarios  quedan  facultados  para  autorizar  esos 
actos  y  contratos.” 

Es  incuestionable  que  debe  mantenerse  el  derecho  a 
ajustar  a  nuestras  leyes  los  actos  y  contratos  a  que  el 
artículo  se  refiere,  porque  ellas  deben  amparar  a  los  guate¬ 
maltecos  en  cualquier  parte  del  mundo  en  que  se  encuen¬ 
tren,  y  a  los  extranjeros  que  quieran  someterse  a  ellas;  pero 
también  es  incuestionable  que  debe  asegurarse  hasta  donde 
sea  posible,  que  esos  actos  y  contratos  reúnan  todos  los 
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requisitos  necesarios  para  su  validez  y  no  resulten  nulos, 
como  ha  sucedido  muchas  veces,  con  daño  para  los  contra¬ 
tantes,  y  con  burla  de  la  confianza  que  ellos  han  tenido  en 
la  eficacia  de  nuestras  leyes  y  en  la  justicia  y  rectitud  de 
nuestros  Tribunales. 

El  medio  de  evitar  las  nulidades  y  otros  defectos,  es 
que  autoricen  esos  actos  y  contratos  sólo  las  personas  que 
tengan  la  autoridad  y  conocimientos  necesarios. 

El  Poder  Ejecutivo,  que  nombra  a  los  Agentes  Diplo¬ 
máticos  y  Cónsules,  tendrá  el  cuidado  de  que  sean  Notarios 
en  los  lugares  donde  convenga. 


T 

Artículo  XXVII . — “En  los  términos  legales  que  se  com¬ 
puten  por  días,  meses  y  años,  se  observarán  las  reglas 
siguientes: 

P — El  día  es  de  veinticuatro  horas,  que  empezarán  a 
contarse  desde  la  media  noche.  Para  los  efectos  legales, 
se  entiende  por  noche  el  tiempo  comprendido  entre  las  últi¬ 
mas  seis  horas  de  un  día  y  las  seis  primeras  del  día 
siguiente.” 

La  división  que  hacemos  de  las  veinticuatro  horas  del 
día  en  dos  partes,  de  doce  cada  una,  no  tiene  razón  de  ser. 
La  costumbre  hace  que  soportemos,  sin  notarlo,  el  engorro 
de  estar  agregando:  “de  la  mañana”,  “de  la  tarde”,  “de  la 
noche”  o  “antemeridiano”  y  “postmeridiano” ,  lo.  que  se 
presta  a  muchas  equivocaciones.  Para  evitarlo  se  adoptó 
la  división,  única,  de  veinticuatro  horas,  que  ya  se  usa  en 
algunos  países  de  Europa  y  de  América. 

Después  de  las  primeras  doce  horas,  que  comienzan  a 
contarse  desde  la  media  noche,  sigue  la  numeración  corri¬ 
da,  13,  14.  . .  hasta  24,  y  así,  lo  que  ahora  llamamos  la  1  de 
la  tarde,  serán  las  13  horas;  las  2  de  la  tarde,  las  14  horas, 
etc.,  hasta  las  24,  que  serán  el  término  de  un  día  y  el 
comienzo  del  otro. 

Al  principio  se  encontrará  alguna  dificultad,  pero  pron¬ 
to  estaremos  todos  acostumbrados  y  se  obtendrán  las  ven¬ 
tajas  consiguientes. 

La  ley  se  refiere  en  muchos  casos  a  la  noche,  pero  sin 
determinar  las  horas  que  comprende,  lo  que  es  esencial 
para  la  validez  de  muchos  actos  jurídicos  en  lo  civil  y  admi¬ 
nistrativo  y  para  establecer  la  mayor  o  menor  culpabilidad 
de  los  reos,  en  lo  criminal.  La  regla  P  determina  esas 
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horas:  las  seis  últimas  de  un  día  y  las  seis  primeras  del 
otro,  o  lo  que  es  lo  mismo,  noche  será  de  las  18  a  las  24 
horas  y  de  ahí  a  las  6  horas. 

5» — “En  los  términos  legales  y  judiciales  no  se  com¬ 
prenden  los  días  feriados  que  se  declaren  oficialmente,  ni 
los  domingos.” 

Esos  días,  no  obstante  que  las  oficinas  públicas  están 
cerradas,  corren  en  los  términos  señalados  por  la  ley  o  por 
los  Tribunales,  con  manifiesta  injusticia  para  los  interesa¬ 
dos,  que  no  pueden  ejercitar  sus  derechos.  Esta  anomalía 
desaparece  con  la  disposición  citada. 

Esto  no  reza  con  los  plazos,  los  cuáles  son  continuos; 
pero  como  se  ha  observado  que  muchas  personas  entien¬ 
den,  cuando  se  cuenta  por  meses,  que  el  vencimiento  de  un 
mes  es  el  día  de  la  fecha  en  que  comenzó,  se  ha  aclarado  el 
punto,  diciendo  que  el  día  del  vencimiento  es  el  anterior  a 
esa  fecha.  Así,  el  mes  que  comienza  a  contarse  el  2,  por 
ejemplo,  terminará  el  P  del  mes  siguiente;  el  que  comience 
el  15,  terminará  el  14,  etc.  Tal  como  sucede,  sin  que  nadie 
se  equivoque,  con  el  mes  que  comienza  el  P,  que  termina 
el  día  último  del  mes  y  no  el  primero  del  siguiente. 

8 9 

Artículo  XXVIII. — “El  término  de  la  distancia  es  impe¬ 
rativo,  y  la  autoridad  lo  fijará  según  los  casos  y  circuns¬ 
tancias.” 

En  una  que  otra  disposición  de  nuestras  leyes  se  dice 
que  se  concederá  el  término  de  la  distancia,  y  que  éste  es 
de  un  día  por  cada  cinco  leguas. 

Como  este  término  es  esencial  para  la  defensa  de  los 
que  viven  a  alguna  distancia  del  lugar  a  donde  se  les  orde¬ 
na  comparecer,  se  estableció  el  precepto  general,  pero  no 
se  fijó  término,  por  ser  tan  varios  los  medios  de  comunica¬ 
ción,  que  sólo  en  un  caso  dado  puede  determinarse  el  tiem¬ 
po  que  sea  necesario  para  trasladarse  de  un  lugar  a  otro. 
Las  autoridades  lo  fijarán,  se  entiende,  de  manera  racional 
y  justa,  en  cada  caso  y  según  las  circunstancias. 

9 » 

El  penúltimo  artículo  establece  el  sistema  métrico 
decimal,  que  será  obligatorio  en  toda  la  República. 

En  lo  que  toca  a  pesas  y  medidas  estamos  en  gran 
desorden,  y  esto  es  una  rémora  para  el  comercio  interior  y 
exterior.  Tenemos  el  sistema  decimal  en  nuestra  moneda, 
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que  se  divide  en  centavos;  tenemos  el  sistema  métrico  deci¬ 
mal  para  la  medida  de  terrenos;  y  tenemos  las  cien  libras 
o  sea  el  quintal  para  las  pesas;  y  aún  subsisten  los  reales, 
los  pesos,  la  vara,  la  fanega,  la  carga,  etc.  La  conveniencia 
de  la  uniformidad  a  nadie  puede  ocultársele. 

y  no  se  diga  que  es  difícil  la  aplicación  del  sistema, 
porque  en  aquello  que  nos  interesa  saber,  lo  aprendemos  al 
momento,  como  sucedía  en  tiempos  atrás,  que  todos  los  días 
variaba  el  tipo  de  cambio  del  papel  circulante  y  sin  embargo 
los  indígenas  vendían  su  carbón  y  sus  comestibles  siguien¬ 
do  el  alza  y  la  baja,  sin  equivocarse  y  sin  vacilación  alguna. 

Tenemos  muchos  defectos,  pero  no  se  puede  negar  la 
inteligencia  del  pueblo,  su  ingenio  y  su  fácil  adaptación  a  lo 
nuevo,  que  en  muchos  casos  él  procura  mejorar. 


Debemos  manifestar  que,  a  nuestra  solicitud,  la  Corte 
Suprema  de  Justicia  estudió  el  proyecto,  que  nos  hizo  el 
honor  de  discutir  con  nosotros  algunos  de  sus  preceptos  y 
que  se  aceptaron  muchas  de  sus  atinadas  observaciones,  de 
modo  que  tiene  ya,  puede  decirse,  la  aprobación  del  Supre¬ 
mo  Tribunal. 

Ojalá  que  la  ilustrada  opinión  del  señor  Secretario  de 
Estado  esté  de  acuerdo  con  la  nuestra.  La  ley  que  le  remi¬ 
timos  no  es  perfecta,  ni  mucho  menos,  como  no  lo  es  ni 
puede  serlo  ninguna  obra  de  este  género.  Nosotros  mis¬ 
mos,  si  la  revisáramos  encontraríamos  mucho  qué  corregir; 
pero  no  puede  negarse  que  es  una  mejora  y,  como  tal,  con¬ 
vendría  ponerla  en  práctica  cuanto  antes,  para  satisfacer 
los  deseos  del  Poder  Ejecutivo. 

Somos  del  señor  Secretario,  muy  atentos  servidores. 

Marcial  G.  Salas. — José  Mariano  Trabanino. 
— J.  León  Samayoa. — Rafael  Pinol  Batres. 
— F.  Hernández  de  León. 


NOTA. — La  Comisión  de  Legislación,  adscrita  al  Ministerio  de  Goberna¬ 
ción  y  Justicia,  trata  de  las  tres  partes  de  que  se  compone  el  anteproyecto,  en 
el  orden  en  que  fueron  estudiadas  y  redactadas,  pero  la  misma  Comisión,  de 
acuerdo  con  la  Extraordinaria  de  Códigos  de  la  Asamblea  Legislativa,  consi¬ 
derando  que  la  parte  de  Preceptos  Fundamentales  es  la  de  mayor  importancia, 
por  cuanto  establece  las  bases  generales  para  la  aplicación  de  las  leyes,  dispu¬ 
sieron  que  esa  parte,  que  estaba  como  tercera,  pase  al  principio,  con  el  titulo 
de  ", Preceptos  Fundamentales 
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Dictamen  de  la  Comisión  Extraordinaria  de  Códigos 
de  la  Asamblea  Legislativa,  sobre  el  proyecto  de 
Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial. 


Asamblea  Legislativa: 

La  Comisión  Extraordinaria  de  Códigos,  encuentra  acer¬ 
tada  la  preferencia  que  la  de  Legislación  adscrita  al  Minis¬ 
terio  de  Gobernación  y  Justicia  dió  a  la  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  tanto  porque  nuestra  Constitución  dispone  en 
su  artículo  93  que  se  emita  esa  Ley,  como  porque  ella  tiene 
por  objeto  organizar  la  constitución  del  Poder  encargado  de 
la  administración  de  justicia,  y  establece  los  principios  fun¬ 
damentales  de  nuestra  legislación,  fijando  las  reglas  genera¬ 
les  a  que  deben  sujetarse  todos  los  Tribunales,  sin  distinción 
de  fueros,  de  manera  que  su  funcionamiento  sea  uniforme 
y  armónico,  y  obedezca  a  un  plan  y  sistema  únicos  en  lo  subs¬ 
tancial,  aunque  diverso  en  sus  detalles,  según  los  diferentes 
ramos  en  que  se  distribuya  la  aplicación  de  las  leyes. 

La  Comisión  que  redactó  el  proyecto  sometido  a  esta 
Asamblea  por  medio  de  la  Secretaría  de  Gobernación  y  Jus¬ 
ticia  lo  hizo  revisar  y  discutir  con  los  señores  Magistrados 
que  integran  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  quienes  sugirie¬ 
ron  oportunas  modificaciones  basadas  en  su  experiencia,  y 
dada  la  ilustración  y  práctica  de  estos  funcionarios  es  un 
antecedente  de  acierto  en  esta  nueva  legislación,  en  la  que 
nos  hemos  visto  privados  del  útil  procedimiento  de  compa¬ 
ración  con  los  sistemas  adoptados  en  otros  países  y  de  los 
resultados  que  han  dado. 

La  exposición  de  motivos  en  la  que  la  Comisión  redac- 
tora  explica  y  razona  cada  una  de  las  partes  en  que  el  pro¬ 
yecto  está  dividido,  nos  excusa  referirnos  detalladamente  a 
ellas,  tanto  más  cuanto  que  los  miembros  de  aquella  Comi¬ 
sión  hemos  concurrido  al  estudio  de  revisión  que  ha  hecho 
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la  Comisión  Extraordinaria  que  tiene  la  honra  de  presentar 
este  informe.  El  Secretario  de  la  Asamblea  se  servirá  leer 
dicho  informe,  cuyos  conceptos  hacemos  nuestros. 

Consideramos  esta  Ley  Constitutiva  como  un  ensayo 
que  tiende  a  organizar  eficientemente  la  administración  de 
justicia  y  a  sentar  los  principios  fundamentales  para  la  recta 
aplicación  de  las  leyes  y  para  el  ejercicio  de  las  funciones 
judiciales,  empeñándose,  a  la  vez,  en  que  las  normas  aquí 
consignadas,  tengan  la  mayor  adaptación  posible  a  nuestros 
hábitos  y  tendencias  para  darles  la  deseable  estabilidad  en 
su  conjunto,  sin  perjuicio  de  las  reformas  que  su  aplicación 
aconseje. 

La  Comisión  Extraordinaria  no  ha  modificado  el  ante¬ 
proyecto  sometido  a  su  estudio,  y  se  limitó  a  corregir  errores 
de  copia,  algunos  pocos  de  redacción  y  otros  de  ortografía, 
todos  los  cuales  caben  en  la  corrección  de  estilo. 

Sin  embargo,  cree  necesario  prever  la  dificultad  que 
surgiría  en  el  caso  que  se  refiere  al  artículo  46,  que  se  ocupa 
de  los  casos  de  impedimento,  recusación,  falta  temporal  o 
muerte  de  los  Jueces  de  Primera  Instancia,  y  en  su  párrafo 
2 ”,  dice:  “En  los  departamentos  donde  no  hubiere  más  que 
un  Juez  de  Primera  Instancia,  será  substituido  por  el  Juez 
Menor  de  la  cabecera,  si  fuere  letrado.  Si  no  lo  fuere,  se 
llamará  a  otro  del  mismo  departamento,  que  tenga  esa  con¬ 
dición;  si  no  lo  hubiere,  el  asunto  pasará  al  conocimiento 
del  Juez  de  Primera  Instancia  del  departamento  más  accesi¬ 
ble,  designado  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Al  dictarse  este  artículo,  se  tomó  en  cuenta  el  86  de  la 
Constitución  (1>,  que  previene  que  para  ser  Juez  de  Primera 


(1)  Artículo  86. — Para  ser  electo  Presidente  del  Poder  Judicial,  Magistrado 
o  Fiscal,  así  como  para  ser  nombrado  Juez  de  1^  Instancia,  se  requiere 
la  calidad  de  guatemalteco,  de  los  comprendidos  en  el  artículo  59  de  esta 
Constitución,  ser  Abogado  de  los  Tribunales  de  la  República,  estar  en  el 
goce  de  los  derechos  de  ciudadano  y  pertenecer  al  estado  seglar.  El  Pre¬ 
sidente  del  Poder  Judicial  debe  ser  mayor  de  treinta  años  y  los  demás 
funcionarios  a  que  se  refiere  este  artículo  deberán  ser  mayores  de 
veintiuno. 

Además,  se  necesita:  para  ser  miembro  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
haber  servido  cuatro  años,  por  lo  menos,  las  funciones  de  Juez  de  1^ 
Instancia;  y  para  ser  miembro  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  haber 
desempeñado  un  período  constitucional  en  la  Corte  de  Apelaciones.  Sin 
embargo,  podrán  ser  Magistrados  los  Abogados  que  hayan  ejercido  la 
profesión  durante  seis  años  o  más. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial,  los  Magistrados,  Fiscales  y  los 
Jueces  de  1 %  Instancia,  no  podrán  ejercer  cargos  de  los  otros  Poderes  del 
Estado,  salvo  los  de  Educación  Pública  y  los  de  Comisiones  Técnicas ; 
pero  los  Jueces  de  1^  Instancia  podrán  ser  asesores  y  Auditores  de  Guerra. 
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Instancia  se  requiere  ser  Abogado  de  los  Tribunales  de  la 
República,  y  por  esa  razón,  el  precepto  de  este  artículo  46, 
es  indispensable .  Pero  no  llena  todos  los  casos,  porque  un 
Juez  de  Primera  Instancia,  único  en  el  departamento  en 
que  no  hubiere  Juez  Menor,  que  sea  letrado,  puede  encon¬ 
trarse  impedido  de  ejercer  sus  funciones  por  varios  días, 
como  podrá  suceder  por  enfermedad  o  por  el  goce  de  vaca¬ 
ciones,  y  entonces  quedaría  en  suspenso  la  administración 
de  justicia,  en  perjuicio  de  todos  los  habitantes  de  un  de¬ 
partamento.  La  dificultad  desaparece  facultando  al  Ejecu¬ 
tivo  para  que  de  acuerdo  con  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
nombre  jueces  suplentes  que  accidentalmente  substituyan 
a  los  Jueces  de  Primera  Instancia,  cuando  se  creyere  ne¬ 
cesario. 

Con  esta  sota  observación,  la  Comisión  Extraordinaria 
de  Códigos  tiene  la  honra  de  proponer  a  la  Asamblea,  que 
tenga  a  bien  dictar  el  siguiente 


DECRETO  NUMERO .... 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República  de  Guatemala, 
CONSIDERANDO: 

Que  el  Poder  Ejecutivo  ha  formulado  y  remitido  para 
su  estudio  y  discusión  el  proyecto  de  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  los  ar¬ 
tículos  54,  inciso  11;  y  93  de  la  Constitución  de  la  Repú¬ 
blica;  y, 

CONSIDERANDO: 

Que  el  expresado  proyecto  se  ajusta  a  los  preceptos 
constitucionales  y  establece  los  principios  que  han  de  regir 
en  la  aplicación  de  las  leyes  y  en  el  funcionamiento  de  los 
tribunales, 

POR  TANTO; 

DECRETA: 

Artículo  P — Se  emite  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Ju¬ 
dicial,  presentada  por  el  Poder  Ejecutivo  a  esta  Asamblea, 
con  fecha  29  de  abril  próximo  anterior,  con  la  siguiente  adi¬ 
ción  al  artículo  46: 


t 
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“El  Poder  Ejecutivo,  dé  acuerdo  con  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  nombrará  Jueces  de  P  Instancia,  suplentes, 
para  que  substituyan  a  los  propietarios,  cuando  por  cual¬ 
quier  motivo,  se  encuentren  éstos  impedidos  temporalmente 
de  ejercer  sus  funciones  en  el  despacho  que  tengan  a  su 
cargo. 

Artículo  2 f — Quedan  derogadas  la  Ley  Orgánica  y  Re¬ 
glamentaria  del  Poder  Judicial,  y  las  demás  leyes  que  se 
opongan  o  estén  substituidas  por  la  presente. 

Artículo  3P — Esta  Ley  comenzará  a  regir  desde  el  30  de 
junio  del  corriente  año. 

Pase,  etc. 

Dado,  etc. 

Sala  de  Comisiones:  Guatemala,  5  de  mayo  de  1933. 

Marcial  G.  Salas. — F.  Hernández  de  León. — 
Ricardo  Peralta  H. —  C.  Enrique  Larraondo.— 
Pedro  Zamora  Castellanos.— Felipe  Samayoa 
M—  Rafael  Pinol  Batres. 


* 
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DECRETO^ NUMERO  1928 

LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA 

DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA, 


CONSIDERANDO: 


Que  el  Poder  Ejecutivo  ha  formulado  y  remitido,  para 
su  estudio  y  discusión,  el  Proyecto  de  Ley  Constitutiva  del 
Poder  Judicial,  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  los 
artículos  54,  inciso  11,  y  93  de  la  Constitución  de  la  Repú¬ 
blica; 


CONSIDERANDO: 


Que  el  expresado  proyecto  se  ajusta  a  los  preceptos 
constitucionales  y  establece  los  principios  que  han  de  regir 


en  la  aplicación  de  las  leyes  y  en  el  funcionamiento  de  los 
T  ribunales, 


POR  TANTO; 


DECRETA: 


\ 


La  siguiente 


LEY  CONSTITUTIVA  DEL 
PODER  JUDICIAL  ^ 


PRECEPTOS  FUNDAMENTALES- 


ARTICULO  I 


El  idioma  legal  es  el  castellano. 


ARTICULO  II 


La  ley  empieza  a  regir  después  de  ocho  días  de  su  publicación, 
íntegra,  en  el  Diario  Oficial,  a  menos  que  la  misma  ley  amplíe  o 
restrinja  dicho  término. 

ARTICULO  III 

Las  leyes  sólo  se  derogan  por  otras  leyes  posteriores,  ya  por 
declaración  expresa  de  las  mismas,  ya  por  incompatibilidad  de  las 
disposiciones  nuevas  con  las  procedentes  o  ya  porque  la  nueva  ley 
regula,  enteramente,  la  materia  considerada  por  la  ley  anterior. 


ARTICULO  IV 

Las  disposiciones  especiales  de  una  ley,  prevalecen  sobre  las 
disposiciones  generales. 

ARTICULO  V 

La  ley  no  tiene  efecto  retroactivo  ni  modifica  derechos  adqui¬ 
ridos.  Se  exceptúa  la  ley  penal  en  lo  que  favorece  al  reo. 

La  de  orden  público  tendrá  efecto  retroactivo,  cuando  en  ella 
así  se  exprese. 

Las  leyes  procesales  tienen  efecto  inmediato. 


ARTICULO  VI 

Contra  la  observación  de  la  ley,  no  puede  alegarse  ignorancia, 
desuso,  costumbre  o  práctica  en  contrario. 


ARTICULO  VII 

La  ley  que  tenga  por  objeto  aclarar  o  interpretar  otra  ley,  no 
produce  efectos  respecto  a  la  cosa  juzgada. 


ARTICULO  VIII 

El  imperio  de  la  ley  se  extiende  a  todos  los  habitantes  de  la 
República,  incluso  los  extranjeros,  salvo  las  disposiciones  del 
Derecho  Internacional  aceptadas  por  Guatemala. 
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ARTICULO  IX 

Son  nulos  los  actos  ejecutados  contra  el  tenor  de  la  ley,  salvo 
que  en  ella  misma  se  acuerde  su  validez. 


ARTICULO  X 

Se  pueden  renunciar  los  derechos  otorgados  por  la  ley,  siempre 
que  tal  renuncia  no  sea  contraria  al  interés  o  al  orden  público,  o 
perjudicial  a  tercero. 

ARTICULO  XI 

El  interés  social  prevalece  sobre  el  interés  particular. 


ARTICULO  XII 

Las  palabras  de  la  ley  se  entenderán  en  su  sentido  natural  y 
obvio,  de  acuerdo  con  el  Diccionario  de  la  Academia  Española; 
pero  cuando  el  legislador  las  haya  definido  expresamente,  se  les 
dará  su  significación  legal. 


ARTICULO  XIII 

Las  palabras  técnicas  de  toda  ciencia  o  arte  se  tomarán  en  su 
sentido  propio,  a  menos  que  aparezca  claramente  que  se  han  usado 
en  concepto  distinto. 


ARTICULO  XIV 

Cuando  el  sentido  de  la  ley  es  claro,  no  se  desatenderá  su 
tenor  literal  con  el  pretexto  de  consultar  su  espíritu. 

ARTICULO  XV 

El  conjunto  de  una  ley  servirá  para  ilustrar  el  contenido  de 
cada  una  de  sus  partes.  Los  pasajes  obscuros  de  una  ley,  se  podrán 
aclarar  en  el  orden  siguiente : 

1* — Atendiendo  al  espíritu  de  la  misma; 

2° — A  las  disposiciones  de  otras  leyes  sobre  casos  análogos; 

39 — A  la  historia  fidedigna  de  su  institución;  y, 

4" — Al  modo  que  parezca  más  conforme  a  la  equidad  y  a  los 
principios  generales  de  derecho, 
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ARTICULO  XVI 


Los  Jueces  no  pueden  suspender,  retardar  ni  denegar  la  admi¬ 
nistración  de  justicia,  sin  incurrir  en  responsabilidad. 

En  los  casos  de  falta,  obscuridad,  ambigüedad  o  insuficiencia 
de  la  ley,  el  Juez  lo  hará  saber  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia, 
para  los  efectos  del  artículo  56  de  la  Constitución,  (1)  y  resolverá  de 
acuerdo  con  las  reglas  establecidas  en  los  artículos  que  preceden. 


ARTICULO  XVII 

El  estado  y  capacidad  de  las  personas  se  rigen  por  las  leyes 
de  su  domicilio. 


ARTICULO  XVIII 

La  capacidad  civil,  una  vez  adquirida,  no  se  altera  por  el 
cambio  de  domicilio. 

ARTICULO  XIX 

El  estado  civil  adquirido  por  un  extranjero,  conforme  a  las 
leyes  extranjeras,  será  reconocido  en  Guatemala,  si  no  se  oponen 
a  las  nacionales  de  orden  público. 

ARTICULO  XX 

La  ley  del  país  en  que  reside  la  persona,  determina  las  condi¬ 
ciones  adquiridas  para  que  la  residencia  constituya  domicilio. 

ARTICULO  XXI 

Los  bienes,  sea  cual  fuere  su  naturaleza,  situados  en  Gua¬ 
temala,  están  sujetos  a  las  leyes  guatemaltecas,  aunque  los  dueños 
sean  extranjeros. 


ARTICULO  XXII 

La  ley  del  lugar  donde  los  actos  se  ejecuten  o  deban  cumplirse 
los  contratos,  rige  respecto  de  su  naturaleza,  validez,  efectos,  con¬ 
secuencias,  ejecución  y  todo  cuanto  a  ellos  concierne,  bajo  cual¬ 
quier  aspecto  que  sea. 


(1)  Artículo  56. — Las  leyes  pueden  tener  origen  en  la  Asamblea,  por  proposi¬ 
ción  de  alguno  de  sus  miembros,  por  iniciativa  del  Poder  Ejecutivo  o  del 
Judicial  en  materia  de  su  competencia. 
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ARTICULO  XXIII 

Las  formas  o  solemnidades  externas  de -cualquier  documento 
en  que  se  establezcan  derechos  u  obligaciones,  se  regirán  por  las 
leyes  del  país  donde  se  hubieren  otorgado.  Sin  embargo,  los  gua¬ 
temaltecos  o  extranjeros  residentes  fuera  de  la  República,  podrán 
sujetarse  a  los  requisitos  externos  prescritos  por  las  leyes  guate¬ 
maltecas,  en  los  casos  en  que  el  acto  o  contrato  deba  ejecutarse  en 
Guatemala. 

Los  Agentes  Diplomáticos  y  Cónsules  de  Carrera,  cuando  sean 
Notarios,  quedan  facultados  para  autorizar  estos  actos  y  contratos. 

ARTICULO  XXIV 

La  competencia,  las  formas  de  procedimiento  y  medios  de  de¬ 
fensa,  se  rigen  por  la  ley  del  lugar  donde  se  ejercite  la  acción. 

ARTICULO  XXV 

El  extranjero,  aunque  se  halle  fuera  del  país,  puede  ser  citado 
a  responder  ante  los  Tribunales  de  la  República: 

1’ — Cuando  se  ejercite  alguna  acción  real,  concerniente  a  bie¬ 
nes  que  están  en  Guatemala; 

2° — Cuando  se  promueva  alguna  acción  civil,  a  consecuencia 
de  algún  acto  ilícito  que  el  extranjero  hubiere  cometido 
en  Guatemala ;  y, 

31’ — Cuando  se  trate  de  una  obligación  contraída  en  el  extran¬ 
jero,  en  que  se  haya  estipulado  que  los  tribunales  de  la 
República  decidan  las  controversias  relativas  a  ella. 


ARTICULO  XXVI 

El  que  funda  sus  derechos  en  leyes  extranjeras  deberá  probar 
la  existencia  de  éstas.  * 

ARTICULO  XXVII 

Las  leyes,  los  documentos,  las  sentencias,  de  países  extranje¬ 
ros,  así  como  las  disposiciones  o  convenciones  particulares,  no  ten¬ 
drán  efecto  si  ocasionan  perjuicio  a  la  soberanía  nacional,  al  orden 
público,  a  las  instituciones  sociales  o  a  lo  dispuesto  en  el  artículo 

XXI. 
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ARTICULO  XXVIII 


No  podrán  ser  afectados  los  derechos  de  persona  alguna,  si 
antes  no  fuere  legalmente  citada,  oída  y  vencida  en  juicio. 


ARTICULO  XXIX 


En  los  términos  legales  que  se  computen  por  días,  meses  y 
años,  se  observarán  las  reglas  siguientes: 

l9 — El  día  es  de  veinticuatro  horas,  que  empezarán  a  contarse 
desde  la  media  noche.  Para  los  efectos  legales,  se  entiende 
por  noche  el  tiempo  comprendido  entre  las  últimas  seis 
horas  de  un  día  y  las  seis  primeras  del  día  siguiente; 

29 — Los  meses  y  los  años  se  regularán  por  el  número  de  días 
que  les  corresponden,  según  el  calendario  gregoriano. 

Terminarán  los  años  y  los  meses,  la  víspera  de  la  fecha 
en  que  han  principiado  a  contarse; 

39 — El  día  en  que  comienza  un  término,  se  cuenta  entero,  aun¬ 
que  no  lo  sea;  pero  aquel  en  que  concluye  debe  ser  com¬ 
pleto  ; 

49 — Los  términos  designados  por  horas  se  cuentan  de  momento 
a  momento; 

59 — En  los  términos  legales  y  judiciales  no  se  comprenden  los 
días  feriados  que  se  declaren  oficialmente,  ni  los  do¬ 
mingos;  y, 

6° — Los  plazos  serán  continuos,  debiendo  siempre  terminar  en 


inedia  noche 


ARTICULO  XXX 


El  término  de  la  distancia  es  imperativo  y  la  autoridad  lo  fija¬ 


rá,  según  los  casos  y  las  circunstancias. 


ARTICULO  XXXI 


-  Persona  es  todo  ser  capaz  de  adquirir  derechps  y  contraer  obli- 


ARTICULO  XXXII 


>ce  el  parentesco  de  consanguinidad,  dentro 
afinidad  dentro  del  segundo.  Los  cónyuges 


forman  grado. 


r  & 
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ARTICULO  XXXIII 

El  sistema  métrico  decimal,  es  obligatorio  en  la  República. 

ARTICULO  XXXIV 


La  deficiencia  de  otras  leyes,  se  suplirá  por  lo  preceptuado  en 
estos  artículos. 
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LEY  CONSTITUTIVA 
DEL  PODER  JUDICIAL 


PRIMERA  PARTE 


CAPITULO  I 

CONSTITUCION  Y  ATRIBUCIONES  DEL  PODER  JUDICIAL 

DISPOSICIONES  CONSTITUCIONALES 

ARTICULO  1». 

Corresponde  exclusivamente  al  Poder  Judicial,  la  facultad  de 
aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  criminales,  así  como  la  de 
juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado. 


ARTICULO  2°. 

También  corresponde  al  Poder  Judicial  intervenir  en  todos 
aquellos  actos  no  contenciosos,  en  que  por  disposición  de  la  ley  o 
por  solicitud  de  los  interesados,  se  requiera  su  intervención. 


CAPITULO  II 

_  % 

FUNCIONARIOS  Y  TRIBUNALES 
DEL  PODER  JUDICIAL 

ARTICULO  3L 

El  Poder  Judicial  se  ejerce  por  los  funcionarios  y  Tribunales 
siguientes : 
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1» — Presidente  del  Poder  Judicial,  que  tiene  jurisdicción  en  toda 
la  República  para  lo  que  se  relaciona  con  la  parte  adminis¬ 
trativa  y  disciplinaria  de  los  Tribunales  y  funcionarios  ju¬ 
diciales  ; 


JURISDICCION  ORDINARIA 


29 — Corte  Suprema  de  Justicia; 

39 — Corte  de  Apelaciones ; 

49 — Jueces  de  Primera  Instancia,  del  Ramo  Civil  y  del  Ramo  Cri¬ 
minal; 

5Q — Jueces  de  Paz; 

69 — Alcaldes  Municipales  y  Regidores,  en  su  caso; 

— Juoooo  Municipalosr-on  donde  no-haya  Munic-ipaltéftd-. 

Los  comprendidos  en  los  tres  últimos  incisos,  tienen  el 
nombre  genérico  de  Jueces  Menores. 


JURISDICCION  PRIVATIVA 

^2  Tribunal  de  Amparo; 

p»  .9»=— Tribunal  de  Conflictos  de  Jurisdicción; 

fi  -Hh— Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrativo ; 

f6*  44. — Tribunales  Militares; 

ff±  4A — Tribunales  de  Cuentas  y  de  Hacienda. 

= - — 

CAPITULO  III 


PRESIDEr^E^DEL  PODER  JUDICIAL 

ARTICULO  4». 


El  Presidente  del  Poder  Judicial  es  el  órgano  de  comunicación 
con  los  otros  Poderes;  y,  además  de  las  atribuciones  que  le  confie¬ 
ren  otras  leyes  y  reglamentos,  tiene  las  siguientes: 

a)  Librar  la  orden  de  libertad  de  los  reos  que  hayan  extinguido  sus 
condenas ; 

b)  Levantar  la  calidad  de  retención  a  que  se  refiere  el  Código 


Penal; 

c)  Hacer  la  relajación  de  las  penas,  cuando  concurran  los  requi¬ 
sitos  que  exige  el  Código  Penal; 

d)  Conceder  licencia,  hasta  por  un  mes,  a  los  Magistrados  de  las 
Salas,  Fiscales/  y  Juecca  de  Primera  Tnntanreré,  comunicándolo 
al  Poder  Ejecutivo  y  a  las  autoridades  que  corresponda; 
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e)  Conceder  licencias  por  más  de  ocho  días  a  los  Secretarios  y 
demás  empleados  de  los  Tribunales; 


-4± 

I  P 


-Ctmcerfei  licencias  a  los  Jueces  Menores  y  Procuradorea-f- 

Conceder  el  pase  a  los  poderes  y  demás  documentos  otorgados 
en  el  exterior  para  que  sean  admisibles  en  la  República.  El 
pase  no  prejuzga  acerca  de  la  validez  del  documento; 


ti 


/ 

A* 

J 

A. 

sy* t 


Cuidar  de  los  fondos  de  justicia,  de  conformidad  con  la  ley; 
Dar  los  informes  que  le  pidan  los  otros  Poderes,  sobre  cualquier 
punto  relativo  a  la  administración  de  jústicia,  siempre  que  no 
contengan  opinión  respecto  a  las  resoluciones  que  hayan  de 
dictarse ; 

Jj)  Autenticar  las  firmas  de  los  funcionarios  del  orden  judicial  y 
de  los  Abogados  y  Notarios  cuando  proceda; 
sk)  Llevar  un  registro  de  los  Abogados  y  Notarios,  y  pubbcar  todos 
los  años,  en  la  “Gaceta  de  los  Tribunales”,  una  nómina  de  los 
Notarios  Públicos^ 

yt)  Distribuir  las  horas  de  audiencia  y  los  trabajos  de  los  Tribunales ; 
nr)  Informar  mensualmente  al*Min*?terioi  de  Educación  Pública  y 
a  la  Rectoría  de  la  Universidad,  respecto  a  la  asistencia  de  los 
pasantes  a  los  Tribunales  de  Justicia;  y, 
jr)  Exigir  a  los  Jueces  el  parte  diario  del  movimiento  de  reos.’  ► 


ARTICULO  5’. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial,  por  sí  o  por  medio  de  uno 
de  los  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  que  él  designe, 
visitará  cuantas  veces  lo  estime  necesario,  cualquier  Tribunal  de  la 
República,  para  informarse  del  curso  de  los  negocios  y  de  todo  lo 
relativo  a  la  pronta  administración  de  justicia;  y  dictar  las  provi¬ 
dencias  de  administración  y  disciplina  que  requieran  las  circuns¬ 
tancias. 

Si  de  la  pesquisa  del  Magistrado  visitador  resultare  que  el 
funcionario  visitado  hubiere  incurrido  en  infracciones  punibles 
o  actos  que  demuestren  mala  conducta,  incapacidad  manifiesta  o 
incumplimiento  de  sus  deberes,  dará  cuenta  a  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  para  que  proceda  con  acuerdo  a  la  ley. 


ARTICULO  6?. 

Anualmente,  en  el  mes  de  febrero,  el  Presidente  de  la  Corte 
Suprema  de  Justicia,  dará  cuenta  al  Poder  Legislativo  de  todas 
las  consultas  que  haya  sobre  contradicciones,  obscuridad,  excesiva 
severidad  o  insuficiencia  de  las  leyes,  acompañando  un  informe 
razonado  del  mismo  Presidente  y  de  los  dictámenes  fiscales  que 
se  hubieren  emitido. 


CAPITULO  IV 


CORTE  SUPREMA  DE  JUSTICIA 

ARTICULO  79. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  tiene  jurisdicción  en  toda  la 
República  para  conocer  de  los  asuntos  civiles  y  criminales  que 
lleguen  al  Tribunal,  de  acuerdo  con  la  ley. 

ARTICULO  89. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  se  compone:  de  un  Presidente, 
que  lo  es  el  Presidente  del  Foder  Judicial;  de  cuatro  Magistrados, 
que  se  designarán:  Primero,  Segundo,  Tercero  y  Cuarto,  iguales 
en  jerarquía,  pero  que  llevan  ese  orden,  según  la  designación  con 
que  fueren  electos,  y  de  un-  Magistrado-  FiocaK  Este  orden  regirá 
para  el  efecto  de  las  votaciones  y  para  la  substitución  del  Presi¬ 
dente,  en  los  casos  de  falta  temporal  de  éste. 

El  número  de  Magistrados  podrá  aumentarse  cuando  lo  exija 
la  administración  de  justicia  y  sea  necesario  establecer  otras  sec¬ 
ciones  del  Tribunal  de  Casación  y  separar  el  ramo  Civil  del  Cri¬ 
minal. 


ARTICULO  99. 

En  caso  de  impedimento,  recusación,  excusa,  ausencia  o  falta 
temporal  de  alguno  de  los  Magistrados  de  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  serán  llamados  a  integrar  el  Tribunal  cualquiera  de  los  Presi¬ 
dentes  de  las  Salas  residentes  en  esta  capital;  en  su  defecto,  los 
Magistrados  Propietarios  de  las  mismas,  y,  por  último,  los  respec¬ 
tivos  Suplentes. 

Si  la  falta  fuere  absoluta  se  procederá  de  la  misma  manera, 
mientras  la  Asamblea  Legislativa  hace  nueva  elección. 


ARTICULO  10. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  se  aumentará  con  dos  Vocales 
militares,  que  deberán  ser  Generales  de  División,  cuando  conozca 
en  casación  de  causas  falladas  en  Corte  Marcial. 

También  se  organizará  de  este  modo,  cuando  tenga  que  cono¬ 
cer  como  Tribunal  de  segundo  grado,  de  los  fallos  originarios  de 
alguna  de  las  Salas  organizada  en  Corte  Marcial. 
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ARTICULO  11. 


Cuando  proceda  conforme  a  la  ley  el  recurso  de  casación  de 
las  sentencias  pronunciadas  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  el 
Tribunal  se  compondrá  de  un  Presidente  y  seis  Vocales,  llamándose 
a  los  Magistrados  Propietarios  y  Suplentes,  en  su  caso,  en  orden 
de  elección,  y  residentes  en  esta  capital.  El  Tribunal  tendrá  por 
Presidente  al  de  la  Sala  Primera  de  la  Corte  de  Apelaciones,  y  en  su 
defecto,  al  de  las  otras  dos,  por  su  orden  numérico,  y  a  falta  de  los 
tres,  a  los  que  los  subroguen,  en  el  orden  indicado. 


ARTICULO  12. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia,  atendiendo  a  las  distancias,  a  la 
facilidad  de  comunicaciones  y  a  otras  circunstancias  extraordina¬ 
rias,  está  facultada  para  trasladar  a  la  jurisdicción  departamental 
de  un  Juez  de  Primera  Instancia,  determinado  territorio  de  otro 
departamento. 

En  los  departamentos  en  donde  hubiere  más  de  un  Juez  de 
Primera  Instancia,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  determinará  la 
jurisdicción  de  cada  Juez  por  razón  de  la  materia. 


ARTICULO  13. 

Son  atribuciones  de  la  Corte  Suprema: 

a)  Cuidar  de  que  la  justicia  sea  pronta  y  cumplidamente  adminis¬ 
trada  y  dictar  las  providencias  pertinentes  para  remover  los  obs¬ 
táculos  que  se  opongan; 

b)  Conocer  de  los  recursos  de  casación  en  los  casos  que  procedan 
según  la  ley; 

c)  Conocer,  en  Segunda  Instancia,  de  las  resoluciones  dictadas  por 
las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones,  cuando  éstas  conozcan  en 
Primera  Instancia; 

-d-)  Sucpendar -en-sue  funciones  -a  ios  Jueces  de  Primera  Iimlauciit, 

en-Jps  casos -Señalado»  -en-ol  articulo  5p  rlt»- 

-«^-Declarar  si  ha  o  no  lugar  a  formación  de  causa  contra  los  Jueces 
de  Primera  Instancia,  Comandantes  de  Armas,  Comandantes  de 
los  Puertos,  Jefes  P  olj. ti  eos,  Auditores  de  Guerra,  DirectorestGe- 
neral/í^  de  Cuentas,  d<^Rairí&s  Estancados,  de  Aduana^fTesoréro 
Nacional  y  Ministros  Diplomáticos,  y  para  ello  tendrá 'facultad 
de  nombrar  Juez  pesquisidor,  que  podrá  ser  uno  de  los  Magis¬ 
trados  de  la  Corte  Suprema,  de  las  Salas  de  Apelaciones  o  el  Juez 
de  Primera  Instancia  más  inmediato.  Si  el  pesquisidor  se  cons¬ 
tituye  en  la  jurisdicción  del  funcionario  residenciado,  éste  de¬ 
berá  resignar  el  mando  o  empleo  en  quien  corresponda,  mientras 
se  termina  la  indagación  respectiva,  o  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia  resuelve  lo  conveniente.  Una  vez  declarado  que  toa  lugar  a 
formación  de  causa,  el  funcionario  queda  suspenso  en  el  ejerci¬ 
cio  de  su  cargo. 
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Los  funcionarios  expresados  serán  juzgado^ en  Primera 
ínstanciaj.or  la  sWq«e^«jesponda; ,  p«^se  J^ede^.^ 
delitos  ¿omunes/ una  vez  hecha' la  declamatoria  de  haber  lugar  a 
formación  de  causa,  se/  someterá  el  prec&co  al  eemuiiiimsimf  del  % 

J-ue*_«spec4«^^v^ru^<  J£, 

f)  Pnirlar  de  que  la  conducta  de  los  Jueces  superiores  e  inferiores 
sea  la  que  corresponde  a  las  elevadas  funciones  que  desempe¬ 
ñan,  y  dictar  para  ese  objeto,  las  medidas  convenientes;  *' 

Resolver  las  consultas  que  se  dirijan  sobre  el  ramo  económico 
y  administrativo  de  los  Tribunales  y  prisiones;  ^ 

pr~r~"°’-  -te . 1  Podei -^E7TCTttTtrTncrrTio«te»  Juecesrdc 

Primrrn  Tmtnncia; 

_ i }  Conceder  licencia  al  Presidente  y  Magistrados  del  mismo  Tri¬ 
bunal;  y  a  los  Magistrados  y  Fiscales  de  la  Corte  de  Apelaciones, 
cuando  exceda  de  treinta  días,  debiendo  comunicarlo  al  Eje¬ 
cutivo  y  a  las  autoridades  que  corresponda; 

Hacer,  en  materia  de  su  competencia,  iniciativas  de  ley  al  Poder 
Legislativo,  formulando  al  efecto  los  respectivos  proyectos; 

Designar  a  cada  Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones,  los  Tribunales 
de  Primera  Instancia  de  cuyos  asuntos  judiciales  deba  conocer; 

+)  Designar,  por  sorteo  entre  sus  miembros,  al  Magistrado  que 
deberá  integrar  el  Tribunal  de  Conflictos  de  Jurisdicción,  y  el 
Suplente  respectivo; 

m)  Reducir  las  penas  impuestas  en  sentencia  firme,  cuando  con¬ 
curran  las  circunstancias  siguientes:  1?,  que  durante  la  prisión 
el  reo  haya  observado  buena  conducta;  2 ■,  que  si  al  entrar  en  la 
prisión  no  tuviere  oficio,  profesión  u  otro  medio  honesto  de 
subsistir  y  cumplir  con  sus  obligaciones,  haya  aprendido  algu¬ 
no;  y  si  entró  analfabeto,  haya  dejado  de  serlo;  3’,  que  con  el 
dictamen  científico  y  razonado  de  un  Médico  forense  y  un 
Abogado  se  establezca  que  el  delincuente  puede  ser  libertado 
sin  dáño  ostensible  para  la  sociedad;  4?,  que  no  sea  reincidente; 

51,  que  no  sea  su  condena  por  los  delitos  de  traición,  parricidio 
o  asesinato;  6’,  que  haya  sufrido,  por  lo  menos,  la  tercera  parte 
de  la  pena;  y,  7-,  que  conmute  previamente  la  reducción  de  pena 
,  que.se  le  haga,  dentro  de  los  límites  que  marca  la  leyj 
-n-}_  Nombrar  al  Secretario  y  demás  empleados  de  la  Corte  Supre¬ 
ma  de  Justicia; 

•&)  Aprobar  o  desaprobar  los  nombramientos  de  Secretarios  de  las 
Salas. 
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ARTICULO  14 


El  traslado  o  permuta  de  los  Jueces  podrá  aprobarlo  la  Corte 
'"Suprema  de  Justicia,  cuando  proceda  de  conformidad  con  el  ar¬ 
tículo  85  de  la  Constitución  (1).  •S'e..  j  -**f  -  /****'%? 


á*WL»  - 


ARTICULO  15. 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  cuando  lo  creyere  conveniente, 
podrá  pedir  informes  para  cerciorarse  de  la  marcha  de  la  admi¬ 
nistración  de  justicia. 

ARTICULO  -tó.  -  S 


La  Corte  Suprema  de  Justicia  podrá  corregir  las  faltas,  abusos 
o  deficiencias  que  los  funcionarios  y  empleados  del  orden  judicial 
cometieren  en  el  desempeño  de  sus  deberes,  usando  para  ello, 
según  la  gravedad  del  caso,  de  las  facultades  siguientes: 

1- — Amonestación  privada; 

2‘ — Censura  por  escrito; 

3* — Multa  que  no  exceda  de  cincuenta  quetzales; 

4’ — Pago  de  costas; 

.  •  — Suspensión  o  remoción  en  los  casos,  expresa dns-ea-el  artím- 

lo  85  de-  la— Coa^4-i4uciÓQ-de-la~'Republi\;a . 


(1)  Articulo  85. — El  Poder  Judicial  se  ejerce  por  los  Jueces  y  Tribunales  de  la 
República;  a  ellos  compete  exclusivamente  la  potestad  de  aplicar  las  leyes 
en  los  juicios  civiles  y  criminales.  Corresponde  a  la  Corte  Suprema  de 
Justicia,  declarar,  al  dictar  sentencia,  que  una  ley,  cualquiera  que  sea  su 
forma,  no  es  aplicable  por  ser  contraria  a  la  Constitución.  También  co¬ 
rresponde  a  los  Tribunales  de  Segunda  Instancia  y  a  los  Jueces  letrados 
que  conozcan  en  la  Primera,  declarar  la  inaplicación  de  cualquier  ley  o 
disposición  de  los  otros  Poderes  cuando  fueren  contrarias  a  los  preceptos 
contenidos  en  la  Constitución  de  la  República. 

La  inaplicación  indicada,  sólo  la  podrán  declarar  los  Tribunales 
referidos,  en  casos  concretos,  y  en  las  resoluciones  que  dicten. 

Cuando  el  Poder  Ejecutivo  proceda  como  parte  en  algún  negocio,  éste 
se  ventilará  en  los  Tribunales  comunes;  y  en  caso  de  contienda  acerca  de 
actos,  o  de  resoluciones  puramente  administrativas,  conocerá  de  ellas  el 
Tribunal  de  lo  Contencioso-Administrativo,  y  cuando  se  reclame  contra  el 
Ejecutivo,  por  abuso  de  poder,  se  procederá  conforme  a  la  Ley  de  Amparo. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial  lo  es  también  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia,  y  será  electo  en  la  misma  forma  que  el  Presidente  de  la 
República. 

Los  Jueces  no  podrán  ser  trasladados  sin  su  voluntad  de  un  puesto 
a  otro,  y  sólo  serán  separados  de  sus  funciones  en  los  casos  de  delito, 
notoria  mala  conducta  o  incapacidad  manifiesta,  calificadas  estas  dos 
últimas  circunstancias  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Los  Magistrados  y  Fiscales  sólo  podrán  ser  separados  de  sus  cargos 
por  la  Asamblea,  en  los  casos  anteriormente  expresados  respecto  a  los 
Jueces. 
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CAPITULO  V 


f 


CORTE  DE  APELACIONES 


ARTICULO  17.-  |U|. 


La  Corte  de  Apelaciones  se  compone,  por  ahora,  de  seis  Salas, 
que  se  designarán  V,  2-,  3’,  4-,  5?  y  ffc,  cuyas  residencias  serán  las 
cabeceras  de  los  departamentos  de  Guatemala:  Salas  1*,  2‘  y  3’ ;  de 
Quezaltenango,  Salas  4* ^  y  de  Jalapa,  Sala  5*. 

_ Cuandi^  el  aumento  4o -la  población  lo  requiera,  -k4a"estable- 


.  crénrfosfe-otr  as-S  alare ,  pet-©ecreters~d«-4«k  Asamblea  Legislativa.  Las 

'Ao  <ÁA<AA/v^»^¿>A»;residencias  de  tas  Sahrs,  pueden  ser  alteradas  por  la  Corte  Suprema 
'de  Justicia. 

vo-  °****“' 

T  '  i*.  ARTICULO  18. 

La  jurisdicción  de  las  Salas  la  determinará  la  Corte  Suprema 
de  Justicia. 


ARTICULO  19. 

Cada  Sala  se  compone,  por  ahora,  de  tres  Magistrados  Propie¬ 
tarios,  un  Fiscal  y  un  Procurador.  También  habrá  dos  Magistra¬ 
dos  Suplentes  para  los  casos  en  que  se  necesiten. 

Las  Salas  serán  presididas  por  el  Magistrado  correspondiente 
que  se  elija  en  primer  lugar.  Cuando  lo  exija  la  pronta  adminis¬ 
tración  de  justicia,  se  aumentará  el  número  de  Magistrados  y  se 
dividirán  las  Salas  en  secciones  para  lo  Civil  y  para  lo  Criminal. 

ARTICULO  20. 


Por  impedimento  legalmente  declarado  de  alguno  de  los  Ma¬ 
gistrados  de  las  Salas  de  esta  capital,  se  llamará  a  los  Suplentes; 
a  la  falta  de  éstos,  a  su  Fiscal  si  no  estuviere  impedido;  después, 
a  los  demás  Fiscales  y  si  aún  no  se  integrare  la  Sala,  entrarán 
los  Magistrados  de  las  otras  Salas  en  el  orden  de  su  elección. 


ARTICULO  21. 


Si  el  Magistrado  impedido  de  conocer  fuere  de  alguna  de  las 
Salas  no  residentes  en  esta  capital,  se  llamará  al  Fiscal,  en  los  asun¬ 
tos  en  que  no  se  haya  mostrado  parte ;  en  su  defecto,  a  los  Suplen- 
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tes  por  su  orden;  pero  si  así  no  se  pudiere  completar  la  Sala,  el 
Magistrado  que  quedare  expedito,  le-  comunienrá-a-4a-eefte-Su^re- 
-ma  .  de  Justieia  para  que  designe  ,al — S-u-ple-nte — que — deba — conocer. 


'¿3ít~£*x 


Vi-  *4t-**'t  --  - - 

■^OJ3.'  ARTICULO  22. 


Por  ausencia  temporal  de  un  Magistrado  Propietario,  se  lla¬ 
mará  a  uno  de  los  Suplentes.  En  caso  de  muerte,  o  impedimento 
absoluto  o  de  renuncia  del  Magistrado  Propietario,  la  Asamblea 
designará  a  la  persona  que  deba  substituirlo  para  completar  el 
período  constitucional;  y  mientras  esa  elección  se  verifica,  se  lla¬ 
mará  a  uno  de  los  Suplentes. 


ARTICULO  23. 


+3 


Corresponde  a  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones : 

a)  Conocer  en  Primera  Instancia,  previa  declaratoria  de  la  Corte 

Suprema,  de  haber  lugar  a  juicio,  en  las  causas  de  responsa¬ 
bilidad  contra  los  funcionarios  que  expresa  el  inciso  e  del  ar¬ 
tículo  13j)  y  o**  ÍU  ¿A  / 

b)  Conocer  a  virtud  de  recurso  de/j&víiSa,  de  los  autos  originarios 
de  la  misma  Sala,  en  los  casos  determinados  por  la  ley; 

c)  Conocer,  las  Salas  residentes  en  esta  capital,  de  las  causas  de 
responsabilidad  contra  el  Presidente  de  la  República,  los  Se¬ 
cretarios  de  Estado,  Consejeros  de  Estado,  Diputados,  Presiden¬ 
te  de  la  Corte  Suprema,  Magistrados  y  Fiscales,  Fiscales  del 
Gobierno  y  Designados  a  la  Presidencia  de  la  República  y 
Encargado  de  la  misma,  previa  declaratoria  de  la  Asamblea  o 
de  la  Comisión  Permanente,  en  su  caso,  de  haber  lugar  a  for¬ 
mación  de  causa. 

Hecha  esta  declaratoria,  la  Corte  Suprema  sorteará  la 
Sala  que  deba  tramitar  y  fallar  el  proceso  en  Primera  Instancia; 

d)  Cuidar  de  que  los  Jueces  de  Primera  Instancia,  Jueces  Meno¬ 
res,  o  cualesquiera  otras  personas  evacúen  las  diligencias  que 
por  exhorto  o  en  otra  forma  se  les  encargue;  pudiendo  casti¬ 
garlos  con  multas  de  cinco  a  veinticinco  quetzales,  si  requeridos 
una  vez  por  la  Sala  respectiva,  no  las  hubieren  practicado; 

e)  Nombrar  Secretarios  y  demás  subalternos,  y  concederles  licen¬ 
cias  para  ausentarse  de  la  Oficina,  por  motivo  justificado; 

f)  Llamar  al  Suplente  que  corresponda  por  ausencia  o  muerte  de 
cualquier  Magistrado. 
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ARTICULO  24. 


Corresponde  a  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  mantener 
la  disciplina  judicial  en  todo  el  distrito  de  su  jurisdicción,  velando 
por  la  conducta  oficial  de  los  Jueces  de  Primera  Instancia,  y  ha¬ 
ciéndoles  cumplir  todos  los  deberes  que  las  leyes  les  imponen. 


ARTICULO  25. 

Corresponde  también  a  las  Salas  vigilar  la  conducta  oficial  de 
su  respectivo  Procurador  defensor,  de  sus  Secretarios  y  empleados 
subalternos,  a  quienes,  así  como  a  los  Jueces,  podrán  corregir,  em¬ 
pleando  las  sanciones  determinadas  en  el  artículo  16. 

ARTICULO  26. 

Las  Salas  de  Apelaciones,  en  vista  de  los  estados  mensuales 
que  deben  pasarles  los  Jueces  de  Primera  Instancia  y  los  Coman¬ 
dantes  de  Armas,  dictarán  las  medidas  necesarias,  para  que  los 
asuntos  no  sufran  demora  y  para  que  el  personal  llene  cumplida¬ 
mente  sus  obligaciones. 

Dictarán  las  Salas,  igualmente,  las  providencias  necesarias  para 
corregir  los  abusos  o  faltas  que  se  cometan  en  los  lugares  de  pri¬ 
sión  ;  pero  en  todo  caso  grave  o  de  responsabilidad,  darán  cuenta 
inmediatamente  a  la  Corte  Suprema. 


ARTICULO  27. 

Las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  deben  exigir  de  los  Jue¬ 
ces  o  Tribunales  de  Primera  Instancia,  los  estados  que  mensual¬ 
mente  deben  dar  de  las  causas  que  pendan  en  sus  Juzgados. 

ARTICULO  28. 

Los  Presidentes  de  las  Salas  llevarán  la  substanciación  de  todos 
los  asuntos,  hasta  dejarlos  en  estado  de  terminarse;  mantendrán 
el  orden  en  el  Tribunal  y  cuando  se  celebren  vistas  o  audiencias 
públicas  dictarán,  para  el  efecto,  las  disposiciones  que  crean 
convenientes,  debiendo  imponer  a  cualquier  persona  que  desobe¬ 
dezca  o  perturbe,  las  sanciones  legales  que  correspondan. 
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ARTICULO  29. 


En  ausencia  o  por  impedimento  del  Presidente  de  una  Sala, 
hará  sus  veces  el  Magistrado  más  antiguo,  en  orden  de  nombra¬ 
miento  de  los  que  se  encontraren  reunidos  en  la  misma  Sala. 


CAPITULO  VI 


DE  LOS  FISCALES 

ARTICULO  30. 

Los  Fiscales  ejercerán  su  ministerio  en  los  Tribunales  supe¬ 
riores  de  su  asignación,  siempre  que  éstos  demanden  su  parecer  o 
que  deban  emitirlo  con  arreglo  a  las  leyes,  y  harán  relación  de  los 

Q 

hechos  si  no  encontraren  correcta  la  que  haga  en  la  sentencia  de 
primer  grado. 


ARTICULO  31. 


ARTICULO  32 


Es  obligación  de  los  Fiscales  procurar  el  exacto  cumplimiento 
Zí  ¿^de  las  leyes  y  promover  Jas  causas  de  responsabilidad  de  sus  res- 
*  fSíZL r  pectivas  Salas. 

\«Ct 

cí~'  El  Fiscal  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  emitirá  dictamen 
^  siempre  qfre— seLjmnozca  del  recurso  extraorcjiííario  de  casación. 

íf*  Este  dictamen  contendrá  el  resumen  de  la  sentencia^  recurrida,  las 

_ ■  j  ;  _  _ _ _ 

•  ^  ¿  rectificaciones  de  los  hechos  que  no  ljí^tii  sido  relacionados  con 

B  m  r¿  -  ie. ce  exaetited-í-de'caffáliñá  délas  pretensiones  de  las  partes  contendien- 

c-c*  ‘i-e  tes,  de  las  pruebas  rendidas  y  de  laá  leyes  aplicables  para  resolver 

las  cuestymes'deí  litigio  de  que^se  trate,  i  Deberá  presentarlo  cinco 

cíías  antes,  por  lo  menos,  del  día  de  la  vista. 
í.  ^  ,  ■  / 


ARTICULO  33. 


Los  Fiscales  tienen  voto  informativo  en  el  Tribunal  de  su 
asignación,  en  las  propuestas  y  nombramientos  que,  a  virtud  de 
sus  facultades,  haga  la  Corte  Suprema  o  alguna  de  las  Salas  de 
Apelaciones, 
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ARTICULO  34. 


^  la  votación 


En  las  causas  de  gravedad  o  cuando  lo  juzgue  conveniente, 
asistirá  el  Fiscal  a  alegar  en  estrados;  pero  no  estará  presente  en 


ARTICULO  35. 


,  Los  Fipcales^están  impedidos  de  dictaminar  en  los  asuntos  en 
que^  fueren  parte  suí^parientes  o  personas  de  quienes  sean  o  hayan 
sido  tutores,  protutores,  guardadores  o  defensores  en  el  asunto  de 
que  se  trate.  En  los  demás  asuntos,  no  pueden  excusarse  de  pedir, 
ni  ser  recusados. 

ARTICULO  36.  j  n 

En  la  capitalj/los  Fiscales  se  substituirán  unos  a  otros  en  caso 
de  impedimento;  en  las  otras  Salas  se  llamará  a  uno  de  los  Magis¬ 
trados  Suplentes. 


ARTICULO  37.  - ' 


os  Fiscales  de  las  Salas  emitirán  dictamen  en  todos  los  jui 
cios  del  orden  criminal,  cuando  se  conociere  de  ellos  en  apelación 
y  siempre  que  el  Tribunal  pida  su  opinión. 

Los  mismos  Fiscales  harán  los  cortes  de  Caja  de  la  Recepto- 
(d~  ría  de  Fondos  Judiciales,  según  designación  de  la  Corte  Suprema 
.‘)vji.de  Justicia.  Esto,  sin  perjuicio  de  la  revisión  que  debe  hacer  el 
„  ^  -t*"  cd  oTribunal  de  Cuentas. 


ARTICULO  38. 


•  ,yv  /-i*  ‘ 


)e"  c  Los  Fiscales  tienen  el  carácter  y  preeminencias  de  Magistrados. 


J* 


'  ¡íf  ,j)P- 


r»*- 

/ 


CAPITULO  VII 


DE  LOS  PROCURADORES 

ARTICULO  39. 


Los  Procuradores  de  las  Salas  deben  ser  Abogados  de  los  Tri¬ 
bunales  y  serán  designados  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  en 
la  forma  que  establezca  el  Reglamento  de  Tribunales. 
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ARTICULO  40. 


Los  Procuradores  evacuarán  las  audiencias  que  se  les  den,  lo 
más  pronto  posible,  y  en  ningún  caso  dejarán  pasar  el  término 
legal. 

ARTICULO  41. 


Tienen,  además,  las  obligaciones  siguientes: 


a)  Alegar  en  estrados,  a  más  de  hacerlo  por  escrito,  siempre  que 
la  gravedad  de  la  causa  lo  haga  necesario  o  conveniente; 

b)  Interponer  el  recurso  de  casación  en  favor  de  los  reos,  siempre 
que  sea  procedente; 

c)  Llevar  un  libro  para  anotar  las  condenas  impuestas  a  los  reos 
que  hayan  defendido;  y  pedir  a  su  tiempo  la  orden  de  libertad 


de  los  mismos; 

Llevar  otro  libro  desconocimientos  en  donde  firmarán'los  Aboga¬ 
dos  defensores  particulares,  que  necesiten  alguna  causa;  y  reco¬ 
ger  ésta  dentro  del  término  que  se  haya  designado.  En  caso  de 
demorar'  lo  pondrán  enxeonocímiento  deKTribunal  respectivo ; 

¿  I  Visitar  las  prisiones  una  vez  al  mes,  por  lo  menos,  con  el  objeto 
de  enterarse  de  las  quejas  de  los  presos  y,  en  consecuencia, 
hacer  las  gestiones  necesarias  para  el  pronto  despacho  de  las 
causas;  para  impedir  las  vejaciones  que  sufran  los  reos;  para 
que  se  evite  el  trabajo  en  obras  públicas  a-lós^que  no  puedan 
prestarlo,  etcétera. 

En  caso  de  no  hacerlo,  incurrirán  por  cada  vez  que  falten, 
en  una  multa  de  cinco  a  quince  quetzales,  -y  ^de-destftueión-si-  -  _ 
-fu  ere-reine  idonte ; /* 

f)  El  Procurador  llevará  un  libro  de  las  causas  que  entran  a  su 
Sala,  en  el  que  anotara^eiCestado  -ijáá  guardán  Todos  los  días  y 
Ja  resolución  que’recaiga  en  ellas. 


ARTICULO  42. 

El  Procurador  podrá  excusarse  de  hacer  la  defensa  de  uno  o 
varios  de  los  reos  que  en  una  misma  causa  se  atribuyen  el  delito 
unos  a  otros  y  de  los  que  fueren  procesados  por  delito  contra  él 
mismo  o  contra  sus  parientes  o  pupilos. 


ARTICULO  43. 

Los  Procuradores  de  las  Salas  1’,  2*  y  3?,  continuarán  ante  la 
Corte  Suprema,  defendiendo  a  los  procesados,  y  se  alternarán  en 
el  despacho  de  las  causas  que  se  reciban  de  las  otras  Salas. 
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CAPITULO  VIII 


y 


JUECES  DE  PRIMERA  INSTANCIA 

ARTICULO  44. 

En  cada  uno  de  los  departamentos  en  que  está  dividida,  o  se 
divida  en  lo  sucesivo  la  República,  habrá,  por  lo  menos,  un  Juez 
de  Primera  Instancia,  con  jurisdicción  en  su  respectivo  departa¬ 
mento,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  12. 

ARTICULO  45. 

Los  Jueces  de  Primera  Instancia  tienen  el  deber  de  residir 
constantemente  en  la  población  donde  esté  el  Juzgado  en  el  que 
deben  prestar  sus  servicios ;  y,  sin  previa  licencia,  no  pueden  ausen¬ 
tarse  de  su  departamento,  ni  aun  los  domingos  y  días  feriados. 

* 

ARTICULO  46. 

En  los  casos  de  impedimento,  recusación,  falta  temporal  o 
muerte,  los  Jueces  de  Primera  Instancia  se  subrogarán  los  unos  a 
los  otros,  por  orden  de  su  nombramiento. 

En  los  departamentos  donde  no  hubiere  más  que  un  Juez  de 
Primera  Instancia,  entrará  al  Despacho  del  Juzgado,  el  Juez  Me¬ 
nor  de  la  cabecera,  si  fuere  letrado.  Si  no  lo  fuere,  entrará  otro 
del  mismo  departamento,  que  tenga  esa  condición;  si  no  lo  hubie¬ 
re,, el  asunto  pasará  al  conocimiento  del  Juez  de  Primera  Instancia 
del  departamento  más  accesible,  designado  por  la  Corte  Suprema 
de  Justicia. 

El  Poder  Ejecutivo,  de  acuerdo  con  la  Corte  Suprema  de  Jus¬ 
ticia,  nombrará  Jueces  de  Primera  Instancia  Suplentes  para  que 
substituyan  a  los  Propietarios,  cuando  por  cualquier  motivo,  se 
encuentren  éstos  impedidos  temporalmente  de  ejercer  sus  funcio¬ 
nes  en  el  despacho  que  tengan  a  su  cargo. 

ARTICULO  47. 

Los  Jueces  de  Primera  Instancia  son  los  asesores  de  los  Jefes 
Políticos,  pero  aquéllos  no  están  subordinados  a  éstos. 
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ARTICULO  48. 

Corresponde  a  los  Jueces  de  Primera  Instancia: 

Io — Conocer  en  Primera  Instancia  de  todos  los  asuntos  civiles  y 
criminales  que  sean  de  su  competencia; 

29 — Conocer  en  revisión  de  los  juicios  verbales,  tanto  en  lo  civil 
como  en  lo  criminal,  tramitados  por  los  Jueces  Menores,  si 
procediere  tal  recurso; 

3? — Conocer  por  apelación  de  los  autos  de  bien  preso,  así  como  de 
cualquiera  otra  providencia  interlocutoria,  dictados  por  los  fun¬ 
cionarios  de  que  habla  el  inciso  anterior,  y  sean  apelables  con¬ 
forme  a  la  ley; 

4<‘ — Conocer  en  las  causas  de  responsabilidad  que  deban  seguirse  a 
los  Jueces  Menores,  Alcaldes,  Regidores  y  Síndicos,  o  a  los 
dependientes  del  mismo  Juzgado; 

S9 — Visitar,  por  lo  menos  una  vez  al  mes,  las  cárceles  de  la  ca¬ 
becera; 

6’ — Visitar  cada  tres  meses  el  Registro  de  la  Propiedad  Inmueble, 
en  los  departamentos. 


ARTICULO  49. 

Cuando  los  Jueces  de  Primera  Instancia  tengan  que  practicar 
diligencias  fuera  del  Tribunal  y  dentro  del  circuito  de  la  población 
en  que  residan,  deben  hacerlo  personalmente  y  no  por  medio  de 
despacho  cometido  a  los  Jueces  Menores. 

v 

ARTICULO  50. 

Cada  año,  en  los  primeros  tres  meses,  deberán  los  Jueces  de 
Primera  Instancia,  bajo  su  más  estrecha  responsabilidad,  visitar 
todos  los  pueblos  de  su  jurisdicción. 

Donde  hubiere  más  de  un  Juez  de  Primera  Instancia,  se  alter¬ 
narán  en  las  visitas  por  año. 


ARTICULO  51. 

Estas  visitas  de  los  Jueces  tendrán  por  objeto: 

1’ — Inspeccionar  las  cárceles,  oyendo  las  quejas  que  contra  los  Jue¬ 
ces  Menores  o  Alcaides  interpusieren  las  partes,  y  dictarán 
sobre  cada  falta  o  abuso  que  se  note,  la  providencia  que 
corresponda; 
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2? — Oír  las  quejas  de  los  vecinos  a  quienes  faltan  medios  para  ocu¬ 
rrir  por  sí,  o  por  apoderado,  al  punto  donde  reside  el  Juez; 

3I? — Ver  los  libros  en  que  se  extienden  las  sentencias  de  los  juicios 
verbales,  y  observar  si  en  ellos  se  han  guardado  las  formali¬ 
dades  de  ley; 

4? — Dar  a  los  Jueces  Menores,  las  instrucciones  necesarias  para 
que  administren  justicia  pronta  y  cumplidamente; 

59 — Prevenir  de  una  manera  especial  a  los  funcionarios  de  que  se 
habla  en  el  inciso  anterior,  que  vigilen  para  que  no  se  hagan 
exacciones  de  costas ; 

ó9 — Levantar  actas  de  las  visitas  que  se  practiquen  y  enviar  certi¬ 
ficaciones  de  ellas  a  la  Sala  de  la  Corte  de  Apelaciones,  propo¬ 
niendo  la  manera  de  remover  aquellos  inconvenientes  que  no 
sean  del  resorte  de  los  visitantes,  o  que  exijan  la  intervención 
superior; 

7? — Visitar  los  Registros  Civiles  y  examinar  los  libros  respectivos 
para  comprobar  si  se  llevan  de  acuerdo  con  la  ley,  imponiendo 
las  sanciones  legales,  en  caso  contrario. 


ARTICULO  52. 

No  obstante  la  división  jurisdiccional  de  los  Jueces  de  Primera 
Instancia,  deben  todos  cumplimentar  inmediatamente,  los  despa¬ 
chos  y  órdenes  que  reciban  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  de 
cualquiera  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones. 

En  caso  de  inobediencia  se  podrá  imponer  la  pena  que  la  ley 
designe,  por  el  Tribunal  que  hubiere  librado  la  orden  o  el  despacho. 

ARTICULO  53. 

Todo  Juez  de  Primera  Instancia  departamental  remitirá  men¬ 
sualmente  a  la  Sala  que  corresponde,  un  estado  de  todos  los  asun¬ 
tos  que  inicie,  o  que  ya  estuvieren  en  curso. 


ARTICULO  54. 

Los  Jueces  de  Primera  Instancia  cuidarán,  de  una  manera 
especial,  de  que  los  Jueces  subalternos  de  sus  respectivas  jurisdic¬ 
ciones  les  remitan  mensualmente  los  estados. 
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ARTICULO  55. 


Los  Jueces  departamentales  nombrarán  sus  Secretarios  y  los 
demás  empleados  subalternos  de  la  Secretaría,  sometiendo  el  nom¬ 
bramiento  de  los  primeros  a  la  aprobación  de  la  Sala  correspon¬ 
diente. 

Los  Jueces  pueden  retirar  del  despacho  a  los  empleados  de 
que  habla  el  párrafo  anterior,  dando  aviso  a  la  Sala. 


CAPITULO  IX 


DE  LOS  JUECES  MENORES 

ARTICULO  56. 

El  Poder  Ejecutivo  establecerá  Juzgados  de  Paz  en  los  lugares 
que  lo  crea  necesario  y  estime  conveniente,  fijando  los  presupues¬ 
tos  respectivos. 

ARTICULO  57. 

Los  Jueces  de  Paz  serán  nombrados  por  el  Ejecutivo,  pudiendo 
ser  removidos  o  trasladados  a  otro  lugar  cuando  se  crea  conve¬ 
niente.  El  Secretario  y  demás  empleados  del  Tribunal,  serán  nom¬ 
brados  por  el  propio  Juez  de  Paz,  pero  el  nombramiento  de  Secre¬ 
tario  deberá  ser  consultado  y  aprobado  por  el  Juez  de  Primera 
Instancia  disciplinario. 


ARTICULO  58. 

Para  ser  nombrado  Juez  de  Paz  se  requiere  ser  mayor  de  edad, 
del  estado  seglar,  estar  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudadano, 
saber  leer  y  escribir  y  gozar  de  buena  reputación. 


ARTICULO  59. 

Ejercerán  su  jurisdicción  dentro  de  los  límites  del  municipio 
para  el  que  hayan  sido  nombrados. 


ARTICULO  60. 

La  competencia  de  los  Jueces  de  Paz  en  asuntos  civiles,  mer¬ 
cantiles  y  criminales,  está  determinada  en  las  leyes  respectivas. 
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ARTICULO  61. 


Las  atribuciones  de  los  Jueces  de  Paz,  en  el  orden  disciplina¬ 
rio,  son  las  mismas  respecto  a  sus  subalternos,  que  las  acordadas 
en  el  propio  caso,  a  los  Jueces  de  Primera  Instancia. 

ARTICULO  62. 

En  donde  haya  más  de  un  Juez  de  Paz,  deben  estos  funcio¬ 
narios  permanecer  en  sus  despachos  por  turnos,  fuera  de  las  horas 
de  audiencia,  a  efecto  de  que  haya  un  Juez  expedito  para  la  prác¬ 
tica  de  las  diligencias  que  urgentemente  demanden  su  intervención 
y  para  las  sentencias  económicas  de  los  que  sean  detenidos  por 
faltas,  después  de  las  horas  ordinarias  de  audiencia. 

En  la  capital  y  Quezaltenango,  el  turno  será  arreglado  por  el 
Juez  disciplinario  que  designe  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

Para  el  efecto  expresado  en  este  artículo,  los  Jueces  de  Paz 
exigirán  a  los  Jefes  de  las  Demarcaciones  de  Policía  el  parte  de 
detención  inmediatamente  de  verificada  ésta,  el  que  deberá  darse 
directamente  al  Juez  y  sin  demora  alguna,  bajo  la  más  estricta 
responsabilidad. 

El  Juez  de  Paz  que  sin  causa  justificada  no  cumpliere  con  las 
prescripciones  anteriores,  sufrirá  una  multa  de  cinco  a  veinticinco 
quetzales,  que  el  de  Primera  Instancia  departamental  que  corres¬ 
ponda,  podrá  imponer  de  plano  por  cada  infracción. 


ARTICULO  63. 

Los  Jueces  de  Paz  reconocerán  únicamente  como  inmediato 
superior  al  Juez  de  Primera  Instancia  respectivo. 


ARTICULO  64. 

En  caso  de  falta,  impedimento,  recusación  o  excusa,  el  Juez  de 
Paz  será  substituido  por  otro  de  igual  categoría,  si  lo  hubiere  y  si 
no,  por  el  Alcalde  o  por  los  Regidores,  en  orden  de  su  nombra¬ 
miento. 

ARTICULO  65. 

En  las  poblaciones  en  donde  no  hubiere  Juez  de  Paz  des¬ 
empeñarán  las  funciones  de  éste  los  Alcaldes  o  Regidores  en  el 
orden  ya  expresado;  y  donde  no  hubiere  Municipalidad,  los  Jueces 
Municipales. 
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ARTICULO  66. 

Los  Alcaldes,  Regidores  y  Jueces  Municipales,  en  el  Ramo 
Judicial,  son  en  todo  idénticos  a  los  Jueces  de  Paz,  y  en  tal  con¬ 
cepto  dependen  exclusivamente  de  los  Jueces  de  Primera  Instancia. 


ARTICULO  67. 

Los  Jueces  de  Paz  no  pueden  dejar  de  asistir  a  su  Despacho,  a 
no  ser  en  caso  de  enfermedad  o  con  licencia  que  les  otorgue  el  res¬ 
pectivo  Juez  de  Primera  Instancia,  la  que  no  podrá  exceder  de 
un  mes. 


CAPITULO  X 


DE  LOS  SECRETARIOS  DE  LOS  TRIBUNALES 

ARTICULO  68. 

Habrá  en  cada  uno  de  los  Tribunales  de  Justicia,  un  Secre¬ 
tario  que  autorice  los  proveídos,  resoluciones  y  diligencias  que  se 
dicten ;  y  el  número  de  Oficiales  que  requiera  el  buen  servicio. 


ARTICULO  69. 

Para  ser  Secretario  de  los  Tribunales  de  Justicia,  se  necesita 
ser  Notario  autorizado  para  ejercer  la  profesión  y  guatemalteco  de 
origen,  en  ejercicio  de  todos  sus  derechos;  pero  en  los  Juzgados 
de  Primera  Instancia  y  en  los  menores,  a  falta  de  Notario  puede 
nombrarse  a  una  persona  idónea  que  reúna  los  demás  requisitos. 


ARTICULO  70. 

Los  Secretarios  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  de  las  Salas 
de  Apelaciones,  son  los  órganos  de  comunicación  con  los  Jueces  de 
Primera  Instancia,  Comandantes  de  Armas,  Administradores  de 
Rentas  y  demás  autoridades  de  igual  o  inferior  categoría. 


ARTICULO  71. 

Los  Secretarios  de  los  respectivos  Tribunales  certificarán  la 
identidad  y  autenticidad  de  las  copias  comunes  o  fotográficas  de  los 
documentos  y  pasajes  de  autos.  En  las  certificaciones  o  copias  que 
se  extiendan,  se  consignará  su  valor,  por  el  Juez. 
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ARTICULO  72. 


Las  demás  obligaciones  de  los  Secretarios,  y  las  de  notificado- 
res,  escribientes  y  otros  empleados,  se  especificarán  en  las  leyes  de 
procedimientos  y  en  el  Reglamento  de  Tribunales. 


CAPITULO  XI 

DE  LAS  RESOLUCIONES  DE  LA  CORTE  SUPREMA  Y 
DE  LAS  SALAS  DE  LA  CORTE  DE  APELACIONES 

ARTICULO  73. 

Para  que  la  Corte  Suprema  o  las  Salas  de  Apelaciones  puedan 
desempeñar  las  funciones  que  les  corresponden,  se  requiere  la 
concurrencia  de  todos  sus  miembros. 


ARTICULO  74. 

Toda  resolución  o  acuerdo  de  la  Corte  Suprema  o  de  las  Salas 
de  Apelaciones,  se  constituye  por  mayoría  de  votos. 

Cuando  no  la  haya,  se  llamará  a  mayor  número  de  Magistrados 
y  la  mayoría  en  este  caso,  deberá  ser  absoluta. 


ARTICULO  75. 

En  las  sentencias  definitivas  y  en  los  autos  que  dicten  los 
Tribunales  colegiados,  se  expresarán,  ál  margen  de  la  resolución, 
los  nombres  de  los  Magistrados  que  hubieren  votado  en  contra. 

ARTICULO  76. 

Las  resoluciones  deben  firmarse  por  todos  los  que  al  dictarse 
formen  el  Tribunal,  aunque  alguno  o  algunos  hayan  disentido  de 
la  mayoría. 


ARTICULO  77. 

En  la  Corte  Suprema  y  en  cada  una  de  las  Salas  de  la  Corte 
de  Apelaciones  habrá  un  libro  denominado  ‘‘De  votos”,  en  el  cual, 
los  Magistrados  que  no  opinaren  como  la  mayoría,  deberán,  den- 
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tro  de  tercero  día  de  firmada  la  sentencia,  exponer  y  fundar  su 
voto  particular  en  los  asuntos  en  que  hubiere  conocido  el  Tribunal, 
bajo  pena  de  un  quetzal  de  multa  por  cada  día  de  retardo. 

Podrán  también  consignarse  en  el  libro  de  votos  las  razones 
especiales  que  algún  Magistrado  de  la  mayoría  haya  tenido  para 
formar  sentencia,  y  que  no  se  hubieren  expresado  en  ella. 

Este  libro  quedará  en  la  Secretaría  y  podrá  ser  consultado  por 
cualquiera  que  tenga  interés  en  ello. 

El  voto  y  los  fundamentos  especiales  de  que  se  habla  en  este 
artículo,  se  publicarán  en  la  “Gaceta  de  los  Tribunales",  a  conti¬ 
nuación  de  la  sentencia  a  que  se  refiere. 


ARTICULO  78. 

En  los  acuerdos  y  resoluciones  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia 
o  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones,  se  votará  ,en  el  orden 
inverso  de  los  números  de  orden  del  nombramiento  de  cada  Magis¬ 
trado.  El  último  voto  será  el  del  Presidente. 

ARTICULO  79. 

Si  alguno  de  los  que  forman  el  Tribunal  expresare  que  necesita 
estudiar  con  más  detenimiento  el  asunto  que  se  va  a  fallar,  y  pidie¬ 
re  que  se  suspenda  la  discusión,  el  Presidente  lo  acordará  así,  y 
señalará  un  término  que  no  exceda  de  tres  días,  para  que  continúe 
el  debate  y  se  dicte  oportunamente  el  fallo. 


ARTICULO  80. 

Las  providencias  contraídas  simplemente  a  corregir,  instruir  o 
reprender  a  los  Jueces  de  Primera  Instancia  y  Jueces  Menores  por 
faltas  o  irregularidades,  no  se  consignarán  en  las  resoluciones  judi¬ 
ciales,  sino  separadamente  y  con  reserva  en  libro  especial. 


ARTICULO  81. 

Inmediatamente  que  se  falle  en  Segunda  Instancia  o  en  casa¬ 
ción  cualquier  causa,  absolviendo  del  cargo  o  de  la  instancia,  o  de¬ 
clarando  purgada  la  pena,  después  de  las  notificaciones,  debe  comu¬ 
nicarse  por  el  medio  más  rápido  la  parte  resolutiva,  a  efecto  de 
que  el  procesado  sea  puesto  en  libertad,  sin  perjuicio  de  que  por 
el  correo  más  inmediato,  se  devuelva  la  causa  con  certificación. 
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CAPITULO  XII 


DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS 

ARTICULO  82. 

Ningún  Tribunal  puede  abocarse  el  conocimiento  de  causas  o 
negocios  pendientes  ante  otro  Tribunal,  a  menos  que  la  ley  confiera 
expresamente  esta  facultad. 

/>  . 

ARTICULO  83. 

Los  Tribunales  sólo  podrán  ejercer  su  potestad  en  los  negocios 
y  dentro  del  territorio  que  la  ley  les  hubiese  respectivamente  asig¬ 
nado,  lo  cual  no  impide  que  en  los  asuntos  de  que  conocen  puedan 
dictar  providencias  que  hayan  de  llevarse  a  efecto  en  otro  territorio. 

ARTICULO  84. 

Los  Tribunales  Civiles  no  podrán  ejercer  su  ministerio  sino  a 
petición  de  parte;  no  obstante  procederán  de  oficio  en  los  casos 
en  que  la  ley  lo  ordena;  y  cuando  ya  entablado  el  juicio,  no  sea 
indispensable  la  solicitud  de  parte,  para  su  pronta  terminación. 


ARTICULO  85. 

Los  Tribunales  no  pueden: 

1? — Mezclarse  en  el  ejercicio  de  los  otros  Poderes; 

2r> — Suspender  con  pretexto  alguno  el  cumplimiento  de  las  leyes 
y  Reglamentos,  salvo  lo  que  dispone  el  artículo  85  de  la  Cons¬ 
titución; 

3° — Proceder  contra  ninguno  de  los  funcionarios  públicos,  respecto 
de  quienes  se  ha  de  declarar  previamente  que  hay  lugar  a  for¬ 
mación  de  causa. 

En  caso  de  delito  in  fraganti,  los  funcionarios  de  que  trata 
la  fracción  anterior,  podrán  ser  detenidos  en  los  lugares  que 
ordene  el  Tribunal  que  deba  conocer  del  antejuicio; 

4° — Dirigir  al  Poder  Ejecutivo,  a  funcionarios  públicos  o  a  corpo¬ 
raciones  oficiales,  felicitaciones  o  censuras  por  sus  actos; 

5Q — Tomar  parte  en  reuniones,  manifestaciones  u  otros  actos  de 
carácter  político. 


ARTICULO  86. 


Los  Tribunales  se  prestarán  mutuo  auxilio  para  la  práctica  de 
tocias  las  diligencias  que  fueren  necesarias,  y  se  ordenaren  en  la 
substanciación  de  los  asuntos  judiciales. 


ARTICULO  87. 

Para  ejecutar  sus  sentencias  y  para  practicar  o  hacer  practi¬ 
car  las  providencias  que  decreten,  podrán  los  Tribunales  requerir 
de  las  demás  autoridades  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  que  de  ellas 
dependiere,  y  los  otros  medios  de  acción  conducentes  de  que  dis¬ 
pongan. 

La  autoridad  requerida  en  forma  legal,  debe  prestar  el  auxilio 
sin  que  le  corresponda  calificar  el  fundamento  con  que  se  le  pide, 
ni  la  justicia  o  legalidad  de  la  sentencia  o  Decreto  que  se  trata 
de  ejecutar. 


ARTICULO  88. 

Los  actos  de  los  Tribunales  son  públicos,  salvo  en  los  casos  en 
que  una  ley  expresa  exija  que  sean  secretos;  y  en  todas  las  vistas 
de  las  Salas  y  del  Tribunal  de  Casación,  las  partes  o  sus  Abogados, 
alegarán  de  palabra  y,  además,  podrán  presentar  sus  alegatos 
escritos. 


ARTICULO  89. 

La  administración  de  justicia  es  gratuita;  los  Tribunales  no 
pueden  recibir  de  las  partes  emolumento  ninguno,  y  su  trabajo 
será  remunerado  por  la  Nación,  con  arreglo  a  la  ley. 

Eso  no  obstante,  cuando  se  tenga  interés  en  obtener  copia 
certificada  o  fotográfica  de  actuaciones,  o  de  documentos  que  se 
encuentren  en  los  Tribunales,  el  solicitante  únicamente  pagará 
el  papel,  la  fotografía  y  lo  escrito,  conforme  arancel. 


ARTICULO  90. 

Los  Jueces  tienen  facultad  de  compeler  y  apremiar  por  los 
medios  legales  a  cualquiera  persona  para  que  esté  a  derecho. 


ARTICULO  91. 

Tienen  también  facultad: 

D — Para  decretar,  antes  de  resolver,  en  auto  o  en  sentencia  y  por 
una  sola  vez,  las  diligencias  siguientes : 
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a)  Que  se  traiga  a  la  vista  cualquier  documento  o  actuación 
que  crean  conveniente  para  esclarecer  el  derecho  de  las 
partes; 

b)  La  práctica  de  cualquier  reconocimiento  o  avalúo  que  con¬ 
sideren  necesarios; 

c)  En  lo  criminal  podrá  decretarse  cualquiera  diligencia. 

Para  estas  diligencias  deberá  fijarse  un  término  que  no 
exceda  de  quince  días,  y  transcurridos,  sea  que  se  haya 
cumplido  con  lo  mandado  o  no,  los  autos  quedarán  nueva¬ 
mente  a  la  vista. 

Contra  las  providencias  para  mejor  resolver,  no  habrá 
recurso  alguno; 

29 — Para  enmendar  o  suplir  las  omisiones  o  defectos  relativos  a 
las  formas  del  juicio  en  que  incurran  el  Juez  o  los  litigantes; 
3? — Para  devolver  sin  providencia  alguna  y  con  sólo  la  razón  cir¬ 
cunstanciada  del  Secretario,  los  escritos  contrarios  a  la  decen¬ 
cia,  a  la  respetabilidad  de  las  leyes  y  a  las  autoridades  o  que 
contengan  palabras  o  frases  injuriosas,  aunque  aparezcan  ta¬ 
chadas,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  en  que  incurre, 
tanto  el  litigante  como  el  Abogado  que  auxilia.  Contra  esa 
devolución  el  interesado  podrá  acudir  en  queja  al  Tribunal 
inmediato  superior,  acompañando  el  escrito  rechazado; 

4? — Para  rechazar  de  plano  los  recursos  o  incidentes  notoriamente 
frívolos  o  improcedentes,  o  las  excepciones  dilatorias  extem¬ 
poráneas,  sin  necesidad  de  hacerlo  saber  o  dar  traslado  a  la 
otra  parte,  ni  formar  artículo. 

Esta  resolución  será  apelable; 

5? — Para  mantener  el  orden  y  la  disciplina  de  sus  subalternos,  dis¬ 
tribuyendo  entre  ellos  el  trabajo  en  la  forma  más  eficiente;  y 
para  imponerles  multa  de  uno  a  diez  quetzales,  según  la  gra¬ 
vedad  de  la  falta. 

ARTICULO  92. 

Todos  los  Jueces  están  obligados  a  leer  y  estudiar  los  autos 
por  sí  mismos  y  son  responsables  de  los  daños  que  causen  por  omi¬ 
sión,  ignorancia  o  negligencia. 


ARTICULO  93. 

Los  Jueces  que  llevan  la  substanciación  en  los  Tribunales  de 
la  República,  recibirán  por  sí  todas  las  declaraciones  y  presidirán 
todos  los  actos  de  prueba. 
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ARTICULO  94. 

Los  Magistrados,  sin  embargo,  podrán  cometer  a  los  Jueces 
de  Primera  Instancia  y  éstos  a  los  Jueces  Menores,  la  práctica  de 
las  diligencias  expresadas  en  el  artículo  anterior,  cuando  deban 
tener  lugar  en  pueblo  que  no  sea  el  de  su  respectiva  residencia. 

No  podrá  cometerse  la  práctica  de  esas  diligencias  a  los  Secre¬ 
tarios,  ni  a  persona  alguna  que  no  ejerza  jurisdicción. 


ARTICULO  95. 

Las  diligencias  que  no  puedan  practicarse  dentro  de  la  juris¬ 
dicción  del  Juez  deberán  cometerse  precisamente  al  Juez  del  de¬ 
partamento  en  que  han  de  ejecutarse. 


ARTICULO  96. 

En  los  juicios  escritos  no  se  admitirán  peticiones  en  compa¬ 
recencia,  sino  cuando  expresamente  estuviere  prevenido  en  el  De¬ 
creto  judicial. 


ARTICULO  97. 

Es  prohibido  a  los  Jueces: 

a)  Admitir  el  cargo  de  albaceas,  tutores,  protutores  o  guardadores 
de  personas  que  no  sean  sus  parientes  o  ser  Síndicos  o  depo¬ 
sitarios  de  personas  que  no  sean  las  aqui  exceptuadas; 

b)  Ser  Jueces  árbitros  o  arbitradores  o  contadores; 

c)  Dar  opinión  sobre  asunto  de  que  conozca  o  deba  conocer; 

d)  Garantizar  obligaciones  de  personas  que  no  sean  sus  parientes, 
bajo  pena  de  nulidad  de  la  garantía; 

e)  Celebrar  contratos  de  ninguna  especie  con  personas  que  ante 
ellos  litiguen,  bajo  pena  de  nulidad; 

f)  Promover  de  oficio  los  pleitos  sobre  intereses  privados; 

g)  Ejercer  la  profesión  de  Abogado  y  de  Notario  y  mandatos  ju¬ 
diciales,  salvo  la  de  Abogado  en  asuntos  propios;  y, 

h)  Tener  negocios  o  ejercer  oficio,  incompatibles  con  el  decoro  de 
su  posición  oficial. 


ARTICULO  98. 

Ningún  funcionario  ni  empleado,  sea  propietario  o  suplente, 
dejará  su  asiento,  aunque  se  le  haya  admitido  la  renuncia,  o  cum¬ 
plido  el  tiempo  de  su  servicio,  sino  hasta  que  se  presente  su 
sucesor. 
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ARTICULO  99. 

Los  Jueces  no  pueden  rehusarse  de  conocer  en  los  asuntos 
de  su  respectivo  Tribunal.  El  que  se  creyere  legalmente  impedido, 
se  excusará  con  arreglo  a  la  ley. 


ARTICULO  100. 

Pueden  los  Jueces  colegiados  hacer  proposiciones  por  escrito, 
excitando  a  los  Tribunales  a  que  pertenezcan,  para  que  dicten  pro¬ 
videncias  sobre  asuntos  de  sus  atribuciones;  y  éstos  proveerán  lo 
que  corresponda. 

ARTICULO  101. 

Los  funcionarios  judiciales  no  pueden  declarar  como  testigos, 
a  menos  que  su  deposición  sea  necesaria,  lo  que  calificará  el  Tri¬ 
bunal  superior  respectivo  o  el  colegiado  a  que  el  funcionario 
pertenezca. 

ARTICULO  102. 

No  tendrá  sueldo  el  Magistrado  por  el  tiempo  que  excediere 
de  la  licencia  que  se  le  conceda,  a  menos -que  acredite  causas  justas 
para  no  haber  concurrido.  Si  no  las  hubiere,  y  a  pesar  del  llamado 
que  se  le  haga  no  concurriere,  se  dará  cuenta  a  la  Asamblea  Legis¬ 
lativa  o  a  la  Comisión  Permanente  en  su  caso,  para  que  resuelva 
lo  que  sea  procedente. 

ARTICULO  103. 

Las  sumarias  que  se  inicien  contra  funcionarios,  respecto  de 
quienes  declare  la  Corte  Suprema  de  Justicia  que  ha  lugar  a  for¬ 
mación  de  causa,  terminan  sin  ulterior  recurso,  por  el  hecho  de 
resolverse  que  no  hay  mérito  para  proceder  al  formal  enjuicia¬ 
miento. 

ARTICULO  104. 

Las  diligencias  que  practiquen  los  Tribunales  no  deben  salir 
de  la  Oficina,  pudiendo  dar  a  quienes  lo  soliciten,  copias  certifi¬ 
cadas  o  fotográficas  con  previa  citación  de  las  partes  que  corres¬ 
ponden.  Se  exceptúan  de  esta  regla  las  actuaciones  y  procesos 
que  deban  darse  en  traslado,  y  los  demás  casos  que  las  leyes  de¬ 
terminan. 
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ARTICULO  105. 


No  podrá  certificarse  copia  alguna,  sin  que  conste  la  citación 
de  la  parte  contraria,  circunstancia  que  se  consignará  en  la  propia 
certificación,  lo  mismo  que  la  de  existir  o  no  recurso  pendiente. 
Si  la  parte  no  fuere  habida,  se  citará  al  Ministerio  Público. 


ARTICULO  106. 

Las  certificaciones  deben  llevar  siempre  el  "Visto  Bueno”  del 
Jefe  del  despacho  en  donde  se  extendieren. 


ARTICULO  107. 

En  los  expedientes  o  actuaciones  pondrá  el  Secretario  razón 
de  la  fecha  en  que  se  diere  la  copia,  haciendo  una  relación  sucinta 
de  ella.  Esta  razón  será  autorizada  con  firma  entera  de  los  signa¬ 
tarios  de  la  certificación  y  en  ésta  se  harán  constar  tales  circuns¬ 
tancias. 

ARTICULO  108. 

Estas  disposiciones  se  hacen  extensivas  a  las  copias  comunes  o 
fotográficas  que  se  dieren  en  cualquiera  de  las  Oficinas  de  la 
República,  así  como  las  certificaciones  de  actos,  hechos  o  exis¬ 
tencia  o  no  existencia  de  documentos,  razones  o  actuaciones. 


ARTICULO  109. 

Las  copias  certificadas  o  certificaciones  y  las  copias  fotográ¬ 
ficas,  que  no  contengan  los  requisitos  indicados,  no  tendrán  valor 
legal  alguno. 

ARTICULO  110. 

Esto  no  obstante,  cuando  las  partes  necesiten  sacar,  de  las 
actuaciones  en  curso,  documentos  que  hubieren  presentado,  se  les 
mandará  entregar  con  citación  contraria,  dejándolos  certificados 
en  autos,  siempre  que  estos  documentos  sean  testimonios  de  escri¬ 
turas  públicas  u  otros  de  los  que,  por  su  naturaleza,  se  puedan 
obtener  nuevos  testimonios;  no  así  los  originales  únicos,  como 
documentos  simples  legalizados  y  reconocidos,  posiciones,  corres¬ 
pondencia  epistolar  y  demás  de  los  que  no  sea  posible  obtener 
reposición  idéntica  o  ejemplares  del  mismo  tenor.  Cuando  no 
hubiere  parte  contraria  se  citará  al  Ministerio  Público. 
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ARTICULO  111. 


Los  Tribunales  tienen  la  obligación  de  imponer  las  multas 
establecidas  en  la  ley;  y  si  no  lo  hicieren,  quedarán  responsables 
por  su  valor.  Las  partes  tienen  derecho  de  gestionar  la  efectividad 
de  estas  sanciones  y  también  debe  hacerlo  el  Ministerio  Público. 


ARTICULO  112. 

En  toda  clase  de  actuaciones  judiciales,  se  prohíbe  hacer  uso 
de  abreviaturas  y  de  cifras,  salvo  las  citas  de  leyes.  No  se  harán 
raspaduras,  y  sobre  palabras  o  frases  equivocadas,  se  pondrá  una 
línea  delgada  que  permita  la  lectura. 

Antes  de  subscribirse  las  actuaciones  se  salvarán  los  testados 
y  los  entrelineados. 

Todas  las  actuaciones  civiles  deberán  escribirse  en  el  papel 
sellado  que  corresponda. 


ARTICULO  113. 

Nunca  y  por  ningún  motivo  se  entregarán  los  autos  en  con¬ 
fianza.  El  Juez  o  Escribano  que  infrinja  este  artículo  sufrirá  una 
multa  de  diez  a  cincuenta  quetzales;  será  responsable  de  todos  los 
daños  y  perjuicios  que  se  causaren;  sin  perjuicio  de  las  demás 
sanciones  legales. 


ARTICULO  114. 

Los  autos  que  se  perdieren  serán  repuestos  a  costa  del  que 
fuere  responsable  de  la  pérdida;  quien,  además,  pagará  los  daños 
y  perjuicios,  quedando  sujeto  a  las  disposiciones  del  Código  Penal, 
siempre  que  el  acto  fuere  punible  conforme  a  ellas. 

ARTICULO  115. 

Para  sacar  cualquier  documento  de  los  archivos  y  protoco¬ 
los,  se  requiere  Decreto  judicial,  que  no  se  dictará  sino  con  cono¬ 
cimiento  de  causa  y  audiencia  de  parte,  o  si  no  la  hay,  del  Minis¬ 
terio  Público. 

ARTICULO  116. 

Los  Tribunales  y  Jueces  dejarán  a  los  Abogados  y  defensores 
de  las  partes  en  la  justa  libertad  que  deben  tener,  para  sostener 
por  escrito  y  de  palabra  los  derechos  de  sus  clientes.  Los  Abogados 
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deben  proceder  con  arreglo  a  las  leyes  y  con  el  respeto  debido  a 
los  Tribunales  y  autoridades;  serán  citados  por  éstas  con  el  decoro 
correspondiente  y  no  se  les  interrumpirá  ni  desconcertará  cuando 
hablen  en  estrados,  ni  se  les  coartará  directa  ni  indirectamente 
el  libre  desempeño  de  su  cargo. 


ARTICULO  117. 

Ni  en  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  ni  en  las  Salas  de  Apela¬ 
ciones  pueden  ser  simultáneamente  Jueces,  en  un  mismo  Tribu¬ 
nal  los  parientes,  ni  conocer  en  diferentes  instancias  en  el  mismo 
asunto. 


ARTICULO  118. 

Las  licencias  que  se  concedan  a  los  Magistrados,  Jueces  de 
Primera  Instancia  y  demás  subalternos,  debe  entenderse,  siempre, 
que  son  continuas  y  que  cesarán  aun  cuando  no  haya  concluido 
todo  el  término  de  la  licencia,  desde  el  momento  en  que  vuelvan 
al  ejercicio  de  su  cargo. 
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ARTICULO  119. 


Siempre  que  se  advierta  nulidad  substancial  en  cualquier  clase 
de  causas  criminales,  el  Juez  o  Tribunal  ante  quien  pendan,  en 
virtud  de  apelación,  consulta,  recurso  u  ocurso,  deberá  declararla, 
aun  cuando  las  partes  no  lo  soliciten. 


ARTICULO  120. 


El  Presidente  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  los  Magistra¬ 
dos  y  los  Fiscales,  tienen  individualmente  jurisdicción  coercitiva 
para  impedir  los  delitos  y  aprehender  a  los  delincuentes,  pudiendo 
requerir  el  auxilio  de  cualquier  funcionario/particular  y  apremiarle 
en  caso  de  renuencia,  con  multa  de  veinticinco  quetzales  o  pena 
corporal  de  quince  días  de  prisión. 


ARTICULO  121. 

Para  que  las  autoridades  judiciales  sean  reconocidas  en  todos 
los  casos  en  que  sea  necesaria  su  intervención  y,  además,  para  que 
se  les  guarden  las  consideraciones  debidas,  usarán  el  distintivo  que 
acuerde  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

83 


i 


ARTICULO  122. 


El  Presidente  del  Poder  Judicial  tendrá  a  su  cargo  la  publica¬ 
ción  de  la  "Gaceta  de  los  Tribunales”,  periódico  en  el  cual  deberán 
publicarse  íntegramente  las  sentencias  ejecutoriadas  en  materia 
civil  y  criminal  y  los  fallos  del  Tribunal  de  lo  Contencioso-Admi- 
nistrativo,  dando  preferencia  a  las  que  decidan  puntos  de  mayor 
interés. 

También  se  publicarán  los  trabajos  que  se  remitan  con  rela¬ 
ción  a  esos  asuntos  o  tratando  cualesquiera  otras  materias  de  los 
diversos  ramos  del  Derecho,  y  se  juzguen  dignos  de  publicación. 

ARTICULO  123. 

El  Presidente  del  Poder  Judicial,  antes  de  tomar  posesión  de 
su  cargo,  hará,  ante  la  Asamblea  Legislativa  la  protesta  siguiente: 

"Protesto  respetar  la  Constitución  de  la  República  y  cumplir 
mis  deberes,  administrando  justicia  conforme  a  las  leyes". 

Los  demás  Magistrados  y  Fiscales  prestarán  la  misma  protesta 
ante  el  Presidente  del  Poder  Judicial. 

ARTICULO  124. 

La  Corte  Suprema  de  Justicia  formará  reglamentos  para  su 
régimen  interior  y  para  el  de  las  Salas  de  la  Corte  de  Apelaciones 
y  Juzgados  de  Primera  Instancia  y  de  Paz. 


CAPITULO  XIII 


ARCHIVOS  DE  LOS  PROTOCOLOS  DE  LOS  NOTARIOS, 
DE  LOS  TESTIMONIOS  DE  LOS  INDICES  ANUALES  DE 
LOS  PROTOCOLOS,  DE  LOS  AVISOS  DE  AUTENTICA¬ 
CIONES  DE  FIRMAS  QUE  HAGAN  LOS  NOTARIOS,  Y 
DE  LOS  REGISTROS  DE  ESCRITURAS  PUBLICAS 
DE  MANDATOS  Y  COMPAÑIAS 

ARTICULO  125. 

En  el  edificio  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  y  bajo  la  custo¬ 
dia  del  Tribunal  se  conservarán: 

l9 — Los  Protocolos  y  registros  de  auténticas  de  los  Notarios 
fallecidos  y  de  los  otros  que  deban  depositarse,  conforme 
a  la  ley ; 
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2!’ — Los  testimonios  de  los  índices  anuales  de  los  Protocolos  y 
del  Registro  de  auténticas  que  deben  remitir  los  Notarios; 
311 — Los  avisos  de  las  autenticaciones  de  firmas  que  deben  dai 
los  Notarios;  y, 

4® — Los  registros  de  mandatos  y  compañías. 


ARTICULO  126. 

El  Archivo  estará  a  cargo  del  Secretario  de  la  Corte  Suprema 
de  Justicia  y  tendrá  un  escribiente  o  los  que  fuesen  necesarios.  Se 
llevarán  índices  por  orden  alfabético,  de  acuerdo  con  las  instruc¬ 
ciones  del  Presidente  del  Poder  Judicial,  a  cuya  inmediata  depen¬ 
dencia  queda  el  referido  Archivo. 


ARTICULO  127. 

De  todas  las  actas  que  deban  levantarse  de  acuerdo  con  esta 
ley,  se  llevarán  libros  especiales. 


ARTICULO  128. 

En  la  denominación  de  Jueces  o  Tribunales  que  se  emplea  en 
las  leyes,  están  comprendidos  todos  los  que  tienen  jurisdicción 
ordinaria  o  privativa,  y  sólo  se  exceptúan  los  casos  en  que,  según 
el  sentido  del  precepto  legal,  se  apliquen  a  una  clase  determinada. 


ARTICULO  129. 

Todas  las  multas,  conmutas  y  demás  entradas  provenientes  del 
Ramo  Judicial,  ingresarán  a  la  Tesorería  de  los  Fondos  de  Justicia, 
con  excepción  de  las  multas  de  policía,  que  impongan  los  Jueces 
Menores  y  las  que  se  determinen  por  leyes  especiales. 
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SEGUNDA  PARTE 


DISPOSICIONES  COMUNES  A  TODOS  LOS  JUICIOS 


CAPITULO  I 


JURISDICCION 


ARTICULO  130. 


Jurisdicción  es  el  poder  de  administrar  justicia  conforme  a  las 
leyes. 


ARTICULO  131. 


La  jurisdicción  es  limitada  e  improrrogable.  Sin  embargo,  las 
partes,  por  convenio  expreso  o  tácito,  en  lo  civil,  podrán  someterse 
a  otra  jurisdicción.  No  podrán  usar  de  este  derecho  el  Ministerio 
Público  ni  los  que  ejercitan  acciones  que  no  sean  propias,  salvo 
los  mandatarios  especialmente  facultados  para  hacerlo. 


ARTICULO  132. 

La  jurisdicción  no  puede  delegarse  por  unos  Jueces  a  otros  y 
deben  conocer  y  decidir  por  sí  los  asuntos  de  su  potestad. 


ARTICULO  133. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos  artículos  anteriores,  los 
Jueces  pueden  comisionar  para  diligencias  determinadas,  a  otros  de 
la  misma  o  de  inferior  categoría,  de  igual  género  y  de  distinta  loca¬ 
lidad.  A  los  de  la  misma  categoría  se  dirigirán  por  exhorto;  a  los 
inferiores,  por  despacho;  y  a  los  superiores  y  de  fuera  de  la  Repú¬ 
blica,  por  suplicatorio. 
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ARTICULO  134. 


Los  suplicatorios  para  el  extranjero  los  dirigirán  los  Tribunales 
por  medio  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 

ARTICULO  135. 

Toda  acción  judicial  deberá  entablarse  ante  Juez  que  tenga 
jurisdicción  para  conocer  de  aquélla;  y  siempre  que  de  la  exposi¬ 
ción  de  los  hechos,  aparezca  que  no  la  tiene,  debe  abstenerse  de 
conocer  y  sin  más  tramitación  mandará  que  el  interesado  ocurra 
ante  quien  corresponda. 

ARTICULO  136. 

Los  actos  ejecutados  por  Jueces  que  carezcan  de  jurisdicción, 
son  insubsistentes  y  causan  responsabilidad  para  los  funcionarios. 


CAPITULO  II 

1 

DE  LOS  IMPEDIMENTOS,  EXCUSAS 
Y  RECUSACIONES 

ARTICULO  137. 

Son  impedimentos  para  que  un  Juez  conozca  en  asunto  de¬ 
terminado  : 

ll 2 3 4 5 6 7 * 9 — Ser  parte  en  el  asunto ; 

29 — Haber  sido  el  Juez  o  alguno  de  sus  parientes  asesor,  Abo¬ 
gado,  defensor  o  perito  en  el  asunto; 

39 — Tener  el  Juez  o  alguno  de  sus  parientes  interés  directo  o 
indirecto  en  el  asunto ; 

49 — Tener  el  Juez  parentesco  con  alguna  de  las  partes; 

59 — Ser  el  Juez  superior  pariente  del  inferior,  cuyas  providen¬ 
cias  pendan  ante  aquél; 

69 — Haber  aceptado  el  Juez,  herencia,  legado  o  donación  de 
alguna  de  las  partes;  y, 

79 — Ser  el  Juez  socio  o  participe  con  alguna  de  las  partes. 
ARTICULO  138. 

Cuando  exista  alguno  de  los  impedimentos  expresados  en  el 

articulo  anterior,  el  Juez  se  inhibirá  de  oficio.  La  infracción  de 
este  artículo  produce  nulidad  y  es  causa  de  responsabilidad  per¬ 
sonal  del  Juez. 
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ARTICULO  139. 


Los  Jueces  deben  excusarse  en  los  casos  siguientes: 

1* — Cuando  tengan  amistad  íntima  con  alguna  de  las  partes,  a  jui¬ 
cio  del  Tribunal,  según  las  pruebas  y  circunstancias; 

2g — Cuando  el  Juez  o  sus  descendientes  tengan  concertado  matri¬ 
monio  con  alguna  de  las  partes,  o  con  parientes  consanguíneos 
de  ellas ; 

3" — Cuando  el  Juez  tenga  relaciones  sexuales  con  alguna  de  las 
1  partes  o  con  parientes  consanguíneos  de  ellas ; 

4° — Cuando  el  Juez  viva  en  la  misma  casa  con  alguna  de  las  partes; 
5q — Cuando  el  Juez  haya  intervenido  en  el  asunto  de  que  resulta 
el  pleito; 

6’’ — Cuando  el  Juez  o  sus  parientes  hayan  sido  tutores,  protutores, 
guardadores  mandantes  o  mandatarios  de  alguna  de  las  partes 
o  de  sus  descendientes,  cónyuges  o  hermanos ; 

7“ — Cuando  la  esposa  o  los  parientes  consanguíneos  del  Juez  hayan 
aceptado  herencia,  legado  o  donación  de  alguna  de  las  partes; 
8" — Cuando  alguna  de  las  partes  sea  comensal  o  dependiente  del 
Juez  o  éste  de  aquéllos; 

9° — Cuando  el  Juez,  su  esposa,  descendientes,  ascendientes,  o  her¬ 
manos  y  alguna  de  las  partes,  hayan  otorgado  un  contrato  es¬ 
crito  del  que  resulte  una  relación  jurídica  que  aproveche  o  dañe 
al  Juez,  o  a  cualquiera  de  sus  parientes  aquí  mencionados; 

10.  — Cuando  el  Juez,  su  esposa  o  parientes  consanguíneos,  tengan 

juicio  pendiente  con  alguna  de  las  partes  o  lo  hayan  tenido  un 
año  antes.  En  las  causas  criminales,  la  acusación  o  denuncia 
es  motivo  perpetuo  de  excusa; 

11.  — Cuando  el  Juez,  antes  de  resolver,  haya  externado  opinión  en 

el  asunto  que  se  ventila; 

12.  — Cuando  del  asunto  pueda  resultar  daño  o  provecho  para  los 

intereses  del  Juez,  su  esposa  o  alguno  de  sus  parientes  consan¬ 
guíneos;  y, 

13.  — Cuando  el  Juez,  su  esposa  o  alguno  de  sus  parientes  consan¬ 

guíneos,  tengan  enemistad  con  alguna  de  las  partes. 

Se  presume  que  hay  enemistad  grave  por  haber  dañado  o 
intentado  dañar  una  de  las  partes  al  Juez  o  éste  a  aquélla,  en 
su  persona,  en  su  honor  o  en  sus  bienes,  o  a  los  parientes  de 
uno  u  otro  mencionados  en  este  inciso. 


ARTICULO  140. 

Las  causales  expresadas  en  el  artículo  anterior  comprenden 
también  a  los  Abogados  y  representantes  de  las  partes. 
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ARTICULO  141. 


Son  causas  de  recusación  las  mismas  de  los  impedimentos  y  de 
las  excusas. 


CAPITULO  III 

DEL  MODO  DE  PROCEDER  EN  LAS  EXCUSAS 
Y  RECUSACIONES 

ARflCULO  142. 

El  Juez  que  tenga  causa  de  excusa  lo  hará  saber  a  las  partes, 
y  éstas  en  el  acto  de  la  notificación  o  dentro  de  veinticuatro  horas, 
manifestarán  por  escrito  si  la  aceptan  o  no.  Vencido  este  término, 
sin  que  se  hubiera  hecho  la  manifestación,  se  tendrá  por  aceptada 
la  excusa. 

Si  ninguna  de  las  partes  la  acepta,  el  Juez  seguirá  conociendo 
del  asunto  y  no  podrá  ser  recusado  por  la  misma  causa. 

Si  alguna  de  ellas  aceptare  la  excusa,  se  elevarán  los  autos  al 
Tribunal  inmediato  superior,  quien  resolverá  dentro  de  cuarenta 
y  ocho  horas.  De  la  resolución  no  se  admitirá  recurso  alguno. 

Si  el  Tribunal  resuelve  que  es  procedente  la  excusa,  remitirá 
los  autos  al  Juez  que  deba  seguir  conociendo  de  ellos. 


ARTICULO  143. 

Si  la  excusa  fuere  de  miembros  de  un  Tribunal  colegiado,  se 
hará  constar  inmediatamente  en  los  autos,  y  el  Presidente  del  Tri¬ 
bunal  o  el  que  haga  sus  veces,  mandará  que  se  haga  saber  a  las 
partes  para  los  efectos  indicados  en  el  artículo  anterior. 

El  Tribunal,  después  de  integrado  como  corresponde,  resolverá 
lo  que  proceda  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas,  también  sin  lugar 
a  recurso  alguno. 


ARTICULO  144. 

Las  partes  tienen  derecho  de  pedir  a  los  Jueces  que  se  excusen 
y  el  de  recusarlos  con  expresión  de  causa,  en  cualquier  estado  del 
juicio,  antes  de  que  hayan  dictado  sentencia. 

Si  el  Juez  estimare  que  es  cierta  la  causal  alegada,  dictará  auto 
dándose  por  recusado  y  mandará  pasar  el  asunto  a  quien  deba 
reemplazarlo.  Esta  resolución  es  apelable. 
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ARTICULO  145. 


Si  el  Juez  estimare  que  no  es  cierta  la  causal  o  que  no  da  lugar 
a  la  recusación,  lo  expresará  así,  en  auto  razonado  y  mandará  pasar 
el  asunto  al  Tribunal  inmediato  superior,  el  que  deberá  resolver 
dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas  de  recibidos  los  autos;  pero  si 
dentro  de  este  término  alguna  de  las  partes  pidiere  la  recepción 
de  pruebas,  éstas  se  recibirán  dentro  de  seis  días  improrrogables, 
pasados  los  cuales  se  resolverá  dentro  del  mismo  término  de  cua¬ 
renta  y  ocho  horas. 


ARTICULO  146. 

Cuando  se  recuse  a  un  miembro  de  Tribunal  colegiado,  éste 
hará  constar  inmediatamente  en  los  autos  si  reconoce  o  niega  la 
causal  alegada.  El  Tribunal,  integrado  como  corresponde,  resol¬ 
verá  dentro  de  cuarenta  y  ocho  horas,  si  debe  o  no  separarse  el 
recusado  del  conocimiento  del  asunto. 

Si  dentro  de  ese  término  se  pidiere  que  el  incidente  se  abra  a 
pruebas,  se  hará  por  seis  días  improrrogables,  pasados  los  cuales, 
sin  más  trámite  se  resolverá  lo  que  proceda. 

Contra  el  auto  que  se  pronuncie  no  se  admite  ningún  recurso. 


ARTICULO  147. 

Siempre  que  se  desestimare  la  recusación,  se  condenará  al  recu¬ 
sante  al  pago  de  las  costas  del  incidente  y  a  sufrir  una  prisión  de 
diez,  veinte  o  treinta  días,  según  la  categoría  del  funcionario  recu¬ 
sado,  conmutables  a  razón  de  un  quetzal  por  día. 


ARTICULO  148. 

Por  las  mismas  causales  señaladas  para  los  Jueces  pueden  las 
partes  recusar  a  los  árbitros  y  arbitradores,  siempre  que  las  causas 
indicadas  sobrevinieren,  o  las  supiere  el  recusante,  después  de 
firmada  la  escritura  de  compromiso. 

Por  iguales  motivos  pueden  ser  recusados  los  expertos. 


ARTICULO  149. 

Las  partes  podrán  recusar  en  un  mismo  asunto,  hasta  dos  Se¬ 
cretarios  notificadores  y  Oficiales  auxiliares  de  justicia,  sin  ex¬ 
presión  de  causa;  y  las  recusaciones  de  estos  empleados  que  fue¬ 
ren  con  expresión  de  causa,  se  tramitarán  como  las  de  un  Juez 
Menor,  en  forma  de  incidente  verbal  o  escrito,  según  la  clase  de 
juicio  en  que  se  promueva. 
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CAPITULO  IV 


MODO  DE  SUSTANCIAR  LAS  COMPETENCIAS, 

Y  TRIBUNALES  QUE  DEBEN  DIRIMIRLAS 

ARTICULO  150. 

El  que  sea  demandado,  procesado  o  requerido  para  la  práctica 
de  una  diligencia  judicial  ante  un  Juez  incompetente,  podrá  ocu¬ 
rrir  ante  éste  pidiéndole  que  se  inhiba  de  conocer  en  el  asunto  y 
remita  lo  actuado  al  Juez  que  corresponda.  También  podrá  ocurrir 
ante  el  Juez  que  considere  competente,  pidiéndole  que  dirija  ex¬ 
horto  al  otro,  para  que  se  inhiba  de  conocer  en  el  asunto  y  remita 
los  autos. 


ARTICULO  151. 

La  inhibitoria  en  ambos  casos  debe  interponerse  dentro  de  tres 
días  de  ser  citado  en  lo  civil,  o  indagado  en  lo  criminal;  y  no 
podrán  emplearse  los  dos  medios  simultáneamente,  ni  abando¬ 
nar  el  uno  por  recurrir  al  otro,  lo  que  se  expresará  en  el  escrito 
respectivo. 

ARTICULO  152. 

Si  el  Juez,  ante  quien  se  haga  la  solicitud,  dudare  de  que  sea 
cierta  la  incompetencia  o  competencia  alegada,  si  lo  pidiere  alguna 
de  las  partes,  ordenará  que  se  pruebe  dentro  de  seis  días.  Lo  rela¬ 
tivo  a  la  prueba  regirá  para  las  competencias  que  se  inicien  ante 
otros  Tribunales. 


ARTICULO  153. 

Si  el  Juez  requerido  para  inhibirse,  reconoce  su  incompeten¬ 
cia,  lo  hará  constar  y  remitirá  el  juicio  al  Juez  competente,  con 
citación  de  partes.  Si  no  la  reconoce,  dará  audiencia  por  dos  días 
a  la  otra  parte  y  dictará  su  resolución,  la  que  será  apelable. 


ARTICULO  154. 

Si  el  Juez  a  quien  se  pide  que  dirija  el  exhorto  de  inhibitoria, 
se  considera  competente,  accederá  a  la  solicitud;  y  si  la  contesta¬ 
ción  fuere  negativa,  aceptará  la  competencia,  lo  comunicará  al  Juez 
exhortado  y  remitirá  las  diligencias  al  Tribunal  que  deba  resolver. 


92 


Si  se  considera  incompetente,  dictará  su  resolución  en  ese  sen¬ 
tido,  la  que  será  apelable.  La  admisión  del  recurso  se  comunicará 
inmediatamente,  de  oficio,  al  Juez  que  actúe  en  el  asunto  para 
que  suspenda  su  curso  mientras  se  resuelva  la  cuestión. 

Si  ésta  fuera  contra  el  apelante,  se  le  impondrá  una  multa  de 
diez  quetzales,  que  hará  efectiva  el  Juez  ante  quien  se  haya  inter¬ 
puesto  la  apelación. 


ARTICULO  155. 

Si  el  Juez  exhortado  reconoce  la  competencia  del  exhortante, 
así  lo  hará  constar  y  le  remitirá  los  autos,  con  citación  de  partes. 
Si  no  lo  reconoce,  aceptará  la  competencia,  lo  comunicará  al  Juez 
exhortante  y  con  citación  de  parte,  remitirá  lo  actuado  al  Tribunal 
que  deba  resolver. 


ARTICULO  156. 

Es  nulo  todo  lo  actuado  por  el  Juez  que  se  considere  incom¬ 
petente,  después  de  interpuesta  la  inhibitoria  o  de  recibido  el  ex¬ 
horto  correspondiente.  Sin  embargo,  podrá  practicar  las  diligencias 
que  fueren  urgentes  y  cuya  omisión  cause  daño  o  perjuicio  irrepa¬ 
rables  a  la  parte  que  la  solicita.  En  este  caso  la  resolución  será 
apelable. 

ARTICULO  157. 

Salvo  la  excepción  expresada  en  el  artículo  anterior,  mientras 
no  se  decida  la  competencia,  ambos  Jueces  suspenderán  todo  proce¬ 
dimiento  y  serán  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  que  causen 
por  la  infracción  de  este  artículo,  e  incurrirán  en  una  multa  de 
veinticinco  quetzales  que,  de  oficio,  o  a  solicitud  de  parte,  hará 
efectiva  el  Tribunal  superior. 


ARTICULO  158. 

Los  Jueces  que  sostengan  competencia  contra  ley  expresa,  in¬ 
currirán  en  igual  multa  y  tendrán  la  misma  responsabilidad  de 
daños  y  perjuicios. 


ARTICULO  159. 

Recibidas  las  actuaciones  en  el  Tribunal  que  deba  dirimir  la 
competencia,  sin  trámite  alguno,  resolverá  dentro  de  los  tres  días 
siguientes. 
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ARTICULO  160. 


El  Tribunal  que  sea  competente  para  conocer  del  asunto  princi¬ 
pal,  lo  es  para  sustanciar  y  decidir  las  tercerías,  Co  ¿o  .. 

h^c^£c¿  X 

*  ARTICULO  161. 


Las  competencias  negativas  que  consisten  en  negarse  a  cono¬ 
cer  de  determinado  asunto,  se  resolverán  del  mismo  modo,  en  igua¬ 
les  términos  y  por  los  mismos  Tribunales  expresados  en  él  artícn- 
-kr4547 

ARTICULO  162. 


No  puede  promoverse  competencia  entre  un  Tribunal  inferior 
y  otro  superior.  Si  éste  se  considera  competente,  pedirá  los  autos 
para  conocer,  sin  perjuicio  del  derecho  de  las  partes,  para  interpo¬ 
ner  el  recurso  de  apelación  o  de  revisión  ante  el  mismo  Tribunal,  si 
lo  fuere  una  de  las  Salas  o  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 


ARTICULO  163. 

Si  la  competencia  es  entre  Jueces  menores,  la  resolverá  el  Juez 
de  Primera  Instancia  respectivo.  Si  estuvieren  sujetos  a  distintos 
Jueces  de  Primera  Instancia,  la  resolverá  la  Sala  a  cuya  jurisdic¬ 
ción  pertenezca  el  tachado  de  incompetente. 


ARTICULO  164. 

Si  la  competencia  es  entre  Jueces  de  Primera  Instancia  o  entre 
un  Juez  ordinario  y  otro  privativo,  que  pertenezcan  a  una  misma 
Sala,  la  dirimirá  ésta.  Si  los  Jueces  pertenecen  a  diversas  Salas, 
dirimirá  la  competencia  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 


ARTICULO  165. 

La  competencia  que  se  suscite  entre  dos  Salas,  será  dirimida 
por  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 


ARTICULO  166. 

Si  la  competencia  ocurriere  entre  un  Tribunal  y  alguna  auto¬ 
ridad  que  no  pertenezca  al  Poder  Judicial,  se  ocurrirá  al  Tribunal 
de  Conflictos  de  Jurisdicción. 


CAPITULO  V 


DE  LOS  TERMINOS 

ARTICULO  167. 

Toda  providencia  o  diligencia  judicial,  debe  cumplirse  en  el 
término  designado  por  las  leyes  respectivas,  por  el  Juez  o  por  con¬ 
venio  de  las  partes,  cuando  éstas  puedan  hacerlo  de  acuerdo  con 
la  ley.  Todos  los  términos  son  improrrogables,  salvo  las  excepcio¬ 
nes  establecidas  por  la  ley. 


ARTICULO  168. 

El  Juez  debe  señalar  términos,  en  los  casos  en  que  la  ley  no 
los  haya  señalado  expresamente. 


ARTICULO  169. 

El  Secretario  o  notificador  que  alargue  los  términos  por  no 
hacer  saber  a  las  partes  las  providencias  judiciales,  sufrirá  una 
multa  de  cinco  quetzales,  que  hará  efectiva  el  Juez,  de  oficio  o  a 
solicitud  de  parte. 

ARTICULO  170. 

Los  términos  empiezan  a  correr  desde  la  notificación  de  la 
providencia;  cuando  fueren  varios  los  que  deben  ser  notificados, 
el  término  se  contará  desde  que  lo  sea  el  último. 


ARTICULO  171. 

Los  términos  no  corren  por  legítimo  impedimento,  calificado 
o  notorio  que  se  probare  haber  sobrevenido  al  Juez  o  a  la  parte. 
El  término  para  la  prueba  será  de  tres  días. 


ARTICULO  172. 

El  Juez,  de  oficio  o  a  solicitud  de  parte,  debe  actuar  en  los 
días  y  horas  inhábiles,  cuando  hubiere  que  practicar  alguna  dili¬ 
gencia  urgente,  expresando  en  ella  el  motivo  de  la  urgencia  y  ha¬ 
ciéndolo  saber  a  las  partes.  En  lo  criminal,  todos  los  días  y  horas 
son  hábiles. 


95 


♦ 


ARTICULO  173. 


Corren  los  términos  legales  aunque  en  la  providencia  no  se 
exprese  su  duración. 


ARTICULO  174. 


En  los  términos  que  no  sean  por  horas,  se  incluye  el  día  en  que 
expiran. 


ARTICULO  175. 


Los  términos  no  se  suspenden  por  ausencia,  impedimento  o 
enfermedad  del  Secretario.  En  ese  caso,  el  Tribunal  actuará  con 
otro  o  con  dos  testigos. 


CAPITULO  VI 


DE  LOS  APREMIOS 

ARTICULO  176. 

Las  medidas  coercitivas  se  aplicarán  por  los  Tribunales,  para 
que  sean  obedecidas  sus  providencias,  a  las  personas  que  han  rehu¬ 
sado  cumplirlas,  en  los  términos  correspondientes. 


ARTICULO  177. 

Los  apremios  son :  apercibimiento,  multa  o  detención  corporal, 
que  se  aplicarán  sucesivamente  en  el  orden  establecido,  salvo  cuan¬ 
do  la  ley  disponga  otra  cosa. 

ARTICULO  178. 

En  los  casos  no  precisados  por  la  ley,  la  multa  no  bajará  de 
dos  quetzales  ni  excederá  de  veinte.  Las  multas  que  no  fueren 
cubiertas  dentro  del  plazo  que  se  fije,  se  substituirán  con  deten¬ 
ción  corporal  a  razón  de  un  quetzal  por  cada  día  de  prisión. 


ARTICULO  179. 

Salvo  disposiciones  especiales  de  la  ley,  la  persona  que  estando 
en  el  lugar,  se  resista  a  comparecer  ante  el  Juez,  para  alguna  dili¬ 
gencia  judicial,  podrá  ser  conducida  por  la  Policía.  Este  último 
apremio  no  se  aplicará  para  las  diligencias  de  notificaciones. 
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ARTICULO  180. 


El  apremio  que  imponga  el  Tribunal  indebidamente  o  sin  que 
conste  haberse  desobedecido  sus  providencias,  se  considerará  como 
un  abuso  contra  la  seguridad  personal. 


ARTICULO  181. 

Las  partes  n'ó  pueden  pedir  apremio,  ni  el  Juez  ordenarlo, 
antes  de  vencerse  el  término  señalado  para  cumplir  el  mandato 
judicial. 


ARTICULO  182. 

En  el  caso  de  haberse  pediao  y  ordenado  injustamente  el 
apremio,  quedarán  obligados  solidariamente,  el  Juez  y  la  parte 
que  lo  pidió,  a  la  reparación  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
el  apremio. 

ARTICULO  183. 

Los  apremios  son  aplicables  a  los  Abogados,  a  los  represen¬ 
tantes  de  las  partes  y  a  los  funcionarios  o  empleados  que  depen¬ 
dan  del  Tribunal,  en  los  mismos  casos  que  a  los  litigantes. 


ARTICULO  184. 

Contra  cualquiera  providencia  de  apremio  el  interesado  podrá 
pedir  la  reconsideración  dentro  de  los  tres  días  siguientes  de  ser 
notificado.  La  resolución  del  Tribunal,  que  dictará  también  dentro 
de  tres  días,  será  apelable. 


CAPITULO  VII 


DE  LOS  EXPERTOS 

ARTICULO  185. 

Los  Jueces  nombrarán  expertos  para  el  esclarecimiento  de  las 
cuestiones  que  requieren  conocimientos  especiales;  para  la  tra¬ 
ducción  de  idiomas  extranjeros  y  dialectos;  para  la  inteligencia  de 
los  documentos  escritos  en  caracteres  anticuados,  inusitados  o  des- 
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conocidos;  y  para  interpretar  a  los  sordo-mudos  y  a  los  mudos  que 
no  puedan  escribir.  El  nombramiento  debe  recaer  de  preferencia 
entre  los  que  tengan  título  en  la  materia  de  que  se  trate. 

ARTICULO  186. 

Asimismo  deberán  nombrar  las  partes  experto  hábil,  en  los 
casos  en  que  proceda;  uno  por  cada  parte,  aunque  ésta  sea  de 
varias  personas  que  tengan  un  interés  común.  Y*  si  no  lo  hicieran 
en  el  término  que  se  les  señale,  el  Juez,  de  oficio,  hará  la  desig¬ 
nación. 

ARTICULO  187. 

También  nombrarán  un  tercero  para  el  caso  de  discordia;  y 
si  no  designaren  a  la  misma  persona,  el  Juez  hará  el  nombramiento. 


ARTICULO  188. 

Los  expertos  en  el  acto  de  la  notificación,  deberán  manifestar 
si  aceptan  o  no  el  cargo.  Si  no  lo  hicieren,  se  considerará  por  no 
aceptado. 

ARTICULO  189. 

Antes  de  proceder,  los  expertos  deben  prometer  ante  el  Juez, 
bajo  su  palabra  de  honor,  que  desempeñarán  el  cargo  con  lealtad, 
exactitud  y  en  el  término  que  se  les  señale,  y  se  les  hará  saber  por 
éste,  las  responsabilidades  a  que  quedan  sujetos. 


ARTICULO  190. 

El  Juez  expresará  en  el  auto  respectivo,  el  objeto  de  la  dili¬ 
gencia  y  el  término  en  que  debe  darse  el  informe  o  informes  que 
procedan. 


ARTICULO  191. 

Si  el  dictamen  adolece  de  error  esencial,  probado  éste,  en  un 
término  que  no  pase  de  ocho  días,  deberá  el  Juez  ordenar  que  se 
rehaga  por  los  mismos  o  por  otros,  y  si  apareciere  falsedad,  se  testi¬ 
moniará  lo  conducente,  en  el  acto,  para  que  se  siga  el  proceso 
correspondiente. 
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ARTICULO  192. 


En  caso  de  desacuerdo  se  pedirá  el  dictamen  de  tercero;  y  si 
se  tratare  de  avalúo,  se  tomará  como  base  la  cantidad  que  el  Juez 
estime  justa,  dentro  de  los  extremos  que  fijaren  los  expertos. 


ARTICULO  193. 

Las  partes  pueden  tachar  a  los  expertos  que  nombre  el  Juez, 
por  los  motivos  que  son  de  recusación  para  los  Jueces  y  dentro  de 
cuarenta  y  ocho  horas,  contadas  desde  que  se  notifique  el  nom¬ 
bramiento. 

ARTICULO  194. 

Los  expertos  nombrados  de  oficio  por  el  Juez,  están  obligados, 
salvo  causa  legítima,  a  aceptar  el  cargo  y  a  desempeñarlo  dentro 
del  término  que  se  les  haya  señalado.  Si  así  no  lo  hicieren,  el  Juez, 
de  oficio,  nombrará  el  substituto  que  corresponda,  e  impondrá  al 
primer  nombrado  una  multa  de  veinticinco  quetzales,  quedando 
éste  responsable,  además,  de  los  daños  y  perjuicios. 

ARTICULO  195. 

Si  los  expertos  nombrados  por  las  partes,  no  aceptaren,  el  Juez, 
de  oficio,  hará  el  nombramiento;  y  si  después  de  aceptar  el  cargo, 
no  lo  desempeñaren  en  el  término  y  forma  debidos,  el  Juez,  inme¬ 
diatamente,  de  oficio,  nombrará  el  substituto  y  el  primer  nombrado 
incurrirá  en  la  multa  y  responsabilidades  a  que  se  refiere  el  ar¬ 
tículo  anterior. 

ARTICULO  196. 

No  hará  fe  en  juicio  el  documento  escrito  en  idioma  extran¬ 
jero  que  no  esté  vertido  al  castellano  por  un  Traductor  Jurado,  o 
que  para  su  inteligencia  deba  ser  sometido  a  expertos.  Si  no  hu¬ 
biere  Traductor  Jurado,  la  diligencia  se  practicará  por  medio  de 
expertos. 


CAPITULO  VIII 

DE  LOS  ABOGADOS 

ARTICULO  197. 

Para  ser  Abogado  se  requiere  el  título  expedido  por  quien 
corresponde,  y  para  ejercer  la  profesión  en  la  República  debe,  pre¬ 
viamente,  llenar  los  otros  requisitos  legales,  y  estar  inscrito  en  el 
Registro  de  Abogados,  que  lleva  la  Corte  Suprema  de  Justicia. 
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ARTICULO  198. 


Los  Abogados  que  hubieren  obtenido  el  título  en  el  extranjero 
y  que  quieran  ejercer  su  profesión  en  la  República,  presentarán 
su  título  y  se  incorporarán  de  acuerdo  con  los  tratados  y  leyes 
vigentes.  Llenarán,  además,  los  otros  requisitos  a  que  están  sujetos 
los  nacionales,  que  hubieren  obtenido  el  título  en  esta  República. 

ARTICULO  199. 

Las  demandas,  peticiones  y  memoriales  que  se  presenten  a 
los  Tribunales  de  Justicia,  deberán  estar  respaldados  con  la  firma 
de  un  Abogado  en  ejercicio,  y  sin  ese  requisito,  no  se  dará  curso 
a  ninguna  gestión.  El  Abogado  es  responsable  del  fondo  y  de  la 
forma  de  los  escritos  que  autorice  con  su  firma. 

No  es  necesaria  la  intervención  de  Abogado:  en  los  asuntos 
verbales,  en  los  recursos  de  amparo  ni  en  las  gestiones  del  Minis¬ 
terio  Público. 

Tampoco  es  necesaria,  cuando  en  la  población  donde  tenga  su 
asiento  el  Tribunal,  estén  radicados  menos  de  cuatro  Abogados 
hábiles. 

ARTICULO  200. 

No  podrán  ejercer  la  profesión  de  Abogado: 
l9 — Los  que  no  hayan  cumplido  la  mayoría  de  edad  y  los  incapa¬ 
citados  ; 

2I> — Los  que  tengan  auto  de  prisión  o  condena  pendiente  por  cual¬ 
quier  delito,  por  el  tiempo  fijado  en  la  sentencia  respectiva; 
3'>~r- -Los  que  no  puedan  ser  mandatarios  judiciales;  y, 

4’ — Los  que  hubieran  sido  declarados  inhábiles,  de  conformidad 
con  esta  ley. 

ARTICULO  201. 

Son  obligaciones  de  los  Abogados: 

1’ — Alegar  por  escrito  o  de  palabra,  sin  faltar  a  la  verdad  de  los 
hechos,  ni  contra  las  disposiciones  legales;  y, 

2? — Defender  gratuitamente  a  los  declarados  pobres  y  a  los  proce¬ 
sados  que  no  nombren  defensor. 

Los  Jueces  cuidarán  de  distribuir  equitativamente  entre  los 
Abogados  de  su  jurisdicción,  la  defensa  de  los  pobres,  y  tienen 
facultad  para  imponer  a  aquéllos,  multa  de  cinco  a  veinticinco 
quetzales,  cuando  sin  justa  causa  no  cumplan  con  su  deber. 
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ARTICULO  202. 


Es  prohibido  a  los  Abogados: 

l9 — Actuar  en  los  juicios  en  que  el  Juez  tuviere  que  excusarse  o 
pudiere  ser  recusado,  a  causa  de  la  intervención  del  profe¬ 
sional  ; 

2’ — Invocar  leyes  supuestas  o  truncadas; 

39 — Descubrir  el  secreto  de  su  cliente ; 

49 — Abandonar  sin  justa  causa  los  asuntos  que  hubiere  comenzado 
a  defender; 

ó9 — Interrumpir  el  discurso  o  declaración  de  la  parte  contraria  o 
de  su  Abogado ; 

69 — Exigir  a  su  cliente  honorarios  mayores  que  los  concertados  o 
los  que  fijan  los  aranceles; 

79 — Defender  a  una  parte  después  de  haber  principiado  la  defensa 
de  la  otra  en  el  mismo  asunto;  y, 

S9 — Faltar  al  cumplimiento  de  las  demás  obligaciones  que  prescribe 
el  Reglamento  de  los  Tribunales  y  otras  leyes. 


ARTICULO  203. 

Los  Abogados  son  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  que 
sufran  sus  clientes  por  su  ignorancia,  negligencia  o  mala  fe,  com¬ 
probadas. 

En  los  recursos  de  casación,  los  Abogados  quedarán  solidaria¬ 
mente  responsables  con  la  parte,  al  pago  de  la  multa  que  se  impu¬ 
siere,  si  fuere  desestimado  o  desechado  el  recurso. 


ARTICULO  204. 

La  interposición  de  recursos  frívolos  e  impertinentes  que  evi¬ 
dentemente  tiendan  a  entorpecer  los  procedimientos,  y  la  presen¬ 
tación  de  escritos  injuriosos,  a  que  se  refiere  el  inciso  3°  del  artículo 
91  de  esta  ley,  será  penada,  las  dos  primeras  veces,  con  multa  de 
cinco  a  veinticinco  quetzales,  y  la  tercera,  con  suspensión  en  el 
ejercicio  profesional  por  un  término  de  seis  meses  a  un  año,  a 
juicio  del  Juez. 

Contra  la  inhabilitación  declarada  por  el  Tribunal  cabe  recur¬ 
so  de  apelación. 

ARTICULO  205. 

Todas  las  inhabilitaciones  se  decretarán  por  el  Tribunal  que 
conozca  d?l  asunto,  haciéndose  saber  a  la  Corte  Suprema  de  Justi¬ 
cia;  ésta  lo  comunicará  a  su  vez  a  los  demás  Tribunales,  ordenan- 
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do  que  se  haga  la  correspondiente  anotación  en  el  Registro  de  Abo¬ 
gados  y  que  se  publique  en  el  Diario  Oficial  y  en  la  "Gaceta  de  los 
Tribunales”. 


CAPITULO  IX 


DE  LOS  MANDATARIOS  JUDICIALES 

ARTICULO  206. 

Las  personas  hábiles  para  comparecer  ante  los  Tribunales,  que 
no  quieran  demandar  o  defenderse  o  en  general  gestionar  por  sí 
mismas,  pueden  nombrar  mandatarios  judiciales. 


,  ARTICULO  207. 

El  mandato  debe  conferirse  en  escritura  pública  para  los  asun¬ 
tos  que  se  ventilen  en  la  forma  escrita. 

Para  los  verbales,  bastará  otorgarlo  en  documento  privado, 
reconocido  ante  el  Juez  y  Secretario,  haciéndolo  constar  en  una 
acta  que  se  extenderá  en  la  pieza  misma  de  las  actuaciones.  Tam¬ 
bién  podrá  ser  legalizado  el  documento  por  Notario. 


ARTICULO  208. 

Los  mandatarios  necesitan  facultad  especial: 

^  I9' — ?ara  prestar  cojUejúón^ 

^  2V — Para  reconocer/parientes; 

/  39 — Para  reconocer  firmas; 

^  4? — para  someter  los  asuntos  a  la  decisión  de  árbitros  o  arbitra- 
dores,  nombrarlos  o  proponerlos; 

y/  59 _ Para  denunciar  delitos  y  acusar  criminalmente; 

/  6» _ Para  iniciar  o  aceptar  la  separación  o  el  divorcio  y  para  asis¬ 

tir  a  las  juntas  de  reconciliación  y  resolver  lo  más  favorable 
,  poderdante^-  jUut  J»-  U 

J  70 — Para  prorrogar  jurisdicción; 

/  ge _ para  desistir  del  juicio,  de  los  ocursos,  recursos,  incidentes, 

excepciones  y  de  las  recusaciones,  así  como  para  renunciarlos; 

/  99 _ para  celebrar  transacciones  y  convenios  con  relación  al  litigio ; 

✓  10. _ Para  condonar  obligaciones  y  conceder  esperas  y  quitas; 

✓  11. _ Para  solicitar  o  aceptar  en  pago  adjudicaciones  de  bienes; 

*  12. _ Para  otorgar  perdón  en  los  delitos  privados; 

^  13. — Para  aprobar  liquidaciones  y  cuentas;  y, 

^  14. _ Para  substituir  el  mandato  total  o  parcialmente,  reserván¬ 

dose  o  no  su  ejercicio. 


ARTICULO  209. 


Son  obligaciones  de  los  mandatarios : 

l9 — Comprobar  su  representación; 

2'> — No  desamparar  el  asunto  en  que  hubiesen  gestionado,  mientras 
no  hayan  sido  reemplazados  en  su  ejercicio; 

3° — Satisfacer  los  gastos  necesarios  que  les  correspondan  para  el 
curso  del  asunto; 

4® — Cumplir  con  las  demás  obligaciones  de  los  mandatarios  en  ge¬ 
neral  y  las  que  les  imponen  el  Reglamento  de  Tribunales  y 
otras  leyes. 


ARTICULO  210. 

Los  mandatarios  están  sujetos  a  las  prohibiciones  de  los  Abo¬ 
gados  e  incurren  en  igual  responsabilidad  que  ellos. 


ARTICULO  211. 

No  pueden  ser  mandatarios: 

l9 — Los  que  por  sí  mismos  no  pueden  gestionar  en  asuntos  ju-. 
diciales ; 

29 — Los  que  tengan  auto  de  prisión  o  condena  pendiente,  por  cual¬ 
quier  delito,  por  el  tiempo  fijado  en  la  sentencia  respectiva; 

39 — Los  funcionarios  y  empleados  del  Poder  Judicial  y  los  pasantes 
y  meritorios  de  los  Tribunales; 

49 — Los  funcionarios  y  empleados  remunerados  del  Poder  Ejecutivo, 
con  excepción  de  lo-s  Abogados  consultores  y  los  empleados  de 
Educación  Pública;  y, 

59 — El  Presidente  del  Poder  Legislativo  y  los  Vicepresidentes  du¬ 
rante  el  tiempo  que  subroguen  a  aquél. 


ARTICULO  212. 

La  revocatoria  de  un  mandato  no  surtirá  efecto  en  un  asunto 
en  que  lo  hubiere  presentado  el  mandatario,  mientras  el  poderdante 
no  manifieste  en  la  forma  legal  al  Juez,  que  se  apersona  en  el 
asunto  y  que  fija  para  recibir  notificaciones  una  casa  en  la  pobla¬ 
ción  donde  el  Tribunal  tiene  su  asiento  o  mientras  otra  persona  no 
compruebe  en  autos  que  ha  subrogado  al  mandatario  y  fije  la  resi¬ 
dencia  a  que  se  refiere  este  artículo. 

Si  el  mandatario  cuyo  mandato  ha  sido  revocado  quedare  inha¬ 
bilitado,  se  ordenará  la  inmediata  presentación  del  substituto,  con 
el  apercibiíníento  de  nombrar  defensor  judicial,  si  no  se  verifica. 
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ARTICULO  213. 

Las  disposiciones  de  este  Capítulo  son  aplicables  a  cualesquiera 
otros  representantes  de  las  partes. 


CAPITULO  X 


DE  LOS  INCIDENTES 

ARTICULO  214. 

Son  incidentes  las  cuestiones  que  se  promueven  en  un  asunto 
y  tienen  relación  inmediata  con  el  negocio  principal. 

ARTICULO  215. 

Cuando  fueren  completamente  ajenos  al  negocio  principal,  los 
Jueces,  de  oficio,  deberán  repelerlos. 

ARTICULO  216. 

Los  incidentes  que  pongan  obstáculos  al  curso  del  asunto,  se 
substanciarán  en  la  misma  pieza  de  autos,  quedando  éstos,  mien¬ 
tras  tanto,  en  suspenso. 

ARTICULO  217. 

Los  que  no  pongan  obstáculos  a  la  prosecución  del  asunto,  se 
substanciarán  en  pieza  separada,  que  se  formará  con  los  escritos 
y  documentos  que  ambas  partes  señalen  y  a  costa  del  que  los  haya 
promovido. 

ARTICULO  218. 

Impide  el  curso  del  asunto  todo  incidente  sin  cuya  previa  reso¬ 
lución  es  absolutamente  imposible,  de  hecho  o  de  derecho,  conti¬ 
nuar  substanciándolo. 

ARTICULO  219. 

Promovido  el  incidente,  se  dará  vista  a  los  otros  interesados,  si 
los  hubiere,  por  el  término  de  (ios  días,  comunes  a  ambos. 
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ARTICULO  220. 


Si  el  incidente  se  refiere  a  cuestiones  de  hecho,  y  cualquiera 
de  las  partes  pidiere  que  se  abra  a  prueba  o  el  Juez  lo  considerase 
necesario,  se  señalará  para  el  efecto  el  término  de  diez  días. 


ARTICULO  221. 

El  Juez  resolverá  el  incidente  sin  más  trámite,  dentro  de  tres 
días,  y  si  se  hubiere  abierto  a  prueba,  el  fallo  se  dictará  dentro  del 
mismo  término,  después  de  concluido  el  de  prueba. 


CAPITULO  XI 


RESOLUCIONES  JUDICIALES 

ARTICULO  222. 

Las  resoluciones  judiciales  son: 

Decretos,  autos  y  sentencias. 

Los  primeros,  son  determinaciones  de  trámite;  los  segundos, 
decisiones  que  ponen  término  a  un  artículo  o  que  resuelven  mate¬ 
ria  que  no  sea  de  puro  trámite;  y  las  últimas,  deciden  el  asunto 
principal. 

Los  Decretos  y  autos  los  subscribirá  el  Juez,  con  su  apellido; 
y  las  sentencias,  con  su  nombre  y  apellido. 

En  los  Tribunales  colegiados,  el  Presidente  llevará  y  firmará 
con  su  apellido  la  tramitación.  Los  autos  los  subscribirán,  el  Pre¬ 
sidente  y  los  Vocales,  con  sus  apellidos,  y  las  sentencias,  con  sus 
nombres  y  apellidos. 


ARTICULO  223. 

Los  Decretos  deben  dictarse  a  más  tardar,  el  día  siguiente  de 
que  se  reciban  las  solicitudes;  los  autos  dentro  de  tres  días;  las 
sentencias  dentro  de  los  ocho  días  después  de  la  vista,  y  ésta  se 
verificará  dentro  de  los  sesenta  días  después  de  que  se  termine 
la  tramitación  del  asunto.  La  infracción  de  este  artículo  se  casti¬ 
gará  con  una  multa  de  dos  a  diez  quetzales,  que  se  impondrá  al 
Juez,  o  a  cada  uno  de  los  miembros  de  un  Tribunal  colegiado,  salvo 
que  la  demora  haya  sido  por  causa  justificada,  a  juicio  del  Tribunal 
superior.  Esta  causa  se  hará  constar  en  el  expediente. 
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ARTICULO  224. 


En  toda  resolución  judicial  deben  citarse  las  leyes  en  que  se 
funda,  pena  de  nulidad  y  de  una  multa  de  dos  a  diez  quetzales, 
que  se  impondrá  al  Tribunal  que  dicte  la  resolución. 


ARTICULO  225. 

Las  sentencias  y  los  autos  no  pueden  ser  revocados  por  el 
Tribunal  que  los  dicte;  salvo  el  caso  de  revisión  de  los  autos  origi¬ 
narios  de  las  Salas.  Los  Decretos  son  revocables. 


ARTICULO  226. 

La  revocación  deberá  pedirse  por  escrito,  dentro  de  las  veinti¬ 
cuatro  horas  siguientes  a  la  última  notificación.  Si  el  juicio  fuere 
verbal,  la  revocación  se  pedirá  en  comparecencia. 

El  Tribunal  resolverá  dentro  de  las  veinticuatro  horas  si¬ 
guientes. 


CAPITULO  XII 

SENTENCIAS 

ARTICULO  227. 

Las  sentencias  contendrán  decisiones  expresas,  positivas  y 
precisas,  congruentes  con  la  demanda. 

ARTICULO  228. 

Cuando  hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos,  se  hará  con  la 
debida  separación  el  pronunciamiento  correspondiente  a  cada  uno 
de  ellos. 

ARTICULO  229. 

Cuando  hubiere  condena  de  frutos,  intereses,  daños  o  perjui¬ 
cios,  se  fijará  su  importe  en  cantidad  líquida,  o  se  establecerán,  por 
lo  menos,  las  bases  con  arreglo  a  las  cuales  debe  hacerse  la  liqui¬ 
dación,  si  esas  bases  no  se  dejaren  al  juicio  de  expertos. 
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ARTICULO  230. 


La  sentencia  dada  contra  una  parte,  no  perjudica  ni  aprovecha 
a  un  tercero,  cuyo  derecho  no  provenga  de  los  que  siguieron  el 
juicio. 


ARTICULO  231. 

Las  sentencias  dadas  sobre  la  acción  deducida  acerca  de  una 
cosa,  no  impiden  el  juicio  sobre  otra  acción  diversa  que  respecto 
de  ella  se  deduzca. 


ARTICULO  232. 

En  la  redacción  de  las  sentencias  se  observarán  las  reglas 

siguientes : 

1* — Principiará  el  Juez  expresando  el  lugar  y  la  fecha  en  que  dicta 
el  fallo,  los  nombres,  apellidos  y  domicilio  de  los  litigantes,  de 
las  personas  que  los  representen,  de  los  Abogados  que  hayan 
intervenido  en  el  juicio,  el  objeto  de  la  disputa  y  la  naturaleza 
del  asunto; 

2’ — Consignará  en  párrafos  separados  lo  que  resulte  respecto  de 
cada  uno  de  los  hechos  contenidos  en  los  escritos  de  demanda 
y  contestación ; 

3? — En  iguales  términos  asentará  los  puntos  relativos  a  la  recon¬ 
vención,  a  la  compensación  y  a  las  demás  excepciones  pe¬ 
rentorias  ; 

4’ — Del  mismo  modo  relacionará  los  hechos  que  se  hayan  sujetado 
a  prueba,  especificando  los  que  estén  probados  y  los  que  no  lo 
hayan  sido ; 

5’ — A  continuación  hará  mérito,  en  párrafos  separados  también, 
de  cada  uno  de  los  puntos  de  derecho,  dando  las  razones  y  fun¬ 
damentos  legales  que  se  estime  procedentes,  y  citando  las  leyes 
o  doctrinas  que  considere  aplicables; 

6* — En  las  consideraciones  estimará  el  valor  de  las  pruebas,  fijando 
los  principios  en  que  descanse  para  admitir  o  desechar  aquellas 
cuya  calificación  deja  la  ley  a  su  juicio; 

T — Por  último  dictará  la  resolución. 

En  lo  penal  se  atenderá  también  a  lo  que  prescriba  el  Có¬ 
digo  de  Procedimientos  respectivo. 


ARTICULO  233. 

Las  sentencias  de  Segunda  Instancia  y  de  casación  contendrán : 
un  resumen  de  la  sentencia  recurrida;  la  rectificación  de  los  he¬ 
chos  relacionados  con  inexactitud;  los  puntos  que  hayan  sido  objeto 
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del  juicio;  el  extracto  de  las  pruebas  y  alegaciones  de  las  partes 
contendientes;  las  consideraciones  de  derecho;  las  leyes  aplica¬ 
bles;  y  la  resolución  que  proceda. 


ARTICULO  234. 

El  mismo  día  de  la  vista  o  dentro  de  los  ocho  días  siguientes, 
se  mandará  notificar  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia.  Para  este 
efecto  son  hábiles  las  veinticuatro  horas  del  día. 

Los  términos  para  interponer  recursos  se  contarán  desde  la 
última  notificación  de  la  totalidad  de  la  sentencia. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  rige  para  los  Jueces  menores. 


ARTICULO  235. 

Son  sentencias  ejecutoriadas,  las  resoluciones  siguientes: 

1“ — Las  sentencias  consentidas  expresamente  por  las  partes; 

2’ — Las  sentencias  de  que  hecha  la  notificación  en  forma  legal,  no 
se  interpone  recurso  en  el  término  señalado  por  la  ley; 

3* — Las  sentencias  de  las  que  se  ha  interpuesto  recurso  y  ha  sido 
declarado  improcedente  o  abandonado ; 

4* — Las  de  Segunda  Instancia  en  asuntos  que  no  admitan  el  recurso 
extraordinario  de  casación; 

5’ — Las  de  Segunda  Instancia,  cuando  el  recurso  de  casación  fuere 
desestimado; 

6? — Las  de  casación; 

V — Las  demás  que  se  declaren  irrevocables  por  mandato  de  la  ley 
y  las  que  no  admiten  más  recurso  que  el  de  responsabilidad;  y, 
8? — Las  de  los  Jueces  árbitros  o  arbitradores,  cuando  en  la  escritura 
de  compromiso  se  hayan  renunciado  los  recursos  y  no  se  haya 
interpuesto  el  de  casación. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  rigen  para  los  autos. 


ARTICULO  236. 

Ejecutoria  es  la  misma  sentencia  ejecutoriada  y  también  el 
testimonio  de  ella,  debidamente  legalizado,  expedido  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia. 


ARTICULO  237. 

Hay  cosa  juzgada  cuando  la  sentencia  es  ejecutoriada,  siempre 
que  haya  identidad  de  personas,  cosas  y  acción,  pero  cuando  hu¬ 
biere  lugar  a  un  juicio  ordinario,  no  causa  dicha  excepción. 
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CAPITULO  XIII 


EJECUCION  DE  SENTENCIAS 

ARTICULO  238. 

Debe  ejecutar  la  sentencia  el  Juez  que  la  dictó  en  Primera 
Instancia;  en  lo  criminal  se  atenderá  a  lo  que  se  preceptúe  en  el 
Código  respectivo. 

ARTICULO  239. 

Las  transacciones,  las  sentencias  de  árbitros  o  arbitradores,  las 
de  Contadores,  que  tengan  fuerza  ejecutiva,  se  ejecutarán  por  el 
Juez  que  debiera  conocer  en  el  asunto. 

\  ARTICULO  240. 

Los  convenios  celebrados  en  juicio,  serán  ejecutados  por  el 
Juez  que  conozca  del  asunto.  Si  se  celebran  en  Segunda  Instancia 
se  ejecutarán  por  el  Juez  que  conoció  en  la  primera. 

ARTICULO  241. 

Si  pasado  el  plazo  fijado  por  el  Juez  para  la  ejecución,  el  obli¬ 
gado  no  cumpliere,  y  el  hecho  consiste  en  el  otorgamiento  de  una 
escritura  u  otro  instrumento,  lo  ejecutará  el  Juez,  previa  notifi¬ 
cación  al  demandado,  y  expresándose  en  el  documento,  que  se 
otorga  en  rebeldía. 

ARTICULO  242. 

Si  el  hecho  fuere  personal  del  obligado  y  éste  no  lo  prestare, 
quedará  a  elección  del  actor,  demandar  daños  y  perjuicios  o  que 
otra  persona  lo  ejecute  por  cuenta  del  rebelde. 

ARTICULO  243. 

Si  la  cosa  determinada  que  debe  entregarse  ha  perecido,  el  obli¬ 
gado  pagará  su  valor,  pero  si  fuere  culpable  de  la  pérdida,  indem¬ 
nizará,  además,  los  daños  y  perjuicios. 

ARTICULO  244. 

Si  la  sentencia  condena  a  no  hacer,  su  infracción  se  resolverá 
en  el  pago  de  daños  y  perjuicios. 
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ARTICULO  245. 


Si  la  ejecutoria  procede  de  una  nación,  en  la  que  conforme  a 
su  jurisprudencia,  no  se  dé  cumplimiento  a  las  dictadas  en  los  Tri¬ 
bunales  guatemaltecos,  no  tendrá  fuerza  en  la  República. 


ARTICULO  246. 

Si  no  hubiere  tratados  especiales  con  la  nación  en  que  se 
haya  pronunciado  la  sentencia,  tendrán  la  misma  fuerza  que  en 

ella  se  diere  por  las  leyes  a  las  ejecutorias  dictadas  en  la  República. 

/ 

ARTICULO  247. 

En  los  casos  a  que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  sólo  ten¬ 
drán  fuerza  en  la  República,  las  ejecutorias  extranjeras,  que  reúnan 
las  circunstancias  siguientes : 

1' — Que  hayan  sido  dictadas  a  consecuencia  del  ejercicio  de 
una  acción  personal,  civil  o  mercantil; 

2- — Que  no  hayan  recaído  en  rebeldía  ni  contra  persona  repu¬ 
tada  ausente  que  tenga  su  domicilio  en  Guatemala; 

3’ — Que  la  obligación  para  cuyo  cumplimiento  se  haya  proce¬ 
dido,  sea  lícita  en  la  República; 

4* — Que  sean  ejecutoriadas  conforme  a  las  leyes  de  la  nación 
en  que  se  hayan  dictado; 

5? — Que  no  sean  por  delitos  políticos  o  comunes  conexos ;  y, 

6’ — Que  reúnan  los  requisitos  necesarios  para  ser  consideradas 
como  auténticas. 


ARTICULO  248. 

Es  competente  para  ejecutar  una  sentencia  dictada  en  el  ex¬ 
tranjero,  el  Juez  que  lo  sería  para  conocer  del  juicio  en  que  recayó. 

ARTICULO  249. 

Presentada  la  ejecutoria  en  el  Juzgado  competente,  traducida 
al  castellano,  autenticadas  las  firmas,  concedido  el  pase  legal  y 
solicitada  su  ejecución,  se  procederá  como  si  fuere  sentencia  de 
los  Tribunales  de  la  República. 

110 


CAPITULO  XIV 


CONFLICTOS  EN  LA  APLICACION  DE  LEYES 
DICTADAS  EN  DIFERENTES  EPOCAS 

ARTICULO  250. 

Los  conflictos  que  resultaren  de  la  aplicación  de  leyes  dictadas 
en  diferentes  épocas,  se  decidirán  con  arreglo  a  las  disposiciones 
siguientes : 

1» — El  estado  civil  adquirido  conforme  a  la  ley  vigente  a  la  fecha 
de  su  constitución,  subsistirá,  aunque  ésta  pierda  después  su 
fuerza;  pero  los  derechos  y  obligaciones  anexos  a  él,  se  subor¬ 
dinarán  a  la  ley  posterior,  sea  que  ésta  constituya  nuevos 
derechos  u  obligaciones,  sea  que  modifique  o  derogue  los 
antiguos; 

2* — Los  derechos  de  administración  que  el  padre  de  familia  tuvie¬ 
re  en  los  bienes  del  hijo,  y  que  hubiesen  sido  adquiridos  bajo 
una  ley  anterior,  se  sujetarán,  en  cuanto  a  su  ejercicio  y  dura¬ 
ción  a  las  reglas  dictadas  por  una  ley  posterior; 

3? — El  menor  que  bajo  el  imperio  de  una  ley  hubiere  adquirido  el 
derecho  de  administrar  sus  bienes,  no  lo  perderá  bajo  el  de 
otra,  aunque  la  última  exija  nuevas  condiciones  para  adqui¬ 
rirlo;  pero  en  el  ejercicio  de  este  derecho,  se  sujetará  a  las 
reglas  establecidas  por  la  ley  posterior; 

4’ — Si  una  nueva  ley  amplía  o  restringe  las  condiciones  necesa¬ 
rias  para  ejecutar  ciertos  actos  o  adquirir  determinados  dere¬ 
chos,  dicha  ley  debe  aplicarse  inmediatamente  a  todas  las  per¬ 
sonas  que  comprende; 

5’ — Todo  derecho  real  adquirido  bajo  una  ley  y  en  conformidad 
con  ella,  subsiste  bajo  el  imperio  de  otra;  pero  en  cuanto  a  su 
ejercicio  y  cargos  y  en  lo  tocante  a  su  extinción,  prevalecerán 
las  disposiciones  de  la  nueva  ley; 

6‘ — La  posición  jurídica  constituida  bajo  una  ley  anterior,  se  con¬ 
serva  bajo  el  imperio  de  otra  posterior; 

V — Las  servidumbres  naturales  y  voluntarias  constituidas  válida¬ 
mente  bajo  el  imperio  de  una  antigua  ley,  se  sujetarán,  en  su 
ejercicio  y  conservación,  a  las  reglas  que  estableciere  otra 
nueva  ley; 
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8‘ — Las  solemnidades  externas  de  los  testamentos  y  de  las  donacio¬ 
nes  por  causas  de  muerte,  se  regirán  por  la  ley  coetánea  a  su 
otorgamiento ;  pero  las  disposiciones  contenidas  en  ellos  esta¬ 
rán  subordinadas  a  la  ley  vigente  en  la  época  de  la  muerte  del 
testador; 

9‘ — En  las  sucesiones  intestadas,  el  deredho  de  representación  de 
los  llamados  a  ellas,  se  regirá  por  la  ley  vigente  en  la  fecha 
de  la  muerte  del  causante; 

10.  — En  la  adjudicación  y  partición  de  una  herencia  o  legado,  se 

observará  la  regla  anterior; 

11.  — En  todo  acto  o  contrato  se  entenderán  incorporadas  las  leyes 

vigentes  al  tiempo  de  su  celebración,  exceptuándose  las  con¬ 
cernientes  al  modo  de  reclamar  en  juicio  los  derechos  que 
resultaren  de  ellos; 

12.  — Los  actos  y  contratos  válidamente  celebrados  bajo  el  imperio 

de  una  ley,  podrán  probarse  bajo  el  imperio  de  otra  por  los 
medios  que  aquélla  establecía  para  su  justificación;  pero  la 
forma  en  que  debe  rendirse  la  prueba  estará  subordinada  a 
la  ley  vigente  al  tiempo  en  que  se  rindiere; 

13.  — Las  leyes  concernientes  a  la  sustanciación  y  ritualidad  de  las 

actuaciones  judiciales  prevalecen  sobre  las  anteriores,  desde  el 
momento  en  que  deben  empezar  a  regir;  pero  los  términos  que 
hubiesen  empezado  a  correr  y  las  actuaciones  y  diligencias  que 
ya  estuvieren  iniciadas,  se  regirán  por  la  ley  vigente  al  tiempo 
de  su  iniciación. 

ARTICULO  251. 

Quedan  derogadas  la  Ley  Orgánica  y  Reglamentaria  del  Poder 
Judicial  y  las  demás  leyes  que  se  opongan  o  estén  substituidas  por 
la  presente. 

ARTICULO  252. 

Esta  ley  comenzará  a  regir  desde  el  30  de  junio  del  corriente 

año. 

ARTICULO  TRANSITORIO 

Mientras  se  hace  por  la  Asamblea,  en  sus  próximas  sesiones, 
la  elección  de  Magistrado  Fiscal  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  ,a 
continuarán  los  Fiscales  de  las  Salas  ejerciendo  sus  funciones 

como  al  presente.  t.0- 

i  -e 

t 

.via 
ado". 


112 


Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y  cumplimiento. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Legislativo:  en  Guatema¬ 
la,  el  doce  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y  tres. 

JUAN  J.  ORTEGA, 

Presidente. 

C.  ENRIQUE  LARRAONDO, 

Secretario. 

F.  HERNANDEZ  DE  LEON, 

Secretario. 

Casa  del  Gobierno:  Guatemala,  diez  y  nueve  de  mayo 
de  mil  novecientos  treinta  y  tres. 

Publíquese  y  cúmplase. 


JORGE  UBICO. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

Gmo.  S.  de  Tejada. 
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DECRETO  IHimERO  1932 


CODIGO  CH7Ib 

DE  hñ 

REPUBhIGfl  DE  GUflTEflMfafl 


GUflTEmflbfl,  C.  fl. 
3ULI0  DE  1933 


Dictamen  de  la  Comisión  Extraordinaria  de  Códi¬ 
gos  de  la  Asamblea  Nacional  Legislativa,  sobre 
el  Proyecto  de  Código  Civil,  presentado  por  el 
Poder  Ejecutivo. 


Asamblea  Nacional  Legislativa: 

La  Comisión  Extraordinaria  de  Códigos  ha  cumplido, 
con  la  mayor  dedicación,  la  ardua  y  honrosa  tarea  de  revisar 
el  proyecto  de  Código  Civil  que  el  Ejecutivo,  por  medio  del 
Ministerio  de  Gobernación  y  Justicia,  remitió  a  la  Asamblea. 
En  la  nota  de  remisión  expresaba  el  señor  Ministro  que  el 
anteproyecto  fué  elaborado  por  la  Comisión  de  Legislación 
adscrita  al  Despacho  que  él  tiene  a  su  cargo,  y  encarecía  que 
las  enmiendas  u  observaciones  que  los  señores  Diputados 
tuvieran  a  bien  proponer,  las  presentaran  y  discutieran  con 
la  Comisión  Extraordinaria  elegida  por  esta  Representación 
Nacional.  También  ofreció  el  señor  Ministro  remitir  a  esta 
Comisión  las  observaciones  que  el  Gobierno  creyera  opor¬ 
tunas  y  que,  si  era  necesario,  concurriría  él  personalmente  a 
las  sesiones  en  que  se  hiciera  el  estudio,  para  deliberar  acer¬ 
ca  de  las  reformas  pertinentes.  Todo  esto  con  el  objeto  de 
facilitar  el  trabajo  y  evitar,  en  lo  posible,  largas  discusiones 
en  el  seno  de  la  Asamblea.  En  efecto,  la  experiencia  de¬ 
muestra  cómo  son  de  infructuosas  y  hasta  inconvenientes 
tales  discusiones,  cuando  versan  sobre  leyes  de  gran  ex¬ 
tensión. 

Instalada  esta  Comisión,  invitó  al  señor  Ministro  para 
que  por  escrito  o  de  palabra  manifestara  sus  observaciones, 
a  lo  que  contestó  que  el  Gobierno  no  tenía  otras  que  hacer 
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que  las  formuladas  por  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  que 
fue  la  encargada  por  el  Ejecutivo  de  revisar  el  anteproyecto 
y  discutirlo  con  la  Comisión  redactara.  Esta  cumplió  con  su 
ofrecimiento  de  presentar  la  exposición  de  motivos  del  nue¬ 
vo  Código,  y  la  Comisión  que  tiene  el  honor  de  abrir  el  pre¬ 
sente  dictamen,  compuesta  en  su  mayoría  por  miembros 
de  la  de  Legislación  adscrita  al  Ministerio  de  Gobernación  y 
Justicia,  cree  oportuno  reproducir  íntegramente  esa  exposi¬ 
ción,  para  que  se  tenga  como  parte  fundamental  de  este  dic¬ 
tamen.  Dice  así: 

‘‘Señor  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho  de  Gober¬ 
nación  y  Justicia. 

La  Comisión  de  Legislación  cumple  con  el  deber  de  in¬ 
formar  a  usted  de  los  trabajos  que  ha  llevado  a  cabo  y  de 
exponerle  las  razones  que  ha  tenido  para  hacer  algunos  cam¬ 
bios  en  los  proyectos  que  el  Poder  Ejecutivo  tuvo  a  bien 
someter  a  nuestro  estudio. 

La  nueva  codificación  es  indispensable.  Son  tantas  las 
reformas  hechas  a  los  cuerpos  de  leyes  que  se  publicaron 
en  1877  y  tantas  las  diseminadas  que  se  han  emitido  desde 
entonces,  que  no  exageramos  al  decir  que  estamos  en  un 
caos  en  esa  materia,  tal  y  como  lo  estábamos  cuando  nos 
regían  las  leyes  de  partida,  las  recopilaciones  Nueva  y  No¬ 
vísima  y  los  Fueros. 

No  es  una  recopilación  la  que  se  necesita.  Los  Códigos 
que  están  en  vigor  eran  magníficos  para  su  época;  pero  la 
evolución  constante  de  las  ideas  y  principios,  ha  llegado  a  tal 
punto,  que  es  ineludible  el  cambio  de  muchos  de  nuestros 
preceptos,  para  que  lejos  de  ser  un  obstáculo,  sean  un  im¬ 
pulso  al  desarrollo  y  progreso  de  los  pueblos. 

Eso,  que  ha  tenido  en  mira  la  Comisión,  explica,  en  lo 
general,  las  reformas  que  se  han  hecho  al  Código  Civil,  sin 
perjuicio  de  exponerlas  en  detalle  al  tratar  de  cada  una 
de  ellas. 

Del  estudio  de  las  diversas  legislaciones  que  rigen  en 
los  países  más  adelantados  del  mundo,  se  llega  al  convenci¬ 
miento  de  que  ninguna  de  ellas  es  completa,  ni  puede  adop- 


118 


tarse  como  norma  universal,  porque  no  todos  aquellos  se 
encuentran  en  el  mismo  grado  de  civilización  y  cultura,  ni 
sus  costumbres  y  ambiente  social  son  iguales. 

Escudriñando  la  historia  de  la  legislación  positiva,  com¬ 
probamos  que  fué  el  Derecho  Romano',  monumento  univer¬ 
sal  e  imperecedero  de  las  instituciones  jurídicas,  al  mismo 
tiempo  fuente  inspiradora  de  otras  legislaciones  más  adelan¬ 
tadas,  especialmente  la  de  la  nación  Ibérica,  en  donde  res¬ 
plandecieron  en  sus  numerosos  Códigos,  los  principios  de 
justicia  más  vitales  y  duraderos,  aunque  a  la  par  de  ellos 
figuran,  como  propias  de  aquellos  tiempos,  instituciones  y 
doctrinas  que  han  ido  desapareciendo  con  los  adelantos  de 
las  ciencias  sociales  y  los  progresos  de  la  humanidad,  corres¬ 
pondiendo  así  a  las  nuevas  orientaciones  en  la  esfera  ju¬ 
rídica. 

Sin  embargo,  quedan  aún  en  los  Códigos  más  perfectos, 
como  el  de  Napoleón,  rezagos  de  viejas  doctrinas,  ligadas 
con  costumbres  que  han  cambiado  radicalmente.  Por  esto 
es  necesaria  la  revisión  de  las  leyes,  de  tiempo  en  tiempo, 
para  corregir  sus  errores  y  armonizarlas  con  las  nuevas  exi¬ 
gencias  sociales. 

En  nuestro  estudio  hemos  visto  que,  por  lo  general, 
unos  Códigos  sirven  de  modelo  a  otros  y  sus  disposiciones  se 
repiten  sin  más  razón  que  la  de  su  preexistencia.  Hemos 
procurado  huir  de  la  imitación  servil,  sin  dejarnos  seducir 
por  el  renombre  de  determinada  legislación  ni  por  la  fama 
de  sus  autores;  y,  alguna  vez,  en  las  leyes  de  países  de  me¬ 
nos  importancia,  hemos  encontrado  innovaciones  y  solucio¬ 
nes  originales  que  contienen  enseñanzas  útiles  para  mejorar 
y  completar  las  que  nos  rigen. 

De  gran  utilidad  nos  ha  sido  consultar  obras  de  Derecho 
Moderno  y  de  ilustres  juristas,  convencidos  de  que  las  inno¬ 
vaciones  en  esta  materia  no  deben  adoptarse  sin  maduro 
examen;  pero  también  juzgamos  que  el  progreso  del  dere¬ 
cho  resulta  de  la  contribución  de  los  esfuerzos  de  todas  las 
naciones  y  de  sus  legislaciones. 

Armonizar  todo  lo  que  se  relaciona  con  los  problemas 
de  la  vida  civil,  para  dar  de  mano  a  las  divergencias  y  aun 
conflictos  que  resultan  en  algunas  de  nuestras  leyes  y  que 
se  prestan  a  interpretaciones  diversas  y  contradictorias,  ha 
sido  una  de  las  preocupaciones  de  la  Comisión.  Con  tenden- 
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cia  a  este  fin,  hemos  huido  del  procedimiento  casuístico,  que 
es  grave  defecto  en  la  ley  y,  en  lo  posible,  nos  hemos  abste¬ 
nido  de  dar  definiciones,  a  no  ser  cuando  ha  sido  necesario 
precisar  el  concepto  técnico- jurídico  para  distinguirlo  del 
vulgar.  Las  enunciaciones  teóricas  están  bien  en  las  obras 
didácticas,  en  las  que  caben  los  puntos  de  vista  ideológicos 
y  se  explican  todos  sus  alcances;  mientras  que  en  las  leyes, 
es  peligroso  definir  por-  la  amplitud,  que  puede  comprender 
más  de  lo  que  el  legislador  se  propone  o  menos  de  lo  que  el 
precepto  requiere.  En  este  sentido  hemos  creído  convenien¬ 
te  adoptar  fórmulas  muy  generales  y  de  cierta  elasticidad 
para  no  encerrar  a  los  Jueces  en  círculos  infranqueables, 
salvo  cuando  la  rigidez  en  la  aplicación  del  precepto  es  ga¬ 
rantía  de  justicia.  Las  legislaciones  modernas  dan  a  los 
Jueces  mucha  más  extensión  de  criterio,  en  los  casos  en  que 
la  rigurosa  aplicación  de  la  ley  escrita  puede  tergiversar  su 
espíritu  y  resultar  de  ella  una  resolución  que  pugna  con  la 
conciencia.  Aún  no  es  posible  entre  nosotros  llegar  a  tanta 
amplitud,  que  conceden  especialmente  las  legislaciones  sa¬ 
jonas;  pero  tal  e-s  la  tendencia  que  se  marca  en  los  Códigos 
de  más  reciente  vigencia,  especialmente  el  de  la  República 
Helvética;  y  es  de  desearse  que  nosotros  podamos  seguirla 
en  el  porvenir. 

En  este  proyecto  de  Código  hay  ciertamente  innovacio¬ 
nes  substanciales  y  de  forma;  pero  no  son  demasiado  nu¬ 
merosas,  porque  en  manera  alguna  hemos  sido  influidos  por 
el  afán  de  novedad.  Las  que  hemos  introducido  tienen  sus 
precedentes  de  apoyo  en  las  doctrinas  de  comentaristas  emi¬ 
nentes  y  en  las  disposiciones  de  Códigos  que  se  alejan  de  la 
rutina,  tomando  en  consideración  las  nuevas  orientaciones 
provenientes  del  interés  económico  de  los  pueblos,  del  am¬ 
biente  social  que  transforma  las  costumbres  y  de  la  preemi¬ 
nencia  cada  día  más  marcada  del  interés  general  sobre  el 
individual,  sin  perjuicio  de  garantizar  éste,  para  mantener 
el  equilibrio  de  las  instituciones  básicas  en  que  descansan  el 
orden  y  la  prosperidad  de  los  pueblos.  En  las  innovaciones 
y  reformas  hemos  procurado  claridad,  precisión  y  concisión, 
para  evitar  vaguedades  y  ambigüedad  de  interpretaciones. 

Por  otra  parte,  hemos  llenado  vacíos  de  importancia, 
suprimido  capítulos  innecesarios  de  nuestro  anterior  Có¬ 
digo  Civil  y  descartado  repeticiones  que  traían  confusión, 
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por  estar  redactadas  de  diferente  manera.  Conservamos, 
además,  gran  parte  de  dicho  Código  de  1877,  que  fue  un 
positivo  progreso  en  nuestra  legislación  civil  y  que,  en  el  es¬ 
tudio  comparativo  que  hicimos  de  él,  con  Códigos  de  la  mis¬ 
ma  época,  nos  complace  manifestar  que,  en  nuestro  con¬ 
cepto,  es  de  los  mejores  y  más  avanzados  del  siglo  XIX. 

Para  la  debida  comprensión  de  las  reformas  que  intro¬ 
dujimos  en  el  proyecto  de  Código  formulado  por  el  Gobier¬ 
no  de  la  República,  entramos  a  pormenorizar,  con  las  expli¬ 
caciones  pertinentes,  cada  una  de  ellas,  a  efecto  de  que 
tanto  la  Comisión  Extraordinaria  de  Códigos  de  la  Asam¬ 
blea,  como  todos  los  señores  Diputados,  puedan  conocer  el 
criterio  que  nos  ha  guiado  al  formular  el  nuevo  proyecto  que 
tenemos  el  honor  de  presentar. 


I 

El  título  preliminar,  que  sirve  de  preámbulo  al  Código 
de  1877 ,  contiene  disposiciones  de  gran  importancia,  algunas 
de  ellas  tan  básicas,  que  deberían  formar  parte  de  nuestra 
Carta  Fundamental,  como  en  la  mayoría  de  las  Constitucio¬ 
nes  del  mundo,  en  las  que  figuran  algunos  de  esos  precep¬ 
tos;  pero  como  no  sucede  así,  los  legisladores  anteriores  los 
pusieron  en  el  Código  Civil,  lo  que  nos  pareció  inadecuado, 
porque  la  casi  totalidad  de  esos  preceptos,  no  sólo  tiene  apli¬ 
cación  en  los  asuntos  civiles  sino  en  todos  los  ramos  que 
abarcan  las  funciones  de  los  tres  Poderes  del  Estado;  y 
como  quiera  que  la  Constitución  prescribe  en  su  artículo  93 
que  se  emite  la  Ley  Constitutiva  del  Poder  Judicial — lo  que 
no  se  había  hecho — fué  opinión  unánime  nuestra,  que  dicho 
titulo  preliminar,  con  varios  y  muy  importantes  cambios  y 
adiciones,  formara  parte  de  dicha  Ley  Constitutiva  del  Poder 
Judicial,  cuyo  proyecto  ya  está  formulado  y  discutido  con  la 
Corte  Suprema,  y  será  pronto  conocido  por  la  Asamblea. 

La  transposición  hizo  innecesario  el  título  preliminar  del 
Código  Civil  y  por  eso  no  lo  lleva  el  proyecto  elaborado  por 
nosotros. 


II 

En  la  primera  sesión  que  celebramos,  después  de  un 
estudio  detenido,  se  acordó  por  unanimidad  de  votos  que  el 
Código  Civil  se  compusiera  de  tres  libros:  el  primero,  de  las 
personas;  el  segundo,  de  los  bienes;  y  el  tercero,  de  los  mo¬ 
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dos  de  adquirir  la  propiedad,  dejando  las  obligaciones  y 
contratos,  incluso  los  mercantiles,  para  un  Código  separado. 

Para  esto  se  tuvo  en  cuenta  que  no  son  distintos  de  los 
civiles  los  contratos  y  obligaciones  mercantiles,  y  sólo  se  di- 
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ferencian  en  pormenores  que  no  justifican  su  separación, 
ya  que  a  unos  y  a  otros  debe  dárseles  la  movilidad  que  la 
vida  moderna  exige.  Así  lo  han  hecho  las  legislaciones  más 
modernas,  como  la  suiza  y  la  del  Brasil,  y  a  ello  tienden  las 
de  otros  países. 

Por  eso  es  que  presentamos  ahora  solamente  los  tres 
libros.  El  Código  de  las  Obligaciones  y  Contratos  no  se  ha 
terminado,  lo  que  no  es  de  extrañar  si  se  atiende  a  que  esa 
obra  necesita  de  mucho  estudio  y  meditación.  Diez  años 
fueron  necesarios  para  formular  el  último  Código  de  ese 
nombre  que  se  ha  publicado  en  Europa,  y  nosotros  no  tene¬ 
mos  ni  un  año  de  trabajo. 

Pero  la  dificultad  que  pudiera  encontrarse  con  la  pro¬ 
mulgación  de  la  obra  incompleta,  quedará  subsanada  dejan¬ 
do  en  vigor  las  disposiciones  vigentes  sobre  los  puntos  no 
legislados;  y  así  se  obtendrá  la  ventaja  de  que  el  cambio  de 
leyes  no  se  haga  de  manera  radical  y  brusca. 

III 

LIBRO  PRIMERO 

Como  ya  se  dijo,  éste  traía  de  las  personas,  y  éstas  se 
dividieron  en  individuales  y  jurídicas. 

En  el  artículo  5"  se  adopta  la  doctrina  del  Código  “Pan- 
Americano”  de  que  no  es  permitido  a  las  personas  indivi¬ 
duales  cambiar  de  nombre  y  apellido,  ni  agregar  otro  u  otros 
a  los  primeros  inscritos,  sin  autorización  judicial.  ,¡4sí  se  evita 
que  cualquiera,  por  capricho  o  por  fraude,  altere  su  nombre, 
con  probable  perjuicio  de  tercero. 

* 

*  * 

En  el  Capítulo  2 "  quedó  estatuido  que  la  mayoría  de 
edad  se  alcanza  a  los  diez  y  ocho  años  en  vez  de  veintiuno. 
Es  una  de  las  innovaciones  que  parecerá  más  atrevida  y,  por 
eso,  nos  detendremos  a  dar  las  explicaciones  del  caso. 
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Contra  este  precepto  se  ha  dicho:  que  es  contrario  a  la 
Constitución ;  que  el  completo  desarrollo  intelectual  se  al¬ 
canza  a  los  21  años;  y  que  no  es  conveniente  para  los  meno¬ 
res  de  esa  edad  que  sus  padres  no  tengan  la  obligación  de 
educarlos  y  alimentarlos. 

El  artículo  que  se  cita  como  violado,  es  el  que  dice: 

“Artículo  8 “ — Son  ciudadanos:  1°  Los  guatemaltecos 
mayores  de  veintiún  años  que  sepan  leer  y  escribir,  o  que 
tengan  renta,  industria,  oficio  o  profesión  que  les  propor¬ 
cione  medios  de  subsistencia;  2f  Todos  los  que  pertenecen 
al  Ejército,  siendo  mayores  de  diez  y  ocho  años;  3P  Los  ma¬ 
yores  de  diez  y  ocho  años  que  tengan  un  grado  o  título  li¬ 
terario,  obtenido  en  los  establecimientos  nacionales” . 

Como  se  ve,  esta  disposición  se  contrae  a  los  derechos 
políticos  y  no  a  los  civiles,  que  son  muy  diferentes,  luego  el 
mandato  civil  no  se  opone  al  constitucional.  Esto  está  a  la 
vista,  es  evidente. 

También  es  claro  que  las  funciones  del  ciudadano  que 
afectan  a  la  Nación,  son  de  naturaleza  más  delicada  y  requie. 
ren  mayor  juicio  que  las  civiles,  que  sólo  afectan  a  los  indi¬ 
viduos  en  lo  particular ;  y  sería  un  contrasentido  exigir  me¬ 
nos  madurez  para  el  ejercicio  de  las  primarias  que  para  las 
secundarias.  Si  pues  la  Constitución  misma,  está  indicando 
el  camino  que  hemos  seguido,  lejos  de  contrariarla,  estamos 
cumpliendo  con  ella. 

Si  se  aceptaran  los  argumentos  contrarios,  llegaríamos 
al  caso  de  que  un  individuo  de  diez  y  ocho  años,  podría,  en 
el  ejercicio  de  un  cargo  público,  puesto  que  es  ciudadano, 
manejar,  bajo  su  responsabilidad,  los  caudales  de  la  Nación, 
y  no  podría  manejar  los  propios;  se  le  consideraría  capaz 
para  lo  primero,  e  incapaz  y  sujeto  a  tutela  para  lo  segundo, 
lo  que  no  solamente  sería  absurdo  sino  ridículo. 

De  ese  absurdo  y  de  ese  ridículo  nos  libra  la  mayoría 
de  edad  a  los  18  años. 

Desde  el  punto  de  vista  fisiológico  no  puede  negarse 
que  el  desarrollo  completo  del  individuo  es  distinto  en  casi 
todos  los  lugares  de  la  tierra  e  influyen  en  ello  factores  que 
son  diferentes  en  todos  los  países.  No  hemos  querido  seguir 
el  ejemplo  de  lo  que  se  hace  en  lugares  situados  más  al 
Norte  o  al  Sur,  en  que  el  desarrollo  humano  es  más  tardío, 
sino  atender  lo  que  pasa  en  nuestra  Patria,  situada  en  el 
trópico,  y  en  donde  las  razas  autóctonas  alcanzan  su  com¬ 
pleto  desenvolvimiento  en  edad  temprana. 
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La  legislación  inglesa,  la  norteamericana,  la  brasileña, 
la  suiza  y  muchas  más,  atribuyen  capacidad  civil  limitada, 
como  también  el  proyecto  de  Código  “Pan- Americano”  a  los 
mayores  dé  14  años.  Dicho  Código  declara,  además,  capaces 
absoluta  y  civilmente  a  los  menores,  por  su  matrimonio,  por 
el  ejercicio  efectivo  de  un  empleo  público,  por  el  alistamien¬ 
to  en  el  ejército  nacional,  por  la  adquisición  de  un  título  pro¬ 
fesional  y  por  la  organización  que  los  menores  hagan  de  un 
establecimiento  mercantil  o  comercial  con  recursos  propios. 

Y  ya  se  sabe  que  según  las  razas  y  las  latitudes  en  que 
se  encuentran  los  países,  los  individuos  alcanzan  con  más 
o  menos  precocidad,  el  completo  desarrollo  físico  e  inte¬ 
lectual. 

La  educación  actual  tiende  a  que  el  individuo  vele  por 
sí  mismo,  cuanto  antes,  mejor.  El  extremado  cuidado,  tanto 
en  lo  físico,  como  en  lo  intelectual  o  en  lo  moral,  retarda  la 
formación  del  carácter  y  mantiene  al  individuo  en  un  estado 
de  retraso. 

Dentro  de  las  aspiraciones  y  necesidades  de  la  vida  mo¬ 
derna,  la  existencia  se  desarrolla  más  rápidamente  que  an¬ 
tes.  El  individuo  tiende  a  su  independencia,  no  sólo  por  los 
progresos  que  alcanza  intelectualmente,  sino  por  las  facili¬ 
dades  que  en  todo  sentido  va  presentando  la  cultura  del  si¬ 
glo.  Si  a  un  niño  se  le  deja  una  relativa  libertad,  tanto  para 
su  desarrollo  físico  como  para  el  intelectual,  guiándole  pru¬ 
dentemente,  se  le  prepara  para  la  lucha  por  la  vida,  y  por  el 
contrario,  si  es  objeto  de  extremosos  cuidados  y  restriccio¬ 
nes,  se  le  acostumbra  a  considerarse  siempre  débil  y  a  es¬ 
perarlo  todo  de  sus  padres  o  tutores. 

El  argumento  de  que  se  causa  un  mal  a  los  menores 
con  librar  a  los  padres  de  la  obligación  de  alimentarlos  y  edu¬ 
carlos,  puede  calificarse  de  pueril,  porque  contra  los  afectos 
naturales  y  tan  profundos  como  el  de  un  padre  para  su  hijo, 
son  impotentes  las  prescripciones  de  la  ley;  de  tal  modo  que 
si  ésta  cometiera  el  abuso  de  prohibir  que  se  alimentara  a 
los  hijos,  esa  prohibición,  de  hecho,  quedaría  sin  efecto.  Y 
no  se  diga  que  hay  casos  de  padres  desnaturalizados  que 
sí  la  cumplirían,  porque  la  excepción  no  constituye  la  regla 
general,  y  ésta  es  la  que  debe  servir  de  norma  para  legislar. 

No  hay  tal  prohibición:  los  padres  pueden  atender  a  la 
educación  de  sus  hijos,  cualquiera  que  sea  la  edad  de  éstos, 
jóvenes  o  viejos.  La  obligación  cesa  cuando  el  hijo  cumple 
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18  años  de  edad,  pero  el  derecho  de  hacerlo,  continúa;  y  así, 
el  mal  que  se  apunta,  no  existe;  y  si  pudiera  existir,  en  rarí¬ 
simos  casos,  sería  tanto  a  los  18  como  a  los  21  años  de  edad. 

Para  terminar  con  este  punto,  adelantaremos  otro  pre¬ 
cepto  del  proyecto,  que  otorga  la  facultad  de  prohibir  que 
se  graven  o  enajenen  los  bienes  hereditarios  por  cinco  años 
después  de  que  el  heredero  haya  cumplido  los  18,  esto  es, 
hasta  los  23. 

El  Código  vigente  fija  este  término  en  21  años.  El  au¬ 
mento  se  hizo  como  una  consecuencia  del  propósito  de  velar 
por  el  bien  de  los  menores,  no  por  su  edad,  sino  por  su  de¬ 
ficiente  desarrollo  intelectual  o  por  otros  motivos  de  incapa¬ 
cidad  que  el  testador  puede  apreciar. 

Con  la  mayoría  a  los  18  años,  la  emancipación  y  la  ha¬ 
bilitación  de  edad,  ya  no  tienen  razón  de  ser;  y  en  el  proyecto 
se  suprimen. 

* 

*  * 

La  doctrina  contenida  en  el  proyecto  de  Código,  res¬ 
pecto  a  si  después  de  muerto  un  individuo  pueden  impugnar¬ 
se  por  incapacidad  mental  los  actos  llevados  a  cabo  por  él, 
fué  asunto  que  mereció  detenido  estudio  por  parte  de  la  Co¬ 
misión,  y  hubo  de  aceptarse  al  fin  el  principio  que  queda 
establecido,  que  sí  pueden  impugnarse  por  incapacidad  men¬ 
tal,  después  de  la  muerte  de  un  individuo,  los  actos  realiza¬ 
dos  por  él  cuando  la  interdicción  hubiera  sido  pedida  antes 
de  su  muerte,  o  que  la  prueba  de  su  incapacidad  resulte  del 
mismo  acto  que  se  impugna. 

El  Capítulo  III,  que  trata  de  las  personas  jurídicas,  su¬ 
frió  varias  alteraciones,  de  acuerdo  con  las  teorías  modernas, 
que  encontramos  ya  en  vigor  en  varios  Códigos  de  los  más 
adelantados.  Los  cambios  que  en  dicho  capítulo  se  votaron, 
tienden  todos  a  asegurar  a  los  terceros  que  contraten  con  las 
personas  jurídicas,  estableciendo  para  éstas  obligaciones 
muy  precisas,  sobre  todo  cuando  trabajan  en  el  país  por  me¬ 
dio  de  representantes. 

El  Título  II,  del  domicilio  y  vecindad,  fué  adoptado  casi 
en  la  forma  que  lo  traía  el  proyecto  del  Ejecutivo,  porque  tan 
importante  materia  había  sido  tratada,  desde  que  se  varió 
el  Código  Civil,  con  mucha  lucidez  y  claridad. 
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El  Título  III,  que  se  ocupa  de  la  ausencia  y  muerte  pre¬ 
sunta,  sufrió  una  modificación  esencial,  relativa  a  que  la 
persona  que  tenga  derechos  qué  ejercitar  u  obligaciones  qué 
cumplir  en  la  República  y  se  ausente  de  ella,  debe  dejar 
mandatario  legalmente  constituido  y  que  si  no  lo  hiciere,  se 
le  considerará  ausente,  a  petición  de  parte.  Se  estableció 
que  dicho  mandato  debe  contener  todas  las  facultades  es¬ 
pecíales  para  responder  a  las  obligaciones  del  mandante. 
Esta  obligación  hará  sin  duda  que  todos  los  que  se  ausenten 
tengan  personas  que  velen  por  sus  intereses. 

* 

*  * 

El  Título  IV  comprende  7 ó  referente  al  matrimonio.  Se 
suprimió  todo  lo  que  era  procedimiento  para  celebrarlo,  de¬ 
jando  únicamente  la  parte  sustantiva,  y  se  aceptó  la  moder¬ 
nísima  doctrina  que  consigna  la  Constitución  Española,  de 
que  el  matrimonio  se  funda  en  la  igualdad  de  derechos  y 
obligaciones  de  ambos  cónyuges. 

Fué  materia  de  discusión  a  este  respecto  lo  que  al  es¬ 
tado  de  salud  de  los  cónyuges  se  refiere,  y  teniendo  muy 
presentes  las  condiciones  especiales  de  todo  el  país ,  quedó 
establecida  de  manera  potestativa  la  constancia  de  sanidad. 

En  el  importante  asunto  del  vínculo  conyugal,  se  pro¬ 
curó  también  redactar  los  artículos  con  la  mayor  claridad  y 
concisión  posibles,  y  al  efecto  fueron  suprimidos  varios,  por 
tener  conceptos  que,  aunque  escritos  en  diferente  formo ¡ 
en  el  fondo  contenían  la  misma  doctrina. 

El  capítulo  relativo  al  régimen  económico  de  los  cón¬ 
yuges,  que  rige  actualmente,  fué  aceptado  casi  sin  altera¬ 
ción  alguna,  lo  mismo  que  el  que  trata  de  la  nulidad  del  ma¬ 
trimonio. 

En  la  discutida  materia  de  la  separación  y  del  divorcio, 
se  aceptaron,  en  definitiva,  las  causales  que  traía  el  proyecto 
del  Ejecutivo,  se  agregaron  otras  y  se  substituyó  el  adulterio 
de  la  mujer  y  el  concubinato  escandaloso  del  marido,  por  la 
infidelidad  de  cualquiera  de  los  cónyuges. 

El  adulterio  casi  nunca  puede  establecerse  legalmente 
y  los  actos  que  lo  constituyen  son  la  consecuencia  de  la  rup¬ 
tura  del  vínculo  de  afecto,  respeto  y  consideración,  que  es  la 
base  del  matrimonio.  Es  lógico,  por  lo  tanto,  que  la  causa 
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del  divorcio  sea  el  hecho  que  lo  justifica,  sin  que  la  ley  in¬ 
curra  en  la  inmoralidad  de  compeler  a  la  ejecución  del  acto 
material  e  indecoroso,  para  poder  ejercitar  el  derecho  de  la 
separación. 

Fuera  de  que  el  estigma  del  hecho  que  la  ley  impele  a 
cometer,  recae  principalmente  sobre  los  hijos  que  ninguna 
culpa  tienen. 

* 

*  * 

El  Título  relativo  a  la  paternidad  sufrió  importantes 
cambios.  La  clasificación  de  hijos  requería  un  cambio  ra¬ 
dical,  de  acuerdo  con  la  realidad  de  las  cosas  y  los  deberes 
que  nacen  entre  padres  e  hijos.  No  aceptó  la  Comisión  más 
que  dos  clases  de  hijos:  de  matrimonio  y  fuera  de  matrimo¬ 
nio.  Lo  de  naturales  e  ilegítimos  no  tiene  razón  de  ser  e 
impone  a  los  hijos  una  afrenta  por  culpa  que  no  es  de  ellos. 
Dentro  de  esa  división,  se  ordenó  toda  la  materia,  mante¬ 
niendo  a  los  hijos  de  matrimonio  con  las  prerrogativas  que 
naturalmente  deben  corresponderles ;  pero  otorgando  a  los 
hijos  nacidos  fuera  de  matrimonio,  el  derecho  de  investigar 
la  paternidad  sin  llegar  a  extremos  peligrosos;  sobre  todo, 
después  de  la  muerte  del  presunto  padre,  que  pudieran  dar 
lugar  a  injusticia  o  abusos.  Quedó,  pues,  de  hecho,  suprimi¬ 
do  lo  relativo  a  hijos  naturales  que  traía  el  proyecto  de  Có¬ 
digo,  y  las  disposiciones  que  se  refieren  a  ellos  se  incluyeron 
en  el  Título  VI,  Capítulo  I  del  nuevo  Código. 

La  legitimación  quedó  consiguientemente  suprimida,  y 
la  calidad  de  hijos  de  matrimonio  puede  adquirirse  por  el 
matrimonio  posterior  de  los  padres. 

TJn  cambio  radical  se  hace  en  los  derechos  de  los  pa¬ 
dres,  sobre  algunos  de  los  bienes  de  los  hijos,  con  suprimir 
el  usufructo  que  sobre  ellos  concedía  la  ley.  La  razón  es 
obvia:  si  por  cualquier  motivo  un  menor  se  hace  propietario 
de  bienes,  que  no  sean  donados  por  el  padre,  el  deber  de 
éste  es  el  de  administrarlos,  con  las  obligaciones  y  derechos 
de  cualquier  otro  administrador,  sin  usufructo  alguno. 

* 

*  * 

Después  de  discutir  ampliamente,  se  suprimió  el  tratado 
de  adopción,  como  se  había  hecho  con  anterioridad  por  los 
primeros  redactores  del  Código,  porque  en  la  práctica,  sin 
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ninguna  ventaja,  esa  institución  sólo  servía  de  aliciente  para 
que,  individuos  sin  conciencia,  a  título  de  generosidad,  qui¬ 
sieran  ser  adoptantes,  no  para  bien  de  los  menores,  sino 
para  usufructuar  el  patrimonio  o  explotar  el  trabajo  perso¬ 
nal  del  adoptado. 

Como,  por  otra  parte,  toda  persona  puede  proteger  a 
un  menor  necesitado,  sin  recurrir  a  la  ficción  de  la  paterni¬ 
dad,  subsistirán  las  ventajas  de  la  adopción  sin  sus  incon¬ 
venientes. 

Los  principios  que  regulan  la  patria  potestad  no  sufrie¬ 
ron  alteración  de  trascendencia  y  sólo  se  completaron,  es¬ 
tableciendo  los  requisitos  que  se  necesitan  para  recuperar  su 
ejercicio,  atendiendo  a  la  conveniencia  de  los  hijos  y  a  la 
rehabilitación  de  los  padres. 

Con  relación  a  los  alimentos,  fueron  muy  escasas  las 
modificaciones  hechas,  ya  que  dicho  Título  contiene  pres¬ 
cripciones  de  la  más  alta  justicia  y  sabiduría. 

El  Título  II  de  este  proyecto  comprende  todo  lo  relativo 
a  la  tutela  y,  fuera  de  varios  artículos  que  se  trasladaron  al 
Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  no  hicimos  sino 
reproducir  las  disposiciones  que  trae  el  proyecto  del  Ejecu¬ 
tivo,  en  el  que  ya  no  aparece  el  Consejo  de  tutela,  que  en  la 
práctica  no  dió  buen  resultado.  Son  pocas  las  alteraciones 
que  se  han  hecho  en  esta  materia  al  Código  de  1877,  salvo 
la  institución  de  protutor,  establecida  para  mayor  garantía 
de  los  menores  e  incapacitados,  y  la  obligación  de  rendir 
cuentas  anualmente,  las  que  sólo  pueden  ser  aprobadas  por 
el  Juez,  previa  la  revisión  hecha  por  un  Contador . 

El  Registro  Civil  sufrió  pocas  modificaciones,  concor¬ 
dantes  con  las  que  se  refieren  a  las  personas  individuales 
y  al  ejercicio,  modificación  y  extinción  de  su  estado  civil. 

El  registro  de  las  personas  jurídicas,  pasó  a  la  Corte 
Suprema  de  Justicia. 

TV 

LIBRO  SEGUNDO 

El  Código  vigente  trata  de  las  cosas,  que  divide  en  cor¬ 
porales  e  incorporales.  Esta  división  que  se  ha  venido  repi¬ 
tiendo  por  rutina,  será  tal  vez  conveniente  que  la  haga  un 
profesor  a  sus  discípulos,  pero  es  inútil  en  un  cuerpo  de 
leyes,  porque  nada  preceptúa.  Lo  que  interesa  es  la  parte  de 
las  cosas  que  pueden  entrar  en  el  patrimonio  del  hombre, 
que  se  llaman  bienes,  a  las  que  se  aplican  las  disposiciones 
de  la  ley. 
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De  ahí  que  este  Libro  del  proyecto  comienza  con  los  bie¬ 
nes,  que  divide  en  inmuebles,  muebles,  semovientes  y  dere¬ 
chos  y  acciones. 

No  puede  imaginarse  otro  bien  que  deba  incluirse,  ni 
encontrar  entre  los  expresados  uno  que  deba  quitarse:  ni 
faltan,  ni  sobran. 

* 

*  * 

En  el  proyecto  anterior  del  Ejecutivo  se  trata  lo  del  do¬ 
minio  de  las  aguas,  de  una  manera  brillante,  y  por  eso  no  se 
introdujeron  sino  muy  pocas  enmiendas,  que  no  alteran  las 
disposiciones  esenciales. 

Igual  cosa  puede  decirse  de  la  accesión. 

En  lo  relativo  a  la  posesión,  hubo  necesidad  de  intro¬ 
ducir  un  cambio  radical. 

El  Código  en  vigor,  sobre  la  materia,  o  sea  el  de  1877, 
establece  que  la  posesión  registrada  de  un  bien  inmueble 
no  podrá  cancelarse  sino  por  voluntad  de  las  partes,  o  por 
un  nuevo  registro,  en  que  el  anterior  poseedor  transfiriera 
su  derecho  o  por  un  Decreto  judicial;  y  que  mientras  sub¬ 
sistiera  el  registro,  el  que  se  apoderaba  del  inmueble  a  que 
se  refería  el  título  registrado,  no  adquiría  su  posesión  ni 
ponía  fin  a  la  posesión  existente. 

Tal  doctrina  se  opone  al  principio  general  de  la  pres¬ 
cripción,  y  por  eso  el  proyecto  presentado  por  el  Ejecutivo, 
atenuó  los  efectos  de  la  negativa  rotunda  de  no  poderse 
adquirir  la  posesión  de  un  inmueble  registrado,  aceptando  la 
salvedad  para  el  caso  de  una  prescripción  por  el  lapso  de 
treinta  años.  Ese  término  no  estaba  en  concordancia  con 
los  establecidos  para  la  prescripción  y  creimos  indispensable 
para  la  uniformidad,  reformar  el  artículo  respectivo  con  la 
siguiente  frase:  “salvo  que  se  haya  consumado  la  prescrip¬ 
ción”.  Al  tratar  de  ella  dejamos  los  términos  fijados  con 
mayor  brevedad,  tomando  en  cuenta  las  necesidades  de  la 
vida  moderna  y  lo  que  sobre  el  particular  contiene  el  tra¬ 
tado  sobre  registro  de  la  propiedad  inmueble. 


*  * 

El  Título  II,  relativo  a  la  hipoteca,  sufrió  las  modifica¬ 
ciones  que  ya  la  Asamblea  había  aceptado  en  algunas  de  las 
leyes  de  emergencia  que  dictó  el  año  anterior,  y  no  se  hizo 
sino  incluir  esos  preceptos,  aceptando,  por  lo  demás,  el  estu¬ 
dio  que  la  Comisión  de  Códigos  del  Poder  Legislativo  hizo  el 
año  anterior. 
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Con  relación  a  la  prenda,  no  creimos  prudente  aceptar 
la  abolición  del  saldo  insoluto,  porque  esta  garantía  difiere 
sustancialmente  de  la  de  hipoteca  y  porque  no  es  conve¬ 
niente  limitar  hasta  tal  punto  la  libertad  de  los  contratantes. 

V 

LIBRO  TERCERO 

No  son  muchas  las  modificaciones  que  se  hicieron  a 
esta  parte  del  proyecto  anterior.  Se  agregó  el  Capítulo  de  la 
Invención,  estableciendo  su  diferencia  con  el  hallazgo,  que 
el  Código  vigente  trae  como  sinónimos,  siendo  diferentes  en 
su  origen  y  modalidades. 

El  Título  II  comprende  lo  relativo  a  la  sucesión,  y  aun¬ 
que  se  hicieron  algunas  alteraciones,  fueron  más  bien  de 
forma,  de  modo  que  no  creemos  necesario  pormenorizar. 

Se  alteró  el  orden  de  los  artículos  para  mayor  claridad, 
ya  que  lo  primero  que  debe  establecerse  es  la  capacidad  para 
testar  y  suceder  por  herencia,  y  en  el  Código  había  alguna 
confusión. 

La  representación  hereditaria  fue  objeto  de  amplia  dis¬ 
cusión,  y  se  acordó  por  último,  que  el  derecho  de  represen¬ 
tación  hereditaria  es  el  que  tienen  los  descendientes  de  una 
persona  para  heredar  en  lugar  de  ella,  si  hubiere  muerto  an¬ 
tes  que  su  causante,  fórmula  que  expresa  bien  la  idea. 

En  la  sucesión  testamentaria,  quedaron  incluidos  todos 
los  cambios  que  hubo  necesidad  de  hacer,  para  amoldarla  a 
disposiciones  anteriores  del  Código. 

* 

*  * 

Los  testamentos  se  clasificaron  en  comunes  y  especia¬ 
les:  comunes,  el  abierto  y  el  cerrado;  y  especiales  los  que  se 
otorgan  en  los  casos  y  condiciones  expresados  en  el  Código. 
Quedó  suprimido  el  testamento  ológrafo,  porque  la  mayor 
parte  de  sus  disposiciones  pueden  quedar  comprendidas  en 
el  testamento  cerrado  y  fué  opinión  nuestra  que,  en  la  prác¬ 
tica,  dichos  testamentos  han  dado  lugar  a  abusos,  sin  que 
con  su  mantenimiento  se  obtuvieran  ventajas  apreciables. 
Naturalmente,  hubo  que  suprimir  todos  los  artículos  a  este 
respecto,  y  se  tuvo  especial  cuidado,  cuando  se  trató  del  tes¬ 
tamento  abierto,  de  establecer  los  requisitos  para  asegurar  la 
mayor  corrección,  evitando  en  lo  posible  los  fraudes  que  pu¬ 
dieran  cometerse. 

Lo  mismo  se  ha  hecho  respecto  al  testamento  cerrado. 
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* 

*  * 


Se  suprimió  la  colación  de  bienes,  porque  si  una  persona 
ha  dispuesto  voluntariamente  de  lo  que  le  pertenece,  no  hay 
razón  para  que,  después  de  su  fallecimiento,  se  obligue  a  los 
favorecidos  a  traer  a  colación  esos  bienes,  que  por  voluntad 
expresa  del  causante  les  han  sido  concedidos.  Por  otra  parte, 
habiendo  libertad  de  testar,  nada  impide  que  el  testador,  en 
su  testamento,  haga  la  repartición  de  sus  bienes  como  mejor 
le  plazca. 


La  enajenación  es  uno  de  los  medios  de  adquirir  el  do¬ 
minio.  De  todos  ellos  debe  ocuparse  el  Libro  III,  como  se 
expresa  en  su  propio  título;  y  no  hay  razón  para  que  en  el 
proyecto  del  Ejecutivo,  se  haya  suprimido  el  Capítulo  corres¬ 
pondiente  del  Código  que  está  en  vigor;  porque  si  bien  es 
cierto  que  la  donación,  sea  a  título  oneroso  o  gratuito,  es 
objeto  de  contrato  y  debe  ser  tratada  en  el  Código  de  las 
Obligaciones,  ello  no  obsta  para  que  en  el  Código  Civil  se 
sienten  los  principios  generales  que  la  regulan. 

Traía  el  proyecto  de  Código  como  título  III,  párrafo  pri¬ 
mero  del  Libro  III,  lo  relativo  a  la  sociedad  legal  entre  mari¬ 
do  y  mujer;  la  dote,  las  arras,  los  bienes  parafernales,  los 
bienes  gananciales  y  la  separación  de  bienes  matrimonia¬ 
les;  toda  esta  materia,  que  era  una  repetición  de  las  doctri¬ 
nas  consignadas  al  tratar  del  régimen  económico  del  matri¬ 
monio,  se  suprimió  por  inadecuada  y  discordante. 

* 

*  * 

El  tratado  de  la  prescripción  fué  aceptado  en  su  mayor 
parte  como  está  en  el  proyecto  anterior,  con  una  modifica¬ 
ción  substancial. 

La  ley  vigente  establece,  de  manera  rotunda,  que  la 
prescripción  no  corre  contra  los  menores  de  edad.  El  pro¬ 
yecto  dice  lo  contrario:  el  cambio  es  radical  y  de  trascenden¬ 
cia  porque  ¿quién  no  sabe  y  cree  racional  y  justo,  que  la 
prescripción  no  corre  contra  los  menores? 

Pero  la  razón  y  la  conveniencia  deben  imponerse. 

Se  ponen  frente  a  frente  los  derechos  del  menor,  que 
deben  ser  protegidos,  contra  los  intereses  sociales,  que  tam¬ 
bién  deben  serlo,  y  contra  los  intereses  de  terceros. 
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El  objeto  de  la  prescripción  es  el  de  terminar  con  situa¬ 
ciones  inciertas,  que  son  motivo  de  intranquilidad  y  una  re¬ 
mora  para  él  desarrollo  de  las  actividades  del  hombre;  y 
así,  para  que  el  principio  surta  sus  efectos,  debe  ser  gene¬ 
ral,  hasta  donde  sea  posible.  Con  obstáculos,  el  recurso  sal¬ 
vador  se  nulifica  y  equivale  a  que  no  exista. 

El  perjuicio  a  los  particulares  también  es  evidente,  por¬ 
que  en  la  correlación  de  derechos  y  obligaciones,  los  del  me¬ 
nor  imponen  a  terceros  la  obligación  de  respetarlos,  sin  que 
éstos  a  su  vez,  adquieran  derecho  alguno.  Estos  sufren  un 
daño  que  les  causa  la  ley  indebidamente,  lo  que  es  contrario 
a  los  dictados  de  la  justicia  y  de  la  ciencia. 

Y  si  el  interesado  en  la  prescripción  es  también  un  me¬ 
nor  ¿por  qué  razón  debe  favorecerse  al  uno  con  perjuicio 
del  otro,  si  ambos  deben  ser  igualmente  protegidos? 

Bien  está  que  se  ampare  al  menor,  pero  que  el  mal  que 
de  ello  resulte,  no  caiga  contra  la  sociedad  ni  contra  un  ino¬ 
cente,  sino  únicamente  contra  el  culpable. 

Así  la  prescripción  no  debe  correr  contra  el  menor  que 
carezca  de  padre  o  tutor  que  lo  ampare,  pero  sí  contra  el 
que  los  tenga;  y  éstos,  padre  o  tutor,  que  serían  los  verda¬ 
deros  culpables,  deben  ser  responsables  de  los  daños  que  se 
causen  al  hijo  o  pupilo. 

Esto  es  lo  racional  y  justo  que  se  preceptúa  en  el  pro¬ 
yecto. 

* 

*  * 

El  Registro  de  la  Propiedad  mereció  una  revisión  muy 
minuciosa,  y  las  modificaciones  más  importantes  que  se  hi¬ 
cieron,  son:  que  sólo  harán  fe  los  libros  del  Registro,  si  son 
llevados  legalmente,  y  que  todo  documento  debe  presentar¬ 
se  duplicado  al  Registro,  escrita  la  copia  en  papel  sellado  de 
menor  valor.  Las  copias  se  conservarán  con  la  clasificación 
del  caso,  en  la  Oficina.  De  los  documentos  otorgados  en  el 
extranjero,  se  presentará  por  duplicado,  certificación  no¬ 
tarial. 

Esta  innovación  tiene  por  objeto  evitar  las  deficiencias 
que  la  Comisión  notó  que  existen  en  el  Registro,  debido  al 
sistema  de  hacer  un  extracto  de  los  documentos  que  se  pre¬ 
sentan,  extractos  que,  la  mayor  parte  de  las  veces,  son  he¬ 
chos  al  capricho  del  empleado,  quien  a  menudo  no  se  percata 
de  las  principales  cláusulas  que  debe  consignar,  dejando 
muchas  de  ellas  sin  la  debida  anotación  en  el  Registro. 

Se  establecen  también  los  Registros  especiales  de  las 
minas,  hidrocarburos  en  sus  diferentes  condiciones  y  carbo¬ 
nes  minerales,  así  como  la  forma  de  hacer  las  inscripciones, 


132 


de  acuerdo  con  las  leyes  que  hay  sobre  el  particular,  y  que 
traen  las  debidas  seguridades  tanto  al  Estado  como  a  los 
concesionarios  de  tan  importante  fuente  de  riqueza. 

La  Comisión  tomó  en  cuenta  que  los  Registros  depar¬ 
tamentales  no  se  llevan  con  el  orden,  seriedad  y  requisitos 
establecidos  en  la  ley,  y  que  en  varios  de  ellos  hay  irregula¬ 
ridades  muy  graves  que  deben  corregirse,  y  se  centralizaron 
hasta  donde  es  posible  por  ahora.  Con  ese  objeto  se  creó 
el  Registro  General  de  la  Propiedad,  a  cargo  del  Registrador 
de  la  capital,  formado  con  los  datos  que  suministren  los  Re¬ 
gistradores  seccionales ;  se  determinan  las  obligaciones  de 
éstos  y  la  manera  como  deben  proceder  para  que  pueda  ha¬ 
cerse  el  extracto  de  todos  los  Registros  de  la  Propiedad  In¬ 
mueble  del  país. 

Hubo  de  introducirse  también  lo  concerniente  al  regis¬ 
tro  de  testamentos,  y  a  este  efecto  se  redactaron  los  artículos 
en  los  que  se  prescribe  todo  lo  referente  a  tan  importante 
materia. 

En  lo  que  atañe  a  anotaciones,  y  cancelaciones  y  Re¬ 
gistradores,  fueron  pocos  los  cambios  que  se  efectuaron,  de¬ 
jándolo  todo  redactado  en  forma  más  concisa  y  clara.  A  las 
anotaciones  se  les  suprimió*  el  calificativo  de  preventivas, 
que  es  innecesario. 

* 

*  * 

En  algunas  leyes  extranjeras,  al  tratar  de  los  títulos  su¬ 
pletorios,  consideran  como  tales  las  inscripciones  de  los  nue¬ 
vos  edificios  levantados  en  sitios  urbanos  ya  titulados  y  re¬ 
gistrados. 

El  dueño  del  edificio,  para  obtener  el  título,  presenta  al 
Registro  un  escrito  en  que  consta  la  clase,  dimensiones  y  de¬ 
más  circunstancias  que  identifiquen  el  inmueble,  y  este  es¬ 
crito,  con  la  razón  del  Registrador,  de  que  ha  sido  inscrito, 
constituye  el  título. 

Nosotros  consideramos  conveniente  el  registro,  pero  no 
como  título  supletorio,  porque,  en  realidad,  no  lo  es;  y  así, 
se  agregó  un  inciso  al  artículo  que  enumera  los  títulos  suje¬ 
tos  a  inscripción. 

En  cuanto  al  título  supletorio,  que  en  el  proyecto  ante¬ 
rior  estaba  después  del  Registro  de  la  Propiedad,  quedó 
como  Capítulo  único  en  el  Libro  II.  Toda  la  materia  fué 
tratada  nuevamente,  de  acuerdo  con  las  modalidades  intro¬ 
ducidas  en  el  Código  Civil,  y  lo  de  procedimientos,  que  cons¬ 
tituía  la  mayor  parte  de  dicho  Título,  se  remitió  al  Código 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 
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*  * 


Aquí  termina  el  proyecto  que  hemos  tenido  el  gusto  de 
presentar. 

Se  ha  hecho  una  ligera  reseña  de  su  contenido,  no  un 
informe  detallado  y  completo,  porque  hubiera  sido  necesario 
hacer  un  tratado  de  Derecho  Civil  más  voluminoso  que  la 
obra  que  se  comenta.  Las  otras  explicaciones  que  necesiten 
los  interesados  en  saber  los  fundamentos  de  alguna  disposi¬ 
ción,  se  encontrarán  en  las  actas  de  nuestras  sesiones. 

Hemos  puesto  en  la  tarea  que  se  nos  encomendó  la  me¬ 
jor  voluntad  y  un  escrupuloso  cuidado;  y  si  no  obstante,  ado¬ 
lece  de  errores,  se  debe  a  lo  complejo,  extenso  y  difícil  de  la 
obra  y  de  ningún  modo  a  falta  de  empeño  para  cumplir  con 
el  importante  encargo  con  que  se  sirvió  honrarnos  el  señor 
Presidente  de  la  República. 

Esta  oportunidad  nos  proporciona  la  de  presentar  al  se¬ 
ñor  Secretario  de  Estado,  el  testimonio  de  nuestro  respeto. 

Guatemala,  11  de  mayo  de  1933. 

Marcial  G.  Salas.  —  José  Mariano  Trabanino.  — 
J.  León  Samayoa. — Rafael  Pinol  Batres. — F. 
Hernández  de  León. 


* 

*  * 

La  Comisión  Extraordinaria  de  Códigos  que  presenta 
este  dictamen  en  que  se  adopta  el  informe  de  la  que  elaboró 
el  Código  Civil,  queda  eximida  de  referirse  a  las  considera¬ 
ciones  que  se  tuvieron  como  base,  al  tratar  de  las  materias  en 
que  se  ocupa  este  importante  cuerpo  de  leyes,  y  de  la  orien¬ 
tación  que  siguieron  sus  autores,  porque  en  aquéllas  y  ésta 
el  parecer  de  ambas  Comisiones  es  el  mismo,  y  las  dos  uni¬ 
das  han  revisado  nuevamente  el  proyecto  que  va  a  discutirse 
por  la  Asamblea,  e  introducido,  de  común  acuerdo,  algunas 
modificaciones  de  redacción  y  muy  pocas  de  fondo.  También 
se  tomaron  en  cuenta  todas  las  enmiendas  que  propusieron 
varios  de  los  señores  Diputados.  Esas  enmiendas  fueron 
aceptadas  en  parte,  y  de  otras  prescindieron  los  enmendan¬ 
tes,  en  vista  de  las  explicaciones  que  se  les  dieron.  La  Co¬ 
misión  se  complace  en  hacer  constar  el  interés  y  buena  vo¬ 
luntad  con  que  dichos  señores  Representantes  sugirieron 
oportunas  reformas  y  el  ánimo  de  cooperación  que  pusieron 
de  manifiesto. 
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No  es  el  caso  de  relacionar  detalladamente  el  contenido 
de  las  enmiendas  que  se  encaminaron  a  dar  mayor  claridad 
a  algunos  de  los  artículos,  y  sólo  puede  estimarse  como  sus¬ 
tancial  la  relativa  a  fijar  la  mayoría  de  edad  en  diez  y  ocho 
o  veintiún  años,  que  la  Comisión  cree  que  debe  sostener  en 
virtud  de  las  razones  clara  y  largamente  expuestas  por  la 
Comisión  de  Legislación  adscrita  al  Ministerio  de  Goberna¬ 
ción  y  Justicia,  en  la  exposición  de  motivos  que  se  ha  copiado. 

En  virtud  de  todo  lo  expresado  en  este  informe,  la  Co¬ 
misión  Extraordinaria  de  Códigos,  tiene  el  honor  de  someter 
a  la  ilustrada  consideración  de  la  Asamblea  el  siguiente  pro¬ 
yecto  de 


DECRETO  NUMERO  .... 

La  Asamblea  Legislativa  de  la  República  de  Guatemala 
DECRETA: 

Artículo  1Q — Se  emite  él  Código  Civil,  presentado  por  el 
Poder  Ejecutivo,  por  medio  del  Ministerio  de  Gobernación 
y  Justicia,  con  fecha  V  de  marzo  del  presente  año,  con  las 
reformas  siguientes : 

a)  Al  artículo  9°,  se  le  agrega:  “Inciso  3” — Por  ceguera 
de  nacimiento” ; 

b)  Al  artículo  32,  se  le  agrega:  “Por  medio  de  avisos 
publicados  tres  veces  durante  un  mes  en  él  Diario 
Oficial”  ; 

c)  Después  del  artículo  36,  se  agrega  el  siguiente:  “La 
mujer  casada  tiene  su  domicilio  en  el  de  su  marido, 
salvo  que  esté  separada  legalmente  o  que  tenga  a 
su  cargo  un  establecimiento  industrial  o  negocio  en 
distinto  lugar  del  domicilio  del  marido” ; 

d)  En  el  artículo  110,  substituir  las  palabras  “por  delito 
o  cuasi  delito"  por  “hechos  ilícitos” ; 

e )  Después  del  inciso  T  del  artículo  123,  poner  el  si¬ 
guiente:  “8° — La  separación  voluntaria  de  hecho  du¬ 
rante  tres  años” ; 

f)  En  el  inciso  12  del  mismo  artículo  poner  “cinco  años’’ 
y  agregar:  “por  delitos  comunes” ; 

g)  Se  suprime  el  artículo  145; 

h)  Se  suprime  el  artículo  156; 

i)  Agregar,  al  artículo  169  el  siguiente  párrafo:  “La 
madre,  desde  que  haya  concebido,  tiene  derecho  de 
pedir  el  reconocimiento  del  hijo  por  el  padre" ; 
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j)  Agregar,  después  del  artículo  202,  el  siguiente:  “El 
que  haya  sido  suspendido  en  el  ejercicio  de  la  patria 
potestad,  o  la  hubiere  perdido,  no  quedará  exonera¬ 
do  de  las  obligaciones  hacia  sus  hijos,  que  se  esta¬ 
blecen  en  el  presente  Título” ; 

k)  Después  del  artículo  203,  se  pone  el  siguiente:  “El 
Juez  de  P  Instancia  que  corresponde,  en  vista  de  las 
circunstancias  de  cada  caso,  puede,  a  petición  de 
parte,  restablecer  al  padre  o  a  la  madre  en  el  ejer¬ 
cicio  de  la  patria  potestad  en  los  casos  siguientes: 
P  Cuando  la  causa  o  causas  de  la  suspensión  o  pér¬ 
dida  hubieren  desaparecido  y  no  fueren  por  mal¬ 
versación  de  los  bienes  de  los  hijos; 

2°  Cuando  en  el  caso  del  inciso  2r/  del  artículo  202, 
no  ha  habido  reincidencia  y  hubieren  existido  cir¬ 
cunstancias  atenuantes; 

3 p  Cuando  la  rehabilitación  fuere  pedida  por  los  hi¬ 
jos  mayores  de  catorce  años  o  por  su  tutor. 

En  todos  los  casos  debe  probarse  la  buena  con¬ 
ducta  por  lo  menos  de  tres  años  del  que  se  intente 
rehabilitar”  ; 

l)  En  el  artículo  212,  suprimir  la  palabra  “yerno” ; 

m)  Agregar,  en  el  artículo  242,  el  siguiente  inciso:  “ 7 9 — 
El  que  tenga  pleito  pendiente  con  el  menor  o  inca¬ 
pacitado  o  lo  tengan  sus  padres,  cónyuge  o  hijos” ; 

n )  En  el  artículo  278,  después  de  la  palabra  “Juez", 
poner:  “quien  oirá  previamente  a  un  Contador" .  Y 
se  suprimen  las  dos  líneas  finales; 

ñ)  En  el  artículo  296,  se  suprime  el  inciso  10;  / 

o)  Después  del  artículo  308,  se  pondrá  el  siguiente: 
“Si  el  nacimiento  de  un  guatemalteco  ocurriere  fuera 
de  la  República,  se  procederá  del  modo  siguiente: 
P  En  caso  de  nacimiento  a  bordo  de  un  buque  que 

navegue  en  aguas  de  la  República,  será  obliga¬ 
ción  del  Capitán  del  buque  ponerlo  en  conoci¬ 
miento  de  la  autoridad  del  primer  puerto  nacional 
a  donde  llegue,  para  que  se  inscriba  en  el  Re¬ 
gistro  Civil  del  puerto; 

2 9  Si  el  nacimiento  hubiere  acaecido  en  alta  mar  o 
en  aguas  jurisdiccionales  extranjeras,  en  buque 
que  navegue  con  bandera  de  la  República,  tendrá 
el  Capitán  la  misma  obligación; 

3°  Si  el  nacimiento  ocurriere  en  buque  con  bandera 
extranjera  en  aguas  no  jurisdiccionales,  el  parte 
del  nacimiento  se  dará  por  los  padres,  parientes, 
encargados  del  recién  nacido  o  cualquier  otra  per- 
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sona  que  hubiere  estado  a  bordo.  El  parte  se  da¬ 
rá  por  escrito  en  el  primer  lugar  a  donde  arribe 
el  buque  y  haya  Consulado  de  Guatemala ; 

4 ”  Las  mismas  reglas  se  observarán  si  el  nacimien¬ 
to  ocurriere  a  bordo  de  una  aeronave" ; 

p)  Después  del  artículo  314,  agregar  el  siguiente:  “Si 
los  padres  de  hijos  nacidos  fuera  de  matrimonio,  lo 
contrajeren,  se  hará  constar  al  margen  de  las  res¬ 
pectivas  partidas  de  nacimiento,  para  el  efecto  de 
que  los  hijos  sean  considerados  como  de  matri¬ 
monio" ; 

q)  Se  suprime  el  artículo  353; 

r)  El  artículo  409,  queda  así:  “Pertenecen  a  los  muni¬ 
cipios  las  aguas  sobrantes  de  sus  fuentes,  cloacas  y 
establecimientos  públicos  y  no  será  concedido  su 
aprovechamiento  sin  el  acuerdo  con  las  leyes  de 
Sanidad. 

Cuando  se  hubiere  concedido  el  sobrante  para  el 
uso  particular ,  si  disminuyere  por  causa  de  sequía, 
obras  u  otros  motivos,  los  usuarios  no  tendrán  de¬ 
recho  a  ser  indemnizados ;  al  cesar  esas  causas,  el 
derecho  quedará  establecido” ; 

s)  Al  artículo  413,  se  agregará:  “Para  los  efectos  de 
este  artículo,  se  tendrán  por  aguas  subterráneas  las 
que  habiendo  corrido  por  la  superficie  desapare¬ 
cieren  por  causas  de  erupción  volcánica,  terremotos 
u  otros  accidentes  de  la  naturaleza” ; 

t)  Al  artículo  460,  agregar:  “Se  reputa  principal,  entre 
dos  cosas  incorporadas,  la  de  mayor  valor” ; 

u)  Al  artículo  547,  se  agrega:  “También  puede,  a  título 
de  donación,  constituirlos  a  favor  de  otras  personas 
o  familias” ; 

v)  Al  artículo  705,  se  le  suprimen  las  dos  últimas  líneas; 

w)  Agregar  después  del  artículo  684,  el  siguiente:  “La 
hipoteca  es  indivisible  y,  como  tal,  subsiste  íntegra 
sobre  todos  y  cada  uno  de  los  bienes  hipotecados  y 
sobre  cada  una  de  sus  partes” ; 

x)  Al  artículo  717,  agregarle:  “Se  entiende  por  fideico¬ 
misario  para  este  efecto,  la  persona  intermediaria 
entre  deudores  y  acreedores" ; 

y)  Al  artículo  812,  suprimirle  las  frases  que  siguen  des¬ 
pués  de:  “El  diez  por  ciento  de  su  valor” ; 

z)  En  el  inciso  39  del  artículo  763,  suprimir:  “ Corres¬ 
pondientes  a  un  año  agrícola” ; 
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a  bis)  El  artículo  851,  queda  así:  “En  el  otorgamiento  del 
testamento  cerrado  se  observarán  las  solemnidades 
prescritas  en  el  artículo  846,  salvo  las  contenidas  en 
los  incisos  8°  y  9”  y  además  las  siguientes: 
í“  El  papel  que  contenga  el  testamento  se  pondrá 
dentro  de  una  cubierta  cerrada,  de  suerte  que  no 
pueda  extraerse  aquél  sin  romper  ésta; 

2"  El  testador  cerrará  la  plica  en  el  acto  ante  el  No¬ 
tario  y  las  demás  personas  que  deben  com¬ 
parecer; 

3a  En  presencia  del  Notario  y  los  testigos  y  demás 
comparecientes  si  los  hubiere,  manifestará  el  tes¬ 
tador  que  el  pliego  que  presenta  contiene  su  tes¬ 
tamento  y  si  está  escrito,  firmado  y  rubricado  por 
él  o  si  escrito  por  mano  ajena  y  firmado  por  él  al 
final  de  todas  sus  hojas  o  si,  por  no  poder  firmar, 
lo  ha  hecho,  a  su  ruego,  otra  persona,  cuyo  nom¬ 
bre  expresará. 

Es  obligatorio  que  en  el  testamento  cerrado 
todas  las  hojas  estén  firmadas  y  escritas  en  am¬ 
bas  caras; 

4 *  Sobre  la  cubierta  del  testamento  extenderá  el 
Notario  el  acta  de  su  otorgamiento,  haciendo 
constar  el  número  y  la  marca  de  los  sellos  con 
que  esté  cerrado;  dará  fe  de  haberse  observado 
las  formalidades  prescritas  y  las  demás  que  rigen 
para  el  testamento  abierto; 

5“  Extendida  y  leída  el  acta,  la  firmarán  en  el  acto, 
el  testador,  los  testigos,  las  demás  personas  que 
hayan  intervenido  en  el  acto  y  las  autorizará  el 
Notario  con  su  sello  y  firma. 

Si  el  testador  no  puede  firmar  deberá  hacer¬ 
lo  otro  testigo  designado  por  él” ; 
b  bis)  El  artículo  853,  quedará  así:  “Los  que  no  puedan 
hablar  pero  sí  escribir,  podrán  otorgar  testamento 
cerrado,  pero  tanto  el  testamento  como  el  acta  de  la 
plica  deberán  estar  escritos  y  firmados  de  puño  y 
letra  del  testador” ; 

c  bis)  El  artículo  856,  queda  así:  “El  Notario  o  la  persona 
que  tenga  en  su  poder  el  testamento  cerrado,  deberá 
presentarlo  al  Juez  competente  luego  que  sepa  el 
fallecimiento  del  testador  y  a  más  tardar  dentro  de 
diez  días. 

Salvo  causas  de  fuerza  mayor,  el  Notario  o  la 
persona  que  no  cumpliere  con  este  requisito,  incu¬ 
rrirá  en  una  multa  de  cien  quetzales  que  ingresará 
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a  los  Fondos  de  Justicia,  y  además,  será  responsa¬ 
ble  de  los  daños  y  perjuicios  que  cause  con  su  ne¬ 
gligencia.  Si  el  Notario  fuere  culpable,  quedará  sus¬ 
penso  por  seis  meses  en  el  ejercicio  del  Notariado”  ; 
d  bis)  Al  final  del  artículo  893,  quitar  la  frase  ‘‘si  no  ex¬ 
cediere  de  18  años”  y  substituirla  por  “hasta  la  ma¬ 
yoría  de  edad  y  cinco  años  más  de  los  herederos  o 
legatarios”  ; 

e  bis)  Al  artículo  978,  agregarle  en  el  inciso  Io:  “en  caso 
de  anularse  el  último  testamento,  los  anteriores  ca¬ 
recerán  de  valor” . 

Suprimir  el  inciso  2* ; 
f  bis)  Se  suprime  el  artículo  899; 
g  bis)  Se  suprime  el  artículo  992; 

h  bis)  El  artículo  1079,  queda  así  su  segunda  parte:  “la 
propiedad  inscrita  deberá  designarse,  para  su  iden¬ 
tificación,  con  el  número,  folio  y  libro  correspon¬ 
dientes  a  su  situación,  municipio  y  nombre  si  lo  tu¬ 
viere; 

i  bis)  El  artículo  1081,  queda  así:  “El  Poder  Ejecutivo  de¬ 
terminará  el  número  de  Registros,  sus  sedes,  los  de¬ 
partamentos  que  comprenden  y  los  honorarios  que 
devenguen  los  Registradores” ; 
j  bis)  En  el  artículo  1085  substituir  papel  simple  por  pa¬ 
pel  sellado  del  menor  valor  ; 

k  bis)  El  artículo  1149,  queda  así:  “Muerto  el  testador  se 
presentará  el  testimonio  del  testamento  abierto,  jun¬ 
to  con  el  certificado  de  defunción  para  que  sea  trans¬ 
crito  en  el  Libro  de  Asientos” ; 
l  bis)  Se  suprime  el  inciso  ó9  del  artículo  1150. 

Artículo  2° — Se  emiten  las  siguientes  disposiciones  tran¬ 
sitorias  : 

V  Los  matrimonios  celebrados  con  anterioridad  al  De¬ 
creto  Número  921,  su  disolución  y  nulidad,  se  regi¬ 
rán  por  las  disposiciones  de  este  Código; 

2''  Las  personas  nacidas  antes  de  la  institución  del  Re¬ 
gistro  Civil,  podrán  comprobar  su  filiación  por  medio 
de  los  registros  parroquiales ; 

3"  Subsistirán  las  adopciones  verificadas  con  anteriori¬ 
dad  a  este  Código,  pero  los  adoptantes  quedan  obli¬ 
gados  a  garantizar  los  bienes  que  administren,  en  los 
mismos  términos  que  los  tutores  y  dentro  de  un  pla¬ 
zo  no  mayor  de  un  mes.  Se  excluyen  de  la  garantía 
los  bienes  que  el  adoptante  hubiere  dado  al  hijo 
adoptivo,  así  como  los  frutos  de  estos  bienes.  Si  no 
fuere  prestada  la  garantía  y  el  adoptado  fuere  menor 
de  edad  o  incapacitado,  deberá  ser  puesto  bajo  tute- 
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la,  a  menos  que  existieren  los  padres,  quienes,  en  tal 
caso,  tendrán  a  su  cargo  la  administración  de  los 
bienes; 

4*  Mientras  no  éntren  en  vigor  los  nuevos  Códigos  de 
Obligaciones  y  Contratos  y  Enjuiciamiento  Civil  y 
Mercantil,  regirán,  respectivamente,  el  Código  Civil 
y  el  de  Procedimientos  Civiles  en  todo  lo  que  no  esté 
legislado  en  este  nuevo  cuerpo  de  leyes; 

59  Quedan  derogadas  todas  las  leyes  anteriores  que  se 
opongan  o  estén  substituidas  por  el  presente  Código 
que  entrará  en  vigor  desde  el  día  30  de  junio  del  co¬ 
rriente  año. 

Pase,  etcétera. 

Dado,  etcétera. 

Sala  de  Comisiones:  Guatemala,  once  de  mayo  de  mil 
novecientos  treinta  y  tres. 

Marcial  G.  Salas. — F.  Hernández  de  León. — 
C.  Enrique  Larraondo.— Pedro  Zamora 
Castellanos.— Ricardo  Peralta  H.—F.  Sa- 
mayoa  M. — Rafael  Pinol  Batres. 
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DECRETO  NUMERO  1932 

,  ’  .  -  v 

LA  ASAMBLEA  LEGISLATIVA 

DE  LA  REPUBLICA  DE  GUATEMALA 

DECRETA : 

El  siguiente 

CODIGO  CIVIL 


LIBRO  PRIMERO 

al 

TITULO  I 

PERSONAS 

CAPITULO  I 

PERSONAS  INDIVIDUALES 

ARTICULO  l". 

La  personalidad  civil  comienza  con  el  nacimiento  y  termina 
con  la  muerte;  sin  embargo,  al  que  está  por  nacer  se  le  considera 
nacido  para  todo  lo  que  le  favorece. 

ARTICULO  2". 

Para  que  la  persona  esté  determinada  y  sea  capaz  de  adquirir 
derechos,  basta  que  la  criatura  haya  nacido  viva  y  que  por  su 
constitución  anatómica  y  fisiológica,  sea  viable. 


ARTICULO  S\ 


Si  dos  o  más  nacen  de  un  mismo  parto,  se  considerarán  iguales  v 
en  los  derechos  civiles  que  dependen  de  la  edad. 

ARTICULO  49. 

Si  dos  o  más  personas  hubiesen  fallecido  de  modo  que  no  se 
pueda  establecer  cuál  de  ellas  murió  primero,  se  presume  que 
fallecieron  todas  al  mismo  tiempo,  sin  que  se  pueda  alegar  trasmi¬ 
sión  alguna  de  derechos  entre  ellas. 

ARTICULO  5Q. 

El  nombre  y  apellido  de  los  padres,  identifican  a  la  persona 
individual  y  deben  hacerse  constar  en  la  inscripción  de  su  naci¬ 
miento  en  el  Registro  Civil,  si  estuviere  establecida  legalmente  su 
filiación. 

Los  hijos  de  padres  desconocidos  serán  inscritos  con  el  nombre 
y  apellido  que  les  dé  la  persona  o  institución  que  los  inscriba. 

No  es  permitido  a  las  personas  variar  su  nombre  y  apellidos,  ni 
agregar  otro  u  otros  a  los  primeramente  inscritos,  sin  autorización 
del  Juez  de  V  Instancia. 

Quien  se  creyere  perjudicado  en  sus  derechos  por  razón  de  tal 
cambio,  podrá  oponerse  a  él. 


CAPITULO  II 


CAPACIDAD  DE  LAS  PERSONAS  INDIVIDUALES 

ARTICULO  69. 

Son  mayores  de  edad  las  personas  que  han  cumplido  diez  y 
ocho  años;  y  menores,  las  que  aún  no  han  llegado  a  esa  edad. 

ARTICULO  7°. 

Por  la  mayoría  de  edad  se  adquiere  la  capacidad  para  todos  los 
actos  de  la  vida  civil. 

ARTICULO  89. 


Los  casos  en  que  los  menores  son  capaces  de  algunos  actos 
civiles,  serán  determinados  por  la  ley. 
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ARTICULO  9". 


La  capacidad  civil  se  suspende : 

l5 — Por  interdicción  declarada  judicialmente; 

25 — Por  sordomudez,  cuando  la  persona  no  puede  darse  a  en¬ 
tender  por  escrito.  El  menor  de  catorce  años  no  podrá  ser 
declarado  en  interdicción;  y, 

3? — Por  ceguera  de  nacimiento. 


ARTICULO  10. 

La  declaratoria  de  interdicción,  surtirá  sus  efectos  desde  la 
fecha  en  que  sea  establecida  en  sentencia  firme. 


ARTICULO  11. 

Pueden  solicitar  indistintamente  esta  declaratoria:  los  parien¬ 
tes  del  incapacitado  y  las  personas  que  tengan  alguna  acción  contra 
él.  En  todo  caso,  están  obligados  a  promoverla:  el  tutor  y  el 
Ministerio  Público. 


ARTICULO  12. 

Los  actos  anteriores  a  la  interdicción,  pueden  ser  anulados  si 
se  probare  que  la  causa  de  ella  existía  notoriamente  en  la  época 
en  que  se  verificaron. 


ARTICULO  13. 

Después  de  la  muerte  de  un  individuo,  los  actos  realizados 
por  él  mismo  no  podrán  impugnarse  por  incapacidad  mental,  sino 
cuando  la  interdicción  ha  sido  pedida  antes  de  su  muerte,  o  que  la 
prueba  de  la  incapacidad  resulte  del  mismo  acto  que  se  impugne. 


ARTICULO  14. 

La  interdicción  termina  cuando  cesa  la  causal  que  la  motivó  y 
así  se  declare,  a  instancia  de  los  que  tienen  derecho  a  pedirla  o  del 
mismo  declarado  incapaz. 

qb» 
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CAPITULO  III 


PERSONAS  JURIDICAS 
SU  CONSTITUCION  Y  CAPACIDAD 
ARTICULO  15. 

Son  personas  jurídicas: 

l9 — El  Estado,  las  municipalidades,  las  instituciones,  fundacio¬ 
nes  y  corporaciones  de  carácter  público,  creadas  o  recono¬ 
cidas  por  la  ley; 

29 — Las  asociaciones  que  se  proponen  fines  políticos,  científi¬ 
cos,  artísticos,  económicos,  de  beneficencia,  de  recreo  o 
cualquier  otro  fin  permitido  por  la  ley,  que  no  tengan  por 
objeto  el  lucro  y  cuya  constitución  fuere  aprobada  por  el 
Gobierno;  y, 

39 — Las  compañías,  sociedades,  consorcios  y  cualesquiera  otras 
que  permitan  las  leyes  y  que  tengan  por  objetivo  el  lucro. 


ARTICULO  16. 

Las  personas  jurídicas  comprendidas  en  el  inciso  l9  del  artículo 
•  ^  anterior,  son  civilmente  responsables  de  los  actos  de  sus  represen- 

J  0  10  tantes,  que  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  perjudiquen  a  tercero, 
cuando  actúen  violando  las  leyes  o  no  las  cumplan,  salvo  recurso 
contra  los  autores  del  daño. 

ARTICULO  17. 

La  capacidad  civil  de  las  corporaciones  o  instituciones  se  regula 
por  las  leyes  que  las  hayan  creado  o  reconocido ;  la  de  las  compa¬ 
ñías  mercantiles  y  sociedades  civiles,  por  su  escritura  constitutiva 
o  sus  estatutos;  y  la  de  las  asociaciones  y  fundaciones,  por  las 
reglas  de  su  institución  aprobadas  por  el  Gobierno,  cuando  no  hu¬ 
bieren  sido  creadas  por  el  Estado. 


ARTICULO  18. 

No  podrán  ser  autorizadas  las  asociaciones  cuyo  funciona¬ 
miento  o  fines  sean  contrarios  al  orden  público  o  a  las  instituciones 
vigentes. 
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ARTICULO  19. 


Las  personas  jurídicas  serán  representadas  activa  y  pasiva¬ 
mente  en  los  actos  judiciales  y  extrajudiciales  por  las  personas  que 
designe  la  ley,  los  estatutos  o  la  escritura  social  en  cada  caso. 


ARTICULO  20. 

La  nacionalidad  de  una  persona  jurídica,  es  la  del  Estado  a 
cuyas  leyes  debe  su  existencia  y  reconocimiento. 


ARTICULO  21. 

Las  fundaciones,  instituciones,  corporaciones  y  asociaciones  que 
tengan  en  mira  un  interés  público,  estarán  sometidas  a  la  autori¬ 
zación  y  vigilancia  del  Gobierno. 


ARTICULO  22. 

Las  personas  jurídicas  forman  una  entidad  civil  distinta  de  sus 
miembros  individualmente  considerados. 


ARTICULO  23. 

Las  compañías  o  asociaciones  legalmente  constituidas  en  el 
extranjero,  podrán  establecerse  en  el  país  o  tener  en  él  agencias  o 
sucursales,  previa  autorización  del  Ejecutivo. 

/ 

ARTICULO  24. 

No  se  dará  la  autorización  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
sin  que  la  compañía  o  asociación  compruebe  legalmente  estar  cons¬ 
tituida  y  autorizada  con  arreglo  a  las  leyes  del  país  de  su  domicilio, 
y  que  por  su  constitución  y  fines  no  se  oponga  a  las  leyes  de  la 
República. 

ARTICULO  25. 

Las  compañías  o  asociaciones  extranjeras  que  tengan  negocios 
habitualmente  en  la  República  están  obligadas : 

Io — A  establecer  agencias  o  sucursales  que  atiendan  dichos 
negocios; 


2I> — A  constituir  un  mandatario  expensado  y  arraigado,  con 
todas  las  facultades  generales  y  especiales  que  la  ley  exige, 
para  responder  de  los  negocios  judiciales  y  extrajudiciales 
que  con  ella  se  relacionen.  Por  ministerio  de  la  ley  se  le 
considerará  investido  de  todas  las  facultades,  expresadas 
en  este  artículo ; 

3? — A  tener  contabilidad,  en  forma  legal  y  escrita  en  castellano, 
en  que  consten  las  operaciones  o  negocios  que  verificare  en 
el  país;  y, 

4° — A  someterse  a  los  tribunales  y  leyes  de  la  República  para  la 
decisión  de  las  cuestiones  judiciales  a  que  den  lugar  los 
negocios  de  la  agencia  o  sucursal. 


ARTICULO  26. 


t'£oi° 


Las  compañías  o  asociaciones  nacionales  y  extranjeras  estable¬ 
cidas  en  Guatemala  y  las  sucursales  y  agencias  de-  entidades  extran¬ 
jeras,  que  infrinjan  las  prescripciones  contenidas  en  los  artículos 
anteriores,  serán  clausuradas  por  la$  autoridad^administratívat  Sus 
representantes  serán  responsables  criminalmente  en  los  casos  que 
determine  la  ley  penal;  y  civilmente,  de  modo  mancomunado  y  soli¬ 
dario,  con  las  entidades  que  representen,  por  las  obligaciones  que 
contraigan  a  nombre  de  éstas  y  por  los  daños  y  perjuicios  que 
causen  durante  su  gestión. 


ARTICULO  27. 

Las  fundaciones  extranjeras  quedan  sujetas  a  todas  las  pres¬ 
cripciones  de  los  artículos  precedentes. 

CAPITULO  IV 

SU  EXTINCION 

ARTICULO  28. 

Las  asociaciones  a  que  se  refiere  el  inciso  3P  del  artículo  15, 
podrán  disolverse  siempre  que  concurra  la  voluntad  de  la  mayoría 
de  sus  miembros. 

ARTICULO  29. 

Las  compañías  y  sociedades  terminan: 

l5 — Por  acuerdo  de  las  dos  terceras  partes  de  los  socios,  si  el 
contrato  social  no  dispone  otra  cosa; 

2° — Por  concluirse  el  tiempo  convenido  para  su  duración  o  por 
acabarse  la  empresa,  negocio  u  objeto  para  que  se  esta¬ 
blecieron; 
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3? — Por  la  pérdida  de  más  del  cincuenta  por  ciento  del  capital, 
salvo  que  el  contrato  social  señale  una  cuota  menor; 

49 — Por  insolvencia  de  la  sociedad;  y, 

511 — En  los  demás  casos  que  determina  específicamente  la  ley. 

ARTICULO  30. 

Cuando  se  declare  que  el  mantenimiento  de  una  fundación  es 
nocivo  o  imposible,  o  cuando  el  plazo  fijado  para  su  constitución 
haya  expirado,  su  activo  será  destinado  por  el  Gobierno  a  otra 
fundación  que  cumpla  un  fin  idéntico  o  análogo,  salvo  disposición 
en  contrario  del  acta  constitutiva  o  de  los  estatutos. 

ARTICULO  31. 


- - - 1-  - —  -  *| 

sus  representantes  de  las  responsabilidades  civiles  y  criminales ; 
y  no  cesará  la  representación  de  éstos,  sino  hasta  que  estén  feneci¬ 
dos  los  asuntos  relacionados  con  dichas  compañías  y  sociedades. 

ARTICULO  34. 

Los  bienes  vacantes  de  las  personas  jurídicas,  se  rigen  por  las 
mismas  disposiciones  que  los  de  las  personas  individuales. 


TITULO  II 

DOMICILIO  Y  VECINDAD 

CAPITULO  UNICO 

ARTICULO  35. 

El  domicilio  de  una  persona  individual  es  el  lugar  donde  reside 
habitualmente,  con  ánimo  de  permanecer  en  él.  A  falta  de  éste, 
en  el  que  tiene  el  principal  asiento  de  sus  negocios.  A  falta  de  uno 
y  otro,  se  reputa  domicilio  de  una  persona  el  lugar  en  que  ésta 
se  halla. 
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2i — A  constituir  un  mandatario  expensado  y  arraigado,  con 
todas  las  facultades  generales  y  especiales  que  la  ley  exige, 
para  responder  de  los  negocios  judiciales  y  extrajudiciales 
que  con  ella  se  relacionen.  Por  ministerio  de  la  ley  se  le 
considerará  investido  de  todas  las  facultades,  expresadas 
en  este  artículo ; 

3i — A  tener  contabilidad,  en  forma  legal  y  escrita  en  castellano, 
en  que  consten  las  operaciones  o  negocios  que  verificare  en 
el  país;  y, 

4!’ — A  someterse  a  los  tribunales  y  leyes  de  la  República  para  la 
decisión  de  las  cuestiones  judiciales  a  que  den  lugar  los 
negocios  de  la  agencia  o  sucursal. 


ARTICULO  26. 

Las  compañías  o  asociaciones  extrajeras,  establecidas 
en  Guatemala,  y  las  sucursales  y  agencias  extranjeras 
que  infrinjan  las  prescripciones  contenidas  en  los  - 
artículos  anteriores,  serán  clausuradas  por  la  auto¬ 
ridad  administrativa.  Las  compañías  o  asociaciones  - 
nacionales  que  incurran  en  dichas  infracciones,  su 
frirán  las  sanciones  establecidas  por  las  leyes  que 
rigen  su  constitución;  pero  en  cualquier  tiempo  po 
dr^n  ser  intervenidas  por  el  Ejecutivo,  las  socie¬ 
dades  o  compañías  por  acciones. - 

ARTICULO  27. 

Las  fundaciones  extranjeras  quedan  sujetas  a  todas  las  pres¬ 
cripciones  de  los  artículos  precedentes. 


CAPITULO  IV 

SU  EXTINCION 

ARTICULO  28. 

Las  asociaciones  a  que  se  refiere  el  inciso  3?  del  artículo  15, 
podrán  disolverse  siempre  que  concurra  la  voluntad  de  la  mayoría 
de  sus  miembros. 

ARTICULO  29. 

Las  compañías  y  sociedades  terminan: 

1? — por  acuerdo  de  las  dos  terceras  partes  de  los  socios,  si  el 
contrato  social  no  dispone  otra  cosa; 

2 1 — Por  concluirse  el  tiempo  convenido  para  su  duración  o  por 
acabarse  la  empresa,  negocio  u  objeto  para  que  se  esta¬ 
blecieron  ; 
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S5 — Por  la  pérdida  de  más  del  cincuenta  por  ciento  del  capital, 
salvo  que  el  contrato  social  señale  una  cuota  menor; 

4° — Por  insolvencia  de  la  sociedad ;  y, 

51 — En  los  demás  casos  que  determina  específicamente  la  ley. 

ARTICULO  30. 

Cuando  se  declare  que  el  mantenimiento  Qe  una  fundación  es 
nocivo  o  imposible,  o  cuando  el  plazo  fijado  para  su  constitución 
haya  expirado,  su  activo  será  destinado  por  el  Gobierno  a  otra 
fundación  que  cumpla  un  fin  idéntico  o  análogo,  salvo  disposición 
en  contrario  del  acta  constitutiva  o  de  los  estatutos. 

ARTICULO  31. 

Terminada  por  cualquier  motivo  una  compañía  o  sociedad, 
procederán  inmediatamente  a  liquidarla  las  personas  que  designe 
el  contrato  social. 

ARTICULO  32. 

Toda  compañía  o  sociedad  que  éntre  en  liquidación,  está  obli¬ 
gada  a  hacerlo  saber  al  público  dentro  de  tercero  día,  por  medio 
de  avisos  publicados  tres  veces  durante  un  mes,  en  el  Diario  Oficial, 

ARTICULO  33. 

La  disolución  de  las  compañías  y  sociedades  no  las  exime  ni  a 
sus  representantes  de  las  responsabilidades  civiles  y  criminales; 
y  no  cesará  la  representación  de  éstos,  sino  hasta  que  estén  feneci¬ 
dos  los  asuntos  relacionados  con  dichas  compañías  y  sociedades. 

ARTICULO  34. 

Los  bienes  vacantes  de  las  personas  jurídicas,  se  rigen  por  las 
mismas  disposiciones  que  los  de  las  personas  individuales. 


TITULO  II 

DOMICILIO  Y  VECINDAD 

CAPITULO  UNICO 

ARTICULO  35. 

El  domicilio  de  una  persona  individual  es  el  lugar  donde  reside 
habitualmente,  con  ánimo  de  permanecer  en  él.  A  falta  de  éste, 
en  el  que  tiene  el  principal  asiento  de  sus  negocios.  A  falta  de  uno 
y  otro,  se  reputa  domicilio  de  una  persona  el  lugar  en  que  ésta 
se  halla. 
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ARTICULO  36. 


Se  presume  el  ánimo  de  residir,  por  la  permanencia  continua 
durante  un  año  en  el  lugar.  Cesará  la  presunción  anterior,  si  se 
comprobare  que  la  residencia  es  accidental  o  que  se  tiene  en  otra 
parte. 

ARTICULO  37. 

La  mujer  casada  tiene  su  domicilio  en  el  de  su  marido,  salvo 
que  esté  separada  legalmente  o  que  tenga  a  su  cargo  un  estableci¬ 
miento  industrial  o  negocio  en  distinto  lugar  del  domicilio  del 
marido. 

ARTICULO  38. 

Los  empleados  y  dependientes  en  general,  tienen  su  domicilio 
en  el  lugar  en  que  presten  sus  servicios.  Los  agentes  diplomáticos 
guatemaltecos  residentes  en  el  extranjero  por  razón  de  su  cargo, 
conservan  el  último  domicilio  que  tenían  en  el  territorio  nacional. 

ARTICULO  39. 

Los  que  accidentalmente  se  hallen  en  un  lugar  desempeñando 
alguna  comisión,  no  adquieren  domicilio  en  él  por  este  solo  hecho. 

ARTICULO  40. 

El  domicilio  de  los  que  se*hallen  extinguiendo  una  condena,  es 
el  lugar  donde  la  extinguen,  por  lo  que  toca  a  las  relaciones  jurí¬ 
dicas  posteriores  a  ella;  en  cuanto  a  las  anteriores,  conservarán  el 
último  que  hayan  tenido. 

ARTICULO  41. 

El  domicilio  de  los  que  estén  bajo  patria  potestad,  tutela  o 
guarda,  será  el  de  las  personas  que  ejerzan  esos  cargos. 

ARTICULO  42. 

El  domicilio  de  una  persona  jurídica  es  el  que  se  designa  en  el 
documento  en  que  conste  su  creación. 


ARTICULO  43. 


También  se  reputa  como  domicilio  de  las  personas  jurídicas 
que  tengan  agencias  o  sucursales  permanentes,  en  lugares  distin¬ 
tos  de  los  de  su  domicilio,  el  lugar  en  que  se  hallen  dichas  agencias 
o  sucursales,  respecto  de  los  actos  o  contratos  que  éstas  ejecuten. 

ARTICULO  44. 

Cuando  en  varios  lugares  concurran  condiciones  constitutivas 
de  domicilio  respecto  de  una  persona,  se  entenderá  que  lo  tiene  en 
todos  ellos,  pero  si  se  trata  de  actos  que  se  refieren  a  cosas  que 
tienen  relación  especial  con  un  lugar  determinado,  éste  será  el 
domicilio  de  la  persona. 


ARTICULO  45. 

Las  personas,  en  sus  contratos,  pueden  elegir  un  domicilio 
especial  para  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  de  éstos  se 
originen. 

ARTICULO  46. 

La  vecindad  es  la  circunscripción  municipal  en  que  una  perso¬ 
na  reside,  y  se  rige  por  las  mismas  leyes  que  el  domicilio. 

ARTICULO  47. 

La  vecindad  confiere  iguales  derechos  e  impone  las  mismas 
obligaciones  locales  a  guatemaltecos  y  extranjeros. 

ARTICULO  48. 

Son  transeúntes  los  que  accidentalmente  se  encuentran  en  una 
jurisdicción  municipal,  teniendo  su  domicilio  en  otra  distinta. 


TITULO  III 

AUSENCIA  Y  MUERTE 
PRESUNTA 

CAPITULO  I 

AUSENCIA 

ARTICULO  49. 

Es  ausente  la  persona  que  se  halla  fuera  de  la  República  y 
tiene  o  ha  tenido  su  domicilio  en  ella. 

Se  considera  también  ausente,  para  los  efectos  legales,  la  per¬ 
sona  que  ha  desaparecido  de  su  domicilio  y  cuyo  paradero  se  ignora. 
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ARTICULO  50. 


Toda  persona  que  tenga  derechos  qué  ejercitar  u  obligaciones 
qué  cumplir  en  la  República  y  se  ausente  de  ella,  deberá  dejar 
mandatario  legalmente  constituido,  y  si  no  lo  hiciere,  se  le  declarará 
ausente  a  petición  de  parte. 

El  mandato  contendrá  todas  las  facultades  especiales  para 
responder  de  las  obligaciones  del  mandante. 

ARTICULO  51. 

Al  declarado  ausente  le  nombrará  el  Juez  un  defensor  judicial 
para  los  casos  en  que  deba  responder  a  una  demanda  o  hacer  valer 
algo  en  juicio. 

ARTICULO  52. 

El  cargo  de  defensor  judicial  recaerá  de  preferencia  en  el  man¬ 
datario,  cuando  éste  carezca  de  facultades  suficientes  para  la  defen¬ 
sa  en  juicio. 

A  falta  de  mandatario  el  Juez  nombrará  a  una  persona  de 
notoria  honradez,  arraigo  y  competencia. 


ARTICULO  53. 

Cesará  el  cargo  de  defensor  judicial:  desde  que  termine  el 
asunto  para  que  se  le  nombró;  desde  que  se  provea  de  guardador 
de  bienes  al  defendido ;  o  desde  que  se  apersone  el  ausente  por  sí 
o  por  medio  de  su  mandatario  con  facultades  necesarias. 


CAPITULO  II 


ADMINISTRACION  DE  LOS  BIENES  DEL  AUSENTE 

> . 

ARTICULO  54. 

Puede  denunciar  la  ausencia  y  solicitar  el  nombramiento  de 
guardador  de  los  bienes,  cualquier  persona  capaz  o  el  Ministerio 
Público. 


ARTICULO  55. 

La  ausencia,  para  el  efecto  de  la  guarda  y  administración  de 
los  bienes,  debe  comprobarse  de  conformidad  con  el  Código  de 
Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  y  ser  declarada  judicialmente, 


■  ^ 

con  intervención  del  Ministerio  Público.  Mientras  se  hace  la  de¬ 
claratoria,  el  Juez  proveerá  a  la  seguridad  de  los  bienes,  ponién¬ 
dolos  en  depósito. 

ARTICULO  56. 

Termina  el  cargo  de  guardador  de  los  bienes  del  ausente: 

1? — Cuando  se  apersona  el  ausente  por  sí  o  por  medio  del 
apoderado;  • 

2o — Cuando  se  da  la  posesión  provisional  o  definitiva  a  los  he¬ 
rederos  del  ausente; 

3° — Cuando  se  extinguen  los  bienes  o  dejan  de  pertenecer  al 
ausente ;  y, 

4" — Cuando  fallezca  el  guardador,  se  le  admita  la  renuncia  o  se 
le  remueva  del  cargo,  según  las  reglas  establecidas  para 
el  tutor. 

En  los  casos  de  este  inciso,  el  Juez  procederá  de  oficio  a 
nombrar  nuevo  guardador. 


ARTICULO  57. 

Todo  lo  relativo  a  la  tutela,  en  lo  que  es  aplicable  y  que  no 
estuviere  previsto  en  este  Capítulo,  regirá  para  los  guardadores 
de  bienes  del  ausente. 


CAPITULO  III 

POSESION  PROVISIONAL  DE  LOS  BIENES 
DEL  AUSENTE 

ARTICULO  58. 

Si  no  se  tienen  noticias  del  ausente  durante  tres  años,  los  here¬ 
deros  testamentarios  o  legales  podrán  pedir  la  posesión  provisional 
de  los  bienes,  conforme  al  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer¬ 
cantil. 


ARTICULO  59. 

Antes  de  concederse  la  posesión  provisional,  se  practicará  in¬ 
ventario  y  tasación  de  los  bienes  y  liquidación  y  partición  de  los 
que  pertenecen  al  matrimonio,  si  el  ausente  fuere  casado.  Los  here¬ 
deros  constituirán  hipoteca  o  prestarán  fianza  por  el  valor  de  los 
del  ausente.  Será  excluido  de  la  posesión,  el  que  no  prestare  la 


* 


151 


garantía  indicada,  quedando  mientras  tanto  los  bienes  que  le  corres¬ 
pondan  bajo  la  administración  del  guardador,  si  lo  hubiere,  o  del 
que  nombre  el  Juez  para  ese  efecto. 

ARTICULO  60. 

El  heredero  que  tuviere  la  posesión  provisional,  no  podrá  enaje¬ 
nar  ni  gravar  los  bienes  del  ausente,  sin  llenar  las  formalidades 
que  las  leyes  establecen  en  cuanto  a  los  bienes  de  menores  o  inca¬ 
pacitados. 

ARTICULO  61. 

Los  herederos  que  tuvieren  la  posesión  provisional,  asumirán 
la  representación  legal  del  ausente. 

ARTICULO  62. 

Los  herederos  provisionales  hacen  suyos  los  productos  natura¬ 
les,  industriales  y  civiles  de  los  bienes  del  ausente. 


CAPITULO  IV 

POSESION  DEFINITIVA  DE  LOS  BIENES 
DEL  AUSENTE 

ARTICULO  63. 

Transcurridos  siete  años  desde  que  se  decretó  la  posesión  pro¬ 
visional  o  diez  desde  que  se  tuvo  la  última  noticia  del  ausente, 
podrá  declararse  la  muerte  presunta  de  éste,  y,  en  tal  caso,  así 
como  en  lo  previsto  en  los  artículos  74,  75,  76  y  77,  podrán  sus 
herederos  testamentarios  o  legales  pedir  la  posesión  definitiva  de 
la  herencia. 

ARTICULO  64. 

La  herencia  corresponderá  a  los  que  resulten  herederos  del 
ausente  en  la  fecha  señalada  como  día  de  la  muerte  presunta,  o 
al  tiempo  en  que  conforme  a  este  Código  se  puede  pedir  la  posesión 
provisional. 

ARTICULO  65. 

Los  legatarios  y  acreedores  del  ausente  o  de  sus  herederos  tes¬ 
tamentarios  o  legales,  podrán  solicitar  para  éstos  la  posesión  pro¬ 
visional. 
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ARTICULO  66. 


En  cualquier  tiempo  en  que  se  estableciere  la  fecha  exacta  del 
fallecimiento  del  ausente,  en  esa  fecha  se  considerará  abierta  la 
sucesión,  para  el  efecto  de  declarar  quiénes  son  los  herederos. 


ARTICULO  67. 

/ 

Los  poseedores  provisionales  o  definitivos  de  los  bienes  o  los 
herederos  declarados  o  presuntos  del  ausente,  deben  proveer  de 
alimentos  a  los  que  tengan  derecho  a  recibirlos,  en  los  términos  que 
la  ley  establece. 

ARTICULO  68. 

En  cualquier  estado  en  que  aparezca  revocado  el  testamento 
que  motivó  la  posesión  provisional  o  definitiva,  o  que  se  presente 
otro  testamento  posterior  del  ausente,  se  conferirá  la  herencia  a 
los  que  resulten  herederos  testamentarios  o  legales,  según  los  docu¬ 
mentos  últimamente  aparecidos. 


ARTICULO  69. 

Cesará  la  posesión,  sea  provisional  o  definitiva,  cuando  haya 
noticia  comprobada  de  que  vive  el  ausente;  desde  entonces  el  here¬ 
dero  quedará  con  el  carácter  de  guardador  y  sujeto  a  todas  las 
obligaciones  de  éste. 


ARTICULO  70. 

Los  que  por  cualquier  título  tengan  la  administración  o  custo¬ 
dia  de  los  bienes  del  ausente,  o  hayan  obtenido  la  posesión  provi¬ 
sional  o  definitiva  de  ellos,  no  podrán  retenerlos  por  causa  alguna 
ni  rehusar  su  entrega  inmediata  al  ausente  que  regrese  o  a  la 
persona  que  legalmente  lo  represente.  El  ausente,  mientras  viva, 
conserva  la  posesión  civil  de  estos  bienes,  bajo  el  amparo  de  la  ley. 

ARTICULO  71. 

Decretada  la  posesión  definitiva,  los  propietarios  de  bienes 
usufructuados,  los  legatarios  y  en  general  todos  aquellos  que  ten¬ 
gan  derechos  subordinados  a  la  condición  de  muerte  del  ausente, 
podrán  hacerlos  valer  en  el. caso  de  haberse  declarado  la  muerte 
presunta. 


ARTICULO  72. 


Se  reputa  vivo  al  ausente,  para  el  efecto  de  adquirir  por  cual, 
quier  título,  mientras  no  se  haya  decretado  la  posesión  definitiva 
de  sus  bienes. 


ARTICULO  73. 

El  guardador  y  el  poseedor  provisional  que  adquieran  para  el 
ausente,  bienes  o  derechos  por  sucesión  u  otro  título  gratuito,  deben 
denunciarlos  al  Juez  respectivo  dentro  de  quince  días  y  ampliarán 
hasta  el  valor  de  estos  bienes  o  derechos,  la  garantia  que  hubiesen 
prestado  de  conformidad  con  el  artículo  59. 


CAPITULO  V 


MUERTE  PRESUNTA 

ARTICULO  74. 

El  que  desapareciere  dufante  una  guerra  en  que  haya  tomado 
parte  como  individuo  de  fuerza  armada,  como  funcionario,  emplea¬ 
do  o  auxiliar,  o  se  hubiere  encontrado  en  la  zona  de  operaciones, 
podrá  ser  declarado  muerto  cuando  hayan  transcurrido  tres  años 
de  celebrada  la  paz  o  terminada  la  guerra,  sin  que  se  tengan  noti¬ 
cias  del  desaparecido. 


ARTICULO  75. 

Podrá  asimismo  declararse  el  fallecimiento  de  una  persona  que 
se  hubiere  encontrado  a  bordo  de  un  buque  náufrago,  si  al  cabo  de 
tres  años,  no  se  tiene  noticias  ciertas  de  ella.  Se  presume  que  ha 
ocurrido  el  naufragio  del  buque,  cuando  no  se  sepa  de  él  en  el 
transcurso  de  un  año. 

ARTICULO  76. 

En  el  mismo  caso  del  artículo  anterior,  se  tendrá  a  la  persona 
que  sufriere  un  accidente  de  aviación. 

ARTICULO  77. 

Podrá  declararse  también  el  fallecimiento  de  una  persona,  cuyo 
cadáver  no  se  haya  encontrado,  cuando  dicha  persona  hubiere  des¬ 
aparecido  por  causa  de  explosión,  incendio,  terremoto,  derrumbe, 
inundación  u  otro  siniestro. 
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ARTICULO  78. 

Cuando  no  constare  la  fecha  del  siniestro  en  que  se  presume 
fallecida  alguna  persona,  el  Juez  fijará  el  día  y  hora  que  se  reputen 
ser  los  de  la  muerte,  en  vista  de  las  circunstancias  en  que  pueda 
haber  ocurrido  y  de  las  pruebas  que  presenten  los  interesados. 

A  falta  de  datos  acerca  de  la  hora  del  fallecimiento  se  fijará 
como  tal,  la  última  hora  del  día  presuntivo  de  la  muerte. 

ARTICULO  79. 

La  resolución  que  declare  la  muerte  presunta  así  como  la  que 
otorgue  la  posesión  definitiva  de  los  bienes,  será  inscrita  en  los 
registros  del  Estado  Civil  y  de  la  Propiedad  Inmueble  que  corres¬ 
pondan. 

CAPITULO  VI 

EFECTOS  DE  LA  DECLARACION  DE  AUSENCIA 
Y  MUERTE  PRESUNTA 

ARTICULO  80. 

Los  efectos  jurídicos  de  la  declaración  de  ausencia  y  de  muerte 
presunta,  respecto  a  los  bienes,  se  determinan  por  la  ley  del  lugar 
en  que  se  hallen  situados. 

Las  demás  relaciones  jurídicas  seguirán  sujetas  a  la  ley  que 
anteriormente  las  regía. 

,  ARTICULO  81. 

Si  el  ausente  o  presunto  muerto,  aparece  o  se  prueba  su  exis¬ 
tencia,  aun  después  de  la  posesión  definitiva,  recobrará  sus  bienes 
en  el  estado  en  que  éstos  se  encuentren,  el  precio  de  los  vendidos 
y  los  que  provengan  del  empleo  que  se  haya  hecho  de  ese  precio. 

En  consecuencia,  los  herederos  o  legatarios  que  hayan  obtenido 
la  posesión  provisional  o  definitiva  de  los  bienes,  no  podrán  adqui¬ 
rirlos  por  prescripción. 

TITULO  IV 

MATRIMONIO 


CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  82. 

El  matrimonio  es  una  institución  social  por  la  que  un  hombre 
y  una  mujer  se  unen  legalmente,  con  el  fin  de  vivir  juntos,  procrear, 
alimentar,  educar  a  sus  hijos  y  auxiliarse  entre  sí. 
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ARTICULO  83. 


El  matrimonio  se  funda  en  la  igualdad  de  derechos  y  obligacio¬ 
nes  entre  los  contrayentes  y,  para  celebrarlo,  es  indispensable  el 
consentimiento  expreso  de  ambos,  manifestado  de  modo  legal. 

ARTICULO  84. 

Los  esponsales  no  producen  obligación  legal  alguna  para  el 
efecto  de  exigir  su  cumplimiento;  sin  embargo,  podrá  demandarse 
la  restitución  de  las  cosas  donadas  y  entregadas  con  promesa  de 
un  matrimonio  que  no  se  efectuó. 


CAPITULO  II 

CALIDADES  Y  REQUISITOS  INDISPENSABLES 
PARA  CONTRAER  MATRIMONIO 

ARTICULO  85. 

El  matrimonio  debe  autorizarse  públicamente  por  uno  de  los 
Alcaldes;  en  defecto  de  ellos,  por  el  Concejal  que  haga  sus  veces. 

Los  militares  que  se  encuentren  en  campaña  o  en  plaza  sitiada, 
podrán  contraer  matrimonio  ante  el  Jefe  del  Cuerpo  o  de  la  Plaza. 
En  los  casos  determinados  en  este  artículo,  se  atenderá  a  lo  que 
dispone  el  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 


ARTICULO  86. 

La  mayoría  de  edad,  marca  la  libre  aptitud  para  contraer  ma¬ 
trimonio.  Sin  embargo,  pueden  contraerlo,  el  varón  mayor  de  diez 
y  seis  años  y  la  mujer  mayor  de  catorce,  siempre  que  medie  la 
autorización  que  determina  este  Código. 


ARTICULO  87. 

La  persona  que  solicite  contraer  matrimonio  deberá  comprobar 
su  libertad  de  estado  civil. 

ARTICULO  88. 

Para  contraer  un  nuevo  matrimonio,  deberá  comprobarse  que 
están  asegurados  los  bienes  de  los  hijos,  sus  alimentos  y  su  edu¬ 
cación. 
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ARTICULO  89. 


El  matrimonio  podrá  ser  solicitado  y  contraerse  por  medio  de 
mandatario  con  facultad  especial. 


CAPITULO  III 

_  • 

CONSTANCIA  DE  SANIDAD 

ARTICULO  90. 

El  que  pretenda  contraer  matrimonio,  podrá  exigir  de  la  otra 
parte  certificado  de  sanidad,  expedido  por  un  Médico  autorizado 
para  ejercer  su  profesión  en  la  República. 

ARTICULO  91. 

Igual  facultad  tendrán  las  personas  a  quienes  corresponde  dar 
su  consentimiento  para  el  matrimonio  de  los  menores  de  edad. 

ARTICULO  92. 

La  constancia  de  sanidad  versará  sobre  los  puntos  expresados 
en  los  incisos  49  y  14  del  artículo  124. 


CAPITULO  IV 

IMPEDIMENTOS  PARA  CONTRAER  MATRIMONIO 

ARTICULO  93. 

Es  insubsistente  el  matrimonio : 

1? — De  la  persona  ligada  por  un  matrimonio  anterior; 

29 — Entre  ascendientes  y  descendientes  por  consanguinidad; 
39 — Entre  ascendientes  y  descendientes  que  hayan  estado  liga¬ 
dos  por  afinidad; 

49 — Entre  hermanos  o  medio  hermanos;  y, 

5? — Del  incapaz  declarado  judicialmente. 

ARTICULO  94. 

Es  anulable  el  matrimonio : 

l9 — Cuando  uno  o  ambos  cónyuges  han  consentido  por  error, 
dolo  o  coacción; 


2'> — De  cualquier  persona  que  padezca  incapacidad  mental  al 
celebrarlo ; 

3° — Del  varón  menor  de  diez  y  seis,  o  de  la  mujer  menor  de 
catorce  años.  Se  tendrá  no  obstante,  por  revalidado  el  ma¬ 
trimonio,  sin  necesidad  de  declaración  expresa,  si  la  mujer 
hubiere  concebido  antes  de  la  edad  indicada;  y, 

4° — peí  que  adolezca  de  impotencia  absoluta  o  relativa  para  la 
procreación,  siempre  que  por  su  naturaleza  sea  perpetua, 
incurable  y  anterior  al  matrimonio. 

ARTICULO  95. 

No  podrá  ser  autorizado  el  matrimonio: 

l5 — Del  varón  menor  de  diez  y  seis  años  o  de  la  mujer  menor 
de  catorce  años  cumplidos,  salvo  que  antes  de  esa  edad 
--hubiere  concebido  la  mujer  y  preste  su  consentimiento 
quien  ejerza  sobre  ella  la  patria  potestad,  el  tutor,  o  en  su 
caso,  el  Juez; 

29 — Del  menor  de  diez  y  ocho  años,  sin  el  consentimiento  previo 
y  expreso  de  quien  deba  otorgárselo  de  conformidad  con 
la  ley; 

3^ — De  la  mujer,  antes  que  transcurran  trescientos  días  conta¬ 
dos  desde  la  disolución  del  anterior  matrimonio  o  desde 
que  éste  se  declare  nulo  o  insubsistente,  a  menos  que  haya 
habido  parto  dentro  de  ese  término,  o  que  uno  de  los  cón¬ 
yuges  haya  estado  materialmente  separado  del  otro  o  ausen¬ 
te  por  el  término  indicado.  Si  la  nulidad  del  matrimonio 
hubiere  sido  declarada  por  impotencia  del  marido,  la  mujer 
podrá  contraer  nuevo  matrimonio  sin  espera  de  término 
alguno ; 

4° — El  del  tutor,  del  protutor  y  del  guardador  o  de  sus  des¬ 
cendientes,  con  la  persona  que  haya  estado  o  esté  bajo  su 
tutela,  protutela  o  guarda,  sino  después  de  aprobadas  y 
canceladas  las  cuentas  de  administración;  a  no  ser  que  el 
padre  o  la  madre  del  menor  hubieren  autorizado  el  ma¬ 
trimonio  sin  ese  requisito,  en  testamento  o  en  escritura 
pública; 

5Q — Del  que  teniendo  hijos  bajo  su  patria  potestad,  no  hiciere 
inventario  judicial  de  los  bienes  de  aquéllos  ni  garantizare 
su  manejo,  salvo  que  la  administración  de  bienes  pasare  a 
otra  persona. 

Si  no  obstante  lo  prescrito  en  los  incisos  anteriores  fuere 
celebrado  el  matrimonio,  éste  será  válido ;  pero  tanto  el 
funcionario  como  las  personas  culpables  de  la  infracción, 
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serán  responsables.  Las  personas  a  que  se  refieren  los 
incisos  49  y  59  perderán  la  administración  de  los  bienes  y 
no  podrán  sucederles  por  intestado ;  y, 

69 — Entre  el  autor,  cómplice  o  encubridor  de  la  muerte  de  uno 
de  los  cónyuges,  y  el  cónyuge  sobreviviente. 


ARTICULO  96. 

La  autorización  de  los  padres  o  del  tutor  en  su  caso,  puede 
dispensarse  para  el  matrimonio  del  menor,  cuando  los  motivos  en 
que  se  funde  la  negativa  no  fueren  razonables.  Esta  dispensa  la 
concederá  o  no  el  Juez  del  domicilio  del  menor  a  solicitud  de  éste, 
oyendo  al  opositor  y  al  Ministerio  Público. 


CAPITULO  V 


DEBERES  Y  DERECHOS  QUE  NACEN 
DEL  MATRIMONIO 

ARTICULO  97. 


Por  el  matrimonio  la  mujer  agrega  a  su  propio  apellido  el  de 
su  marido  y  adopta  su  nacionalidad,  a  menos  que  se  reserve— uno 
41  otra,  i  $—<  <a-*-  ~ 

En  este  caso  deberá  hacerlo  constar  expresamente  en  las  dili¬ 
gencias  matrimoniales. 


ARTICULO  98. 


La  guatemalteca  casada  con  extranjero  que  no  se  hubiere  reser¬ 
vado  su  nacionalidad,  la  recobra  si  reside  en  el  país  al  disolverse 
el  matrimonio,  y  aun  residiendo  en  el  extranjero,  podrá  recobrarla, 
para  lo  cual  hará  la  declaración  que  corresponda  ante  el  Agente 
Diplomático  o  Consular  de  Guatemala  en  el  lugar  de  su  domicilio. 

ARTICULO  99. 

La  mujer  tendrá  el  derecho  y  la  obligación  de  dirigir  los  que¬ 
haceres  del  hogar.  En  la  esfera  de  su  acción  doméstica,  tendrá  el 
derecho  y  el  deber  de  cuidar  los  asuntos  del  marido. 
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CAPITULO  VI 


REGIMEN  ECONOMICO  DEL  MATRIMONIO 

ARTICULO  100. 

Son  obligatorias  las  capitulaciones  relativas  al  régimen  eco¬ 
nómico  del  matrimonio,  antes  de  celebrarlo,  en  los  casos  siguientes: 

l9 — Cuando  alguno  de  los  contrayentes  tenga  bienes  cuyo  valor 
llegue  a  mil  quetzales: 

29 — Si  alguno  de  los  contrayentes  ejerce  profesión,  arte  u  ofi¬ 
cio,  que  le  produzca  renta  o  emolumento  que  exceda  de 
cincuenta  quetzales  al  mes; 

39 — Si  alguno  de  ellos  tuviere  en  administración  bienes  de 
menores  o  incapacitados  que  estén  bajo  su  patria  potestad, 
tutela  o  guarda;  y, 

49 — Si  la  mujer  fuere  guatemalteca  y  el  varón  extranjero  o 
guatemalteco  nacionalizado. 

ARTICULO  101. 

Las  capitulaciones  matrimoniales  deberán  contener: 

l9 — La  designación  detallada  de  los  bienes  que  tenga  cada  uno 
de  los  cónyuges,  al  contraer  matrimonio,  con  expresión  de 
su  valor  estimativo ; 

29 — Declaración  del  monto  de  las  deudas  de  cada  uno;  y, 

39 — Declaración  expresa  de  los  contrayentes  sobre  si  adoptan 
el  régimen  de  la  comunidad  o  el  de  la  separación  de  bienes, 
haciendo  constar  en  uno  u  otro  caso,  todas  las  modalidades 
y  condiciones  a  que  quieran  sujetar  su  régimen  económico. 

ARTICULO  102. 

Las  capitulaciones  matrimoniales  deberán  constar  en  escritura 
pública  o  en  acta  levantada  ante  el  funcionario  que  haya  de  auto¬ 
rizar  el  matrimonio.  El  testimonio  de  la  escritura  o  la  certificación 
del  acta  se  inscribirá  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  una  vez  cele¬ 
brado  el  matrimonio,  si  se  afectaren  bienes  inmuebles  o  derechos 
reales.  En  todo  caso,  deberán  ser  registradas  las  capitulaciones, 
copiándose  textualmente  en  el  libro  correspondiente  del  Registro 
Civil,  lo  que  se  hará  después  de  contraído  el  matrimonio. 
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ARTICULO  103. 

Las  capitulaciones  matrimoniales  pueden  alterarse  después  de 
celebrado  el  matrimonio;  la  alteración  deberá  constar  en  escritura 
pública,  que  se  inscribirá  en  los  registros  respectivos,  y  sólo  perju¬ 
dicará  a  tercero  desde  la  fecha  de  la  inscripción.  El  derecho  de 
alteración  es  irrenunciable. 


ARTICULO  104. 

Si  los  contrayentes  no  hubieren  celebrado  capitulaciones  por 
no  estar  obligados  a  ello,  cada  cónyuge  queda  dueño  y  dispone 
libremente  de  los  bienes  que  tenía  al  contraer  matrimonio  y  de  los 
que  adquiera  durante  él,  por  título  gratuito  o  con  el  valor  de  unos 
y  otros. 

ARTICULO  105. 

En  el  caso  del  artículo  anterior,  el  régimen  económico  del  ma¬ 
trimonio  será,  de  una  manera  supletoria,  el  de  la  comunidad,  exclu¬ 
sivamente  en  cuanto  a  los  siguientes  bienes : 

19 —  Los  frutos  de  los  bienes  propios  de  cada  uno  de  los  cónyu¬ 
ges,  deducidos  los  gastos  de  producción,  reparación,  conser¬ 
vación  y  cargas  fiscales  y  municipales  de  los  respectivos 
bienes; 

20 —  Los  que  se  compren  o  permuten  con  esos  frutos; 

ó5 — Los  que  adquiera  cada  cónyuge  por  su  trabajo,  empleo, 
profesión  o  industria;  y, 

4!> — Los  bienes  que  existieren  al  disolverse  el  matrimonio,  si  no 
constare  de  una  manera  clara,  a  quién  de  los  cónyuges 
pertenecen. 

ARTICULO  106. 

Esta  comunidad  estará  sujeta  a  las  prescripciones  legales  rela¬ 
tivas  a  la  comunidad  de  bienes;  el  marido  será  administrador  de 
ella  y  cualquiera  de  los  cónyuges  tendrá  derecho  a  darle  fin,  me¬ 
diante  separación  de  bienes.  Si  el  marido  fuere  menor  de  diez 
y  ocho  años,  deberá  ser  asistido  en  la  administración  de  sus  bienes 
y  los  de  la  sociedad  conyugal,  por  la  persona  que  ejerza  sobre  él  la 
patria  potestad  o  la  tutela,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  200  de  esta  Ley. 
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ARTICULO  107. 


No  obstante  lo  establecido  en  los  artículos  anteriores,  corres¬ 
ponde  en  propiedad  exclusiva  a  la  mujer,  el  menaje  de  la  casa, 
exceptuándose  los  objetos  de  lujo  y  los  de  uso  personal  del  marido. 
En  caso  de  duda,  el  Juez,  atendiendo  a  las  circunstancias  sociales 
y  económicas  de  la  familia,  resolverá  equitativamente. 


ARTICULO  108. 

La  mujer  no  necesita  autorización  del  marido  ni  del  Juez  para 
contratar  ni  para  comparecer  en  juicio,  cuando  se  trate  de  acciones 
o  bienes  propios;  y  las  responsabilidades  que  contraiga  en  este 
caso,  obligarán  exclusivamente  dichos  bienes.  Esta  disposición  re¬ 
girá  aun  para  los  matrimonios  contraídos  bajo  la  legislación  an¬ 
terior. 

ARTICULO  109. 

La  sociedad  de  bienes  de  los  matrimonios  efectuados  con  ante¬ 
rioridad,  seguirá  regida  por  la  legislación  vigente  en  el  día  en  que 
fueron  celebrados;  pero  pueden  los  cónyuges  hacer  cesar  esa  socie¬ 
dad,  por  separación  de  bienes,  o  modificarla  por  capitulaciones 
matrimoniales. 


ARTICULO  110. 

Los  bienes  de  los  cónyuges  responderán  solidariamente  de  las 
compras  hechas  al  fiado,  por  cualquiera  de  ellos,  de  especies  y 
objetos  destinados  al  consumo  y  uso  de  la  familia;  pero  de  las 
cosas  de  lujo,  responderá  personalmente  el  que  hubiere  hecho  la 
compra. 

ARTICULO  111. 

La  responsabilidad  civil  por  hechos  ilícitos  de  un  cónyuge  no 
obliga  al  otro  en  sus  bienes  propios  ni  en  su  parte  de  los  comunes. 

ARTICULO  112. 

Las  deudas  anteriores  al  matrimonio  serán  pagadas  con  los 
bienes  propios  del  que  las  contrajo,  aun  cuando  aquél  se  rija  por 
las  reglas  de  la  comunidad. 
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ARTICULO  113. 

Los  gastos  que  causaren  las  enfermedades,  asi  como  los  que  se 
originan  por  funerales  y  lutos  a  consecuencia  de  la  muerte  de  un 
cónyuge,  se  reputan  deudas  comunes  del  matrimonio. 


A  RETICULO  114. 

De  las  deudas  del  matrimonio,  a  que  se  refiere  el  artículo  ante¬ 
rior,  son  responsables  los  bienes  propios  de  los  cónyuges,  en  el 
caso  de  ser  insuficientes  los  comunes. 


ARTICULO  115. 

Cesa  la  comunidad  de  bienes  matrimoniales: 

1°' — Por  la  nulidad,  disolución  o  insubsistencia  del  matrimonio; 

29 — Por  separación  de  bienes; 

3° — Por  abandonar  voluntariamente  el  hogar  conyugal  cual¬ 
quiera  de  los  esposos,  o  por  negativa  del  marido  de  mante¬ 
ner  en  él  a  la  mujer; 

49 — Por  concederse  la  posesión  provisional  de  los  bienes  del 
cónyuge  ausente ;  y, 

59 — Por  ser  condenado  en  sentencia  judicial  firme  alguno  de 
los  cónyuges  por  delito  cometido  en  contra  del  otro. 


ARTICULO  116. 

El  régimen  de  los  bienes  entre  cónyuges  extranjeros  de  una 
misma  nacionalidad,  se  determina,  a  falta  de  capitulaciones,  por 
la  ley  personal  que  les  es  común  en  el  momento  de  la  celebración 
del  matrimonio;  y  si  fueren  de  distinta  nacionalidad,  por  la  del 
lugar  en  que  los  esposos  fijaron  el  primer  domicilio  conyugal. 

ARTICULO  117. 

El  cambio  de  nacionalidad  de  los  esposos  o  de  uno  de  ellos,  no 
tendrá  influencia  sobre  el  régimen  de  los  bienes. 
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CAPITULO  VII 


NULIDAD  DEL  MATRIMONIO 

ARTICULO  118. 

La  insubsistencia  del  matrimonio  en  los  casos  señalados  por  la 
ley,  puede  declararse  de  oficio  por  el  Juez  competente,  previa  cita¬ 
ción  de  los  cónyuges  y  del  Ministerio'  Público. 


ARTICULO  119. 

La  nulidad  de  los  matrimonios  a  que  se  refiere  el  artículo  94 
puede  demandarse : 

Io — En  el  caso  primero,  por  el  contrayente,  víctima  del  error, 
dolo  o  coacción; 

2° — En  el  caso  segundo,  por  el  cónyuge  capaz,  por  el  padre,  la 
madre  o  el  tutor  del  incapacitado,  y  por  el  Ministerio 
Público ; 

3° — En  el  caso  tercero,  por  el  padre,  madre  o  tutor  del  menor, 
o  por  éste,  asistido  de  un  tutor  específico; 

49 — En  el  caso  cuarto,  por  cualquiera  de  los  cónyuges,  si  la 
impotencia  es  relativa;  pero  si  fuere  absoluta,  el  cónyuge 
impotente  no  podrá  demandar  la  nulidad;  y, 

59 — En  el  caso  previsto  en  el  artículo  89,  sólo  podrá  ser  deman¬ 
dada  la  nulidad  por  el  cónyuge  que  revocó  el  poder. 


ARTICULO  120. 

La  nulidad  que  procede  de  acuerdo  con  el  artículo  94,  no  podrá 
demandarse  sino  durante  la  vida  de  ambos  cónyuges.  Sin  embargo, 
aun  después  de  la  muerte  de  uno  de  ellos,  podrá  el  otro,  en  todo 
tiempo,  deducir  la  acción  de  nulidad  de  cualquier  matrimonio  pos¬ 
terior  al  del  demandante,  que  hubiere  contraído  su  excónyuge. 

La  acción  entablada  sobre  nulidad  a  que  se  refiere  este  artículo, 
podrá  continuarse  por  los  respectivos  herederos. 


ARTICULO  121. 

En  los  casos  de  muerte  presunta,  si  el  cónyuge  de  la  persona 
declarada  muerta  contrae  nuevo  matrimonio,  éste  será  válido  aun¬ 
que  el  ausente  viva,  a  no  ser  que  los  cónyuges  o  uno  de  ellos  cono¬ 
ciera  la  circunstancia  de  estar  vivo  el  ausente.  En  este  caso,  la 
acción  de  nulidad  corresponde  al  ausente  o  al  cónyuge  que  haya 
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ignorado  al  casarse,  que  aquél  vivía.  Esta  acción  prescribe  a  los 
seis  meses  contados  para  el  ausente,  desde  la  fecha  en  que  tuvo 
conocimiento  del  nuevo  matrimonio;  y  para  el  cónyuge,  desde  que 
supo  la  supervivencia  del  ausente. 


CAPITULO  VIII 


SEPARACION  Y  DIVORCIO 

ARTICULO  122. 

El  matrimonio  se  modifica  por  la  separación  y  se  disuelve  por 
el  divorcio. 


ARTICULO  123. 

La  separación  de  personas  así  como  el  divorcio  podrán  de¬ 
clararse  : 

1? — Por  mutuo  acuerdo;  y, 

29 — Por  voluntad  de  uno  de  los  cónyuges  mediante  causa  de¬ 
terminada. 


ARTICULO  124. 

Son  causas  para  obtener  la  separación  o  el  divorcio: 

1? — La  infidelidad  de  cualquiera  de  los  cónyuges; 

29 — La  sevicia  o  las  ofensas  graves; 

39 — El  atentado  de  uno  de  los  cónyuges  contra  la  vida  del  otro ; 

49 — La  impotencia  absoluta  o  relativa  para  cumplir  los  fines 
del  matrimonio,  siempre  que  por  su  naturaleza  sea  per¬ 
petua,  incurable  y  posterior  al  matrimonio ; 

59 — El  abandono  voluntario  o  la  ausencia  inmotivada  por  más 
de  dos  años; 

69 — La  separación  de  cuerpos,  después  de  haber  sido  decla¬ 
rada  en  sentencia  firme;  o  la  de  hecho  durante  tres  años; 

T> — La  incitación  al  otro  cónyuge  o  a  los  hijos,  a  la  corrupción 
o  al  delito ; 

8° — La  negativa  infundada  de  uno  de  los  cónyuges  a  cumplir 
con  el  otro  o  con  los  hijos  comunes  los  deberes  a  que  esté 
legalmente  obligado;  y  la  disipación  de  la  hacienda  do¬ 
méstica; 

9° — Los  hábitos  de  juego  o  embriaguez  o  el  uso  indebido  y 
constante  de  estupefacientes,  cuando  amenacen  causar  la 
ruina  de  la  familia  o  constituyen  un  continuo  motivo  de 
desavenencia  conyugal; 
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10.  — La  enfermedad  mental  incurable  de  uno  de  los  cónyuges, 

que  sea  bastante  para  declarar  la  interdicción; 

11.  — Condena  de  uno  de  los  cónyuges,  en  sentencia  firme,  a 

una  pena  mayor  de  cinco  años  de  prisión  por  delitos 
comunes; 

12.  — El  hecho  de  que  la  mujer  dé  a  luz  durante  el  matrimonio 

a  un  hijo  concebido  antes  de  su  celebración,  siempre  que 
el  marido  no  haya  tenido  conocimiento  del  embarazo  antes 
del  matrimonio ; 

13.  — Las  ofensas  al  honor,  la  indignidad  moral  o  la  conducta 

que  haga  intolerable  la  vida  en  común,  todo  según  aprecia¬ 
ción  del  Juez; 

14.  — La  enfermedad  incurable  perjudicial  al  otro  cónyuge  o  a 

la  descendencia; 

15.  — El  delito  contra  naturaleza  y  todas  las  formas  de  perver¬ 

sión  o  inversión  sexual ;  y, 

16.  — La  denuncia  o  acusación  calumniosa  hecha  por  un  cón¬ 

yuge  contra  el  otro,  por  delito  que  merezca  pena  mayor  de 
dos  años  de  prisión. 


* 


ARTICULO  125. 

Se  presume  voluntario  el  abandono  e  inmotivada  la  ausencia 
el  inciso  S5  del  artículo  anterior;  pero  contra  tales 
í  admite  prueba  en  contrario.  La  acción  respectiva 
debe  promoverse  durante  la  ausencia  o  abandono  del  cónyuge  de¬ 
mandado. 

ARTICULO  126. 

No  son  causa  de  separación  ni  de  divorcio,  los  actos  de  infide¬ 
lidad  cometidos  en  connivencia  o  con  ej  consentimiento  del  otro 
cónyuge,  o  cuando  después. de  consumados  y  conocidos  por  el  otro 
han  continuado  los  cónyuges  conviviendo. 


a  que  se,  refiere 
prescripciones  s 


ARTICULO  127. 

Los  cónyuges  pueden  optar  por  el  divorcio  o  la  separación,  ya 
sea  por  mutuo  acuerdo  o  por  cualquiera  dé  las  causas  expresadas. 


166 


CAPITULO  IX 


EFECTOS  DE  LA  SEPARACION,  DEL  DIVORCIO 
Y  DE  LA  NULIDAD  DEL  MATRIMONIO 

ARTICULO  128. 

Los  efectos  civiles  de  la  separación  y  del  divorcio  son  comu¬ 
nes.  Sin  embargo,  sólo  el  divorcio  disuelve  el  vínculo  y  deja  a  los 
cónyuges  en  libertad  para  contraer  nuevo  matrimonio. 


ARTICULO  129. 

El  matrimonio  contraído  con  las  solemnidades  legales  y  de 
buena  fe,  aunque  sea  declarado  nulo,  produce  todos  los  efectos 
civiles  en  favor  de  los  cónyuges  y  de  sus  hijos.  Si  la  buena  fe  ha 
estado  de  parte  de  uno  de  los  cónyuges,  únicamente  produce  efectos 
civiles  en  favor  de  él  y  de  los  hijos  habidos  en  el  matrimonio  putati¬ 
vo.  La  buena  fe  se  presume  si  no  constare  lo  contrario.  En  ningún 
caso  la  nulidad  del  matrimonio  ni  el  divorcio,  ni  la  separación,  per¬ 
judicarán  a  tercero,  sino  desde  la  fecha  en  que  se  inscriba  en  los 
Registros  respectivos  la  correspondiente  ejecutoria. 


ARTICULO  130. 

Los  efectos  y  consecuencias  de  la  nulidad  del  matrimonio,  así 
como  los  del  divorcio  y  de  la  separación,  se  regirán  por  las  leyes  de] 
país  donde  hayan  sido  decretados. 


ARTICULO  131. 


La  mujer  divorciada  no  tendrá  derecho  a  usar  el  apellido  del 
marido. 


ARTICULO  132. 


Los  padres  no  quedan  desligados  de  la  obligación  de  velar  por 
los  intereses,  guarda  y  educación  de  sue  hijos,  quienquiera  que  los 
tenga  a  su*cuidado. 

ARTICULO  133. 

Al  estar  fírme  la  sentencia  que  declare  la  nulidad,  la  separa¬ 
ción  o  el  divorcio,  se  procederá  a  liquidar  el  patrimonio  conyugal 
en  los  términos  prescritos  por  las  capitulaciones,  por  la  ley  o  por 
las  convenciones  que  hubiesen  celebrado  los  cónyuges. 
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ARTICULO  134. 


El  Juez  fijará  la  pensión  alimenticia  que  el  cónyuge  culpable 
debe  dar  al  inculpable. 

La  pensión  se  regulará  teniendo  en  cuenta  las  posibilidades  del 
que  deba  prestarla  y  las  necesidades  del  que  ha  de  recibirla. 

La  mujer  tendrá  tal  derecho,  mientras  observe  buena  conducta 
y  no  contraíga  nuevo  matrimonio;  y  el  marido  sólo  tendrá  derecho 
a  pensión,  cuando  esté  imposibilitado  para  dedicarse  a  trabajos 
que  le  proporcionen  medios  de  subsistencia  y  no  contraiga  nuevo 
matrimonio. 

ARTICULO  135. 

El  convenio  que  debe  preceder  a  la  separación  o  al  divorcio, 
no  perjudicará  a  los  hijos,  quienes,  a  pesar  de  las  estipulaciones, 
conservarán  íntegros  sus  derechos  a  ser  alimentados  y  educados 
con  arreglo  a  la  ley. 

ARTICULO  136. 

Los  Jueces  bajo  su  más  estrecha  responsabilidad  cuidarán  de 
que  lo  estipulado  en  los  convenios  respecto  a  los  hijos  y  demás 
deberes  legales,  esté  suficientemente  garantizado  y  responda  a  los 
fines  de  protección  social  que  los  Tribunales  de  Justicia  están  lla¬ 
mados  a  ejercer. 

La  garantía  será  hipotecaria  si  los  obligados  a  prestar  alimentos 
tuvieren  bienes  raíces,  y  si  no  los  tuvieren,  se  les  exigirá  fianza  u 
otra  seguridad  a  juicio  del  Juez. 


TITULO  V 

PARENTESCO 


CAPITULO  UNICO 


ARTICULO  137. 

Parentesco  de  consanguinidad  es  el  que  existe  en^re  personas 
que  descienden  de  un  mismo  progenitor. 

ARTICULO  138. 

♦ 

El  parentesco  se  gradúa  por  el  número  de  generaciones;  cada 
generación  constituye  un  grado. 
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ARTICULO  139. 


La  serie  de  generaciones  o  grados  procedentes  de  un  ascen¬ 
diente  común  forma  la  línea. 

ARTICULO  140. 

La  línea  es  recta,  cuando  las  personas  descienden  unas  de  otras, 
y  colateral  o  transversal  cuando  las  personas  provienen  de  un 
ascendiente  común,  pero  no  descienden  unas  de  otras. 

ARTICULO  141. 

En  la  línea  recta  sea  ascendente  o  descendente,  hay  tantos 
grados  como  generaciones,  o  sea  tantos  como  personas,  sin  incluirse 
la  del  ascendiente  común. 

ARTICULO  142. 

En  la  línea  colateral  los  grados  se  cuentan  igualmente  por 
generaciones,  subiendo  desde  la  persona  cuyo  parentesco  se  quiere 
comprobar,  hasta  el  ascendiente  común  y  bajando  desde  éste  hasta 
el  otro  pariente. 

ARTICULO  143. 

Parentesco  de  afinidad  es  el  vínculo  que  une  a  un  cónyuge  con 
el  otro  y  con  sus  respectivos  parientes  consanguíneos. 

ARTICULO  144. 

El  parentesco  de  afinidad  se  computa  del  mismo  modo  que  el 
de  consanguinidad,  y  concluye  por  la  disolución  del  matrimonio. 


TITULO  VI 

PATERNIDAD  Y  FILIACION 

CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  145. 

Los  padres  están  obbgados  a  alimentar,  educar  e  instruir  a  sus 
hijos  menores  de  edad. 

ARTICULO  146. 

La  acción  para  compeler  a  los  padres  al  cumplimiento  de  estas 
obligaciones,  podrá  ser  ejercitada  por  cualquiera  de  ellos,  por  los 
parientes  del  menor  y  por  el  Ministerio  Público,  indistintamente. 
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ARTICULO  147. 


Los  hijos  tienen  derecho  de  investigar  quiénes  son  sus  proge¬ 
nitores,  por  los  medios  y  en  los  casos  que  la  ley  establece. 


ARTICULO  148. 

Los  hijos  tendrán  derecho  de  llevar  los  apellidos  de  sus  pa¬ 
dres,  cuando  esté  establecido  legalmente  quiénes  son  ellos. 


ARTICULO  149. 

Son  hijos  de  ambos  cónyuges  los  concebidos  durante  el  matri¬ 
monio,  aunque  éste  sea  insubsistente,  nulo  o  anulado. 


ARTICULO  150. 

Se  presumen  hijos  concebidos  durante  el  matrimonio  : 

l9 — Los  nacidos  ciento  ochenta  días  después  de  celebrado  el  matri¬ 
monio,  o  desde  la  reunión  de  los  cónyuges  legalmente  sepa¬ 
rados;  y, 

29 — Los  nacidos  dentro  de  los  trescientos  días  siguientes  a  la  diso¬ 
lución  del  matrimonio. 

ARTICULO  151. 

Contra  la  presunción  del  artículo  anterior,  no  se  admite  otra 
prueba  que  la  de  haber  sido  físicamente  imposible  al  marido  tener 
acceso  con  su  cónyuge  en  los  primeros  ciento  veinte  días  de  los 
trescientos  que  precedieron  al  nacimiento,  o  que  durante  ese  perío¬ 
do  los  cónyuges  estaban  de  hecho  o  legalmente  separados. 


ARTICULO  152. 

La  filiación  del  hijo  nacido  dentro  de  los  ciento  ochenta  días 
después  de  la  celebración  del  matrimonio,  no  puede  impugnarse: 

l9 — Si  el  marido  antes  del  matrimonio  tuvo  conocimiento  de  la 
preñez ; 

29 — Si  estando  presente  en  el  acto  de  la  inscripción  en  el  Regis¬ 
tro  Civil,  firmó  o  consintió  en  que  se  firmara  a  su  nombre 
la  partida  de  nacimiento;  y, 

39 — Si  por  documento  público  o  privado,  el  hijo  hubiere  sido 
reconocido. 
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ARTICULO  153. 

El  marido  no  podrá  desconocer  a  los  hijos  alegando  el  adulte¬ 
rio  de  la  madre,  aunque  ésta  declare  contra  la  legitimidad.  Pero  si 
además  del  adulterio  de  la  mujer,  el  parto  le  hubiese  sido  ocultado, 
el  marido  podrá  probar  todos  los  hechos  que  justifiquen  el  desco¬ 
nocimiento  del  hijo. 

ARTICULO  154. 

Sólo  el  marido  podrá  por  sí  o  por  apoderado  especial,  negar  la 
paternidad  del  hijo  concebido  o  nacido  durante  el  matrimonio. 

Si  al  marido  se  le  hubiere  declarado  en  estado  de  interdicción, 
podrá  ejercitar  ese  derecho  su  representante  legal. 


ARTICULO  155. 

Toda  reclamación  del  marido  negando  la  paternidad  del  hijo 
nacido  de  su  cónyuge,  deberá  intentarse,  judicialmente,  dentro  de 
sesenta  días,  contados  desde  la  fecha  en  que  se  tuvo  conocimiento 
del  parto. 

La  residencia  del  marido  en  la  circunscripción  municipal  del 
nacimiento  del  hijo,  hace  presumir  que  lo  supo  en  él  acto,  salvo  si 
estuviere  legalmente  separado  de  su  cónyuge,  o  se  hubiere  disuelto 
el  vínculo  matrimonial. 

Si  al  tiempo  del  nacimiento  no  se  hallaba  el  marido  presente  en 
la  circunscripción  municipal,  donde  se  verificó  el  alumbramiento, 
se  presumirá  que  lo  supo  inmediatamente  después  de  su  vuelta  a 
la  residencia  de  su  cónyuge,  salvo  si  hubiere  habido  ocultación  del 
parto. 


ARTICULO  156. 

En  el  caso  de  muerte  o  de  presunción  de  muerte  del  marido,  los 
herederos  o  ascendientes  de  éste,  podrán  impugnar  judicialmente 
la  filiación  del  hijo,  si  no  ha  terminado  el  plazo  que  para  ello  fija 
el  artículo  155. 

Los  herederos  o  ascendientes,  no  podrán  impugnar  la  filiación 
del  hijo  nacido  antes  de  los  ciento  ochenta  días  de  la  celebración 
del  matrimonio;  pero  sí  podrán  continuar  la  acción  promovida  por 
el  padre. 

ARTICULO  157. 

Los  herederos  o  ascendientes  usarán  de  este  derecho  dentro  de 
sesenta  días,  contados  desde  la  muerte  del  marido  o  del  nacimiento 
del  hijo,  si  éste  fuere  postumo. 


* 


171 


ARTICULO  158. 


Si  los  interesados  hubieren  entrado  en  posesión  electiva  de  los 
bienes,  sin  contradicción  del  pretendido  hijo,  podrán  tachar  su 
filiación  en  cualquier  tiempo  que  él  o  sus  herederos  les  disputaren 
sus  derechos. 

ARTICULO  159. 

La  filiación  del  hijo  nacido  después  de  trescientos  días  de  la 
disolución  del  matrimonio,  podrá  impugnarse  por  cualquiera  a 
quien  perjudique. 

ARTICULO  160. 

El  hijo  puede  en  todo  tiempo  pedir  que  se  declare  su  filiación 
y  este  derecho  nunca  prescribe  respecto  de  él.  Por  muerte  de  los 
hijos  tal  derecho  pasa  a  los  nietos,  y  respecto  de  ellos  también  es 
imprescriptible,  4^*»  Lo  ¿ 

ARTICULO  161. 

Los  herederos  de  los  hijos  o  de  los  nietos  en  su  caso,  pueden 
continuar  las  acciones  pendientes  sobre  filiación ;  pero  solamente 
podrán  comenzarlas,  en  caso  de  que  el  hijo  o  nieto  hubiese  muerto 
antes  de  llegar  a  la  mayor  edad,  o  si  al  entrar  en  ésta,  adolecieren 
de  incapacidad  legal  y  murieren  en  ese  estado.  La  acción  de  los 
herederos  prescribe  en  dos  años,  contados  desde  la  muerte  del  hijo 
o  nieto. 

ARTICULO  162. 

Sobre  la  calidad  de  hijo  no  puede  celebrarse  transacción  ni 
compromiso  alguno;  pero  sí  sobre  los  derechos  pecuniarios,  que 
puedan  deducirse  de  la  filiación. 

ARTICULO  163. 

En  cuanto  a  los  derechos  y  obligaciones  de  la  madre,  ninguna 
diferencia  hay  en  que  los  hijos  sean  o  no  de  matrimonio. 


ARTICULO  164. 

En  caso  de  separación  o  disolución-  del  matrimonio,  la  mujer 
que  esté  encinta  deberá  denunciarlo  en  el  término  de  noventa  días, 
desde  su  separación  o  divorcio  al  Juez  o  al  marido;  y  éste  podrá 
pedir  que  el  Juez  dicte  las  disposiciones  necesarias  para  comprobar 
la  efectividad  del  parto,  en  el  tiempo  legal  y  establecer  la  filiación. 


ARTICULO  165. 


Dentro  de  los  noventa  días  siguientes  a  la  muerte  del  marido, 
su  viuda  que  se  creyere  encinta,  lo  hará  saber  al  Juez  de  Primera 
Instancia  de  su  domicilio,  para  los  efectos  del  artículo  anterior. 


CAPITULO  II 

PRUEBAS  DE  LA  FILIACION 

ARTICULO  166. 

La  filiación  se  establece  por  las  constancias  del  Registro  Civil. 
A  falta  de  éstas  o  si  fueren  defectuosas,  incompletas  o  falsas,  por 
cualquier  medio  legal  de  prueba  o  por  la  posesión  notoria  de  estado. 

La  prueba  testimonial  sólo  se  admitirá  cuando  haya  principio 
de  prueba  por  escrito  o  cuando  -los  presuntos  padres  han  fundado 
un  hogar. 

Los  documentos  privados,  únicamente  constituirán  prueba, 
cuando  hubieren  sido  reconocidos  personalmente  por  el  presunto 
padre  o  por  sus  herederos. 


ARTICULO  167. 

Para  que  haya  posesión  notoria  de  estado,  se  requiere  que  el 
presunto  hijo  haya  sido  tratado  como  tal  por  sus  padres  o  los  fami¬ 
liares  de  éstos  y  que,  además,  concurran  cualquiera  de  las  circuns¬ 
tancias  siguientes: 

Ia — Que  hayan  proveído  a  su  subsistencia  y  educación; 

2- — Que  el  hijo  haya  usado,  constante  y  públicamente,  el  ape¬ 
llido  del  padre; 

3? — Que  el  hijo  haya  sido  presentado  como  tal  en  las  relacio¬ 
nes  sociales  de  la  familia;  y, 

4’ — Que  el  hijo  haya  nacido  en  la  época  que  determina  el  ar¬ 
tículo  150  durante  el  matrimonio  de  sus  padres  o  en  la 
época  en  que  éstos  vivieron  maridablemente  en  el  mismo 
hogar. 

ARTICULO  168. 

El  juicio  de  filiación  sólo  podrá  entablarse  en  vida  del  padre  o 
madre  contra  quien  se  dirija  la  acción,  salvo  en  los  casos  siguientes : 

l9 — Cuando  el  hijo  sea  postumo; 

2? — Cuando  la  persona  contra  quien  se  dirija  la  acción  hubiere 
íjffallecido  durante  la  menor  edad  del  hijo;  y, 


173 


3" — Si  después  de  la  muerte  del  padre  o  madre  apareciere  un 
testamento  o  instrumento  público  o  auténtico  o  un  docu¬ 
mento  privado  debidamente  reconocido  o  legalizado,  en  el 
que  de  una  manera  inequívoca  se  reconozca  la  filiación. 


ARTICULO  169. 

La  madre  tiene  derecho  de  pedir  el  reconocimiento  del  hijo, 
por  el  padre,  desde  que  está  concebido. 


ARTICULO  170. 

Los  hijos  podrán  ser  reconocidos  por  sus  padres  o  por  uno  de 
ellos  y  tal  reconocimiento  determinará  su  filiación. 


ARTICULO  171. 

El  reconocimiento  podrá  hacerse  por  comparecencia  en  el  Re¬ 
gistro  Civil,  por  escritura  pública  o  por  testamento.  Las  mujeres 
mayores  de  catorce  años  tienen  capacidad  para  hacer  el  referido 
reconocimiento  en  el  Registro  Civil  o  en  escritura  pública.  Tal 
reconocimiento  es  irrevocable. 

ARTICULO  172. 

El  reconocimiento  que  hiciere  el  padre  sin  anuencia  de  la 
madre,  no  afecta  los  derechos  de  ésta. 

ARTICULO  173. 

Cuando  el  padre  o  la  madre  hicieren  el  reconocimiento  separa¬ 
damente,  no  estarán  obligados  a  revelar  el  nombre  de  la  persona 
con  quien  hubieren  tenido  el  hijo.  En  ningún  caso  será  permitido 
al  padre  hacer  reconocimiento  de  hijos,  atribuyendo  la  maternidad 
a  una  mujer  casada  con  otra  persona. 

ARTICULO  174. 

El  hijo  mayor  de  edad  no  puede  ser  reconocido  sin  su  consen¬ 
timiento.  Si  el  reconocido  es  menor  de  edad,  podrá  rtechazar  el 
reconocimiento  cuando  cumpla  diez  y  ocho  años,  pero  deberá  ha¬ 
cerlo  dentro  de  dos  años,  contados  desde  su  mayoridad,  si  antes 
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tenía  noticia  del  reconocimiento,  y  en  otro  caso,  desde  que  la  tuvo,  y 
quedará  obligado,  si  rechaza  el  reconocimiento,  a  devolver  el  valor 
de  los  alimentos  recibidos. 


ARTICULO  175. 

El  reconocimiento  que  haga  el  padre  o  la  madre  podrá  ser 
disputado  en  juicio,  por  cualquiera  que  tenga  interés,  pero  no  podrá 
ser  impugnado  por  quien  lo  hizo  ni  por  sus  herederos.  Cualquiera 
reclamación  del  hijo  respecto  de  su  reconocimiento,  también  podrá 
ser  impugnado  por  quien  tenga  interés  en  ello. 


ARTICULO  176. 

En  todo  juicio  de  filiación  será  parte  la  madre. 


ARTICULO  177. 

El  reconocimiento  puede  ser  impugnado  por  el  hijo,  por  la 
madre  y  por  cualquier  persona  a  quien  le  perjudique. 


ARTICULO  178. 

La  paternidad  se  presume  en  los  casos  de  violación,  rapto  o 
estupro,  cuando  la  época  de  la  concepción  coincida  con  la  del  delito 
y  el  nacimiento  hubiere  ocurrido  en  las  épocas  fijadas  en  el  ar¬ 
tículo  150. 

ARTICULO  179. 

Los  efectos  del  reconocimiento  de  un  hijo,  se  retrotraen  a  la 
época  de  su  nacimiento. 


ARTICULO  180. 

Los  padres  tienen  los  mismos  derechos  sobre  sus  hijos,  sean  o 
no  de  matrimonio. 


ARTICULO  181. 

Los  hijos  fuera  del  matrimonio  no  pueden  vivir  en  el  hogar 
conyugal,  sin  el  consentimiento  expreso  del  otro  cónyuge. 
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ARTICULO  182. 


No  obstante  lo  preceptuado  en  los  artículos  anteriores,  la  filia¬ 
ción  no  podrá  declararse  si  el  padre  ha  adolecido  de  impotencia  o 
se  ha  encontrado  en  imposibilidad  manifiesta  para  la  procreación 
o  si  la  mujer,  no  siendo  casada,  ha  tenido  relaciones  sexuales  con 
otros,  en  la  época  de  la  concepción  correlativa  a  la  del  parto. 


TITULO  VII 


PATRIA  POTESTAD 


CAPITULO  I 


DEBERES  DE  PADRES  E  HIJOS 


ARTICULO  183. 


El  padre  y  la  madre  tienen  potestad  sobre  las  personas  y  bienes 
de  sus  hijos  menores  de  edad. 

ARTICULO  184. 

Al  padre,  especialmente,  corresponde  dirigir,  representar  y 
defender  a  sus  hijos  menores,  tanto  en  juicio,  como  fuera  de  él. 
En  caso  de  ausencia  o  de  otro  impedimento  de  alguno  de  los  padres, 
la  patria  potestad  en  toda  su  plenitud,  pasa  al  otro. 

ARTICULO  185. 

Cuando  hubiere  oposición  entre  los  intereses  de  los  padres  y 
los  del  hijo,  la  representación  de  éste  no  la  tendrán  aquéllos.  El 
Juez,  en  este  caso,  le  nomb.rará  un  tutor  especial. 


ARTICULO  186. 

Los  hijos,  cualquiera  que  sea  su  estado,  edad  y  condición,  deben 
honrar  y  respetar  a  sus  padres ;  están  obligados  a  cuidarlos  y  a 
proveer  a  sus  necesidades  en  todas  las  circunstancias  de  la  vida. 
Tienen  derecho  a  los  mismos  cuidados  y  auxilios  los  demás  as¬ 
cendientes  consanguíneos. 
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ARTICULO  187. 


Los  hijos  menores  de  edad  no  pueden,  sin  permiso  de  sus 
padres,  dejar  la  casa  paterna  o  aquella  en  que  sus  padres  los  han 
puesto;  debiendo  en  todos  los  casos  ser  auxiliada  la  autoridad  do¬ 
méstica  por  la  pública,  para  los  efectos  de  hacer  volver  a  los  hijos 
al  poder  y  obediencia  de  los  padres. 

ARTICULO  188. 

Los  padres  tienen  lia  facultad  de  corregir  a  sus  hijos  empleando 
los  medios  prudentes  de  disciplina. 

ARTICULO  189. 

Los  menores  de  edad  que  desempeñen  un  empleo  o  cargo,  son 
considerados  como  mayores,  en  lo  concerniente  a  los  actos  que 
ejecuten  en  razón  de  su  empleo  o  cargo. 


ARTICULO  190. 

Los  hijos  declarados  en  estado  de  interdicción  permanecen  bajo 
la  patria  potestad,  aunque  hayan  cumplido  la  mayoría. 

ARTICULO  191. 

La  patria  potestad  sobre  los  hijos  que  no  sean  de  matrimonio, 
reconocidos  voluntariamente  por  sus  padres,  será  ejercida  atl  tenor 
de  los  artículos  183  y  184;  pero  si  la  filiación  hubiere  sido  declarada 
judicialmente,  la  patria  potestad  la  ejercerá  el  que  hubiere  reco¬ 
nocido  voluntariamente  al  hijo.  En  caso  de  incapacidad  o  deprava¬ 
ción  de  uno  de  los  padres  o  que  alguno  de  ellos  fuere  casado,  la 
patria  potestad  corresponderá  al  otro. 


ARTICULO  192. 

La  patria  potestad  comprende  el  derecho  de  administrar  los 
bienes  del  hijo  menor;  sin  embargo,  éste  administrará  como  si 
fuere  mayor  de  edad,  los  que  adquiera  por  su  industria  o  profesión. 


177 


ARTICULO  193. 


Si  al  que  se  halla  bajo  la  patria  potestad  se  le  hiciere  donación 
o  se  le  dejare  herencia  o  legado,  con  la  condición  de  que  los  bienes 
no  los  administren  los  padres,  será  respetada  la  voluntad  del  do¬ 
nante  o  testador,  quien  deberá  designar  la  persona  o  institución  ad¬ 
ministradora.  A  falta  del  designado,  el  Juez  hará  el  nombramiento. 


ARTICULO  194. 

La  administración  de  los  bienes  de  los  hijos,  la  tendrán  los 
padres  que  ejercieren  la  patria  potestad,  conforme  a  los  artículos 
anteriores. 

ARTICULO  195. 

Los  padres  están  obligados  a  prestar  garantía  de  la  conserva¬ 
ción  y  administración  de  los  bienes  de  los  hijos,  cuando  hayan  sido 
declarados  en  quiebra  o  cuando  pasen  a  ulteriores  nupcias. 

ARTICULO  196. 

Si  el  que  ejerce  la  patria  potestad  disipa  los  bienes  de  los  hijos 
o  fuere  responsable  civil  y  criminalmente  por  actos  delictuosos 
contra  la  propiedad,  perderá  la  administración  de  los  bienes. 


ARTICULO  197. 

Las  personas  que  determina  el  artículo  203  podrán  indistin¬ 
tamente  ejercitar  las  acciones  que  se  derivan  de  los  dos  artículos 
anteriores. 

ARTICULO  198. 

Se  prohíbe  a  los  padres: 

lt> — Enajenar  o  gravar  de  cualquier  manera  los  bienes  inmue¬ 
bles  o  derechos  reales  de  los  hijos,  sino  por  causa  de  ur¬ 
gente  necesidad  y  manifiesta  utilidad  y  comprobadas  ple¬ 
namente,  previa  autorización  del  Juez  con  intervención  del 
Ministerio  Público; 

2" — Celebrar  contratos  de  arrendamiento  por  más  de  tres  años 
o  que  por  cualquier  concepto  puedan  prorrogarse  a  mayor 
tiempo,  así  como  recibir  la  renta  anticipada  por  más  de 
un  año; 
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3? — Todo  acto  que  no  sea  de  simple  y  correcta  administra¬ 
ción  ;  y, 

4" — Prestar  garantía  en  representación  de  sus  hijos,  a  favor  de 
tercera  persona. 


ARTICULO  199. 

No  podrán  los  padres  vender  valores  comerciales  o  industria¬ 
les,  títulos  de  rentas,  acciones,  frutos  y  ganados,  por  menor  valor 
del  que  se  cotice  en  la  plaza  el  día  de  la  venta,  y  si  lo  hicieren,  serán 
responsables  por  la  diferencia  con  el  justo  precio. 


ARTICULO  200. 

Si  el  padre  fuere  menor  de  diez  y  ocho  años  y  la  madre  mayor 
de  esa  edad,  ella  ejercerá  temporalmente  la  patria  potestad,  pero  si 
ambos  fueren  menores  de  diez  y  ocho  años,  la  administración  de 
los  bienes  de  los  hijos  será  ejercida  por  la  persona  bajo  cuya  guarda 
o  tutela  estuviere  el  padre. 


CAPITULO  II 

SUSPENSION  Y  TERMINO  DE  LA  PATRIA 
POTESTAD 

ARTICULO  201. 

La  patria  potestad  se  suspende: 

l5 — Por  ausencia  del  que  la  ejerce,  declarada  judicialmente; 
2Í’ — Por  interdicción,  declarada  en  la  misma  forma; 

3? — Por  ebriedad  consuetudinaria ;  y, 

49- — Por  tener  el  hábito  del  juego  o  por  el  uso  indebido  y  cons¬ 
tante  de  drogas  estupefacientes. 


ARTICULO  202. 

La  patria  potestad  se  pierde: 

l9 — Si  por  las  costumbres  depravadas  o  escandalosas  de  los 
padres,  malos  tratamientos  o  abandono  de  sus  deberes,  pu¬ 
diesen  comprometer  la  salud,  la  seguridad  o  la  moralidad 
de  sus  hijos,  aun  cuando  estos  hechos  no  cayeren  bajo  la 
ley  penal; 
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2’ — Por  delito  cometido  por  uno  de  los  padres  contra  el  otro,  o 
contra  la  persona  de  alguno  de  sus  hijos; 

39 —  Por  la  exposición  o  el  abandono  que  el  padre  o  la  madre 
'hicieren  de  sus  hijos,  para  el  que  los  haya  expuesto  o  aban¬ 
donado;  y, 

40 —  Por  haber  sido  condenado  dos  o  más  veces  por  delitos  deL 
orden  común,  si  la  pena  excediere  de  tres  años  de  prisión, 
por  cada  delito. 

ARTICULO  203. 

El  que  haya  sido  suspendido  en  el  ejercicio  de  la  patria  potes¬ 
tad  o  la  hubiere  perdido,  no  quedará  exonerado  de  las  obligaciones 
hacia  sus  hijos,  que  se  establecen  en  el  presente  título. 

ARTICULO  204. 

Sólo  podrán  promover  la  acción  sobre  pérdida  o  suspensión  de 
la  patria  potestad,  los  ascendientes  del  menor,  sus  parientes  cola¬ 
terales  dentro  del  cuarto  grado,  y  en  defecto  de  unos  y  otros,  el 
Ministerio  Público.  El  progenitor  inocente  y  el  Ministerio  Público 
serán  parte  en  el  juicio  en  todos  los  casos. 

ARTICULO  205. 

El  Juez  de  Primera  Instancia  que  corresponde,  en  vista  de  las 
circunstancias  de  cada  caso,  puede,  a  petición  de  parte,  restablecer 
al  padre  o  a  la  madre  en  el  ejercicio  de  la  patria  potestad  en  los 
casos  siguientes : 

1? — Cuando  la  causa  o  causas  de  la  suspensión  o  pérdida  hubie¬ 
ren  desaparecido  y  no  fueren  por  malversación  de  los  bie¬ 
nes  de  los  hijos. 

2'! — Cuando  en  el  caso  del  inciso  2Q  del  artículo  202,  no  ha 
habido  reincidencia  y  hubieren  existido  circunstancias  ate¬ 
nuantes;  y, 

3° — Cuando  la  rehabilitación  fuere  pedida  por  los  hijos  mayo¬ 
res  de  catorce  años  o  por  su  tutor. 

En  todos  los  casos  debe  probarse  la  buena  conducta»  por  lo 
menos  de  tres  años  del  que  se  intente  rehabilitar. 
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TITULO  VIII 


ALIMENTOS 


CAPITULO  UNICO 

/ 

ARTICULO  206. 

La  denominación  de  alimentos  comprende  todo  lo  que  es  indis¬ 
pensable  para  el  sustento,  habitación,  vestido,  asistencia  médica  y 
también  la  educación  e  instrucción  del  alimentista  cuando  es  me¬ 
nor  de  edad. 

ARTICULO  207. 

Los  alimentos  han  de  ser  proporcionados  a  las  circunstancias 
personales  y  pecuniarias  de  quien  los  debe  y  de  quien  los  recibe,  y 
serán  fijados  por  el  Juez,  cuando  respecto  a  ellos  no  se  avinieren 
las  partes. 

ARTICULO  208. 

Los  alimentos  se  reducirán  o  aumentarán,  proporcionalmente, 
según  el  aumento  o  disminución  que  sufran  las  necesidades  del 
alimentista,  y  la  fortuna  del  que  hubiere  de  satisfacerlos. 


ARTICULO  209. 

Los  alimentos  sólo  se  deben,  en  la  parte  en  que  los  bienes  y  el 
trabajo  del  alimentista  no  alcancen  a  satisfacer  sus  necesidades. 


ARTICULO  210. 

No  es  renunciable  ni  transmisible  a  un  tercero,  ni  embargable, 
el  derecho  a  los  alimentos. 

Tampoco  pueden  compensarse  con  lo  que  el  alimentista  deba  al 
que  ha  de  prestarlos. 

Podrán,  sin  embargo,  compensarse,  embargarse,  renunciarse  y 
enajenarse  las  pensiones  alimenticias  atrasadas. 


ARTICULO  211. 

Están  obligados  recíprocamente  a  darse  alimentos,  de  confor¬ 
midad  con  el  artículo  206,  los  cónyuges,  los  ascendientes  y  des¬ 
cendientes. 
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ARTICULO  212. 


Los  hermanos  deben  a  sus  hermanos  y  medio  hermanos  los 
auxilios  indispensables  para  la  subsistencia,  cuando  por  un  defec¬ 
to  físico  o  moral,  o  por  cualquiera  otra  causa,  que  no  sea  imputable 
al  alimentista,  no  pueda  éste  procurarse  su  subsistencia. 


ARTICULO  213. 

Cuando  recaiga  sobre  dos  o  más  personas  la  obligación  de  dar 
alimentos,  se  repartirá  entre  ellas  el  pago,  en  cantidad  proporcio¬ 
nada  a  su  caudal  respectivo. 

En  caso  de  urgente  necesidad,  y  por  circunstancias  especiales, 
el  Juez  podrá  decretar  que  uno  o  varios  de  los  obligados  los  preste 
provisionalmente,  sin  perjuicio  de  que  pueda  reclamar  de  los  demás 
la  parte  que  les  corresponde. 


ARTICULO  214. 

Cuando  dos  o  más  alimentistas  tuvieren  derecho  a  ser  alimen¬ 
tados  por  una  misma  persona,  y  ésta  no  tuviere  fortuna  bastante 
para  atender  a  todos,  los  prestará  en  el  orden  siguiente: 

l5 — A  su  cónyuge; 

2Q — A  los  descendientes  del  grado  más  próximo; 

3° — A  los  ascendientes,  también  del  grado  más  próximo;  y, 

49 — A  los  hermanos. 

Si  los  alimentistas  concurrentes  fuesen  el  cónyuge,  o  varios 
hijos,  sujetos  a  la  patria  potestad,  el  Juez,  atendiendo  a  las  necesi¬ 
dades  de  uno  y  otros,  determinará  la  preferencia  o  la  distribución. 

ARTICULO  215. 

La  obligación  de  dar  alimentos  será  exigible,  desde  que  los 
necesitare  la  persona  que  tenga  derecho  a  percibirlos.  El  pago  se 
hará  por  mensualidades  anticipadas,  y  cuando  fallezca  el  alimen¬ 
tista,  sus  herederos  no  estarán  obligados  a  devolver  lo  que  éste 
hubiere  recibido  anticipadamente. 


ARTICULO  216. 

El  que  haya  suministrado  alimentos  con  protesta  de  cobrarlos, 
tiene  derecho  a  ser  indemnizado  por  la  persona  que  esté  obligada 
a  satisfacerlos. 
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ARTICULO  217. 


Si  la  persona  que  debe  dar  alimentos  justifica  que  no  puede 
pagarlos,  podrá  el  Juez  disponer  que  los  preste  en  especie,  en 
su  casa. 

ARTICULO  218. 

No  pueden  cobrarse  alimentos  pretéritos  sino  por  un  tiempo 
que  no  exceda  de  los  doce  meses  inmediatamente  anteriores  a  la 
demanda. 

ARTICULO  219. 

Cesará  la  obligación  de  dar  alimentos: 

l9 — Por  la  muerte  del  alimentista; 

29 — Cuando  aquel  que  los  proporciona  se  ve  en  la  imposibilidad 
de  continuar  prestándolos,  o  cuando  termina  la  necesidad 
del  que  los  recibía; 

39 — En  el  caso  de  injuria,  falta  o  daño  grave  inferidos  por  el 
alimentista  contra  el  que  deba  prestarlos; 

49 — Cuando  la  necesidad  de  los  alimentos  dependa  de  la  con¬ 
ducta  viciosa  o  de  la  falta  de  aplicación  al  trabajo  del  ali¬ 
mentista,  mientras  subsistan  estas  causas ;  y, 

59 — Si  los  hijos  menores  se  casaren  sin  el  consentimiento  de 
los  padres  o  abandonaren  la  casa  paterna,  por  causas  injus¬ 
tificables. 

ARTICULO  220. 

Los  descendientes  no  pueden  tampoco  exigir  alimentos : 

l9 — Cuando  han  cumplido  diez  y  ocho  años  de  edad,  a  no  ser 
que  se  hallen  habitualmente  enfermos,  impedidos  o  en 
estado  de  interdicción;  y, 

29 — Cuando  se  les  ha  asegurado  la  subsistencia  hasta  la  misma 
edad. 


ARTICULO  221. 

Las  disposiciones  de  este  título  son  aplicables  a  los  demás  casos 
en  que  por  ley,  por  testamento  o  por  contrato,  se  tenga  derecho 
a  alimentos,  salvo  lo  pactado  u  ordenado  por  el  testador  o  lo 
dispuesto  por  la  ley,  para  el  caso  especial  de  que  se  trate. 

El  derecho  de  alimentos  que  provenga  de  contrato  o  disposición 
testamentaria,  no  perjudica,  en  ningún  caso,  la  preferencia  que  la 
ley  establece  en  favor  de  los  parientes  del  obligado. 
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ARTICULO  222. 


La  persona  obligada  a  dar  alimentos  contra  la  cual  haya  habido 
necesidad  de  promover  juicio  para  obtenerlos,  deberá  garantizar 
suficientemente,  la  cumplida  prestación  de  ellos,  con  hipoteca,  si 
tuviere  bienes  hipotecables,  o  con  fianza  u  otras  seguridades,  a 
juicio  del  Juez.  En  este  caso,  el  demandante  tendrá  derecho  a  que 
sean  anotados  bienes  suficientes  del  obligado  a  prestar  alimentos, 
mientras  no  los  haya  garantizado. 


TITULO  IX 

TUTELA 


CAPITULO  I 


DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  223. 

El  menor  de  edad  que  no  se  halle  bajo  la  patria  potestad,  que¬ 
dará  sujeto  a  tutela.  Igualmente  lo  estará,  el  que  hubiere  sido 
declarado  en  interdicción,  si  no  tuviere  padres. 

ARTICULO  224. 

La  tutela  se  ejercerá  por  un  solo  tutor,  bajo  la  vigilancia  del 
protutor;  pero  si  fueren  varios  los  pupilos  y  entre  ellos  hubiere  con¬ 
flicto  de  intereses,  el  Juez  les  nombrará  tutores  específicos. 

ARTICULO  225. 

La  tutela  y  protutela  son  cargos  públicos,  a  cuyo  desempeño 
están  obligadas  todas  las  personas  que  se  encuentren  en  pleno  goce 
de  sus  derechos  civiles, 

ARTICULO  226. 

La  tutela  y  protutela  son  cargos  personales  que  no  pasan  a  los 
herederos,  ni  pueden  delegarse.  Sin  embargo,  los  tutores  y  protu¬ 
tores  pueden  otorgar  mandatos  especiales  para  actos  determinados. 
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ARTICULO  227. 


El  tutor  no  puede  comenzar  el  ejercicio  de  la  tutela  sin  que 
haya  sido  nombrado  el  protutor.  El  que  dejare  de  reclamar  este 
nombramiento,  será  removido  de  la  tutela  y  responderá  de  los  daños 
que  sufra  el  menor  o  incapacitado. 

ARTICULO  228. 

La  tutela  puede  ser: 

lp — Testamentaria ; 

2e — Legítima;  y, 

39 — Judicial. 


CAPITULO  II 

TUTELA  TESTAMENTARIA 

ARTICULO  229. 

Los  padres,  que  estuvieren  ejerciendo  la  patria  potestad,  po¬ 
drán,  por  escritura  pública  o  por  testamento,  nombrar  tutor  y  protu¬ 
tor  para  sus  hijos  menores  o  incapacitados,  siempre  que  haya 
precedido  la  muerte  de  uno  de  ellos  o  fuere  incapaz  para  ejercer 
la  patria  potestad. 

ARTICULO  230. 

El  padre  y  la  madre,  en  su  caso,  pueden  nombrar  un  tutor  y  un 
protutor  para  todos  o  para  varios  de  sus  hijos  o  para  cada  uno  de 
ellos.  Pueden  también  nombrar  varios  tutores  y  protutores  para 
que  ejerzan  el  cargo  uno  en  defecto  de  otro  respectivamente,  en  el 
orden  de  su  designación. 


ARTICULO  231. 

Si  por  un  nombramiento  condicional  de  tutor  o  por  cualquiera 
otro  motivo,  faltare  el  tutor  testamentario,  se  proveerá  al  menor 
de  tutor,  conforme  a  la  ley. 

ARTICULO  232. 

Si  hallándose  en  ejercicio  un  tutor  legítimo  o  judicial  apare¬ 
ciere  el  testamentario,  se  transferirá  inmediatamente  a  éste  la 
tutela. 
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CAPITULO  III 


TUTELA  LEGITIMA 

ARTICULO  233. 

La  tutela  legítima  de  los  menores  corresponde  en  el  prden 
siguiente : 

l9 — Al  abuelo  paterno : 

29 — Al  abuelo  materno ; 

39 — A  la  abuela  paterna; 

49 — A  la  abuela  materna;  y, 

59 — A  los  hermanos,  sin  distinción  de  sexo,  siendo  preferidos 
los  que  procedan  de  ambas  líneas  y  entre  éstos  el  de  mayor  edad. 
Las  abuelas  y  hermanas  sólo  podrán  ejercer  el  cargo  si  no  fueren 
casadas. 

Al  marido  corresponde  la  tutela  de  su  mujer  menor  de  diez  y 
ocho  años.  El  Juez,  con  presencia  de  las  circunstancias  y  de  la 
procedencia  de  los  bienes  de  los  hijos,  podrá  alterar  el  orden  y 
preferencia  para  el  ejercicio  de  la  tutela  legítima. 

ARTICULO  234. 

La  línea  materna  será  preferida  a  la  paterna  para  la  tutela  de 
los  hijos  fuera  de  matrimonio,  salvo  cuando  hayan  sido  reconocidos 
voluntariamente  por  el  padre,  y  éste  haya  cumplido  con  los  deberes 
de  la  patjia  potestad. 

ARTICULO  235. 

Los  directores  de  los  hospicios  y  demás  asilos  de  huérfanos, 
son  los  tutores  natos  de  los  asilados. 


CAPITULO  IV 

TUTELA  JUDICIAL 

ARTICULO  236. 

No  habiendo  tutor  testamentario  ni  legítimo,  la  elección  de 
tutor  corresponde  al  Juez  de  V  Instancia  del  domicilio  del  menor. 
Están  obligados  a  poner  en  conocimiento  del  Juez  el  hecho  que  da 
lugar  a  la  tutela,  en  el  momento  que  lo  supieren,  el  albacea  y  los 
parientes  del  menor  o  incapacitado.  La  falta  de  cumplimiento  de 
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esta  obligación  por  parte  de  las  personas  expresadas,  será  penada 
por  el  Juez  con  una  multa  de  cinco  a  veinticinco  quetzales.  El 
Ministerio  Público  y  cualquiera  persona  capaz,  deben  denunciar  a 
la  autoridad  el  hecho  que  da  lugar  a  la  tutela  no  provista. 


ARTICULO  237 

í 

Los  menores  que  hayan  cumplido  la  edad  de  diez  y  seis  años, 
tendrán  derecho  a  proponer  uno  o  varios  candidatos  para  su  tutela. 


CAPITULO  V 

TUTELA  DE  LOS  DECLARADOS 
EN  INTERDICCION 

'  ARTICULO  238. 

No  se  puede  nombrar  tutor  de  los  locos,  imbéciles  y  sordo¬ 
mudos,  mayores  de  edad,  sin  que  preceda  la  declaratoria  de  in¬ 
terdicción. 

ARTICULO  239. 

La  tutela  de  los  declarados  en  interdicción  corresponde : 

l9 — Al  cónyuge  no  separado  legalmente; 

29 — Al  padre,  y  en  su  caso  a  la  jnadre; 

3Í1 — A  los  hijos  mayores  de  edad;  y, 

4I> — A  los  abuelos,  en  el  orden  establecido  en  el  artículo  233. 

Las  mujeres  sólo  podrán  ejercer  la  tutela  si  no  fueren  casadas. 

CAPITULO  VI 

PROTUTOR 

ARTICULO  240. 

El  protutor  intervendrá  en  las  funciones  de  la  tutela,  para 
asegurar.su  recto  ejercicio. 

ARTICULO  241. 

El  Juez  de  1’  Instancia  nombrará  protutor,  cuando  los  facul¬ 
tados  para  ello  no  lo  hubieren  hecho.  El  nombramiento  podrá 
recaer  en  parientes  del  pupilo  o  en  otras  personas  de  notoria  honra¬ 
dez  y  arraigo. 
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ARTICULO  242. 


Los  menores  que  hayan  cumplido  la  edad  de  diez  y  seis  años, 
tendrán  derecho  de  proponer  uno  o  varios  candidatos  para  su 
protutela. 

ARTICULO  243. 

El  protutor  está  obligado : 

1* — A  intervenir  en  el  inventario  y  avalúo  de  los  bienes  del 
menor  y  en  la  calificación  y  otorgamiento  de  la  garantía 
que  debe  prestar  el  tutor; 

2I> — A  defender  los  derechos  del  menor  en  juicio  y  fuera  de  él, 
siempre  que  estén  en  oposición  con  los  intereses  del  tutor; 

3“ — A  promover  el  nombramiento,  cuando  proceda  la  remoción 
del  que  la  tuviera  en  ejercicio  o  cuando  la  tutela  quede 
vacante  o  abandonada; 

4(l — A  intervenir  en  la  rendición  de  cuentas  del  tutor;  y, 

5° — A  ejercer  las  demás  atribuciones  que  le  señala  la  ley. 

El  protutor  será  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  so¬ 
brevengan  al  pupilo,  por  omisión  o  negligencia  en  el  cumplimiento 
de  estos  deberes. 


CAPITULO  VII 

PERSONAS  INHABILES  PARA  SER  TUTORES 
Y  PROTUTORES,  Y  SU  REMOCION 

ARTICULO  244. 

No  puede  ser  tutor  ni  protutor: 

l? — El  que  esté  sujeto  a  la  patria  potestad  o  se  halle  bajo  tutela; 

2 p — El  que  hubiere  sido  penado  por  robo,  hurto,  estafa,  false¬ 
dad,  faltas  y  delitos  contra  la  honestidad  u  otros  delitos  del 
orden  común  que  merezcan  pena  mayor  de  dos  años; 

3P — El  que  hubiere  sido  removido  de  una  tutela  anterior,  o  no 
hubiere  rendido  cuentas  de  su  administración,  o  si  habién¬ 
dolas  rendido,  no  estuviesen  aprobadas; 

4° — El  ebrio  consuetudinario,  el  que  haga  uso  habitual  de  estu¬ 
pefacientes,  el  vago  y  el  de  notoria  mala  conducta; 

5" — El  fallido  o  concursado,  mientras  no  haya  obtenido  su  re¬ 
habilitación  ; 

6° — La  mujer  casada; 

7" — El  que  tenga  pleito  pendiente  con  el  menor  o  incapacitado, 
o  con  los  padres,  cónyuge  o  descendientes  de  éste; 
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S9 — El  que  ha  perdido  el  ejercicio  de  la  patria  potestad  o  la 
administración  de  los  bienes  de  sus  hijos; 

99 — El  acreedor  o  deudor  del  menor,  por  cantidades  mayores 
de  ciento  a  quinientos  quetzales,  a  juicio  del  Juez,  a  menos 
que,  con  conocimiento  de  causa,  haya  sido  nombrado  por 
los  padres; 

10.  — El  que  no  tenga  domicilio  en  la  República;  y, 

11.  — El  ciego  y  el  que  padezca  enfermedad  grave,  incurable  o 

contagiosa. 

ARTICULO  245. 

Serán  removidos  de  la  tutela  o  protutela: 

% 

l9 — Aquellos  a  quienes,  después  de  discernido  el  cargo,  sobre¬ 
venga  alguna  de  las  incapacidades  que  se  mencionan  en  el 
articulo  anterior; 

29 — Los  que  comenzaren  el  ejercicio  de  la  tutela,  sin  haber 
pedido  el  nombramiento  de  protutor,  sin  haberse  practica¬ 
do  inventario  y  avalúo  de  los  bienes  del  menor  o  incapaci¬ 
tado  o  haberse  hecho  con  inexactitud,  o  sin  haber  garanti¬ 
zado  su  administración  cuando  así  corresponda; 

39 — Los  que  demuestren  negligencia,  ineptitud  o  infidelidad  en 
el  desempeño  del  cargo; 

4° — Los  que  incitaren  al  pupilo  a  la  corrupción  o  al  delito; 

59 — Los  que  emplearen  mal  trato  con  el  menor;  y, 

69 — Los  que  no  hayan  incluido  en  el  inventario  los  créditos  que 
tengan  a  favor  del  pupilo. 

ARTICULO  246. 

El  Ministerio  Público  y  los  parientes  del  pupilo  deben  denun¬ 
ciar  las  causas  de  remoción  del  tutor  o  protutor  al  Juez  de  1!  Instan¬ 
cia  competente. 

CAPITULO  VIII 

EXCUSAS  DE  LA  TUTELA  Y  PROTUTELA 

ARTICULO  247. 

Son  causas  de  excusa  de  la  tutela  y  protutela: 

l9 — Tener  a  su  cargo  otra  tutela  o  protutela; 

29 — Ser  mayor  de  sesenta  años; 

3'-’ — Tener  bajo  patria  potestad  tres  o  más  hijos; 
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4- — Ser  pobre  de  solemnidad; 

5" — Padecer  enfermedad  habitual  que  impida  cumplir  los  debe¬ 
res  del  cargo ;  y, 

69 — Tener  que  ausentarse  de  la  República  por  más  de  un  año. 

ARTICULO  248. 

Los  que  no  fueren  parientes  del  menor  o  incapacitado,  no  esta¬ 
rán  obligados  a  aceptar  la  tutela  o  la  protutela  si  hubiere  perso¬ 
nas  llamadas  por  la  ley,  que  no  tengan  excusa  o  impedimento  para 
ejercer  aquellos  cargos. 


CAPITULO  IX 

GARANTIA  DE  LA  ADMINISTRACION 
DE  LA  TUTELA 

ARTICULO  249. 

El  tutor,  antes  de  entrar  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  prestará 
garantía  para  asegurar  la  administración  de  los  bienes. 

ARTICULO  250. 

Están  dispensados  de  prestarla: 

l9 — El  tutor  testamentario  a  quien  el  testador  haya  relevado 
expresamente  de  esta  obligación,  en  cuanto  a  los  bienes 
objeto  de  la  herencia  o  donación; 

2" — El  tutor  del  expósito,  cuando  lo  sea  la  persona  que  lo  haya 
alimentado;  y, 

39 — El  tutor  que  no  administre  bienes. 

ARTICULO  251. 

La  excepción  expresada  en  el  inciso  l9  del  artículo  anterior, 
cesará  cuando,  con  posterioridad  al  nombramiento  de  tutor,  sobre¬ 
vengan  o  se  descubran  causas  que  hagan  indispensable  la  caución 
a  juicio  del  Juez. 

I 

ARTICULO  252. 

Dentro  de  tres  días,  contados  desde  que  el  tutor  o  protutor 
tengan  conocimiento  de  la  existencia  de  bienes  del  menor,  lo  harán 
saber  al  Juez  para  el  efecto  de  la  constitución  de  la  garantía. 
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ARTICULO  253. 


La  garantía  deberá  asegurar: 

l? — El  importe  de  los  bienes  muebles  que  reciba  el  tutor; 

2<> — El  promedio  de  la  renta  de  los  bienes  del  pupilo,  en  los 
últimos  tres  años,  anteriores  a  la  tutela;  y, 

S9 — Las  utilidades  que,  durante  un  año,  pueda  percibir  el  pupilo 
de  cualquier  empresa. 


ARTICULO  254. 

La  garantía  deberá  aumentarse  o  podrá  disminuirse,  según 
aumente  o  disminuya  el  valor  de  los  bienes  expresados  y  el  de  las 
cosas  en  que  aquélla  esté  constituida. 


ARTICULO  255. 

La  garantía  se  cancelará  después  de  que  estén  aprobadas  las 
cuentas  de  la  tutela  y  se  hayan  extinguido  todas  las  responsabili¬ 
dades  que  correspondan  al  tutor  por  su  gestión. 


ARTICULO  256. 

La  garantía  deberá  ser  hipotecaria  y  en  su  defecto  prendaria. 
Sólo  se  admitirá  la  personal,  cuando  fuere  imposible  constituir  al¬ 
guna  de  las  anteriores.  La  garantia  que  presten  los  tutores,  no 
impedirá  que  el  Juez  adopte  otras  medidas  que  tiendan  a  la  mejor 
conservación  de  los  bienes  del  menor  o  incapacitado. 


ARTICULO  257. 

Cuando  el  tutor  no  pueda  dar  hipoteca,  prenda,  ni  fianza  y  la 
suma  que  ha  de  garantizar  no  exceda  de  quinientos  quetzales,  se 
admitirá  la  caución  juratoria,  si  la  conducta  del  tutor  fuere  notoria¬ 
mente  buena. 


* 


ARTICULO  258. 

La  garantía  prendaria  que  preste  el  tutor,  se  constituirá  depo¬ 
sitando  los  efectos  o  valores  en  una  institución  de  crédito  autori¬ 
zada  para  recibir  depósitos;  y  a  falta  de  ella,  en  una  persona  de 
notorio  arraigo.  La  designación  la  hará  el  Juez. 


191 


ARTICULO  259. 


El  tutor  y  el  protutor,  están  solidariamente  obligados  a  promo¬ 
ver  la  constitución  de  la  garantía. 

ARTICULO  260. 

El  inventario  y  avalúo  de  los  bienes  del  menor  o  incapacitado, 
se  harán  dentro  de  los  treinta  días  siguientes  a  la  aceptación  de  la 
tutela  y  antes  de  tomar  parte  alguna  en  la  administración. 

ARTICULO  261. 

El  Juez  según  las  circunstancias,  podrá  restringir  este  plazo  o 
ampliarlo  hasta  sesenta  días. 

ARTICULO  262. 

El  tutor  está  obligado  a  que  se  incluyan  en  el  inventario  los 
créditos  que  tuviere  en  contra  o  a  favor  del  pupilo;  y  si  a  sabiendas 
no  lo  hiciere,  lo  perderá  en  el  primer  caso,  y  en  el  segundo  deberá 
ser  removido  del  cargo. 

ARTICULO  263. 


El  testador  no  puede  eximir  al  tutor  de  hacer  inventario. 


CAPITULO  X 


EJERCICIO  DE  LA  TUTELA 

ARTICULO  264. 

El  tutor  y  el  protutor  no  entrarán  a  ejercer  sus  cargos,  sino 
después  de  discernidos  por  el  Juez. 

ARTICULO  265. 


El  tutor  representa  al  menor  o  incapacitado  en  todos  los  actos 
civiles,  salvo  aquellos  que  por  disposición  expresa,  pueden  los  pupi¬ 
los  ejecutar  por  sí  solos  o  sin  intervención  de  aquél. 
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ARTICULO  266. 


El  pupilo  debe  respeto  y  obediencia  al  tutor.  Este  tiene  res¬ 
pecto  del  pupilo  las  mismas  facultades  que  los  padres,  con  las  limi¬ 
taciones  establecidas  en  el  artículo  271. 


ARTICULO  267. 

El  tutor  está  obligado: 

1° — A  cuidar,  educar  e  instruir  al  menor  o  incapacitado  con 
solicitud  y  prudencia; 

2Í’ — A  procurar,  por  cuantos  medios  estén  a  su  alcance,  que  el 
loco,  el  imbécil  o  sordomudo  adquiera  o  recobre  su  ca¬ 
pacidad  ; 

3’ — A  administrar  el  caudal  de  los  menores  o  incapacitados  con 
la  diligencia  de  un  buen  padre  de  familia; 

4IJ — A  requerir  la  intervención  del  protutor  en  todos  los  casos 
que  corresponda  legalmente;  y, 

S9 — A  dirigir,  representar  y  defender  al  menor  o  incapacitado, 
por  todos  los  medios  legales,  tanto  en  juicio  como  fuera 
de  él. 

ARTICULO  268. 

El  Juez  fijará  la  pensión  alimenticia  en  vista  del  inventario  y 
de  las  circunstancias  del  pupilo.  Esta  resolución  puede  modificarse 
a  medida  que  aumente  o  disminuya  el  patrimonio  de  los  menores 
o  incapacitados  o  cambie  la  situación  de  éstos.  En  caso  de  incon¬ 
formidad,  el  Juez,  con  conocimiento  de  causa,  resolverá  lo  que  co¬ 
rresponda. 

ARTICULO  269. 

El  tutor  dentro  de  treinta  días  después  del  discernimiento  y 
cada  año  al  presentar  la  cuenta  que  prevé  el  artículo  280  debe 
someter  a  la  aprobación  del  Juez  el  presupuesto  de  gastos  de  ad¬ 
ministración  para  el  siguiente  año.  Debe  también  obtener  autori¬ 
zación  para  todos  los  gastos  extraordinarios.  Esta  autorización  no 
exonera  al  tutor  de  justificar  el  empleo  de  las  sumas  presupuestas. 


ARTICULO  270. 

Las  alhajas,  muebles  preciosos,  efectos  públicos  y  acciones  y 
valores  que  a  juicio  del  Juez  no  hayan  de  estar  en  poder  del  tutor, 
serán  depositados  en  un  establecimiento  autorizado  por  la  ley  para 
recibir  depósitos,  y  a  la  falta  de  éste,  en  persona  de  notoria  honra¬ 
dez  y  arraigo,  designada  también  por  el  Juez. 
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ARTICULO  271. 


El  tutor  necesita  autorización  judicial: 

l9 — Para  dedicar  al  menor  a  una  carrera  u  oficio  determinados, 
o  variar  la  elección  de  éste,  consultando  siempre  sus  incli¬ 
naciones,  aptitudes  y  circunstancias; 

2" — Para  liquidar  o  variar  el  comercio  o  la  industria  a  que  el 
incapacitado  o  sus  causantes  o  los  del  menor,  hubieren  es¬ 
tado  dedicados; 

39 — Para  enajenar  o  gravar  bienes  inmuebles  o  derechos  reales 
del  menor  o  incapacitado,  para  dar  los  primeros  en  anticre- 
sis  o  en  arrendamiento  por  más  de  tres  años,  o  con  anticipo 
de  renta  por  más  de  un  año;  para  hacer  o  reconocer  mejo¬ 
ras  que  no  sean  necesarias;  para  constituir  servidumbres 
pasivas;  y  en  general,  para  celebrar  otra  clase  de  contratos 
que  afecten  el  patrimonio  del  pupilo,  siempre  que  pasen  de 
quinientos  quetzales,  y  no  versen  sobre  inmuebles  o  dere¬ 
chos  reales.  Los  contratos  a  que  se  refiere  este  inciso,  no 
pueden  ser  prorrogados; 

49 — Para  resolver  la  forma,  condiciones  y  garantías  en  que 
debe  colocar  el  dinero  del  pupilo; 

59 — Para  tomar  dinero  a  mutuo,  sujetándose  a  la  forma,  condi¬ 
ciones  y  garantías  que  se  acuerden; 

69 — Para  repudiar  herencias  o  donaciones.  La  aceptación  debe¬ 
rá  ser  siempre  con  beneficio  de  inventario; 

T> — Para  transigir  o  comprometer  en  árbitros,  las  cuestiones 
en  que  el  menor  o  incapacitado  tuviere  interés; 

S9 — Para  hacerse  pago  de  los  créditos  que  le  correspondan  con¬ 
tra  el  pupilo ; 

99 — Para  contratar  seguros  sobre  la  vida  del  sujeto  a  tutela;  y, 
10. — Para  cambiar  el  domicilio  del  pupilo. 

ARTICULO  272. 

La  venta  de  valores  comerciales  o  industriales,  títulos  de  renta, 
acciones,  frutos  y  ganados,  podrá  hacerse  extrajudicialmente,  pero 
nunca  por  menor  valor  del  que  se  cotice  en  la  plaza  el  día  de  la 
venta,  lo  cual  deberá  comprobar  el  tutor  al  rendir  sus  cuentas. 


ARTICULO  273.  i 

El  tutor  responde  de  los  intereses  legales  del  capital  del  menor, 
cuando  por  su  omisión  o  negligencia  quedare  improductivo  o  sin 
empleo. 
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ARTICULO  274. 


Quedan  prohibidos  al  tutor  los  actos  siguientes: 

l9 — Contratar  por  sí  o  por  interpósita  persona  con  el  menor  o 
incapacitado  o  aceptar  contra  él  créditos,  derechos  o  accio¬ 
nes,  a  no  ser  que  resulten  de  subrogación  legal; 

2(’ — Disponer  a  título  gratuito  de  los  bienes  del  menor  o  inca¬ 
pacitado  ; 

S* — Aceptar  donaciones  del  ex  pupilo,  salvo  después  de  apro¬ 
badas  y  canceladas  las  cuentas  de  su  administración,  o 
cuando  el  tutor  fuere  ascendiente,  cónyuge  o  hermano  del 
donante; 

4’ — Hacer  remisión  voluntaria  de  derechos  del  menor  o  inca¬ 
pacitado  ; 

ó’ — Prestar  garantías  en  nombre  del  pupilo  cuando  sea  menor; 
pero  si  es  incapacitado,  podrá  prestarlas  con  autorización 
judicial  en  favor  de  los  parientes  de  éste;  y, 

6" — Aceptar  la  institución  de  beneficiario  en  seguros  a  su  favor, 
provenientes  de  su  pupilo. 


ARTICULO  275. 

El  tutor  no  puede  reconocer  hijos  del  pupilo,  sino  con  el  con¬ 
sentimiento  expreso  de  éste  y  en  ningún  caso  los  del  incapaz,  ni 
consentir  expresa  o  tácitamente  las  resoluciones  desfavorables  al 
pupilo. 

ARTICULO  276. 

Tampoco  podrán  contratar  acerca  de  bienes  del  menor  o  inca¬ 
pacitado,  por  sí  o  por  interpósita  persona,  los  parientes  del  tutor; 
salvo  que  éstos  sean  coherederos  o  copartícipes  del  pupilo. 


ARTICULO  277. 

La  tutela  da  derecho  a  una  retribución  que  se  pagará  anual¬ 
mente  y  que  no  bajará  del  cinco  ni  excederá  del  diez  por  ciento 
anual  de  las  rentas  o  productos  líquidos  de  los  bienes  del  menor. 

Cuando  la  retribución  no  hubiere  sido  fijada  en  el  testamento, 
o  cuando  sin  mediar  negligencia  del  tutor,  no  hubieren  rentas  o 
productos  líquidos,  la  fijará  el  Juez,  teniendo  en  cuenta  la  impor¬ 
tancia  del  caudal  del  pupilo  y  el  trabajo  que  ocasione  el  ejercicio 
de  la  tutela.  La  retribución  se  distribuirá  entre  el  tutor  y  el  protu¬ 
tor,  correspondiendo  al  primero  el  setenta  por  ciento  y  al  segundo 
el  treinta  por  ciento  restante. 
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ARTICULO  278. 


Cuando  el  tutor  o  el  protutor  hubieren  sido  removidos  por  su 
culpa,  no  tendrán  derecho  a  recibir  retribución  alguna. 

ARTICULO  279. 

El  tutor  está  obligado  a  llevar  una  contabilidad  comprobada  y 
exacta  de  todas  las  operaciones  de  su  administración,  en  libros 
autorizados,  aun  cuando  el  testador  le  hubiere  relevado  de  rendir 
cuentas.  Al  final  de  su  cargo,  presentará  una  memoria  que  resuma 
los  actos  llevados  a  cabo. 


CAPITULO  XI 

CUENTAS  DE  LA  TUTELA 

ARTICULO  280. 

Todo  tutor  rendirá  al  Juez  cuentas  anuales  de  su  gestión. 
Estas  cuentas  serán  glosadas  por  el  protutor  y  aprobadas  por  el 
Juez,  quien  oirá  previamente  a  un  contador  y  ordenará  que  se 
depositen  en  el  Tribunal  en  donde  se  hubiere  discernido  la  tutela. 


ARTICULO  281. 

El  tutor  que  sea  reemplazado  por  otro,  estará  obligado,  lo 
mismo  que  sus  herederos  o  sucesores  a  título  gratuito,  a  rendir 
cuentas  de  la  tutela,  de  conformidad  con  los  artículos  anteriores, 
y  con  la  intervención  del  reemplazante. 


ARTICULO  282. 

La  rendición  final  de  cuentas  se  hará  por  el  tutor  o  sus  here¬ 
deros,  al  ex  pupilo  o  a  quien  lo  represente,  dentro  de  sesenta  días, 
contados  desde  que  terminó  el  ejercicio  de  la  tutela. 


ARTICULO  283. 

Las  cuentas,  deben  ir  acompañadas  con  los  documentos  justi¬ 
ficativos.  Sólo  podrá  excusarse  la  comprobación  de  los  gastos  me¬ 
nudos  de  que  un  diligente  padre  de  familia  no  acostumbre  recoger 
recibos. 
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ARTICULO  284. 


Los  gastos  de  la  rendición  de  cuentas,  serán  a  cargo  del  menor 
o  incapacitado. 


ARTICULO  285. 

El  tutor,  concluida  la  tutela,  está  obligado  á  entregar  al  que  fué 
su  pupilo,  todos  los  bienes  y  documentos  que  le  pertenezcan.  Esta 
obligación  no  se  suspende  por  estar  pendiente  la  rendición  de 
cuentas. 

ARTICULO  286. 

El  saldo  de  las  cuentas  que  resultare  a  favor  o  en  contra  del 
tutor,  producirá  interés  legal. 

En  el  primer  caso,  desde  que  el  menor  sea  requerido  para  el 
pago,  previa  entrega  de  los  bienes.  En  el  segundo,  desde  la  rendi¬ 
ción  de  cuentas,  si  hubieren  sido  rendidas  dentro  del  término  legal, 
y  en  caso  contrario,  desde  que  éste  expire. 

ARTICULO  287. 

Las  acciones  u  obligaciones  que  recíprocamente  correspondan 
al  tutor  y  al  ex  pupilo,  por  razón  del  ejercicio  de  la  tutela,  se  extin¬ 
guen  a  los  cinco  años  de  concluida  ésta. 


ARTICULO  288. 

La  responsabilidad  del  tutor  y  de  los  que  administren  bienes 
de  menores,  es  tanto  civil  como  criminal,  en  los  casos  determinados 
por  el  código  respectivo. 

CAPITULO  XII 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  289. 

El  discernimiento  de  la  tutela,  se  rige  por  la  ley  del  lugar  del 
domicilio  del  menor  o  incapacitado. 


ARTICULO  290. 

El  cargo  de  tutor,  discernido  en  país  extranjero,  de  conformi¬ 
dad  con  las  leyes  de  dicho  país,  será  reconocido  en  la  República. 
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ARTICULO  291. 


La  tutela,  en  cuanto  a  los  derechos  y  obligaciones  que  impone, 
se  rige  por  las  leyes  del  lugar  en  que  íué  discernido  el  cargo. 


ARTICULO  292. 

Las  facultades  de  los  tutores,  respecto  a  los  bienes  que  el  menor 
o  incapacitado  tuvieren  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se  ejerci¬ 
tarán  conforme  a  la  ley  del  lugar  en  que  dichos  bienes  se  hallen 
situados. 

ARTICULO  293. 

El  extranjero  puede  ser  tutor  y  protutor;  pero  no  está  obligado 
a  admitir  el  cargo,  sino  en  el  caso  de  que  se  trate  de  sus  parientes 
y  connacionales.  La  admisión  de  tales  cargos,  no  implica  la  adqui¬ 
sición  de  la  nacionalidad  guatemalteca. 


ARTICULO  294. 

Los  tutores  y  los  protutores  no  podrán  ausentarse  de  la  Repú¬ 
blica,  sin  rendir  personalmente  las  cuentas  de  la  tutela,  sin  entre¬ 
gar  los  bienes  del  pupilo  y  sin  que  se  haya  discernido  el  cargo  al 
sustituto. 


ARTICULO  295. 

Las  disposiciones  relativas  a  los  tutores,  regirán  para  las  perso¬ 
nas  que  administren  bienes  de  menores  o  incapaces,  en  casos  de¬ 
terminados. 


TITULO  X 

REGISTRO  CIVIL 

CAPITULO  I 

ORGANIZACION  DEL  REGISTRO 

ARTICULO  296. 

Los  actos  concernientes  al  estado  civil  de  las  personas,  se  harán 
constar  en  el  Registro  destinado  a  este  efecto.  En  la  capital  lo 
desempeñará  un  ciudadano  guatemalteco  de  origen,  abogado  de 
los  Tribunales  de  la  República.  En  las  demás  poblaciones  que 
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tengan  Municipalidades,  el  Registro  Civil,  a  juicio  del  Ejecutivo, 
estará  a  cargo  de  funcionarios  especiales  o  del  Secretario  Municipal 
que  tengan  la  calidad  de  guatemaltecos  de  origen. 

Los  Cónsules  de  la  República  acreditados  en  el  extranjero,  lle¬ 
varán  el  registro  de  los  nacimientos,  matrimonios,  cambios  de  nacio¬ 
nalidad  y  defunciones  de  los  guatemaltecos  residentes  o  transeún¬ 
tes  en  los  países  en  que  aquéllos  ejerzan  sus  funciones. 

ARTICULO  297 

Los  Registros  del  estado  civil  son  públicos.  Cualquiera  persona 
podrá  imponerse  de  ellos  y  pedir  certificaciones  de  los  actos  y  cons¬ 
tancias  que  contengan.  Estas  certificaciones  hacen  fe  de  su  conte¬ 
nido,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

ARTICULO  298. 

En  el  Registro  se  llevarán  los  siguientes  libros: 

V — De  nacimientos; 

29 — De  reconocimiento  de  hijos; 

3 9 — De  matrimonios; 

4° — De  capitulaciones  matrimoniales; 

5<? — De  separación,  divorcio,  nulidad  e  insubsistencia  del  ma¬ 
trimonio  y  reconciliación; 

6<' — De  tutelas,  protutelas  y  guardas; 

T> — De  ciudadanía; 

g1? — De  extranjeros  y, 

9I? — De  defunciones. 


CAPITULO  II 

-  I 

REGISTRO  DE  NACIMIENTOS 

ARTICULO  299. 

Todos  los  nacimientos  que  ocurrieren  en  la  República,  deberán 
inscribirse  en  el  Registro  Civil,  dentro  del  término  de  ocho  días. 

* 

ARTICULO  300. 

La  declaración  del  nacimiento  de  un  niño  se  hará  por  el  padre 
o  la  madre,  o  en  defecto  de  uno  y  otro,  por  los  Médicos,  Cirujanos, 

Parteras  u  otras  personas  que  hayan  asistido  al  parto. 

Los  dueños  o  administradores  de  fincas  rústicas  y  los  Alcaldes 
Auxiliares  de  los  caseríos,  aldeas  y  otros  lugares,  tienen  la  obliga¬ 
ción  de  dar  ese  parte. 
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• 

Los  padres  podrán  cumplir  esta  obligación  por  medio  de  en¬ 
cargado  especial,  pero  el  Registrador  deberá  citarlos  para  que  den¬ 
tro  de  un  término  que  no  pase  de  sesenta  días,  ratifiquen  la  de¬ 
claración. 

ARTICULO  301. 

En  cualquier  caso  el  Registrador  podrá  constituirse  acompa¬ 
ñado  de  testigos,  en  el  lugar  en  que  el  niño  hubiere  nacido,  para 
comprobar  la  verdad  de  la  declaración. 

ARTICULO  302. 

Los  nacimientos  que  ocurran  en  los  hospitales,  hospicios,  cárce¬ 
les  u  otros  establecimientos  análogos,  serán  declarados  por  sus  res¬ 
pectivos  administradores. 

ARTICULO  303. 

Los  administradores  de  los  asilos  de  huérfanos,  y  en  general 
toda  persona  que  hallare  abandonado  a  un  recién  nacido,  o  en  cuya 
casa  hubiere  sido  expuesto,  están  obligados  a  declarar  el  hecho  y 
a  exhibir  en  la  Oficina  del  Registro  las  ropas,  documentos  y  demás 
objetos  con  que  se  encontró,  todo  lo  cual  se  describirá  en  el  acta 
respectiva. 

ARTICULO  304. 

El  acta  de  inscripción  del  nacimiento  expresará: 

V> — El  lugar,  fecha,  día  y  hora  en  que  ocurrió  el  nacimiento 
y  si  fuere  único  o  múltiple ; 

29 — El  sexo  y  nombre  del  recién  nacido  y  su  calidad  de  hijo  de 
matrimonio  o  de  fuera  de  matrimonio; 

39 — El  nombre,  apellido,  origen,  ocupación  y  residencia  de  los 
padres  y  el  nombre  de  los  testigos  ante  quienes  se  levantó 
el  acta ;  y, 

49 — Los  nombres  del  Médico,  Comadrona  u  otra  persona  que 
hubiere  intervenido  en  el  parto.  Si  se  tratare  de  hijos  naci¬ 
dos  fuera  de  matrimonio,  no  se  designará  al  padre  en  la 
partida,  sino  cuando  haga  la  declaración  él  mismo  o  por 
medio  de  mandatario  especial. 

ARTICULO  305. 

La  inscripción  de  dos  o  más  recién  nacidos  del  mismo  parto, 
se  hará  en  partidas  separadas,  para  cada  uno  de  ellos,  designándose 
especialmente  todo  signo  corporal  que  pueda  contribuir  a  identi¬ 
ficarlos. 
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ARTICULO  306. 


La  muerte  del  recién  nacido  no  exime  de  la  obligación  de  regis¬ 
trar  el  nacimiento  y  la  defunción. 

ARTICULO  307. 

Si  durante  un  viaje  ocurriere  un  nacimiento,  se  inscribirá  en 
el  Registro  en  cuya  jurisdicción  municipal  se  efectuó  el  parto. 

ARTICULO  308. 

Si  el  nacimiento  de  un  guatemalteco  ocurriere  fuera  de  la  Re¬ 
pública,  se  procederá  del  modo  siguiente : 

l9 — En  caso  de  nacimiento  a  bordo  de  un  buque  que  navegue 
en  aguas  de  la  República,  será  obligación  del  Capitán  del 
buque  ponerlo  en  conocimiento  de  la  autoridad  del  primer 
puerto  nacional  a  donde  llegue,  para  que  se  inscriba  en  el 
Registro  Civil  del  puerto ; 

29 — Si  el  nacimiento  hubiere  acaecido  en  alta  mar  o  en  aguas 
jurisdiccionales  extranjeras  en  buque  que  navegue  con 
bandera  de  la  República,  tendrá  el  Capitán  la  misma 
obligación ; 

39 — Si  el  nacimiento  ocurriere  en  buque  que  navegue  con  ban¬ 
dera  extranjera  en  aguas  no  jurisdiccionales,  el  parte  del 
nacimiento  se  dará  por  los  padres,  parientes,  encargados 
del  recién  nacido  o  cualquier  persona  que  hubiere  estado  a 
bordo.  El  parte  se  dará  por  escrito  en  el  primer  lugar 
donde  arribe  el  buque  y  haya  Consulado  de  Guatemala;  y, 

4° — Las  mismas  reglas  se  observarán  si  el  nacimiento  ocurriere 
a  bordo  de  una  aeronave. 

ARTICULO  309. 

Si  el  recién  nacido  tuviese  o  hubiera  tenido  uno  o  más  herma¬ 
nos  del  mismo  nombre,  se  hará  constar  esta  circunstancia  en  la 
partida  de  nacimiento  y  se  hará  también  referencia,  en  su  caso,  a 
la  muerte  de  los  hermanos  homónimos. 

ARTICULO  310. 

I  —  ‘  - 

Cuando  se  cambie  o  rectifique  <;1  nombre  y  apellido  de  una 
persona,  se  pondrá  nota  marginal  en  la  partida  de  nacimiento.  El 
cambio  o  rectificación  no  podrá  hacerse  sin  que  lo  autorice  el  Juez 
de  1!  Instancia  después  de  seguir,  con  audiencia  del  Ministerio 
Público,  una  información  respecto  de  los  motivos  que  lo  justifiquen. 
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ARTICULO  311. 


En  la  inscripción  de  nacimiento,  se  pondrá  nota  marginal  de 
cualquiera  otra  inscripción  que  posteriormente  se  haga  en  el  Re¬ 
gistro,  relativa  al  estado  civil  de  la  misma  persona. 


CAPITULO  III 

REGISTRO  DE  RECONOCIMIENTO  DE  HIJOS 

ARTICULO  312. 

Los  actos  de  reconocimiento  expresados  en  este  Código,  deben 
inscribirse  en  el  Registro  en  un  libro  especial  y  ser  anotados  en  el 
acta  de  nacimiento  correspondiente. 

ARTICULO  313. 

S 

El  reconocimiento  que  se  efectuare  en  el  Registro,  se  hará 
constar  en  el  libro  respectivo,  por  medio  de  una  acta  que  firmarán 
el  Registrador  y  el  padre  que  hiciere  el  reconocimiento. 

En  el  acta  se  expresará  el  nombre,  apellido,  edad,  estado,  pro¬ 
fesión,  nacionalidad  y  domicilio  del  que  hace  el  reconocimiento;  así 
como  el  nombre,  lugar  y  fecha  en  que  nació  el  hijo  a  quien  se 
reconoce. 

El  Registrador  hará  constar  si  conoce  al  que  comparece  como 
progenitor  y,  en  caso  negativo,  exigirá  la  Cédula  de  Vecindad  o  la 
comparecencia  de  dos  testigos  de  conocimiento,  que  firmarán  el  acta. 

ARTICULO  314. 

Cuando  el  reconocimiento  se  haga  por  escritura  pública  o  por 
testamento,  la  inscripción  en  el  Registro  se  hará  en  vista  del  tes¬ 
timonio. 

ARTICULO  315. 

Cuando  la  escritura  pública  tenga  por  objeto  exclusivo  el  reco¬ 
nocimiento  de  un  hijo,  se  insertará  íntegra  en  el  Registro;  en  caso 
contrario,  o  en  el  que  el  reconocimiento  se  haga  por  testamento, 
sólo  se  insertará  lo  conducente,  haciéndose  relación  del  documento 
en  que  conste. 

ARTICULO  316. 

Cuando  el  reconocimiento  proceda  de  sentencia  de  los  tribu¬ 
nales,  el  Juez  de  oficio  o  a  solicitud  de  parte,  enviará  copia  de  la 
ejecutoria  en  que  se  declare  la  filiación,  para  que  sea  transcrita 
en  el  Registro  Civil. 
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ARTICULO  317. 


El  reconocimiento  será  anotado  también  en  la  partida  de  na¬ 
cimiento. 


ARTICULO  318. 

Si  los  padres  de  hijos  nacidos  fuera  de  matrimonio  lo  contra¬ 
jeren,  se  hará  constar  al  margen  de  las  respectivas  partidas  de 
nacimiento,  para  el  efecto  de  que  los  hijos  sean  considerados  como 
de  matrimonio,  ¿v»  _ ¿ 


CAPITULO  IV 

REGISTRO  DE  MATRIMONIOS,  CAPITULACIONES 
MATRIMONIALES,  SEPARACION  Y  DIVORCIO 

ARTICULO  319. 

Todo  matrimonio  que  se  celebre  en  la  República,  debe  inscri¬ 
birse  en  el  Registro  Civil. 


ARTICULO  320. 

En  la  partida  de  matrimonio,  se  anotará  cualquier  otra  inscrip¬ 
ción  que  posteriormente  se  hiciere  en  el  Registro  y  que  afecte  a  la 
unión  conyugal.  Sin  perjuicio  de  la  anotación  marginal,  la  senten¬ 
cia  que  declare  la  nulidad  o  insubsistencia  del  matrimonio,  la  sepa¬ 
ración,  el  divorcio  o  la  reconciliación,  se  transcribirá  en  el  libro 
correspondiente. 


ARTICULO  321. 

Las  capitulaciones  matrimoniales  y  sus  modificaciones,  se  co¬ 
piarán  textualmente  en  el  libro  respectivo.  Las  modificaciones  se 
anotarán  también  al  margen  de  la  primera  inscripción. 


ARTICULO  322. 

Para  el  efecto  del  artículo  anterior,  el  Notario  que  autorice  una 
escritura  de  capitulaciones  matrimoniales  o  su  modificación;  o  el 
funcionario  ante  quien  se  levante  el  acta  a  que  se  refiere  el  artículo 
102,  harán  constar  en  el  documento  que  se  advirtió  a  los  interesa¬ 
dos  la  obligación  de  presentar  al  Registro  el  testimonio,  en  el  pri¬ 
mer  caso  o  copia  certificada  en  el  segundo,  para  su  inscripción. 
La  omisión  de  la  advertencia,  será  penada  con  cinco  quetzales  de 
multa. 
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CAPITULO  V 


REGISTRO  DE  TUTELAS,  PROTUTELAS 
Y  GUARDAS 

ARTICULO  323. 

Los  tutores,  protutores  y  guardadores  están  obligados  a  hacer 
inscribir  en  el  Registro  Civil,  el  documento  o  auto  que  acredite  su 
cargo  y  certificación  del  acta  en  que  se  les  hubiere  discernido. 

ARTICULO  324. 

La  remoción  o  suspensión  de  los  tutores,  protutores  y  guarda¬ 
dores,  se  anotará  al  margen  de  la  partida  donde  se  haya  registrado 
el  discernimiento  del  cargo. 

Para  los  efectos,  el  Juez  dará  aviso  dentro  de  cuarenta  y  ocho 
horas  al  Registrador  que  corresponde.  También  se  anotará  la  apro¬ 
bación  de  la  cuenta  final  de  la  tutela  o  guarda. 


CAPITULO  VI 


REGISTRO  DE  CIUDADANOS 

ARTICULO  325. 

■  Toda  persona  que  tuviere  la  calidad  de  ciudadano,  está  obliga¬ 
da  a  inscribirse  como  tal  en  el  Registro,  dentro  del  plazo  de  noventa 
días,  a  contar  desde  la  fecha  en  que  haya  adquirido  esa  calidad. 

ARTICULO  326. 

La  autoridad  competente  que  dicte  auto  de  bien  preso,  enviará 
copia  certificada  de  dicho  auto  al  Registro  Civil  que  corresponda, 
para  que  sea  anotado  al  margen  de  la  inscripción  de  ciudadanía; 
pero  si  no  existiere  la  inscripción  de  ciudadano,  deberá  hacerla  el 
Registrador,  cuando  proceda  conforme  al  artículo  precedente,  reca¬ 
bando  del  tribunal  los  datos  necesarios. 

ARTICULO  327. 

El  Tribunal  a  quien  corresponda  ejecutar  una  sentencia  firme, 
que  implique  la  pérdida  o  suspensión  de  los  derechos  de  ciudadano, 
enviará,  dentro  de  tercero  día,  copia  auténtica  de  la  parte  resolu¬ 
tiva  del  fallo  al  Registro  Civil,  para  que  se  anote  al  margen  de  la 
respectiva  inscripción. 
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ARTICULO  328. 


Reformado  o  revocado  el  auto  de  prisión  o  extinguida  la  con¬ 
dena  que  privó  al  ciudadano  del  ejercicio  de  sus  derechos,  se  can¬ 
celarán  la  inscripción  y  anotación  respectivas,  presentándose  para 
el  efecto,  la  constancia  auténtica  correspondiente. 


CAPITULO  VII 

REGISTRO  DE  EXTRANJEROS  DOMICILIADOS 
Y  NATURALIZADOS 

ARTICULO  329. 

El  extranjero  domiciliado  en  la  República,  debe  inscribirse  en 
el  Registro,  haciendo  constar  su  nacionalidad,  su  estado  civil,  pro¬ 
fesión,  oficio  o  modo  de  vivir,  el  lugar  de  la  última  residencia  y 
el  tiempo  que  tenga  de  estar  en  el  país.  Para  este  efecto,  deberá 
exigírsele  la  presentación  de  documentos  auténticos  que  identifi¬ 
quen  su  persona. 

ARTICULO  330. 

Se  inscribirán  en  el  Registro  los  extranjeros  que  adquieran  la 
naturalización  guatemalteca  y  se  hará  constar,  además  de  los  datos 
a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  el  acuerdo  en  que  fué  con¬ 
cedida. 


ARTICULO  331. 

El  domicilio  de  los  extranjeros  en  la  República,  sólo  podrá 
comprobarse  con  certificación  de  la  partida  de  inscripción  en  el 
Registro  Civil. 


CAPITULO  VIII 

REGISTRO  DE  DEFUNCIONES 

ARTICULO  332. 

Toda  defunción  que  ocurra  en  la  República,  debe  inscribirse 
en  el  Registro  Civil. 

ARTICULO  333. 

/ 

El  jefe  de  la  casa  o  establecimiento  donde  hubiere  fallecido 
alguna  persona  y  las  demás  expresadas  en  el  artículo  300,  están 
obligadas  a  dar  aviso  al  Registro  Civil,  por  sí  o  por  medio  de  otra 
persona,  en  un  término  que  no  exceda  de  veinticuatro  horas. 
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En  los  lugares  situados  fuera  de  las  poblaciones  donde  esté  el 
Registro,  los  agentes  de  la  autoridad  permitirán  el  enterramien¬ 
to  del  cadáver,  recibiendo  previamente  el  parte  que  transmitirán 
al  expresado  Registro,  dentro  del  indicado  término,  más  el  de  la 
distancia. 


ARTICULO  334. 

Igual  obligación  tendrá  toda  persona  que  encuentre  un  cadáver 
abandonado. 


ARTICULO  335. 

Además  de  las  formalidades  exigidas  por  este  Código  para 
extender  la  partida  de  defunción,  será  necesario  constancia  médica, 
si  hubiese  facultativo  en  el  lugar. 


ARTICULO  336. 

El  facultativo  que  hubiere  asistido  a  una  persona  en  su  última 
enfermedad  y  a  falta  de  él,  cualquier  otro  que  se  llame  al  efecto, 
estará  obligado  a  examinar  el  cadáver  y  a  expedir  la  constancia  a 
que  se  refiere  el  artículo  anterior.  Donde  no  hubiere  facultativo, 
hará  sus  veces  un  empírico.  La  constancia  indicada  será  expedida 
gratuitamente. 


ARTICULO  337. 

La  constancia  expresará,  en  cuanto  sea  posible,  el  nombre  y 
domicilio  que  tuvo  el  difunto,  la  causa  inmediata  de  la  muerte  y  el 
día  y  hora  en  que  tuvo  lugar,  debiendo  el  facultativo  expresar  si 
estas  circunstancias  le  constan  por  conocimiento  propio  o  por  infor¬ 
mes  de  tercero. 

ARTICULO  338. 

La  constancia  deberá  presentarse  al  encargado  del  Registro  por 
ía  persona  obligada  a  declarar  la  muerte  y  podrá  ser  exigida  de 
oficio  por  aquel  funcionario  a  los  facultativos. 

El  Registrador,  cuando  dudare  de  la  autenticidad  de  la  certi¬ 
ficación,  podrá  hacer  comparecer  a  su  despacho  al  que  la  haya 
extendido  para  que  la  ratifique  a  su  presencia. 


ARTICULO  339. 

La  partida  de  defunción  será  firmada  por  quienes  dieren  el 
aviso,  si  supieren  firmar,  y  por  el  Registrador  y  dos  testigos. 
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ARTICULO  340. 


El  acta  de  defunción  deberá  expresar,  en  cuanto  sea  posible : 

l9 — El  nombre,  apellido,  edad,  sexo,  origen,  domicilio  o  resi¬ 
dencia,  profesión  u  oficio  de  la  persona  muerta,  indicando 
el  nombre  y  apellido  del  cónyuge  si  hubiere  sido  casado; 

2'> — El  lugar,  fecha  y  hora  en  que  hubiere  acaecido  la  muerte 
y  la  enfermedad  o  causa  de  la  defunción; 

3!’ — Los  nombres  y  apellidos  del  padre  y  de  la  madre  del  muer¬ 
to,  si  se  supieren ; 

4° — Si  testó  y  ante  quien;  y, 

5’ — Los  nombres,  apellidos,  edades,  profesiones  y  domicilios 
de  los  declarantes. 

ARTICULO  341. 

Si  se  tratare  del  caso  del  artículo  334,  la  inscripción  deberá 
contener,  si  fuere  posible,  los  datos  a  que  se  refiere  el  artículo 
anterior  y  en  todo  caso : 

l9 — El  lugar  donde  fué  hallado  el  cadáver; 

29 — El  estado  en  que  se  encontraba; 

39 — El  sexo  y  la  edad  que  represente;  y, 

49 — La  descripción  del  vestido  que  tenia  y  cualesquiera  otras 
circunstancias  o  indicios  que  puedan  servir  para  identifi¬ 
car  la  persona  del  muerto. 

Siempre  que  se  adquieran  otros  datos,  se  anotarán  al  margen 
del  acta. 

ARTICULO  342. 

No  podrá  sepultarse  el  cadáver  de  ninguna  persona,  sin  que 
se  presente  al  encargado  del  Cementerio,  constancia  de  la  defun¬ 
ción  inscrita  en  el  Registro  Civil,  salvo  lo  dispuesto  en  el  ar¬ 
tículo  333. 


ARTICULO  343. 

Los  encargados  de  los  cementerios  llevarán  en  un  libro  nota 
exacta  de  las  inhumaciones  que  se  verifiquen  en  el  mes,  con  sepa¬ 
ración  de  los  que  han  fallecido  en  hospitales  y  establecimientos 
de  beneficencia,  haciendo  relación  de  la  constancia  expedida  por  el 
Registro  Civil,  y  mensualmente,  enviarán  al  encargado  de  la  Ofi¬ 
cina,  una  copia  de  las  partidas  del  libro  de  inhumaciones,  para  que 
las  confronte  con  las  del  libro  respectivo.  El  Registrador  dará 
parte  al  Juez  de  las  diferencias  que  note,  para  que  investigue  la 
causa  de  ellas. 
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ARTICULO  344. 


En  caso  de  muerte  a  bordo  de  un  buque  que  navegue  en  aguas 
de  la  República,  será  obligación  del  Capitán  del  buque  ponerlo  en 
conocimiento  de  la  autoridad  del  primer  puerto  nacional  a  donde 
arribe  para  que  se  inscriba  en  el  Registro  Civil  del  puerto. 

Cuando  la  defunción  hubiere  acaecido  en  alta  mar  o  en  aguas 
jurisdiccionales  extranjeras,  en  buque  que  navegue  con  bandera  de 
la  República,  tendrá  el  Capitán  la  misma  obligación. 

ARTICULO  345. 

Respecto  de  los  que  murieren  en  campaña  o  en  algún  combate 
o  encuentro,  en  el  territorio  de  la  República,  el  que  tenga  el  mando 
de  las  tropas  está  obligado  a  poner  en  conocimiento  de  su  jefe,  las 
muertes  ocurridas,  para  que  éste  haga  inscribirlas  por  quien  co¬ 
rresponde. 

Igual  obligación  tendrá  el  que  mande  tropas,  respecto  de  los 
muertos  habidos  en  ellas,  fuera  de  la  República. 

ARTICULO  346. 

La  sentencia  que  declare  la  presunción  de  muerte  de  una  per¬ 
sona,  será  inscrita  en  el  Registro  Civil  del  domicilio  del  presunto 
muerto. 

ARTICULO  347. 

Cuando  hubiere  noticia  cierta  de  los  hechos  a  que  se  refieren 
los  artículos  75,  76  y  77,  será  inscrita  la  defunción  en  el  Registro 
de  la  vecindad  de  las  víctimas.  Para  los  casos  de  los  artículos  75 
y  76,  la  autoridad  del  puerto  o  aeropuerto  nacional,  de  donde  hubie? 
re  zarpado  la  nave  y  el  Cónsul  de  la  República  en  el  puerto  o  aero¬ 
puerto  de  su  destino,  darán  aviso  del  siniestro  a  sus  superiores 
jerárquicos,  para  que  sean  inscritas  las  defunciones  ocurridas. 

ARTICULO  348. 

Si  alguno  muere  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  el  Registrador 
que  reciba  la  declaración  de  muerte,  debe  inscribirla  y  comunicarla, 
dentro  del  plazo  de  diez  días,  al  Registrador  del  lugar  en  que  el 
difunto  tenía  su  domicilio,  si  constare  esa  circunstancia,  para  que 
sea  anotada  en  la  partida  de  nacimiento. 

ARTICULO  349. 

En  caso  de  inhumación  clandestina,  no  se  inscribirá  la  defun¬ 
ción,  sino  por  mandato  judicial  recaído  en  la  causa  que,  para  el 
efecto,  debe  ser  instruida.* 
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CAPITULO  IX 


DISPOSICIONES  GENERALES 
Y  REGLAMENTARIAS 

ARTICULO  350. 

Los  agentes  consulares  de  la  República  en  el  extranjero,  lleva¬ 
rán  el  registro  de  los  nacimientos,  matrimonios,  cambios  de  nacio¬ 
nalidad  y  defunciones  de  los  guatemaltecos  residentes  o  transeún¬ 
tes  en  los  países  en  que  aquéllos  ejerzan  sus  funciones.  Cada  mes 
remitirán  estos  funcionarios  a  la  Secretaría  de  Relaciones  Exterio¬ 
res,  una  copia  de  las  partidas  que  hayan  hecho  constar  en  sus 
libros,  la  que  se  enviará  al  Registro  Civil  de  la  capital  de  la  Repú¬ 
blica,  para  que  se  hagan  en  los  libros  las  inscripciones  correspon¬ 
dientes  y  se  conserve  la  copia  en  el  archivo. 

ARTICULO  351. 

Las  actas  del  Registro  Civil,  las  extenderá  el  Registrador  ante 
dos  testigos,  el  mismo  día  en  que  se  dé  el  aviso,  sin  dejar  espacios 
entre  ellas,  sin  abreviaturas  ni  cifras  y  sin  insertar  nada  que  les 
sea  extraño. 

ARTICULO  352. 

Extendida  el  acta,  se  leerá  por  el  Registrador  a  los  interesados 
o  a  sus  representantes  y  a  los  testigos.  Si  hubiere  errores,  se 
salvarán  al  final  del  acta,  y  en  seguida  firmarán  todos. 

ARTICULO  353. 

Cuando  se  extienda  una  nueva  acta  que  tenga  relación  con 
otra,  se  anotará  además  al  margen  de  la  partida  a  que  haga 
relación. 

ARTICULO  354. 

Las  inscripciones  en  el  Registro  serán  gratuitas. 


ARTICULO  355. 

Los  libros  del  Registro  Civil  estarán  debidamente  encuader¬ 
nados,  empastados  y  foliados;  llevarán  en  cada  una  de  sus  hojas 
el  sello  de  la  Municipalidad  respectiva;  serán  proporcionados  por 
ésta  conforme  el  modelo  oficial,  con  excepción  de  los  de  ciudadanía 
que  los  proporcionará  el  Gobierno;  y  comenzarán  con  una  razón 
que  exprese  el  número  de  folios  que  contiene,  la  que  será  firmada 
por  el  Alcalde  y  Secretario  municipal. 
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ARTICULO  356. 


Los  libros  del  Registro  Civil  se  cerrarán  el  treinta  y  uno  de 
diciembre  de  cada  año  con  una  razón  que  exprese  el  número  de 
actas  que  contiene,  la  que  será  firmada  por  el  Registrador  y  el 
Alcalde.  Igual  cosa  se  hará  si  algún  libro  se  concluyere  en  el 
transcurso  del  año. 

Los  libros  que  se  hubieren  cerrado,  se  conservarán  en  el  archi¬ 
vo  de  la  Oficina. 


o 

/ 0 


ARTICULO  357. 


En  caso  de  haberse  omitido  alguna  partid  ^circunstancia 
esencial  en  los  registros,  se  ocurrirá  áVHJuez  com-potenta,  quien  en 
vista  de  las  pruebas  que  se  le  presenten,  resolverá  que  se  repare  la 
omisión  e  impondrá  al  Registradoi^una  multa  de  cinco  a  veinticin¬ 
co  quetzales. 

ARTICULO  358. 


Los  Registradores  son  responsables  de  las  omisiones,  altera¬ 
ciones  y  suplantaciones  cometidas  en  el  Registro,  y  de  la  conser¬ 
vación  de  los  libros  y  documentos,  mientras  no  se  compruebe  que 
son  imputables  a  otras  personas. 


ARTICULO  359. 

Toda  alteración  o  falsificación  de  las  actas  del  estado  civil  y 
todo  asiento  de  éstas,  hecho  en  pliego  suelto  o  de  otro  modo  que 
no  sea  en  los  registros  destinados  a  este  fin,  da  derecho  a  los  inte¬ 
resados  a  pedir  al  Registrador  la  indemnización  de  los  daños  y 
perjuicios  que  sufran,  además  de  las  responsabilidades  que  corres¬ 
pondan  según  la  ley. 


ARTICULO  360. 

Cuando  fuere  necesario  calificar  la  edad  de  un  individuo  para 
la  ejecución  de  actos  o  el  ejercicio  de  cargos  que  requieran  cierta 
edad  y  no  fuere  posible  hacerlo  con  documentos  que  fijen  la  fecha 
de  su  nacimiento,  se  le  atribuirá  una  edad  media  entre  la  mayor  y 
la  menor  que  aparecieren  compatibles  con  el  desarrollo  y  aspecto 
físico  del  individuo.  El  Juez,  para  establecer  la  edad,  oirá  el  dicta¬ 
men  de  expertos  y  el  informe  del  Registrador  Civil  del  lugar  del 
nacimiento. 

ARTICULO  361. 

La  posesión  notoria  del  estado  civil,  se  probará  ante  el  Juz¬ 
gado  de  V  Instancia  competente,  por  un  conjunto  de  testimonios 
fidedignos  que  la  establezcan  de  modo  irrefragable,  particular- 
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mente  en  el  caso  de  no  explicarse  y  probarse  satisfactoriamente 
la  falta  de  la  respectiva  acta,  o  la  pérdida  o  extravío  del  registro  en 
que  debiera  encontrarse.  Lo  resuelto  por  el  Juez,  no  causa  excep¬ 
ción  de  cosa  juzgada. 

ARTICULO  362. 

Toda  persona  que  esté  obligada  a  dar  aviso  para  que  se  haga 
alguna  de  las  inscripciones  que  previene  este  Código  y  no  lo  hiciere 
dentro  de  los  plazos  en  él  señalados,  incurrirá  en  multa  que  no 
baje  de  dos  ni  exceda  de  diez  quetzales.  La  graduación  la  hará  el 
Juez  del  departamento,  exigiendo  la  multa  impuesta,  por  la  vía 
de  apremio,  la  que  ingresará  a  los  fondos  municipales. 

ARTICULO  363. 

Los  Registradores,  en  las  poblaciones  que  no  sean  cabeceras 
de  departamento,  formarán  dentro  de  los  primeros  diez  días  de 
cada  mes,  un  extracto  correspondiente  a  cada  uno  de  los  libros  de 
las  partidas  asentadas  durante  el  mes  anterior,  con  los  datos  nece¬ 
sarios  para  formarse  juicio  de  su  contenido.  Estos  extractos  los 
enviarán  dentro  del  indicado  término,  al  Registrador  de  la  cabecera 
departamental  respectiva,  quien  formará  con  todos  ellos  y  las  cons¬ 
tancias  de  los  libros  que  tenga  a  su  cargo,  los  extractos  de  las  ins¬ 
cripciones  hechas  en  todos  los  registros  del  departamento  y  los 
enviará,  a  más  tardar,  el  día  último  del  siguiente  mes,  a  la  Direc¬ 
ción  General  de  Estadística,  archivando  en  su  Oficina  los  originales 
recibidos.  Además,  los  Registradores  civiles  de  las  cabeceras  depar¬ 
tamentales,  quedan  obligados  a  remitir  mensualmente  a  la  Direc¬ 
ción  General  de  Sanidad  Pública,  en  formularios  que  ésta  propor¬ 
cionará,  los  datos  de  nacimientos,  matrimonios,  capitulaciones,  di¬ 
vorcios,  defunciones  y  causas  de  ellos,  así  como  otros  que  les  fueren 
pedidos.  Las  infracciones  de  los  Registradores  al  presente  artículo 
serán  penadas  por  el  Juez  jurisdiccional  de  V  Instancia,  con  multa 
de  cinco  a  veinticinco  quetzales,  que  ingresará  a  la  Receptoría  de 
Fondos  de  Justicia. 

ARTICULO  364. 

Los  Registradores  de  las  cabeceras  departamentales,  tendrán 
la  inspección  de  los  demás  Registros  que  hubiere  en  su  departa¬ 
mento  y  tanto  éstos  como  aquéllos,  serán  inspeccionados  por  los 
Jueces  de  1!  Instancia. 

Unos  y  otros  dictarán  las  medidas  conducentes  a  subsanar  las 
faltas  e  irregularidades  que  notaren. 
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ARTICULO  365. 


Cuando  en  alguna  acta  se  haya  cometido  error  de  palabra,  que 
no  entrañe  alteración  de  concepto,  podrá  rectificarse  en  nuevo 
asiento  que  se  anotará  al  margen  del  primitivo,  si  las  partes  y  el 
Registrador  estuvieren  de  acuerdo.  La  rectificación  se  hará  tan 
pronto  como  se  advierta  el  error. 

’  ARTICULO  366. 

Cuando  en  el  acta  se  hubiere  incurrido  en  omisión,  error  o 
equivocación  que  afecte  el  fondo  del  acto  inscrito,  se  ocurrirá  a 
cualquier  Juez  de  1-  Instancia  para  que,  con  audiencia  de  los  inte¬ 
resados  y  del  Ministerio  Público,  se  haga  en  nueva  partida,  la  rec¬ 
tificación  que  procede,  y  se  anote  al  margen  de  la  inscripción 
original. 

ARTICULO  367. 

No  podrá  darse  certificación  de  una  partida  del  Registro,  sin 
insertar  en  ella  todas  las  notas  marginales  que  contenga. 


\ 
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LIBRO  SEGUNDO 


TITULO  I 


LOS  BIENES 


CAPITULO  I 


CLASIFICACION  DE  LOS  BIENES 


ARTICULO  368. 


Las  cosas  que  son  o  pueden  ser  objeto  de  apropiación  o  produ¬ 
cir  un  beneficio,  tienen  el  nombre  genérico  de  BIENES  y  se  agru¬ 
pan  bajo  cuatro  denominaciones: 

1? — Inmuebles; 

2? — Muebles ; 

3P — Semovientes ;  y, 

49 — Derechos  y  acciones. 


ARTICULO  369. 


Los  bienes  son  inmuebles  por  su  naturaleza,  por  su  incorpora¬ 
ción  o  por  su  destino. 


ARTICULO  370. 


Son  inmuebles  por  su  naturaleza,  el  suelo,  el  subsuelo,  los  yaci¬ 
mientos  de  hidrocarburos  y  demás  substancias  minerales,  mientras 


no  hubieren  sido  extraídas,  y  las  aguas  que  se  encuentran  en  la 
superficie  o  dentro  de  la  tierra. 


ARTICULO  371. 


Son  inmuebles  por  incorporación : 


1» — Las  construcciones  adheridas  al  suelo  de  manera  fija  y 
permanente ; 
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2? — Los  árboles  y  plantas,  mientras  estén  unidos  a  la  tierra  y 
los  frutos  no  cosechados;  y, 

3Q — Todo  lo  que  está  adherido  al  suelo  o  unido  a  las  construccio¬ 
nes  de  manera  permanente  y  fija. 


ARTICULO  372. 

Las  cosas  que  por  ser  accesorias  de  bienes  raíces  se  reputan 
como  inmuebles,  no  dejan  de  serlo' por  su  separación  momentánea, 
sino  sólo  desde  que  se  separan  con  el  objeto  de  darles  diferente 
destino. 

ARTICULO  373. 

Son  inmuebles  por  su  destino,  las  cosas  que  el  propietario  ha 
puesto  en  el  terreno  o  construcción,  para  su  aprovechamiento,  ser¬ 
vicio  u  ornato. 

ARTICULO  374. 

Son  muebles  las  cosas  transportables  sin  menoscabo  de  éllas 
mismas  ni  del  inmueble  donde  están  colocadas. 


ARTICULO  375. 

La  expresión  "Bienes  Muebles”  sin  otra  clasificación,  com¬ 
prende  los  que  se  consideran  como  tales,  según  el  artículo  anterior; 
pero  cuando  se  refiera  a  muebles  de  casa,  se  comprende  solamente 
el  conjunto  de  objetos  que  forman  su  ajuar. 

ARTICULO  376. 

Los  materiales  provenientes  de  la  destrucción  de  un  edificio  y 
los  reunidos  para  la  construcción  de  uno  nuevo,  son  muebles  mien¬ 
tras  no  estén  empleados  en  la  construcción. 

ARTICULO  377. 

Las  naves,  aeronaves,  pontones  y  otras  obras  de  índole  seme¬ 
jante,  separables  del  suelo  sin  deterioro,  se  reputan  como  muebles, 
pero  atendiendo  a  su  importancia,  serán  inscritas  en  un  registro 
especial. 

ARTICULO  378. 

Los  bienes  muebles  son  fungibles  y  no  fungibles.  Se  llaman 
fungibles,  los  que  se  consumen  con  el  primer  uso  apropiado  a  su 
naturaleza.  Las  especies  monetarias,  en  cuanto  perecen  para  el 
que  las  emplea  como  tales,  son  fungibles. 
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ARTICULO  379. 


Los  semovientes  vivos  o  muertos,  salvo  disposiciones  especia¬ 
les,  están  sujetos  al  mismo  régimen  legal  que  los  bienes  muebles; 
pero  los  animales  puestos  al  servicio  de  la  explotación  de  una  finca, 
se  reputan  como  inmuebles  por  su  destino. 


ARTICULO  380. 

Los  derechos  y  acciones  son  los  que  pueden  ejercitar  las  perso¬ 
nas  para  exigir  de  otro  que  dé,  haga  o  deje  de  hacer  alguna  cosa. 

ARTICULO  381. 

Derecho  real  es  el  que  se  tiene  a  la  cosa  y  en  la  cosa,  sin  rela¬ 
ción  a  determinada  persona. 


CAPITULO  II 


LOS  BIENES  CON  RELACION  A  LAS  PERSONAS 

ARTICULO  382. 

Los  bienes  pertenecen  a  la  Nación,  a  los  Municipios  o  a  los 
particulares. 

ARTICULO  383. 

* 

1 

Son  bienes  de  la  Nación  y  de  uso  común: 

l9 — Las  calles,  parques,  caminos  y  plazas  que  no  sean  de  pro¬ 
piedad  municipal  o  privada; 

29- — Los  que  se  califican  como  tales  en  el  título  relativo  al  domi¬ 
nio  de  las  aguas;  y, 

39 — Los  puertos,  muelles,  embarcaderos,  pontones  y  demás 
obras  análogas  de  aprovechamiento  general,  construidas  o 
adquiridas  por  la  Nación. 

ARTICULO  384. 

Son  bienes  de  la  Nación  y  no  de  uso  común: 

l9 — Los  que  están  destinados  al  servicio  del  Estado  y  los  que 
forman  parte  de  su  patrimonio; 

29 — La  zona  marítima  y  la  terrestre  a  que  se  refiere  el  ar¬ 
tículo  419 ; 

39 — Los  yacimientos  de  hidrocarburos  y  las  demás  substancias 
minerales  cuya  propiedad  esté  reservada  por  las  leyes  del 
Estado ; 
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49 — Los  terrenos  baldíos ; 

59 — Los  que  habiendo  sido  de  propiedad  particular  queden  va¬ 
cantes,  y  los  que  adquiera  por  cualquier  título  legal; 

ó9 — Los  de  uso  público,  cuando  dejen  de  serlo  de  hecho  o  por 
virtud  de  una  ley;  y, 

79 — Los  productos  de  los  impuestos  y  contribuciones  fiscales  y 
las  rentas  de  sus  demás  bienes. 

ARTICULO  385. 

Los  bienes  del  municipio  son  comunales  y  patrimoniales.  Co¬ 
rresponden  a  la  primera  denominación  los  que  están  poseídos  o  han 
sido  costeados  por  los  municipios  y  son  de  uso  público,  como  los 
caminos  vecinales,  las  plazas,  paseos,  calles,  puentes,  estanques  y 
obras  de  aprovechamiento  general.  Son  bienes  patrimoniales  las 
contribuciones  y  arbitrios  y  todos  los  demás  que  los  municipios 
posean  o  adquieran  por  cualquier  título,  ya  estén  afectos  a  servi¬ 
cios  públicos  especiales  o  se  destinen  para  provecho  de  la  pobla¬ 
ción,  como  los  ejidos  y  astilleros. 

ARTICULO  386. 

Son  bienes  de  propiedad  privada  los  que  pertenecen  a  las  per¬ 
sonas,  ya  sean  individuales  o  jurídicas. 


TITULO  II 

PROPIEDAD 


CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  387. 

La  propiedad  es  el  derecho  de  gozar  y  disponer  de  un  bien,  sin 
más  limitaciones  que  las  que  fijan  las  leyes. 

ARTICULO  388. 

La  propiedad  es  inviolable  y  comprende  los  derechos  de  pose¬ 
sión,  accesión,  transformación,  enajenación,  reivindicación  e  in¬ 
demnización. 


ARTICULO  389. 


El  propietario  tiene  derecho  de  defender  su  propiedad  por  todos 
los  medios  que  la  ley  le  concede  y  de  no  ser  perturbado  en  ella,  si 
antes  no  ha  sido  citado,  oído  y  vencido  en  juicio. 

ARTICULO  390. 

El  producto  o  valor  del  trabajo  o  industria  lícitos,  así  como  las 
producciones  del  ingenio  o  del  talento  de  cualquiera  persona,  son 
propiedad  suya  y  se  rigen  por  las  leye.s  relativas  a  la  propiedad  en 
general  y  a  las  especiales  sobre  estas  materias. 


ARTICULO  391. 

A  nadie  puede  obligarse  a  ceder  o  a  transformar  su  propiedad, 
ni  a  permitir  que  otros  hagan  uso  de  ella,  sino  por  causa  de  utilidad 
pública  legalmente  comprobada  y  declarada.  Las  reglas  relativas 
a  expropiación  y  transformación  por  causa  de  utilidad  pública,  se 
determinan  por  leyes  especiales. 

ARTICULO  392. 

La  propiedad  del  suelo  lleva  consigo  la  de  la  superficie  y  la  de 
todo  lo  que  se  encuentre  sobre  y  bajo  ésta,  salvo  disposiciones  de 
leyes  especiales. 

ARTICULO  393. 

Todos  los  propietarios  están  obligados  a  fijar  los  límites  con 
los  predios  contiguos ;  y  según  la  costumbre  del  lugar  y  la  clase  de 
propiedad,  a  construir  y  a  mantener  a  prorrata  las  obras  que  los 
separen. 

ARTICULO  394. 

Todo  propietario  puede  cerrar  su  fundo,  salvo  los  derechos  de 
servidumbre. 


ARTICULO  395. 

Cualquiera  limitación  de  la  propiedad  sobre  inmuebles  a  favor 
de  una  o  más  personas,  debe  ser  temporal  y  no  puede  establecerse 
por  más  de  cincuenta  años,  salvo  las  servidumbres. 


ARTICULO  396. 

El  propietario  de  una  cosa,  tiene  el  derecho  de  reivindicarla  de 
cualquier  poseedor  o  detentador. 
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ARTICULO  397. 


El  propietario  tiene  el  derecho  de  gozar  de  la  suyo,  con  exclu¬ 
sión  de  cualquiera  otra  persona. 


ARTICULO  398. 

El  que  viola,  usurpa  o  perjudica  los  bienes  o  derechos  de  otro, 
está  obligado  a  indemnizar  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa 
se  ocasionen. 


CAPITULO  II 


DOMINIO  DE  LAS  AGUAS  DEL  MAR  Y  PLUVIALES 

ARTICULO  399. 

Son  del  dominio  nacional  las  aguas  de  la  zona  marítima  que 
ciñe  las  costas  de  la  República,  en  toda  la  extensión  y  efectos  que 
determina  el  Derecho  Internacional. 

ARTICULO  400. 

Son  de  dominio  nacional  las  aguas  pluviales  que  discurran  por 
barrancos  o  ramblas,  cuyos  cauces  sean  nacionales. 


ARTICULO  401. 

Pertenecen  al  dueño  de  un  predio  las  aguas  pluviales  que  caen 
en  el  mismo.  Mientras  discurren  por  él,  podrá  construir  dentro  de 
su  propiedad,  estanques,  pantanos,  cisternas  o  aljibes  donde  con¬ 
servarlas,  o  emplear  cualquier  otro  medio  adecuado  al  efecto,  siem¬ 
pre  que  con  ello  no  cause  perjuicio  al  público  ni  a  tercero. 


CAPITULO  III 

DOMINIO  DE  LAS  AGUAS  VIVAS,  MANANTIALES, 
CORRIENTES  Y  SALTOS  DE  AGUA 

ARTICULO  402. 

Son  de  uso  común  y  de  dominio  nacional: 

l9 — Las  aguas  que  nacen  continua  o  discontinuamente  en  terre¬ 
nos  del  mismo  dominio ; 

29 — Las  continuas  o  discontinuas  de  manantiales  y  arroyos  que 
corren  por  sus  cauces  naturales,  en  los  expresados  terrenos; 
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3o — Los  ríos  navegables  o  flotables,  en  la  parte  de  su  curso  que 
tenga  estas  condiciones.  Se  entiende  por  ríos  navegables 
o  flotables,  aquéllos  cuya  navegación  o  flote  sea  posible 
natural  o  artificialmente ;  y, 

4» — Los  ríos  de  cualquier  clase  y  en  toda  la  extensión  que  sirva 
de  límite  a  la  República,  y  los  lagos  o  lagunas  que  no  estén 
reducidos  a  propiedad  particular. 

El  uso  y  aprovechamiento  de  las  aguas  de  dominio  nacional, 
está  reglamentado  por  leyes  administrativas. 


ARTICULO  403. 

Son  del  dominio  de  la  Nación  las  caídas  de  agua  que  se  encuen¬ 
tren  en  terrenos  nacionales.  Las  que  se  encuentren  en  terrenos  de 
propiedad  particular,  son  del  dueño  del  terreno. 


ARTICULO  404. 

Corresponde  a  la  Nación  la  facultad  de  dar  concesiones  para 
el  aprovechamiento  de  las  caídas  de  agua  que  sean  de  su  dominio 
y  tiene  el  derecho  de  supervigilancia  de  tal  aprovechamiento. 


ARTICULO  405. 

Tanto  en  los  predios  de  los  particulares,  como  en  los  de  pro¬ 
piedad  del  Estado  o  del  Municipio,  las  aguas  que  en  ellos  nacen 
continua  o  discontinuamente,  pertenecen  al  dueño  respectivo  para 
su  uso  y  aprovechamiento,  mientras  discurren  por  los  mismos 
predios. 

En  cuanto  las  aguas  no  aprovechadas  salen  del  predio  donde 
nacieron,  ya  son  públicas  para  todos  los  efectos  de  la  ley.  No  obs¬ 
tante,  si  después  de  haber  salido  del  predio  donde  nacen,  entran 
naturalmente  a  discurrir  por  otro  de  propiedad  privada,  bien  sea 
antes  de  llegar  a  los  cauces  públicos,  o  bien  después  de  haber  co¬ 
rrido  por  ellos,  el  dueño  de  dicho  predio  puede  aprovecharlas  even¬ 
tualmente,  y  luego  el  inmediato  inferior,  si  lo  hubiere. 


ARTICULO  406. 

El  orden  de  preferencia  para  el  aprovechamiento  eventual  será 
el  siguiente : 

1* — Los  predios  por  donde  discurran  las  aguas  antes  de  su 
incorporación  con  el  río,  guardando  el  orden  de  su  proxi¬ 
midad  al  nacimiento  de  las  corrientes  según  el  curso  natu¬ 
ral  de  éstas  y  respetando  su  derecho  al  aprovechamiento 
eventual,  en  toda  la  longitud  de  cada  predio;  y, 
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2° — Los  predios  fronteros  o  colindantes  al  cauce,  por  el  orden 
de  proximidad  al  mismo,  y  prefiriendo  siempre  a  los  su¬ 
periores. 

Pero  se  entiende  que  en  estos  predios  inferiores  y  laterales,  el 
que  se  hubiere  anticipado  por  un  año  y  un  día  en  el  aprovecha¬ 
miento,  no  puede  ser  privado  de  él  por  otro,  aunque  éste  se  halle 
situado  más  arriba  en  el  curso  del  agua,  si  antes  no  hubiere  sido 
citado,  oído  y  vencido  en  juicio  ordinario;  y  ningún  aprovecha¬ 
miento  podrá  interrumpir  ni  atacar  derechos  anteriormente  adqui¬ 
ridos  sobre  las  mismas  aguas  en  región  anterior. 

ARTICULO  407. 

• 

El  derecho  de  aprovechar  indefinidamente  las  aguas  de  manan¬ 
tiales  y  arroyos,  se  adquiere  por  los  dueños  de  terrenos  inferiores, 
y  en  su  caso  de  los  colindantes,  cuando  las  hubieren  utilizado  sin 
interrupción,  por  diez  años. 

ARTICULO  408. 

Las  aguas  no  aprovechadas  por  el  dueño  del  predio  donde 
nacen,  saldrán  del  predio  por  el  mismo  punto  de  su  cauce  natural 
ya  acostumbrado,  sin  que  puedan  ser,  en  manera  alguna,  desviadas 
del  cauce  por  donde  primitivamente  corrían.  Lo  mismo  se  entiende 
con  el  predio  inmediatamente  inferior  respecto  al  siguiente,  obser¬ 
vándose  siempre  este  orden. 

ARTICULO  409. 

Cuando  el  dueño  del  predio  donde  brota  un  manantial  natural, 
no  aprovecha  más  que  una  parte  fraccionaria  y  determinada  de 
sus  aguas,  continuará  disfrutando,  en  época  de  disminución  o  em¬ 
pobrecimiento  del  manantial,  de  la  misma  cantidad  de  agua,  y  la 
merma  será  en  desventaja  y  perjuicio  de  los  regantes  o  usuarios 
inferiores,  cualesquiera  que  fueren  sus  títulos  al  disfrute. 

Por  consecuencia  de  lo  aquí  dispuesto,  los  predios  situados  in¬ 
ferior  y  lateralmente,  en  su  caso,  adquieren  por  el  orden  de  su 
colocación  la  opción  a  aprovechar  aquellas  aguas  y  a  consolidar 
su  derecho  por  el  uso  no  interrumpido. 

Pero  se  entiende  que  en  estos  predios  inferiores  o  laterales,  el 
que  se  anticipase  o  hubiere  anticipado  por  un  año  y  un  día,  no  puede 
ser  ya  privado  de  él  por  otro,  aun  cuando  éste  estuviese  situado 
más  arriba  en  el  curso  del  agua,  si  antes  no  hubiese  sido  citado, 
oído  y  vencido  en  juicio  ordinario. 
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ARTICULO  410. 


Si  transcurridos  diez  años,  a  contar  desde  el  día  en  que  éntre 
este  Código  en  vigor,  el  dueño  del  predio  donde  naturalmente  nacen 
unas  aguas  no  las  hubiere  aprovechado  consumiéndolas  total  o 
parcialmente  de  cualquier  modo,  perderá  todo  derecho  a  interrum¬ 
pir  los  usos  y  aprovechamientos  inferiores  de  las  mismas  aguas  que 
por  espacio  de  un  año  y  un  día  se  hubieren  ejercitado. 


ARTICULO  411. 

Pertenecen  a  los  municipios  las  aguas  sobrantes  de  sus  fuen¬ 
tes.  cloacas  y  establecimientos  públicos  y  no  será  concedido  su 
aprovechamiento,  sino  de  acuerdo  con  las  leyes  de  Sanidad. 

Cuando  se  hubiere  concedido  el  sobrante  para  el  uso  particular, 
si  disminuyere  por  causa  de  sequía  u  otros  motivos,  los  usuarios  no 
tendrán  derecho  de  ser  indemnizados;  al  cesar  esas  causas  el  dere¬ 
cho  quedará  restablecido. 


CAPITULO  IV 

DOMINIO  DE  LOS  LAGOS,  DE  LAS  AGUAS 

MUERTAS  Y  DE  LAS  AGUAS  SUBTERRANEAS 

ARTICULO  412. 

Son  del  dominio  nacional,  los  lagos  y  lagunas  formados  por  la 
naturaleza,  que  ocupen  terrenos  nacionales. 

Son  de  propiedad  de  ¡os  particulares,  de  los  comuneros,  de  los 
municipios  y  de  la  Nación,  los  lagos,  lagunas  y  charcas  formados 
en  terrenos  de  su  respectivo  dominio. 


ARTICULO  413. 

Pertenecen  al  dueño  de  un  predio  en  plena  propiedad,  las  aguas 
subterráneas  que  en  él  hubiere  obtenido  por  medios  artificiales. 


ARTICULO  414. 

Todo  propietario  puede  abrir  libremente  pozos  para  elevar 
aguas  dentro  de  sus  fincas,  aunque  con  ellos  resultaren  amengua¬ 
das  las  aguas  de  los  pozos  de  sus  vecinos.  Deberá,  sin  embargo, 
guardarse  la  distancia  de  dos  metros  entre  pozo  y  pozo,  dentro  de 
las  poblaciones  y  de  quince  metros  en  el  campo.  También  podrá 
efectuar  cualquiera  otra  obra,  con  el  objeto  de  buscar  el  alumbra¬ 
miento  de  aguas  subterráneas,  sujetándose  a  las  prescripciones  de 
los  artículos  siguientes. 


ARTICULO  415. 


Cuando  se  obtenga  el  alumbramiento  de  aguas  subterráneas 
por  medios  artificiales,  el  propietario  del  terreno  será  dueño  de 
ellas  a  perpetuidad,  sin  perder  el  derecho,  aunque  salgan  de  la  finca 
donde  vieron  la  luz,  cualquiera  que  sea  la  dirección  que  el  alum¬ 
brador  quiera  darles,  mientras  conserve  su  derecho. 

Si  el  dueño  de  las  aguas  alumbradas  no  construyere  dentro  de 
diez  años  de  la  fecha  del  alumbramiento  acueducto,  constituyén¬ 
dose  la  servidumbre  correspondiente  para  conducirlas  por  los  pre¬ 
dios  inferiores,  y  las  dejare  abandonadas  a  su  curso  natural,  enton¬ 
ces  tendrán  los  dueños  de  estos  predios  los  mismos  derechos  que 
en  las  aguas  de  los  manantiales  naturales  superiores.  Para  los  efec¬ 
tos  de  este  artículo,  se  tendrán  por  aguas  subterráneas,  las  que  ha¬ 
biendo  corrido  por  la  superficie,  desaparecieren  por  causas  de  erup¬ 
ciones  volcánicas,  terremotos  u  otros  accidentes  de  la  naturaleza. 


ARTICULO  416. 

No  obstante  lo  establecido  en  el  artículo  414,  las  obras  arti¬ 
ficiales  que  se  hagan  para  el  alumbramiento  de  aguas  subterráneas, 
no  podrán  distraer  o  apartar  aguas  públicas  o  privadas  de  su 
corriente  superficial  natural. 

Si  dichas  obras  distraen  o  merman  las  aguas  de  uso  común  o 
privado  que  se  destinan  a  un  servicio  público  o  a  un  aprovecha¬ 
miento  particular,  preexistente  con  derechos  legítimos  adquiridos, 
la  autoridad,  a  solicitud  de  los  interesados  y  de  acuerdo  con  lo 
preceptuado  en  el  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil, 
podrá  mandar  suspender  la  obra. 

ARTICULO  417. 

Las  obras  artificiales  a  que  se  refiere  el  artículo  416,  no  podrán 
ejecutarse  a  menor  distancia  de  cuarenta  metros  de  edificios  ajenos, 
de  un  ferrocarril  o  carretera,  ni  a  menor  de  cien  metros  de  otro 
alumbramiento  o  fuente,  río,  canal,  acequia  o  abrevadero  público, 
sin  la  licencia  correspondiente  de  los  dueños,  o  en  su  caso,  del  mu¬ 
nicipio. 

No  obstante  lo  preceptuado  en  este  artículo,  si  la  obra  a  menor 
o  mayor  distancia  de  las  establecidas,  produjere  los  efectos  del 
artículo  416,  se  mandará  suspender. 

Tampoco  podrán  ejecutarse  estas  labores  dentro  de  una  per¬ 
tenencia  minera,  sin  previa  estipulación  para  el  resarcimiento  de 
perjuicios. 
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ARTICULO  418. 


Los  concesionarios  de  pertenencias  mineras,  socavones  y  gale¬ 
rías  generales  de  desagüe  de  minas,  tienen  la  propiedad  de  las 
aguas  halladas  en  sus  labores,  mientras  conserven  la  de  sus  minas 
respectivas. 

CAPITULO  V 

ZONA  MARITIMA,  TERRESTRE,  ALVEOS 
O  CAUCES,  RIBERAS  Y  MARGENES 

ARTICULO  419. 

Es  del  dominio  de  la  Nación  la  zona  marítima-terrestre  o  de  las 
costas  de  la  República  en  la  extensión  establecida  por  leyes  admi¬ 
nistrativas. 

Esta  zona  marítima-terrestre  se  extiende  también  por  las  már¬ 
genes  de  los  ríos,  hasta  el  sitio  donde  se  hagan  sensibles  las  mareas. 
También  son  del  dominio  de  la  Nación  las  márgenes  de  los  lagos  y 
ríos  navegables  en  la  extensión  fijada  por  leyes  administrativas. 
Las  propiedades  de  esta  clase,  que  en  la  actualidad  sean  de  dominio 
privado,  son  expropiables  conforme  a  la  ley.  El  derecho  de  usar 
las  vías  aéreas,  será  objeto  de  una  reglamentación  por  parte  del 
Ejecutivo. 

ARTICULO  420. 

El  álveo  o  cauce  natural  de  las  corrientes  discontinuas  forma¬ 
das  con  aguas  pluviales,  es  el  terreno  que  aquéllas  cubren  durante 
sus  avenidas  ordinarias  en  las  barrancas  o  ramblas  que  les  sirveD 
de  recipiente. 

ARTICULO  421. 

i 

Son  de  propiedad  privada  los  cauces  a  que  se  refiere  el  artículo 
anterior,  en  la  parte  que  atraviesan  fincas  de  dominio  particular. 

ARTICULO  422. 

Son  de  dominio  nacional,  los  cauces  que  no  pertenecen  a  la 
propiedad  privada  o  municipal. 

ARTICULO  423. 

El  dominio  privado  de  los  álveos  de  aguas  pluviales,  no  autoriza 
para  hacer  en  ellos  labores,  ni  construir  obras  que  puedan  hacer 
variar  el  curso  natural  de  las  mismas  en  perjuicio  de  otro  o  cuya 
destrucción,  por  la  fuerza  de  las  avenidas,  pueda  causar  daño  a 
predios,  fábricas  o  establecimientos,  fuentes,  caminos  o  pobla¬ 
ciones. 
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ARTICULO  424. 


Alveo  o  cauce  natural  de  un  río  o  arroyo  es  el  terreno  que 
cubren  sus  aguas  en  las  mayores  crecidas  ordinarias. 

ARTICULO  425. 

Los  álveos  de  los  ríos  y  arroyos  pertenecen  a  los  dueños  de  las 
heredades  que  atraviesan. 

ARTICULO  426. 

Son  de  dominio  nacional : 

1° — Los  álveos  o  cauces  de  los  arroyos  que  no  se  hallen  com¬ 
prendidos  en  el  artículo  anterior;  y, 

2" — Los  álveos  o  cauces  naturales  de  los  ríos  a  que  se  refieren 
los  incisos  39  y  4'?  del  artículo  402,  en  la  extensión  que  cu¬ 
bren  sus  aguas  en  las  mayores  crecidas  ordinarias. 

ARTICULO  427. 

Se  entiende  por  riberas,  las  fajas  laterales  de  los  álveos  de  los 
ríos,  comprendidas  entre  el  nivel  de  las  bajas  aguas  y  el  que  éstas 
alcancen  en  sus  mayores  avenidas  ordinarias ;  y  por  márgenes  las 
zonas  naturales  que  lindan  con  las  riberas. 

ARTICULO  428. 

Las  riberas  de  los  ríos  navegables,  aun  cuando  sean  de  dominio 
privado,  están  sujetas  en  toda  su  extensión  a  la  servidumbre  de 
uso  público  en  lo  que  se  refiere  a  la  flotación,  la  pesca  y  el  salva¬ 
mento.  También  están  sujetas  a  dicha  servidumbre,  las  márgenes 
de  una  zona  de  tres  metros. 

Sin  embargo,  cuando  los  accidentes  del  terreno  u  otras  legíti¬ 
mas  causas  lo  exigiesen,  se  ensanchará  o  estrechará  la  zona  de 
este  servicio,  conciliando  en  lo  posible  todos  los  intereses. 

ARTICULO  429. 

Alveo  o  fondo  de  los  lagos,  lagunas  o  charcas,  es  el  terreno  que 
en  ellas  ocupan  las  aguas  en  su  mayor  altura  ordinaria. 

ARTICULO  430. 

Los  álveos  de  las  charcas,  lagunas  o  lagos,  corresponden  a  los 
dueños  de  las  fincas  que  colindan  con  ellos,  en  proporción  a  su 
colindancia,  siempre  que  no  pertenezcan  a  la  Nación  o  a  los  muni¬ 
cipios  o  que  por  título  especial  de  dominio  no  sean  de  propiedad  de 
persona  determinada. 
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TITULO  III 


ACCESION 


CAPITULO  I 


DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  431. 

Los  frutos  naturales  y  civiles  pertenecen  por  derecho  de  acce¬ 
sión  al  propietario  de  la  cosa  que  los  produce.  Son  frutos  naturales 
los  que  provienen  directamente  de  la  cosa,  con  o  sin  la  industria  del 
hombre,  como  los  granos,  las  maderas,  los  productos  de  las  minas 
y  las  crías  de  los  animales. 

Son  frutos  civiles  los  que  no  siendo  producidos  por  la  misma 
cosa  directamente,  proceden  de  ella  por  contrato,  por  última  volun¬ 
tad  o  por  la  ley,  como  los  alquileres  y  rentas,  los  intereses  y 
pensiones. 

ARTICULO  432. 

No  se  conceptúan  frutos  naturales  sino  los  que  están  mani¬ 
fiestos  o  nacidos.  Respecto  de  los  animales,  basta  que  estén  en  el 
vientre  de  la  madre.  La  cría  de  los  animales  pertenece  exclusiva¬ 
mente  al  dueño  de  la  hembra,  salvo  que  haya  estipulación  contraria. 

ARTICULO  433. 

Los  animales  sin  marca  que  se  encuentren  en  las  tierras  y 
propiedades,  se  presume  que  pertenecen  al  dueño  de  éstas. 

CAPITULO  II 

ACCESION  DE  LO  QUE  SE  INCORPORA  O  UNE 
A  LOS  BIENES  INMUEBLES 

ARTICULO  434. 

Lo  que  se  une  o  se  incorpora  a  una  cosa  pertenece  al  propie¬ 
tario  de  ésta,  de  conformidad  con  las  disposiciones  siguientes: 

ARTICULO  435. 

Toda  construcción,  siembra,  plantación  u  obra  verificada  sobre 
o  debajo  del  suelo,  se  presume  hecha  por  el  propietario  a  sus 
expensas  y  que  le  pertenece. 
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ARTICULO  436. 


El  propietario  del  suelo  que  ha  hecho  construcciones,  planta¬ 
ciones  u  obras  con  materiales  ajenos,  debe  pagar  al  dueño  el  valor 
de  éstos,  y  quedará  también  obligado,  en  caso  de  mala  fe,  al  pago 
de  los  daños  y  perjuicios ;  pero  el  propietario  de  los  materiales  no 
tiene  derecho  de  llevárselos,  a  menos  que  pueda  hacerlo  sin  destruir 
la  obra  construida  o  sin  que  perezcan  las  plantaciones. 


ARTICULO  437. 

El  dueño  del  terreno  en  que  se  edificare,  sembrare  o  plantare 
de  buena  fe,  tendrá  derecho  a  hacer  suya  la  obra,  siembra  o  plan¬ 
tación,  previa  la  indemnización  correspondiente;  o  de  obligar  al 
que  edificó  o  plantó  a  pagarle  el  precio  del  terreno,  y  al  que  sem¬ 
bró,  solamente  su  renta. 


ARTICULO  438. 

El  que  de  mala  fe  edifípa,  planta  o  siembra  en  terreno  ajeno, 
pierde  lo  edificado,  plantado  o  sembrado,  sin  que  tenga  derecho  a 
reclamar  indemnización  alguna  del  dueño  del  suelo,  ni  de  retener 
la  cosa. 

ARTICULO  439. 

El  dueño  del  terreno  en  que  se  haya  edificado  de  mala  fe,  podrá 
pedir  la  demolición  de  la  obra  y  la  reposición  de  las  cosas  a  su 
estado  primitivo,  a  costa  del  edificador. 

ARTICULO  440. 

Cuando  haya  mala  fe,  no  sólo  por  parte  del  que  edificare,  sino 
por  parte  del  dueño  del  terreno,  se  entenderá  compensada  esta 
circunstancia  y  se  arreglarán  los  derechos  de  uno  y  otro,  conforme 
a  lo  resuelto  para  el  caso  de  haberse  procedido  de  buena  fe. 


ARTICULO  441. 

Se  entiende  que  hay  mala  fe  de  parte  del  edificador,  plantador 
o  sembrador,  cuando  hace  la  plantación,  edificación  o  siembra,  en 
terreno  que  es  ajeno,  no  pidiendo  previamente  al  dueño  su  consen¬ 
timiento  por  escrito. 

ARTICULO  442. 

Se  entiende  haber  mala  fe  por  parte  del  dueño,  siempre  que 
a  su  vista  o  ciencia  y  paciencia,  se  hicieren  el  edificio,  la  siembra  o 
la  plantación  y  no  se  opusiere  a  ellos. 
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ARTICULO  443. 


Si  los  materiales,  plantas  o  semillas  pertenecen  a  nn  tercero  que 
no  ha  procedido  de  mala  fe,  el  dueño  del  terreno  es  responsable 
subsidiariamente  del  valor  de  aquellos  objetos,  siempre  que  concu¬ 
rran  las  dos  circunstancias  siguientes : 

1° — Que  el  que  de  mala  fe  empleó  los  materiales,  plantas  o 
semillas  no  tenga  bienes  con  que  responder  de  su  valor;  y, 
2Q — Que  lo  edificado,  plantado  o  sembrado  aproveche  al  dueño 
del  terreno. 


ARTICULO  444. 

No  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior,  si  el  pro¬ 
pietario  usa  del  derecho  que  le  concede  el  artículo  439. 


CAPITULO  III 


ACCESIONES  OCASIONADAS  POR  LAS  AGUAS 

ARTICULO  445. 

Son  de  dominio  público  los  terrenos  que  se  unen  a  la  zona 
marítima-terrestre  por  las  accesiones  y  aterramientos  que  ocasione 
el  mar.  Cuando  por  consecuencia  de  estas  accesiones  y  por  efecto 
de  retirarse  el  mar,  la  línea  interior  que  limita  la  expresada  zona 
avance  hacia  aquél,  los  terrenos  sobrantes  de  lo  que  era  antigua 
zona  marítima-terrestre,  pasarán  a  ser  propiedad  de  la  Nación. 


ARTICULO  446. 

Son  propiedad  de  la  Nación  las  islas  ya  formadas  o  que  se 
formen  en  la  zona  marítima-terrestre  y  en  las  rías  y  desemboca¬ 
duras.  Pero  si  estas  islas  se  formaren  en  terrenos  de  propiedad 
particular,  continuarán  perteneciendo  a  los  dueños  de  la  finca  o 
fincas  desmembradas. 

ARTICULO  447. 

Es  de  dominio  público  lo  que  el  mar  arroje  y  no  tenga  dueño 
conocido,  salvo  lo  dispuesto  en  el  título  relativo  a  ocupación  y  en 
leyes  especiales. 

ARTICULO  448. 

Los  terrenos  que  fuesen  accidentalmente  inundados  por  las 
aguas  de  los  lagos,  o  por  los  arroyos,  ríos  y  demás  corrientes,  con¬ 
tinuarán  siendo  propiedad  de  sus  dueños  respectivos. 
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ARTICULO  449. 


Los  cauces  de  los  ríos  que  queden  abandonados  por  variar 
naturalmente  el  curso  de  las  aguas,  pertenecen  a  los  dueños  de  los 
predios  ribereños  en  toda  la  longitud  respectiva.  Si  el  cauce 
abandonado  separaba  heredades  de  distintos  dueños,  la  nueva  línea 
divisoria  correrá  equidistante  de  unas  y  otras. 

ARTICULO  450. 

Cuando  un  río  navegable  o  flotable,  variando  naturalmente  de 
dirección,  se  abra  un  nuevo  cauce  en  heredad  privada,  este  cauce 
entrará  en  el  dominio  público.  El  dueño  de  la  heredad  lo  recobrará 
siempre  que  las  aguas  vuelvan  a  dejarlo  en  seco  ya  naturalmente, 
o  bien  por  trabajos  legalmente  autorizados  al  efecto. 

ARTICULO  451. 

Los  cauces  públicos  que  queden  en  seco  a  consecuencia  de 
trabajos  autorizados  por  concesión  especial,  formarán  parte  de  ella, 
a  no  establecerse  otra  cosa  en  las  condiciones  con  que  aquélla 
se  hizo. 

ARTICULO  452. 

Cuando  la  corriente  de  un  arroyo,  torrente  o  río  segrega  de  su 
ribera  una  porción  conocida  de  terreno,  y  la  transporta  a  las  here¬ 
dades  fronteras  o  a  las  inferiores,  el  dueño  de  la  finca  que  orillaba 
la  ribera  segregada  conserva  la  propiedad  de  la  porción  de  terreno 
incorporado;  pero  si  dentro  del  término  de  seis  meses  no  ejercitare 
su  derecho,  lo  perderá  en  favor  del  dueño  del  terreno  a  que  se 
hubiere  agregado  la  porción  arrancada. 

ARTICULO  453. 

Si  la  porción  conocida  de  terreno  segregado  de  una  ribera  que¬ 
da  aislada  en  el  cauce,  continúa  perteneciendo  al  dueño  del  terreno 
de  cuya  ribera  fué  segregado.  Lo  mismo  sucederá  cuando  divi¬ 
diéndose  un  río  en  arroyos,  circunde  y  aislé  algunos  terrenos. 

ARTICULO  454. 

Las  islas  que,  por  sucesiva  acumulación  de  arrastres  superio¬ 
res,  se  van  formando  en  las  rías,  pertenecen  a  los  dueños  de  las 
márgenes  u  orillas  más  cercanas  a  cada  una,  o  a  las  de  ambas  már¬ 
genes  si  la  isla  se  hallase  en  medio  del  río,  dividiéndose  entonces 
longitudinalmente  por  mitad. 

Si  una  sola  isla  así  formada,  distare  de  una  margen  más  que  de 
otra,  será  únicamente  y  por  completo  dueño  suyo  el  de  la  margen 
más  cercana. 
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ARTICULO  455. 


Pertenece  a  los  dueños  de  los  terrenos  confinantes  con  los 
arroyos,  torrentes,  ríos  y  lagos,  el  acrecentamiento  que  reciban 
paulatinamente  por  accesión  o  sedimentación  de  las  aguas. 

ARTICULO  456. 

Cualquiera  puede  recoger  y  salvar  los  animales,  maderas,  fru¬ 
tos,  muebles  y  otros  productos  de  la  industria  arrebatados  por  las 
corrientes  de  las  aguas  públicas  o  sumergidos  en  ellas,  presentán¬ 
dolas  inmediatamente  a  la  autoridad  local,  que  dispondrá  su  depó¬ 
sito  o  su  venta  en  pública  subasta,  cuando  no  puedan  conservarse. 
Se  anunciará  en  seguida  el  hallazgo,  y  si  dentro  de  seis  meses 
hubiere  reclamación  por  parte  del  dueño,  se  le  entregará  el  objeto 
o  su  precio,  previo  abono  de  los  gastos  de  conservación  y  el  derecho 
de  salvamento,  que  consistirá  en  un  diez  por  ciento.  Transcurrida 
aquel  plazo  sin  haber  reclamado  el  dueño,  perderá  éste  su  derecho, 
y  se  devolverá  todo  a  quien  lo  salvó,  previo  abono  de  los  gastos  de 
conservación. 

ARTICULO  457. 

Las  brozas,  ramas  y  leñas  que  vayan  flotando  en  las  aguas  o 
sean  depositadas  por  ellas  en  el  cauce  o  en  terrenos  de  dominio 
público,  son  del  primero  que  las  recoja;  las  dejadas  en  terrenos 
de  dominio  privado,  son  del  dueño  de  la  finca  respectiva. 


ARTICULO  458. 

Los  árboles  arrancados  y  transportados  por  la  corriente  de  las 
aguas,  pertenecen  al  propietario  del  terreno  a  donde  vinieren  a 
parar,  si  no  las  reclaman  dentro  de  un  mes,  sus  antiguos  dueños, 
quienes  deberán  abonar  los  gastos  ocasionados  en  recoger  los  árbo¬ 
les  o  ponerlos  en  lugar  seguro. 

ARTICULO  459. 

Los  objetos  sumergidos  en  los  cauces  públicos  siguen  perte¬ 
neciendo  a  sus  dueños ;  pero  si  en  el  término  de  seis  meses  no  los 
extrajesen,  serán  de  las  personas  que  verifiquen  la  extracción,  pre¬ 
vio  el  permiso  de  la  autoridad.  Si  los  objetos  sumergidos  ofrecie¬ 
ren  obstáculos  a  las  corrientes  o  al  tránsito,  se  concederá  por  la 
autoridad  un  término  prudente  a  los  dueños,  transcurrido  el  cual 
sin  que  hagan  uso  de  su  derecho,  se  procederá  a  la  extracción  como 
de  cosa  abandonada. 


229 


El  dueño  de  objetos  sumergidos  en  aguas  de  propiedad  particu¬ 
lar,  solicitará  del  dueño  de  éstas  el  permiso  para  extraerlas;  y  en 
el  caso  de  que  éste  lo  negare,  concederá  el  permiso  la  autoridad, 
previa  fianza  de  daños  y  perjuicios. 


ARTICULO  460. 

Los  dueños  de  predios  lindantes  con  cauces  públicos,  tienen 
libertad  de  poner  defensas  contra  las  aguas  en  sus  respectivas 
márgenes,  por  medio  de  plantaciones,  estacadas  o  revestimientos, 
siempre  que  lo  juzguen  conveniente. 


ARTICULO  461. 

Los  dueños  de  lagunas  o  terrenos  pantanosos  y  encharcadlos, 
que  quieran  desecarlos  o  sanearlos,  podrán  extraer  de  los  terrenos 
públicos  la  tierra  y  piedra  indispensable  para  el  terraplén  y  demás 
obras. 

CAPITULO  IV 

DE  LA  ACCESION  POR  INCORPORACION 
A  LOS  BIENES  MUEBLES 

ARTICULO  462. 

Cuando  dos  cosas  muebles  pertenecientes  a  dueños  distintos, 
se  unen  de  tal  manera  que  vienen  a  formar  una  sola,  sin  que  inter¬ 
venga  mala  fe,  el  propietario  de  la  principal  adquiere  lo  accesorio, 
i  pagando  su  valor.  Se  reputa  principal,  entre  dos  cosas  incorpora¬ 
das,  la  de  mayor  valor. 


ARTICULO  463. 

Si  no  pudiere  hacerse  la  calificación  conforme  a  la  regla  esta¬ 
blecida  en  el  artículo  que  precede,  se  reputará  principal  el  objeto 
cuyo  uso,  perfección  o  adorno,  se  haya  conseguido  por  la  unión 
del  otro. 

ARTICULO  464. 

En  la  pintura,-  escultura  y  bordado ;  en  los  escritos,  impresos, 
grabados  y  litografías,  se  estima  por  accesorios,  la  tabla,  el  metal, 
la  piedra,  el  lienzo,  el  papel  o  el  pergamino. 
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ARTICULO  465. 


Cuando  las  cosas  unidas  pueden  separarse  sin  detrimento  y 
subsistir  independientemente,  los  dueños  respectivos  tienen  derecho 
de  exigir  la  separación. 


ARTICULO  466. 

Cuando  las  cosas  no  pueden  separarse  sin  que  la  que  se  reputa 
accesoria  sufra  deterioro,  el  dueño  de  la  principal  tendrá  también 
derecho  de  pedir  la  separación;  pero  quedará  obligado  a  indem¬ 
nizar  al  dueño  de  la  accesoria,  siempre  que  éste  haya  procedido  de 
buena  fe. 

ARTICULO  467. 

Cuando  el  dueño  de  la  cosa  accesoria  es  el  que  ha  hecho  la 
incorporación,  la  pierde  si  ha  obrado  de  mala  fe;  y  está  además 
,  obligado  a  indemnizar  al  propietario  de  la  principal,  de  los  perjui¬ 
cios  que  se  le  hayan  seguido  por  la  incorporación. 


ARTICULO  468. 

Si  el  dueño  de  la  cosa  principal  es  el  que  ha  procedido  de  mala 
fe,  el  que  lo  sea  de  la  accesoria,  tendrá  derecho  a  que  se  le  pague 
su  valor  y  se  le  indemnice  de  los  daños  y  perjuicios,  o  a  que  la  cosa 
de  su  pertenencia  se  separe,  aunque  para  ello  haya  de  destruirse 
la  principal. 

ARTICULO  469. 

Si  la  incorporación  se  hace  por  cualquiera  de  los  dueños,  a  la 
vista  o  ciencia  y  paciencia  del  otro,  sin  que  éste  se  oponga,  los 
derechos  respectivos  se  arreglarán  conforme  a  lo  dispuesto  en  el 
artículo  462. 

ARTICULO  470. 

Siempre  que  el  dueño  de  la  materia  empleada  tenga  derecho  a 
indemnización,  podrá  exigir  que  ésta  consista  en  la  entrega  de  una 
cosa  igual  en  valor  y  en  todas  sus  circunstancias  a  la  empleada  o 
bien  en  el  precio  de  ella,  fijado  por  expertos. 

ARTICULO  471. 

Si  se  mezclan  dos  cosas  de  igual  o  diferente  especie  por  volun¬ 
tad  de  sus  dueños  o  por  casualidad,  y  las  cosas  no  son  separables 
sin  detrimento,  el  propietario  en  cuyo  poder  se  haya  verificado  la 
confusión  o  mezcla,  podrá  adquirir  para  sí  la  cosa  mezclada  o  con¬ 
fundida,  reintegrando  al  otro  propietario  el  valor  proporcional  a  la 
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parte  que  le  corresponda.  Si  la  mezcla  se  verificare  en  poder  de 
un  tercero,  cada  propietario  adquirirá  un  derecho  proporcional  a 
la  parte  que  le  corresponda,  atendiendo  al  valor  de  las  cosas  mez¬ 
cladas  o  confundidas. 

ARTICULO  472. 

Si  por  voluntad  de  uno  solo,  pero  con  buena  fe,  se  mezclan  o 
confunden  dos  cosas  de  igual  o  diferente  especie,  los  derechos  de 
los  propietarios  se  arreglarán  por  lo  dispuesto  en  el  artículo  ante¬ 
rior;  a  no  ser  que  el  dueño  de  la  cosa  mezclada  sin  su  consenti¬ 
miento,  prefiera  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

ARTICULO  473. 

El  que  de  mala  fe  hace  la  mezcla  o  confusión,  pierde  la  cosa 
mezclada  o  confundida  que  fuere  de  su  propiedad  y  queda,  además, 
obligado  a  la  indemnización  de  los  perjuicios  causados  al  dueño 
de  la  cosa  o  cosas  con  que  se  hizo  la  mezcla. 


ARTICULO  474. 

El  que  de  buena  fe  empleó  materia  ajena  en  todo  o  en  parte 
para  formar  una  cosa  de  nueva  especie,  hará  suya  la  obra,  siempre 
que  el  mérito  artístico  de  ésta,  exceda  en  precio  a  la  materia  cuyo 
valor  indemnizará  al  dueño. 

ARTICULO  475. 

Cuando  el  mérito  artístico  de  la  obra  sea  inferior  en  precio  a 
la  materia,  el  dueño  de  ésta  hará  suya  la  nueva  especie  y  tendrá 
derecho,  además,  de  reclamar  indemnización  de  daños  y  perjuicios, 
descontándose  del  monto  de  éstos  el  valor  de  la  obra,  a  tasación 
de  expertos. 

ARTICULO  476. 

Si  la  nueva  especie  se  hizo  de  mala  fe,  el  dueño  de  la  materia 
empleada  tiene  el  derecho  de  quedarse  con  la  obra,  sin  pagar  nada 
al  que  la  hizo ;  o  de  exigir  de  éste  que  le  pague  el  valor  de  la  materia 
y  lo  indemnice  de  los  perjuicios  que  se  le  hayan  seguido. 

ARTICULO  477. 

La  mala  fe,  en  los  casos  de  mezcla  o  confusión,  se  calificará 
conforme  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  441  y  442  de  este  Código. 
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ARTICULO  478. 


Cuando  la  cosa  se  haga  común  entre  los  propietarios  de  las 
materias  de  que  se  haya  formado,  cada  uno  de  ellos  podrá  pedir  su 
venta  por  cuenta  de  los  interesados. 


TITULO  IV 

POSESION 


CAPITULO  I 


NATURALEZA  DE  LA  POSESION 

ARTICULO  479. 

V 

Posesión  es  la  tenencia  o  goce  de  un  bien  con  el  ánimo  de  con¬ 
servarlo  para  sí.  Hay  posesión  natural  por  la  mera  aprehensión 
de  la  cosa,  y  la  hay  civil  por  ministerio  de  la  ley,  aún  sin  dicha 
aprehensión. 

ARTICULO  480. 

La  posesión  legítima,  debe  adquirirse  de  buena  fe,  y  además 
ser  continua,  pacífica,  pública  y  con  intención  de  tener  la  cosa 
como  suya  propia.  Se  presume  que  todo  poseedor  posee  para  si  y 
de  buena  fe,  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

ARTICULO  481. 

El  que  tiene  una  cosa  o  usa  de  ella  a  nombre  o  por  voluntad  de 
otro,  no  posee  para  sí  sino  para  éste. 

ARTICULO  482. 

Los  actos  meramente  facultativos,  y  los  de  simple  tolerancia, 
no  pueden  servir  de  fundamento  para  adquirir  la  posesión  legítima. 


ARTICULO  483. 

No  produce  efecto  jurídico  la  posesión  de  las  cosas  cuya  pro 
piedad  no  puede  adquirirse. 


ARTICULO  484. 

Se  reputa  poseedor  de  buena  fe,  al  que  ignora  que  en  su  título 
o  modo  de  adquirir,  existe  vicio  que  lo  invalida,  y  poseedor  de  mala 
fe,  al  que  se  halla  en  caso  contrario. 
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ARTICULO  485. 


La  posesión  actual  y  la  anterior  hacen  presumir  la  posesión 
intermedia;  pero  la  posesión  actual  no  hace  presumir  la  anterior. 

ARTICULO  486. 

La  posesión  continúa  de  derecho  en  la  persona  del  sucesor. 

ARTICULO  487. 

Una  misma  cosa  no  puede  ser  poseída  por  varias  personas  a  la 
vez,  de  suerte  que  cada  una  pretenda  poseerla  toda;  pero  sí  pueden 
poseer  una  cosa  en  común,  teniendo  todas  ellas  la  posesión  indivisa. 

ARTICULO  488. 

Para  que  cese  la  posesión  registrada  de  un  inmueble  que  hu¬ 
biese  sido  inscrito,  es  necesario  que  se  cancele  la  inscripción  en  el 
Registro  de  la  Propiedad.  Mientras  ésta  subsista,  la  persona  que 
se  apodere  de  la  cosa  a  que  se  refiere  el  título  registrado,  no  ad¬ 
quiere  la  posesión  de  ella,  ni  pone  fin  a  la  posesión  existente,  salvo 
que  se  haya  consumado  la  prescripción. 

ARTICULO  489. 

Existe  discontinuidad  en  la  posesión,  cuando  la  cosa  poseída 
se  abandona  o  desampara  por  más  de  un  año,  o  antes,  cuando 
expresa  o  tácitamente  se  manifiesta  la  intención  de  no  conservarla. 

ARTICULO  490. 

Es  posesión  violenta,  la  que  se  adquiere  por  la  fuerza  o  por 
medio  de  coacción  moral  o  material  contra  el  poseedor,  contra  la 
persona  que  lo  represente  o  contra  quien  tiene  la  cosa  a  nombre  de 
aquél. 

ARTICULO  491. 

Es  clandestina  la  posesión  cuando  se  obtiene  y  mantiene  ocul¬ 
tándola  al  anterior  poseedor,  o  se  adquiere  mediante  título  que 
ha  sido  simulado  o  falsificado  a  sabiendas  del  adquiriente  o  cuando 
éste  la  modifica  o  desfigura  con  el  fin  de  que  no  sea  reconocida 
por  su  dueño. 
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ARTICULO  492. 


El  vicio  de  precaridad  consiste  en  poseer  como  propia  la  cosa 
cuya  tenencia  se  obtuvo  por  cuenta  de  otro  o  sólo  por  un  tiempo 
limitado. 

La  precaridad  no  se  presume  y  aquel  que  la  alega  debe 
probarla. 


CAPITULO  II 


EFECTOS  JURIDICOS  DE  LA  POSESION 

ARTICULO  493. 

El  que  posee  una  cosa  para  sí,  sin  violencia  ni  clandestinidad, 
goza  de  los  derechos  siguientes  : 

1? — Ser  reputado  dueño  de  la  cosa,  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrario ; 

2‘> — No  estar  obligado  a  responder  de  la  cosa,  sino  en  juicio 
ordinario ; 

39 — No  ser  desposeído  de  la  cosa,  si  antes  no  ha  sido  citado, 
oído  y  vencido  en  juicio ; 

49 — Ser  preferido  a  cualquier  otro  que  la  pida  con  igual  derecho, 
excepto  el  caso  en  que  deba  darse  posesión  indivisa; 

5? — Hacer  suyos  los  frutos  de  la  cosa  mientras  la  posee  de 
buena  fe; 

69 — Retener  la  cosa  en  su  poder  mientras  no  se  le  abonen  los 
gastos  necesarios  y  útiles  que  hubiere  hecho  en  ella  antes 
de  ser  reclamada  en  juicio  por  su  dueño; 

T> — Servirse  de  la  posesión,  como  medio  para  adquirir  el  domi¬ 
nio  por  prescripción;  y, 

89 — Ser  considerado  dueño  de  los  muebles  que  posee. 

ARTICULO  494. 

Para  que  la  posesión  sea  legítima,  no  basta  que  la  buena  fe 
haya  existido  en  el  momento  de  la  toma  de  posesión  de  la  cosa,  sino 
que  persista  hasta  que  se  haya  consumado  la  prescripción. 

ARTICULO  495. 

El  poseedor  de  mala  fe  está  obligado  a  la  devolución  de  la 
cosa  y  de  sus  frutos,  y  al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
causados  por  su  culpa,  incluyéndose  no  sólo  los  frutos  que  ha 
recogido,  sino  también  los  que  hubiere  dejado  de  percibir  por  su 
negligencia  o  mal  manejo,  con  deducción  únicamente  de  las  expen¬ 
sas  necesarias. 


ARTICULO  496. 


El  que  hubiere  alcanzado  la  posesión  por  violencia  o  clandesti¬ 
namente,  está  obligado  a  devolver  la  cosa  y  sus  frutos  sin  deducir 
expensa  alguna. 

ARTICULO  497. 

La  posesión  de  cosas  incorporales,  es  susceptible  de  las  mis-  ■ 
mas  calidades  y  vicios,  y  se  rige  por  las  mismas  reglas  que  las  cosas 
corporales. 

ARTICULO  498. 

El  que  hubiere  perdido  la  posesión  de  una  cosa  mueble  o  semo¬ 
viente  o  aquel  a  quien  se  la  hubiesen  quitado,  podrá  reivindicarla 
de  quien  la  tenga,  sin  perjuicio  de  que  este  último,  si  hubiese  ad¬ 
quirido  la  cosa  de  buena  fe,  pueda  exigir  indemnización  de  quien 
la  hubiere  habido. 

ARTICULO  499. 

Si  el  actual  poseedor  de  la  cosa  substraída  o  perdida,  la  hubiere 
comprado  en  una  feria  o  en  venta  pública  o  a  persona  que  negocie 
en  cosas  análogas,  no  podrá  el  propietario  exigir  la  restitución,  sin 
reembolsar  al  poseedor  la  cantidad  que  la  cosa  le  hubiere  costado. 

ARTICULO  500. 

La  posesión  de  la  herencia  se  adquiere  desde  el  momento  de 
la  muerte  del  causante,  aunque  el  heredero  lo  ignore. 

El  que  válidamente  repudia  una  herencia,  se  entiende  no  ha¬ 
berla  poseído  jamás. 


TITULO  V 

USUFRUCTO,  USO,  HABITA¬ 
CION  Y  ASILO  DE  FAMILIA 


CAPITULO  I 


DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  501. 

Pertenecen  al  usufructuario  los  frutos  naturales,  industriales  y 
civiles  que  los  bienes  produzcan  ordinaria  y  extraordinariamente, 
salvo  las  limitaciones  establecidas  en  el  título  en  que  se  constituya. 
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ARTICULO  502. 

El  usufructo  se  constituye  por  la  ley,  por  contrato  o  por  acto  de 
última  voluntad. 


ARTICULO  503. 

El  usufructo  puede  constituirse  por  tiempo  fijo,  vitalicio,  pura¬ 
mente,  o  bajo  condición,  pero  no  a  perpetuidad,  y  sobre  toda  especie 
de  bienes  muebles  e  inmuebles. 

Asimismo  puede  constituirse  a  favor  de  una  o  varias  personas 
simultánea  o  sucesivamente. 

En  caso  de  disfrute  sucesivo,  el  usufructo  sólo  aprovechará  a 
las  personas  que  existan  cuando  concluya  el  derecho  del  anterior 
usufructuario. 

Cuando  en  la  constitución  del  usufructo  no  se  fije  tiempo  para 
su  duración,  se  entiende  constituido  por  toda  la  vida  del  usufruc¬ 
tuario.  El  usufructo  que  no  sea  vitalicio,  no  podrá  exceder  de 
treinta  años,  salvo  que  se  trate  de  bienes  nacionales,  en  cuyo  caso 
podrá  ser  hasta  por  cincuenta  años. 


ARTICULO  504. 

Si  se  constituye  el  usufructo  a  favor  de  varias  personas  simul¬ 
táneamente,  sea  por  herencia,  o  por  contrato,  no  hay  derecho  de 
acrecer,  si  el  constituyente  no  lo  ha  establecido  clara  y  expresa¬ 
mente. 

ARTICULO  505. 

Los  acreedores  del  usufructuario  pueden  embargar  los  produc¬ 
tos  del  usufructo  y  oponerse  a  toda  cesión  o  renuncia  de  éste  que 
se  haga  en  fraude  de  aquellos. 


CAPITULO  II 


DERECHOS  DEL  USUFRUCTUARIO 

ARTICULO  506. 

Los  frutos  naturales  o  industriales  pendientes  al  tiempo  de 
comenzar  el  usufructo,  pertenecen  al  usufructuario,  salvas  las  obli¬ 
gaciones  a  que  tales  frutos  estén  afectos  con  anterioridad.  Los 
pendientes  al  tiempo  de  extinguirse  el  usufructo,  pertenecen  al 
propietario. 

El  dueño  de  los  frutos  pendientes  al  constituirse  o  al  termi¬ 
narse  el  usufructo,  es  quien  debe  pagar  los  gastos  de  cultivo  del 
año  rural  correspondiente. 
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ARTICULO  507. 


Los  frutos  civiles  pertenecen  al  usufructuario  día  por  día. 

ARTICULO  508. 

El  usufructuario  de  cosas  muebles  que  se  gastan  y  deterioran 
lentamente  con  el  uso,  tiene  derecho  a  servirse  de  ellas  según  su 
naturaleza  y  destino;  y  al  fin  del  usufructo,  no  está  obligado  a 
restituirlas  sino  en  el  estado  en  que  se  hallen,  respondiendo  sola¬ 
mente  de  aquellas  pérdidas  o  deterioros  que  provengan  de  dolo 
o  culpa. 

ARTICULO  509. 

El  usufructo  de  una  heredad  se  extiende  a  sus  bosques  y 
arboledas,  pero  el  usufructuario  debe  conservarlos  y  reponer  los 
árboles  que  derribe,  sujetándose  en  la  explotación,  a  las  disposicio¬ 
nes  de  la  Ley  Forestal. 

ARTICULO  510. 

El  usufructuario  puede  gozar  del  aumento  que  sobrevenga  por 
accesión  a  la  cosa  usufructuada,  de  las  servidumbres  y,  en  general, 
de  todos  los  derechos  de  que  gozaría  el  propietario.  Goza  también 
de  las  minas  y  canteras  que  se  estén  explotando  al  empezar  el  usu¬ 
fructo,  que  pertenecieren  al  propietario ;  pero  no  de  las  nuevas 
minas  que  se  descubran,  ni  del  tesoro  que  se  encuentre. 


ARTICULO  511. 

El  usufructuario  puede  gozar  por  sí  mismo  de  la  cosa  usufruc¬ 
tuada,  arrendarla  a  otro,  y  enajenar  su  derecho  de  usufructo,  salvo 
lo  dispuesto  en  el  artículo  505,  pero  todos  los  contratos  que  como 
tal  usufructuario  celebre,  terminarán  al  fin  del  usufructo. 

ARTICULO  512. 

El  usufructuario  no  tiene  derecho  a  que  se  le  abonen  las  mejo¬ 
ras  que  (hiciere  en  la  cosa  usufructuada;  pero  sí  lo  tendrá  para  que 
le  sean  compensadas  con  los  deterioros  que  se  le  puedan  imputar. 
En  cuanto  a  las  mejoras  separables  sin  detrimento  de  la  cosa,  el 
usufructuario  podrá  llevárselas  .si  el  propietario  no  le  abonare  su 
valor.  Lo  dispuesto  en  este  artículo,  se  entiende  sin  perjuicio  de 
las  convenciones  que  hayan  celebrado  el  usufructuario  y  el  propie¬ 
tario  relativamente  a  mejoras,  o  de  lo  que  sobre  esta  materia  se 
haya  previsto  en  la  constitución  del  usufructo. 
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ARTICULO  513. 


Cedido  el  usufructo  a  un  tercero,  el  cedente  y  el  cesionario, 
serán  solidariamente  responsables  al  propietario  de  la  cosa  usu¬ 
fructuada. 


ARTICULO  514. 

El  usufructuario  no  puede  constituir  servidumbres  perpetuas 
sobre  la  finca  que  usufructúa;  las  que  constituya  cesarán  al  termi¬ 
nar  el  usufructo. 


CAPITULO  III 

OBLIGACIONES  DEL  USUFRUCTUARIO 

ARTICULO  515. 

El  usufructuario  tomará  las  cosas  en  el  estado  en  que  se  en¬ 
cuentren;  pero  no  podrá  entrar  en  posesión  de  ellas,  sin  hacer 
previo  inventario  de  los  muebles  y  descripción  del  estado  de  los 
inmuebles,  con  citación  del  propietario. 

Los  gastos  inherentes  a  este  acto  serán  a  cargo  del  usufruc¬ 
tuario.  Cuando  haya  sido  relevado  el  usufructuario  de  las  obliga¬ 
ciones  de  que  trata  este  artículo,  el  propietario  tendrá  derecho  de 
hacer  que  se  lleven  a  cabo  a  sus  expensas. 

ARTICULO  516. 

El  usufructuario  debe  dar  garantía  de  hacer  uso  de  sus  dere¬ 
chos  como  un  buen  padre  de  familia,  a  no  ser  que  el  título  consti¬ 
tutivo  del  usufructo  lo  dispense  de  ello. 

Los  padres  que  tengan  el  usufructo  legal  de  los  bienes  de  sus 
hijos,  y  el  donante  con  reserva  de  usufructo,  no  estarán  obligados  a 
dar  garantía.  El  que  se  reserva  la  propiedad,  puede  dispensar  al 
usufructuario  de  la  obligación  de  prestarla. 

ARTICULO  517. 

Si  el  usufructuario  no  presta  garantía  en  los  casos  en  que  deba 
darla,  podrá  el  propietario  exigir  que  los  inmuebles  se  pongan  en 
administración,  que  los  muebles  se  vendan,  que  los  efectos  públicos, 
títulos  de  crédito  nominativos  y  al  portador,  se  depositen  en  un 
Banco  u  otra  institución  de  crédito  y  que  los  capitales  o  sumas  en 
metálico  y  el  precio  de  la  enajenación  de  los  bienes  muebles  se 
inviertan  en  valores  seguros. 

El  interés  del  precio  de  las  cosas  muebles  y  de  los  efectos 
públicos  y  valores,  y  los  productos  de  los  bienes  puestos  en  admi¬ 
nistración,  pertenecen  al  usufructuario. 


ARTICULO  518. 


También  podrá  el  propietario,  si  lo  prefiere,  mientras  el  usu¬ 
fructuario  no  preste  garantía,  o  quede  dispensado  de  ella,  retener 
en  su  poder  los  bienes  del  usufructo,  en  calidad  de  administrador, 
con  la  obligación  de  entregar  al  usufructuario  su  producto  líquido, 
deducida  la  suma  que  por  dicha  administración  se  convenga,  o 
judicialmente  se  señale.  El  administrador  podrá  ser  removido  por 
mala  administración. 

ARTICULO  519. 

El  retardo  en  dar  garantía  no  priva  al  usufructuario  del  dere¬ 
cho  sobre  los  frutos  y  puede  en  todo  tiempo,  respetando  los  actos 
legalmente  ejecutados,  reclamar  la  administración,  prestando  la 
garantía  a  que  está  obligado. 

ARTICULO  520. 

El  usufructuario  tiene  la  obligación  de  dar  garantía  aun  cuan¬ 
do  no  haya  estado  obligado  a  ella  por  el  título  constitutivo  del 
usufructo,  si  abusa  causando  deterioros  en  el  fundo  o  dejándolo 
destruirse  por  falta  de  reparación,  así  como  cuando  por  el  cambio 
de  circunstancias  personales  del  usufructuario,  no  ofrece  éste  la 
misma  garantía  que  al  constituirse  el  usufructo. 

ARTICULO  521. 

El  usufructuario  debe  hacer  las  reparaciones  ordinarias  indis¬ 
pensables  para  la  conservación  de  la  cosa. 

ARTICULO  522. 

Las  reparaciones  extraordinarias  serán  a  cargo  del  propietario. 
El  usufructuario  está  obligado  a  darle  aviso,  cuando  fuere  urgente 
la  necesidad  de  hacerlas. 

Son  reparaciones  extraordinarias  las  que  se  necesiten  para 
restablecer  o  reintegrar  los  bienes  que  se  hayan  arruinado  o  dete¬ 
riorado  por  vejez,  caso  fortuito  o  accidente  no  imputable  al  usu¬ 
fructuario. 

ARTICULO  523. 

La  omisión  del  aviso  oportuno  al  propietario,  hace  responsable 
al  usufructuario  de  la  destrucción,  pérdida  o  menoscabo  de  la  cosa 
por  falta  de  las  reparaciones. 

Si  por  la  urgencia  del  caso  fuere  necesaria  la  pronta  reparación, 
antes  de  dar  aviso  al  propietario,  y  la  hiciere  el  usufructuario,  éste 
tendrá  derecho  a  que  se  le  abone  su  valor,  siempre  que  diere  el 
aviso  inmediatamente  después  de  dar  principio  a  la  obra. 
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ARTICULO  524. 

Si  el  propietario  hiciere  las  reparaciones  extraordinarias,  tendrá 
derecho  a  exigir  del  usufructuario  el  interés  legal  de  la  cantidad 
invertida  en  ellas,  mientras  dure  el  usufructo. 

Si  no  las  hiciere  cuando  fueren  indispensables  para  la  conser¬ 
vación  de  la  cosa,  podrá  hacerlas  el  usufructuario,  pero  tendrá 
derecho  a  exigir  del  propietario,  al  concluir  el  usufructo,  el  reem¬ 
bolso  de  su  valor,  sin  intereses. 

Si  el  propietario  se  negare  a  satisfacer  dicho  importe,  tendrá 
el  usufructuario  derecho  a  retener  la  cosa  hasta  reintegrarse  con 
sus  productos. 

ARTICULO  525. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  que  preceden  se  aplican  tam¬ 
bién  cuando  por  vejez,  o  por  caso  fortuito,  se  arruina  solamente 
en  parte  el  edificio  que  formaba  un  accesorio  necesario  para  el  goce 
del  fundo  sujeto  al  usufructo. 

ARTICULO  526. 

Cuando  el  usufructo  sea  al  título  gratuito,  el  usufructuario  está 
obligado  a  soportar  todos  los  impuestos  y  contribuciones  que  pesen 
sobre  la  cosa  usufructuada;  pero  si  fuere  constituido  a  título  onero¬ 
so,  el  usufructuario  sólo  estará  obligado  a  pagar  los  impuestos  que 
impliquen  servicios  para  el  goce  de  la  cosa  usufructuada. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  es  sin  perjuicio  de  lo  pactado  al 
constituirse  el  usufructo. 

ARTICULO  527. 

Si  la  finca  se  embarga  o  vende  judicialmente  para  el  pago  de 
una  deuda  del  propietario,  el  usufructo  no  será  perjudicado  sino 
por  los  gravámenes  o  actos  anteriormente  inscritos  o  anotados  en 
el  Registro  de  la  Propiedad. 

ARTICULO  528. 

El  usufructuario  de  un  patrimonio,  o  de  una  parte  de  patri¬ 
monio,  estará  obligado  al  pago  total  o  proporcional  a  su  parte  de 
todas  las  anualidades  de  rentas  vitalicias,  y  de  los  intereses  de  todas 
las  deudas  o  legados  que  graven  el  patrimonio.  Cuando  se  trate 
del  pago  de  un  capital,  si  el  usufructuario  adelantare  la  cantidad 
con  que  debe  contribuir  la  cosa  usufructuada,  se  le  restituirá  aquél, 
sin  intereses,  al  terminar  el  usufructo.  Si  el  usufructuario  no  qui¬ 
siere  hacer  este  adelanto,  tendrá  derecho  el  propietario  a  elegir 
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entre  el  pago  de  la  cantidad  adeudada  o  hacer  vender  una  porción 
de  los  bienes  sujetos  al  usufructo,  hasta  la  concurrencia  de  la  can¬ 
tidad  debida. 

En  el  primer  caso  el  usufructuario  debe  abonarle  el  interés 
durante  el  usufructo. 

ARTICULO  529. 

Si  los  derechos  del  propietario  son  perturbados  por  un  tercero, 
sea  del  modo  y  por  el  motivo  que  fuere,  el  usufructuario  está  obli¬ 
gado  a  ponerlo  en  conocimiento  de  aquél;  y  si  no  lo  hace,  es  res¬ 
ponsable  de  los  daños  que  resulten,  como  si  hubiesen  sido  ocasio¬ 
nados  por  su  culpa. 

ARTICULO  530. 

Los  gastos,  costas  y  condenas  de  los  pleitos  sostenidos  con  mo¬ 
tivo  del  usufructo,  son  de  cuenta  del  propietario,  si  el  usufructo  se 
ha  constituido  por  título  oneroso;  y  del  usufructuario,  si  se  ha 
constituido  por  título  gratuito. 

ARTICULO  531. 

Si  el  pleito  interesa  al  mismo  tiempo  al  dueño  y  al  usufructua¬ 
rio,  contribuirán  a  los  gastos  en  proporción  a  sus  derechos  respec¬ 
tivos,  si  el  usufructo  se  constituyó  a  título  gratuito;  pero  el  usufruc¬ 
tuario,  en  ningún  caso,  está  obligado  a  responder  por  más  de  lo 
que  produce  el  usufructo. 

ARTICULO  532. 

Si  el  usufructo  está  constituido  sobre  animales  y  éstos  perecen 
sin  culpa  del  usufructuario,  sólo  estará  obligado  para  con  el  pro¬ 
pietario  a  darle  cuenta  de  las  píeles  o  de  su  valor;  pero  si  no  todo 
el  rebaño  pereciere,  el  usufructuario  estará  obligado  a  reemplazar 
con  las  crías,  los  animales  muertos. 


CAPITULO  IV 

MODOS  DE  EXTINGUIRSE  EL  USUFRUCTO 

ARTICULO  533. 

El  usufructo  se  extingue : 

T — Por  muerte  del  usufructuario,  cuando  el  usufructo  fuere 
vitalicio ; 

2» — Por  vencimiento  del  plazo  por  el  cual  se  constituyó  o  por 
realizarse  la  condición  resolutoria  a  la  cual  estaba  sujeto 
el  usufructo ; 
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S13 — Por  la  reunión  del  usufructo  y  de  la  propiedad  en  una  mis¬ 
ma  persona;  pero  si  la  reunión  se  verifica  en  una  sola  cosa 
o  parte  de  lo  usufructuado,  en  lo  demás  subsistirá  el  usu¬ 
fructo  ; 

4" — Por  prescripción ; 

ó’ — Por  renuncia  del  usufructuario,  salvo  lo  dispuesto  respecto 
de  las  renuncias  hechas  en  fraude  de  acreedores; 

(,i — Por  la  pérdida  de  la  cosa  usufructuada.  Si  la  destrucción 
no  es  total,  el  derecho  continúa  sobre  el  resto;  y, 

T1 — Por  la  anulación  o  cesación  del  derecho  del  que  constituyó 
el  usufructo. 

ARTICULO  534. 

También  puede  cesar  el  usufructo  por  el  abuso  que  el  usufruc¬ 
tuario  haga  de  su  derecho,  deteriorando  los  bienes  o  dejándolos 
perecer  por  falta  de  las  reparaciones  ordinarias.  En  este  caso,  la 
extinción  del  usufructo  no  procede  de  hecho,  sino  que  debe  ser 
declarada  por  resolución  judicial.  También  puede  optar  el  propie¬ 
tario  en  el  mismo  caso,  a  que  se  le  ponga  en  posesión  de  los  bienes, 
obligándose  a  pagar  al  usufructuario  periódicamente  el  producto 
liquido  de  los  mismos,  deducido  el  honorario  de  administración, 
fijado  de  conformidad  con  la  ley. 

ARTICULO  535. 

Si  el  usufructo  estuviere  constituido  sobre  una  finca  de  la  que 
forme  parte  un  edificio,  y  éste  llegare  a  perecer,  de  cualquier  modo 
que  sea,  el  usufructuario  tendrá  derecho  a  disfrutar  del  suelo  y  de 
los  materiales. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  el  usufructo  estuviere  constituido 
solamente  sobre  un  edificio  y  éste  pereciere:  En  tal  caso,  si  el  pro¬ 
pietario  quisiere  construir  otro  edificio,  tendrá  derecho  a  ocupar 
el  suelo  y  a  servirse  de  los  materiales,  quedando  obligado  a  pagar 
al  usufructuario,  mientras  dure  el  usufructo,  los  intereses  de  las 
sumas  correspondientes  al  valor  del  suelo  y  de  los  materiales. 

ARTICULO  536. 

El  impedimento  temporal,  por  caso  fortuito  o  fuerza  mayor,  no 
extingue  el  usufructo,  ni  da  derecho  de  exigir  indemnización  del 
propietario. 

El  tiempo  del  impedimento  se  tendrá  por  corrido  para  el  usu¬ 
fructuario  de  quien  serán  los  frutos  que  durante  él  pueda  producir 
la  cosa  usufructuada. 
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ARTICULO  537. 


El  usufructo  concedido  por  el  tiempo  que  tarde  un  tercero  en 
llegar  a  cierta  edad,  subsistirá  el  número  de  años  prefijados,  aun¬ 
que  éste  muera  antes,  salvo  si  el  usufructo  hubiese  sido  expresa¬ 
mente  concedido  sólo  en  atención  a  la  existencia  de  dicho  tercero. 

ARTICULO  538. 

Si  el  usufructuario  concurriere  con  el  propietario  al  seguro  del 
predio  usufructuado,  el  segundo  percibirá  el  precio  del  seguro  en 
caso  de  siniestro,  y  el  usufructuario  continuará  en  el  goce  del  nuevo 
edificio  si  se  construyere,  o  tendrá  derecho  a  los  intereses  del 
precio  si  la  reedificación  no  conviniere  al  propietario. 

Si  el  propietario  se  hubiese  negado  a  contribuir  al  seguro  del 
predio  constituyéndolo  por  sí  solo  el  usufructuario,  adquirirá  éste 
el  derecho  de  percibir  por  entero,  en  caso  de  siniestro,  el  precio  del 
seguro;  pero  con  la  obligación  de  invertirlo  en  la  reconstrucción 
de  la  finca. 

Si  el  usufructuario  se  hubiere  negado  a  contribuir  al  seguro 
constituyéndolo  por  sí  solo  el  propietario,  percibirá  éste  íntegro  el 
precio  del  seguro,  en  caso  de  siniestro. 

ARTICULO  539. 

Si  la  cosa  usufructuada  fuere  expropiada  por  causa  de  utilidad 
pública,  el  propietario  estará  obligado  a  abonar  al  usufructuario  el 
interés  legal  del  importe  de  la  indemnización  que  recibiere,  por 
todo  el  tiempo  que  deba  durar  el  usufructo. 

El  usufructuario  podrá  exigir  que  el  propietario  garantice  el 
pago  de  los  réditos. 


CAPITULO  V 


USO  Y  HABITACION 

ARTICULO  540. 

El  uso  da  derecho  de  servirse  de  cosa  ajena  o  de  aprovecharse 
de  los  frutos  de  ella,  en  cuanto  basten  para  las  necesidades  del 
usuario  y  las  de  su  familia. 

En  la  familia  se  comprenden  el  consorte  del  usuario,  sus  hijos 
y  criados. 

ARTICULO  541. 

La  habitación  se  limita  a  lo  que  sea  necesario  para  quien  tiene 
el  derecho  y  para  su  familia,  aun  cuando  no  la  haya  tenido  en  el 
momento  de  constituirse  tal  derecho. 
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ARTICULO  542. 


Los  derechos  de  uso  y  habitación,  se  regulan  por  el  título  que 
los  constituye.  Si  el  título  no  determina  la  extensión  de  estos  dere¬ 
chos,  se  regularán  conforme  a  los  artículos  siguientes. 


ARTICULO  543. 

Los  derechos  de  uso  y  habitación  no  se  pueden  enajenar,  gra¬ 
var  ni  arrendar. 


ARTICULO  544. 

Para  gozar  de  los  derechos  de  uso  y  habitación,  debe  pres¬ 
tarse  previamente  garantía  y  hacerse  formal  inventario  y  descrip¬ 
ción  del  estado  de  los  inmuebles,  con  citación  de  propietario.  En 
cuanto  a  la  garantía  rigen  las  mismas  prescripciones  que  para  el 
usufructo. 

ARTICULO  545. 

El  usuario  y  el  que  tiene  derecho  de  habitación,  deben  usar  de 
su  derecho  como  buenos  padres  de  familia. 


ARTICULO  546. 

Los  derechos  de  uso  y  habitación  se  establecen  y  se  pierden  de 
la  misma  manera  que  el  usufructo. 

ARTICULO  547. 

Si  quien  tiene  el  uso  de  un  fundo  tomare  todos  sus  frutos,  o  si 
quien  tiene  derecho  de  habitación  ocupare  toda  la  casa,  estará  obli¬ 
gado  a  hacer  los  gastos  de  cultivo  o  de  reparaciones  ordinarias 
y  a  pagar  las  contribuciones. 

Si  no  tomare  más  que  una  parte  de  los  frutos,  o  no  ocupare 
más  que  una  parte  de  la  casa,  contribuirá  en  proporción  de  lo 
que  goce. 


CAPITULO  VI 


ASILO  DE  FAMILIA 

ARTICULO  548. 

El  Asilo  de  Familia  es  una  institución  jurídico-social  por  la 
cual  se  dedica  un  bien  urbano  o  rústico,  a  la  protección  del  hogar  y 
mantenimiento  de  los  lazos  familiares. 
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ARTICULO  549. 


Toda  persona  puede  fundar  un  asilo  para  sí  y  su  familia,  y 
también  puede,  a  título  de  donación,  constituir  asilos  a  favo'r  de 
otras  personas  o  familias. 


oJ~  x 

2vt  » 


ARTICULO  550. 


Gozarán  de  los  beneficios  del  asilo  de  familia  14s  pcroonw  que 
de  manera  expresa^  declare  el  fundador,  como  lo  dispo 
de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil. 


el  Codigo 


LS 


cJr 
Mío'  ° 


ARTICULO  551. 

El  inmueble  constituido  en  asilo  de  familia  es 
»j«*able,  inembargable  y  no  podrá  estar  gravado  ni  gravarse  en 
ningún  sentido,^  Una  vez  hecha  la  declaración  judicial,  es  irre¬ 
vocable.  W  . 

ARTICULO  552. 


indivisible,  ia- 


oJt  /°- 


El  valor  de  los  inmuebles  sobre  los  cuales  se  constituya  un  asilo 
de  familia,  no  excederá  de  diez  mil  quetzales, 

El  aumento  de  precio  que  adquiera  con  posterioridad,  no  afecta 
la  constitución  legal  del  asilo  de  familia. 

Si  disminuyere  de  precio,  el  fundador  tiene  derecho  a  mejo¬ 
rarlo  hasta  por  valor  de  diez  mil  quetzales. 


ARTICULO  553. 


Para  que  una  persona  funde  un  asilo  de  familia,  se  necesita 
que  tenga  bienes  suficientes  para  pagar  sus  deudas  y  para  cons¬ 
tituir  el  asilo. 

ARTICULO  554. 


El  asilo  de  familia  concluye  por  las  causas  siguientes: 

1» — Cuando  siendo  los  beneficiarios  mayores  de  edad  y  capa¬ 
ces,  convinieren  en  darle  fin  con  el  propietario  del  inmue¬ 
ble  o  con  sus  herederos; 

2<> — Por  vencimiento  del  término  convencional  o  legal,  por  el 
cual  fué  constituido;  y, 

3« — Cuando  hubiere  fallecido  el  último  miembro  de  la  familia 
para  quien  se  estableció  el  asilo. 

ARTICULO  555. 

Terminado  el  derecho  al  asilo  de  familia,  el  inmueble  sobre 
que  fué  constituido,  volverá  al  patrimonio  de  quien  lo  constituyó 
o  de  sus  herederos;  y  si  el  dominio  fué  traspasado  a  la  persona  o 
personas  en  cuyo  favor  se  constituyó  el  asilo,  tendrán  derecho  a 
hacer  cesar  la  proindivisión. 
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TITULO  VI 

SERVIDUMBRES 

CAPITULO  I  ^ 
CLASIFICACIONES 

ARTICULO  556. 

Servidumbre  es  el  gravamen  impuesto  sobre  un  predio  para 
uso  de  otro  predio  de  distinto  dueño  o  para  utilidad  pública  o 
comunal. 

ARTICULO  557. 

Las  servidumbres  son  continuas  o  discontinuas,  aparentes  o  no 
aparentes.  Son  continuas  aquellas  cuyo  uso  es  o  puede  ser  ince¬ 
sante,  sin  intervención  de  ningún  hecho  actual  del  hombre;  y  dis¬ 
continuas  aquellas  cuyo  uso  necesita  algún  hecho  actual  del  hombre. 

Son  aparentes,  las  que  se  anuncian  por  obras  o  signos  exte¬ 
riores  dispuestos  para  su  uso  y  aprovechamiento;  y  no  aparentes 
las  que  no  presentan  signo  exterior  de  su  existencia. 

ARTICULO  558. 

Las  servidumbres  se  derivan  de  la  situación  natural  de  los 
predios,  de  las  obligaciones  impuestas  por  la  ley  o  de  la  voluntad  de 
los  propietarios. 

ARTICULO  559. 

Las  servidumbres  que  tienen  por  objeto  el  interés  de  los  par¬ 
ticulares,  pueden  ser  derogadas  o  modificadas  por  la  voluntad  de 
éstos. 


CAPITULO  II 


SERVIDUMBRES  EN  MATERIA  DE  AGUAS 

ARTICULO  560. 

Mediante  una  ley  puede  imponerse  la  servidumbre  forzosa  de 
acueducto,  para  la  conducción  de  aguas  destinadas  a  algún  servi¬ 
cio  de  utilidad  pública,  previa  indemnización. 

ARTICULO  561. 

Previa  indemnización  puede  imponerse  también  servidumbre 
forzosa  de  acueducto  para  objetos  de  interés  privado,  en  los  casos 
siguientes : 
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1° — Establecimiento  o  aumento  de  riegos; 

2P — Establecimiento  de  baños  y  fábricas; 

— Desecación  de  lagunas  y  terrenos  pantanosos; 

49 — Evasión  o  salida  de  aguas  procedentes  de  alumbramientos 
artificiales ;  y, 

5(“ — Salida  de  aguas  de  escorrederas  y  drenajes. 

En  los  tres  primeros  casos  puede  imponerse  la  servidumbre,  no 
sólo  para  la  conducción  de  las  aguas  necesarias,  sino  también  para 
la  evasión  de  las  sobrantes. 


ARTICULO  562. 

El  dueño  del  terreno  sobre  que  trate  de  imponerse  la  servidum¬ 
bre  forzosa  de  acueducto,  podrá  oponerse  por  alguna  de  las  causas 
siguientes : 

1* — Por  pretenderse  construir  acequia  descubierta  que  sea  per¬ 
judicial  por  su  calidad  de  agua; 

2’ — Por  ser  peligrosa  para  el  terreno  del  predio  sirviente,  cuan¬ 
do  se  intente  utilizarla  para  objetos  de  interés  privado;  y, 

3’ — Por  poderse  establecer  sobre  otros  predios  con  iguales  ven¬ 
tajas  para  el  que  pretenda  imponerla  y  menores  inconve¬ 
nientes  para  el  que  haya  de  sufrirla. 

No  puede  imponerse  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  para 
objeto  de  interés  privado,  sobre  edificios,  ni  sobre  jardines,  ni  huer¬ 
tas  existentes  al  tiempo  de  hacerse  la  solicitud. 


ARTICULO  563. 

Cuando  un  terreno  de  regadío  que  recibe  el  agua  por  un  solo 
punto,  se  divide  pór  herencia,  venta  u  otro  título  entre  dos  o  más 
dueños,  los  de  la  parte  superior  quedan  obligados  a  dar  paso  al 
agua  como  servidumbre  de  acueducto  para  riego  de  los  inferiores, 
sin  poder  exigir  por  ello  indemnización,  a  no  haberse  pactado 
otra  cosa. 

ARTICULO  564. 

La  servidumbre  forzosa  de  acueducto  podrá  constituirse: 

1° — Por  acequia  descubierta  cuando  no  sea  peligrosa  por  su 
profundidad  o  situación  ni  ofrezca  otros  inconvenientes: 

2? — Con  acequia  cubierta  cuando  lo  exijan  su  profundidad,  su 
contigüidad  a  habitaciones  o  caminos,  o  algún  otro  motivo 
análogo  a  juicio  de  autoridad  competente;  y, 
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3° — Con  cañería  o  tubería,  cuando  puedan  ser  absorbidas  aguas 
ajenas;  cuando  las  aguas  conducidas  pueden  infeccionar  a 
otras,  absorber  substancias  nocivas  o  causar  daños  a  obras 
o  edificios,  y  siempre  que  resulte  necesario  del  expediente 
que  al  efecto  se  forme. 


ARTICULO  565. 

La  servidumbre  forzosa  de  acueducto  puede  establecerse  ten- 
poral  o  perpetuamente.  Se  entenderá  perpetua  para  los  efectos 
de  este  Código,  cuando  su  duración  exceda  de  cinco  años. 

ARTICULO  566. 

Si  la  servidumbre  fuese  temporal,  se  abonará  previamente  al 
dueño  del  terreno  el  duplo  del  arriendo  que  correspondería  por  la 
parte  que  se  le  ocupa,  con  la  adición  del  importe  de  los  daños  y 
desperfectos  para  el  resto  de  la  finca,  incluso  los  que  proceden  de 
su  fraccionamiento  por  interposición  de  acequia.  Además,  será  de 
cargo  del  dueño  del  predio  dominante,  el  reponer  las  cosas  a  su 
antiguo  estado,  terminada  la  servidumbre.  Si  ésta  fuese  perpetua 
se  abonará  el  valor  del  terreno  ocupado  y  el  de  los  daños  y  perjui¬ 
cios  que  se  causaren  al  resto  de  la  finca. 

ARTICULO  567. 

Serán  de  cuenta  del  que  haya  promovido  y  obtenga  la  servi¬ 
dumbre  de  acueducto,  todas  las  obras  necesarias  para  su  construc¬ 
ción,  conservación  y  limpieza.  Al  efecto,  se  le  autorizará  para 
ocupar  temporalmente  los  terrenos  indispensables  para  el  depósito 
de  materiales,  previa  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  o  ga¬ 
rantía  suficiente  en  el  caso  de  no  ser  estos  fáciles  de  prever  o  no 
conformarse  con  ella  los  interesados.  Estos  podrán  compelerle  a 
ejecutar  las  obras  y  limpias  necesarias  para  impedir  estancamientos 
o  filtraciones  que  originen  deterioros. 

ARTICULO  568. 

Al  establecerse  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  se  fijará, 
en  vista  de  la  naturaleza  y  configuración  del  terreno,  la  anchura 
que  debe  tener  la  acequia  y  sus  márgenes,  según  la  cantidad  de 
agua  que  habrá  de  ser  conducida.  Si  por  ser  la  acequia  de  cons¬ 
trucción  antigua  o  por  otra  causa,  no  estuviere  determinada  la 
anchura  de  sus  cauce,  se  fijará  conforme  a  las  bases  anteriores, 
cuando  lo  solicite  cualquiera  de  los  interesados. 
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ARTICULO  569. 


A  la  servidumbre  forzosa  de  acueducto  es  inherente  el  derecho 
de  paso  por  sus  márgenes,  para  su  exclusivo  servicio. 

ARTICULO  570. 

Si  el  acueducto  atravesare  vías  públicas  o  particulares,  de  cual¬ 
quier  naturaleza  que  sean,  quedará  obligado,  el  que  haya  obtenido 
la  concesión,  a  construir  y  conservar  las  alcantarillas,  canales  y 
puentes  necesarios;  y  si  hubiere  de  atravesar  otros  acueductos,  se 
procederá  de  modo  que  no  retarde  ni  acelere  el  curso  de  las  aguas, 
ni  disminuya  su  caudal,  ni  adultere  su  calidad. 

ARTICULO  571. 

Cuando  el  dueño  de  un  acueducto  que  atraviese  tierras  ajenas, 
solicite  aumentar  su  capacidad  para  que  reciba  mayor  caudal  de 
agua,  se  usarán  las  mismas  reglas  que  para  su  establecimiento. 

ARTICULO  572. 

El  dueño  de  un  acueducto  podrá  fortificar  sus  márgenes  con 
céspedes,  estacadas,  paredes  o  ribazos  de  piedra  suelta,  pero  no  con 
plantaciones  de  ninguna  clase.  El  dueño  del  predio  sirviente  tam¬ 
poco  podrá  hacer  plantación  ni  operación  alguna  de  cultivo  en  las 
mismas  márgenes,  y  las  raíces  que  penetren  en  ellas  podrán  ser 
cortadas  por  el  dueño  del  acueducto. 

ARTICULO  573. 

La  servidumbre  de  acueducto  no  obsta  para  que  el  dueño  del 
predio  sirviente  pueda  cerrarlo  y  cercarlo,  así  como  edificar  sobre 
el  acueducto  mismo,  de  manera  que  éste  no  experimente  perjuicio 
ni  se  imposibiliten  las  reparaciones  y  limpias  necesarias.  Las  hará 
oportunamente  el  dueño  del  acueducto  dando  aviso  anticipado  al 
dueño,  arrendatario  o  administrador  del  predio  sirviente.  Si  para 
la  limpieza  fuese  preciso  demoler  parte  de  algún  edificio,  el  costo 
de  su  reparación  será  a  cargo  de  quien  hubiere  edificado  sobre  el 
acueducto,  en  caso  de  no  haber  dejado  las  correspondientes  abertu¬ 
ras  o  boquetes  para  aquel  servicio. 

ARTICULO  574. 

El  dueño  del  predio  sirviente  podrá  construir  sobre  el  acueduc¬ 
to,  puentes  para  pasar  de  una  a  otra  parte  del  predio;  pero  lo  hará 
con  la  solidez  necesaria  y  de  manera  que  no  se  amengüen  las 
dimensiones  del  acueducto  ni  se  embarace  el  curso  del  agua. 
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ARTICULO  575. 

En  toda  acequia  o  acueducto,  el  agua,  el  cauce,  los  cajeros  y  las 
márgenes  serán  considerados  como  parte  integrante  de  la  heredad 
o  edificio  a  que  van  destinadas  las  aguas. 


ARTICULO  576. 

Nadie  podrá  en  los  casos  y  condiciones  especificados  en  los 
artículos  precedentes,  construir  edificio  ni  puente  sobre  acequia  o 
acueducto  ajeno,  ni  derivar  agua,  ni  aprovecharse  de  los  productos 
de  ella,  ni  de  los  de  sus  márgenes,  ni  utilizar  la  fuerza  de  la  corrien¬ 
te,  sin  expreso  consentimiento  del  dueño.  Tampoco  podrán  los 
dueños  de  los  predios  que  atravesare  una  acequia  o  acueducto,  o 
por  cuyos  linderos  corriere,  alegar  derecho  de  posesión  al  aprove¬ 
chamiento  de  su  cauce  ni  márgenes,  a  no  ser  que  se  fundare  en 
títulos  de  propiedad  que  expresen  tal  derecho. 

ARTICULO  577. 

La  concesión  de  la  servirdumbre  de  acueducto  sobre  los  predios 
ajenos,  caducará  si  dentro  del  plazo  que  se  hubiere  fijado  no  hiciere 
el  concesionario  uso  de  ella,  después  de  satisfacer  completamente 
al  due.ño  de  cada  predio  sirviente  la  indemnización  que  corresponde. 


ARTICULO  578. 

Las  servidumbres  urbanas  de  acueducto,  canal,  puente,  cloaca, 
sumidero  y  demás  establecidas  para  el  servicio  público  y  privado 
de  las  poblaciones,  edificios,  jardines  y  fábricas,  se  regirán  por 
las  disposiciones  generales  y  locales. 

Las  procedentes  de  contratos  privados  que  no  afecten  a  las 
atribuciones  de  los  municipios,  se  regirán  por  las  leyes  aplicables 
al  contrato. 


ARTICULO  579. 

En  los  mismos  casos  que  la  servidumbre  de  acueducto,  puede 
imponerse  la  servidumbre  forzosa  de  estribo,  cuando  el  que  intenta 
construir  una  presa  no  sea  dueño  de  las  riberas  o  terrenos  donde 
haya  de  apoyarlas. 

ARTICULO  580. 

Decretada  la  servidumbre  forzosa  de  estribo  de  presa,  se  abo¬ 
nará  al  dueño  del  predio  o  predios  sirvientes,  el  valor  que  por  la 
ocupación  del  terreno  corresponda;  y  además  se  le  indemnizará  de 
los  daños  y  perjuicios  que  hubieren  experimentado  las  fincas. 
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ARTICULO  581. 


■w 


El  que  para  dar  riego  a  su  heredad  o  mejorarla  necesité  cons¬ 
truir  compuertas  o  partidor  en  la  acequia  o  regadora  por  donde 
haya  de  recibirlos,  sin  gravamen  ni  mermas  para  los  demás  regan¬ 
tes,  podrá  exigir  de  los  dueños  de  las  márgenes,  que  permitan  su 
construcción,  previo  abono  de  daños  y  perjuicios,  incluso  los  que 
se  originen  por  la  nueva  servidumbre. 

ARTICULO  582. 

Las  servidumbres  forzosas  de  abrevadero  y  de  saca  de  agua, 
solamente  podrán  imponerse  por  causa  de  utilidad  pública  en  favor 
de  alguna  población  o  caserío,  previa  la  indemnización  corres¬ 
pondiente. 

ARTICULO  583. 

No  se  impondrán  estas  servidumbres  sobre  los  pozos  ordina¬ 
rios,  las  cisternas  o  aljibes  ni  sobre  los  edificios  o  terrenos  cercados 
con  pared. 

ARTICULO  584. 

Las  servidumbres  de  abrevadero  y  de  saca  de  agua  llevan  con¬ 
sigo  la  obligación,  en  los  predios  sirvientes,  de  dar  paso  a  personas 
y  ganados  hasta  el  fundo  donde  hayan  de  ejercerse  aquellas,  de¬ 
biendo  ser  también  extensiva  a  este  servicio  la  indemnización. 


ARTICULO  585. 

Son  aplicables  a  las  concesiones  de  esta  clase  de  servidumbres, 
las  prescripciones  que  se  dejan  establecidas  para  el  otorgamiento 
de  las  de  acueducto;  al  decretarlas,  se  fijará,  según  su  objeto  y  las 
circunstancias  de  la  localidad,  la  anchura  de  la  vía  o  senda  que 
haya  de  conducir  al  abrevadero  o  punto  destinado  para  sacar  agua. 

ARTICULO  586. 

Los  dueños  de  predios  sirvientes  podrán  variar  la  dirección  de 
la  vía  o  senda  destinada  al  uso  de  estas  servidumbres,  pero  no  su 
anchura  ni  entrada,  y  en  todo  caso  sin  que  la  variación  perjudique 
el  uso  de  la  servidumbre. 
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CAPITULO  III 


APROVECHAMIENTOS  COMUNES  DE  LAS 
AGUAS  PUBLICAS 

ARTICULO  587. 

El  libre  uso  del  mar  litoral,  lagos,  ríos  navegables,  ensenadas, 
radas,  bahías  y  abras  se  entiende  para  navegar,  pescar,  embarcar, 
desembarcar,  fondear  y  otros  actos  semejantes,  conforme  a  las  pres¬ 
cripciones  legales  que  lo  regulan.  En  el  mismo  caso  se  encuentra  el 
uso  de  las  playas,  que  autoriza  a  todos,  con  iguales  restricciones, 
para  transitar  por  ellas,  bañarse,  tender  y  enjugar  ropas  y  redes, 
varar,  carenar  y  construir  embarcaciones  y  bañar  ganado. 

ARTICULO  588. 

Mientras  las  aguas  corran  por  sus  cauces  naturales  y  públicos, 
todos  podrán  usar  de  ellas  para  beber,  lavar  ropas,  vasijas  y  cuales¬ 
quiera  otros  objetos,  bañarse  y  abrevar  o  bañar  ganado,  con  suje¬ 
ción  a  los  reglamentos  administrativos. 

ARTICULO  589. 

En  las  aguas  que,  apartadas  artificialmente  de  sus  cauces 
naturales  y  públicos,  discurriesen  por  canales,  acequias  o  acueduc¬ 
tos  descubiertos,  aunque  pertenezcan  a  concesiones  particulares, 
siempre  que  vayan  por  terrenos  públicos,  todos  podrán  extraer  y 
conducir  en  vasijas  la  qyre  necesiten  para  usos  domésticos  y  fabri¬ 
les  y  para  el  riego  de  plantas  aisladas;  pero  la  extracción  habrá  de 
hacerse  precisamente  a  mano,  sin  género  alguno  de  máquina  o 
aparato,  y  sin  detener  el  curso  del  agua,  ni  deteriorar  las  márgenes 
del  canal  o  acequia. 

La  autoridad  limitará  el  uso  de  este  derecho  cuando  cause  per¬ 
juicio  al  concesionario  de  las  aguas.  Se  entiende  que  en  propiedad 
privada  nadie  puede  penetrar  para  buscar  o  usar  el  agua,  a  no 
mediar  licencia  del  dueño. 

ARTICULO  590. 

Del  mismo  modo  en  los  canales,  acequias  o  acueductos  de 
aguas  públicas  al  descubierto,  aunque  de  propiedad  temporal  de  los  j- 

concesionarios,  todos  podrán  lavar  ropas,  vasijas  u  otros  objetos;  •?, 

pero  no  se  podrá  bañar  ni  abrevar  ganados,  sino  precisamente  en 
los  sitios  destinados  a  ese  objeto.  Las  facultades  expresadas  en 
este  artículo  no  podrán  ejercerse  cuando  se  deterioren  las  márge¬ 
nes,  ni  cuando  el  uso  a  que  se  destinan  las  aguas,  exija  que  se 
conserven  puras. 
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ARTICULO  591. 


Es  necesaria  autorización  para  el  aprovechamiento  de  aguas 
públicas,  especialmente  dedicadas  a  empresas  de  interés  público 
o  privado. 

ARTICULO  592. 

El  que  durante  diez  años ‘hubiere  disfrutado  de  un  aprovecha¬ 
miento  de  aguas  públicas,  sin  oposición  de  la  autoridad  o  de  ter¬ 
cero,  tendrá  derecho  a  continuar  disfrutándolo,  aun  cuando  no 
pueda  acreditar  que  obtuvo  la  correspondiente  autorización.  En 
todo  caso  se  respetarán  los  derechos  adquiridos. 

ARTICULO  593. 

Toda  concesión  de  aprovechamiento  de  aguas  públicas  se  en¬ 
tenderá  hecha  sin  perjuicio  de  tercero,  y  dejando  a  salvo  los  dere¬ 
chos  particulares;  respecto  a  la  duración  de  estas  concesiones,  se 
determinará  en  la  concesión  misma. 

ARTICULO  594. 

En  las  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas  públicas  se 
entenderá  comprendida  la  de  los  terrenos  de  dominio  público,  nece¬ 
sarios  para  las  obras  de  la  presa,  y  de  los  canales  y  acequias.  Res¬ 
pecto  de  los  terrenos  de  propiedad  de  la  Nación,  del  municipio  o  de 
particulares,  se  procederá  según  los  casos,  a  imponer  la  servidum¬ 
bre  forzosa  con  las  formalidades  de  ley. 

ARTICULO  595. 

En  toda  concesión  de  aprovechamiento  de  aguas  públicas  se 
fijará  la  naturaleza  de  ésta,  la  cantidad  de  metros  cúbicos  por  se¬ 
gundo  del  agua  concedida,  y  si  fuere  para  riego,  la  extensión  del 
terreno  que  haya  de  regarse. 

En  aprovechamientos  anteriores  al  presente  Código,  se  enten¬ 
derá  concedida  únicamente  la  cantidad  de  agua  necesaria  para  el 
objeto  de  aquellos. 

ARTICULO  596. 

Las  aguas  concedidas  para  un  aprovechamiento  no  podrán  apli¬ 
carse  a  otro  distinto  sin  el  correspondiente  permiso,  como  si  se 
tratara  de  nueva  concesión. 

ARTICULO  597. 

La  administración  pública  no  será  responsable  de  la  falta  o 
disminución  que  pueda  resultar  en  el  caudal  expresado  en  la  con¬ 
cesión,  ya  sea  que  proceda  de  error  o  de  cualquiera  otra  causa. 
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ARTICULO  598. 


En  la  concesión  de  aprovechamientos  especiales  de  aguas  pú¬ 
blicas,  se  observará  el  siguiente  orden  de  preferencia: 

l9 — Abastecimiento  de  poblaciones  y  servicios  de  utilidad  pú¬ 
blica; 

29 — Abastecimiento  de  ferrocarriles; 

3° — Riego ; 

49 — Canales  de  navegación; 

ó9 — Beneficios  de  café,  molinos  y  otras  fábricas,  barcas  de 
paso  y  puentes  flotantes;  y, 

69 — Estanques  para  viveros  y  criaderos  de  peces. 

Dentro  de  cada  clase  serán  preferidas  las  empresas  de  mayor 
importancia  y  utilidad  y  en  igualdad  de  circunstancias,  las  que  antes 
hubiesen  solicitado  el  aprovechamiento. 

En  todo  caso  se  respetarán  preferentemente  los  aprovecha¬ 
mientos  comunes  para  el  servicio  doméstico,  agrícola  y  fabril. 

ARTICULO  599. 

Todo  aprovechamiento  especial  de  aguas  está  sujeto  a  la  ex¬ 
propiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pública,  previa  la  indem¬ 
nización  correspondiente,  en  favor  de  otro  aprovechamiento  que 
la  preceda,  según  el  orden  fijado  en  el  artículo  anterior;  pero  no 
en  favor  de  los  que  la  sigan. 

ARTICULO  600. 

En  casos  urgentes  de  incendio,  inundación  u  otra  calamidad 
pública,  la  autoridad  podrá  disponer  instantáneamente  y  sin  trami¬ 
tación,  pero  con  sujeción  a  los  reglamentos  respectivos,  de  las 
aguas  necesarias  para  contener  o  evitar  el  daño. 

ARTICULO  601. 

No  se  decretará  la  enajenación  forzosa  de  aguas  de  propiedad 
particular  para  el  abastecimiento  de  una  población,  sino  cuando 
legalmente  se  haya  declarado,  en  vista  de  los  estudios  practicados 
al  efecto,  que  no  hay  aguas  públicas  que  puedan  ser  racionalmente 
aplicadas  al  mismo  objeto. 

ARTICULO  602. 

Los  dueños  de  predios  contiguos  a  vías  públicas,  podrán  reco¬ 
ger  las  aguas  pluviales  que  por  ellos  discurran,  y  aprovecharlas  en 
el  riego  de  sus  predios,  con  sujeción  a  lo  que  dispongan  las  leyes 
administrativas. 
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ARTICULO  603. 


Los  dueños  de  predios  lindantes  con  cauces  públicos  de  caudal 
no  continuo,  como  ramblas,  barrancos  u  otros  semejantes,  de  domi¬ 
nio  público,  pueden  aprovechar  en  su  regadío  las  aguas  pluviales 
que  por  ellos  discurran,  y  construir  al  efecto,  sin  necesidad  de  auto¬ 
rización,  malecones  o  presas  de  tierra  y  piedra  suelta. 

ARTICULO  604. 

Cuando  estos  malecones  o  presas  puedan  producir  inundacio¬ 
nes,  o  causar  cualquier  otro  perjuicio  al  público,  la  autoridad  de 
oficio,  o  por  instancia  de  parte,  comprobado  el  péligro,  mandará 
al  que  los  construyó  que  los  modifique  en  cuanto  sea  necesario  para 
desvanecer  todo  temor  o,  si  fuere  preciso,  que  los  destruya.  Si 
amenazaren  causar  perjuicio  a  los  particulares,  podrán  éstos  recla¬ 
mar  a  tiempo  ante  la  autoridad  local;  y  si  el  perjuicio  se  realiza, 
tendrán  expedito  su  derecho  ante  los  tribunales  de  justicia. 

ARTICULO  605. 

Los  que  durante  diez  años  hubiesen  aprovechado  para  el  riego 
de  sus  tierras  las  aguas  pluviales  que  descienden  por  una  rambla 
o  barranco  u  otro  cauce  semejante  de  dominio  público,  podrán 
oponerse  a  que  los  dueños  de  predios  superiores  les  priven  de  este 
aprovechamiento.  Pero  si  solamente  hubiesen  aprovechado  parte 
del  agua,  no  podrán  impedir  que  otros  utilicen  la  restante,  siempre 
que  quede  expedito  el  curso  de  la  cantidad  que  de  antiguo  apro¬ 
vechaban  ellos. 

ARTICULO  606. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  que  preceden  respecto  de  aguas 
pluviales,  es  aplicable  a  la  de  manantiales  discontinuos  que  sólo 
fluyen  en  épocas  de  abundancia  de  lluvias. 

ARTICULO  607. 

Cuando  se  intente  construir  presas  permanentes  de  fábrica,  a 
fin  de  aprovechar  en  el  riego  las  aguas  pluviales  o  los  manantiales 
discontinuos  que  corran  por  los  cauces  públicos,  será  necesario 
permiso  de  la  autoridad. 


ARTICULO  608. 

En  los  ríos  navegables,  los  ribereños  podrán  en  sus  respectivas 
márgenes  establecer  libremente  bombas  o  cualquier  otro  artificio 
destinado  a  extraer  las  aguas  necesarias  para  el  riego  de  sus  propie¬ 
dades  limítrofes,  siempre  que  no  causen  perjuicio  a  la  navegación. 
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ARTICULO  609. 


Cuando  existan  aprovechamientos  en  uso  de  un  derecho  reco¬ 
nocido  y  válido,  solamente  cabrá  nueva  concesión  en  el  caso  de  que 
del  aforo  de  las  aguas  en  años  ordinarios,  resultare  sobrante  el 
caudal  que  se  solicite,  después  de  cubiertos  completamente  los 
aprovechamientos  existentes. 

Cuando  por  cualquier  motivo  se  escaseare  el  agua,  no  podrán 
tomarla  los  nuevos  concesionarios  mientras  no  estén  cubiertas  todas 
las  necesidades  de  los  usuarios  antiguos,  entre  los  cuales  se  guarda¬ 
rá  el  mismo  orden;  de  modo  que  ninguno  podrá  tomar  el  agua 
mientras  no  estén  cubiertas  todas  las  necesidades  del  que  tenga 
título  o  derecho  más  antiguo  para  aprovecharse  de  ella. 

ARTICULO  610. 

Cuando  corran  las  aguas  públicas  de  un  río,  en  todo  o  en  parte, 
por  debajo  de  la  superficie  de  su  suelo,  imperceptibles  a  la  vista, 
y  se  construyan  malecones  o  se  empleen  otros  medios  para  elevar 
su  nivel  hasta  hacerlas  aplicables  al  riego  u  otros  usos,  este  resul¬ 
tado  se  considerará,  para  los  efectos  de  la  presente  ley,  como  un 
alumbramiento  del  agua  convertida  en  utilízable. 

Los  regantes  o  industriales  inferiormente  situados,  que  por 
prescripción  o  por  concesión  hubiesen  adquirido  legítimo  titulo  al 
uso  y  aprovechamiento  de  aquellas  aguas  que  se  trata  de  hacer 
reaparecer  artificialmente  a  la  superficie,  tendrán  derecho  a  recla¬ 
mar  y  a  oponerse  al  nuevo  alumbramiento  superior,  en  cuanto  hu¬ 
biese  de  ocasionarles  perjuicios. 

ARTICULO  611. 

Los  molinos  y  otros  establecimientos  industriales  que  resul¬ 
taren  perjudicados  por  la  desviación  de  las  aguas  de  un  río  o  arroyo, 
con  objeto  de  utilidad  pública,  serán  indemnizados  conforme  a 
la  ley. 

ARTICULO  612. 

En  todo  lo  que  se  refiere  a  la  zona  marítima  y  a  ríos  y  lagos 
navegables,  corresponde  directamente  al  Poder  Ejecutivo  su  admi¬ 
nistración  y  vigilancia. 

ARTICULO  613. 

La  administración  y  vigilancia  de  las  aguas  públicas  no  com¬ 
prendidas  en  el  artículo  anterior,  corresponden  a  las  Municipalida¬ 
des  en  toda  la  extensión  de  sus  respectivas  jurisdicciones. 
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CAPITULO  IV 


SERVIDUMBRE  LEGAL  DE  PASO 

ARTICULO  614. 

El  propietario  de  un  predio  enclavado  entre  otros  ajenos  que 
no  tenga  salida  a  la  vía  pública,  o  que  no  pueda  procurársela  sin 
excesivo  gasto  o  dificultad,  tiene  derecho  a  exigir  paso  por  los  pre¬ 
dios  vecinos,  para  el  aprovechamiento  y  explotación  del  mismo 
predio. 

El  propietario  de  una  finca  rústica,  tenga  o  no  salida  a  la  vía 
pública,  podrá  también  exigir  paso  por  los  predios  vecinos  hasta  la 
estación  de  cualquier  ferrocarril. 

ARTICULO  615. 

Se  deberá  siempre  una  indemnización  equivalente  al  valor  del 
terreno  necesario  y  al  perjuicio  que  ocasione  ese  gravamen.  La 
misma  disposición  se  aplicará  al  que  teniendo  paso  por  predio  de 
otro,  necesite  ensanchar  el  camino  para  conducir  vehículos  con  los 
mismos  fines. 

ARTICULO  616. 

La  acción  para  reclamar  esa  indemnización  es  prescriptible: 
pero  aunque  prescriba,  subsistirá  la  servidumbre  obtenida. 

ARTICULO  617. 

El  dueño  del  predio  sirviente  tiene  el  derecho  de  señalar  el 
lugar  donde  ha  de  constituirse  la  servidumbre  de  paso.  Si  no  estu¬ 
viere  de  acuerdo  el  dueño  del  predio  dominante  por  ser  impracti¬ 
cable  o  muy  gravoso  para  éste  el  lugar  designado,  podrá  ocurrir  al 
Juez  competente  para  que,  oyendo  el  dictamen  de  experto,  resuelva 
lo  más  conveniente,  procurando  conciliar  los  intereses  de  los  dos 
predios. 

ARTICULO  618. 

Si  hubiere  varios  predios  por  donde  pueda  darse  el  paso,  el 
obligado  a  la  servidumbre  será  aquél  por  donde  fuere  más  corta  la 
distancia,  Si  esta  fuere  igual  por  dos  o  más  predios,  el  Juez  desig¬ 
nará  cual  de  éstos  ha  de  dar  el  paso. 

ARTICULO  619. 

En  la  servidumbre  de  paso,  el  ancho  de  éste  será  el  que  baste  a 
las  necesidades  del  predio  dominante,  a  juicio  del  Juez;  no  pu- 
diendo  exceder  de  seis  metros  ni  bajar  de  dos,  sino  por  convenio  de 
los  interesados. 
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ARTICULO  620. 

Si  un  fundo  queda  cerrado  por  todas  partes  por  causa  de  venta, 
permuta  o  división,  los  vendedores,  permutantes  o  copartícipes, 
están  obligados  a  dar  el  paso  sin  indemnización  alguna. 

ARTICULO  621. 

Si  obtenida  la  servidumbre  de  paso,  deja  de  ser  indispensable 
para  el  predio  dominante  por  la  adquisición  de  otros  terrenos  que 
le  dan  un  acceso  cómodo  al  camino  o  por  otro  medio,  el  dueño  del 
predio  sirviente  tendrá  derecho  para  pedir  que  se  le  exonere  de  la 
servidumbre,  restituyendo  lo  que  al  establecerse  ésta  se  hubiere 
pagado  por  el  valor  del  terreno. 

ARTICULO  622. 

Cuando  la  servidumbre  de  paso  tenga  por  objeto  un  servicio 
público,  debe  darse  por  el  punto  menos  perjudicial  al  predio  sir¬ 
viente;  pero  buscando  siempre  la  mayor  facilidad  y  menor  distancia 
hacia  el  punto  en  que  el  servicio  deba  ser  prestado. 

ARTICULO  623. 

Todo  propietario  debe  permitir  la  entrada  y  paso  por  su  pro¬ 
piedad,  siempre  que  sean  absolutamente  necesarios  para  construir 
o  reparar  un  muro  u  otra  obra  de  interés  particular  del  vecino,  o  en 
interés  común  de  ambos. 

ARTICULO  624. 

Las  servidumbres  provenientes  de  la  conducción  de  energía 
eléctrica  y  del  paso  de  vehículos  aéreos,  se  regirán  por  leyes  es¬ 
peciales. 


CAPITULO  V 

SERVIDUMBRE  LEGAL  DE  AMOJONAMIENTO 
Y  MEDIANERIA 

ARTICULO  625. 

Todo  propietario  tiene  derecho  de  pedir  al  que  lo  sea  de  los 
predios  contiguos,  el  apeo,  deslinde  o  amojonamiento  de  los  que 
respectivamente  le  pertenecen,  si  antes  no  se  ha  hecho  el  deslinde 
o  si  se  ha  borrado  el  lindero  con  el  tiempo.  Los  gastos  del  apeo  se 
harán  a  prorrata  por  el  que  lo  promueve  y  los  propietarios  co¬ 
lindantes. 


259 


ARTICULO  626. 


La  medianería  es  la  copropiedad  por  partes  indivisas  de  una 
pared,  foso  o  cerca,  que  sirve  de  límite  y  separación  a  dos  propie¬ 
dades  contiguas;  y,  mientras  no  haya  prueba  o  signo  exterior  que 
demuestre  lo  contrario,  se  presume: 

l9 — En  las  paredes  divisorias  de  los  edificios  contiguos,  hasta 
el  punto  común  de  elevación; 

2° — En  las  paredes  divisorias  de  los  jardines  o  'corrales  situa¬ 
dos  en  poblado  o  en  el  campo;  y, 

39 — En  las  cercas,  vallados  y  setos  vivos  que  dividen  los  predios 
rústicos. 

ARTICULO  627. 

Hay  signo  contrario  a  la  medianería: 

l9 — Cuando  hay  ventanas  o  huecos  abiertos  en  las  paredes  divi¬ 
sorias  de  los  edificios ; 

29 — Cuando  conocidamente  toda  la  pared,  vallado  o  seto  están 
construidos  sobre  el  terreno  de  una  de  las  fincas  y  no  por 
mitad  entre  una  y  otra  de  las  dos  contiguas; 

39 — Cuando  la  pared  soporta  las  cargas  de  carreras,  pisos  y 
armaduras  de  una  de  las  posesiones  y  no  de  la  contigua; 

49 — Cuando  la  pared  divisoria  entre  patios,  jardines  y  otras 
heredades,  está  construida  de  modo  que  la  albardía  cae 
hacia  una  sola  de  las  propiedades; 

59 — Cuando  la  pared  divisoria,  construida  de  manipostería  pre¬ 
senta  piedras  llamadas  pasaderas,  que  de  distancia  en 
distancia  salen  de  la  superficie  sólo  por  un  lado  de  la  pared 
y  no  por  el  otro; 

69 — Cuando  la  pared  fuere  divisoria  entre  un  edificio  del  cual 
forma  parte,  y  un  jardín,  campo,  corral  o  sitio  sin  edificio; 

79 — Cuando  una  heredad  se  halle  cerrada  o  defendida  por  va¬ 
llados,  cercas  o  setos  vivos  y  las  contiguas  no  lo  estén;  y, 

89 — Cuando  la  cerca  que  encierra  completamente  una  heredad 
es  de  disltinta  especie  de  la  que  tiene  la  vecina  en  sus  lados 
contiguos  a  la  primera. 

ARTICULO  628. 

En  general  se  presume  que  en  los  casos  señalados  en  el  artículo 
anterior,  la  propiedad  de  las  paredes,  cercas,  vallados  o  setos,  per¬ 
tenece  exclusivamente  al  dueño  de  la  finca  o  heredad  que  tiene  a  su 
favor  estos  signos  exteriores. 
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ARTICULO  629. 


Las  zanjas  o  acequias  abiertas  entre  las  heredades  se  presu¬ 
men  también  medianeras,  si  no  hay  título  o  signo  que  demuestre 
lo  contrario. 

ARTICULO  630. 

Hay  signo  contrario  a  la  medianería  cuando  la  tierra  o  broza 
sacada  de  la  zanja  o  acequia  para  abrirla  o  limpiarla  se  halla  sólo 
de  un  lado;  en  este  caso  se  presume  que  la  propiedad  de  la  zanja  o 
acequia  es  exclusivamente  del  dueño  de  la  heredad  que  tiene  a  su 
favor  este  signo  exterior. 

ARTICULO  631. 

La  presunción  que  establece  el  anterior  artículo,  cesa  cuando 
la  inclinación  del  terreno  obliga  a  echar  la  tierra  de  un  solo  lado. 

ARTICULO  632. 

Los  dueños  de  los  predios  están  obligados  a  cuidar  de  que  no 
se  deterioren  la  pared,  cerca,  zanja  o  seto  medianeros;  y  si  por 
hecho  propio  o  de  alguno  de  sus  dependientes  o  animales  se  dete¬ 
rioraren,  deben  reponerlos,  pagando  los  daños  y  perjuicios  que  se 
hubieren  causado. 

ARTICULO  633. 

La  reparación  y  reconstrucción  de  las  paredes  medianeras  y  el 
mantenimiento  de  los  vallados,  cercas,  setos  vivos,  zanjas  o  ace¬ 
quias  también  medianeras,  se  costearán  proporcionalmente  por 
todbs  los  dueños  que  tengan  a  su  favor  esta  medianería. 

ARTICULO  634. 

El  propietario  de  un  edificio  que  se  apoya  en  una  pared  media¬ 
nera,  puede,  al  derribarlo,  renunciar  o  no  a  la  medianería. 

En  el  primer  caso  serán  de  su  cuenta  todos  los  gastos  necesa¬ 
rios  para  evitar  o  reparar  los  daños  que  cause  la  demolición. 

En  el  segundo,  además  de  esta  obligación,  queda  sujeto  a  las 
que  imponen  los  artículos  632  y  633. 

ARTICULO  635. 

El  propietario  de  una  finca  contigua  a  una  pared  divisoria  no 
medianera,  sólo  puede  darle  este  carácter  en  todo  o  en  parte,  por 
contrato  con  el  dueño  de  ella. 
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ARTICULO  636. 


Todo  propietario  puede  alzar  la  pared  medianera  haciéndolo 
a  sus  expensas  e  indemnizando  de  los  perjuicios  que  se  ocasionen 
por  la  obra,  aunque  sean  temporales. 

ARTICULO  637. 

El  derecho  de  adquirir  la  medianería  no  existe  cuando  el  dueño 
de  la  pared  ha  adquirido  servidumbre  de  no  impedir  la  luz  o  la 
vista.  En  tal  caso  sólo  podrá  usarse  el  derecho  concedido  por  el 
artículo  anterior,  hasta  la  altura  de  las  ventanas  o  balcones  de 
la  servidumbre. 

ARTICULO  638. 

Serán  igualmente  de  cuenta  del  dueño  de  la  pared,  todas  las 
obras  de  conservación,  en  la  parte  que  ésta  haya  aumentado  de 
altura  o  espesor  y  las  que  en  la  parte  medianera  sean  necesarias, 
siempre  que  el  deterioro  provenga  de  la  mayor  altura  o  espesor  que 
se  haya  dado  a  la  pared. 


ARTICULO  639. 

Si  la  pared  medianera  no  puede  resistir  la  mayor  elevación,  el 
propietario  que  quiera  levantarla  tendrá  la  obligación  de  recons¬ 
truirla  a  su  costo,  y,  si  fuere  necesario  darle  mayor  espesor,  deberá 
darlo  de  su  suelo. 

ARTICULO  640. 

En  los  casos  señalados  por  los  artículos  636,  637  y  639,  la  pared 
continuará  medianera  hasta  la  altura  en  que  lo  era  anteriormente, 
aun  cuando  haya  sido  construida  de  nuevo  a  expensas  de  uno  solo; 
y  desde  el  punto  donde  comenzó  la  mayor  altura,  es  propia  exclusi¬ 
vamente  del  que  la  construyó. 

ARTICULO  641. 

Los  demás  propietarios  que  no  hayan  contribuido  a  dar  más 
elevación  o  espesor  a  la  pared  medianera,  podrán  sin  embargo,  ad¬ 
quirir  en  la  parte  nuevamente  elevada  los  derechos  de  medianería, 
pagando  proporcionalmente  el  valor  de  la  obra  y  la  mitad  del  valor 
del  terreno  sobre  que  se  hubiere  dado  mayor  espesor. 

ARTICULO  642. 

Cada  propietario  de  una  pared  medianera,  podrá  usar  de  ella, 
en  proporción  al  derecho  que  tenga  en  la  mancomunidad;  podrá, 
por  tanto,  edificar  apoyando  su  obra  en  la  pared  medianera  o  intro¬ 
duciendo  vigas  hasta  la  mitad  de  su  espesor;  pero  sin  impedir  el 
respectivo  uso  común  de  los  demás  medianeros. 
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Para  usar  el  medianero  de  este  derecho,  ha  de  dar  aviso  previo 
a  los  demás  interesados  en  la  medianería  y  si  alguno  se  opusiere, 
se  fijarán  por  peritos  las  condiciones  necesarias  para  que  la  nueva 
obra  no  perjudique  los  derechos  de  aquéllos. 


ARTICULO  643. 

Cuando  los  diferentes  pisos  de  una  casa  pertenecieren  a  distin¬ 
tos  propietarios,  si  los  títulos  de  propiedad  no  fijan  los  términos 
en  que  deben  contribuir  a  las  obras  necesarias,  se  guardarán  las 
reglas  siguientes : 

V — Las  paredes  maestras,  el  tejado  o  azotea  y  las  demás  cosas 
de  uso  común,  estarán  a  cargo  de  todos  los  propietarios,  en 
proporción  al  valor  de  su  piso; 

2' — Cada  propietario  costeará  el  suelo  de  su  piso ; 

3’ — El  pavimento  del  portal,  puerta  de  entrada,  patio  común  y 
demás  obras  comunes  a  todos,  se  costearán  a  prorrata  por 
todos  los  propietarios;  y, 

4? — La  escalera  que  conduce  al  piso  primero,  se  costeará  a  pro¬ 
rrata  por  todos,  excepto  el  dueño  del  piso  bajo.  La  que 
desde  el  piso  primero  conduce  al  segundo,  se  costeará  entre 
todos,  excepito  por  los  dueños  de  las  de  los  pisos  bajo  y 
primero;  y  así  sucesivamente. 


ARTICULO  644. 

Los  árboles  que  crecen  en  el  seto  medianero  son  comunes,  y 
cada  uno  de  los  propietarios  tiene  derecho  a  pedir  que  sean  corta¬ 
dos,  probando  que  de  algún  modo  le  dañan. 

Los  árboles  que  se  hallan  en  la  línea  divisoria  entre  dos  propie¬ 
dades  se  reputan  comunes,  si  no  hay  título  o  prueba  en  contrario. 
Los  árboles  que  sirven  de  linderos  o  forman  parte  de  una  cerca, 
no  deben  cortarse  ni  substituirse,  sino  de  común  acuerdo. 


ARTICULO  645. 

Si  un  edificio  o  pared  amenazare  peligro,  podrá  el  propietario 
ser  obligado  a  su  demolición  o  a  ejecútar  las  obras  necesarias  para 
evitarlo. 

Si  no  cumpliere  el  propietario,  la  autoridad  podrá  hacerlo  de¬ 
moler  a  costa  de  aquél. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  algún  árbol  amenazare  caerse. 
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CAPITULO  VI 


\ 


DISTANCIA  QUE  SE  REQUIERE  PARA  CIERTAS 
CONSTRUCCIONES,  EXCAVACIONES 
Y  PLANTACIONES 

ARTICULO  646. 

Nadie  puede  edificar  ni  plantar  cerca  de  las  plazas  fuertes, 
fortalezas  y  edificios  públicos,  sino  sujetándose  a  las  condiciones 
exigidas  en  los  reglamentos  especiales. 

ARTICULO  647. 

Las  servidumbres  establecidas  por  utilidad  pública  o  comunal 
respecto  de  construcciones  o  plantaciones,  para  mantener  expedita 
la  navegación  de  los  ríos  y  la  construcción  o  reparación  de  las  vías 
públicas  y  para  las  demás  obras  comunales  de  esta  clase,  se  deter¬ 
minan  y  resuelven  por  leyes  y  reglamentos  especiales;  y  a  falta  de 
éstos,  por  las  reglas  establecidas  en  este  Código. 

ARTICULO  648. 

Nadie  puede  construir  a  menos  de  dos  metros  de  distancia  de 
una  pared  ajena  o  medianera,  aljibes,  pozos,  cloacas,  letrinas,  acue¬ 
ductos,  hornos,  fraguas,  chimeneas,  establos  ni  depósitos  de  agua 
ni  de  materias  corrosivas,  sin  construir  las  obras  de  resguardo 
necesarias,  y  con  sujeción  a  cuantas  condiciones  se  prevengan  en 
los  reglamentos  de  policía  y  de  sanidad. 

Dentro  de  poblado  se  prohibe :  depositar  materias  inflamables 
o  explosivas  e  instalar  máquinas  de  vapor  y  fábricas  destinadas  a 
usos  industriales  que  sean  peligrosos  o  nocivos,  de  conformidad 
con  los  reglamentos  mencionados  en  este  artículo. 

ARTICULO  649. 

Nadie  puede  plantar  árboles  cerca  de  una  heredad  ajena,  sino 
a  la  distancia  de  tres  metros  de  la  línea  divisoria,  si  la  plantación 
se  hace  de  árboles  grandes,  y  de  un  metro  si  la  plantación  es  de 
arbustos  o  árboles  pequeños. 

ARTICULO  650. 

Todo  propietario  podrá  pedir  que  se  arranquen  los  árboles  que 
existan  a  mayor  distancia  de  la  señalada  en  el  artículo  que  precede, 
si  por  la  extensión  de  sus  raíces  amenazaren  la  seguridad  de  las 
construcciones  vecinas. 
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ARTICULO  651. 


Si  las  ramas  de  los  árboles  se  extienden  sobre  alguna  heredad, 
jardines  o  patios  vecinos,  el  dueño  de  éstos  tendrá  derecho  de 
reclamar  que  se  corten  en  cuanto  se  extiendan  sobre  sus  pro¬ 
piedades. 

ARTICULO  652. 

No  se  puede  poner  contra  una  pared  medianera  que  divida  dos 
predios  de  distinto  dueño,  ninguna  acumulación  de  basura,  tierra, 
estiércol  u  otras  materias  que  puedan  dañar  la  salubridad  de  las 
personas  y  la  solidez  y  seguridad  de  los  edificios.  A  falta  de  regla¬ 
mentos  generales  o  locales,  se  ocurrirá  a  juicio  pericial. 


CAPITULO  VII 

SERVIDUMBRES  DE  LUCES  Y  VISTAS 

ARTICULO  653. 

Ningún  propietario  puede,  sin  consentimiento  del  otro,  abrir 
ventana  ni  hueco  alguno  en  pared  medianera. 

ARTICULO  654. 

El  dueño  de  una  pared  no  medianera,  contigua  a  finca  ajena, 
puede  abrir  en  ella  ventanas  o  huecos  para  recibir  las  luces  a  una 
altura  tal,  que  la  parte  inferior  de  la  ventana  diste  del  suelo  de  la 
vivienda  a  que  da  luz,  tres  metros  a  lo  menos,  y  en  todo  caso  con 
reja  de  hierro  remetida  en  la  pared  y  con  red  de  alambres  cuyas 
mallas  tengan  tres  centímetros  a  lo  más. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  este  artículo,  el  dueño  de  la 
finca  o  propiedad  contigua  a  la  pared  en  que  estuviesen  abiertas 
ventanas  o  huecos,  podrá  construir  pared  contigua  a  ella,  o  si  se 
adquiere  la  medianería,  apoyarse  en  la  misma  pared  medianera, 
aunque  de  uno  u  otro  modo  cubra  los  huecos  o  ventanas. 

ARTICULO  655. 

No  se  puede  tener  ventanas  para  asomarse  o  balcones  ni  otros 
semejantes  voladizos  sobre  la  propiedad  del  vecino,  prolongándolos 
más  allá  del  limite  que  separa  las  heredades. 

Tampoco  puede  tenerse  vistas  de  costado  u  oblicuas,  sobre  la 
misma  propiedad,  sí  no  hay  seis  decímetros  de  distancia.  ^ 

La  distancia  se  mide  desde  la  línea  de  separación  de  las  dos 
propiedades. 
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ARTICULO  656. 


No  puede  abrirse  ventanas  o  balcones  que  den  vista  a  las  habi¬ 
taciones,  patios  o  corrales  del  predio  vecino,  a  menos  que  medie  una 
distancia  de  tres  metros. 

La  distancia  se  medirá  entre  el  plano  vertical  de  la  línea  más 
saliente  de  la  ventana  o  balcón  y  el  plano  vertical  de  la  línea  divi¬ 
soria  de  los  dos  predios,  en  el  punto  en  que  dichas  líneas  se  estre¬ 
chan  más,  si  no  son  paralelas. 


CAPITULO  VIII 

SERVIDUMBRE  LEGAL  DE  DESAGÜE 

ARTICULO  657. 

El  propietario  de  un  edificio  está  obligado  a  construir  sus  teja¬ 
dos,  escapes  y  azoteas  de  tal  manera  que  las  aguas  no  caigan  sobre 
el  suelo  del  vecino. 

ARTICULO  658. 

Cuando  un  predio  rústico  o  urbano  se  encuentre  enclavado 
en  otro,  de  manera  que  no  tenga  comunicación  directa  con  algún 
camino,  canal  o  calle  pública,  estarán  obligados  los  dueños  de  los 
predios  circunvecinos  a  permitir  por  entre  éstos,  el  desagüe  del 
central.  Las  dimensiones  y  dirección  del  conducto  de  desagüe  se 
fijarán  por  el  Juez,  previo  informe  de  peritos  y  audiencia  de  los 
interesados,  observándose  en  cuanto  fuere  posible,  las  reglas  dadas 
para  la  servidumbre  de  paso. 


CAPITULO  IX 

SERVIDUMBRES  VOLUNTARIAS 

ARTICULO  659. 

Todo  propietario  de  un  predio  puede  establecer  en  él,  en  favor 
de  predio  ajeno,  cuantas  servidumbres  tenga  por  conveniente  y  en 
el  modo  y  forma  que  mejor  le  pareciere,  siempre  que  no  sean  con¬ 
trarias  al  orden  público  ni  en  perjuicio  de  tercero. 

El  ejercicio  y  extensión  de  las  servidumbres  se  regulan  por  los 
respectivos  títulos  y  a  falta  de  éstos  por  las  disposiciones  de  este 
párrafo. 

ARTICULO  660. 

Los  que  no  pueden  enajenar  sus  bienes  sino  con  ciertas  solem¬ 
nidades  o  condiciones,  no  pueden  sin  ellas,  imponer  servidumbres 
sobre  los  mismos.  Sin  embargo  para  constituirlas  en  testamento, 
basta  que  el  propietario  tenga  capacidad  legal  para  testar. 
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ARTICULO  661. 

Si  fueren  varios  los  propietarios  de  un  predio,  no  se  podrá 
imponer  servidumbre  sino  con  el  consentimiento  de  todos. 

ARTICULO  662. 

Si  fueren  varios  los  propietarios,  y  uno  solo  de  ellos  adquiere 
la  servidumbre  sobre  otro  predio  a  favor  del  común,  todos  los  pro¬ 
pietarios  podrán  aprovecharse  de  ella,  quedando  obligados  a  los 
gravámenes  y  a  los  pactos  con  que  se  haya  adquirido. 

ARTICULO  663. 

Los  que  sólo  tienen  dominio  resoluble,  como  el  que  ha  compra¬ 
do  con  pacto  de  reitroventa,  aquel  a  quien  se  ha  legado  un  fundo 
bajo  condición  no  realizada,  y  otros  semejantes,  pueden  constituir 
servidumbre;  pero  queda  sin  efecto,  desde  que  se  resuelve  el  dere¬ 
cho  del  constituyente. 

ARTICULO  664. 

El  dueño  de  un  fundo  hipotecado  puede  constituir  servidum¬ 
bre;  pero  si  por  tal  motivo  bajase  el  valor  de  aquél,  de  modo  que 
perjudique  al  acreedor,  tendrá  derecho  éste  para  hacer  que  se  venda 
el  fundo  libre  de  la  servidumbre. 

ARTICULO  665. 

Puede  adquirirse  la  servidumbre  en  favor  de  un  fundo  por  los 
poseedores  de  éste,  sean  de  buena  o  de  mala  fe;  y  pueden  igual¬ 
mente  adquirirla  los  que  no  gozan  de  la  libre  administración  de  sus 
bienes  y  los  administradores  de  bienes  ajenos  en  provecho  de  éstos. 


CAPITULO  X 

MODOS  DE  ADQUIRIR  LAS  SERVIDUMBRES 
VOLUNTARIAS 

ARTICULO  666. 

Las  servidumbres  continuas  y  aparentes  se  adquieren  por  cual¬ 
quier  título  legal,  inclusive  la  prescripción,  por  el  transcurso  de 
diez  años. 

ARTICULO  667. 

Las  servidumbres  continuas  no  aparentes,  y  las  discontinuas, 
sean  o  no  aparentes,  no  podrán  adquirirse  por  prescripción  sino  por 
otro  título  legal.  La  posesión,  aunque  sea  inmemorial,  no  basta  para 
establecerlas. 


267 


ARTICULO  668. 


Al  que  pretenda  tener  derecho  a  una  servidumbre,  toca  probar, 
aunque  esté  en  posesión  de  ella,  el  título  en  virtud  del  cual  la  goza. 


ARTICULO  669. 

La  falta  de  título  constitutivo  de  las  servidumbres  que  no  pue¬ 
den  adquirirse  por  prescripción,  únicamente  se  puede  suplir  por 
confesión  judicial  o  reconocimiento  hecho  en  escritura  pública  por 
el  dueño  del  predio  sirviente,  o  por  sentencia  firme  que  declare 
existir  la  servidumbre. 

ARTICULO  670. 

La  existencia  de  un  signo  aparente  de  servidumbre  entre  dos 
fincas,  establecido  o  conservado  por  el  propietario  de  ambas,  se 
considera  como  título  para  que  la  servidumbre  continúe  activa  y 
pasivamente,  cuando  las  fincas  pasan  a  propiedad  de  diferentes 
dueños,  a  no  ser  que,  al  tiempo  de  dividirse  la  propiedad,  se  exprese 
lo  contrario  en  el  título  de  enajenación  de  cualquiera  de  ellas. 

ARTICULO  671. 

Al  constituirse  una  servidumbre,  se  entienden  concedidos  todos 
los  medios  necesarios  para  su  uso;  y  extinguida  aquélla,  cesan 
también  estos  derechos  accesorios. 

ARTICULO  672. 

Lo  dispuesto  en  la  parte  final  del  artículo  anterior,  no  com¬ 
prende  aquellos  medios  que  se  han  obtenido  por  un  título  inde¬ 
pendiente  de  la  servidumbre. 


CAPITULO  XI 


DERECHOS  Y  OBLIGACIONES  QUE  AFECTAN  A  LOS 
PREDIOS  ENTRE  LOS  QUE  ESTE  CONSTITUIDA 
ALGUNA  SERVIDUMBRE  VOLUNTARIA 

ARTICULO  673. 

El  dueño  del  predio  dominante  debe  hacer  a  su  costa  las  obras 
que  fueren  necesarias  para  que  al  dueño  del  predio  sirviente  no  se 
cause  por  servidumbre,  más  gravamen  que  el  consiguiente  a  ella.  Si 
por  su  descuido  u  omisión  se  causare  daño,  estará  obligado  a  la 
indemniz  ación. 
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ARTICULO  674. 


El  dueño  del  predio  sirviente  no  podrá  menoscabar  de  modo 
alguno  la  servidumbre  constituida  sobre  aquél. 


ARTICULO  675. 

Si  el  lugar  primitivamente  destinado  para  el  uso  de  una  servi¬ 
dumbre  llegare  a  presentar  graves  inconvenientes  al  dueño  del 
predio  sirviente,  éste  podrá  ofrecer  otro  que  sea  cómodo  al  dueño 
del  predio  dominante,  quien  no  podrá  rehusarlo  si  no  se  perjudica. 


ARTICULO  676. 

El  cambio  de  sitio  para  el  ejercicio  de  una  servidumbre  puede 
también  admitirse  a  instancias  del  dueño  del  predio  dominante,  si 
éste  prueba  que  el  cambio  le  reporta  una  notoria  ventaja  y  no 
produce  daño  alguno  al  predio  sirviente. 


ARTICULO  677. 

El  dueño  del  predio  sirviente  puede  ejecutar  las  obras  que 
hagan  menos  gravosa  la  servidumbre,  si  de  ellas  no  resulta  per¬ 
juicio  alguno  al  predio  dominante. 


ARTICULO  678. 

Si  de  la  ejecución  de  dichas  obras  se  siguiere  algún  perjuicio 
al  predio  dominante,  el  dueño  del  sirviente  estará  obligado  a  resta¬ 
blecer  las  cosas  a  su  antiguo  estado,  y  a  indemnizar  los  daños  y 
perjuicios. 


ARTICULO  679. 

Si  el  dueño  del  predio  dominante  se  opone  a  las  obras  de  que 
trata  el  artículo  677,  la  controversia  se  resolverá  sumariamente. 


/ 


ARTICULO  680. 

Cualquiera  duda  sobre  el  uso  y  extensión  de  la  servidumbre, 
se  decidirá  en  el  sentido  menos  gravoso  para  el  predio  sirviente, 
sin  imposibilitar  ni  dificultar  el  uso  de  la  servidumbre. 
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CAPITULO  XII 


EXTINCION  DE  LAS  SERVIDUMBRES 

ARTICULO  681. 

Las  servidumbres  voluntarias  se  extinguen : 

l’ — Por  reunirse  en  una  misma  persona  la  propiedad  de  los 
predios  dominante  y  sirviente,  pero  si  el  acto  de  reunión  era 
resoluble  por  su  naturaleza  y  llega  el  caso,  renacen  todas 
las  servidumbres  como  estaban  antes  de  reunirse; 

2° — Por  el  no  uso  de  diez  años  contados  desde  que  se  haya 
ejecutado  un  acto  contrario  a  la  servidumbre,  cuando  ésta 
fuere  continua  y  aparente,  y  por  el  no  uso  de  diez  años 
contados  desde  que  ha  dejado  de  gozarse,  cuando  fuere 
discontinua  no  aparente. 

Si  la  servidumbre  sólo  se  ejerce  a  largos  intervalos, 
como  cada  cinco  o  diez  años,  prescribe  a  los  veinte  años; 

3" — Cuando  los  predios  llegaren  sin  culpa  del  dueño  del  sir- 
viente  a  tal  estado,  que  no  pueda  usarse  la  servidumbre. 
Si  en  lo  sucesivo  los  predios  vuelven  a  su  estado  anterior, 
de  manera  que  pueda  usarse  de  ella,  se  restablecerá,  a  no 
ser  que  hayan  transcurrido  diez  años,  o  que  desde  el  día 
que  pudo  volverse  a  usar,  haya  pasado  el  tiempo  suficiente 
para  la  prescripción; 

4" — Por  la  remisión  gratuita  u  onerosa  hecha  por  el  dueño  del 
predio  dominante;  y, 

5" — Cuando  constituida  en  virtud  de  un  derecho  revocable,  se 
vence  el  plazo,  se  cumple  la  condición  o  sobreviene  la  cir¬ 
cunstancia  qué  debe  poner  término  a  aquél. 

ARTICULO  682. 

Si  el  predio  dominante  pertenece  a  varios  dueños  pro  indiviso, 
el  uso  de  uno  de  ellos  aprovecha  a  los  demás  para  impedir  la  pres¬ 
cripción. 

ARTICULO  683. 

Si  entre  los  propietarios  hubiere  alguno  contra  quien  por  leyes 
especiales,  no  puede  correr  la  prescripción,  ésta  no  correrá  contra 
los  demás. 

ARTICULO  684. 

Las  servidumbres  legales  establecidas  por  utilidad  pública  o 
comunal,  se  pierden  por  el  no  uso  de  diez  años,  si  se  prueba  que 
durante  este  tiempo  se  ha  adquirido,  por  el  que  disfrutaba  aquéllas, 
otra  servidumbre  de  la  misma  naturaleza  por  distinto  lugar. 
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TITULO  VII 


HIPOTECA 

CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  685. 

La  hipoteca  es  un  gravamen  que  se  constituye  sobre  bienes 
inmuebles  para  garantizar  el  cumplimiento  de  una  obligación  y  su 
preferencia  en  el  pago. 

i  ARTICULO  686. 

La  hipoteca  afedta  directa  e  inmediatamente  los  bienes  sobre 
que  se  impone,  cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento  de 
la  obligación  para  cuya  seguridad  fué  constituida,  sin  que  el  deu¬ 
dor  del  inmueble  quede  obligado  personalmente,  ni  aun  por  pacto 
expreso. 


ARTICULO  687. 

La  hipoteca  es  indivisible  y  como  tal,  subsiste  íntegra  sobre 
todos  y  cada  uno  de  los  bienes  hipotecados  y  sobre  cada  una  de  sus 
partes. 

ARTICULO  688. 

Cuando  se  hipotequen  varias  fincas  a  la  vez  por  un  solo  crédito, 
todas  ¿lias  responderán  conjuntamente  de  su  pago.  Sin  embargo, 
los  interesados  podrán  asignar  a  cada  finca  la  cantidad  o  parte  de 
gravamen  que  debe  garantizar.  En  este  caso,  el  acreedor  no  podrá 
ejercer  su  derecho  en  perjuicio  de  tercero  sobre  las  fincas  hipote¬ 
cadas,  sino  por  la  cantidad  que  a  cada  una  de  ellas  se  le  hubiere 
asignado;  pero  podrá  ejercerlo  sobre  las  mismas  fincas,  no  me¬ 
diando  perjuicio  de  tercero,  por  la  cantidad  que  alguna  de  ellas  no 
hubiere  alcanzado  a  cubrir. 


ARTICULO  689. 

Si  la  parte  de  crédito  pagado  se  puede  aplicar  a  la  liberación 
de  una  u  otra  de  las  fincas  gravadas,  el  deudor  elegirá  la  que  debe 
quedar  libre. 


ARTICULO  690. 


Si  después  de  hipotecada  una  finca  se  dividiese  en  dos  o 
más,  no  se  distribuirá  entre  ellas  el  crédito  hipotecario,  sino  cuando 
voluntariamente  lo  acordaren  el  acreedor  y  el  deudor.  No  verifi¬ 
cándose  esta  distribución,  podrá  repetir  el  acreedor  por  la  totalidad 
de  la  suma  garantizada,  contra  cualquiera  de  las  nuevas  fincas  en 
que  se  haya  dividido  la  primera  o  contra  todas  a  la  vez. 

* 

ARTICULO  691. 

Sólo  puede  hipotecar  el  que  puede  enajenar,  y  únicamente  pue¬ 
den  ser  hipotecados  los  bienes  inmuebles  que  pueden  ser  enajena¬ 
dos.  Respecto  a  los  inmuebles  fronterizos,  rigen  las  disposiciones 
de  la  Constitución  de  la  República. 


ARTICULO  692. 

El  que  hipotecare  una  cosa  sobre  la  cual  tuviere  un  derecho 
eventual  limitado  o  sujeto  a  condiciones  suspensivas,  reseisorias  o 
resolutorias,  que  consten  en  el  Registro  de  la  Propjfdad,  se  enten¬ 
derá  que  lo  hace  con  las  condiciones  o  límites  a  que  está  sujeto  ese 
derecho,  aunque  así  no  se  expresare. 

ARTICULO  693. 

La  hipoteca  se  extiende  a  las  accesiones  naturales,  a  las  mejo¬ 
ras,  al  usufructo  si  éste  se  consolidare  con  la  propiedad  hipotecada, 
a  los  derechos  del  deudor  en  cuanto  a  los  excesos  de  la  superficie 
del  inmueble,  a  las  indemnizaciones  concedidas  o  debidas  al  propie¬ 
tario  por  daños  y  perjuicios,  por  los  seguros  de  los  bienes  hipote¬ 
cados  o  por  expropiación  por  utilidad  pública.  En  cuanto  a  las 
accesiones  de  productos,  frutos  y  rentas  no  quedarán  incluidos  en 
la  hipoteca  sino  los  no  percibidos  al  exigirse  el  cumplimierito  de  lí 
obligación. 

El  pago  de  las  indemnizaciones  no  será  válido  si  no  se  hiciere 
a  los  acreedores  hipotecarios,  según  el  orden  de  preferencia  que  les 
corresponda  legalmente. 

Si  el  plazo  para  el  pago  de  la  deuda  hipotecaria  no  estuviere 
vencido,  se  mandará  depositar  su  importe  por  el  Juez,  a  la  orden 
del  acreedor.  Si  éste  hiciere  uso  del  depósito,  sobre  su  importe  no 
correrán  intereses. 

ARTICULO  694. 

La  hipoteca  constituida  en  garantía  de  una  obligación  que  de¬ 
venga  interés,  no  responde  con  perjuicio  de  tercero,  más  que  de  las 
tres  anualidades  anteriores  a  la  demanda  y  de  las  que  corran  des¬ 
pués  de  ella. 


ARTICULO  695. 


Si  el  atraso  de  intereses  excediere  de  tres  años,  el  acreedor 
tendrá  derecho  a  exigir  que  la  hipoteca  constituida  se  haga  exten¬ 
siva  a  los  mismos  bienes  por  el  exceso  de  intereses,  y  si  se  opusiere 
el  deudor,  podrá  el  acreedor  solicitarlo  del  Juez  y  que  se  anote  su 
demanda;  pero  dicha  ampliación  no  perjudicará  a  tercero  que  antes 
de  ella  hubiere  inscrito  sus  derechos. 

ARTICULO  696. 

Si  la  finca  hipotecada  no  perteneciere  al  deudor,  no  podrá  el 
acreedor  exigir  que  se  constituya  sobre  ella  la  ampliación  de  la 
hipoteca,  a  no  ser  que  el  propietario  responda  mancomunada  y 
solidariamente  de  la  obligación. 

t 

ARTICULO  697. 

Si  la  finca  hipotecada  disminuyere  de  valor,  el  acreedor  podrá 
dar  por  vencido  el  plazo  de  la  obligación,  a  menos  que  el  deudor 
amplíe  sufiaientemente  la  garantía.  La  disminución  del  valor  de 
la  finca  hipotecada  y  la  suficiencia  de  la  garantía  las  calificará  el 
Juez.  Los  derechos  del  deudor  a  este  respecto  son  irrenunciables. 

ARTICULO  698. 

t 

La  acción  hipotecaria  prescribirá  a  los  diez  años,  contados  des¬ 
de  que  sea  exigible  la  obligación. 

ARTICULO  699. 

Podrán  hipofecarse,  con  las  restricciones  que  a  continuación 
se  expresan: 

It,  *  ■.  I 

1’ — Los  bienes  de  personas  ausentes  y  de  las  que  no  tienen  la 
libre  disposición  de  ellos,  sólo  en  los  casos  y  con  los  requi¬ 
sitos  que  prescribe  este  Código ; 

2° — El  edificio  construido  en  suelo  ajeno;  pero  si  se  hipotecare 
por  el  que  lo  construyó,  será  sin  perjuicio  del  derecho  del 
propietario  del  terreno ; 

S0 — Los  bienes  hipotecados,  aunque  lo  estén  con  el  pacto  de  no 
volverse  a  hipotecar;  pero,  en  tal  caso,  subsistirá  la  prela- 
ción  que  tuvieren  para  cobrar  sus  créditos  los  que  tengan 
inscritas  con  anterioridad  sus  respectivas  hipotecas ; 

4" — Los  ferrocarriles,  canales,  muelles  y  otras  obras  destinadas 
al  servicio  público,  con  las  condiciones  impuestas  por  su 
respectiva  concesión;  %  4 


5° — Los  bienes  litigiosos,  haciéndose  constar  esta  circunstancia 
en  la  escritura  constitutiva  de  la  hipoteca;  pero  ésta  que¬ 
dará  subordinada  a  las  resultas  del  juicio  cuya  demanda 
haya  sido  anotada  con  anterioridad; 
ó0 — El  predio  común,  siempre  que  en  escritura  pública  den  su 
consentimiento  todos  los  copropietarios;  pero  cada  uno  de 
ellos  puede  hipotecar  separadamente  su  respectivo  dere¬ 
cho  real  de  dominio ;  y, 

7o — Los  bienes  adquiridos  de  las  sociedades  cooperativas  por 
medio  de  cuotas  periódicas,  en  los  casos  que  lo  permitan 
las  leyes  de  su  institución. 


ARTICULO  700. 

No  podrán  ser  hipotecados: 

lp — Los  frutos  pendientes  y  las  cosas  que  se  reputen  inmuebles 
cuando  sobre  ellos  se  hubiere  constituido  prenda  agraria  y 
las  mismas  cosas  y  frutos  por  separado  del  predio  a  que 
pertenecen ; 

2Í’ — El  asilo  de  familia;  y, 

351 — Los  bienes  adquiridos  por  herencia  o  donación,  cuando  el 
causante  o  donante  haya  puesto  dicha  condición  por  tiempo 
limitado,  que  no  podrá  exceder  del  señalado  en  el  artícu¬ 
lo  895. 

ARTICULO  701. 

La  hipoteca,  sea  legal  o  voluntaria,  debe  ser  expresa  y  consti¬ 
tuirse  en  escritura  pública  por  el  dueño  de  un  inmueble  para  garan¬ 
tizar  obligación  propia  o  ajena.  La  aceptación  puede  ser^poste- 
rior,  expresa  o  tácita. 

ARTICULO  702. 

La  persona  a  cuyo  favor  establece  la  ley  hipoteca  legal,  no 
tendrá  otro  derecho  que  el  de  exigir  la  constitución  de  una  hipoteca 
especial  sobre  cualesquiera  bienes  inmuebles  o  derechos  reales  de 
dominio  de  que  pueda  disponer  el  obligado  a  prestarla. 

ARTICULO  703. 

Podrá  exigirse  la  constitución  de  la  hipoteca  legal  en  cualquier 
tiempo,  aunque  haya  cesado  el  acto  o  cargo  que  le  diere  funda¬ 
mento,  siempre  que  estén  pendientes  las  responsabilidades  que 
debieron  asegurarse. 

ARTICULO  704. 

La  hipoteca  legal  una  vez  registrada,  surte  los  mismos  efectos 
que  la  voluntaria,  sin  más  excepciones  que  las  que  determinen 
las  leyes. 
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ARTICULO  705. 


Si  para  la  constitución  de  alguna  hipoteca  legal,  se  ofrecieren 
diferentes  bienes  y  no  convinieren  los  interesados  en  la  parte  de 
responsabilidad  que  haya  de  pesar  sobre  cada  uno,  decidirá  la 
autoridad,  previo  dictamen  de  peritos  que  nombrará  de  oficio. 

ARTICULO  706. 

En  cualquier  tiempo  en  que  llegaren  a  ser  insuficientes  los 
bienes  sobre  los  cuales  se  haya  constituido  hipoteca  legal,  podrá 
pedirse  la  ampliación  de  ésta ;  pero  sin  perjuicio  de  tercero  que 
tuviere  derecho  inscrito  en  tales  bienes,  antes  de  verificada  la  am¬ 
pliación.  El  deudor  quedará  siempre  obligado  al  saldo  insoluto. 

ARTICULO  707. 

El  instrumento  en  que  se  constituye  la  hipoteca,  además  de 
todos  los  requisitos  legales  de  los  contratos,  contendrá  la  identifi¬ 
cación  del  inmueble  hipotecado,  citándose  el  número,  el  folio  y  libro 
de  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  y  la  declaración 
expresa  del  dueño  del  inmueble,  del  orden  de  preferencia,  que 
corresponda  a  la  hipoteca. 


CAPITULO  II 

EFECTOS  DE  LA  HIPOTECA 

ARTICULO  708. 

La  hipoteca  produce  efectos  entre  las  partes  contratantes  desde 
su  constitución  y  en  cuanto  a  terceros  desde  el  momento  en  que  la 
escritura  respectiva  se  entrega  al  Registro  de  la  Propiedad  para 
ser  inscrita. 

ARTICULO  709. 

Constituida  hipoteca  por  un  crédito  abierto  con  limitación  de 
cantidad,  garantirá  las  sumas  parciales,  entregadas  a  cuenta  en 
cualquier  tiempo,  siempre  que  no  excedan  de  la  suma  prefijada. 

Si  la  hipoteca  garantiza  un  crédito  en  cuenta  corriente,  sólo 
responderá  por  el  saldo  de  la  cuenta  el  día  del  plazo  fijado  para 
el  corte  y  los  intereses  que  devengue  hasta  el  efectivo  pago. 

ARTICULO  710. 

Las  prórrogas  que  se  convengan  de  créditos  hipotecarios,  deben 
ser  por  plazo  determinado,  se  harán  constar  también  por  escritura 
0  pública  y  sólo  perjudicarán  a  tercero,  desde  que  ésta  sea  entregada 
en  el  Registro  de  la  Propiedad,  no  afectando  los  derechos  inscritos 
con  anterioridad. 
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ARTICULO  711. 

J 


Si  los  bienes  se  remataren  po/  ejecución  del  primer  acreedor 
hipotecario,  pasaráJfal  rematario/de  las  hipotecas  que  sobre  ellís 
pesen,  las  que  el  Juez,  de  oficio,  mandará  cancelar,  en  el  Registro  de 
la  Propiedad.  En  este  caso,  si  pagado  el  ejecutante,  sobrare  algo 
del  precio  en  que  fincó  el  remate,  serán  pagados  los  demás  acreedo¬ 
res  por  su  orden  de  preferencia,hasta  donde  alcance  dicho  sobran¬ 
te.  Si  estos  acreedores  no  se  hubieren  presentado,  se  depositará 
judicialmente  lo  que  les  corresponda,  haciéndoseles  saber. 


ARTICULO  712. 


Si  la  subasta  se  verificare  por  ejecución  de  un  acreedor  hipo¬ 
tecario  de  grado  inferior  al  primero,  el  rematario  recibirá  la  finca 
con  los  gravámenes  anterioresyda  -condición  no  cumplida  o  de  plazo 
vencido ;  pero — si-  los — eré  ditos — anteriores — y-,  .nvíriihl»-^ — ert 
rematar.1.0— recibirá  el  inmueble  libre  de  gravámenes  y  el  precio  se 

distnhmrá  entre-tos  acreedores,  rr*gi'm—rf  ■vrhn  de  filis  respi  i  li  i  irr 
■créditos-r- 


ARTICULO  713. 


Los  acreedores  hipotecarios  por  su  orden  tendrán  derecho  pre¬ 
ferente  en  todo  caso,  para  que  la  finca  se  les  adjudique  por  el 
precio  en  que  hubiere  sido  rematada. 


ARTICULO  714. 


Cuando  se  subasten  bienes  hipotecados  por  ejecución  de  un 
acreedor  hipotecario,  caducarán  por  el  hecho  de  la  subasta,  los 
contratos  de  anticresis,  arrendamiento,  servidumbre,  uso,  usufruc¬ 
to  y  habitación,  si  tales  contratos  se  hubieren  celebrado  con  poste¬ 
rioridad  a  la  inscripción  de  la  garantía  hipotecaria  o  sin  el  consen¬ 
timiento  expreso  del  acreedor  hipotecario.  En  consecuencia,  apro¬ 
bado  el  remate,  se  mandarán  cancelar  las  inscripciones  respectivas 
y  se  cancelarán  también  las  anotaciones  y  embargos  posteriores  a 
la  inscripción  de  la  hipoteca. 


ARTICULO  715. 


Mientras  no  se  haya  otorgada  ln-  nnrriiiira  do  prctptf- 

d*d,  puede  el  deudor  salvar  sus  bienes  de  la  venta  pagando  íntegra¬ 
mente  al  acreedor  el  monto  de  la  liquidación  aprobada  por  el  Juez,— 
•más-  los  impuostoc  y  contribuciones  que  hubiere-  pagado  el  -fo» 

m  altane . 


CAPITULO  III 


i 


EXTINCION  DE  LA  HIPOTECA 

ARTICULO  716. 

La  hipoteca  se  extingue  con  la  obligación  principal  y  por  todos 
los  medios  por  que  se  extinguen  las  demás  obligaciones. 

Se  extingue  también : 

U — Por  la  resolución  del  derecho  del  constituyente  en  los  casos 
en  que,  conforme  a  la  ley,  las  acciones  resolutorias  perju¬ 
dican  a  tercero ; 

2’’ — Por  la  venta  judicial,  en  los  casos  en  que  el  comprador  deba 
recibir  la  finca. libre  de  gravámenes;  y, 

3’ — Cuando  se  expropie  el  inmueble  por  causa  de  utilidad  y 
necesidad  públicas,  debiendo  en  este  caso  quedar  afecto  a 
la  obligación  el  valor  que  se  recibiere  en  pago. 

ARTICULO  717. 

Si  el  inmueble  hipotecado  tuviere  edificios  y  éstos  se  destru¬ 
yeren,  la  hipoteca  subsiste  sobre  el  suelo,  sobre  los  materiales  y 
sobre  las  construcciones  y  reconstrucciones  que  se  hicieren. 


CAPITULO  IV 

CEDULAS  HIPOTECARIAS 

ARTICULO  718. 

Puede  constituirse  hipoteca  para  garantizar  un  crédito  repre¬ 
sentado  por  cédulas,  sin  que  sea  necesario  que  haya  acreedor,  sién¬ 
dole  aplicables  las  disposiciones  de  la  hipoteca  común,  con  las 
modificaciones  que  contiene  este  Capítulo. 

ARTICULO  719. 

Sólo  podrá  constituirse  hipoteca  de  cédulas  sobre  inmuebles 
que  en  el  Registro  de  la  Propiedad  aparezcan  inscritos  como  una 
sola  finca,  y  que  no  estén  gravados  con  hipoteca  común  anterior. 
La  hipoteca  de  cédulas  no  impide  la  constitución  de  otras  hipotecas 
de  la  misma  clase  para  emitir  cédulas  de  segundo  o  ulterior  orden, 
pero  queda  prohibida  la  constitución  posterior  de  hipotecas  comu¬ 
nes.  No  se  admitirán  en  garantía  las  propiedades  que  estén  pro 
indiviso,  ni  aquellas  en  que  la  nuda  propiedad  y  el  usufructo  corres¬ 
pondan  a  diversas  personas,  a  menos  que  consientan  expresamente 
en  el  gravamen  todos  los  copropietarios  y  en  su  caso,  el  usufruc- 
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tuario.  Igual  requisito  es  indispensable  respecto  de  todos  los  inte¬ 
resados  en  los  demás  casos  en  que  el  derecho  de  propiedad  esté  des¬ 
membrado  en  favor  de  distintas  personas. 

ARTICULO  720. 

Toda  hipoteca  de  cédulas  se  hará  constar  en  escritura  pública 
que  deberá  contener  los  siguientes  requisitos : 

l9 — El  valor  total  del  crédito  que  garantiza  la  hipoteca  y  el 
monto  de  cada  serie,  si  se  emitieren  varias; 

29 — El  valor  y  numeración  que  correspondan  a  las  cédulas  de 
cada  serie ; 

39 — El  tipo  de  interés,  el  tiempo  y  el  lugar  del  pago; 

4" — La  moneda  en  que  se  hace  la  emisión  y  la  especie  en  que 
las  cédulas  serán  redimidas; 

59 — El  plazo  para  redención  del  capital  adeudado  o  los  plazos 
sucesivos  en  el  caso  de  hacer  amortización  gradual ; 
ó9 — Designación  de  la  finca  hipotecada,  su  ubicación  municipal 
y  departamental,  su  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propie¬ 
dad,  la  naturaleza  de  sus  productos  y  frutos; 

79 — El  valor  del  inmueble  consignado  en  la  matrícula  de  bienes 
afectos  a  la  contribución  del  tres  por  millar ; 

89 — La  designación  del  fideicomisario,  en  caso  de  que  fuere 
necesario  tal  nombramiento.  Se  entiende  por  fideicomisa¬ 
rio  para  este  efecto,  la  persona  intermediaria  entre  acree¬ 
dores  y  deudores; 

99 — El  nombre  de  la  persona  natural  o  jurídica  encargada  de 
hacer  el  servicio  de  la  deuda;  pago  de  intereses,  comisiones 
y  amortizaciones ; 

10.  — El  nombre  de  la  persona  o  personas  a  cuyo  favor  se  hace 

la  emisión,  en  caso  de  que  no  lo  fuere  al  portador  o  a  favor 
del  propio  otorgante; 

11.  — La  especificación  de  las  ediciones  anteriores,  si  las  hu¬ 

biere;  y, 

12.  — El  oyden  de  preferencia  para  su  pago,  si  la  emisión  se  divi¬ 

diere  en  series. 


ARTICULO  721. 

Presentado  al  Registro  respectivo  el  testimonio  de  la  escritura 
constitutiva  del  crédito  hipotecario  y  hecha  la  inscripción,  se  emiti¬ 
rán  las  cédulas. 

ARTICULO  722. 

Cada  cédula  será  del  valor  de  cien  quetzales  o  de  cien  unidades 
de  moneda  extranjera  o  de  valor  de  cualquier  múltiplo  de  ciento. 
Estará  redactada  en  castellano,  en  una  hoja  impresa  y  debidamente 
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sellada  con  el  sello  del  Registro  de  la  Propiedad.  Contendrá  la 
especificación  expresada  en  el  artículo  720  e  irá  firmada  por  el  Re¬ 
gistrador  de  la  Propiedad  y  por  el  propietario  del  inmueble. 

Si  hubiere  fideicomisario,  será  legalizada  por  éste,  y  en  caso  de 
no  haberlo,  por  la  persona  encargada  del  servicio  de  la  deuda. 

La  cédula  expresará  el  número  de  cupones  y  su  respectivo 
vencimiento. 

ARTICULO  723. 

Los  cupones  deberán  ser  firmados,  por  el  otorgante  de  la  hipo¬ 
teca  y  sellados  con  el  sello  del  Registro  de  la  Propiedad.  Se  expre¬ 
sará  en  ellos  la  fecha  de  su  pago,  su  valor  y  especie  en  que  se  paga, 
y  número  y  serie  de  la  cédula;  tendrán  la  misma  fuerza  probatoria 
que  el  testimonio  de  una  escritura  pública;  podrán  contener  traduc¬ 
ción  a  uno  o  más  idiomas  extranjeros  y  no  causarán  impuesto  de 
papel  sellado  y  timbres. 


ARTICULO  724. 

Las  cédulas  y  los  cupones  vencidos  son  títulos  que  aparejan 
ejecución,  sin  necesidad  de  trámite  alguno,  y  pueden  traspasarse 
por  la  simple  tradición,  si  fueren  al  portador,  y  por  endoso  nomina¬ 
tivo  o  en  blanco,  si  fueren  emitidos  a  favor  de  persona  determina¬ 
da;  y  el  adquiriente  puede  también,  aun  sin  llenar  ese  endoso  ni 
poner  uno  nuevo,  traspasarlo  a  cualquiera  otra  persona.  El  endoso 
no  constituye  responsabilidad  del  endosante  y  se  reputará  autén¬ 
tico  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 


ARTICULO  725. 

No  es  necesario  que  haya  acreedor  determinado  al  constituirse 
la  hipoteca  de  cédulas.  Puede  emitirse  cédulas  en  favor  del  mismo 
dueño  del  inmueble  hipotecado  quien,  de  igual  manera  que  cuales¬ 
quiera  otras  personas,  puede  negociarlas  aun  después  de  vencidas. 

I 

ARTICULO  726. 

Es  base  constitutiva  de  la  hipoteca  de  cédulas  la  seguridad 
absoluta  en  que  debe  estar  el  acreedor  hipotecario  de  que  por  nin¬ 
gún  motivo  dejará  de  pagarse,  salvo  que  se  destruya  la  cosa  hipote¬ 
cada  o  de  que  por  casos  fortuitos,  fuerza  mayor  u  otro  motivo,  se 
desmejore  la  garantía  y  llegue  a  ser  insuficiente  para  el  reintegro 
del  capital  prestado. 

ARTICULO  727. 

En  caso  de  que  la  finca  hipotecada  desmejore  de  valor  y  se 
tema  fundadamente  que  pueda  llegar  a  no  cubrir  las  responsa¬ 
bilidades  hipotecarias,  los  tenedores  de  cédulas  que  representen  por 
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lo  menos  el  25%  de  las  no  pagadas,  pueden  pedir  la  venta  del  in¬ 
mueble,  aunque  el  plazo  no  esté  vencido,  y  con  el  precio  que  se 
obtuviere,  se  hará  el  pago  de  lo  adeudado,  con  el  descuento  al  tipo 
de  plaza,  por  los  pagos  adelantados. 

ARTICULO  728. 

Si  el  poseedor  de  la  finca  hipotecada  no  la  cuidare  y  atendiere 
como  es  debido,  dentro  de  una  prudente  administración,  los  tene¬ 
dores  del  25%  de  las  cédulas  no  redimidas,  podrán  pedir  al  Juez  que 
se  ponga  la  finca  en  intervención,  nombrándose  persona  idónea  a 
propuesta  de  los  demandantes.  Si  el  poseedor  se  opusiere,  se  proce¬ 
derá  a  la  venta  del  inmueble,  salvo  que  fuere  reforzada  la  garantía. 


ARTICULO  729. 

Cuando  la  venta  o  la  intervención  a  que  se  refieren  los  artícu¬ 
los  anteriores  se  haya  solicitado  por  dueños  de  cédulas  de  una  hipo¬ 
teca  inferior  en  grado,  las  providencias  y  resoluciones  que  se  dicten 
no  perjudicarán  el  derecho  de  la  acreeduría  preferente,  para  hacer 
depositar  cualquier  precio  de  la  venta  o  para  designar  el  interventor 
a  satisfacción  suya. 

ARTICULO  730. 

Cuando  el  precio  del  remate  no  alcance  a  cubrir  la  totalidad 
de  la  primera  hipoteca,  se  repartirá  a  prorrata  entre  las  cédulas 
correspondientes  a  tal  hipoteca. 


ARTICULO  731. 


La  hipoteca  de  cédulas  se  cancelará  por  tres  medios:  por  escri¬ 
tura  pública,  por  su  devolución  en  el  Registro  o  por  sentencia  firme. 

En  caso  de  extravío  o  destrucción  de  cédulas,  será  depositado 
su  valor  en  un  Banco,  como  se  establece  en  el  artículo  733. 

ARTICULO  732. 

Si  el  crédito  no  devengare  intereses,  el  poseedor  de  la  finca  gra¬ 
vada  puede,  en  cualquier  tiempo  antes  del  plazo,  pedir  la  cancela¬ 
ción  de  la  hipoteca  consignando  el  valor  íntegro  de  ésta. 

ARTICULO  733. 

Si  hubiere  cupones  de  intereses  no  presentados  para  su  cobro 
dentro  de  los  seis  meses  siguientes  a  su  vencimiento,  puede  el  inte¬ 
resado  hacer  depositar  el  importe  de  tales  cupones  en  un  Banco  a 
la  orden  del  portador  de  ellos  y  la  constancia  del  depósito  suplirá 
la  presentación  del  cupón,  para  el  efecto  de  la  cancelación  de  la 
hipoteca. 
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ARTICULO  734. 


En  caso  de  que  la  acción  judicial  tenga  por  objeto  el  pago  de 
los  intereses,  comisiones  o  amortizaciones  debidas,  puede  el  ejecu¬ 
tante  pedir  lá  inmediata  intervención  del  inmueble  hipotecado, 
cuando  éste  produzca  frutos  o  rentas,  para  hacerse  pago  de  las 
obligaciones  vencidas,  con  aquellos  frutos  o  rentas,  cesando  en  se¬ 
guida  la  intervención. 

ARTICULO  735. 

Mientras  no  sea  íntegramente  pagado  el  capital  garantizado 
con  la  hipoteca  de  cédulas,  sus  intereses,  comisiones  y  gastos  de 
cobranza,  no  será  cancelado  el  gravamen  constituido  y  registrado. 
Dicho  gravamen  seguirá  al  inmueble  como  parte  integrante  de  su 
condición  jurídica,  cualquiera  que  sea  el  poseedor  o  serie  de  posee¬ 
dores  que  hubiere  precedido  al  actual,  salvo  que  por  no  haber  habi¬ 
do  quién  diera  en  remate  público  más  precio  por  el  inmueble,  se 
hubiera  prorrateado  dicho  precio  entre  las  cédulas  pendientes  de 
redención. 

TITULO  VIII 

PRENDA 


CAPITULO  I 

.  L 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  736. 

La  prenda  es  un  gravamen  que  se  constituye  sobre  bienes  mue¬ 
bles,  para  garantizar  el  cumplimiento  de  una  obligación  y  su  prefe¬ 
rencia  en  el  pago. 

ARTICULO  737. 

La  prenda  afecta  directamente  los  bienes  sobre  que  se  impone, 
cualquiera  que  sea  su  poseedor,  al  cumplimiento  de  la  obligación 
para  cuya  seguridad  fué  constituida,  sin  que  el  dueño  del  bien  pig¬ 
norado  quede  obligado  personalmente. 

ARTICULO  738. 

El  contrato  de  prenda  debe  hacerse  constar  en  escritura  públi¬ 
ca  o  documento  privado,  en  que  se  designe  el  importe  del  crédito  y 
la  especie  y  naturaleza  de  los  objetos  dados  en  prenda,  su  calidad, 
peso  y  medida,  si  estas  condiciones  fueren  necesarias  para  deter¬ 
minar  la  identidad  de  la  cosa.  No  es  necesaria  la  aceptación  expre¬ 
sa  de  aquel  a  cuyo  favor  se  constituye  la  prenda. 
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ARTICULO  739. 


La  prenda  se  caracteriza  por  la  entrega  efectiva  y  manteni¬ 
miento  de  la  cosa  pignorada  en  poder  del  acreedor  o  de  la  persona 
que  debe  guardarla.  El  depositario  de  la  prenda,  no-Siendo  el  acree¬ 
dor,  deberá  ser  un  tercero  que  nombren  las  partes,  salvo  la  prenda 
agraria  en  que  el  depósito  puede  tenerlo  el  propio  deudor. 

ARTICULO  740. 

La  prenda  de  crédito  se  hará  entregando  el  título  al  acreedor 
pignoraticio;  pero  no  surtirá  efecto  contra  el  deudor  de  la  obliga¬ 
ción  dada  en  garantía,  sino  desde  que  se  le  haga  saber  en  forma 
auténtica.  La  prenda  de  crédito  hipotecario  deberá,  además  de  la 
notificación,  inscribirse  en  el  Registro  de  la  Propiedad. 

ARTICULO  741. 

»  La  prenda  de  los  títulos  nominativos  se  constituirá  por  medio 
de  endoso  al  celebrarse  el  contrato  que  es  objeto  de  la  garantía  y 
el  deudor  recibirá  un  resguardo  con  el  fin  de  hacer  constar  el  objeto 
del  endoso.  En  este  caso,  el  deudor  dará  aviso  de  la  pignoración  a 
la  institución  emisora  para  que  no  se  haga  ningún  traspaso  de  los 
títulos  pignorados,  mientras  estén  afectos  a  la  obligación  que  ga¬ 
ranticen. 

ARTICULO  742. 

La  prenda  de  títulos  al  portador  se  hace  por  la  mera  tradición 
de  éstos,  describiéndolos  en  el  contrato  respectivo,  y  el  deudor  reci¬ 
birá  un  resguardo  para  su  propia  garantía. 

ARTICULO  743. 

La  prenda  de  los  títulos  que  emiten  los  almacenes  de  depósito, 
se  rige  por  la  Ley  de  Instituciones  de  Crédito. 

ARTICULO  744. 

La  persona  a  quien  se  entregue  la  prenda  tiene  todas  las  obli¬ 
gaciones  y  derechos  de  los  depositarios. 

ARTICULO  745. 

Siempre  que  la  prenda  fuere  un  crédito,  el  tenedor  estará  obli¬ 
gado  a  hacer  todo  lo  que  sea  necesario  para  que  no  se  altere  ni 
menoscabe  el  derecho  que  aquél  representa  y  deberá  cobrarlo  judi¬ 
cial  o  extrajudiciálmente.  Las  cantidades  que  haga  efectivas,  las 
aplicará  a  la  amortización  de  intereses  y  de  capital,  si  fuere  el  caso, 
salvo  lo  que  las  partes  convengan  en  el  contrato. 
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ARTICULO  746. 

Cuando  la  garantía  consista  en  facturas  por  cobrar,  el  deposi¬ 
tario  de  la  prenda  hará  el  cobro,  retendrá  su  valor  en  depósito  y  lo 
hará  saber  a  los  interesados.  Si  consistiere  en  facturas  de  merca¬ 
dería  por  recibir,  tomará  la  mercadería  y  la  conservará  en  prenda, 
dando  también  aviso  a  los  interesados. 

ARTICULO  747. 

Cuando  los  efectos  dados  en  garantía,  fueren  granos  o  artículos 
que  corran  peligro  de  deterioro  o  pérdida  y  ésto  sea  de  temerse,  el 
depositario  dará  aviso  inmediatamente  a  los  interesados  para  que 
la  prenda  sea  vendida;  o  si  no  se  pusieren  de  acuerdo,  gestionará 
la  venta  ante  el  Juez  que  corresponda. 

ARTICULO  748. 

Si  la  cosa  dada  en  prenda  no  pertenece  al  deudor  sino  a  un 
tercero  que  no  ha  consentido  en  el  empeño,  la  prenda  no  subsiste 
y  el  acreedor  podrá  exigir  que  se  entregue  otra  prenda  o  garantía 
de  igual  valor,  o  se  le  pague  inmediatamente  su  crédito  como  de 
plazo  vencido. 

Si  hubiere  habido  mala  fe  de  parte  del  acreedor,  éste  no  tendrá 
los  derechos  a  que  se  refiere  el  presente  artículo.  Si  quien  aceptó 
la  garantía  prendaria  la  hubiere  obtenido  de  persona  que  negocie 
en  cosas  análogas  o  de  quien  la  hubiere  comprado  en  feria  o  en 
venta  pública,  el  tercero  que  la  reclame  no  podrá  exigir  del  acree¬ 
dor  prendario  la  restitución,  sin  reembolsar  a  éste  su  crédito  e 
intereses. 

ARTICULO  749. 

El  dueño  conserva  el  dominio  de  la  cosa  dada  en  prenda,  pero 
no  puede  empeñarla  a  otra  persona  mientras  no  se  le  devuelva  libre 
de  responsabilidades. 

ARTICULO  750. 

La  prenda  que  estuviere  gravada  con  una  deuda  anterior,  sólo 
servirá  de  garantía  para  las  deudas  posteriores  entre  el  mismo  deu¬ 
dor  y  el  mismo  acreedor,  cuando  así  se  hubiere  estipulado. 

ARTICULO  751. 

El  deudor  está  obligado  al  saneamiento  de  la  cosa  dada  en 
prenda. 
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ARTICULO  752. 


i 


El  deudor  no  podrá  redamar  la  restitución  de  la  prenda  en 
todo  o  en  parte,  mientras  no  haya  pagado  la  totalidad  de  la  deuda  y 
las  expensas  d$_la  conservación  de  la  prenda. 

ARTICULO  753. 

No  usará  el  acreedor  de  la  cosa  dada  en  prenda  sin  el  consen¬ 
timiento  del  dueño,  ni  un  tercero  depositario  de  la  misma,  sin  el 
consentimiento  del  deudor  y  del  acreedor. 

ARTICULO  754. 

Si  el  acreedor  abusare  de  la  prenda,  el  deudor  tendrá  derecho 
de  hacerla  depositar  en  otra  persona. 

ARTICULO  755. 

El  acreedor  y  el  depositario  que  abusaren  de  la  prenda,  son 
responsables  de  su  pérdida  o  deterioro. 

ARTICULO  756. 

El  acreedor  no  puede  empeñar  la  prenda  que  se  le  hubiere  dado 
en  garantía  de  su  crédito,  pero  sí  puede  negociar  éste  con  noticia 
previa  del  deudor. 

'  ARTICULO  757. 

El  acreedor  está  obligado  a  devolver  la  prenda  en  el  acto  de 
estar  pagados  íntegramente  la  deuda,  sus  intereses  y  los  gastos  de 
conservación  de  la  cosa,  si  se  han  estipulado  los  primeros  y  hecho 
los  segundos. 

ARTICULO  758. 

Los  frutos  de  la  cosa  empeñada  pertenecen  al  dueño  de  ella; 
pero  si  por  convenio  los  percibe  el  acreedor,  su  importe  se  aplicará, 
primero  a  los  gastos,  después  a  los  intereses  y  el  sobrante  al  capital. 


ARTICULO  759. 

Si  se  perdiere  o  destruyere  la  prenda,  será  pagada  por  el  de¬ 
positario,  quien  sólo  podrá  eximirse  de  esta  obligación,  probando 
que  no  se  perdió  ni  se  destruyó  por  su  culpa. 
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ARTICULO  760. 


■ 


Cuando  la  pérdida  fuere  por  accidente  o  caso  fortuito  acaecido 
después  de  pagado  el  crédito  o  de  cumplida  la  obligación  principal, 
el  depositario  pagará  el  valor  de  la  prenda,  si  no  tuvo  justa  causa 
para  demorar  su  devolución. 

Tiene  igual  responsabilidad  el  acreedor  que,  sin  causa  legal, 
no  quiso  admitir  anteriormente  el  pago  de  su  crédito. 


ARTICULO  761. 

Es  nulo  todo  pacto  que  autorice  el  acreedor  para  apropiarse  la 
prenda  o  para  disponer  de  ella  por  sí  mismo,  en  caso  de  falta  de 
pago;  pero  puede  estipularse  que,  sin  necesidad  de  procedimientos 
judiciales,  se  venda  en  pública  subasta  ante  un  notario  o  por  un 
corredor  o  martiliero  jurado. 

ARTICULO  762. 

Mientras  no  se  ha  consumado  la  venta  o  la  adjudicación,  podrá 
el  deudor  pagar  el  crédito  y  sus  intereses,  así  como  los  gastos  de 
conservación  y  remate. 

ARTICULO  763. 

La  prenda,  en  lo  que  sea  aplicable,  se  extingue  como  la  hipoteca. 

ARTICULO  764. 

Respecte  de  los  montes  de  piedad  y  demás  establecimientos 
autorizados  para  prestar  sobre  prendas,  se  observarán  las  leyes  y 
reglamentos  que  les  conciernen  y  subsidiariamente  las  disposiciones 
de  este  capítulo. 


CAPITULO  II 

MODALIDADES  DE  LA  PRENDA 

ARTICULO  765. 

La  prenda  agraria,  ganadera  o  industrial  se  constituye  para 
garantía  de  préstamo  de  dinero,  con  arreglo  a  las  disposiciones  de 
los  artículos  siguientes  y  a  las  de  la  prenda  en  general. 

ARTICULO  766. 

Pueden  darse  al  acreedor  en  prenda  agraria,  ganadera  o  indus¬ 
trial,  los  bienes  siguientes : 
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l9 — Las  máquinas,  aperos  o  instrumentos  de  labranza  usados 
en  la  agricultura,  en  el  corte  y  explotación  de  maderas  o  de 
minas  o  canteras,  o  en  fábricas  o  industrias  de  cualquier 


naturaleza-;-  j 

2° — Los  animales,  de  cualquier  especie  y  sus  productos,  el  gana¬ 
do  de  partida,  así  como  las  cosas  muebles  destinadas  a  la 
explotación  rural 

39 — Los  frutos  de  cualquier  naturaleza,  -sean  pendientes,  -sean- 
-en  pie- o  después  de  separados  de  la  planta,  las  maderas  en 
todas  formas  y  estados;  los  productos  de  la  minería  y  las 
canteras;  las  materias  primas  de  toda  clase,  así  como  los 
productos  de  fábricas  o  industrias,  acabados  o  en  curso  de 
fabricación. 

ARTICULO  767. 


Los  bienes  constituidos  en  prenda  garantizarán  al  acreedor  con 
privilegio  especial,  el  importe  del  préstamo,  intereses,  comisiones  y 
gastos,  en  los  términos  del  contrato  y  de  las  disposiciones  legales. 

l 

ARTICULO  768. 

El  deudor  conservará  la  posesión  de  las  cosas  empeñadas  en 
nombre  del  acreedor  pignoraticio.  En  consecuencia,  la  prenda 
agraria,  ganadera  o  industrial  garantizará  las  obligaciones  que  res¬ 
palde,  aunque  no  haya  entrega  o  tradición  real  de  las  cosas  pigno¬ 
radas.  El  poseedor  de  la  prenda  está  obligado  a  conservarla  y  a 
mantenerla  en  buen  estado  y  a  responder  de  los  deterioros  o  per¬ 
juicios  que  sufriere  por  culpa  o  negligencia  suya.  Los  gastos  de 
recolección  de  frutos,  conservación,  reparación  y  administración, 
serán  por  cuenta  del  dueño,  quien  tendrá  derecho  a  continuar  usan¬ 
do  las  cosas  pignoradas,  prestando  en  todo  caso  la  culpa  leve. 


ARTICULO  769. 

Cuando  la  prenda  recaiga  sobre  cosechas,  frutos,  máquinas, 
animales  destinados  al  cultivo  o  cosas  que  afecten  o  modifiquen  la 
propiedad  inmueble,  o  los  derechos  reales,  será  inscribible  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  y  surtirá  efectos  contra  tercero,  desde  el 
momento  de  su  inscripción. 


ARTICULO  770. 

El  privilegio  del  acreedor  cuyo  derecho  está  garantizado  con 
prenda  inscribible  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  durará  dos  años 
contados  desde  el  día  de  la  celebración  del  contrato  y  se  extiende 
tanto  a  la  indemnización  del  seguro  de  lo  pignorado  en  caso  de 
siniestro,  como  a  la  que  corresponde  abonar  a  los  responsables  por 
pérdidas  o  deterioros  de  los  bienes  empeñados. 
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ARTICULO  771. 


Los  bienes  a  que  se  refiere  el  artículo  693,  podrán  ser  dados  en 
prenda  agraria,  aun  cuando  estuviere  hipotecada  la  finca  en  que 
se  encuentren,  salvo  que  estos  bienes  hayan  sido  gravados  con  igual 
prenda  al  constituirse  la  hipoteca  de  la  finca. 


ARTICULO  772. 

El  contrato  de  prenda  agraria,  ganadera  o  industrial,  se  cons¬ 
tituirá  en  escritura  pública  en  la  que  se  consignarán :  el  importe 
del  préstamo  o  de  los  préstamos  ya  hechos  con  anterioridad  y  con 
garantía  de  las  mismas  cosas  que  se  afectan;  la  forma  en  que  los 
préstamos  se  harán  o  han  sido  hechos;  la  fecha  o  fechas  fijadas 
para  su  pago;  el  tipo  de  intereses  convenido  y  el  tipo  de  comisión, 
si  hay  que  pagar  alguna;  la  especie,  cantidad  y  situación  de  los 
objetos  dados  en  prenda;  la  circunstancia  de  hallarse  los  objetos 
libres  de  gravamen  o  si  no  lo  estuvieren,  los  gravámenes  que  reco¬ 
nozcan  en  la  fecha  del  contrato ;  si  existe  seguro,  la  clase  de  éste, 
importe  de  la  suma  asegurada,  nombre  y  domicilio  del  asegurador; 
si  el  deudor  debe  o  no  arrendamiento  y  en  caso  afirmativo  si  son 
en  dinero  o  en  especie.  Tratándose  de  ganados  o  productos  de  la 
ganadería,  el  contrato  especificará  la  clase,  número,  edad,  sexo, 
marca  o  señal  de  los  animales  y  el  estado  de  los  campos  en  donde 
los  ganados  se  hallaren. 

Para  garantía  de  la  prenda  ganadera,  el  tránsito  de  los  gana¬ 
dos  de  partida  se  regulará  por  los  reglamentos  administrativos  co¬ 
rrespondientes. 


ARTICULO  773. 

Los  contratos  de  prenda  agraria,  ganadera  o  industrial,  son 
transferibles  por  el  acreedor,  debiendo  hacerse  la  transferencia  en 
escritura  pública.  La  cesión  será  notificada  al  deudor,  por  acta 
notarial  o  por  providencia  judicial  que  se  dictará  de  plano,  a  solici¬ 
tud  del  cedente  o  del  cesionario. 

Los  cedentes  serán  solidariamente  responsables  con  el  deudor 
de  la  obligación  contraída  por  éste. 

ARTICULO  774. 

Las  cosas  dadas  en  prenda  no  podrán  ser  trasladadas  fuera  del 
lugar  de  explotación  agrícola,  pecuaria  o  industrial  o  del  señalado 
en  el  contrato  constitutivo,  a  menos  que  el  acreedor  lo  autorice  espe¬ 
cialmente  en  documento  público,  o  ante  el  alcalde  municipal  del 
lugar,  en  cualquier  documento  auténtico. 
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El  poseedor  de  las  cosas  dadas  en  prenda  que  las  traslade  o 
disponga  de  ellas,  sin  los  requisitos  enunciados,  será  responsable 
como  reo  de  estafa,  sin  perjuicio  de  la  acción  reivindicatoria,  que 
en  todo  caso,  corresponde  al  acreedor  pignoraticio. 

ARTICULO  775. 

Los  frutos  o  productos  dados  en  prenda  agraria  podrán  ser  ven¬ 
didos  al  contado  por  el  deudor,  siempre  que  el  precio  que  alcancen 
cubra  el  total  de  lo  adeudado;  pero  en  tal  caso  se  entiende  que  el 
precio  substituye  a  las  cosas  pignoradas  y  que  está  sujeto  a  las 
responsabilidades  de  la  prenda  en  provecho  del  acreedor.  El  precio 
de  las  cosas  pignoradas  deberá  depositarlo  el  deudor  en  un  Banco 
de  la  República,  o  sus  agencias,  dentro  de  veinticuatro  horas  de 
haberse  celebrado  la  venta,  más  el  término  de  la  distancia;  y  en 
todo  caso,  el  deudor  está  obligado  a  hacer  notificar  inmediatamente 
al  acreedor,  tanto  la  venta  como  el  depósito.  Cualquiera  omisión 
de  parte  del  deudor,  de  los  requisitos  aquí  establecidos,  constituye 
presunción  de  estafa. 

ARTICULO  776. 

Cuando  los  efectos  constituidos  en  prenda  agraria  fueren  gana¬ 
dos  o  articulos  que  estén  en  peligro  de  deterioro  o  pérdida,  el 
deudor  dará  aviso  al  acreedor  para  que  la  prenda  sea  vendida  y  si 
no  se  pusieren  de  acuerdo,  aquél  gestionará  la  venta  ante  el  Juez 
que  corresponda. 

ARTICULO  777. 

Si  el  plazo  estuviere  vencido  al  verificarse  la  venta  expresada 
en  los  artículos  anteriores,  debe  el  deudor  entregar  el  precio  al 
acreedor  inmediatamente.  Si  no  lo  hiciere,  será  reo  de  estafa.  Si 
el  acreedor  no  pudiere  ser  habido,  el  precio  será  depositado  a  su 
orden  en  un  Banco. 

ARTICULO  778. 

En  cualquier  momento  el  deudor  podrá  liberar  del  gravamen 
constituido  los  bienes  afectos  por  el  contrato,  pagando  al  acreedor, 
en  el  lugar  fijado  para  ello,  el  importe  total  del  préstamo  y  los  inte¬ 
reses  correspondientes  a  todo  el  plazo  convenido,  comisiones  y  obli¬ 
gaciones  accesorias  que  en  el  contrato  se  hayan  consignado.  Si  el 
acreedor  se  negare  a  aceptar  el  pago,  podrá  el  deudor  hacer  la  con¬ 
signación  judicial  en  los  términos  establecidos  por  la  ley. 
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ARTICULO  779. 


Queda  prohibido  al  deudor  que  hubiere  celebrado  un  contrato 
de  prenda  agraria,  ganadera  o  industrial,  celebrar  otro  sobre  los 
mismos  bienes,  salvo  ampliación  que  le  acuerde  el  acreedor,  o  nuevo 
contrato  consentido  por  éste. 


ARTICULO  780. 

Si  las  especies  pignoradas  sufrieren  deterioro  o  merma,  si  fuere 
concursado  el  deudor  o  si  éste  no  pusiere  la  debida  diligencia  en 
el  cuidado  y  conservación  de  la  cosa  afectada,  podrá  el  acreedor 
pedir  que  la  prenda  sea  vendida  o  depositada  en  tercera  persona  o 
que  el  deudor  refuerce  la  garantía. 


ARTICULO  781. 

Durante  la  vigencia  del  contrato,  podrá  el  acreedor  por  sí  o  por 
medio  de  un  delegado,  inspeccionar  el  estado  de  los  bienes  objeto 
de  la  prenda  o  de  los  campos  que  los  producen  y  si  se  encontraren 
sufriendo  daño  o  deterioro  o  en  estado  de  abandono,  por  parte  del 
deudor,  podrá  el  acreedor  acudir  al  Juez  para  nombrar  depositario 
sustituto. 

ARTICULO  782. 

Es  nula  toda  convención  que  permita  al  acreedor  apropiarse  de 
la  prenda  fuera  del  remate  en  la  forma  establecida  en  el  artículo 
761,  pero  sí  puede  serle  vendida  por  el  deudor  fuera  de  remate. 

ARTICULO  783. 

El  deudor  que  voluntariamente  abandone  las  cosas  afectadas  a 
la  prenda  agraria,  ganadera  o  industrial,  con  daño  del  acreedor, 
incurrirá  en  las  penas  establecidas  en  el  Código  Penal,  sin  perjuicio 
de  las  responsabilidades  civiles  que  en  tal  caso  incumben  al  depo¬ 
sitario,  con  arreglo  a  las  leyes  comunes. 

ARTICULO  784. 

La  prenda  que  se  constituye  sobre  cosas  que  por  su  naturaleza 
o  por  disposición  de  la  ley  no  sean  muebles,  en  caso  de  existir 
hipoteca  sobre  el  inmueble  a  que  está  incorporado  o  sobre  el  predio 
que  las  produce,  no  perjudicará  los  derechos  adquiridos  por  el 
acreedor  hipotecario,  pero  sí  a  terceros,  desde  que  se  inscriba  en  el 
Registro  de  la  Propiedad. 
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TITULO  IX 


TITULO  SUPLETORIO 


CAPITULO  UNICO 


ARTICULO  785. 


El  propietario  de  bienes  inmuebles  que  careciere  de  título  hábil 
para  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  deberá  inscri¬ 
birlos  justificando  previamente,  que  los  ha  poseído  por  diez  años 
o  más,  de  manera  efectiva,  pública,  continua,  pacífica,  de  buena  fe 
y  como  dueño. 

A  la  posesión  que  tenga  el  interesado,  el  día  de  la  solicitud, 
podrá  agregar  la  de  su  antecesor  o  antecesores,  para  el  cómputo  de 
los  diez  años. 


ARTICULO  786. 


La  información  supletoria  debidamente  aprobada,  constituye 
justo  título  para  los  efectos  de  la  prescripción,  y  ésta  se  consumará 
por  el  lapso  de  diez  años,  contados  desde  la  fecha  de  su  inscripción 
en  el  Registro  de  la  Propiedad. 


ARTICULO  787. 

El  solicitante  de  información  supletoria  de  un  inmueble,  que  a 
sabiendas  de  que  está  titulado,  asegura  que  no  lo  está,  o  que  no 
existe  cuestión  pendiente  sobre  el  referido  inmueble,  habiéndola, 
será  considerado  como  reo  de  falsedad,  conforme  al  Código  Penal. 

ARTICULO  788. 

Es  condición  precisa  para  adquirir  y  poseer  terrenos  limítrofes 
con  las  naciones  vecinas,  la  calidad  de  guatemalteco  de  origen,  en 
tendiéndose  por  limítrofes  los  terrenos  comprendidos  dentro  de 
quince  kilómetros  de  extensión,  medidos  desde  la  frontera  al  inte¬ 
rior  de  la  República.  La  traslación  del  dominio  o  de  la  posesión,  por 
cualquier  título,  de  los  inmuebles  expresados,  tampoco  podrá  hacer¬ 
se  sin  que  en  la  escritura  correspondiente  aparezca  que  el  nuevo 
dueño  es  guatemalteco  de  origen.  En  todo  caso,  esa  calidad  deberá 
comprobarse  en  la  forma  legal. 
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LIBRO  TERCERO 


MODOS  DE  ADQUIRIR  LA 
PROPIEDAD 


TITULO  I 

CLASIFICACION 

ARTICULO  789. 

La  propiedad  se  adquiere  por  invención,  ocupación,  sucesión, 
enajenación  y  prescripción. 


TITULO  II 

INVENCION 


ARTICULO  790. 

El  autor  de  una  obra  literaria,  científica  o  artística,  tiene  el 
derecho  de  explotarla  y  de  disponer  de  ella  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  este  Código. 

El  inventor  goza  de  los  mismos  derechos, 


TITULO  III 


OCUPACION 

CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  791. 

Por  la  ocupación  puede  adquirirse  el  dominio  de  las  cosas 
muebles  que  no  tienen  dueño. 


ARTICULO  792. 

Los  inmuebles  no  reducidos  a  propiedad  particular  pertenecen 
a  la  Nación. 

ARTICULO  793. 

La  ocupación  de  las  embarcaciones,  de  su  carga  y  de  los  obje¬ 
tos  que  el  mar  arroja  a  las  playas,  o  que  se  recogen  en  alta  mar,  se 
rigen  por  leyes  especiales. 

También  está  sujeta  a  leyes  especiales,  la  ocupación  bélica  o 
aprehensión  en  guerra  nacional. 


CAPITULO  II 

CAZA  Y  PESCA 

ARTICULO  794. 

La  caza  y  la  pesca  son  especies  de  ocupación  por  las  cuales 
se  adquiere  el  dominio  de  los  animales  bravios. 

ARTICULO  795. 

Los  animales  bravios,  mientras  conservan  la  costumbre  de  vol¬ 
ver  al  amparo  o  dependencia  del  hombre,  siguen  la  regla  de  los 
animales  domésticos. 

ARTICULO  796. 

No  se  puede  cazar  sino  en  tierras  propias,  o  en  las  ajenas,  con 
permiso  del  dueño.  Pero  no  será  necesario  este  permiso  si  las  tie¬ 
rras  no  estuvieren  cercadas  ni  plantadas  ni  cultivadas. 
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ARTICULO  797. 

Si  alguno  cazare  en  tierras  ajenas  sin  permiso  del  dueño,  cuan¬ 
do  por  la  ley  esté  obligado  a  obtenerlo,  lo  que  cace  será  para  el  due¬ 
ño,  a  quien  además,  indemnizará  de  todo  perjuicio. 

ARTICULO  798. 

Se  entiende  que  el  cazador  o  pescador  se  apodera  del  animal 
bravio  y  lo  hace  suyo,  desde  el  momento  en  que  lo  ha  herido  de 
manera  que  no  le  sea  fácil  escapar,  y  mientras  persiste  en  perseguir¬ 
lo  o  desde  el  momento  en  que  el  animal  ha  caído  en  sus  trampas 
o  redes  con  tal  que  las  haya  armado  o  tendido  en  paraje  en  que  le 
sea  lícito  cazar  o  pescar. 

ARTICULO  799. 

Si  el  animal  herido  muriese  en  tierras  ajenas  donde  no  es  lícito 
cazar  sin  permiso  del  dueño,  éste  o  quien  le  represente,  deberá 
entregarlo  al  cazador  o  permitir  que  éntre  a  buscarlo.  Si  no  diere 
el  permiso,  deberá  pagar  el  valor  del  animal  herido,  pero  si  el 
cazador  éntra  a  buscarlo  sin  el  permiso  indicado,  perderá  todo 
derecho. 


ARTICULO  800. 

Los  animales  feroces  que  escapen  del  encierro  en  que  los  ten¬ 
gan  sus  dueños,  podrán  ser  destruidos  por  cualquiera  y  podrán 
también  ser  ocupados  desde  que  el  dueño  abandone  su  persecución. 
Los  bravios,  tan  luego  como  recobren  su  libertad  natural,  puede 
cualquiera  persona  apoderarse  de  ellos  y  hacerlos  suyos,  con  tal  que 
no  vaya  el  dueño  en  su  seguimiento. 

ARTICULO  801. 

Los  animales  no  domésticos  y  peces  que  de  su  respectivo  cria¬ 
dero  pasaren  a  otro  perteneciente  a  distinto  dueño,  serán  propiedad 
de  éste,  siempre  que  no  hayan  sido  atraídos  por  medio  de  algún  arti¬ 
ficio  o  engaño.  En  tal  caso  el  aprehensor  estará  obligado  a  la  in¬ 
demnización  de  todo  perjuicio  y  a  la  devolución  de  la  pieza  cobrada. 

ARTICULO  802. 

El  propietario  de  un  enjambre  de  abejas  tendrá  derecho  a  per¬ 
seguirlo  sobre  el  fundo  ajeno,  indemnizando  al  poseedor  de  éste 
del  daño  causado. 

W>  ■  ARTICULO  803. 

Los  animales  domésticos  se  presume  que  están  sujetos  a  pro¬ 
piedad  particular. 
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ARTICULO  804. 


El  ejercicio  de  la  caza  y  la  pesca  se  sujetará  a  los  reglamentos 
que  se  emitan  sobre  la  materia. 


CAPITULO  III 

HALLAZGO 

ARTICULO  805. 

Hallazgo  es  una  especie  de  ocupación  por  la  cual  el  que  en¬ 
cuentra  una  cosa  inanimada,  que  no  pertenece  a  nadie,  adquiere  su 
dominio,  apoderándose  de  ella. 

ARTICULO  806. 

Pueden  ser  objeto  de  hallazgo,  las  piedras,  conchas  y  otras 
substancias  qué  se  encuentran  en  las  riberas  del  mar,  de  los  ríos 
y  arroyos  de  uso  público  y  que  no  presentan  señales  de  dominio 
anterior. 

ARTICULO  807. 

La  Ley  de  Minería  establece  lo  relativo  a  las  minas,  hidrocarbu¬ 
ros  y  masas  fosilíferas. 

Los  tesoros  arqueológicos  pertenecen  al  Estado. 

ARTICULO  808. 

También  pueden  ser  objeto  de  hallazgo  las  cosas  cuya  propie¬ 
dad  abandona  voluntariamente  su  dueño. 

ARTICULO  809. 

El  descubrimiento  de  un  tesoro  es  otra  especie  de  hallazgo. 

ARTICULO  810. 

El  tesoro  encontrado  en  terreno  ajeno  se  dividirá  por  partes 
iguales  entre  el  dueño  del  terreno  y  la  persona  que  haya  hecho  el 
descubrimiento.  Sin  embargo,  el  descubridor  no  tendrá  derecho  a 
su  porción  sino  cuando  el  descubrimiento  sea  fortuito,  o  cuando 
haya  buscado  el  tesoro  con  permiso  del  dueño  del  terreno. 


294 


'/ 


ARTICULO  811. 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior  es  igualmente  aplicable  a 
los  tesoros  que  se  descubran  en  sitios  de  propiedad  nacional  o  mu¬ 
nicipal. 

ARTICULO  812. 

Cualquiera  podrá  pedir  al  dueño  de  una  finca  el  permiso  de 
hacer  en  ella  excavaciones  para  sacar  dinero,  alhajas  u  objetos  pre¬ 
ciosos,  que  alegare  pertenecerle  y  estén  escondidos  en  ella.  Si  se¬ 
ñalare  el  paraje  en  que  están  depositados,  y  diese  garantía  de  que 
probará  su  derecho  sobre  ellos  y  de  que  abonará  daños  y  perjuicios 
al  dueño  de  la  finca,  no  podrá  éste  negar  el  permiso  ni  oponerse  a 
la  extracción  de  dichos  dineros  o  alhajas,  u  objetos  preciosos. 


ARTICULO  813. 

No  probándose  el  derecho  sobre  dichos  dineros,  alhajas  u  obje¬ 
tos  preciosos,  serán  considerados  como  bienes  perdidos  o  como  teso¬ 
ro  encontrado  en  suelo  ajeno,  según  los  antecedentes  y  señales. 

En  este  segundo  caso,  deducidas  las  costas  se  dividirá  el  tesoro 
por  partes  iguales  entre  el  denunciador  y  el  dueño  del  suelo;  pero 
no  podrá  éste  pedir  indemnización  de  perjuicios,  a  menos  de  re¬ 
nunciar  a  su  porción. 

ARTICULO  814. 

El  que  encontrare  un  mueble  que  no  sea  tesoro,  al  parecer  ex¬ 
traviado  y  cuyo  dueño  se  ignore,  deberá  presentarlo  al  Juez  inme¬ 
diato  del  lugar  en  que  se  encontrare. 

ARTICULO  815. 

El  propietario  de  la  cosa  deberá  pagar,  a  título  de  recompensa, 
a  quien  la  haya  encontrado,  si  éste  lo  exigiere,  el  diez  por  ciento 
de  su  valor. 

ARTICULO  816. 

La  persona  que  hallare  cosas  perdidas,  y  no  lo  manifestare  al 
Juez,  perderá  su  porción  en  favor  de  los  Fondos  de  Justicia  y  que¬ 
dará  sujeta  a  la  acción  de  daños  y  perjuicios ;  y  según  las  circuns¬ 
tancias,  a  la  pena  correspondiente  a  lá  apropiación  indebida. 

ARTICULO  817. 

No  se  presumen  abandonadas  por  sus  dueños  las  cosas  que  los 
navegantes  en  el  agua  y  en  el  aire,  arrojen  para  aligerar  la  nave, 
ni  los  despojos  provenientes  del  siniestro. 

Tampoco  se  presumirán  abandonadas  las  cosas  que  con  el  fin 
de  salvarlas,  sean  sacadas  a  la  vía  pública  o  a  otro  lugar,  en  caso 
de  terremoto,  incendio  u  otro  siniestro. 
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TITULO  IV 


SUCESION 

CAPITULO  I 


DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  818. 

Por  herencia  o  por  disposición  de  la  ley  suceden  una  o  varias 
personas  a  otra  en  todos  los  bienes  y  obligaciones  que  ésta  tenía  al 
tiempo  de  su  muerte,  con  excepción  de  las  meramente  personales, 
que  se  extinguen  con  la  vida. 

ARTICULO  819. 

La  sucesión  se  realiza  por  voluntad  de  una  persona,  manifestada 
en  su  testamento ;  y  a  falta  de  éste,  por  disposición  de  la  ley. 

La  primera  se  llama  testamentaria  y  la  segunda  intestada. 

ARTICULO  820. 

La  asignación  a  título  universal  se  llama  herencia. 

La  asignación  a  título  particular  se  llama  legado. 

El  título  es  universal  cuando  se  sucede  al  causante  en  todos 
«sus  bienes  y  obligaciones  transmisibles,  a  excepción  de  los  legados. 

El  título  es  particular  cuando  se  sucede  en  uno  o  más  bienes 
determinados. 

La  sucesión  puede  ser  en  parte  testada  y  en  parte  intestada. 


CAPITULO  II 


CAPACIDAD  PARA  TESTAR  Y  SUCEDER 
POR  HERENCIA 


ARTICULO  821. 


Puede  testar  todo  aquel  a  quien  la  ley  no  se  lo  prohíbe  expre¬ 
samente. 


ARTICULO  822. 


Están  incapacitados  para  testar : 
l9 — El  menor  de  edad; 

2 9 — El  que  se  halle  bajo  interdicción; 

39 — El  sordomudo  y  el  que  hubiere  perdido  el  uso  de  la  palabra, 
cuando  no  puedan  darse  a  entender  por  escrito ;  y, 
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49 — El  que  sin  estar  bajo  interdicción  no  gozare  de  sus  facul¬ 
tades  intelectuales  o  volitivas,  por  cualquier  causa,  en  el 
momento  de  testar. 


ARTICULO  823. 

La  capacidad  para  suceder  se  rige  por  la  ley  del  domicilio  que 
tenga  el  heredero  o  legatario  al  tiempo  de  la  muerte  del  autor  de  la 
sucesión,  siempre  que  se  trate  de  bienes  situados  fuera  de  la  Re¬ 
pública. 


ARTICULO  824. 

Son  incapaces  de  suceder  por  testamento  o  por  intestado : 

^  Los  que  no  están  concebidos  al  tiempo  de  la  muerte  del  au¬ 
tor  de  la  sucesión ; 

29 — Los  que  no  han  nacido  vivos'; 

3° — E1  condenado  en  juicio  por  delito  o  tentativa  de  homicidio 
contra  la  persona  de  cuya  sucesión  se  trate,  o  de  su  cónyuge 
o  contra  sus  ascendientes  o  descendientes;  o  como  cómpli¬ 
ce  o  encubridor  del  autor  directo  del  hecho.  Esta  causa  de 
indignidad  subsistirá  no  obstante  la  gracia  acordada  al 
criminal  o  la  prescripción  de  la  pena;  * 

49 — El  heredero  mayor  de  edad  que,  siendo  sabedor  de  la  muer¬ 
te  violenta  del  autor  de  la  sucesión  no  la  denunciare  a  los 
jueces  en  el  término  de  un  mes,  cuando  sobre  ella  no  se 
hubiere  procedido  de  oficio.  Si  los  homicidas  fueren  as¬ 
cendientes  o  descendientes,  marido  o  mujer,  o  hermanos 
del  heredero,  cesará  en  éste  la  obligación  de  denunciar; 

59 — El  que  voluntariamente  acusó  al  autor  de  la  herencia  de 
un  delito  que  merezca  por  lo  menos  la  pena  de  prisión 
correccional  ; 

69 — El  declarado  judicialmente  infiel  con  el  cónyuge  del  cau¬ 
sante  ; 

79 — El  pariente  del  autor  de  la  herencia,  si,  habiendo  estado 
este  demente  y  abandonado,  no  cuido  de  él,  de  recogerlo 
o  asilarlo  en  establecimiento  público,  si  hubiere  podido 
hacerlo ; 

89 — El  padre  o  la  madre  que  haya  abandonado  a  sus  hijos  me¬ 
nores  de  edad  o  que  los  haya  corrompido  o  tratado  de  co¬ 
rromper,  cualquiera  que  sea  la  edad  de  los  hijos; 

99 — El  que  con  dolo  o  coacción  obligare  al  testador  a  hacer 
testamento,  a  cambiarlo  o  revocarlo; 

10.  — El  que  por  iguales  medios  impidiere  a  otro  hacer  tes¬ 

tamento  o  revocar  el  que  tuviese  hecho,  o  suplantare,  ocul¬ 
tare  o  alterare  otro  testamento  posterior;  y, 

11.  — El  que  ejerciere  violencia  sobre  el  Notario  o  testigos,  para 

impedir  el  otorgamiento  del  testamento,  o  para  conseguir 
que  se  teste  a  su  favor,  o  a  favor  de  otra  persona. 
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ARTICULO  825. 


Son  incapaces  de  suceder  por  testamento : 

l9 — Las  manos  muertas,  no  comprendiéndose  en  esta  prohibi¬ 
ción.,  las  instituciones  de  beneficencia  y  de  educación 
pública; 

29 — Los  sacerdotes,  ministros  o  dignidades  de  cualquier  reli¬ 
gión,  a  menos  que  sean  parientes  del  testador; 

39 — Los  Médicos  o  Cirujanos  qUe  hubieren  asistido  al  testa¬ 
dor  en  su  última  enfermedad,  si  éste  falleciere  de  ella,  a 
menos  que  sean  parientes  del  testador; 

49 — El  Notario  que  autoriza  el  testamento  y  sus  parientes; 

59 — El  tutor,  el  protutor  y  los  parientes  de  ellos  si  no  se  hu¬ 
bieren  aprobado  la#  cuentas  de  la  tutela,  a  no  ser  que 
fueren  parientes  del  pupilo ;  y, 

69 — Las  instituciones  extranjeras,  cualquiera  que  sea  su  fi¬ 
nalidad. 

ARTICULO  826. 

Las  causas  de  indignidad  mencionadas  en  el  artículo  824  no 
podrán  alegarse  contra  disposiciones  testamentarias  posteriores  a 
los  hechos  que  las  producen,  aun  cuando  se  ofreciere  probar  que  el 
testador  no  tuvo  conocimiento  de  esos  hechos  al  tiempo  de  testar 
ni  después. 

ARTICULO  827. 

La  indignidad  del  padre  o  de  la  madi'e  o  de  los  descendientes, 
no  daña  a  sus  hijos  o  descendientes,  ora  sucedan  por  derecho  pro¬ 
pio  o  por  representación. 

En  este  caso,  ni  el  padre  ni  la  madre,  tienen  sobre  la  parte  de 
la  herencia  que  pasa  a  sus  hijos,  los  derechos  de  administración  que 
la  ley  reconoce  en  favor  de  los  padres. 

ARTICULO  828. 

Sólo  puede  deducirse  acción,  para  declarar  la  indignidad  del 
heredero,  dentro  de  cuatro  años,  de  que  el  indigno  esté  en  posesión 
de  la  herencia  o  legado.  No  se  podrá  intentar  esta  acción  contra 
sus  herederos,  si  no  se  ha  iniciado  durante  la  vida  de  éste. 

ARTICULO  829. 

No  produce  efecto  la  acción  de  indignidad  contra  tercero  de 
buena  fe. 
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CAPITULO  III 


REPRESENTACION  HEREDITARIA 

ARTICULO  830. 

Derecho  de  representación  hereditaria,  es  el  que  tienen  los  des¬ 
cendientes  de  una  persona  para  heredar  en  lugar  de  ella,  si  hubiere 
muerto  antes  que  su  causante. 


ARTICULO  831. 

El  derecho  de  representación  tendrá  siempre  lugar  en  la  línea 
recta  descendente;  pero  nunca  en  la  ascendente. 

En  la  línea  colateral  corresponde  a  los  hijos  de  los  hermanos. 

ARTICULO  832. 

Siempre  que  se  herede  por  representación,  la  división  de  la  he¬ 
rencia  se  hará  por  estirpes,  de  modo  que  el  representante  o  repre¬ 
sentantes  no  hereden  más  de  lo  que  heredaría  su  representado,  si 
viviera. 

ARTICULO  833. 

Quedando  hijos  de  uno  o  más  hermanos  del  causante,  here¬ 
darán  a  éste  por  representación,  si  concurren  con  sus  tíos. 

Pero  si  concurren  solos,  heredarán  por  partes  iguales. 


ARTICULO  834. 


No  podrá  representarse 
incapacidad  para  suceder. 


a  una  persona  viva,  sino  en  los  casos  de 


ARTICULO  835. 

Se  puede  representar  a  la  persona  cuya  sucesión  se  ha  renun 
ciado. 
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CAPITULO  IV 


SUCESION  TESTAMENTARIA 

ARTICULO  836. 

El  testamento  es  un  acto  puramente  personal  y  de  carácter 
revocable,  por  el  cual  una  persona  dispone  del  todo  o  de  parte  de 
sus  bienes,  para  después  de  su  muerte. 


ARTICULO  837. 


f 

\ 
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Se  reconoce  el  derecho  de  disponer  libremente  de  los  bienes 
por  medio  de  testamento.  En  consecuencia,  toda  persona  capaz 
puede  instituir  a  cualquiera  que  no  tenga  incapacidad  o  prohibi¬ 
ción  legal  de  heredar,  como  heredero  de  sus  bienes. 


ARTICULO  838. 


La  libertad  de  testar  sólo  tiene  por  limite  el  derecho  que  al¬ 
gunas  personas  tienen  a  ser  alimentadas. 


\¡Ia  f  ^ 


ARTICULO  839. 


Queda  prohibido  el  contrato  de  sucesión  recíproco  entre  cón¬ 
yuges  o  cualesquiera  otras  personas;  y  es  nulo  el  testamento  que  se 
otorgue  en  virtud  de  contrato. 

ARTICULO  840. 

Las  disposiciones  testamentarias  que  comprendan  la  universa¬ 
lidad  o  una  parte  alícuota  de  los  bienes  del  testador,  son  a  título 
universal  y  atribuyen  la  calidad  de  heredero. 

Las  demás  disposiciones  son  a  título  particular  y  atribuyen  la 
calidad  de  legatario.  En  caso  de  duda,  aunque  el  testador  no  haya 
usado  materialmente  la  palabra  heredero,  si  su  voluntad  está  clara 
acerca  de  este  concepto,  valdrá  la  disposición  como  l^echa  a  título 
universal  o  de  herencia. 

ARTICULO  841. 

No  pueden  dos  o  más  personas  testar  en  un  mismo  acto. 

ARTICULO  842. 


Las  cédulas  o  papeles  a  que  se  refiere  el  testador  en  el  testa¬ 
mento,  no  podrán  considerarse  como  parte  de  éste,  aunque  el  tes¬ 
tador  lo  ordene;  ni  valdrán  más  de  lo  que  sin  esta  circunstancia 
valdrían. 

ARTICULO  843. 


ÍK  ¿  6  ¡V 


En  todo  testamento  el  testador  debe  expresar  su  voluntad,  por 
sí,  verbalmente  o  por  escrito,  en  forma  clara  y  precisa,  que  no  deje 
lugar  a  duda  ni  al  Notario  ni  a  los  testigos.  ^  oC c  J* o  jax*  - 
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ARTICULO  844. 


La  disposición  hecha  simple  y  generalmente  a  favor  de  parien¬ 
tes  del  testador,  se  entiende  hecha  a  favor  de  sus  herederos  llama¬ 
dos  a  la  sucesión. 

ARTICULO  845. 

Es  prohibido  testar  por  fideicomiso;  pero  el  testador  podrá 
encomendar  a  un  tercero  la  distribución  de  herencias  o  legados  que 
deje  para  personas  u  objetos  determinados. 

ARTICULO  846. 

Las  donaciones  por  causa  de  muerte  se  rigen  por  las  mismas 
disposiciones  de  los  testamentos  sobre  legados. 

CAPITULO  V 

FORMA  DE  LOS  TESTAMENTOS 

BHfc.f. 

ARTICULO  847. 

Los  testamentos  son  comunes  o  especiales. 

Son  comunes :  el  abierto  y  el  cerrado. 

Son  especiales :  los  que  se  otorguen  en  los  casos  y  condiciones 
que  se  expresan  en  este  Código. 


CAPITULO  VI 

TESTAMENTO  ABIERTO 

ARTICULO  848. 

El  testamento  común  abierto,  se  deberá  extender  en  escritura 
pública. 


ARTICULO  849. 


Además  de  los  requisitos  y  formalidades  de  la  escritura  pública, 
en  el  testamento  se  observarán  y  harán  constar  las  siguientes : 

1? — Las  horas  en  que  principie  y  termine  el  acto ;  * 

29 — La  casa  o  sitio  en  que  se  otorga;  *" 

^  — «•»-* 

3 — La  concurrencia  de  -tro»  testigo^  hábiles;  -expresando  sus- 
genéralos  ¡  T1'1-1  • 

49 — La  nacionalidad  del  otorgante; 

5* — Los  apellidos  paterno  y  materno  del  otorgante  y  el  nombre 
de  su  cónyuge  si  fuere  casado  o  lo  hubiere  sido; 
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6?— La  capacidad  mental  y  volitiva  del  testador,  a  juicio  del 
Notario  y  los  testigos; 

T>, _ Que  estén  reunidos  en  un  solo  acto  desde  el  principio  has¬ 

ta  el  fin  de  la  lectura  del  testamento,  únicamente  el  tes¬ 
tador,  el  Notario,  los  testigos  y  los  intérpretes,  en  su  caso ; 
8? _ Que  se  lea  clara  y  distintamente  el  testamento  por  el  tes¬ 

tador  o  por  cualquiera  de  las  personas  que  él  elija; 

9o _ Que  durante  la  lectura,  al  fin  de  cada  cláusula,  se  averi¬ 

güe  viendo  y  oyendo  al  testador  si  lo  contenido  en  ella  es 
la  expresión  de  su  voluntad ; 

10.  _ Que  en  el  mismo  acto  firmen  el  testador,  los  testigos,  los 

intérpretes,  en  su  caso,  y  el  Notario  que  autoriza.  Si  al¬ 
guno  de  los  testigos  no  sabe  o  no  puede  firmar,  lo  hará 
a  su  ruego  uno  de  los  otros,  pero  siempre  deben  hacerlo, 
al  menos,  dos  testigos; 

11.  _ Que  si  el  testador  no  sabe  o  no  puede  firmar,  un  testigo  más 

que  esté  presente  en  todo  el  acto,  firme  a  su  ruego; 

12.  _ Que  si  el  testador  no  habla  en  idioma  castellano,  inter¬ 

vengan  dos  intérpretes  elegidos  por  el  mismo  testador, 
para  que  traduzcan  sus  disposiciones  en  el  acto  de  ex¬ 
presarlas  ; 

13.  _ El  testamento  debe  ser  manuscrito  en  el  mismo  lugar  en 

que  se  otorgó  y, 

14.  _ QUe  el  Notario  dé  fe,  al  final  del  testamento,  de  que  se  han 

cumplido  las  formalidades  de  los  incisos  anteriores. 


ARTICULO  850. 

Son  causas  de  nulidad  de  la  escritura  testamentaria  las  mismas 
que  las  de  toda  escritura  pública  y  además  la  omisión  de  las  solem¬ 
nidades  expresadas  en  el  artículo  anterior  con  excepción  de  la  2 
y  4?,  cuya  falta  hará  incurrir  al  Notario  en  una'  multa  de  veinte 
quetzales. 

ARTICULO  851. 

Cualquiera  interrupción  accidental,  por  causa  justificada,  du¬ 
rante  la  facción  del  testamento,  no  afecta  la  continuidad  del  acto, 
mientras  permanezcan  reunidas  en  la  misma  casa  o  sitio,  las  per¬ 
sonas  que  estaban  interviniendo  en  la  escritura.  Esta  circunstancia 
se  hará  constar  en  cláusula  especial,  firmada  por  el  testador,  los 
testigos  y  el  Notario. 

ARTICULO  852. 

En  el  testamento  del  ciego  debe  intervenir  un  testigo  más  de 
los  que  se  requieren  para  el  testamento  abierto ;  será  leído  en  alta 
voz  dos  veces;  la  primera,  por  el  Notario  autorizante,  y  la  segunda, 
por  uno  de  los  testigos  elegido  al  efecto  por  el  testador.  Se  hará 
mención  especial  de  esta  circunstancia. 


ARTICULO  853. 


Si  un  sordo  quiere  hacer  testamento  abierto,  deberá  leer  él  mis¬ 
mo,  en  voz  inteligible,  el  instrumento,  a  presencia  del  Notario  y 
testigos,  lo  que  se  hará  constar. 


CAPITULO  VII 

TESTAMENTO  CERRADO 

ARTICULO  854Í 

En  el  otorgamiento  del  testamento  cerrado  se  observarán  las 
solemnidades  prescritas  en  el  artículo  849,  salvo  las  contenidas  en 
los  incisos  8"  y  99,  y  además,  las  siguientes : 

V — El  papel  que  contenga  el  testamento  se  pondrá  dentro  de 
una  cubierta  cerrada,  de  suerte  que  no  pueda  extraerse 
aquél  sin  romper  ésta; 

— El  testador  cerrará  la  plica  en  el  acto  ante  el  Notario  y  las 
demás  personas  que  deben  comparecer; 

3  En  presencia  del  Notario  y  los  testigos  y  demás  compare¬ 
cientes,  si  los  hubiere,  manifestará  el  testador  que  el  pliego 
que  presenta  contiene  su  testamento  y  si  está  escrito,  fir¬ 
mado  y  rubricado  por  él  o  escrito  por  mano  ajena  y  firma¬ 
do  por  él  al  final  de  todas  sus  hojas,  o  si  por  no  poder  fir¬ 
mar,  lo  ha  hecho  a  su  ruego  otra  persona,  cuyo  nombre 
expresará. 

Es  obligatorio  en  el  testamento  cerrado  que  todas 
las  hojas  estén  firmadas  y  escritas  en  ambas  caras; 

4* — Sobre  la  cubierta  del  testamento  extenderá  el  Notario  el 
acta  de  su  otorgamiento,  haciendo  constar  el  número  y 
la  marca  de  los  sellos  con  que  esté  cerrado ;  dará  fe  de 
haberse  observado  las  formalidades  prescritas  y  las  demás 
que  rigen  para  el  testamento  abierto ;  y, 

5* — Extendida  y  leída  el  acta,  la  firmarán  el  testador,  los  tes¬ 
tigos,  las  demás  personas  que  hayan  intervenido  en  el  acto 
y  la  autorizará  el  Notario  con  su  sello  y  firma. 

Si  el  testador  no  puede  firmar,  deberá  hacerlo  otro  testigo  de¬ 
signado  por  él. 

ARTICULO  855. 

No  pueden  hacer  testamento  cerrado: 

I9- — El  ciego;  y, 

29 — El  que  no  sepa  leer  y  escribir. 


1 


ARTICULO  856. 

Los  que  no  puedan  hablar,  pero  sí  escribir,  podrán  otorgar  tes¬ 
tamento  cerrado,  pero  tanto  el  testamento  como  el  acta  de  la  plica 
deberán  ser  escritos  y  firmados  de  puño  y  letra  del  testador. 

ARTICULO  857. 

Autorizado  el  testamento  cerrado,  el  Notario  lo  entregará  al 
testador,  después  de  transcribir  en  el  protocolo,  con  el  número  y 
en  el  lugar  que  le  corresponde,  copia  autorizada  del  acta  de  otorga¬ 
miento,  que  será  firmada  por  todos  los  que  en  él  intervinieren. 

\ 

ARTICULO  858. 

El  testador  podrá  conservar  en  su  poder  el  testamento  cerrado, 
encomendar  su  guarda  a  persona  de  su  confianza,  o  depositarlo 
en  poder  del  Notario.  Cualquiera  de  estas  tres  circunstancias  se 
hará  constar  en  el  acta. 

ARTICULO  859. 

El  Notario  o  la  persona  que  tenga  en  su  poder  el  testamento 
cerrado,  deberá  presentarlo  al  Juez  competente  luego  que  sepa  el 
fallecimiento  del  testador  y  a  más  tardar,  dentro  de  diez  días. 

Salvo  causas  de  fuerza  mayor,  el  Notario  o  la  persona  que  no 
cumpliere  con  este  requisito,  incurrirá  en  una  multa  de  cien  quet¬ 
zales,  que  ingresarán  a  los  fondos  de  justicia,  y  además,  será  res¬ 
ponsable  de  los  daños  y  perjuicios  que  cause  por  su  negligencia.  Si 
el  Notario  fuere  culpable,  quedará  suspenso  por  seis  meses  en  el 
ejercicio  del  notariado. 

ARTICULO  860. 

Para  la  apertura  y  protocolización  del  testamento  cerrado  se 
observará  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Enjuiciamiento  Civil  y  Mer¬ 
cantil. 

ARTICULO  861. 

Es  nulo  el  testamento  cerrado  en  cuyo  otorgamiento  no  se  ha¬ 
yan  observado  las  formalidades  establecidas  en  este  Capítulo. 


CAPITULO  VIII 

TESTAMENTOS  ESPECIALES 

ARTICULO  862. 

Los  militares  en  campaña,  rehenes,  prisioneros  y  demás  indi¬ 
viduos  empleados  en  el  ejército  o  que  sigan  a  éste,  podrán  otorgar 
testamento  abierto  ante  el  oficial  bajo  cuyo  mando  se  encuentren. 
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Es  aplicable  esta  disposición  a  los  individuos  de  un  ejército  que 
se  halle  en  país  extranjero. 

Si  el  testador  estuviere  enfermo  o  herido,  podrá  otorgarse  ante 
el  facultativo  que  le  asista,  o  ante  un  oficial  de  cualquier  categoría. 

Si  estuviere  en  destacamento,  ante  el  que  mande  éste,  aunque 
sea  subalterno. 

En  todos  los  casos  de  este  artículo,  será  necesaria  la  presencia 
de  dos  testigos  que  sepan  leer  y  escribir;  y  si  el  testador  no  pudiere 
firmar,  lo  hará  por  él  cualquiera  de  los  dos  testigos. 

ARTICULO  863. 

El  testamento  otbrgado  con  arreglo  al  artículo  anterior,  deberá 
ser  remitido  con  la  brevedad  posible  al  Cuartel  General  y,  por  éste, 
al  Ministerio  de  Guerra. 

Si  el  testador  hubiere  fallecido,  el  Ministro  remitirá  el  testa¬ 
mento  al  Juez  del  último  domicilio  del  difunto,  y,  no  siéndole  cono¬ 
cido,  a  cualquier  Juzgado  de  1!  Instancia  del  ramo  Civil  del  departa¬ 
mento  de  Guatemala,  para  que,  de  oficio,  cite  a  los  herederos  y  de¬ 
más  interesados  en  la  sucesión.  Estos  deberán  solicitar  que  el  tes¬ 
tamento  se  protocolice  en  la  forma  prevenida  en  el  Código  de  En¬ 
juiciamiento  Civil  y  Mercantil. 

ARTICULO  864. 

Los  testamentos  abiertos  o  cerrados  de  los  que  vayan  a  bordo 
durante  un  viaje  marítimo,  se  otorgarán  en  la  forma  siguiente: 

Si  el  buque  es  de  guerra,  ante  el  contador  o  unte  el  que  ejerza 
sus  funciones,  en  presencia  de  dos  testigos  qué  sepan  leer  y  escribir* 
y  que  vean  y  entiendan  al  testador.  El  Comandante  del  buque  o  el 
que  haga  sus  veces,  pondfá  además  su  "Visto  Bueno”. 

En  los  buques  mercantes  autorizará  el'  testamento  el  Capitán 
o  el  que  haga  sus  veces,  con  asistencia  de  dos  testigos  como  se  ex¬ 
presa  anteriormente. 

En  uno  y  otro  caso  los  testigos  se  elegirán  entre  los  pasajeros, 
si  los  hubiere. 

ARTICULO  865. 

El  testamento  del  contador  del  buque  de  guerra  y  el  del  Capi¬ 
tán  del  mercante,  serán  autorizados  por  quien  deba  substituirlos  en 
el  cargo,  observándose  en  lo  demás  lo  dispuesto  en  el  articulo 
anterior. 

ARTICULO  866. 

Los  testamentos  abiertos,  hechos  en  alta  mar,  serán  custodiados 
por  el  Comandante  o  por  el  Capitán  y  se  hará  mención  de  ellos  en 
el  diario  de  navegación. 
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ARTICULO  867. 


En  el  testamento  hecho  en  el  mar,  es  nula  toda  disposición  a 
favor  de  cualquiera  persona  que  ejerza  autoridad  a  bordo,  a  no  ser 
que  sea  pariente  del  testador. 


ARTICULO  868. 

Los  que  se  hallen  en  lugar  incomunicado  por  motivo  de  epide¬ 
mia,  podrán  testar  ante  el  Juez  local  y  en  presencia  de  dos  testigos 
que  sepan  leer  y  escribir. 

ARTICULO  869. 

Si  el  testador  se  halla  preso  podrá,  en  caso  de  necesidad,  otor¬ 
gar  testamento  ante  el  jefe  de  la  prisión,  pudiendo  ser  testigos,  a 
falta  de  otros,  los  detenidos  o  presos,  con  tal  que  no  sean  inhábiles 
por  otra  causa  y  que  sepan  leer  y  escribir. 

En  este  testamento  es  nula  toda  disposición  hecha  a  favor  de  los 
que  tienen  autoridad  en  la  prisión,  a  menos  que  sean  parientes  del 
testador. 

ARTICULO  870. 

Los  testamentos  especiales  a  que  se  refieren  los  artículos  an¬ 
teriores,  sólo  son  válidos  si  el  testador  muere  durante  la  situación 
a  que  dichos  artículos  se  refieren  o  dentro  de  los  noventa  días  pos¬ 
teriores  a  la  cesación  de  ella. 

* 

CAPITULO  IX 

’  •  „  - 

TESTAMENTO  OTORGADO  EN  PAIS  EXTRANJERO 

ARTICULO  871. 

Los  guatemaltecos  podrán  testar  fuera  del  territorio  nacional, 
sujetándose  a  las  formas  establecidas  por  las  leyes  del  país  en  que 
se  hallen. 

También  podrán  testar  en  alta  mar,  durante  su  navegación  en 
un  buque  extranjero,  con  sujeción  a  las  leyes  de  la  nación  a  que  el 
buque  pertenezca. 

ARTICULO  872. 

t  . 

No  será  válido  en  Guatemala  el  testamento  mancomunado  que 
los  guatemaltecos  otorguen  en  país  extranjero,  aunque  lo  autoricen 
las  leyes  de  la  nación  donde  se  hubiere  otorgado. 


ARTICULO  873. 

También  podrán  los  guatemaltecos  que  se  encuentren  en  país 
extranjero  otorgar  su  testamento,  abierto  o  cerrado,  ante  el  agente 
diplomático  o  consular  de  esta  República,  residente  en  el  lugar 
del  otorgamiento,  si  fuere  Notario. 


CAPITULO  X 


TESTIGOS  TESTAMENTARIOS 


oda 

04*" 


ARTICULO  874. 

No  pueden  ser  testigos  testamentarios: 

V-^^^oresde^dmz  jrjg is^años¿  ¿ 

— Los  herederos  y  sus  parientes; 

■$' — El  albacea  y  el  legatario  en  los  testamentos  en  que  son  ✓ 
instituidos,  y  los  parientes  del  testador; 

■S” — Los  que  no  están  en  el  uso  de  sus  facultades  intelectuales;  * 

6? — Los  acreedores,  cuando  en  el  testamento  se  les  reconozca 
el  crédito  y  no  tengan  para  justificarlo  otra  prueba  que  sea 
bastante  por  sí  misma  y  distinta  de  la  declaración  del  tes¬ 
tador;  • 

/»'■ — Los  ciegos  y  los  que  no  entiendan  el  idioma  del  testador;  y 

3° — Los  sordos  y  los  mudos;  ✓ 

9 — Los  que  hayan  sido  condenados  por  el  delito  de  falsedad ;  y,  y 
— Los  parientes  del  Notario. 


CAPITULO  XI 


REVOCACION  E  INEFICACIA  DE  LOS  TESTAMENTOS 


ARTICULO  875. 

Todas  las  disposiciones  testamentarias  son  esencialmente  revo¬ 
cables,  aunque  el  testador  exprese  en  el  testamento  su  voluntad  o 
resolución  de  no  revocarlas. 


ARTICULO  876. 


V 

>  ’ 


Todo  testamento  queda  revocado  por  el  otorgamiento  de  otro 
posterior,  aunque  no  contenga  cláusula  derogatoria  expresa  o  aun 
cuando,  por  cualquier  causa,  no  éntre  en  la  herencia  el  heredero 
instituido  o  el  legatario  nombrado  %a"el  anterior  testamento. 
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ARTICULO  877. 


Cuando  por  suponer  muerto  al  heredero  instituido  en  un  testa¬ 
mento,  se  ha  otorgado  otro  después,  dando  expresamente  por  causa 
esa  suposición,  valdrá  el  primer  testamento  y  se  reputará  el  segundo 
como  no  otorgado,  si  se  descubre  que  es  falsa  la  muerte  del  he¬ 
redero. 

ARTICULO  878. 

El  que  de  algún  modo  ejerza  coacción  sobre  el  testador  para  que 
haga,  altere  o  revoque  su  testamento  o  cualquiera  disposición  tes¬ 
tamentaria,  pierde  todos  los  derechos  que  por  el  testamento  o  por 
la  ley  le  corresponde  en  los  bienes  de  la  herencia. 

ARTICULO  879. 

Incurre  también  en  la  pena  del  artículo  anterior,  quien  impida 
que  una  persona  haga,  revoque  o  varíe  su  testamento. 

ARTICULO  880. 

Será  nulo  el  testamento  cerrado,  cuando  apareciere  rota  la  plica 
que  lo  contiene. 

ARTICULO  881. 

El  testamento  no  puede  ser  revocado  en  todo  ni  en  parte,  sino 
con  las  solemnidades  necesarias  para  testar. 


ARTICULO  882. 

Por  la  enajenación  que  haga  el  testador  del  todo  o  parte  de 
una  cosa  dejada  en  testamento,  se  entiende  revocada  su  disposición 
relativa  a  la  cosa  o  parte  enajenada,  a  no  ser  que  vuelva  a  su 
dominio. 

ARTICULO  883. 

La  donación  o  legado  de  un  crédito  hecho  en  testamento,  queda 
revocado  en  todo  o  en  parte,  4i  el  testador  recibe  en  pago  el  todo 
o  parte  de  la  cantidad  que  se  le  debía  o  si  por  cualquier  razón  ha 
cancelado  el  crédito. 

ARTICULO  884. 

No  produce  efecto  el  testamento  en  cuanto  a  la  institución  de 
heredero,  si  el  nombrado  tuviere  incapacidad  legal  para  heredar. 
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ARTICULO  885. 


Si  el  heredero  o  los  herederos  instituidos  fuesen  hijos  o  nietos 
del  testador,  el  hijo  o  nieto  postumo  no  instituido  heredero  en  el 
testamento,  entrará  al  goce  de  la  herencia  con  los  instituidos,  en 
la  porción  que  le  correspondería  si  la  herencia  se  hubiese  distribuido 
con  igualdad  entre  los  hijos  o  nietos;  a  no  ser  que  el  padre  o  abuelo, 
hubieren  excluido  expresamente  al  postumo. 


ARTICULO  886. 

Caduca  la  disposición  testamentaria  en  que  se  deja  algo  bajo 
condición,  si  el  heredero  o  el  legatario  a  que  se  refiere,  muere  antes 
de  que  se  verifique. 

ARTICULO  887. 

No  caduca  la  herencia  ni  el  legado  que  se  deja  desde  dia  cierto 
o  desde  tiempo  determinado,  aun  cuando  el  heredero  o  el  legatario 
mueran  antes  de  haber  llegado  el  día  o  vencido  el  tiempo  que  fijó 
el  testador. 

ARTICULO  888. 

i  i 

La  disposición  testamentaria  de  una  cosa  específica,  en  favor 
de  alguno,  no  produce  efecto  si  se  destruye  la  cosa  sin  culpa  de  la 
persona  obligada  a  entregarla. 

ARTICULO  889. 

En  todos  los  casos  en  que  caduque  o  pierda  su  efecto  la  insti¬ 
tución  de  heredero,  pasará  la  herencia  a  los  herederos  legales. 


CAPITULO  XII 


HERENCIA  CONDICIONAL 


ARTICULO  890. 


La  institución  de  herederos  puede  hacerse  desde  día  determi¬ 
nado,  o  hasta  día  cierto  o  bajo  condición. 

ARTICULO  891. 


En  la  herencia  conferida  desde  día  determinado,  los  frutos  de 
los  bienes  que  produzcan  hasta’que  llegue  ese  día,  corresponderán 
a  los  herederos  legales,  sí  el  testador  no  hubiere  dispuesto  de  ellos. 
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ARTICULO  892. 


Si  el  testador  instituye  heredero  hasta  cierto  día  o  tiempo  de¬ 
terminado,  no  podrá  el  heredero  retener  los  bienes  hereditarios,  ni 
hará  suyos  los  frutos,  desde  que  pasen  el  día  o  tiempo  señalados. 

ARTICULO  893. 

Los  bienes  y  frutos  de  que  habla  el  artículo  anterior,  pertene¬ 
cerán  en  adelante  al  heredero  instituido,  o  a  los  herederos  legales 
del  testador,  a  no  ser  que  éste  hubiere  dispuesto  otra  cosa. 

ARTICULO  894. 

Por  testamento  puede  instituirse  asilo  de  familia,  en  los  térmi¬ 
nos  y  condiciones  establecidas  en  el  Capítulo  VI,  Título  V,  Libro  II 
de  este  Código. 

El  albacea  y  los  herederos  tienen  obligación  solidaria  de  hacer 
las  gestiones  pertinentes  para  establecer  el  asilo,  debiendo  iniciarlas 
en  el  momento  en  que  se  abra  la  sucesión. 

Los  beneficiarios  o  sus  representantes  legales  tienen  el  derecho 
de  exigir  la  constitución  del  asilo  e  intervenir  en  las  diligencias 
respectivas.  , 

Al  ser  presentado  al  Registro  de  la  Propiedad  un  testamento  en 
que  se  constituya  asilo  de  familia,  el  Registrador,  de  oficio,  hará 
anotación  provisional,  sobre  los  bienes  que  serán  afectados  por  el 
asilo. 

ARTICULO  895. 

Las  condiciones  imposibles  de  cumplirse,  la  de  no  enajenar 
los  bienes  por  tiempo  indefinido  y  las  contrarias  a  las  leyes  y  bue¬ 
nas  costumbres,  se  tienen  por  no  puestas.  La  no  enajenación  o  gra¬ 
vamen  por  tiempo  determinado  debe  ser  respetada,  hasta  la  mayo¬ 
ría  de  edad  y  cinco  años  más  de  los  herederos  o  legatarios. 

ARTICULO  896. 

Se  tendrá  también  por  no  puesta  la  condición  de  no  casarse; 
pero  será  válida  la  que  se  dirija  a  impedir  el  matrimonio  con  per¬ 
sona  determinada. 

ARTICULO  897. 

No  es  heredero  ni  legatario  el  instituido  por  error,  cuando  ese 
error  recae  sobre  la  persona  designada. 

ARTICULO  898. 

La  omisión  de  la  institución  de  heredero  en  un  testamento  no 
anula  las  disposiciones  que  contiene. 


ARTICULO  899. 


Los  bienes,  derechos  y  acciones  de  que  no  dispuso  el  testador, 
que  omitió  la  institución  de  heredero,  pasan  a  sus  herederos  legales. 

ARTICULO  900. 

El  testador  que  nombre  dos  o  más  personas  por  sus  herederos, 
señalará  la  parte  de  herencia  que  destina  a  cada  uno  de  ellos. 

Si  no  lo  hiciere,  será  igual  el  derecho  de  todos  los  herederos  a 
los  bienes  hereditarios. 

ARTICULO  901. 

Cuando  reunidas  las  porciones  que  asignó  el  testador  a  sus 
herederos,  excedan  del  monto  de  la  masa  hereditaria,  se  reducirán 
a  prorrata. 

ARTICULO  902. 

Si  el  testador  señala  todas  las  porciones  que  deja  a  sus  here¬ 
deros,  y  queda  algo  sin  aplicación  determinada,  esta  parte  corres¬ 
ponderá  a  los  herederos  legales. 


ARTICULO  903. 

Designada  en  el  testamento  parte  determinada  de  la  herencia 
para  uno  o  más  herederos,  sin  señalarse  la  de  sus  coherederos,  éstos 
se  distribuirán  con  igualdad  lo  que  sobre  de  la  herencia,  deducido 
lo  que  fué  destinado  especialmente. 

ARTICULO  904. 

7o 


Pasará  a  los  herederos  legales  del  testador  el  todo  o  parte  de 
la  herencia  que  vacare,  sea  por  renuncia  de  todos  o  de  algunos  de 
los  herederos  o  legatarios,  o  sea  por  su  muerte  antes  que  la  del  tes¬ 
tador.  Sin  embargo,  los  herederos  legales  no  tendrán  los  derechos 
concedidos  por  este  artículo  y  los  anteriores,  cuando  de  manera 
expresa  estuviere  de  manifiesto  la  voluntad  del  testador. 


CAPITULO  XIII 

SUBSTITUCION  DE  HEREDERO 

ARTICULO  905. 

No  hay  más  substitución  que  la  del  nombramiento  de  otro  u 
otros  herederos,  para  el  caso  de  que  no  lo  sean  el  primero  o  los  pri¬ 
meros  instituidos. 


» 
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ARTICULO  906. 


Los  substituidos  pueden  ser  nombrados  conjunta  o  sucesiva' 
mente. 


% 


ARTICULO  907. 


El  segundo  substituto,  faltando  el  primero,  lo  es  del  heredero 
instituido. 


ARTICULO  908. 


El  heredero  puede  ser  substituido  al  arbitrio  del  testador. 
ARTICULO  909. 

No  pueden  ser  substitutos  los  que  son  incapaces  de  heredar, 
conforme  a  este  Código. 


CAPITULO  XIV 


ACEPTACION  Y  RENUNCIA  DE  LA  HERENCIA 
Y  BENEFICIO  DE  INVENTARIO 

ARTICULO  910. 

El  heredero  puede  aceptar  la  herencia  simplemente  o  con  be¬ 
neficio  de  inventario.  Nunca  puede  obligársele  a  la  aceptación. 

ARTICULO  911. 

La  aceptación  no  puede  hacerse  condicional  ni  parcialmente. 

ARTICULO  912. 

Las  herencias  deferidas  a  los  menores  y  a  los  incapacitados  no 
pueden  aceptarse  válidamente,  sino  con  beneficio  de  inventario. 

ARTICULO  913. 

Por  las  personas  jurídicas  y  las  instituciones  de  beneficencia 
o  de  educación,  aceptarán  la  herencia,  siempre  ccn  beneficio  de 
inventario,  sus  legítimos  representantes. 

ARTICULO  914. 

La  aceptación  simple  hecha  por  un  heredero,  no  impide  a  su 
coheredero  que  acepte  con  beneficio  de  inventario. 
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ARTICULO  915. 


El  heredero  acepta  expresamente  la  herencia,  manifestándolo  al 
Juez,  o  pidiéndole  posesión  de  los  bienes,  o  usando  del  título  o  de 
la  calidad  de  heredero,  en  instrumento  o  acto  público. 

ARTICULO  916. 

Acepta  el  heredero  tácitamente,  entrando  en  posesión  de  la 
herencia  o  practicando  otros  actos  para  los  cuales  no  tendría  de¬ 
rechos  sin  ser  heredero. 


ARTICULO  917. 

Por  la  aceptación  queda  el  heredero  obligado  a  pagar  las  pen¬ 
siones  de  los  bienes  hereditarios,  las  deudas  de  la  persona  a  quien 
hereda  y  los  legados  del  testamento. 

ARTICULO  918. 

La  formación  de  inventario  solemne,  según  el  Código  de  En¬ 
juiciamiento  Civil  y  Mercantil,  reduce  las  obligaciones  del  heredero 
a  responder  sólo  del  valor  de  la  herencia. 


ARTICULO  919. 

Los  únicos  casos  en  que  la  omisión  de  inventario  no  hace  al 
heredero  responsable  de  todas  las  deudas,  son: 

1- — Si  los  acreedores  convienen  en  que  no  hubo  más  bienes 
que  los  designados  por  el  heredero ;  y, 

2q — Si  éste  lo  prueba  plenamente  en  juicio. 


ARTICULO  920. 


Los  herederos  que  hayan  ocultado  algunos  bienes  de  la  heren¬ 
cia,  no  pueden  gozar  del  beneficio  de  inventario  y  pierden  su  dere¬ 
cho  a  los  bienes  ocultados,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades 
penales,  si  el  hecho  constituye  delito. 


ARTICULO  921. 

El  término  para  aceptar  la  herencia  es  de  tres  meses,  si  el 
heredero  estuviere  dentro  del  departamento  en  que  ha  muerto  la 
persona  de  cuya  sucesión  se  trata;  de  seis  meses,  si  está  fuera  del 
departamento,  pero  dentro  de  la  República;  y  de  un  año,  si  se  halla 
fuera  de  la  República. 


V 
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ARTICULO  922. 

El  heredero  una  vez  haya  aceptado  la  herencia,  es  propie¬ 
tario  de  ella  desde  la  muerte  del  causante,  y  son  suyos  los  frutos 
y  las  ganancias  y  pérdidas  de  los  bienes  hereditarios. 


ARTICULO  923. 

No  se  presume,  dentro  del  término  de  la  aceptación,  que  el 
heredero  ha  renunciado  la  herencia.  La  renuncia  debe  ser  expresa. 


ARTICULO  924. 

Si  pasa  el  término  de  la  aceptación  sin  que  nadie  se  presente  a 
reclamar  la  herencia,  ni  haya  heredero  a  quien  manifiestamente 
pertenezca,  o  han  renunciado  los  que  tenían  derecho  a  ella,  se  decla¬ 
rará  vacante,  arreglándose  a  las  prescripciones  del  Código  de  En¬ 
juiciamiento  Civil  y  Mercantil. 


ARTICULO  925. 

Pueden  los  acreedores  del  heredero,  que  no  acepte  o  que  renun¬ 
cie  la  herencia,  pedir  de  ella  la  parte  que  baste  a  cubrir  sus  deudas. 


CAPITULO  XV 

LEGADOS 

ARTICULO  926. 

El  testador  puede  disponer  de  una  cosa,  o  de  una  cantidad,  o 
del  todo  o  de  una  parte  de  sus  bienes,  a  titulo  de  legado,  en  favor 
de  una  o  más  personas  individuales  o  jurídicas. 

ARTICULO  927. 

Legatario  es  la  persona  a  quien  se  da  algo  por  testamento,  con¬ 
forme  al  artículo  anterior,  aun  sin  instituirlo  heredero. 

ARTICULO  928. 

Si  toda  la  herencia  se  distribuye  en  legados,  se  prorratearán 
las  deudas,  gravámenes  y  porciones  alimenticias  entre  los  legata¬ 
rios,  en  proporción  al  valor  de  sus  respectivos  legados,  a  no  ser  que 
el  testador  hubiere  dispuesto  otra  cosa. 
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ARTICULO  929. 


No  tiene  efecto  el  legado  de  una  cosa  en  especie,  si  no  se  halla 
en  el  dominio  del  testador  al  tiempo  de  su  muerte. 


ARTICULO  930. 

En  el  legado  de  una  cosa  indeterminada,  comprendida  en  un 
género  o  en  una  especie,  la  elección  corresponde  al  obligado  a  pa¬ 
garlo,  si  el  testador  no  dispuso  lo  contrario. 


ARTICULO  931. 

El  legado  de  un  crédito  contra  tercero  o  el  de  perdón  o  libera¬ 
ción  de  una  deuda  del  legatario,  sólo  surtirá  efecto  en  la  parte  del 
crédito  o  de  la  deuda  subsistente  al  tiempo  de  morir  el  testador. 


ARTICULO  932. 

En  los  legados  remuneratorios,  se  observarán  las  reglas  sobre 
donaciones  de  este  género. 


ARTICULO  933. 

El  legado  hecho  a  un  acreedor  tendrá  efecto  sin  perjuicio  del 
pago  de  su  crédito. 

ARTICULO  934. 

Se  acepta  el  legado  expresamente  cuando  se  pide,  y  tácitamente 
cuando  se  recibe  la  cosa  legada. 


ARTICULO  935. 

Si  el  legado  consiste  en  una  pensión  o  renta  vitalicia,  ésta  co 
mienza  a  correr  desde  el  dia  de  la  muerte  del  testador. 


ARTICULO  936. 

Si  entre  varios  herederos  ninguno  ha  sido  encargado  particu¬ 
larmente  de  pagar  el  legado,  cada  uno  debe  hacerlo  en  proporción 
a  la  parte  que  le  haya  correspondido  en  la  herencia. 


ARTICULO  937. 

Si  la  obligación  de  pagar  el  legado  se  ha  impuesto  a  uno  de  los 
herederos,  él  solo  debe  hacerlo. 
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ARTICULO  938. 


La  cosa  legada  se  entregará  con  sus  accesorios  y  en  el  estado 
en  que  se  encuentre  el  día  de  la  muerte  del  testador. 

ARTICULO  939. 

Los  gastos  necesarios  para  la  entrega  del  legado,  serán  a  cargo 
de  la  herencia,  salvo  disposición  del  testador  en  contrario. 

ARTICULO  940. 

Si  la  cosa  legada  estuviere  gravada  con  una  pensión,  canon, 
servidumbre  u  otra  carga  inherente  al  fundo,  tal  gravamen  recaerá 
sobre  el  legatario. 

ARTICULO  941. 

Si  la  cosa  legada  estuviere  empeñada  por  una  obligación  de  la 
herencia  o  de  un  tercero,  el  heredero  estará  obligado  al  pago,  a 
menos  que  el  testador  haya  dispuesto  otra  cosa. 

ARTICULO  942. 

Desde  que  pase  un  año  del  fallecimiento  del  testador,  se  abo¬ 
narán  intereses  al  legatario,  si  el  legado  consiste  en  dinero,  salvo 
disposición  en  contrario  de  aquél. 

ARTICULO  943. 

Vencidos  los  términos  designados  para  la  aceptación  de  la  he¬ 
rencia,  o  antes,  si  el  heredero  entrare  a  poseerla,  tendrán  los  lega¬ 
tarios  el  derecho  de  pedir  al  albacea  o  al  heredero,  según  las  cir¬ 
cunstancias,  la  entrega  del  legado  y  sus  frutos  e  intereses. 


ARTICULO  944. 


En  todo  caso  se  cumplirá  la  disposición  del  testador  en  cuanto 
al  modo,  orden  y  tiempo  en  que  deban  entregarse  o  pagarse  los 
legados. 

ARTICULO  945. 

El  legatario  que  muera  antes  que  el  testador,  no  adquiere  de¬ 
recho  alguno  al  legado,  ni  lo  'transmite  a  sus  herederos,  a  no  ser 
que  éstos  hubiesen  sido  llamados  igualmente  por  el  testador. 

ARTICULO  946. 


Los  legados  pueden  ser  condicionales,  o  desde  día  cierto,  o  hasta 
día  determinado. 


* 
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ARTICULO  947. 


Las  condióones  en  los  legados  deben  ser  posibles  y  honestas ; 
las  que  no  lo  fueren,  se  tendrán  por  inexistentes. 


ARTICULO  948. 

No  hay  derecho  de  acrecer  entre'los  legatarios,  si  el  testador  no 
los  estableció  clara  y  expresamente. 


ARTICULO  949. 

Los  legados  que  caduquen  o  vaquen  por  no  cumplirse  la  con¬ 
dición,  o  por  haberse  pasado  el  día  si  fueren  hasta  día  cierto,  o  por 
muerte  del  legatario  antes  que  el  testador,  S  por  renuncia  u  otra 
causa,  pertenecerán  al  heredero  universal,  y  en  su  defecto,  a  los 
herederos  legales. 

ARTICULO  950. 

La  revocación  y  caducidad  de  los  legados  se  reglarán  por  lo 
dispuesto  en  el  Capítulo  sobre  la  revocación  y  caducidad  de  los 
testamentos. 


ARTICULO  951. 

Distribuida  en  legados  toda  la  herencia,  el  heredero  instituido, 
si  lo  hubiere,  tendrá  derecho  a  la  cuarta  parte  dé  la  herencia,  que 
se  deducirá  a  prorrata  de  los  legados ;  salvo  que  el  testador  haya 
¡y  dispuesto  otra  cosa. 

ARTICULO  952. 

Si  en  el  testamento  se  hubiere  legado  al  heredero  alguna  cosa 
y  el  valor  de  ésxa,  sumado  al  de  la  herencia,  fuere  menos  que  la 
cuarta  parte  de  ella,  tendrá  derecho  a  completarla,  deduciendo  lo 
necesario  a  prorrata  de  los  demás  legados,  salvo  lo  que  el  testador 
haya  dispuesto. 

ARTICULO  953. 

Las  reglas  establecidas  con  respecto  a  la  herencia  para  dos  o 
más  herederos,  regirán  en  los  legados  que  se  dejen  a  dos  o  más 
personas. 
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ARTICULO  922. 

El  heredero  una  vez  haya  aceptado  la  herencia,  es  propie¬ 
tario  de  ella  desde  la  muerte  del  causante,  y  son  suyos  los  frutos 
y  las  ganancias  y  pérdidas  de  los  bienes  hereditarios. 

ARTICULO  923. 

No  se  presume,  dentro  del  término  de  la  aceptación,  que  el 
heredero  ha  renunciado  la  herencia.  La  renuncia  debe  ser  expresa. 

ARTICULO  924. 

Si  pasa  el  término  de  la  aceptación  sin  que  nadie  se  presente  a 
reclamar  la  herencia,  ni  haya  heredero  a  quien  manifiestamente 
pertenezca,  o  han  renunciado  los  que  tenían  derecho  a  ella,  se  decla¬ 
rará  vacante,  arreglándose  a  las  prescripciones  del  Código  de  En¬ 
juiciamiento  Civil  y  Mercantil. 


ARTICULO  925. 

Pueden  los  acreedores  del  heredero,  que  no  acepte  o  que  renun¬ 
cie  la  herencia,  pedir  de  ella  la  parte  que  baste  a  cubrir  sus  deudas. 


CAPITULO  XV 

LEGADOS 

ARTICULO  926. 

El  testador  puede  disponer  de  una  cosa,  o  de  una  cantidad,  o 
del  todo  o  de  una  parte  de  sus  bienes,  a  título  de  legado,  en  favor 
de  una  o  más  personas  individuales  o  jurídicas. 


ARTICULO  927. 

Legatario  es  la  persona  a  quien  se  da  algo  por  testamento,  con¬ 
forme  al  artículo  anterior,  aun  sin  instituirlo  heredero. 

Í 

ARTICULO  928. 

Si  toda  la  herencia  se  distribuye  en  legados,  se  prorratearán 
las  deudas,  gravámenes  y  porciones  alimenticias  entre  los  legata¬ 
rios,  en  proporción  al  valor  de  sus  respectivos  legados,  a  no  ser  que 
el  testador  hubiere  dispuesto  otra  cosa. 
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ARTICULO  929. 


No  tiene  efecto  el  legado  de  una  cosa  en  especie,  si  no  se  halla 
en  el  dominio  del  testador  al  tiempo  de  su  muerte. 


ARTICULO  930. 

En  el  legado  de  una  cosa  indeterminada,  comprendida  en  un 
género  o  en  una  especie,  la  elección  corresponde  al  obligado  a  pa¬ 
garlo,  si  el  testador  no  dispuso  lo  contrario. 


ARTICULO  931. 

El  legado  de  un  crédito  contra  tercero  o  el  de  perdón  o  libera¬ 
ción  de  una  deuda  del  legatario,  sólo  surtirá  efecto  en  la  parte  del 
crédito  o  de  la  deuda  subsistente  al  tiempo  de  morir  el  testador. 


ARTICULO  932. 

En  los  legados  remuneratorios,  se  observarán  las  reglas  sobre 
donaciones  de  este  género. 


ARTICULO  933. 

El  legado  hecho  a  un  acreedor  tendrá  efecto  sin  perjuicio  del 
pago  de  su  crédito. 

ARTICULO  934. 

Se  acepta  el  legado  expresamente  cuando  se  pide,  y  tácitamente 
cuando  se  recibe  la  cosa  legada. 


ARTICULO  935. 

Si  el  legado  consiste  en  una  pensión  o  renta  vitalicia,  ésta  co¬ 
mienza  a  correr  desde  el  día  de  la  muerte  del  testador. 


ARTICULO  936. 

Si  entre  varios  herederos  ninguno  ha  sido  encargado  particu¬ 
larmente  de  pagar  el  legado,  cada  uno  debe  hacerlo  en  proporción 
a  la  parte  que  le  haya  correspondido  en  la  herencia. 


ARTICULO  937. 

Si  la  obligación  de  pagar  el  legado  se  ha  impuesto  a  uno  de  los 
herederos,  él  solo  debe  hacerlo. 
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ARTICULO  938. 


La  cosa  legada  se  entregará  con  sus  accesorios  y  en  el  estado 
en  que  se  encuentre  el  día  de  la  muerte  del  testador. 

ARTICULO  939. 

Los  gastos  necesarios  para  la  entrega  del  legado,  serán  a  cargo 
de  la  herencia,  salvo  disposición  del  testador  en  contrario. 

ARTICULO  940. 

Si  la  cosa  legada  estuviere  gravada  con  una  pensión,  canon, 
servidumbre  u  otra  carga  inherente  al  fundo,  tal  gravamen  recaerá 
sobre  el  legatario. 

ARTICULO  941. 

Si  la  cosa  legada  estuviere  empeñada  por  una  obligación  de  la 
herencia  o  de  un  tercero,  el  heredero  estará  obligado  al  pago,  a 
menos  que  el  testador  haya  dispuesto  otra  cosa. 

ARTICULO  942. 

Desde  que  pase  un  año  del  fallecimiento  del  testador,  se  abo¬ 
narán  intereses  al  legatario,  si  el  legado  consiste  en  dinero,  salvo 
disposición  en  contrario  de  aquél. 

ARTICULO  943. 

Vencidos  los  términos  designados  para  la  aceptación  de  la  he¬ 
rencia,  o  antes,  si  el  heredero  entrare  a  poseerla,  tendrán  los  lega¬ 
tarios  el  derecho  de  pedir  al  albacea  o  al  heredero,  según  las  cir¬ 
cunstancias,  la  entrega  del  legado  y  sus  frutos  e  intereses. 

ARTICULO  944. 

En  todo  caso  se  cumplirá  la  disposición  del  testador  en  cuanto 
al  modo,  orden  y  tiempo  en  que  deban  entregarse  o  pagarse  los 
legados. 

ARTICULO  945. 

El  legatario  que  muera  antes  que  el  testador,  no  adquiere  de¬ 
recho  alguno  al  legado,  ni  lo  transmite  a  sus  herederos,  a  no  ser 
que  éstos  hubiesen  sido  llamados  igualmente  por  el  testador. 

ARTICULO  946. 

Los  legados  pueden  ser  condicionales,  o  desde  día  cierto,  o  hasta 
día  determinado. 
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ARTICULO  947. 


Las  condiciones  en  los  legados  deben  ser  posibles  y  honestas ; 
las  que  no  lo  fueren,  se  tendrán  por  inexistentes. 


ARTICULO  948. 

No  hay  derecho  de  acrecer  entre  los  legatarios,  si  el  testador  no 
los  estableció  clara  y  expresamente, 

■ 

ARTICULO  949. 

Los  legados  que  caduquen  o  vaquen  por  no  cumplirse  la  con¬ 
dición,  o  por  haberse  pasado  el  día  si  fueren  hasta  día  cierto,  o  por 
muerte  del  legatario  antes  que  el  testador,  5  por  renuncia  u  otra 
causa,  pertenecerán  al  heredero  universal,  y  en  su  defecto,  a  los 
herederos  legales. 


ARTICULO  950. 

La  revocación  y  caducidad  de  los  legados  se  reglarán  por  lo 
dispuesto  en  el  Capítulo  sobre  la  revocación  y  caducidad  de  los 
testamentos. 


ARTICULO  951. 

Distribuida  en  legados  toda  la  herencia,  el  heredero  instituido, 
si  lo  hubiere,  tendrá  derecho  a  la  cuarta  parte  dé  la  herencia,  que 
se  deducirá  a  prorrata  de  los  legados ;  salvo  que  el  testador  haya 
(y  dispuesto  otra  cosa. 

* 

ARTICULO  952. 

Si  en  el  testamento  se  hubiere  legado  al  heredero  alguna  cosa 
y  el  valor  de  ésta,  sumado  al  de  la  herencia,  fuere  menos  que  la 
cuarta  parte  de  ella,  tendrá  derecho  a  completarla,  deduciendo  lo 
necesario  a  prorrata  de  los  demás  legados,  salvo  lo  que  el  testador 
haya  dispuesto. 

ARTICULO  953. 


Las  reglas  establecidas  con  respecto  a  la  herencia  para  dos  o 
más  herederos,  regirán  en  los  legados  que  se  dejen  a  dos  o  más 
personas. 
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CAPITULO  XVI 


ALBACEAS 

ARTICULO  954. 


Albacea  o  ejecutor  testamentario,  es  la  persona  a  quien  el  tes¬ 
tador  encarga  el  cumplimiento  de  su  voluntad. 

ARTICULO  955. 

P^uede  haber  también  albacea  judicial  por  nombramiento  del 
Juez. 


ARTICULO  956. 


Se  nombrará  albacea  judicial  sólo  en  los  casos  de  renuncia,  re¬ 
moción  o  falta  del  qv^e  estaba  nombrado  en  el  testamento,  cuando 
así  lo  pidieren  los  herederos  instituidos. 


ARTICULO  957. 

Los  herederos,  o  el  Juez  en  su  caso,  pueden  exigir  garantía  al 
albacea  judicial. 

ARTICULO  958. 


Incumbe  a  los  herederos  cumplir  la  voluntad  del  testador  cuan¬ 
do  éste  no  hubiese  nombrado  albacea. 


ARTICULO  959. 

Incumbe  también  a  los  herederos  ejecutar  las  disposiciones 
del  testador,  siempre  que  no  se  hayan  cumplido,  sea  por  no  estar 
comprendidas  en  la  comisión  del  albaceazgo,  o  por  falta  de  posibi¬ 
lidad  o  de  voluntad  del  albacea  nombrado. 

4 

ARTICULO  960. 

Puede  conferirse  el  albaceazgo  a  una  o  más  personas  para  que 
lo  ejerzan  mancomunadamente  o  una  después  de  otra. 


ARTICULO  961. 

Para  ser  albacea  se  necesita  haber  cumplido  diez  y  ocho  años 
de  edad,  poder  legalmente  administrar  bienes,  no  ser  incapaz  de 
adquirirlos  a  título  de  herencia,  y  no  estar  en  actual  servicio  de 
las  funciones  de  Magistrado,  Fiscal  o  Juez,  aunque  se  halle  con 
licencia  temporal,  salvo  en  los  casos  de  que  se  trate  de  las  suce¬ 
siones  de  sus  parientes. 
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ARTICULO  962. 

Ninguno  está  obligado  a  aceptar  el  cargo  de  albacea,  pero  no 
puede  renunciarlo  después  de  aceptado,  sino  con  justa  causa,  a 
juicio  del  Juez. 

ARTICULO  963. 

Las  facultades  y  atribuciones  de  los  albaceas,  además  de  las 
que  designe  el  testador,  serán  las  siguientes : 

l9 — Disponer  y  pagar  los  funerales  del  testador,  con  arreglo 
a  lo  ordenado  por  éste,  y  en  defecto  de  tal  disposición,  se¬ 
gún  las  costumbres  del  lugar  y  las  posibilidades  de  la  he¬ 
rencia  ; 

2" — Hacer  las  gestiones  necesarias  para  la  inmediata  seguridad 
de  los  bienes; 

39 — Hacer  el  inventario,  con  intervención  de  los  herederos,  y 
cuando  no  los  haya,  con  la  de  los  interesados  en  los  bienes; 

4? — Pagar  las  deudas  y  los  legados;  y, 

5" — Administrar  los  bienes,  mientras  los  herederos  toman  po¬ 
sesión  de  ellos. 

ARTICULO  964. 

Si  no  hubiere  en  la  herencia  dinero  bastante  para  hacer  los 
pagos  de  las  deudas  y  de  los  legados,  promoverán  los  albaceas  la 
venta  de  los  bienes  muebles,  y  no  alcanzando  éstos,  la  de  los  in¬ 
muebles,  procediendo  en  ambos  casos  con  intervención  de  los  here¬ 
deros;  intervención  que  se  hará  constar  en  acta  privada,  si  así  lo 
dispusieren  los  interesados  y  éstos  fueren  mayores  de  edad.  Si  fue¬ 
ren  menores  o  incapaces,  no  se  procederá,  sin  la  intervención  ju¬ 
dicial. 


ARTICULO  965. 

Practicado  el  inventario,  cuidará  el  albacea  que  se  entreguen 
los  legados  específicos;  asegurará  el  pago  de  los  demás  legados  a  su 
satisfacción  y  quedará  la  herencia  en  poder  de  los  herederos,  aun¬ 
que  no  haya  transcurrido  el  término  legal  del  albaceazgo. 

ARTICULO  966.  ^ 

Los  albaceas  no  son  personeros  de  la  sucesión  para  demandar 
ni  responder  en  juicio,  sino  en  los  asuntos  que  especialmente  les 
hubiere  encargado  el  testador.  Por  consiguiente,  fuera  de  este  caso, 
toda  demanda  debe  interponerse  contra  los  herederos  y  sólo  éstos 
pueden  demandar  a  los  deudores  u  obligados  en  favor  de  la  su¬ 
cesión. 
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ARTICULO  967. 

El  cargo  de  albacea  es  meramente  personal  y  no  puede  trans¬ 
mitirse  ni  substituirse  por  el  que  lo  ejerce.  Pasan,  sin  embargo,  a 
sus  herederos  las  responsabilidades  civiles  en  que  hubiese  incu¬ 
rrido  por  su  administración. 

ARTICULO  968. 

No  obstante  lo  prevenido  en  el  artículo  anterior,  podrán  los  al- 
baceas  dar  poderes  para  ejecutar  actos  de  administración  que  a 
ellos  les  competan,  siendo  personalmente  responsables  por  los  actos 
del  mandatario. 

ARTICULO  969. 

Durante  el  ejercicio  del  albaceazgo,  y  mientras  no  estén  apro¬ 
badas  las  cuentas  de  administración,  no  podrá  adquirir  el  albacea, 
por  sí,-  ni  por  medio  de  otro,  bienes  de  la  testamentaría,  ni  créditos 
contra  ella,  bajo  pena  de  nulidad. 

ARTICULO  970. 

De  hecho  deja  de  ser  albacea  el  que  no  hiciese  los  inventarios 
en  el  plazo  señalado  por  la  ley. 

ARTICULO  971. 

Concluye  el  albaceazgo  pasado  un  año  desde  la  muerte  del  tes¬ 
tador,  aunque  no  estén  cumplidas  las  disposiciones  de  éste.  Tam¬ 
bién  termina  antes  del  año,  en  cuanto  fueren  cumplidas  las  dispo¬ 
siciones  del  testador. 

ARTICULO  972. 

El  término  de  un  año,  de  que  habla  el  artículo  anterior,  es  fa¬ 
tal  y  no  podrá  prorrogarse,  ni  por  el  testador  ni  por  el  Juez. 

ARTICULO  973. 

Todo  lo  que  ejecute  el  albacea,  excepto  la  rendición  de  cuen¬ 
tas,  pasado  el  año  de  que  hablan  los  artículos  anteriores,  es  nulo  y 
puede  exigírsele  el  pago  de  daños  y  perjuicios  por  su  indebida  in¬ 
tervención. 

ARTICULO  974. 

El  albacea  dará  a  los  interesados  cuenta  documentada  del  al¬ 
baceazgo,  inmediatamente  después  de  haberlo  ejercido. 
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ARTICULO  975. 


Los  gastos  del  albaceazgo  se  pagarán  de  la  herencia. 

ARTICULO  976. 

El  albacea  si  no  fuere  heredero  o  legatario,  tendrá  por  su  tra¬ 
bajo  el  honorario  del  dos  por  ciento  (2%)  del  valor  de  los  bienes 
por  él  administrados  o  inventariados,  si  la  cantidad  llega  o  pasa  de 
cincuenta  mil  quetzales;  del  tres  por  ciento  (3%),  si  a  cuarenta; 
el  tres  y  medio  (3¡/2%),  si  a  treinta;  el  cuatro  (4%),  si  a  veinte; 
y  el  cinco  (5%),  cuando  baje  de  esa  cantidad.  Si  fueren  varios  los 
albaceas,  ese  honorario  se  distribuirá  entre  ellos,  proporcionalmente 
al  trabajo  que  cada  cual  haya  realizado. 

ARTICULO  977. 

En  la  herencia  desde  día  cierto,  o  desde  que  se  hayan  cumplida 
los  encargos  del  testador,  los  herederos  tienen  derecho  a  exigir 
que  el  albacea  asegure  la  devolución  de  los  bienes,  para  cuando  lle¬ 
gue  el  dia  o  se  hayan  cumplido  los  encargos,  sin  más  menoscabo  en 
cuanto  de  él  dependa,  que  el  que  resulte  naturalmente  de  las  dis¬ 
posiciones  del  testador. 

ARTICULO  978. 

Los  legatarios  desde  día  cierto,  o  desde  que  se  hayan  cumplido 
los  encargos  del  testador,  no  habiendo  herederos,  gozan  del  mismo 
derecho  concedido  a  éstos  en  el  artículo  anterior. 

ARTICULO  979. 

Por  causas  de  negligencia,  abuso  o  malversación  pueden  ser 
removidos  los  albaceas,  sean  cuales  fueren  su  clase  y  extensión  de 
sus  facultades,  a  petición  de  los  interesados  en  los  bienes. 

CAPITULO  XVII 
SUCESION  INTESTADA 
DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  980. 

La  sucesión  intestada  tiene  lugar : 

l9 — Cuando  una  persona  muere  sin  testamento,  con  testamento 
nulo,  o  con  testamento  que  perdió  su  fuerza,  aunque  al 
principio  fuese  válido.  En  caso  de  anularse  el  último  tes¬ 
tamento,  los  anteriores  carecerán  de  valor;  no  así  cuando 
el  testamento  se  declare  falso ;  y, 


321 


2" — Cuando  falta  la  condición  puesta  a  la  institución  de  here¬ 
dero,  o  el  instituido  muere  antes  que  el  testador,  o  es  in¬ 
capaz  de  heredar,  o  repudió  la  herencia;  fuera  de  los  casos 
de  substitución  y  acrecimiento  con  arreglo  a  este  Código. 

Si  el  descendiente  que  repudió  tuviere  hijos  o  descendientes, 
éstos  tendrán  derecho  a  heredar,  representando  al  repudiante,  aun 
en  el  caso  de  haber  otros  herederos  testamentarios. 

ARTICULO  981. 

Si  el  excluido  de  la  herencia  por  indignidad,  es  hijo  o  descen¬ 
diente  del  testador,  y  tiene  hijos  o  descendientes,  tendrán  éstos  de¬ 
recho  a  representar  al  excluido  aunque  haya  otros  herederos  tes¬ 
tamentarios. 

ARTICULO  982. 

Para  reglar  la  sucesión  intestada,  la  ley  sólo  considera  los 
vínculos  del  parentesco ;  no  el  sexo  de  las  personas,  la  naturaleza 
ni  el  origen  de  los  bienes. 

ARTICULO  983. 

Son  llamados  a  la  sucesión  intestada,  según  las  reglas  que  más 
adelante  se  determinan,  los  parientes  del  difunto  y  a  falta  de  éstos, 
la  Universidad  Nacional-r-  JLÁ 

ARTICULO  984. 

En  la  sucesión  intestada  se  hereda  por  derecho  propio  o  por 
derecho  de  representación. 


CAPITULO  XVIII 

ORDEN  DE  SUCESION  INTESTADA 

ARTICULO  985. 

La  ley  llama  a  la  sucesión  intestada,  en  primer  lugar,  a  la  línea 
recta  descendiente. 

ARTICULO  986. 

Los  descendientes  excluyen  a  los  otros  parientes,  sin  perjuicio 
de  la  porción  alimenticia  de  los  que  tengan  derecho  a  ella. 

"  *  ,  ■ 

ARTICULO  987.  .  * 

A  falta  de  descendencia,  sucederán  los  ascendientes  más  próxi¬ 
mos  y  el  cónyuge  por  iguales  porciones,  y  cuando  sólo  hubiere  una 
de  esas  dos  partes,  ésta  llevará  toda  la  herencia. 
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ARTICULO  988. 


A  falta  de  los  llamados  a  suceder  según  el  artículo  anterior, 
sucederán  los  hermanos  por  iguales  partes,  sean  o  no  de  matrimonio. 

ARTICULO  989. 

A  falta  de  descendientes,  ascendientes  y  cónyuge,  son  llamados 
a  la  sucesión,  los  colaterales  hasta  el  cuarto  grado,  excluyendo  los 
más  próximos  a  los  más  remotos. 

ARTICULO  990. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores  se  entenderá  sin  per¬ 
juicio  del  derecho  de  representación. 


ARTICULO  991. 

El  cónyuge  separado  no  tendrá  parte  alguna  en  la  herencia 
intestada  de  su  mujer  o  marido,  si  por  sentencia  hubiere  sido  decla¬ 
rado  culpable  de  la  separación. 

El  cónyuge  divorciado  no  tendrá  parte  alguna  en  la  herencia 
intestada  del  otro  cónyuge. 

ARTICULO  992. 

- 

En  el  caso  de  ser  la  sucesión,  parte  intestada  y  parte  testamen¬ 
taria,  se  procederá  previamente  a  la  liquidación,  a  fin  de  pagar  el 
pasivo  de  la  herencia,  y  en  seguida  se  partirán  separadamente  los 
bienes  intestados  y  los  testamentarios,  respetando  siempre  la  vo¬ 
luntad  del  testador. 

ARTICULO  993. 

Los  hijos,  sean  o  no  de  matrimonio,  heredan  a  sus  padres  por 
iguales  partes. 


CAPITULO  XIX 

PARTICION  DE  BIENES  HEREDITARIOS 

ARTICULO  994. 

Aprobados  el  inventario  y  la  cuenta  de  administración,  el  alba- 
cea  debe  hacer  inmediatamente  lá  partición  de  la  herencia. 

Si  no  hubiere  albacea,  deben  los  herederos  nombrar  Contador 
Partidor  y  si  no  hubiere  acuerdo  unánime  para  hacerlo,  lo  nombrará 
el  Juez. 


ARTICULO  995. 


Sólo  puede  suspenderse  una  partición,  en  virtud  de  convenio 
expreso  de  los  interesados  y  por  un  término  que  no  pase  de  tres 
años. 

ARTICULO  996. 

A  ningún  coheredero  puede  obligársele  a  permanecer  pro  indi¬ 
viso  en  los  bienes  hereditarios,  ni  aun  por  orden  expresa  del  testador. 

ARTICULO  997. 

Todo  coheredero  que  tenga  la  libre  disposición  de  sus  bienes 
puede  pedir,  en  cualquier  tiempo,  la  partición  de  la  herencia. 

\ 

ARTICULO  998. 

Por  los  incapacitados  y  por  los  ausentes  deben  pedir  la  par¬ 
tición  sus  representantes  legítimos. 

ARTICULO  999. 

Los  herederos  bajo  condición,  no  pueden  pedir  la  partición  has¬ 
ta  que  aquélla  se  cumpla. 

ARTICULO  1000. 

Los  coherederos  del  heredero  condicional  pueden  pedir  la  par¬ 
tición  asegurando  competentemente  el  derecho  de  aquél,  para  el 
caso  de  realizarse  la  condición;  y  hasta  establecerse  que  ésta  ha 
faltado  o  no  puede  ya  verificarse,  la  partición  se  tendrá  como  pro¬ 
visional. 

ARTICULO  1001. 

La  partición  se  considerará  provisional  en  el  caso  del  artículo 
anterior,  sólo  en  cuanto  a  la  parte  en  que  consista  el  derecho  del  pre¬ 
tendiente,  y  en  cuanto  a  las  cauciones  con  que  se  haya  asegurado. 

ARTICULO  1002. 

El  legatario  de  parte  alícuota  de  la  herencia,  puede  pedir  la 
partición;  el  de  género  o  cantidad  puede  pedir  la  entrega  del  legado. 

ARTICULO  1003. 

El  acreedor  de  un  heredero  o  legatario  de  parte  alícuota  que 
ha  embargado  el  derecho  que  éstos  tienen  a  la  herencia,  y  que  ha 
obtenido  sentencia  de  remate,  puede  pedir  la  partición,  siempre 
que  el  pago  no  pueda  hacerse  con  otros  bienes. 


* 
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ARTICULO  1004. 

También  pueden  pedirla  los  cesionarios,  ya  sea  del  heredero  o 
del  legatario  de  parte  alícuota. 

ARTICULO  1005. 

Si  antes  de  hacerse  la  partición  muere  uno  de  los  herederos, 
dejando  dos  o  más  herederos,  deberán  éstos  proceder  de  consuno 
y  bajo  una  misma  representación,  bastando  que  uno  de  ellos  pida 
la  partición. 

ARTICULO  1006. 

Respecto  de  la  partición  de  los  bienes  de  un  ausente,  se  estará 
a  lo  prescrito  sobre  materia  de  ausencia. 

ARTICULO  1007. 

El  dueño  de  los  bienes  puede  hacer  la  partición  de  ellos  por 
acto  entre  vivos,  siempre  que  se  respeten  y  aseguren  los  derechos 
de  las  personas  que  deben  ser  alimentadas. 

ARTICULO  1008. 

Al  hacerse  la  partición  de  bienes,  deben  los  herederos  asegurar, 
en  beneficio  de  los  alimentistas,  las  porciones  o  cuotas  a  que  éstos 
tengan  derecho ;  y  sin  ese  requisito  no  será  inscrita  la  partición. 
En  tal  caso  los  Registradores  harán  de  oficio,  anotación  sobre  los 
bienes  de  la  herencia,  la  que  se  cancelará  hasta  que  estén  garanti¬ 
zados  los  alimentos  y  las  pensiones  debidas. 

ARTICULO  1009. 

Si  alguno  de  los  herederos  estuviese  ausente  y  no  tuviere  re¬ 
presentante  legítimo,  el  Juez,  a  petición  de  cualquier  persona  capaz 
o  del  Ministerio  Público,  procederá  a  nombrarle  su  representante, 
en  los  términos  establecidos  en  el  tratado  de  ausencia. 

Cuando  hubiere  ausentes,  menores  o  incapacitados,  la  partición 
debe  ser  aprobada  judicialmente. 

ARTICULO  1010. 

La  proindivisión  de  bienes  se  regirá  por  las  reglas  de  la  comu¬ 
nidad  de  bienes,  si  los  interesados  no  hubieren  acordado  las  nor¬ 
mas  de  administrarla  y  regirla. 
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ARTICULO  1011. 


Cuando  los  herederos  son  mayores  de  edad  y  no  hay  ausentes 
o  incapaces,  podrán  partir  los  bienes  como  mejor  les  parezca,  sin 
intervención  judicial. 

A 

ARTICULO  1012. 

Los  herederos  deben  abonarse  recíprocamente  las  rentas  y  fru¬ 
tos  que  cada  uno  haya  recibido  de  los  bienes  hereditarios,  los  gastos 
útiles  y  necesarios  y  los  daños  ocasionados  por  malicia  o  negligencia. 

ARTICULO  1013. 

Las  deudas  contraídas  durante  la  proindivísión  serán  pagadas 
preferentemente. 

ARTICULO  1014. 

De  los  bienes  que  deja  una  persona  a  su  fallecimiento  se  paga¬ 
rán  sus  deudas.  El  resto  es  masa  hereditaria  distribuida  entre  los 
que  tienen  derecho  a  ella. 

ARTICULO  1015. 

Los  gastos  de  última  enfermedad,  de  funerales  y  lutos  se  dedu¬ 
cirán  de  la  masa  hereditaria. 


ARTICULO  1016. 

Los  gastos  de  la  partición  se  rebajarán  del  fondo  común;  los 
que  se  hagan  por  el  interés  particular  de  algún  heredero  o  legatario, 
se  imputarán  a  su  haber. 


CAPITULO  XX 

EFECTOS  DE  LA  PARTICION 

ARTICULO  1017. 

La  partición  legalmente  hecha,  confiere  a  los  coherederos  la 
propiedad  exclusiva  de  los  bienes  que  les  hayan  sido  adjudicados. 

ARTICULO  1018. 

Los  coherederos  están  obligados  recíprocamente  a  indemnizarse 
en  caso  de  evicción,  de  los  objetos  repartidos. 
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ARTICULO  1019. 

La  obligación  de  saneamiento  sólo  cesará  en  los  casos  si¬ 
guientes  : 

1° — Cuando  al  hacerse  la  partición  entre  herederos  mayores, 
se  pactó  expresamente;  y, 

2" — Cuando  la  evicción  proceda  de  causa  posterior  a  la  parti¬ 
ción  o  fuese  ocasionada  por  culpa  del  que  la  sufre. 

ARTICULO  1020. 

El  que  sufra  la  evicción,  será  indemnizado  por  los  coherederos, 
en  proporción  a  sus  cuotas  hereditarias. 

ARTICULO  1021. 

La  cuota  que  deberá  pagarse  al  que  pierda  total  o  parcialmen¬ 
te  su  parte  por  evicción,  no  será  la  que  represente  su  haber  primi¬ 
tivo,  sino  la  que  le  corresponda,  hecha  la  deducción  del  total  de  la 
herencia. 

ARTICULO  1022. 

Si  alguno  de  los  coherederos  que  debe  indemnizar  estuviere 
insolvente,  la  cuota  con  que  debía  contribuir  se  partirá  entre  los 
demás,  incluyendo  al  que  perdió  su  parte  por  evicción. 


ARTICULO  1023. 

Los  que  pagaren  por  el  insolvente  conservarán  su  acción  contra 
él,  para  cuando  mejore  de  fortuna. 


ARTICULO  1024. 

Si  se  adjudica  como  cobrable  un  crédito,  los  coherederos  no 
responden  de  la  insolvencia  posterior  del  deudor;  y  sólo  son  res¬ 
ponsables  de  su.  insolvencia,  al  tiempo  de  hacerse  la  partición. 


ARTICULO  1025. 


Por  los  créditos  incobrables  adjudicados  como  tales,  no  hay 
responsabilidad. 

ARTICULO  1026. 

El  heredero  cuyos  bienes  hereditarios  fueren  embargados,  o 
contra  quien  se  pronuncie  sentencia  firme  por  causa  de  ellos,  tiene 
derecho  de  pedir  que  sus  coherederos  caucionen  la  responsabilidad 
que  puede  resultarles;  y  en  caso  contrario,  que  se  les  prohíba  ena¬ 
jenar  los  bienes  que  recibieron. 


327 


! 


CAPITULO  XXI 

RESCISION  Y  NULIDAD  DE  LA  PARTICION 

ARTICULO  1027. 

Las  particiones  hechas  extrajudicialmente  sólo  pueden  ser  res¬ 
cindidas  en  los  casos  en  que  lo  pueden  ser  los  contratos  en  general. 

ARTICULO  1028. 

I 

Las  particiones  hechas  judicialmente  no  pueden  ser  rescindidas 
sino  en  los  casos  de  saneamiento  u  otra  causa  legal,  conforme  al 
capítulo  anterior,  que  trata  de  los  efectos  de  la  partición. 


ARTICULO  1029. 

La  partición  será  anulable  si  se  hubiere  hecho  con  preterición 
de  alguna  persona,  que  haya  tenido  título  para  heredar,  en  el  mo¬ 
mento  de  abrirse  la  sucesión;  pero  sólo  en  el  caso  que  hubiere  me¬ 
diado  dolo  o  mala  fe,  por  parte  de  sus  coherederos. 

Si  el  título  para  la  herencia  intestada,  se  adquiere  con  poste¬ 
rioridad  a  la  partición,  ésta  no  se  rescindirá,  pero  el  preterido  ten¬ 
drá  derecho  a  la  parte  del  valor  de  los  bienes  que  le  corresponderían 
determinándose  su  valor  en  juicio  de  expertos. 


ARTICULO  1030. 

La  partición  hecha  con  un  heredero  falso,  es  nula  en  cuanto 
tenga  relación  con  él,  y  en  cuanto  su  personalidad  perjudique  a  otros 
interesados. 

ARTICULO  1031. 


Los  demás  puntos  comprendidos  en  la  partición  de  que  habla 
el  artículo  anterior,  no  son  rescindibles  sino  por  otra  causa  legal. 


ARTICULO  1032. 


Si  hecha  la  partición  aparecieren  algunos  bienes  omitidos  en 
ella,  se  hará  una  división  suplementaria,  en  la  cual  se  observarán 
las  disposiciones  contenidas  en  este  título. 
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TITULO  V 


ENAJENACION 

CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  1033. 

Por  la  enajenación  se  transfiere  a  otro  el  dominio  de  un  bien 
a  título  gratuito,  o  a  título  oneroso. 

ARTICULO  1034. 

Tienen  facultad  de  enajenar,  todos  los  que  pueden  disponer 
libremente  de  sus  bienes. 


CAPITULO  II 

ENAJENACION  A  TITULO  GRATUITO  Y  ONEROSO 

ARTICULO  1035. 

La  enajenación  a  título  gratuito  o  sea  la  donación,  puede  ve¬ 
rificarse  entre  vivos  o  por  causa  de  muerte. 

ARTICULO  1036. 

La  donación  por  causa  de  muerte,  se  considera  como  dispo¬ 
sición  de  última  voluntad  y  se  rige  por  lo  prescrito  en  el  título  de 
la  sucesión. 

ARTICULO  1037. 

La  donación  entre  vivos  y  la  enajenación  a  título  oneroso,  se 
rigen  por  lo  dispuesto  en  el  Código  de  Obligaciones. 


TITULO  VI 

PRESCRIPCION 


CAPITULO  I 


PRESCRIPCION  EN  GENERAL 

ARTICULO  1038. 

Prescripción  es  un  medio  de  adquirir  el  dominio  de  un  bien  o 
de  librarse  de  una  obligación,  mediante  el  transcurso  de  cierto 
tiempo  y  bajo  las  condiciones  establecidas  por  la  ley. 
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ARTICULO  1039. 


La  adquisición  de  bienes  en  virtud  de  la  posesión  se  llama  pres¬ 
cripción  positiva ;  la  exoneración  de  obligaciones  por  no  exigirse  su 
cumplimiento,  se  llama  prescripción  negativa. 

ARTICULO  1040. 

Son  susceptibles  de  prescripción  todas  las  cosas  que  están  en 
el  comercio  de  los  hombres. 

ARTICULO  1041. 

Pueden  adquirir  por  prescripción  positiva,  todos  los  que  son 
capaces  de  adquirir  por  cualquier  otro  titulo. 

ARTICULO  1042. 

La  prescripción  negativa  aprovecha  a  todos,  aún  a  los  que  por 
sí  mismos  no  pueden  obligarse. 

ARTICULO  1043. 

Los  que  tienen  capacidad  de  enajenar,  pueden  renunciar  la 
prescripción  ya  consumada ;  pero  el  derecho  de  prescribir  positiva 
o  negativamente,  es  irrenunciable. 

ARTICULO  1044. 

El  que  posea  a  nombre  de  otro,  no  puede  adquirir  por  pres¬ 
cripción  la  cosa  poseída,  a  no  ser  que  legalmente  se  haya  mudado 
la  causa  de  la  posesión. 

ARTICULO  1045. 

Se  dice  mudada  legalmente  la  causa  de  la  posesión,  cuando  el 
que  poseía  a  nombre  de  otro,  comienza  a  poseer  legalmente  y  a  nom¬ 
bre  propio;  pero  en  este  caso,  la  prescripción  no  corre  sino  desde 
el  día  en  que  se  haya  mudado  la  causa. 

ARTICULO  1046. 

Si  varias  personas  poseen  en  común  alguna  cosa,  no  puede  nin¬ 
guna  de  ellas  prescribir  contra  sus  copropietarios  o  coposeedores ; 
pero  sí  puede  prescribir  contra  un  extraño  y  en  este  caso,  la  pres¬ 
cripción  aprovecha  a  todos  los  partícipes. 


■K. 
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ARTICULO  1047. 


La  excepción  que  por  prescripción  adquiere  un  codeudor  man¬ 
comunado,  no  aprovechará  a  los  demás,  sino  cuando  el  tiempo  exi¬ 
gido  por  la  ley  haya  debido  correr  del  mismo  modo  para  todos  ellos. 

ARTICULO  1048. 

En  el  caso  previsto  por  el  artículo  que  precede,  el  acreedor  sólo 
podrá  exigir  a  los  deudores  cuyas  obligaciones  no  hayan  prescrito, 
el  valor  de  éstas,  deducida  la  parte  que  corresponda  a  los  demás 
codeudores. 

ARTICULO  1049. 

La  prescripción  adquirida  por  el  deudor  principal,  aprovecha 
siempre  a  sus  fiadores. 


ARTICULO  1050. 

El  Estado,  así  como  las  Municipalidades  y  todos  los  estableci¬ 
mientos  públicos,  se  considerarán  como  particulares  para  la  pres¬ 
cripción. 

ARTICULO  1051. 

El  que  intenta  adquirir  por  prescripción,  puede  completar  el 
término  necesario  para  ella,  reuniendo  al  tiempo  que  haya  poseído 
el  que  poseyó  la  persona  que  le  trasmitió  la  cosa,  con  tal  que  ambas 
posesiones  tengan  los  requisitos  legales. 


CAPITULO  II 


PRESCRIPCION  POSITIVA 

ARTICULO  1052. 


Para  la  prescripción  positiva,  se  requiere  que  la  posesión  sea 
.  legítima. 


ARTICULO  1053. 


Es  justo  título  para  la  prescripción,  el  que  siendo  traslativo  de 
dominio,  tiene  alguna  circunstancia  que  lo  hace  ineficaz  para  veri¬ 
ficar  por  sí  solo  la  enajenación. 


ARTICULO  1054. 

El  que  alega  la  prescripción  positiva,  debe  probar  la  existencia 
del  título  en  que  funda  su  derecho. 
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ARTICULO  1055. 


La  buena  fe,  es  necesaria  en  el  momento  de  la  adquisición  y 
se  presume  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario. 

ARTICULO  1056. 

La  prescripción  positiva,  una  vez  perfeccionada,  produce  el  do¬ 
minio  de  la  cosa  adquirida,  y  con  la  acción  que  nace  de, él,  puede 
reinvindicarse  de  cualquier  poseedor  o  interponerse  como  excepción 
perentoria  por  el  que  la  posee. 

ARTICULO  1057. 

Salvo  las  disposiciones  especiales,  los  bienes  inmuebles  se 
adquieren  por  prescripción,  por  el  transcurso  de  diez  años.  Los 
bienes  muebles  y  semovientes,  por  el  de  dos  años. 

ARTICULO  1058. 

Si  la  cosa  mueble  hubiere  sido  perdida  por  su  dueño  o  adqui¬ 
rida  por  medio  de  un  delito,  sólo  podrá  hacerla  suya  por  prescrip¬ 
ción  un  tercero  de  buena  fe. 

ARTICULO  1059. 

El  que  exige  la  restitución  de  la  cosa  en  plazo  hábil,  del  que 
la  compró  en  mercado  o  en  plaza  pública,  o  a  mercader  que  nego¬ 
cia  en  cosas  del  mismo  género  o  semejantes,  está  obligado  a  pagar 
al  tercero  de  buena  fe,  el  precio  en  que  éste  haya  adquirido  la  cosa; 
salvo  sus  acciones  contra  el  que  la  halló  si  fué  perdida  o  abandona¬ 
da  y  contra  los  responsables  del  delito  en  su  caso. 


CAPITULO  III 

PRESCRIPCION  NEGATIVA 

ARTICULO  1060. 

La  prescripción  negativa  se  consuma  por  el  sólo  transcurso  del 
tiempo  fijado  por  la  ley. 

I 

ARTICULO  1061. 

La  prescripción  negativa  sólo  puede  oponerse  como  excepción. 


ARTICULO  1062. 


La  prescripción  negativa  se  verifica  por  el  lapso  de  diez  años 
contados  desde  que  la  obligación  pudo  exigirse;  y  si  ésta  consiste 
en  no  hacer,  desde  el  acto  contrario  a  la  obligación. 

Se  exceptúan  de  esta  regla  los  casos  comprendidos  en  los  ar¬ 
tículos  siguientes,  y  los  demás  en  que  la  ley  señale  expresamente 
un  término  distinto. 

ARTICULO  1063. 

Prescriben  en  dos  años : 

l9 — Los  honorarios,  sueldos,  salarios,  jornales  u  otras  retri¬ 
buciones  por  la  prestación  de  cualquier  servicio.  La  pres¬ 
cripción  comienza  a  correr  desde  la  fecha  en  que  dejaron 
de  prestarse  los  servicios; 

29 — La  acción  de  cualquier  comerciante  para  cobrar  el  precio 
de  objetos  vendidos  a  personas  que  no  fueren  revendedoras. 
La  prescripción  corre  desde  el  día  en  que  fueron  entregados 
Ibs  objetos,  si  la  venta  no  se  hizo  a  plazos ; 

3° — La  acción  de  los  dueños  de  hoteles  y  toda  clase  de  casas 
de  hospedaje  para  cobrar  el  importe  de  las  pensiones  y  la 
de  los  fondistas  y  demás  personas  que  suministren  alimen¬ 
tos  para  cobrar  el  precio  de  éstos.  La  prescripción  corre 
desde  el  día  en  que  debió  verificarse  el  pago;  y, 

49 — Las  pensiones,  las  rentas,  los  alquileres  y  cualesquiera  otras 
prestaciones  periódicas  no  cobradas  a  su  vencimiento,  ya 
se  haga  el  cobro  en  virtud  de  acción  real  o  de  acción  per¬ 
sonal. 


ARTICULO  1064. 

Prescribe  en  un  año  la  responsabilidad  civil  proveniente  de 
delito  o  falta  y  la  que  nace  del  daño  causado  por  personas  o  anima¬ 
les  y  que  la  ley  impone  al  representante  de  aquéllas  o  al  dueño  de 
éstos 


ARTICULO  1065. 

En  los  casos  del  artículo  anterior,  corre  la  prescripción  desde  el 
día  en  que  recaiga  sentencia  firme  condenatoria,  o  desde  aquel  en 
que  se  causó  el  daño. 


ARTICULO  1066. 

La  obligación  de  rendir  cuentas  que  tienen  todos  los  que  admi¬ 
nistran  bienes  ajenos,  y  la  acción  para  cobrar  el  saldo  de  ellas, 
prescriben  por  el  término  de  cinco  años. 
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ARTICULO  1067. 


La  prescripción  de  la  obligación  de  rendir  cuentas  comienza  a 
correr  desde  el  día  en  que  el  obligado  termine  su  administración; 
y  la  de  la  acción  para  cobrar  el  saldo  de  aquellas,  desde  el  día  en 
que  la  cuenta  sea  aprobada  por  los  interesados  o  por  sentencia  firme. 


CAPITULO  IV 


CASOS  EN  QUE  NO  CORRE  LA  PRESCRIPCION 

ARTICULO  1068. 

No  corre  la  prescripción: 

l9 — Contra  los  menores  y  los  incapacitados,  durante  el  tiempo 
que  estén  sin  representante  legal  constituido.  Los  repre¬ 
sentantes  serán  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  que 
por  la  prescripción  se  causen  a  sus  representados; 

2° — Entre  padres  e  hijos  durante  la  patria  potestad; 

39 — Entre  los  menores  e  incapacitados  y  sus  tutores,  mientras 
dure  la  tutela ; 

49 — Entre  los  consortes ;  y, 

5° — Entre  los  copropietarios,  mientras  dure  la  indivisión. 


CAPITULO  V 


b)  ' 


M 

1*1$^ 


INTERRUPCION  DE  LA  PRESCRIPCION 

ARTICULO  1069. 

La  prescripción  se  interrumpe : 

l9 — Si  el  poseedor  es  privado  de  la  posesión  de  la  cosa,  o  del 
goce  del  derecho,  durante  un  año; 

29 — Por  demanda  judicial,  o  por  embargo;  salvo  si  el  acreedor 
desistiere  de  la  acción  intentada,  o  el  demandado  fuere 
absuelto  de  la  demanda,  o  el  acto  judicial  se  declare  nulo 
por  falta  de  solemnidad;  y, 

39 — Si  la  persona  a  cuyo  favor  corre  la  prescripción,  reconoce 
expresamente,  de  palabra  o  por  escrito,  o  tácitamente  por 
hechos  indudables,  el  derecho  de  la  persona  contra  quien 
prescribe. 

ARTICULO  1070. 


Las  causas  que  interrumpen  la  prescripción  respecto  de  uno  de 
los  deudores  solidarios,  la  interrumpen  también  respecto  de  los 
otros. 
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ARTICULO  1071. 


Si  el  acreedor,  consintiendo  en  la  división  de  la  deuda  respecto 
de  uno  de  los  deudores  solidarios,  sólo  exige  de  él  la  parte  que  le 
corresponda,  no  se  entenderá  interrumpida  la  prescripción  respecto 
de  los  demás. 

ARTICULO  1072. 

La  interrupción  de  la  prescripción  contra  el  deudor  principal, 
produce  los  mismos  efectos  contra  su  fiador. 

ARTICULO  1073. 

Para  que  la  prescripción  de  una  obligación  se  interrumpa,  res¬ 
pecto  de  todos  los  deudores  no  solidarios,  se  requiere  el  reconoci¬ 
miento  o  citación  de  todos. 

ARTICULO  1074. 

La  interrupción  de  la  prescripción  a  favor  de  alguno  de  los 
acreedores  solidarios,  aprovecha  a  todos. 

ARTICULO  1075. 

El  efecto  de  la  interrupción,  es  inutilizar  para  la  prescripción 
todo  el  tiempo  corrido  antes  de  ella.  v 


TITULO  VII 

REGISTRO  DE  LA  PROPIEDAD 

CAPITULO  I 

DISPOSICIONES  GENERALES 

ARTICULO  1076. 

El  Registro  de  la  Propiedad  es  una  institución  pública  que 
tiene  por  objeto  la  inscripción,  anotación,  cancelación  y  la  publici¬ 
dad  de  los  actos  y  contratos  relativos  al  dominio  y  demás  derechos 
reales. 

La  propiedad  inscrita  deberá  designarse,  con  el  número,  folio  y 
libro  correspondientes;  su  situación,  municipio  y  nombre  si  lo 
tuviere. 


ARTICULO  1077. 


El  Registrador  de  la  Propiedad  de  la  capital  será  el  Registrador 
General  de  la  República,  y  llevará,  además  del  Registro  a  su  cargo, 
el  Registro  de  la  Propiedad  de  toda  la  República,  formado  con  los 
datos  en  informes  que  suministren  las  oficinas  de  los  Registros 
Departamentales.  Además  ejercerá  la  inspección  de  todos  los  Re¬ 
gistros  y  dará  parte  de  los  defectos  que  observe,  al  Juez  de  1’  Ins¬ 
tancia  correspondiente. 

ARTICULO  1078. 

El  Poder  Ejecutivo  determinará  el  número  de  Registros,  sus 
sedes,  los  departamentos  que  comprenden  y  los  honorarios  o  suel¬ 
dos  que  devenguen  los  Registradores. 

ARTICULO  1079. 

Para  ser  nombrado  Registrador  de  la  Propiedad  se  requiere  ser 
guatemalteco  de  origen  y  Abogado  de  los  tribunales  de  la  República. 

ARTICULO  1080. 

Los  libros  de  los  Registros  serán  públicos;  no  se  sacarán  por 
ningún  motivo  de  la  Oficina  del  Registro,  donde  se  mantendrán 
con  todas  las  precauciones  necesarias  para  su  conservación  y  segu¬ 
ridad.  Las  diligencias  judiciales  y  extrajudiciales  que  exijan  la 
exhibición  de  dichos  libros,  se  practicarán  precisamente  en  la  mis¬ 
ma  Oficina. 


ARTICULO  1081. 

Sólo  harán  fe,  los  libros  del  Registro  llevados  legalmente. 

ARTICULO  1082. 

Todo  documento  se  presentará  por  duplicado  al  Registro;  la 
copia  se  extenderá  en  papel  sellado  del  menor  valor.  Las  copias 
se  conservarán  con  la  clasificación  del  caso  en  la  Oficina.  De 
los  documentos  otorgados  en  el  extranjero,  se  presentará  por  dupli¬ 
cado,  certificación  notarial. 

ARTICULO  1083. 

Cuando  la  finca  corresponda  por  su  situación  a  dos  o  más  de¬ 
partamentos,  se  inscribirá  en  el  Registro  del  territorio  donde  estu¬ 
viere  enclavada  la  casa  de  habitación,  o  las  principales  oficinas;  en 
defecto  de  ella,  en  el  Registro  del  departamento  donde  estuviese 
ubicada  la  mayor  parte  del  terreno.  En  igualdad  de  circunstancias 
si  no  hubiere  casa  ni  Oficina,  el  interesado  la  inscribirá  en  cual¬ 
quiera  de  los  departamentos  en  que  esté  situada  la  finca. 
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ARTICULO  1084. 


La  liberación  o  gravamen  de  los  bienes  o  derechos  reales,  im¬ 
puestos  sobre  los  mismos,  sólo  podrá  acreditarse  por  medio  del 

Registro. 

# 

ARTICULO  1085. 

Los  Registradores  expedirán  las  certificaciones  que,  judicial  o 
extrajudicialmente  por  escrito,  se  les  pidan,  acerca  de  lo  que  conste 
en  el  Registro.  Dichas  certificaciones  se  extenderán  sin  citación 
alguna. 

ARTICULO  1086. 

Cuando  se  expidiere  certificación  de  una  inscripción  cance¬ 
lada,  el  Registrador  insertará  en  todo  caso  a  continuación  de  ella, 
copia  literal  del  asiento  de  cancelación.  De  la  misma  manera,  el 
Registrador  hará  mérito  en  la  certificación,  de  cualquier  título  que 
estuviere  presentado  solamente,  pero  que  tenga  relación  con  el 
asiento  certificado. 

ARTICULO  1087. 

Cuando  el  Registrador  dudare  si  está  o  no  subsistente  una  ins¬ 
cripción,  por  dudar  también  de  la  validez  o  eficacia  de  la  cancela¬ 
ción  que  a  ella  se  refiere,  insertará  a  la  letra  ambos  asientos  en  la 
certificación,  expresando  que  lo  hace  así  por  haber  dudado  si  dicha 
cancelación  reúne  las  circunstancias  necesarias  para  producir  todos 
sus  efectos  legales  y  cuidando  de  expresar  también  los  motivos  de 
la  duda. 

ARTICULO  1088. 

Las  certificaciones  pueden  ser  substituidas  por  copias  fotográ¬ 
ficas,  legalizadas  por  el  Registrador. 

ARTICULO  1089. 

Cuando  las  certificaciones  que  expida  el  Registrador  no  fueren 
conformes  con  los  asientos  a  que  se  refieren,  se  estará  a  lo  que 
de  éstos  resulte,  salvo  la  acción  del  perjudicado  por  aquellas  para 
exigir  la  indemnización  correspondiente  del  Registrador  que  hubie¬ 
re  cometido  la  falta. 

ARTICULO  1090. 

Los  Jueces  de  1*  Instancia  visitarán  cada  tres  meses  los  Regis¬ 
tros  de  sus  respectivas  jurisdicciones,  y  extraordinariamente,  cuan¬ 
do  lo  crean  oportuno;  extenderán  acta  en  la  que  se  exprese  el  esta¬ 
do  en  que  se  encuentren  los  libros  y  archivos  del  mismo  Registro, 
y  de  todo  lo  que  hubieren  observado  y  practicado  en  el  acto  de 
la  visita. 
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Los  Jueces  levantarán  el  acta  en  un  libro  especial  y  remitirán 
copia  certificada  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  para  que  dicte  las 
medidas  que  estime  convenientes. 

ARTICULO  1091. 

Si  los  Jueces  notaren  alguna  falta  de  formalidad  por  parte  de 
los  Registradores,  en  el  modo  de  llevar  el  Registro,  o  en  el  arreglo 
de  los  documentos  que  a  él  corresponda,  dictarán  las  disposiciones 
necesarias  para  corregirla,  y  en  su  caso,  penarán  a  los  Registra¬ 
dores  en  la  forma  que  establece  esta  ley. 

ARTICULO  1092. 

En  los  Registros  es  obligatorio  llevar  los  siguientes  libros : 

1° — De  entrega  de  documentos; 

29 — De  diario  o  de  asientos; 

39 — De  inscripciones; 

49 — De  prenda  agraria; 

59 — De  inscripciones  especiales; 

ó0 — De  registro  de  testamentos; 

7" — De  cuadros  estadísticos;  y, 

8° — De  índices  por  orden  alfabético  de  apellidos  de  los  pro¬ 
pietarios  y  poseedores  de  inmuebles;  de  acreedores  y  deu¬ 
dores,  prendarios  e  hipotecarios;  de  testadores  e  inscrip¬ 
ciones  especiales. 

Además  el  Registrador  General  llevará  los  libros  que  corres¬ 
pondan  a  las  operaciones  que  le  comuniquen  los  Registradores, 
referidos  en  el  artículo  1077. 


CAPITULO  II 

TITULOS  SUJETOS  A  INSCRIPCION 

ARTICULO  1093. 

En  el  Registro  se  inscribirán : 

l9 — Los  títulos  que  acrediten  el  dominio  de  los  inmuebles  y 
de  los  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos; 

29 — Los  titulos  traslativos  de  dominio  de  los  inmuebles  y  en 
los  que  se  constituyan,  reconozcan,  modifiquen  o  extingan 
derechos  de  usufructo,  uso,  habitación,  asilo  de  familia, 
hipoteca,  servidumbre  y  cualesquiera  otros  derechos  rea¬ 
les  sobre  inmuebles ; 

39 — La  posesión  que  conste  en  título  supletorio  legalmente 
expedido; 
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i" — Los  actos  y  contratos  en  cuya  virtud  se  adjudiquen  bienes 
inmuebles  o  derechos  reales  impuestos  sobre  los  mismos, 
aunque  sea  con  la  obligación  de  transmitirlos  a  otro  o  da 
invertir  su  importe  en  objetos  determinados; 

S9 — Las  capitulaciones  matrimoniales,  si  afectaren  bienes  in¬ 
muebles  o  derechos  reales; 

6" — La  interdicción,  la  posesión  provisional  o  definitiva  de 
los  bienes  del  ausente  y  cualquiera  sentencia  firme  por 
la  que  se  modifique  la  capacidad  civil  de  las  personas  o  la 
libre  disposición  de  los  bienes; 

T 9 — El  arrendamiento  y  subarrendamiento,  cuando  lo  pida  uno 
de  los  contratantes;  y  obligatoriamente,  cuando  sea  por 
más  de  tres  años  o  que  se  haya  anticipado  la  renta  por 
más  de  uno; 

8" — Los  ferrocarriles,  tranvías,  canales,  muelles  u  obras  de 
índole  semejante,  que  den  derecho  real  sobre  los  terrenos 
que  ocupen,  así  como  los  buques,  naves  aéreas  y  los  gravá¬ 
menes  que  se  impongan  sobre  cualesquiera  de  estos 
bienes ; 

99 — Los  títulos  en  que  se  constituyan  derechos  para  la  explo¬ 
tación  de  las  minas  y  su  transmisión  y  gravámenes,  inclu¬ 
sive  los  hidrocarburos; 

10.  — Las  concesiones  otorgadas  por  el  Poder  Ejecutivo  para  el 

aprovechamiento  de  las  aguas; 

11.  — La  prenda  de  crédito  hipotecario  y  la  agraria;  y, 

12.  — Los  edificios  que  se  construyan  en  fincas  urbanas. 

ARTICULO  1094. 

Sin  perjuicio  de  hacerse  la  inscripción  en  los  libros  especiales 
cuando  las  operaciones  se  refieran  a  las  expresadas  en  los  incisos 
59,  ó9  y  10  del  artículo  anterior,  se  anotarán  los  inmuebles  a  los  que 
afecten  las  inscripciones  expresadas. 

ARTICULO  1095. 

Se  inscribirán  asimismo  en  el  Registro,  los  instrumentos  o  títu¬ 
los  expresados  en  el  artículo  1093,  otorgados  o  expedidos  en  país 
extranjero,  que  reúnan  los  requisitos  necesarios  para  hacer  fe  en 
juicio,  y  las  providencias  o  sentencias  firmes  pronunciadas  en  el 
extranjero,  cuando  se  hayan  mandado  cumplimentar  por  los  tribu¬ 
nales  de  la  República,  y  afecten  derechos  reales. 

ARTICULO  1096. 

En  ningún  tribunal  ni  oficina  se  admitirán  escrituras  ni  docu¬ 
mentos  sujetos  a  inscripción,  que  no  hubieren  sido  razonados  por 
el  Registrador. 


339 


ARTICULO  1097. 


La  inscripción  en  el  Registro  puede  pedirse  por  cualquiera 
persona. 

ARTICULO  1098. 

Los  Registradores  harán  toda  inscripción  o  anotación  dentro 
de  seis  días  y  el  asiento  en  el  Diario,  dentro  de  veinticuatro  horas, 
contados  ambos  términos  desde  la  hora  de  entrega  del  documento; 
y  si  no  fuere  sujeto  a  inscripción  o  careciere  de  los  requisitos  lega¬ 
les  necesarios,  el  Registrador  lo  hará  constar  en  el  Diario  y  en  el 
documento  devuelto,  expresando  la  hora  de  entrega  y  citando  la 
ley  en  que  se  funda. 

ARTICULO  1099. 

Los  tribunales  que  entiendan  en  demandas  sobre  nulidad  de 
una  inscripción,  lo  comunicarán  al  Registrador  respectivo  y  éste 
pondrá  nota  al  margen  de  dicha  inscripción.  La  ejecutoria  que  re¬ 
caiga  también  se  pondrá  en  conocimiento  del  Registrador,  quien 
cancelará  la  inscripción  o  consignará  nota  marginal  de  haberse 
desechado  la  demanda  de  nulidad.  Si  la  demanda  es  sobre  nuli¬ 
dad  de  cancelación,  el  Registrador  pondrá  nota  al  margen  y  dejará 
o  no  subsistir  la  cancelación  según  el  resultado  del  juicio. 

Las  comunicaciones  a  que  se  refiere  este  artículo  se  harán  por 
medio  de  despacho  que  será  debidamente  diligenciado  por  el  Re¬ 
gistrador. 

ARTICULO  1100. 

Cuando  se  presente  al  Registro  un  título  traslativo  de  domi¬ 
nio  o  derecho  real,  otorgado  en  virtud  de  remate  por  ejecución 
judicial,  se  cancelará  de  oficio  todo  embargo,  anotación  o  inscrip¬ 
ción  que  se  hubiere  verificado  con  posterioridad  a  la  inscripción 
o  anotación  del  derecho  que  haya  motivado  el  remate.  Lo  mismo 
procederá  cuando  se  presente  sentencia  firme  que  recaiga  sobre 
demanda  anotada  con  anterioridad. 

ARTICULO  1101. 

Si  se  presenta  en  el  mismo  día  orden  o  mandamiento  judicial 
de  embargo  y  escritura  de  venta  o  contrato  que  afecte  los  bienes 
embargados,  se  atenderá  la  hora  de  la  entrega.  Y  si  fueren  presen¬ 
tados  a  un  mismo  tiempo  los  documentos  que  deben  ser  inscritos, 
tendrá  la  preferencia  el  que  sea  anterior  en  fecha  y  siendo  de  la 
misma  fecha,  anotará  ambos,  dará  parte  al  Juez  que  haya  ordenado 
el  embargo  y  le  remitirá  los  documentos  respectivos.  Estas  anota¬ 
ciones  no  podrán  ser  canceladas  sino  por  orden  judicial. 


% 

CAPITULO  III 

DE  LA  FORMA  Y  EFECTOS  DE  LA  INSCRIPCION 

ARTICULO  1102. 

i 

Toda  inscripción  expresará: 

1" — Si  la  finca  es  rústica  o  urbana,  su  situación,  municipio, 
departamento,  linderos,  medida  superficial  según  el  siste¬ 
ma  métrico  decimal,  su  nombre  y  número  si  constare; 

2° — La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y  cargas  del  derecho 
que  se  inscriba  y  su  valor  si  constare; 

3" — La  naturaleza,  extensión,  condiciones  y  cargas  de  derechos 
sobre  los  cuales  se  constituye  el  o  los  que  sean  objeto  de 
la  inscripción ; 

4'1 — La  naturaleza  del  acto  o  contrato  y  la  fecha  y  lugar  de  éste ; 

ó’ — Los  nombres  y  apellidos  paterno  y  materno,  completos  o  la 
denominación  de  la  sociedad,  corporación  o  persona  jurí¬ 
dica  que  interviniere  en  el  acto  o  contrato,  y  el  nombre 
y  apellidos  de  la  persona  de  quien  procedan  los  bienes.  Si 
las  personas  no  tuvieren  más  de  un  apellido  así  se  hará 
constar; 

6? — El  Juez,  funcionario  o  notario  que  autorice  el  título;  y, 

7° — La  fecha  de  la  entrega  del  título  en  el  Registro,  con  expre¬ 
sión  de  la  hora. 

Los  requisitos  a  que  se  refiere  el  inciso  1“  sólo  serán  necesarios 
en  la  primera  inscripción. 

ARTICULO  1103. 

En  las  inscripciones  relativas  a  un  inmueble  anteriormente 
inscrito,  se  omitirán  aquellas  circunstancias  que  respecto  de  él 
consten  ya  en  el  Registro,  haciéndose  sólo  referencia  a  ellas  y  ci¬ 
tándose  el  número  y  el  libro  y  folio  en  que  se  encuentren ;  pero 
se  cuidará  de  expresar  las  alteraciones  que  el  mismo  inmueble  haya 
sufrido. 

ARTICULO  1104. 

Cuando  hubiere  de  inscribirse  algún  acto  o  contrato  en  que 
haya  mediado  precio,  se  expresará  el  que  resulte  del  título,  si  ha 
sido  al  contado,  su  entrega  en  todo  o  en  parte;  y  si  a  plazos,  los 
que  se  hayan  estipulado.  Las  mismas  circunstancias  se  expresarán 
en  la  permuta,  en  la  adjudicación  en  pago  y  en  todo  contrato  tras¬ 
lativo  de  dominio,  si  alguno  de  los  interesados  quedare  obligado  a 
satisfacer  a  otro  cualquiera  diferencia  en  numerario  o  en  especie. 
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ARTICULO  1105. 


Las  inscripciones  hipotecarias  expresarán  las  condiciones  a 
que  estén  sujetos  los  créditos,  el  importe  de  la  obligación  garanti¬ 
zada,  la  especie  de  moneda  en  que  debe  ser  satisfecha  en  su  caso; 
el  tipo  de  interés,  si  se  hubiere  estipulado,  el  lugar  en  que  se  debe 
cumplir  la  obligación  y  el  plazo. 

ARTICULO  1106. 

Las  servidumbres  se  harán  constar  en  la  inscripción  de  la  pro¬ 
piedad  tanto  del  predio  dominante,  como  del  predio  sirviente;  pero 
si  fueren  constituidas  con  el  carácter  de  uso  público  o  a  favor  de 
pueblos,  ciudades  o  municipios,  sólo  se  harán  constar  en  el  predio 
sirviente,  cuando  no  hubiere  predio  dominante  determinado. 

ARTICULO  1107. 

El  cumplimiento  de  las  obligaciones  suspensivas,  resolutorias 
o  rescisorias  de  los  actos  o  contratos  inscritos,  se  hará  constar  en  el 
Registro  por  una  nueva  inscripción  a  favor  de  quien  corresponda, 
si  la  resolución  o  rescisión  llega  a  verificarse.  En  estos  casos  los 
interesados  lo  harán  constar  en  escritura  pública  y,  cuando  no  se 
pongan  de  acuerdo,  podrán  ejercer  su  derecho  para  que  los  tribu¬ 
nales  lo  ordenen. 

ARTICULO  1108. 

Las  inscripciones  de  las  providencias  firmes  a  que  se  refiere 
el  inciso  6<’  del  artículo  1093  expresarán  claramente  la  especie  de 
la  incapacidad  que  resulte  de  las  mismas  providencias,  y  las  limi¬ 
taciones  declaradas  en  cuanto  a  la  libre  disposición  de  sus  bienes. 

Estas  inscripciones  comprenderán  todos  los  bienes  inscritos 
a  nombre  de  la  persona  a  que  se  refiere  la  providencia. 

ARTICULO  1109. 

Inscrito  o  anotado  en  el  Registro  un  título  traslativo  de  domi¬ 
nio  de  un  inmueble,  no  podrá  inscribirse  ni  anotarse  ningún  otro 
título  procedente  del  mismo  propietario  que  hizo  la  trasmisión,  por 
el  cual  se  traspase  a  otra  persona  o  se  grave  el  mismo  inmueble  a 
que  se  refiere  el  título  ya  inscrito. 

La  misma  regla  se  observará  respecto  de  los  títulos  traslativos 
de  los  derechos  reales  ya  inscritos  o  anotados. 
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ARTICULO  1110. 


(b^'° 


El  Registrador  suspenderá  o  denegará  la  inscripción  de  los  tí¬ 
tulos  y  demás  documentos  que  en  algún  concepto  impidan  su  re¬ 
gistro,  y  anotados,  si  lo  pidiere  alguno  de  los  interesados,  los  devol¬ 
verá  para  que.se  subsane  el  vicio  o  defecto  que  haya  encontrado  o 
se  ocurra  al  Juez  correspondiente,  para  que  éste  decida  lo  que  legal¬ 
mente  proceda.  La  anotación  referida  no  la  hará  el  Registrador,  si 
de  los  libros  del  Registro,  no  apareciere  con  derecho  a  verificarlo  la 
persona  que  traslade,  grave  o  modifique  el  dominio  o  derecho  real. 

El  Registrador  razonará  el  título  o  documento  devuelto,  mani¬ 
festando  los  vicios  o  defectos  que  lo  hagan  inadmisible  en  el  Re- 

^istro-  ■w®-*'  «-'—¿'I 

Si  el  interesado ^ocurrior«  al  Juez,  éste  resolverá  de  plano  lo 

que  en  derecho  proceda. 

Contra  la  resolución  que  se  pronunciare,  se  podrán  interponer, 
por  el  interesado,  loa  recursos  procpdentps,  <p  el  Registradprjdebci ár 

ci  Iq  - Pn.f.n  nAiicr^  /-W  C Lo  TU.  t - 

EH,  caso  qrfe  de  los  documentos  A  de  su  conirontación\con  las 
constancias  del  Registro  apareciere  la  comisión  \de  un  delito,  el 
Registrador  está  \bligado  a  ciar  cuenta\inmediataiAente  a  la\corte 
Spprema\de  Justicia,  acompañando  los  documentos  correspon^ 
dientes  y  qopia  de  \as  constancias  respectivas. 
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ARTICULO  lili. 

La  anotación  a  que  se  contrae  el  artículo  anterior,  caducará  a 
los  treinta  días  de  su  fecha  y  será  cancelada  de  oficio  por  el  Regis¬ 
trador,  si  durante  este  término  no  se  presentare  el  título  con  la 
subsanación  requerida,  o  providencia  del  Juez  mandando  a  hacer 
la  inscripción  o  aviso  del  mismo  funcionario  de  haberse  prorrogado 
aquel  término  o  haber  juicio  pendiente  respecto  del  valor  legal  del 
título.  En  este  último  caso,  la  anotación  subsistirá  hasta  el  resul¬ 
tado  del  juicio.  El  aviso  del  Juez  comunicando  la  prórroga  o  haber 
juicio  pendiente,  se  hará  constar  por  medio  de  una  razón  autori¬ 
zada  por  el  Registrador. 


ARTICULO  1112.  -• 

La  primera  inscripción  de  todo  inmueble  será  la  del  título  de 
propiedad  y  sin  ese  requisito  no  podrá  insfcribirse  otro  titulo  o  dere¬ 
cho  real  relativo  al  mismo  inmueble;  y  no  podrá  ser  modificada, 
ampliada  o  enmendada,  sino  por  providencia  judicial. 
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ARTICULO  1113. 


Si  el  inmueble  perteneciere  en  común  a  varias  personas,  se 
hará  una  sola  inscripción  mientras  no  se  practique  la  división  entre 
los  copartícipes  o  alguno  de  éstos  transfiera  su  derecho  a  otro. 

ARTICULO  1114. 

Unicamente  perjudicará  a  tercero,  lo  que  aparezca  en  el  Re¬ 
gistro. 

Por  tercero  se  entiende  para  los  efectos  de  esta  ley,  el  que  no 
ha  intervenido  en  el  acto  o  contrato. 

ARTICULO  1115. 

Los  títulos  inscritos  surtirán  efecto  aún  contra  los  acreedores 
singularmente  privilegiados  por  la  ley. 

ARTICULO  1116. 

Los  títulos  inscritos  o  anotados,  surtirán  efecto  en  cuanto  a 
tercero,  desde  la  fecha  de  su  entrega  en  el  Registro. 

ARTICULO  1117. 

Entre  dos  o  más  inscripciones  de  una  misma  fecha,  y  relativas 
a  la  misma  finca  o  derecho,  determinará  la  preferencia  la  ante¬ 
rioridad  en  la  hora  de  la  entrega  del  título  en  el  Registro. 

ARTICULO  1118. 

Si  al  hacerse  una  inscripción  o  anotación  resultare  del  título 
algún  otro  derecho  real  no  inscrito  anteriormente,  el  Registrador 
procederá  a  hacer  acto  continuo  la  inscripción  separada  y  especial 
que  corresponde  a  tal  derecho.  Esta  inscripción  desde  su  fecha 
producirá  efecto  contra  tercero. 

# 

ARTICULO  1119. 

La  inscripción  será  nula  cuando  por  omisión  de  alguna  de  las 
circunstancias  que  debe  contener,  o  por  estar  extendida  con  in¬ 
exactitud,  hubiere  inducido  a  error  a  un  tercero  y  éste,  o  alguna  de 
las  partes  contratantes,  aparezcan  perjudicadas  en  el  Registro. 

ARTICULO  1120. 

La  inscripción  no  convalida  los  actos  o  contratos  nulos  según 
las  leyes. 
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ARTICULO  1121. 


No  obstante  lo  declarado  en  el  artículo  anterior,  los  actos  o 
contratos  que  se  ejecuten  u  otorguen  por  persona  que  en  el  Regis¬ 
tro  aparezca  con  derecho  a  ello,  una  vez  inscritos,  no  se  invalida¬ 
rán  en  cuanto  a  tercero,  aunque  después  se  anule  o  resuelva  el 
derecho  del  otorgante,  en  virtud  de  causas  que  no  aparezcan  del 
mismo  Registro. 

ARTICULO  1122. 

Los  títulos  supletorios  inscritos,  producirán  los  mismos  efec¬ 
tos  del  título  de  dominio,  cuando  en  virtud  de  la  prescripción  que¬ 
daren  equiparados  a  éste. 

ARTICULO  1123. 

Se  deja  de  poseer  una  cosa  inmueble  inscrita  en  favor  del 
poseedor,  cuando  otra  persona  la  adquiere  para  sí  con  título  legítimo 
inscrito.  % 

ARTICULO  1124. 

Las  acciones  rescisorias  o  resolutorias  no  perjudicarán  a  ter¬ 
cero  que  haya  inscrito  su  derecho,  exceptuándose : 

1» — Las  acciones  rescisorias  o  resolutorias  que  deban  su  origen 
a  causas  que  habiendo  sido  estipuladas  expresamente  por 
las  partes,  consten  en  el  Registro; 

25 — Las  acciones  rescisorias  de  enajenación  en  fraude  de  acree¬ 
dores,  cuando  el  tercero  haya  sido  cómplice  en  el  frau¬ 
de;  y, 

3C’ — Cuando  el  derecho  del  tercero  haya  sido  adquirido  a  título 
gratuito. 

En  estos  dos  últimos  casos,  el  término  de  un  año  dentro  del 
cual  puede  pedirse  la  rescisión  o  la  nulidad,  se  contará  desde  la 
fecha  en  que  fué  inscrito  el  derecho  por  el  tercero. 


CAPITULO  IV 


REGISTRO  DE  LA  PRENDA  AGRARIA 

ARTICULO  1125. 

En  el  Registro  de  la  Propiedad  se  llevará  un  libro  de  inscrip¬ 
ciones  por  cada  departamento  comprendido  en  la  jurisdicción  de  la 
Oficina  del  Registro,  en  el  que  se  asentarán,  en  el  orden  en  que 
fueron  presentados  y  con  numeración  correlativa,  los  registros  de 
los  respectivos  contratos  otorgados  con  sujeción  a  la  ley. 
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ARTICULO  1126. 


Todo  el  que  tenga  interés  en  asegurar  las  obligaciones  y  dere¬ 
chos  que  se  derivan  del  contrato  de  prenda  agraria,  podrá  solicitar 
su  inscripción  o  anotación,  la  que  se  hará  si  procediere,  según  la  ley. 

ARTICULO  1127. 

La  partida  de  inscripción  de  la  prenda  agraria  contendrá: 

l9 — El  nombre  e  inscripción  del  fundo  a  que  la  prenda  per¬ 
tenezca; 

2° — El  nombre  de  los  contratantes; 

39 — El  lugar  y  la  fecha  del  contrato; 

49 — El  nombre  del  Notario  que  la  autorice; 

59 — La  suma  recibida  en  préstamo  y  la  forma  en  que  deberá 
devolverse ; 

69 — Los  intereses  estipulados ; 

79 — El  plazo  de  la  obligación; 

89 — Las  cosas  dadas  en  prenda,  con  especificación  de  todas 
las  circunstancias  que  sirvan  para  identificarlas; 

99 — Las  condiciones  especiales  que  hayan  pactado  los  con¬ 
tratantes;  y, 

10. — Los  detalles  que  se  requieran  para  la  claridad  y  precisión 
del  asiento. 

ARTICULO  1128. 

Cuando  las  cosas  dadas  en  prenda  se  encuentren  en  departa¬ 
mentos  que  correspondan  a  distintas  oficinas  de  Registro,  el  docu¬ 
mento  respectivo  debe  ser  presentado  e  inscrito  en  todas  ellas; 
pero  la  prelación  se  determinará  por  la  fecha  de  la  primera  pre¬ 
sentación. 

ARTICULO  1129. 

Tan  pronto  como  se  registre  un  contrato  de  prenda  agraria,  se 
anotará  al  margen  de  la  inscripción  de  dominio  del  fundo  de  que 
legalmente  formen  parte  las  cosas  pignoradas.  Esta  anotación  se 
cancelará  al  mismo  tiempo  que  la  inscripción  de  la  prenda. 

9 

ARTICULO  1130. 

En  los  casos  en  que  para  la  cancelación  o  rescisión  de  la  pren¬ 
da  agraria,  no  mediare  instrumento  público  o  sentencia  firme, 
bastará  la  comparecencia  del  acreedor,  ante  el  Registrador,  quien 
levantará  el  acta  respectiva  y  hará  las  operaciones  correspondientes. 
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ARTICULO  1131. 


Cuando  ocurriere  la  venta  judicial  de  la  prenda  por  incumpli¬ 
miento  del  contrato  respectivo,  el  Juez  que  intervenga  en  ella,  man¬ 
dará,  una  vez  concluida  la  ejecución,  cancelar  el  asiento  de  ins¬ 
cripción  de  la  prenda. 

ARTICULO  1132. 

Las  disposiciones,  reglamentos  y  aranceles  relativos  al  Regis¬ 
tro  de  la  Propiedad,  regirán  supletoriamente  para  la  prenda  agraria. 


CAPITULO  V 


INSCRIPCIONES  ESPECIALES 

ARTICULO  1133. 

Los  ferrocarriles,  tranvías,  canales,  muelles  y  otras  obras  de 
índole  semejante,  que  impliquen  derechos  reales  sobre  el  terreno 
que  ocupen,  deberán  inscribirse  en  el  Registro  de  la  Propiedad  como 
derechos  reales  en  los  libros  exclusivos  destinados  a  la  inscripción 
de  tales  obras. 

Para  este  efecto,  se  presentarán  los  documentos  auténticos  en 
que  conste  la  concesión  o  contrato  correspondiente. 

En  libros  especiales  del  Registro  general,  se  inscribirán  los 
buques  y  naves  aéreas  y  los  derechos  reales  que,  los  afecten. 

ARTICULO  1134. 

Si  la  inscripción  se  hace  durante  la  construcción  de  una  obra 
pública,  podrá  adicionarse  o  rectificarse  al  concluir  la  obra  o  termi¬ 
nar  cada  una  de  las  secciones,  presentando  al  efecto,  certificación 
auténtica  en  que  conste  que  el  Poder  Ejecutivo  se  da  por  recibido 
de  la  obra  o  de  la  sección  que  se  pone  al  servicio  público. 

ARTICULO  1135. 

La  inscripción  debe  hacerse  en  el  libro  del  Registro  Central. 

ARTICULO  1136. 

En  cuanto  el  concesionario  adquiera,  en  forma  legal,  el  terreno 
para  la  construcción  del  ferrocarril,  tranvía,  canal,  muelle  u  obras 
de  la  misma  índole,  se  inscribirán  los  títulos  de  la  adquisición,  en 
la  forma  prevenida  en  el  artículo  anterior. 
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ARTICULO  1137. 


Las  estaciones,  almacenes,  presas,  puentes,  acueductos  y  de¬ 
más  obras  que  constituyan  parte  integrante  de  la  vía  o  canal,  como 
necesarias  para  su  existencia  o  explotación,  no  requieren  inscrip¬ 
ción  separada,  sino  que  se  incluirán  en  la  inscripción  general  de  la 
obra;  pero,  las  fincas  rústicas  o  urbanas  que  adquiera  la  compañía 
concesionaria  y  que  estén  separadas  de  la  vía  o  canal,  deben  ins¬ 
cribirse  separadamente  con  las  condiciones  y  requisitos  que  exige 
la  ley. 

ARTICULO  1138. 

La  primera  inscripción  de  un  ferrocarril,  tranvía,  canal,  muelle 
y  otras  obras  de  índole  semejante  que  impliquen  derechos  reales 
sobre  el  terreno  que  ocupen,  deberá  describir  la  obra  y  expresará 
todo  lo  que  ella  comprenda  como  necesario  para  su  existencia  o 
explotación,  de  conformidad  con  la  escritura  constitutiva  de  la  con¬ 
cesión  otorgada  por  el  Ejecutivo. 

ARTICULO  1139. 

El  dominio  del  Estado  sobre  los  hidrocarburos  naturales  en  sus 
diferentes  condiciones,  los  carbones  minerales  y  las  substancias  mi¬ 
nerales  metálicas  que  se  encuentran  en  el  subsuelo,  es  inalienable  e 
imprescriptible  y  deberá  inscribirse  con  tales  requisitos  en  un  libro 
especial,  formando  un  inmueble  separado  del  fundo  en  cuyo  sub¬ 
suelo  se  encuentre  ubicado  el  yacimiento  o  la  mina  respectiva.  En 
la  inscripción  de  dicho  fundo  se  anotará  la  desmembración  del  do¬ 
minio  del  subsuelo,  y  en  la  nueva  finca  que  se  forme  a  favor  del 
Estado,  se  expresará  el  número,  folio  y  libro  de  la  finca  en  cuyo 
subsuelo  se  formó  el  nuevo  inmueble. 

ARTICULO  1140. 

El  dominio  útil  de  los  hidrocarburos,  carbones  minerales  y  mi¬ 
nas,  se  inscribirá  en  el  mismo  libro,  a  favor  de  los  concesionarios, 
con  las  condiciones  establecidas  en  el  respectivo  contrato  que  se 
hará  constar  en  escritura  pública  y  asimismo  se  inscribirán  las 
transferencias  de  dominio  y  derechos  reales  que  los  afecten,  que 
se  regularán  por  las  prescripciones  comunes. 

ARTICULO  1141. 

Las  inscripciones  que  se  efectúen  de  acuerdo  con  este  capítulo, 
se  anotarán  al  margen  de  la  inscripción  de  cada  uno  de  los  inmue¬ 
bles  que  afecten. 
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ARTICULO  1142. 


i 


Las  disposiciones  generales  del  presente  Título,  regirán  en  todo 
lo  que  sea  aplicable  a  los  bienes,  comprendidos  en  este  capítulo. 


CAPITULO  VI 


l r/J ^ 

2oi° 


REGISTRO  DE  TESTAMENTOS  ^ 

ARTICULO  1143.  .  ¿ 

y  *<"  - - ^ 

En  los  libros  de  registro  de  testamentos,\se  hará  constar :  „  r.s 

l5 — En  el  libro  de  testamentos  abiertos^:  el  nombre  del  testador,  o 
-y  do  los- testigos  con  tod,as  las  identificaciones  que  aparecen 
en  el  testamento/i  el  lugar,  fecha  y  hora,  el  folio  y  folios  que 
correspondan  al  protocolo;  el  número  y  registro  del  papel  ^ 

sellado  en  que  estuviere  extendidj^  el  original;  y  la  cons¬ 
tancia  de  si  firmó  el  testador/  o  de  quién  lo  hizo  a  su  ruego ; 

2° — En  el  libro  de  testamentos  cerrados:  copia  íntegra  del  acta 
que  protege  el  testamento  y  nombre  de  la  persona  en  quien 
se  deposite ; 

3 o — En  el  libro  de  testamentos  especiales  :  los  mismos  datos  que  ^ 
contiene  el  inciso  1°  de  este  artículo,  en  lo  que  sea  aplicable. 

i  oxvxv  Ia.  txA.  txXS  (  A ;  /wwx  L  ^  e-#f  X-  ^ 

-ry,  r  o  _ 

ARTICULO  1144. 


Todos  los  que  autoricen  un  testamento  están  obligados  a  co¬ 
municar  por  escrito  en  papel  sellado  del  menor  valor  al  Registra¬ 
dor  respectivo,  los  datos  expresados  en  el  artículo  anterior,  bajo 
pena  de  cien  quetzales  de  multa,  sin  perjuicio  de  las  demás  res¬ 
ponsabilidades  penales  y  civiles. 

La  multa  será  impuesta  por  el  Juez  de  1’  Instancia  bajo  cuya 
jurisdicción  se  hallare  el  Registro  y  se  aplicará  a  los  fondos  ju¬ 
diciales. 


ARTICULO  1145. 

La  comunicación  a  que  se  refiere  el  artículo  anterior  deberá 
hacerse  dentro  de  los  diez  días  siguientes  a  la  fecha  en  que  se 
autorizó  el  testamento. 


ARTICULO  1146. 


Muerto  el  testador,  se  presentará  el  testimonio  del  testamento 
abierto,  junto  con  el  certificado  de  defunción,  para  que  sea  trans¬ 
crito  en  el  libro  de  asientos. 
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CAPITULO  VII 


ANOTACIONES 

ARTICULO  1147. 


Podrán  obtener  anotación  de  sus  respectivos  derechos : 


yi 


/n- 


l9 — El  que  demandare  en  juicio  la  propiedad,  la  constitución,  la 
modificación  o  la  extinción  de  derechos  reales  sobre  inmue¬ 
bles  u  otros  derechos  reales  sujetos  a  inscripción,  o  la  can¬ 
celación  o  modificación  de  ésta; 

29 — El  que  obtuviere  mandamiento  judicial  de  embargo  que  se 
haya  verificado  sobre  derechos  reales  inscritos,  del  deudor; 
39— Los  legatarios  y  acreedores  ciertos  del  causante  en  derechos 
reales  de  la  herencia; 

49 — El  que  demandare  la  declaración  o  presunción  de  muerte,  la 
incapacidad  por  interdicción,  la  posesión  provisional  o  defi¬ 
nitiva  de  los  bienes  del  ausente,  o  que  se  modifique  la  capa¬ 
cidad  civil  de  las  personas  en  cuanto  a  la  libre  disposición 
de  sus  bienes; 

59 — El  que  presentare  título  cuya  inscripción  no  pueda  hacerse 
definitivamente,  por  faltas  que  sean  subsanables  en  el  tér¬ 
mino  de  treinta  (30)  días,  pasados  los  cuales  la  anotación 
se  tendrá  cancelada  de  hecho;  y, 
ó9 — El  que  presentare  escritura  de  promesa  de  compra-venta. 


Las  anotaciones  que  procedan  de  orden  judicial,  se  harán  por 
medio  de  despacho  que  será  diligenciado  por.  el  Registrador. 


Ou&i0 


ARTICULO  1148. 

El  propietario  de  un  inmueble  anotado  en  virtud  de  demanda 
no  basada  en  documentos  fehacientes  podrá  pedir,  en  cualquier 
tiempo,  y  el  Tribunal  lo  dispondrá  así,  que  el  actor  garantice  amplia¬ 
mente,  a  juicio  del  Juez,  la  responsabilidad  en  que  pudiere  incurrir 
por  los  daños  y  perjuicios  que  se  irroguen  al  dueño  del  raíz,  si  fuere 
absuelto.  La  garantía  no  excederá  del  cinco  por  ciento  (5%)  del 
valor  en  que  se  hubiere  declarado  la  propiedad  para  el  pago  de  los 
impuestos  fiscales.  Si  dentro  del  plazo  que  el  Tribunal  señale,  el 
actor  no  presentare  los  comprobantes  de  haber  prestado  la  garantía, 
se  mandará  cancelar  la  anotación  y  no  se  podrá  rehabilitar  ni  decre¬ 
tar  de  nuevo. 

ARTICULO  1149. 


En  los  casos  l9,  49  y  59  del  artículo  1147,  no  podrá  hacerse  la 
anotación  sino  a  solicitud  del  actor  y  por  mandato  del  Juez;  en  el 
caso  del  inciso  29  será  también  por  mandato  judicial  y  decretada 
de  oficio;  en  el  caso  del.39  se  hará  necesario  que/^ademés-ée-la- 
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publicac-tón-de  edictos?-  el  derecho  conste  de  manera  fehaciente  o  '¿V 
h  /"mandato  judicial.  Esta  anotación  no  procederá  después  de  seis 

meses  de  la  muerte  del  causante. 


En  los  demás  casos,  bastará  la  solicitud  del  interesado  hecha 
al  Registrador. 


ARTICULO  1150. 


Las  anotaciones  que  procedan  de  providencias  judiciales  no  se 
suspenderán  por  apelación  u  oposición  de  parte. 

ARTICULO  1151. 

El  interesado  en  la  anotación  de  un  inmueble  que  no  esté  ins¬ 
crito  en  el  Registro,  tendrá  personería  para  hacer  todas  las  gestiones 
necesarias  a  efecto  de  obtener  la  inscripción  del  inmueble  de  que 
se  trate. 

ARTICULO  1152. 

El  legatario  de  género  o  cantidad,  no  podrá  exigir  anotación 
sobre  bienes  inmuebles  o  derechos  reales  legados  a  otros  especial¬ 
mente  y  el  legatario  de  inmuebles  determinados  o  de  créditos  o  pen¬ 
siones  asignados  sobre  ellos,  no  podrá  constituir  su  anotación  sino 
sobre  los  mismos  bienes. 


ARTICULO  1153. 

Si  alguno  de  los  legatarios  fuere  persona  incierta,  la  anotación 
de  su  legado  se  practicará  de  oficio  por  el  Registrador,  al  anotarse 
otros  legados  o  al  inscribirse  la  herencia  a  favor  del  heredero. 

ARTICULO  1154. 

Por  la  anotación,  los  acreedores  o  legatarios  serán  preferidos 
en  cuanto  a  los  bienes  del  causante,  a  los  acreedores  particulares 
del  heredero. 

ARTICULO  1155. 

El  acreedor  que  obtenga  anotación  a  su  favor  en  el  caso  del 
inciso  2?  del  artículo  1147  será  preferido,  en  cuanto  a  los  bienes 
anotados,  solamente  a  los  que  tengan  contra  el  mismo  deudor  un 
crédito  contraído  con  posterioridad  a  dicha  anotación.  > 

ARTICULO  1156. 

No  gozarán  de  preferencia  alguna,  por  la  sola  anotación,  los 
legatarios  entre  sí,  ni  los  acreedores  ciertos  a  la  herencia. 
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ARTICULO  1157. 


Cuando  la  anotación  preventiva  de  un  derecho  se  convierta  en 
inscripción  definitiva  del  mismo,  surtirá  ésta  sus  efectos  desde  la 
fecha  de  la  anotación. 

ARTICULO  1158. 

Los  bienes  inmuebles  o  derechos  reales  anotados  podrán  enaje¬ 
narse  o  gravarse,  pero  sin  perjuicio  del  derecho  de  aquel  a  cuyo 
favor  se  haya  hecho  la  anotación. 

ARTICULO  1159. 

La  anotación  expresará :  el  inmueble  o  derecho  real  a  que  se 
contraiga,  el  Juez  que  la  hubiere  decretado,  si  fuere  el  caso;  las 
personas  a  quienes  afecte,  el  título  de  su  procedencia,  el  importe 
de  las  obligaciones,  si  pudieren  determinarse;  la  fecha  y  hora  de  la 
entrega  del  documento  en  el  Registro.  La  falta  de  alguno  de  estos 
requisitos  hará  ineficaz  la  anotación. 


CAPITULO  VIII 

•  " 

CANCELACIONES 

s 

ARTICULO  1160. 

Las  inscripciones  se  cancelarán  en  virtud  del  documento  en 
que  conste  haberse  extinguido  legalmente  los  derechos  u  obligacio¬ 
nes  inscritas. 

La  cancelación  podrá  hacerse  parcial  o  totalmente.  En  el  pri¬ 
mer  caso  deberá  indicarse,  con  claridad,  la  parte  respecto  de  la 
cual  se  hace  la  cancelación. 

«  '  W 

ARTICULO  1161. 

Podrá  pedirse  la  cancelación  total  de  las  inscripciones  y  ano- 

« 

taciones : 

1° — Cuando  se  extingue  por  completo  el  inmueble  objeto  de  la 
inscripción,  o  el  derecho  real  inscrito; 

2(’ — Cuando  se  declare  la  nulidad  del  documento  en  cuya  virtud 
se  haya  hecho  la  inscripción;  y, 

3° — Cuando  se  declare  la  nulidad  de  la  inscripción  a  conse¬ 
cuencia  de,  lo  dispuesto  en  el  artículo  1119. 


* 


ARTICULO  1162. 
» 


El  Registrador,  a  solicitud  de  parte  interesada,  cancelará: 


l9 — Las  inscripciones  de  derechos  reales  con  plazo  inscrito, 
cuando  hubieren  transcurrido  diez  años  del  vencimiento 
fijado  en  el  contrato. 


Para  este  efecto  el  plazo  del  vencimiento  será  el  que 
determine  la  escritura,  aun  cuando  contenga  cláusula  de 
renovación,  sin  necesidad  de  otorgamiento  de  otra; 


2 9 — Las  anotaciones  de  demanda  y  de  embargo  después  de  diez 
años  de  su  fecha;  y, 

39 — La  prenda  agraria  después  de  dos  años  del  vencimiento  del 

pu„  (¡jado  . A6.  ¿f  .  3. 

ARTICULO  1163. 


La  caducidad  de  que  aquí  se  trata  se  interrumpe: 

l9 — Por  inscripción  de  las  prórrogas; 

29 — Por  demanda  judicial  que  se  anote  antes  de  que  se  pida  la 
cancelación  por  caducidad;  y, 

39 — Por  aviso  del  Tribunal  que  conozca  del  asunto,  al  Registra¬ 
dor,  haciéndose  saber  que  el  juicio  al  cual  se  refiere  la 
anotación  o  el  embargo,  está  aún  pendiente.  De  este  aviso 
se  tomará  razón  al  margen. 

La  interrupción  producirá  el  efecto  de  inutilizar  todo  el  tiempo 
corrido  antes  de  ella. 


ARTICULO  1164. 

Las  inscripciones  o  anotaciones  decretadas  judicialmente  en 
los  casos  l9,  29,  49  y  59  del  artículo  1147,  no  se  cancelarán  sino  por 
providencia  judicial  firme.  En  los  demás  casos  del  citado  artículo 
podrá  hacerse  la  cancelación  en  escritura  pública  en  la  cual  expre¬ 
sen  su  consentimiento  la  persona  a  cuyo  favor  se  hubiere  hecho 
la  inscripción  o  anotación,  sus  causahabientes  o  representantes  le¬ 
gítimos. 

ARTICULO  1165. 

•  i- 

La  anotación  se  cancelará,  no  sólo  cuando  se  extinga  el  derecho 
anotado,  sino  también  cuando  en  escritura  pública  se  convenga, 
o  en  providencia  judicial  se  disponga  convertirla  en  definitiva. 
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ARTICULO  1166. 


La  anotación  a  favor  dél  acreedor  a  la  herencia  o  del  legatario 
que  no  lo  fuere  de  especie,  ni  de  rentas  o  derechos  reales  consti¬ 
tuidos  sobre  un  inmueble  determinado,  caducará  al  año  de  su  fecha 
y  en  consecuencia,  deberá  cancelarse  de  oficio  por  el  Registrador, 
aun  cuando  haya  sido  decretada  judicialmente. 

Si  al  vencimiento  del  año  no  fuere  aún  exigible  el  legado  o  el 
crédito,  se  considerará  subsistente  la  anotación  hasta  dos  meses 
después  del  día  en  que  puedan  exigirse. 

ARTICULO  1167. 

Si  antes  de  expirar  el  término  de  la  anotación  resultare  ésta 
ineficaz  para  garanliz ar/el  crédito  o  legado,  por  razón  de  las  cargas 
o  condiciones  especiales  de  los  bienes  anotados,  podrá  pedir  el 
acreedor  a  la  herencia  o  el  legatario,  que  se  anoten  otros  bienes,  si 
los  hubiere  susceptibles  de  tal  gravamen. 

ARTICULO  1168. 

El  legatario  de  rentas  o  pensiones,  podrá  pedir,  en  cualquier 
tiempo,  que  la  anotación  hecha  a  su  favor  se  convierta  en  inscrip¬ 
ción  hipotecaria,  si  el  testador  hubiere  consignado  las  porciones 
sobre  inmuebles  determinados  de  la  herencia. 

Si  el  legatario  hubiere  anotado  su  derecho,  podrá  pedir,  en 
cualquier  tiempo,  la  inscripción  hipotecaria  de  los  bienes  inmuebles 
de  la  herencia  gravados  por  el  testador,  que  existan  en  poder  del 
heredero  o  legatario  obligado  a  dar  la  pensión. 

ARTICULO  1169. 

Toda  cancelación  contendrá  los  requisitos  siguientes: 

1° — La  clase  de  documento  en  cuya  virtud  se  haga  la  cance¬ 
lación  ; 

2" — La  fecha  del  documento  y  la  de  entrega  en  el  Registro; 

3’ — La  designación  del  Juez  que  hubiere  expedido  el  docu¬ 
mento  o  del  Notario  ante  quien  se  haya  otorgado; 

4? — Los  nombres  de  los  interesados  en  la  cancelación ;  y, 

59 — La  inscripción  o  anotación  que  se  cancele. 

ARTICULO  1170. 

El  Registrador  bajo  su  responsabilidad,  suspenderá  o  denegará 
la  cancelación  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  1109  para  las 
inscripciones. 
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ARTICULO  1171. 


Será  nula  la  cancelación  en  perjuicio  de  tercero: 

l9 — Cuando  no  dé  a  conocer  claramente  la  inscripción  can¬ 
celada  ; 

29 — Cuando  en  la  cancelación  parcial,  no  se  dé  a  conocer  cla¬ 
ramente  la  parte  del  inmueble  que  haya  desaparecido,  o  la 
parte  de  la  obligación  que  se  extinga  y  la  que  subsista ;  y, 

39 — Cuando  la  cancelación  no  tenga  la  fecha  de  la  entrega  en 
el  Registro,  del  instrumento  en  que  se  haya  convenido  por 
las  partes,  u  ordenado  por  el  Juez. 

ARTICULO  1172. 

Cuando  una  cancelación  se  declare  nula  en  virtud  de  causas 
que  no  aparezcan  en  el  asiento,  tal  nulidad  no  podrá  perjudicar 
a  tercero. 


CAPITULO  IX 

LOS  REGISTROS 

ARTICULO  1173. 

I  *  ^ 

No  podrán  corregirse  los  errores  u  omisiones  cometidos  en  los 
libros  del  Registro,  con  tachas  o  intercalando  palabras  entre  líneas, 
después  de  firmados  los  asientos. 


ARTICULO  1174. 

Los  Registradores,  antes  de  firmar  y  sellar  los  asientos  del  Re¬ 
gistro,  cuidarán  de  revisarlos,  para  salvar  las  palabras  testadas  o 
intercaladas. 

ARTICULO  1175. 

Si  el  error  u  omisión  se  notare  después  de  firmado  y  sellado  el 
asiento,  se  rectificará,  si  fuere  simplemente  de  palabra,  por  medio 
de  una  nota  en  la  columna  respectiva. 

Si  fuere  de  algún  concepto  del  asiento  y  no  causare  su  nulidad 
conforme  a  disposiciones  de  la  ley,  se  rectificará  si  estuvieren  de 
acuerdo  los  interesados,  por  medio  de  un  nuevo  asiento.  El  acuer¬ 
do  debe  hacerse  en  forma  auténtica.  Si  no  hubiere  acuerdo  entre 
las  partes  y  el  Registrador  en  la  rectificación,  no  podrá  hacerse  ésta 
sino  por  providencia  judicial. 
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ARTICULO  1176. 


La  rectificación  de  errores  u  omisiones  de  concepto,  no  produ¬ 
cirá  efecto  sino  desde  su  fecha. 

ARTICULO  1177. 

Cuando  una  finca  tuviere  quince  o  más  inscripciones  de  domi¬ 
nio  o  hipotecarias,  el  Registrador  las  cancelará  y  abrirá  nueva  ins¬ 
cripción  con  los  datos  que  de  las  inscripciones  resulten,  transcribien¬ 
do  a  ella  toda  la  inscripción  o  anotación  que  estuviere  vigente.  El 
Registrador  podrá  exigir  de  los  interesados  los  demás  datos  que 
juzgue  necesarios. 

ARTICULO  1178. 

Respecto  a  los  detalles  sobre  el  modo  de  llevar  el  Registro,  los 
Registradores  observarán  las  prescripciones  contenidas  en  el  Re¬ 
glamento  del  ramo. 


CAPITULO  X 


REGISTRADORES 

ARTICULO  1179. 

El  cargo  de  Registrador,  es  incompatible  con  cualquier  otro 
empleo  público  y  con  el  ejercicio  de  la  profesión  de  Abogado  y 
Notario. 

ARTICULO  1180. 

Los  Registradores  antes  de  entrar  a  ejercer  sus  cargos,  garan¬ 
tizarán  el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  con  hipoteca  o  fianza 
por  un  valor  que  no  baje  de  un  mil  quetzales,  ni  exceda  de  cinco  mil. 

El  Ejecutivo  fijará  el  importe  de  la  garantía,  atendiendo  a  la 
importancia  del  Registro. 

ARTICULO  1181. 

La  garantía  de  que  trata  el  artículo  anterior  no  se  cancelará, 
sino  hasta  un  año  después  de  haber  cesado  el  Registrador  en  el 
ejercicio  de  su  cargo,  salvo  que  hubiere  pendiente  alguna  reclama¬ 
ción  contra  el  Registrador,  en  cuyo  caso,  la  cancelación  quedará 
sujeta  a  las  resultas  del  juicio. 


ARTICULO  1182. 

Si  la  garantía  fuere  hipotecaria  y  quedare  un  saldo  insoluto  al 
rematarse  el  inmueble,  el  Registrador  responderá  con  sus  demás 
bienes  por  dicho  saldo. 

ARTICULO  1183. 

Los  Registradores  enviarán  al  Registrador  General,  durante  el 
mes  de  enero  de  cada  año,  un  cuadro  estadístico  relativo  al  año 
anterior,  que  contendrá:  las  enajenaciones  y  su  precio,  con  separa¬ 
ción  de  fincas  rústicas  y  urbanas;  los  derechos  reales  impuestos 
sobre  ellas  y  su  valor  si  constare;  las  hipotecas,  número  de  fincas 
hipotecadas,  importe  de  los  capitales  asegurados  con  ellas  y  las 
cancelaciones  verificadas. 

ARTICULO  1184. 

En  el  mes  de  febrero  de  cada  año,  el  Registrador  General  en¬ 
viará  al  Ministerio  de  Gobernación  y  Justicia  un  cuadro  con  los 
datos  estadísticos  que  deberá  comprender  todas  las  operaciones 
efectuadas  en  los  Registros  de  la  Propiedad.  Los  datos  estadísticos, 
se  compilarán  por  el  Registrador  General,  en  el  libro  respectivo. 

ARTICULO  1185. 

En  cada  Registro  habrá  un  Registrador  substituto,  de  nombra¬ 
miento  del  Ejecutivo  a  propuesta  y  bajo  la  responsabilidad  del 
propietario,  para  que  haga  las  veces  de  éste  en  los  casos  de  ausen¬ 
cia,  enfermedad  o  incompatibilidad  en  el  desempeño  de  sus  funcio¬ 
nes.  El  substituto  tendrá  las  mismas  calidades  que  el  propietario. 

Si  excediere  de  quince  días  el  tiempo  de  la  interinidad,  el  subs¬ 
tituto  deberá  prestar  garantía  en  los  mismos  términos  que  el  pro¬ 
pietario. 

ARTICULO  1186. 

El  Registrador  substituto  hará  las  veces  del  propietario  acci¬ 
dentalmente,  cuando  éste,  su  cónyuge  o  sus  parientes  intervengan 
en  un  documento  inscribible  o  sean  parte  en  el  juicio  de  que  proce¬ 
da  el  mandamiento  u  orden  para  una  inscripción  o  anotación. 

ARTICULO  1187. 

Los  Registradores  no  son  parte  en  ningún  litigio  en  que  se 
ventile  la  validez  o  nulidad  de  una  inscripción,  excepto  cuando  se 
les  deduzca  responsabilidad  por  abuso  de  sus  funciones  o  por  de¬ 
fecto  de  una  inscripción,  y  en  los  ocursos  de  queja. 
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CAPITULO  XI 


RESPONSABILIDAD  DE  LOS  REGISTRADORES 

ARTICULO  1188. 

Quien  por  culpa  del  Registrador  aparezca  en  el  Registro  inde¬ 
bidamente  exonerado  de  alguna  obligación  o  gravamen  inscrito, 
quedará  responsable  de  dicha  obligación  o  gravamen,  solidariamen¬ 
te  con  el  Registrador;  y  éste  responderá  además  de  los  daños  y  per¬ 
juicios  que  por  tales  daños  u  omisiones  se  hayan  causado. 

ARTICULO  1189. 

El  Juez  de  U  Instancia  a  cuya  jurisdicción  pertenezca  el  Regis¬ 
tro,  será  el  competente  para  conocer  de  las  demandas  que  por  daños 
y  perjuicios  procedan  contra  el  Registrador. 


ARTICULO  1190. 

Las  infracciones  de  esta  ley  o  de  los  reglamentos  relativos  al 
Registro  cometidas  por  los  Registradores,  aunque  no  causen  per¬ 
juicio  a  tercero,  ni  constituyan  delito,  serán  castigadas  con  multa 
de  cinco  a  cincuenta  quetzales. 

La  multa  será  impuesta  por  el  Juez  del  departamento  a  que 
corresponda  el  Registro  y  sin  más  trámite  que  las  diligencias  nece¬ 
sarias  para  averiguar  el  hecho.  Quedan  al  penado  expeditos  los 
recursos  legales. 

El  importe  de  las  multas  ingresará  a  los  fondos  de  justicia. 


ARTICULO  1191. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  en  cuanto  a  indemni¬ 
zación  de  daños  y  perjuicios  y  sujeción  a  multas,  no  obstará  a  la 
imposición  de  la  pena  que,  en  caso  de  delito,  proceda  conforme  a 
las  leyes. 

ARTICULO  1192. 

Cuando  un  Registrador  fuere  condenado  a  la  vez  a  la  indem¬ 
nización  de  daños  y  perjuicios  y  al  pago  de  la  multa,  se  pagarán  de 
preferencia  los  primeros. 
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TITULO  VIII 


CAPITULO  UNICO 


DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

ARTICULO  1193. 

Los  matrimonios  celebrados  con  anterioridad  al  Decreto  Núme¬ 
ro  921,  su  disolución  y  nulidad,  se  regirán  por  las  disposiciones  de 
I  este  Código. 

ARTICULO  1194. 

Las  personas  nacidas  antes  de  la  institución  del  Registro  Civil, 
podrán  comprobar  su  filiación  por  medio  de  los  registros  parro¬ 
quiales. 


ARTICULO  1195. 

Subsistirán  las  adopciones  verificadas  con  anterioridad  a  este 
Código,  pero  los  adoptantes  quedan  obligados  a  garantizar  los  bie¬ 
nes  que  administren,  en  los  mismos  términos  que  los  tutores  y 
dentro  de  un  plazo  no  mayor  de  un  mes.  Se  excluyen  de  la  ga¬ 
rantía  los  bienes  que  el  adoptante  hubiere  dado  al  hijo  adoptivo, 
así  como  los  frutos  de  estos  bienes.  Si  no  fuere  prestada  la  garantía 
y  el  adoptado  fuere  menor  de  edad  o  incapacitado,  deberá  ser  pues¬ 
to  bajo  tutela,  a  menos  que  existieren  los  padres,  quienes,  en  tal 
caso,  tendrán  a  su  cargo  la  administración  de  los  bienes. 


ARTICULO  1196. 

Mientras  no  entren  en  vigor  los  nuevos  Códigos  de  Obligacio¬ 
nes  y  Contratos  y  Enjuiciamiento  Civil  y  Mercantil,  regirán,  respec¬ 
tivamente,  el  Código  Civil  y  el  de  Procedimientos  Civiles  en  todo  lo 
que  no  esté  legislado  en  este  nuevo  cuerpo  de  leyes. 


ARTICULO  1197. 

Quedan  derogadas  todas  las  leyes  anteriores  que  se  opongan  o 
estén  sustituidas  por  el  presente  Código,  que  entrará  en  vigor  desde 
el  día  treinta  de  junio  del  corriente  año. 
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Pase  al  Ejecutivo  para  su  publicación  y  cumplimiento. 

Dado  en  el  Palacio  del  Poder  Legislativo:  en  Guatemala,  el 
trece  de  mayo  de  mil  novecientos  treinta  y  tres. 


JUAN  J.  ORTEGA, 

Presidente. 

C.  ENRIQUE  LARRAONDO, 

Secretario. 

F.  HERNANDEZ  DE  LEON. 

Secretario. 


Casa  del  Gobierno  :  Guatemala,  veintiuno  de  mayo  de  mil  nove¬ 
cientos  treinta  y  tres. 

Publíquese  y  cúmplase. 

JORGE  UBICO. 

El  Secretario  de  Estado  en  el  Despacho 
de  Gobernación  y  Justicia, 

Gmo.  S.  de  Tejada. 


N 
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